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CAUSA  XI.II 


D.  Pedro  Frias  contra  la  Provincia  de  Entre  Ríos,  por  cumpli- 
miento de  un  convenio ;  sobre  competencia. 


Sumario. — Dado  el  fallo  por  el  que  se  establece  qae  no  cor- 
responde á  la  Suprema  Corte,  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas  á  la  liquidación  de  un  contrato,  no  puede  traerse  á  su 
jurisdicción  el  de  las  cuestiones  que  surjan  de  un  convenio  que 
con  referencia  á  dicha  liquidación  se  haya  celebrado  con  el  ce- 
sionario del  contratante. 


Caso. — D.EzequielDudignae,  porD.  FedroFrias,comocesiona- 
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rio  de  D.  Antonio  Fragaeiro,  espuso,  qne  invitado  el  cedente  de  su 
representado  por  el  gobernador  de  Entre  Rios  en  6  de  Noviem- 
bre de  1881 ,  á  una  confereacia  para  arreglar  las  diferencias  sus- 
citadas y  las  que  podían  suscitarse,  con  motivo  de  pagos  que  el 
Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  enunciada,  habia  hecho  á  di- 
versas personas  y  cuya  legalidad  aquel  no  habia  reconocido, 
asistió  á  ella  y  transijió  en  la  forma  que  resulta  del  memorial 
que  presentó  en  7  de  Noviembre  del  mismo  año  y  de  la  resolu- 
ción del  10  del  mismo  mes  y  año,  que  corren  en  el  expediente 
caratulado  €  Contrato  de  empréstito».  «El  Superior  Gobierno 
de  esta  Provincia  con  D.  Antonio  Fragueiro»  y  de  los  cuales 
acompañó  copia. 

Que  del  contesto  de  los  referidos  memorial  y  decreto,  pues  no 
se  labró  acta  especial  del  arreglo,  este  se  celebró  bajo  las  bases 
siguientes : 

1^  Que  se  procedería  á  la  liquidación  de  los  saldos  de  acree- 
dores y  deudores  consultando  los  antecedentes  y  los  comproban- 
tes que  el  cedente  de  su  representado  adjunta,  sobre  cantidades 
no  liquidadas  y  habían  quedado  á  liquidarse. 

2^  Que  como  una  consecuencia,  se  respetaría  la  resolución 
de  13  de  Agosto  de  1874,  en  la  parte  que  la  aceptó  el  cedente  de 
su  representado^  cuyas  cuentas  no  se  tocarían  bajo  ningún  pre^ 
testo  y  solo  sí  las  cantidades  que  habían  quedado  á  comprobarse 
por  aquella  superior  resolución,  como  asimismo,  los  puntos 
observados  por  aquel  y  los  cuales  se  dieron  como  pendientes 
por  resolución  de  15  de  Junio  de  1875. 

Que  consecuente  el  gobierno  de  Entre  Bios  con  lo  estipulado 
por  el  cedente  de  su  representado,  mandó  se. practicara  la 
liquidación  por  Contaduría,  y  dio  por  resultado  la  liquidación 
que  se  hizo,  un  saldo  á  favor  del  cedente  de  su  representado  de 
ciento  cincuenta  y  cinco  mil  novecientos  sesenta  y  tres  pesos 
veintinueve  centavos  fuertes  (155.963  29]  cuya  suma,  unida  á 
la  de  cuarenta  mil  setecientos  setenta  y  dos  pesos]  cincuenta 
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y  cuatro  centavos  (40.772  54),  que  por  omisión  no  se  incluyó  en 
aquella  liquidación,  forma  la  cantidad  de  196.735  pesos  83  cen- 
tavos, sin  incluir  intereses. 

Que  la  Legislatura  de  Entre  Rios  en  vista  de  los  anteceden- 
que  se  le  remitieron  por  el  Poder  Ejecutivo  mandó,  que  se  le 
entregaran  á  cuenta,  por  sanción  de  24  de  Abril  de  1882  la  can- 
tidad de  25000  pesos  en  fondos  públicos,  y  por  ley  de  18  de 
Junio  de  1883,  la  de  diez  mil  pesos,  y  por  último  volvió  el 
expediente. 

Que  el  Poder  Ejecutivo  de  Entre  Rios,  violando  el  convenio 
de  Noviembre  de  1881,  desentendiéndose  de  liquidaciones  prac- 
ticadas y  aceptadas  en  virtud  de  lo  acordado  en  el  convenio 
referido,  nombró  nuevamente  una  comisión  para  que  estudiara 
detenidamente  este  asunto,  reuniendo  y  examinando  todos  los 
documentos,  antecedentes  y  datos  que  con  él  se  relacionen,  é 
informará  al  Gobierno  sobre  el  saldo  que  resulte  á  favor  de  su 
representado,  y  además,  para  que  pudiera  exijir  los  libros  y 
papeles  en  la  parte  que  se  relacionen  con  la  antigua  reclama- 
ción, libros  y  papeles  que  no  pueden  existir  en  poder  del  cedente 
de  su  representado. 

Que  una  violación  de  esa  naturaleza,  que  afecta  por  su  base 
su  derecho  al  que  da  origen  el  convenio  de  Noviembre  de  1881 
y  la  cesión  que  le  hizo  á  su  representado  el  Sr.  Fragueiro,  lo 
obligan  á  recurrir  á  la  Suprema  Corte  para  compeler  al  Gobier- 
no de  Entre  Rios  á  cumplirlo,  pues  ese  convenio  es  la  ley  para 
él  como  para  su  representado  (artículos  1197  y  1198,  Código 
Civil), 

Que  las  liquidaciones  hechas  y  aceptadas  con  sujeción  á  ese 
convenio,  nó  pueden  ser  modificadas  sino  por  error  de  número 
porque  toman  su  fuerza  de  un  convenio  que  importaba  una 
transacción  y  el  Gobierno  de  Entre  Rios  ni  su  representado 
pueden  volver  sobre  ella,  pues  forma  cosa  juzgada  (artículo  850 
Código  Civil). 
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Que  en  coasecaencia,  deduce  demanda  contra  la  Provincia  de 
Entre  Ríos:  V  para  que  cumpla  el  convenio  referido  y  se  de- 
clare por  la  Suprema  Corte  que  está  obligada  á  ejecutarlo ;  2^ 
para  que  pague  las  cantidades  liquidadas  con  sus  intereses  res- 
pectivos que  deben  liquidarse,  con  deducción  de  las  sumas  reci- 
bidas á  cuenta,  declarándose  á  cargo  de  ella  las  costas. 

Habiéndose  acreditado  la  vecindad  del  cedente  del  actor  en  es- 
ta Capital  y  presentándose  la  escriturada  cesión,  se  corrió  tras- 
lado de  la  demanda. 

D.  Ramón  Gómez,  representante  de  la  Provincia  de  Entre 
Ríos,  sin  evacuar  el  traslado  de  la  demanda,  opuso  la  escepcion 
de  incompetencia. 

Dijo :  que  la  cuestión  promovida,  había  sido  ya  resuelta  por  la 
Suprema  Corte  (página  203,  tomo  10,  serie  2'  de  los  Fallos) 
declarándose  incompetente. 

Que  la  gestión  de  Fragueiro  no  trata  sino  de  la  resolución  del 
contrato  de  i 868  celebrado  por  el  Gobierno  de  Entre  Ríos  para 
la  recaudación  de  impuestos;  que  según  fallo  de  la  Suprema 
Corte  los  decretos  del  Poder  Ejecutivo  de  Entre  Rios,  sucesiva- 
mente dictados  para  liquidar  las  obligaciones  nacidas  de  dicho 
contrato,  no  son  un  nuevo  contrato,  sino  medidas  conducentes 
á  la  resolución  de  aquel;  que  Frías  tiene  un  espediente  en  tra- 
mitación ante  el  Gobierno  de  Entre  Rios  reclamando  los  dere- 
chos que  le  cedió  Fragueiro ;  que  el  Gobierno  de  Entre  Ríos  no 
ha  dictado  aun  resolución  definitiva  en  la  materia,  de  modo  que 
no  hay  derecholesíonado,  ni  ha  podido  Frias  entablar  demanda, 
pues  aun  ignora  si  el  Gobierno  atenderá  ó  desestimará  las  pre- 
tensiones que  tramita ;  que  aun  en  el  caso  de  que  el  Gobierno  de 
Entre  Rios  hubiera  ya  dictado  aquella  resolución  y  procediese 
en  general  el  recurso  de  Corte,  la  competencia  no  llegaría  á 
esta  causa,  por  cuanto  el  contrato  dominante  en  ella,  ha  creado 
una  jurisdicción  local  en  el  artículo  14,  que  dice  que  cualquier 
dificultad  que  se  suscite  sobre  el  cumplimiento  del  contrato 
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seria  dirimida  por  los  Tribunales  de  la  Provincia;  y  que  el  he- 
cho de  la  cesión  á  Frias,  no  trae  modificación  alguna  al  contrato 
Fragueiro. 

Corrido  traslado  déla  escepcion,  el  apoderado  de  Friaspidesu 
rechazo  con  costas. 

Dijo :  que  después  de  la  resolución  de  la  Suprenfa  Corte  que 
se  ha  mencionado  y  que  tenia  por  base  un  contrato  que  sujetaba 
al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  Entre  Rios  las  diferencias 
que  surgieran  entre  D.  Antonio  Fragueiro  y  dicho  Gobierno, 
con  motivo  de  la  ejecución  del  contrato  referido,  se  celebró  el 
arreglo  que  ha  dado  lugar  á  la  demanda. 

Que  por  ese  arreglo  lejos,  de  tenerse  en  consideración  aquel 
contrato  que  ya  se  habia  rescindido,  y  en  vista  de  las  cuestio- 
nes que  iban  á  surgir  con  motivo  de  las  liquidaciones  hechas 
y  á  hacer,  y  de  los  nuevos  reclamos  de  D.  Antonio  Fragueiro 
por  fuertísimas  sumas  que  como  pertenecientes  á  este,  el  gobier- 
no de  Entre  Rios  habia  entregado  indebidamente  á  quienes  no 
tenian  derecho  para  percibirlas,  se  celebró  la  transacción  men- 
cionada, por  la  cual  el  Gobierno  de  Entre  Rios  mandaba  prac- 
ticar la  liquidación  de  los  saldos,  sin  que  por  ningún  pretesto 
se  pudiera  volver  sobre  las  cuentas,  las  cuales  no  podrían 
traerse. 

Que  el  Gobierno  de  Entre  Rios  transigió  con  Fragueiro  domi- 
ciliado en  la  Capital  de  la  República,  y  este  cedió  á  Frías  lo 
que  debia  percibir  de  los  saldos  de  las  cuentas  que  no  podrían 
alterarse  con  sujeción  á  lo  convenido,  y  este  convenio,  arreglo 
6  transacción,  es  la  que  funda  la  acción  que  se  ha  deducido. 

Que  la  acción  es  distinta  de  la  que  la  Suprema  Corte  juzgó 
teniendo  causas  diversas. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1887. 
Suprema  Corte: 

La  demanda  que  por  segunda  vez  viene  á  conocimiento  de 
V.  E.  sobre  liquidación  de  cuentas,  á  mérito  del  contrato  cele- 
brado por  A.  Fragueiro  con  el  Gobierno  de  Entre  Rios  para  la 
recaudación  de  impuestos  y  anticipos,  solo  prueba  el  decidido 
empeño  con  que  procuran  las  partes  traer  sus  cuestiones  á  la 
Justicia  de  la  Nación,  aun  bajo  los  pretestos  más  fútiles. 

En  el  presente  caso,  la  incompetencia  de  esta  Corte  es  tan 
notoria  que  basta  la  simple  esposicion  de  los  hechos,  para  po- 
nerla de  manifiesto. 

y.  E.  ha  decidido  ya  en  la  causa  primera  á  que  me  he  referi- 
do, que  el  domicilio  del  señor  Fragueiro,  para  la  ejecución  de  su 
contrato  y  todas  sus  incidencias,  es  el  de  la  Provincia  de  Entre 
Bios;  tomo  10,  serie  2%  página  203. 

Aún  admitiendo,  pues^  que  el  convenio  ó  decreto  de  1881  en 
que  Frias  apoya  su  derecho  y  la  jurisdicción  de  V.  E.,  fuese 
un  acto  acabado,  un  reconocimiento  de  cantidad  líquida  y  cierta 
á  favor  de  Fragueiro,  siempre  resultarla  que  él,  Frias,  cesionario 
de  Fragueiro,  ejercería  una  acción,  no  en  virtud  de  un  título 
originario,  sino  por  cesión  ó  mandato.  La  demanda  versarla 
entonces,  no  entre  un  vecino  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
y  el  Gobierno  de  Entre  Bios,  sino  entre  un  vecino  de  esta  últi- 
ma Provincia  y  su  propio  Gobierno. 

No  es  necesario  decir  que  en  tal  caso  la  falta  de  jurisdicción 
de  esta  Corte  no  se  discute. 

Esta  sola  consideración  escusa  tomar  en.  cuenta  la  escepcion 
de  litis  pendencia  que  hace  valer  el  representante  del  Gobierno  de 
Entre  Biob. 
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Sí  como  dice,  j  parece  indudable  por  los  numerosos  detalles 
que  relata  el  señor  Frías,  ha  gestionado  ante  las  autoridades  de 
Entre  Ríos,  reconociendo  en  el  hecho  su  jurisdicción,  el  abono 
de  la  cantidad  que  supone  serie  debida  en  virtud  de  su  cesión, 
es  quimérico,  y  hasta  cierto  punto  temerario,  traer  la  misma 
gestión  á  conocimiento  de  esta  Corte. 

Es  tan  evidente  empero,  la  improcedencia  de  la  demanda,  á 
mérito  de  la  primera  escepcion,  la  falta  de  título  originario, 
que  creo  escusado  pedir  la  remisión  de  los  antecedentes  en  apo- 
yo de  la  segunda ;  es  decir,  de  la  radicación  del  juicio  ante  las 
autoridades  de  Entre  Rios. 

Termino  pidiendo  á  Y.  E.  se  sirva  declarar  su  incompe- 
tencia. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  úe  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1889. 

Vista  la  escepcion  de  incompetencia  deducida  por  el  repre- 
sentante del  Gobierno  de  la  Provincia  de  Entre  Rios  en  la 
demanda  interpuesta  contra  dicha  Provincia  por  Don  Pedro 
Frias,  como  cesionario  de  Don  Antonio  Fragueiro,  sobre  cum- 

* 

plimiento  de  un  contrato  y  pago  de  cantidad  de  pesos. 

Considerando,  primero:  Que  en  la  cuestión  sometida  á  esta 
Suprema  Corte  por  el  cedente  del  demandante,  señor  Fragueiro, 
contra  el  mismo  Gobierno  de  Entre  Rios,  por  ejecución  de  obli- 
gaciones que  se  hacían  derivar  del  contrató  de  que  emana  ori- 
ginariamente la  demanda  actual,  este  Tribunal  por  resolución 
ejecutoriada  de  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y 
siete,  que  se  registra  á  la  página  doscientos  tres  del  tomo  décimo, 
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seganda  seri^  de  sns  Fallos,  se  declaró  sin  jarisdiccion  para 
conocer  en  dicho  juicio,  fundada  en  las  siguientes  consideracio- 
nes, á  saber :  Qae  por  el  contrato  aludido,  celebrado  entre  el 
señor  Fragueiro  y  el  Gobierno  de  Entre  Rios,  se  hallaba  esti- 
pulado que  ccualquiera  diferencia  que  respecto  de  él  se  susci- 
tase en  cuanto  á  su  ejecacion,  seria  derimidapor  los  Tribunales 
de  la  Provincia  de  Entre  Rios»  y  por  los  artículos  nueve  y  diez 
del  mismo,  que  el  contratista  señor  Fragueiro  quedaba  obligado 
á  presentar  las  cuentas  de  recaudación  de  la  renta  en  la  forma 
y  tiempo  que  el  gobierno  determinase,  debiendo  para  el  efec- 
to constituir  en  la  Capital  de  la  Provincia  un  agente  munido 
de  facultades  bastantes  para  representarlo.  Que  tales  cláusulas 
importaban  fijar  un  domicilio  especial  en  la  Capital  de  Entre 
Ríos  para  la  ejecución  del  contrato,  y  radicar  en  la  jurisdicción 
provincial  las  diferencias  que  surgieren  en  el  arreglo  y  liquida- 
ción de  cuentas,  siendo  un  principio  de  derecho  que  el  lugar 
elejido  para  la  ejecución  de  un  acto,  causa  domicilio  especial 
para  todo  lo  relativo  á  ese  acto,  y  á  las  obligaciones  que  causare 
con  arreglo  á  los  artículos  cuarenta  y  tres  del  Código  de  Comer- 
cio y  noventa  y  cien  del  Código  Civil.  Que  el  convenio  de  foja 
veintiocho  de  aquellos  autos,  por  el  que  Fragueiro  acordó  con  el 
Gobierno  de  Entre  Rios  hacer  cesar  los  contratos  existentes, 
fijando  las  bases  para  la  liquidación,  no  era  una  novación,  como 
se  pretendía^  sino  la  resolución  de  esos  contratos,  resolución  que 
naturalmente  tenía  que  hacerse  con  areglo  á  las  cláusulas  que  se 
resolvían,  en  cuanto  no  se  dispusiese  de  otra  manera  en  el  con- 
venio de  resolución,  como  no  se  dispuso.  Y,  finalmente,  que  con 
arreglo  á  éste  convenio  de  liquidación,  el  prestamista  Don  Anto- 
nio Fragueiro  habia  presentado  sus  cuentas  en  la  Capital  de  la 
Provincia  de  Entre  Rios,  y  si  por  divergencias  que  sobrevinierout 
habia  suspendido  Fragueiro  la  liquidación  viniéndose  á  Buenos 
Aires,  donde  desde  entonces  se  encontraba  establecido  con  su 
familia,  este  domicilio  personal  suyo  en  nada  podia  desnatura- 
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lizar  ni  desvirtuar  el  domicilio  legal  qne  era  el  preferente,  porque 
era  el  lugar  donde  la  ley  presnmia,  sin  admitir  prueba  en  contra, 
que  una  persona  residía  de  una  manera  permanente  para  el 
ejercicio  de  sus  acciones  ó  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
aunque  de  hecho  no  estuviese  allí  presente,  con  arreglo  al  artí- 
culo noventa  del  Código  CítíI. 

Segundo:  Que  cualquiera  qne  sea  el  carácter  que  se  atribuya 
á  los  documentos  corrientes  en  copia  á  foja  primera,  en  que  el 
demandante  actual  funda  inmediatamente  su  acción,  es  decir, 
ya  el  de  un  verdadero  convenio  entre  partes,  susceptible  de  pro- 
ducir derechos  y  orear  obligaciones  nuevas  entre  aquellos,  ya  el 
de  una  mera  resolución  administrativa  de  puro  trámite,  insufi- 
ciente para  servir  de  fuente  de  nuevos  derechos,  y  tendente  solo 
allegar  ala  liquidación  de  los  créditos  en  cuestión,  en  nada 
alteran  ellos  el  estado  de  cosas  establecido  por  la  resolución 
judicial  que  se  acaba  de  42itar,  ni  las  resoluciones  de  derecho 
creadas  entre  las  partes  por  el  contrato  entre  Fragueiro  y  la 
Provincia  de  Entre  Bios,  con  respecto  á  la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  de  dicha  Provincia  para  conocer  de  las  cuestiones 
originadas  con  ocasión  de  aquel  contrato. 

Tercero :  Finalmente,  que  no  pudiendo  el  demandante  invocar 
un  fuero  propio  y  personal  distinto  del  de  su  cedente,  para  el 
ejercicio  de  sus  acciones  como  cesionario,  con  arreglo  al  artí- 
culo ocho  de  la  Ley  Nacional  sobre  Jurisdicción  y  Competencia 
de  los  Tribunales  Federales,  y  estando  además  obligado  él  á  la 
par  de  su  causante,  por  las  estipulaciones  celebradas  por  aquel, 
las  consideraciones  hechas  valen  en  relación  á  este,  para  rechazar 
la  demanda  anterior  y  son  de  perfecta  aplicación  á  la  presente  y 
obligan  á  igual  proceder  á  su  respecto. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  dictamen  de  foja 
sesenta,  se  declara  que  esta  Suprema  Corte  carece  de  jurisdic- 
ción para  conocer  en  el  presente  caso,  siendo  las  costas  causa- 
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das,  de  cargo  del  demandante.  Bepónganse  los  sellos  y  en  opor- 
tunidad archívense  estos  autos.  Notifíqnese  con  el  orijinal. 


BENJAMÍN  YICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO  IBARGÚREN.— 
C.  S.  DE  LA  TORRE. 


CAU8A  XI.III 


Criminal,  contra  Silvano  Sánchez,  por  homicidio 


Sumario.  —  Guando  el  hecho  criminoso  solo  está  comprobado 
por  la  confesión  del  reo,  sin  que  existan  otras  pruebas  á  su 
respecto,  ni  presunciones  ó  indicios  graves  que  le  sean  contra- 
rios, es  doctrina  legal  que  aquella  debe  ser  aceptada  de  una 
manera  indivisible;  y  se  tengan  por  averiguadas  sin  necesidad 
de  otra  prueba,  las  circunstancias  ó  hechos  en  que  se  apoya  el 
acusado  para  escusar  ó  justificar  el  acto  que  se  le  imputa. 


Caso. — En  la  causa  seguida  contra   Silvano  Sánchez,  por 
muerte  dada  á  Tránsito  Castro,  se  presentó  la  siguiente 
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ACUSACIÓN    FISCAL 

Señor  Juez : 

No  obstante  haberse  terminado  el  sumario  por  la  confesión 
con  cargos  hace  ya  mucho  tiempo,  he  demorado  formular  la 
acusación  contra  el  procesado  Silvano  Sánchez,  por  esperar  al- 
gún resultado  de  la  circular  pasada  por  V.  S.  con  el  fin  de 
constatar  con  claridad  y  precisión  la  clase  de  homicidio  á  qne 
pertenece  el  que  nos  ocupa. 

Perdida  ya  toda  esperanza  de  lograrse  la  captura  de  los  pre- 
suntos cómplices  y  demás  personas  sabedores  del  hecho,  cuyas 
declaraciones  se  habían  pedido ;  me  he  decidido  á  no  esperar 
más  tiempo,  pues  de  lo  contrario  la  prescripción  podría  dejar 
sin  castigo  al  criminal.  £n  vista  de  esto,  délo  que  resulta  de 
autos  y  los  fundamentos  legales  en  qne  me  apoyo  y  que  citaré 
á  su  debido  tiempo,  vengo  ante  Y.  S.  á  deducir  contra  el  proce- 
sado Silvano  Sánchez,  formal  acusación  por  homicidio  alevoso 
perpetrado  en  Tránsito  Castro,  solicitando  de  Y.  S.  se  sirva 
así  declararlo,  condenándolo  á  la  pena  de  diez  (10)  años  de  pre- 
sidio, por  existir  circunstancias  atenuantes. 

Del  sumario  levantado  y  que  no  ha  podido  completarse  con 
nuevas  declaraciones  y  evacuación  de  citas,  por  haberse  ocul- 
tado las  personas  con  quienes  se  relacionaban,  resulta  un  hecho 
claro,  preciso  y  evidentemente  comprobado,  á  saber :  qne  Sil- 
vano Sánchez  mató  á  Tránsito  Castro.  Así  lo  confiesa  el  mismo 
Sánchez  en  sus  declaraciones  de  fojas  23  y  9  á  13  vuelta,  de- 
claración indagatoria  fojas  47  á  50  y  confesión  con  cargos  fojas 
64  á  65  vuelta ;  y  lo  confirman  las  declaraciones  de  Pedro  Fe- 
drerol  fojas  17  á  24,  y  de  Timoteo  Medina  fojas  25  á  32.  Sobre 
esto  pues,  no  es  posible  la  menor  duda. 

Besta  ahora  averiguar  de  qué  manera  Castro  fué  muerto  por 
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Sánchez,  en  defensa  propia  ó  con  alevosía ;  Sánchez  sostiene  lo 
primero,  Pedrerol  declara  lo  segando. 

El  primer  estremo,  esto  es,  la  defensa  legítima  invocada  por 
Sánchez,  carece  por  completo  de  valor  y  no  pnede  por  lo  tanto 
tenerse  en  cuenta;  pues  ella  (la  defensa  legítima)  debe  ser  pro- 
bada por  el  que  la  invoca ;  así  estaba  dispuesto  en  el  artículo 
159,  Código  Penal  del  Dr.  Tejedor,  y  así  lo  sostiene  el  mismo 
en  su  nota  esplicativa.  Cheauveaa  Adolphe,  tomo  4®,  pajina  158, 
refiriéndose  áestomismo,  dice:  «El único  punto  que  hay  que 
probar  es  la  existencia  y  carácter  amenazante  de  la  agresión  ^. 
En  el  presente  caso,  no  hay  un  solo  indicio  tendente  á  demostrarla 
y  mucho  menos  á  probar  su  legalidad  (inciso  8°,  artículo  81 ,  Có- 
digo Penal  vigente).  Ella,  pues,  no  exime  de  pena  al  procesado. 

No  tomándose  en  consideración  la  defensa  legítima,  se  presu- 
me que  el  hecho  ha  sido  alevoso,  máxime  cuando  esta  presun- 
ción está  fortalecida  por  la  declaración  de  Pedrerol,  y  las  con- 
tradicciones en  que  incurre  el  procesado  en  sus  distintas  decla- 
raciones. 

Le  corresponde,  pues,  la  pena  de  muerte  (artículo  95,  inci- 
so 1®),  poro  como  esta  no  puede  aplicarse  por  presunciones 
(artículo  55),  y  como  por  otra  parte^  el  conocimiento  que  desde 
un  principio  tuvo  la  autoridad  por  el  mismo  criminal  y  el  tiem- 
po de  prisión  sufrida  hasta  la  fecha,  son  por  la  ley  circunstan- 
cias atenuantes,  artículo  83  del  Código  Penal,  se  tiene  que  la 
pena  que  debe  aplicarse  á  Silvano  Sánchez  es  la  que  trae  el  ar- 
tículo 95  en  su  iuciso  3^,  debiendo  aplicársele  el  mínimum, 
esto  es,  diez  años  de  presidio  por  hacer  más  de  tres  años  que  se 
encuentra  preso. 

Solicito  pues  de  Y.  S.  que,  dando  por  deducido  mi  acusación 
criminal  contra  Silvano  Sánchez,  se  sirva  resolver  condenándolo 
de  acuerdo  con  lo  que  dejo  espuesto. 

Es  justicia. 

Manuel  A.Crespo. 
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DEFENSA 

Señor  Juez  Federal : 

Vicente  Zavalla,  defensor  del  procesado  Silvano  Sánchez  im- 
putado de  homicidio  en  la  persona  de  Tránsito  Castro,  evacuan- 
do el  traslado  qne  se  ha  dignado  conferirle  del  escrito  de  aca- 
sacion  presentado  por  el  señor  Procurador  Fiscal  ante  Y.  S.  res- 
petuosamente dice  :  que  en  mérito  de  las  consideraciones  le- 
gales que  pasa  á  esponer  y  de  las  resultancias  de  autos,  se  ha 
de  servir  no  hacer  lugar  á  lo  pedido  por  el  señor  Fiscal  y  resol- 
ver en  definitiva  declarando  que  mi  defendido  es  acreedor  ala 
pena  de  tres  años  de  prisión  de  conformidad  al  artículo  197  del 
Código  Penal,  y  como  desde  la  época  en  que  se  cometió  el  delito 
hasta  que  la  acusación  ha  sido  entablada,  han  transcurrido  tres 
años,  dos  meses  y  veinte  y  seis  días,  ha  quedado  proscripto  el 
derecho  para  acusarlo,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  192 
de  dicho  Código  modificado  por  la  ley  6  de  Mayo  de  1881 ;  y  en 
BU  consecuencia  sobreseer  definitivamente  en  ella  por  no  haber 
materia  sobre  que  pueda  versar  el  juicio. 


Difícil  es  señor  Juez,  precisar  con  claridad  y  precisión  los  an- 
tecedentes que  precedieron  á  la  muerte  del  malogrado  Castro, 
porque  las  únicas  declaraciones  de  los  dos  testigos  y  las  del 
procesado  no  están  en  ningún  punto  conforme,  y  discrepan  en- 
tre sí  en  todas  sus  partes,  hasta  el  estremo  de  que  lo  afirmado 
por  uno  es  negado  terminantemente  por  el  otro. 

T.  VI  2 


^ 
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Pedro  Fedrerol  declara  á  foja  i7,  que  á  mediados  del  mes  de 
Diciembre  del  año  1883,  tuvo  lagar  en  el  arroyo   cTigre^  la 
muerte  de  un  individuo  llamado  Tránsito  Castro,  y  que  el  hecho 
lo  descubrió  en  compañía  de  Timoteo  Medina;  que  iba  el  decla- 
rante en  una  canoa  costeando  dicho  arroyo,  al  mismo  tiempo  que 
Timoteo  Medina,  costeaba  el  mismo  arroyo  por  tierra,  y  que  le 
dijo  al  declarante  desde  el  paraje  que  hay  una  graseria  proviso- 
ria, venga  vea  lo  que  han  hecho  los  groseros;  que  el  declarante 
se  arrimó  y  vio  un  cadáver  medio  quemado  que  reconocieron  ser 
el  de  Tránsito  Castro;  que  el  declarante  le  dijo  á  Medina,  que 
esto  no  podía  dejarse  así  y  fué  á  ver  á  Bernardo  Almada  que 
hacía  de  Alcalde,  quien  le  refirió  el  hecho  de  la  manera  siguien- 
te :  que  una  noche  se  encontraron  en  la  graseria  de  la  viuda  de 
Reyes  Cano,  durmiendo,  los  individuos  Tránsito  Castro  y  Bay- 
mundo  González  debajo  de  un  mosquitero ;  y  Silvano  Sánchez 
con  Teófilo  Almada,  afuera  próximo  al  mosquitero;  que  á  eso  de 
la  madrugada  recordaba  á  tirones  á  González,  diciéndole  leván^ 
late  no  ves  lo  que  hay,   y  vio  á  Castro  que  se  movía  echando 
sangre  por  la  boca  y  la  nariz  y  á  Sánchez  que  le  infirió  dos  6 
tres  puñaladas  más ;  y  al  ver  esto,  huyó  con  Almada  que  dispa- 
raba, y  al  otro  dia  Bernardo  Almada,  que  hacía  de  Alcalde  lla- 
mó á  González  y  le  dijo  que  si  descubría  el  hecho,  lo  iba  á  secar 
en  las  estacas;  y  que  las  causas   porque  lo  mataron  eran,  que 
Castro  les  había  ganado  en  el  juego  á  Bernardo  Almada,  Silva- 
no Sánchez,  Boque  Chivero  y  Baymundo  González,  y  parece 
que  había  entre  ellos  el  siniestro  plan  de  asesinarlo ;  y  por  úl- 
timo asegura  que  el  que  había  ordenado  la  muerte  de  Castro  era 
Bernardo  Almada  con  la  idea  de  chancelar  sus  deudas ;  y  por 
último  el  que  vio  las  heridas  de  la  víctima  fué  Timoteo  Medina, 
quien  lo  acompañó  ala  vez  á  darle  sepultura. 

Timoteo  Medina  á  foja  25  declara :  que  tenia  conocimiento  de 
la  muerte  de  un  tal  Castro  ocurrida  en  la  costa  del  arroyo  del 
cTigre»,  según  le  habían  dicho,  ignorando  quienes  sean  los  au- 
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torea,  las  causas  y  circunstancias  de  dicha  muerte;  que  cuando 
lo  Uevaton  preso  á  la  Capitanía  del  Puerto  Raiz  junto  con  Sán- 
chez, desde  la  casa  de  Pedrero!,  supo  por  aquel  la  muerte  de 
Castro,  diciéndole  que  él  mismo  lo  había  muerto  peleando, 
sin  decirle  más  al  respecto ;  que  ignora  quienes  enterraron  el 
cadáyer,  que  no  lo  había  yisto^y  mucho  menos  el  haber  llama- 
do á  Pedrerol,  para  que  viera  lo  que  habían  hecho  los  grascros, 
agregando  que  en  todo  el  mes  que  permaneció  en  el  arroyo  del 
«Tigre»  no  se  habia  visto  una  sola  vez  con  Pedrerol.  Y  en  el 
careo  de  foja  40,  se  ratifican  ambos  esponentes  en  sus  respecti- 
vas declaraciones. 

Silvestre  Sánchez  á  foja  9^  declara :  que  vivía  en  la  Isla,  ha- 
ciendo de  capataz  en  la  graseria  de  la  viuda  de  Beyes  Cano, 
cuando  llegó  Tránsito  Castro,  quien  le  tomó  antipatía  porque 
una  vez  le  dijo  en  broma  que  no  era   hombre  y  además  que  le 
tenía  envidia  por  el  puesto  que  ocupaba ;  llevando  su  mala  vo- 
luntad hasta  el  estremo  de  inferirle  graves  injurias  y  amenazar- 
lo de  muerte,  de  cuyas  circunstancias  tenían  conocimiento  Ce- 
ledonia Duarte,  madre  del  declarante  y  Juan  Cues^  hijo  de  la 
dueña  de  la  graseria  donde  él  estaba  ocupado ;  que  estas  eran  las 
causas  por  las  cuales  tuvo  que  mudar  la  graseria  de  ese  paraje; 
7  que  el  hecho  se  produjo  de  la  manera  siguiente:  que  un  dia 
que  el  declarante  había  mandado  á  todos  los  peones  á  traer  unas 
pipas  de  la  Boca  del  Tbicuy,  se  le  presentó  Castro  en  el  paraje 
donde  él  se  encontraba  que  era  en  el  arroyo  «Tigre»,  diciéndole 
que  iba  á  matarlo,  á  lo  que  el  declarante  trató  de  sosegarlo  con 
buenas  palabras  y  acciones.  Sin  embargo  Castro  lo  atrepella 
cuchillo  en  mano,  teniendo  necesidad  el  declarante  de  hacer  uso 
del  suyo  para  defenderse ;  en  los  primeros  tiros  que  se  hicieron, 
el  declarante  hirió  en  el  costado  izquierdo  á  su  agresor,  con  tan 
mala  suerte  que  esa  herida  le  produjo  la  muerte  como  á  las  dos 
horas;  dando  cuenta  inmediatamente  del  suceso  á  Bernardo  Al- 
mada  que  hacía  las  veces  de  Alcalde. 
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En  sa  coufesion  con  cargos,  de  foja  62^  se  ratifica  en  lo  decla- 
rado y  niega  todos  los  cargos  que  se  le  hacen  dando  razones  de 
su  negativa  bastantes  concluyente  varias  de  ellas. 


II 


Con  estos  antecedentes  no  se  vé,  ni  puede  verse  otra  cosa  en  la 
muerte  del  malogrado  Castro,  qne  un  homicidio  simple  perpetra- 
do en  riña,  con  provocación  armada  por  parte  ds  la  víctima,  co- 
mo con  toda  sinceridad  j  franqueza  lo  confiesa  mi  defendido, 
cuya  confesión  está  hasta  cierto  punto  corroborada  por  la  decla- 
ración de  Medina,  en  la  parte  que  se  refiere  á  la  conversación 
que  ambos  tuvieron  cuando  los  conducían  presos  á  la  Sub- 
Frefectura  de  Puerto  Buiz;  sin  que  menoscaben  en  manera  al- 
guna la  fuerza  legal  de  estas  afirmaciones  la  declaración  de  Pe- 
dro Pedrerol,  que  á  más  de  ser  singular  y  simplemente  de  oidas 
se  presenta  á  todas  luces  muy  sospechosa. 

Nadie,  sino  este  testigo  atribuye  á  la  muerte  de  Castro  las  cir- 
cunstancias agravantes  que  espresa  y  no  existe  en  autos  indicio 
alguno  que  autorize  semejante  afirmación;  en  estas  condiciones 
no  tiene  valor  alguno,  porque  según  un  eterno  principio  de  dere- 
cho unus  testis  nullm  testuz  y  fundándose  en  la  verdad  y  justi- 
cia que  entraña  la  Ley  32,  título  16,  [partida  3%  exije  por  lo 
menos  el  número  de  dos  testigos  intachables  para  que  hagan 
plena  prueba  en  juicio. 

Verdad  es  que  esta  disposición  atribuye  gran  presunción  al 
dicho  de  un  solo  testigo  cuando  es  de  buena  fama  y  honrados  an- 
tecedentes; pero  Pedrerol  está  muy  lejos  de  ofrecer  esta  garan- 
tía, y  de  todos  modos  por  solo  una  presunción  no  se  puede  con- 
denar á  ningún  procesado. 

El  testimonio  de  oidas,  por  otra  parte,  nada  vale  ni  significa 
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como  terminantemente  lo  establece  la  Ley  29  del  mismo  título 
y  partida,  con  escepcion  délos  casos  que  enumera,  en  los  que 
no  está  comprendida  esta  causa. 

Medina  desmiente  terminantemente  las  referencias  que  de  él 
hace  Pedrerol,  y  en  el  careo  á  presencia  del  señor  Juez  del* 
Instancia  en  lo  criminal  de  Gualeguay,  comisionado  por  Y.  S., 
ratifica  resueltamente  el  desmentido. 

Algo  más;  en  la  declaración  de  este  último  se  nota  manifiesta 
mala  voluntad,  y  aún  saña,  que  poco  se  ocupa  de  ocultar  con- 
tra mi  defendido,  al  que  no  se  contenta  con  denunciarlo  como 
autor  de  un  horrible  asesinato,  invocando  el  testimonio  de  otras 
personas  que  lo  desmienten  6  no  son  preguntadas,  sino  que  le 
atribuye  crímenes  que  no  espresa  cuales  son  y  sobre  los  que  no 
da  detalle  alguuo;  y  aunque  para  él  son  criminales  y  prófugos 
todos  los  qne  habitan  los  desgraciados  lugares  á  que  se  refiere, 
86  particulariza  con  Sánchez  de  una  manera  muy  especial. 

Las  falsas  citas  que  hace  de  Medina,  y  su  empeño  en  llenar  de 
crímenes  á  mi  defendido,  hacen  su  declaración  de  todos  puntos 
sospechosa  é  inverosímil,  tanto  más,  cuanto  que  á  estar  á  lo  qne 
dice  Medina,  el  mismo  Pedrerol  andaba  huyendo  de  la  justicia 
por  no  sé  qué  delito  cometido  ^n  puerto  Buiz. 

Por  último,  señor  Juez,  cuando  Y.  S.  tome  el  conjunto  de 
este  proceso  y  busque  en  ella  verdad,  examinando  detenidamen- 
te las  partes  de  que  se  compone,  comprenderá  fácilmente,  que 
la  versión  dada  por  mí  defendido  es  lamas  probable  de  todas 
y  que  en  su  consecuencia,  el  hecho  que  motiva  esta  causa 
no  importa  ante  la  ley  y  la  razón  sino  un  delito  de  homicidio 
simple  perpetrado  en  riña  y  con  provocación  de  la  víctima,  que 
el  artículo  97  del  Código  Penal  castiga  con  tres  años  de  prisión ; 
y  eso  en  el  peor  caso  para  mí  defendido,  porque  muy  bien  pu- 
diera alegarse  la  legítima  defensa,  que  fácilmente  se  compren- 
de y  que  admito,  porque  no  necesito  acogerme  á  ella. 
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III 


Determinada  la  responsabilidad  qne  pesa  6  paeda  pesar  en  el 
peor  caso  para  mí  defendido  no  queda  duda  alguna  de  que  está 
ya  prescrito  con  exceso  el  derecho  para  acusarlo. 

La  Ley  de  6de  Marzo  de  i881  que  modificó  el  artículo  192  del 
Código  Penal,  que  estaba  en  vigencia  cuando  tuvo  lugar  la 
muerte  de  Castro,  establece  el  término  de  un  año  para  la  pres- 

« 

cripcion  del  derecho  de  acusar  para  las  infracciones  que  merez- 
can prisión;  7  como  consta  de  los  mismos  autos,  ese  desgraciado 
suceso  se  produjo  hace  ya  tres  años,  resultando  tres  veces  ven- 
cido el  espresado  término,  que  como  lo  determina  el  artículo 
194  del  mismo  Código  modificado,  debe  contarse  desde  el  dia  que 
se  cometió  el  delito. 

Invoco  ante  Y.  S.  estas  disposiciones,  porque  por  el  artículo 
95  de  la  Ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  designando  los  críme- 
nes cuyo  juzgamiento  compete  á  los  Tribunales  Nacionales  y  es- 
tableciendo su  penalidad,  los  delitos  comunes  cometidos  en  lu- 
gares sujetos  á  la  juridiccion  nacional  deben  ser  castigados  con 
arreglo  á  los  Códigos  que  forman  el  derecho  común  de  las  Pro- 
vincias, con  las  modificaciones  que  haya  establecido  la  práctica 
de  los  Tribunales;  y  como  V.  S.  sabe,  la  prescripción  que  alego 
es  de  práctica  constante  entre  nosotros  de  conformidad  á  los 
preceptos  que  he  citado. 

Por  lo  tanto:  á  V.  S.  pido  y  suplico  que  habiendo  por  eva- 
cuado el  traslado  conferido,  se  sirva  declarar  proscripto  el  dere- 
cho para  acusar  á  mi  defendido,  por  el  delito  que  motiva  esta 
causa,  sobreseyendo  definitivamente  en  ella  como  lo  tengo  soli- 
citado. 

Es  justicia,  etc. 

Vicente  Zavalla, 


K 
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Paraná,  Diciembre  6  de  1887. 

Y  vistos :  la  causa  seguida  contra  Silvano  Sánchez  por  haber 
dado  muerte  á  Tránsito  Castro  en  la  isla  «Las  Lachígoanas» , 
comprendida  entre  ti  Paraná,  Pavón  y  el  arroyo  del  «Tigre», 
resulta : 

Que  en  25  de  Marzo  de  i 884,  Bernardo  Almada  titulado  agen- 
te de  la  Sub-Pref ectnra  del  puerto  de  Gualeguay,  condujo  preso 
al  espresado  Silvano  Sánchez,  como  homicida  de  Tránsito  Gas- 
tro. 

Que  interrogado  Sánchez  en  la  indagatoria  sobre  el  hecho  que 
motivó  su  prisión,  lo  refiere  diciendo:  que  encontrándose  él  un 
dia  á  orillas  del  arroyo  c Tigre»  en  la  isla,  dijo  de  broma  á 
Castro,  que  él  no  era  hombre^  lo  cual  bastó  para  que  este  le 
tuviese  antipatía;  que  él  entonces,  para  evi¿ar  encontrarse  con 
Castro,  resolvió  mudar  á  otro  paraje  de  la  misma  isla  la  grase- 
ría  de  la  viuda  Beyes  Gano,  de  que  era  capataz ;  que  el  2  de  Di- 
ciembre del  año  i  883,  mandó  á  los  peones  á  traer  unas  pipas  va- 
cías de  la  boca  del  Ibicuy,  quedándose  solo ;  que  entonces  se  le 
presentó  Tránsito  Castro  y  le  dijo  que  quería  probarle  que  él 
era  hombre;  que  él  procuró  calmarlo,  haciéndole  varias  re- 
flexiones que  fueron  inútiles,  pues  Castro  lo  acometió  obligán- 
dolo así  á  defenderse;  que  con  este  fin,  sacó  su  daga  y  del  pri- 
mer golpe  que  le  asestó  á  Castro  lo  hirió  entre  la  quinta  y  sesta 
costilla  del  costado  izquierdo,  cayendo  este  en  el  suelo  para  no 
levantarse  más,  pues  murió  á  las  dos  horas;  que  en  seguida  ente- 
rró elcadáver  y  dio  cuenta  del  suceso  á  Bernardo  Almada  cono- 
cido como  autoridad  de  aquel  lugar,  el  que  nada  le  dijo  hasta 
pasados  tres  meses,  en  que  procedió  á  prenderlo  conduciéndolo 
ala  Prefectura  Marítima. 
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Según  Pedro  Fedrerol,  testigo  citado,  costeando  el  arroyo 
«Tigre»  en  una  canoa,  al  propio  tiempo  que  Timoteo  Medina  ha- 
cía lo  mismo  por  tierra,  á  fines  de  Diciembre  del  año  i883,  al 
llegar  al  paraje  donde  estaba  una  graseria  provisoria  de  la  via- 
da Reyes  Cano,  Medina  le  dijo :  vea  loque  han  hecho  los  grase^ 
ros,  y  arrimándose  con  la  canoa,  descubrió  un  cadáver  algo  que- 
mado que  reconocieron  ser  el  de  Tránsito  Castro,  y  tenía  tres 
heridas  que  el  vio,  una  en  el  corazón,  poco  más  abajo  de  la  teti- 
lla izquierda  que  le  atravesaba  de  parte  á  parte,  otra  algo  más 
abajo  que  esta,  y  la  tercera  en  el  vientre,  de  la  que  le  salía  el 
sebo,  foja  23. 

Que  dirigiéndose  de  allí  á  lo  de  Bernardo  Almada,  distante 
seis  cuadras,  le  dio  noticia  de  la  existencia  del  cadáver  pidiéndo- 
le la  prisión  del  matador  de  Castro,  á  lo  que  este,  fastidiado,  le 
contestó  qué  leimportaba,  replicándole  Fedrerol  que  si  no  cum- 
plía con  su  deber  él  reuniría  gente  y  prendería  al  criminal,  por- 
que interesaba  á  la  seguridad  de  todos  los  que  allí  vivian. 

Que  entonces  Almada  decidió  hacer  prender  á  Sánchez. 

Que  en  esa  ocasión  Almada  le  refirió  en  reserva  todo  lo  ocur- 
rido, de  la  manera  siguiente:  que  una  noche  del  mes  de  Diciem- 
bre del  año  1883^  se  encontraban  durmiendo  en  la  graseria  pro- 
visoria de  la  viuda  Beyes  Cano,  Tránsito  Castro  y  Baimundo 
González,  bajo  un  mismo  mosquitero  y  á  la  parte  de  afuera  y 
cerca  de  estos,  Silvano  Sánchez  con  el  muchacho  Teófilo  Almada; 
que  á  la  madrugada  Sánchez  lo  recordó  á  González  diciéndole 
que  viese  lo  que  había,  y  este  sorprendido  vio  á  Castro  que  espi- 
raba, echando  sangre  por  boca  y  narices  y  que  Silvano  Sánchez 
le  dio  dos  ó  tres  puñaladas ;  que  González  trató  entonces  de  huir 
y  Bernardo  Almada  lo  llamó  para  prevenirle  que  si  descubría  el 
hecho  lo  secaría  en  las  estacas. 

Que  él  creía  que  la  causa  de  la  muerte  de  Castro  era  el  ha- 
berle ganado  este  á  la  baraja  á  Almada,  Sánchez,  González  y 
Boque  Chivero  (alias  el  Tamborcito),  pues  una  ocasión  este  úl- 
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timo  toTO  ya  leTantada  una  hacha  para  matar  al  mismo  Castro. 

Qoe  los  antecedentes  de  Sánchez  no  son  beenos,  porqoe  hi 
oido  decir  á  rarios  que  tiene  otro  hecho  crimina]. 

Medina  niega  haber  risto  el  cadáver  de  Castro  y  dice  qne  él 
tuTO  conocimiento  de  su  mnerte  por  el  mismo  Silvano  Sánchez, 
qnien  le  refirió  qne  él  lo  había  muerto  peleando;  que  esta  refe- 
rencia se  la  hizo  cn:indo  los  traían  presos  á  ambos. 

SÜTano  Sánchez  en  so  confesión  foja  49  rnelta,  confirma  el 
dicho  de  Pedrerol  de  qne  antes  Boqne  Chivero  hnbo  de  matar  á 
Castro  con  una  hacha  por  cuestiones  de  juego. 

De  las  diligencias  practicadas  para  obtener  el  arresto  de  Ber— 
nardo  y  Teófilo  Almada,  Boque  Chivero  y  Baimundo  González, 
resulta  que  todos  han  fugado,  internándose  en  las  islas,  sin  que 
haya  sido  posible  aprehenderlos. 

T  considerando:  I*  Que  el  cuerpo  del  delito  se  encuentra 
comprobado  tanto  por  la  confesión  del  procesado  Silvano  Sán- 
chez que  dice  haber  inferido  una  herida  en  el  costado  izquierdo 
á  Tránsito  Castro  el  que  murió  dos  horas  después,  como  por  la  de- 
cbracion  del  testigo  Pedro  Pedrerol,  quien  afirma  haber  eneon- 
trado  el  cadáver  de  Tránsito  Castro  con  una  herida  en  el  costa- 
do izquierdo  que  lo  atravesaba  completamente  y  dos  más,  una 
más  abajo  de  la  primera  y  la  otra  en  el  vientre. 

2"  Que  dada  la  región  en  que  resulta  haber  recibido  Castro  lá 
primer  herida,  la  estension  de  esta,  según  Pedrerol.  y  li  esposi- 
cion  que  hac^  el  mismo  procesado,  es  evidente  que  la  muerte  de 
Castro  fué  producida  por  dicha  herida  sin  que  hubiese  interve- 
nido para  ello  una  causa  estrañi. 

3*  Que  comprobado  el  cuerpo  del  delito  y  no  ad.leciendo  de 
vicio  alguno  !a  confesión  de  Silvano  Sánchez,  debe  tenerse  como 
prueba  legal  de  que  él  fué  el  autor  de  la  muerte  de  Tránsito 
Castro.  leyes  2*  y  5i*,  título  13,  partida  3*,  combinadas. 

4*  Que  (or  lo  que  r»:ipeeta  á  la  cIa5i£eac;0B  del  delito*  si 
bien  la  confesión  es  indivisible  por  regla  genera!,  y  debe  ^re- 
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ciarse  en  su  conjanto  con  los  descargos  y  atenuaciones  que  con- 
tenga^ es  opinión  de  autores  de  gran  autoridad  y  lo  tiene  decidi- 
do la  Suprema  Corte  en  sus  fallos,  serie  1%  tomo  5^,  página  314 
y  tomo  7^,  página  456,  que  este  principio  solo  es  admisible 
cuando  las  justificaciones  y  atenuaciones  con  que  se  califica  la 
confesión  están  apoyadas  en  indicios  favorables  y  no  existen 
presunciones  en  contrario. 

Que  en  el  presente  caso  no  solo  no  hay  indicios  que  autoricen 
á  juzgar  que  Sánchez  mató  á  Castro  en  defensa  propia,  sino  que 
por  el  contrario,  los  que  existen,  tienden  á  establecer  la  pre- 
meditación y  alevosía,  tal  es  la  narración  del  suceso,  que  dice 
Fedrerol,  haberle  hecho  Bernardo  Almada,  la  que  se  encuentra 
corroborada  por  la  fuga  del  mismo  Almada  y  de  los  demás  in- 
dividuos, que  según  esa  versión  eran  cómplices  en  el  crimen ; 
la  tentativa  anterior  de  Chivero  de  asesinar  á  Castro  por  cues— 
tienes  de  juego  que  lo  confiesa  el  mismo  Sánchez ;  y  la  circnns* 
tancia  de  no  presentar  este  una  sola  herida  ni  contusión  que 
pudiera  esplicar  la  agresión  ni  la  necesidad  de  recurrir  al  me- 
dio estremo  de  la  muerte  para  rechazarla. 

Que  siendo  así  inadmisible  la  justificación  que  califica  la 
confesión,  tampoco  hay  mérito  bastante  para  declarar  legal- 
mente  probada  la  premeditación  y  alevosía  por  el  testimo» 
ñio  único  y  de  referencia  de  Pedro  Pedrerol,  debiendo  por 
lo  tanto  considerarse  el  hecho  como  homicidio  voluntario  y 
simple. 

Que  este  delito,  por  la  fecha  en  que  fué  ejecutado  está  sujeto 
á  las  penas  establecidas  por  la  legislación  española  con  la  mo- 
deración introducida  por  la  práctica  de  los  tribunales,  según  lo 
dispone  el  artículo  33  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863;  y 
habiéndose  sancionado  ya  y  puesto  en  vigencia  el  Código  Fenaj 
de  la  Nación,  las  penas  por  él  impuestas  deben  ser  aplicadas  con 
preferencia^  por  considerarse  las  más  moderadas  y  justas. 

Que  segon  el  artículo  96  la  que  corresponde  al  autor  de  un 
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homicidio  en  que  no  concurre  circunstancia  atenuante  ni  agrá- 
yante,  es  de  presidio  de  seis  á  diez  años. 

Considerando  por  lo  que  respecta  á  la  prescripción  alegada 
por  la  defensa  7  fundada  en  la  ley  provincial  de  4881,  qoe  el 
artículo  93  de  la  ley  nacional  de  44  de  Setiembre  de  4863  solo 
se  refiere  á  las  leyes  existentes  á  la  promulgación  de  esa  ley  que 
formaban  el  derecho  común  de  las  FroTincias  y  no  á  las  que  con 
posterioridad  hubiese  sancionado  cada  una  de  ellas,  por  lo  que 
la  ley  de  prescripción  iuTocada  carece  de  aplicación ;  y  aunque 
así  no  fuese,  siendo  este  delito  de  los  que  merecen  pena  de  pre- 
sidio como  queda  demostrado,  y  el  término  de  prescripción  para 
estos  delitos,  según  la  ley  prorincial,  de  ocho  años,  no  estaría 
completo  en  el  presente  caso. 

Por  estas  consideraciones  y  atendiendo  á  que  el  hecho  de  ser 
Sikano  Sánchez  el  autor  del  delito,  solo  está  probado  por  su 
propia  confesión,  resuelvo  condenarlo  á  sufrir  la  pena  de  presidio 
por  ocho  años  en  el  lugar  que  determine  el  Poder  EjecutiTo  de 
la  Nación,  debiendo  descontarse  de  este  término  el  tiempo  que 
llera  de  prisión  sin  su  culpa;  notifíquese  con  el  original  y  si 
no  fuese  apelada,  cúmplase,  dirigiendo  al  efecto  los  despachos 
necesarios. 

Jf.  de  T.  Pintos. 


YISTA    DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Encuentro  fundado  el  recurso  deducido. 

La  única  prueba  del  delito,  dice  con  toda  razón  el  defensor, 
es  la  confesión  del  mismo  procesado;  y  no  siendo  ni  just)  ni 
legal,  agrega,  admitir  esta  confesión  solo  en  cuanto  le  perju- 
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dica,  7  no  en  la  parte  que  le  favorece,  debe  darse  por  probado 
que  si  dio  muerte  á  Castro,  fué  en  defensa  propia.  Bajo  de  este 
supuesto,  aún  admitiendo  que  hubiere  excedido  los  límites 
permitidas  por  la  ley^  dice  por  último  justamente  el  defensor, 
la  pena  que  por  ello  mereciera  está  compnrgada  con  exceso  por 
los  cinco  años  de  prisión  que  lleva  sufridos. 

Y  es  perfectamente  exacto  que  no  existe  más  prueba  que  la 
confesión,  pues  que  el  testimonio  de  Pedrerol,  no  solo  es  sin- 
gular y  único,  sino  que  es  de  simple  referencia,  limitándose  á 
declarar  lo  que  dice  le  comunicó  Bernardo  Almada,  que  no 
consta  tampoco  hubiese  presenciado  el  hecho. 

El  testimonio  de  este  testigo,  está  además  en  contradicción 
con  las  constancias  del  sumario. 

Timoteo  Medina  niega  categóricamente  las  referencias  que 
hace  Pedrerol  á  su  respecto  :  niega  haber  visto  el  cadáver  y 
por  consiguiente^  con  doble  razón,  haber  proferido  las  palabras 
que  el  mismo  Pedrerol  pone  en  sus  labios :  v^a  lo  que  han  he- 
cho los  graserqg,  al  señalarle  el  lugar  en  que  dice  él  haberlo 
visto  y  reconocido. 

Por  otra  parte,  Sánchez  afirma  que  el  hecho  tuvo  lugar  en 
dos  de  Enero  ;  mientras  tanto,  Pedrerol  declara  que  á  fines  de 
Diciembre  vio  el  cadáver. 

Admitiendo  que  hubiera  equivocado  Diciembre  por  Enero, 
su  declaración  sobre  este  particular  es  todavía  objetable.  Si  la 
muerte  de  Castro  tuvo  lugar  en  los  primeros  dias  del  mes,  en 
los  últimos^  en  medio  délo  más  ardiente  del  verano,  el  cadáver 
debía  encontrarse  en  un  estado  tal  de  descomposision,  que 
hubiera  sido  por  demás  difícil  constatar  su  identidad,  é  im- 
posible reconocer,  si  las  heridas  eran  una,  como  dice  Sánchez, 
ó  tres,  como  afirma  Pedrerol.  Diráse  acaso  que  no  hay  seguri- 
dad deq?.e  tuviera  lugar  la  muerte  de  Castro  el  dos  de  Enero, 
como  afirma  Sánchez,  ó  á  fines  de  Diciembre  como  declara  Pe- 
drerol. 
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Entre  las  dos  afirmaciones,  paréceme,  sin  embargo,  qae  Tale 
más  la  que  se  refiere  á  an  hecho  propio,  personal  y  cierto ;  y  en 
la  dada,  un  sentimiento  de  eqoidad  aconseja  aceptar  la  más  fa- 
Torable  al  acnsado. 

Pido  por  lo  expuesto  j  demás  consideraciones  que  hace  valer 
la  defensa,  dé  la  Suprema  Corte  por  compurgada  la  pena  por 
la  prisión  sufrida. 

Eduardo  Costa. 


Falle  die  la  Suprema  Certe 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Que  no  existe  más  prueba  del  hecho 
á  que  este  proceso  se  refiere,  que  la  que  resulta  de  las  declara- 
ciones del  acusado  corrientes  á  fojas  dos,  tres,  nueve  y  cuarenta 
y  siete  y  de  su  confesión  corriente  á  foja  sesenta  y  cuatro,  pues 
ni  aún  se  ha  comprobado  directa  é  inmediatamente  la  existen- 
cia del  cuerpo  del  delito,  y  la  declaración  de  Pedro  Pedrerol, 
corriente  á  foja  diez  y  siete  se  halla  contradicha  y  desmentida 
en  cuanto  se  refiere  á  Timoteo  Medina,  por  las  de  este  último 
corrientes  á  fojas  veinticinco  y  cuarenta,  é  improbada  y  desti- 
tuida de  todo  apoyo  en  lo  que  se  refiere  al  dicho  de  Bernardo 
Almada ;  habiendo  quedado  sin  resultado  todas  las  demás  dili- 
gencias del  sumario. 

Que  el  acusado,  si  bien  se  reconoce  autor  de  la  muerte  de 
Tránsito  Castro,  lo  hace,  expresando  que  llevó  á  cabo  aquel 
hecho,  en  defensa  propia  y  para  salvarse  únicamente  de  la  agre- 
sión llevada  á  mano  armada  contra  su  persona  y  vida  por  aquel, 
agregando  que  antes  del  suceso,  había  sido  injuriado  y  amena- 
zado de  muerte  por  Castro,  por  haberle  dicho  en  una  ocasión  en 
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broma,  qae  no  era  hombre,  é  impulsado  también,  segan  cree, 
por  sentimientos  de  antipatía  que  el  deseo  de  ocnpar  el  puesto 
de  capataz  que  el  confesante  tenía  en  el  establecimiento  en  que  | 

uno  y  otro  se  bailaban,  había  hecho  nacer  en  Castro  contra  su 
persona ;  que  para  evitar  la  presencia  de  aquel  y  escapar  á  ta- 
les amenazas,  de  que  eran  sabedores  Celedonia  Duarte,  madre 
del  confesante  y  Juan  Cues,  hijo  de  su  patrona  Beyes  Cano,  cam- 
bió personalmente  de  domicilio,  llevando  la  graseria  á  su  cargo, 
á  una  legua  de  distancia  de  la  casa  de  la  dicha  Cano,  donde 
vivía  Castro;  que  esto  no  obstante,  en  un  dia  en  que  el  confe- 
sante se  hallaba  solo  por  haber  mandado  sus  peones  fuera,  se 
le  presentó  de  nuevo  Castro,  á  provocarlo  de  muerte,  y  no 
obstante  las  escusas  del  confesante,  por  sus  palabras  antes 
referidas  y  de  sus  esfuerzos  por  traerlo  á  la  razón,  aquel  lo 
agredió  con  un  facón,  obligando  al  confesante  á  hacer  uso  del 
suyo,  con  el  cual  en  los  primeros  tiros  cambiados  hirió  á  Castro, 
que  cayó  en  tierra  para  no  levantarse  más,  falleciendo  á  las  dos 
horas  próximamente  del  hecho ;  y  finalmente,  que  inmediata- 
mente y  en  el  mismo  dia  del  suceso,  que  tuvo  lugar  como  á  las 
tres  de  la  tarde,  se  trasladó  á  casa  de  la  persona  que  servía  de 
agente  de  la  Sub-Frefectura  Marítima  en  el  lugar,  y  le  dio 
parte  de  lo  ocurrido,  retirándose  en  seguida  libremente  con 
anuencia  de  aquel,  hasta  tres  meses  próximamente  después,  en 
que  fué  preso. 

Que  es  doctrina  legal  confirmada  por  la  disposición  del  ar- 
tículo trescientos  diez  y  ocho  del  Código  de  Procedimientos 
Penal  vigente,  que  cuando  el  hecho  criminoso  solo  está  consta- 
tado por  la  confesión  del  reo,  sin  que  existan  otras  pruebas  á 
su  respecto  ni  presunciones  ó  indicios  graves  que  le  sean  con- 
trarios, aquella  debe  ser  aceptada  de  una  manera  indivisible,  y 
las  circunstancias  ó  hechos  en  que  el  acusado  se  apoye  para 
escusar  ó  justificar  el  acto  ú  omisión  que  se  le  impute,  ser  teni- 
das por  averiguadas  sin  necesidad  de  otra  prueba. 
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Que  ea  consecaencia,  en  el  presente  caso  no  puede  tenerse 
como  un  hecho  constante  la  voluntad  criminal,  que  es  indispen- 
sable para  la  existencia  del  delito  é  imposición  de  la  pena. 

Que  en  el  estado  de  la  causa,  finalmente,  y  atento  el  largo 
tiempo  transcurrido  desde  el  dia  del  suceso  que  la  motiva,  no 
es  de  creer  que  nuevas  diligencias  y  nuevas  dilaciones  sobre  las 
ya  sufridas  por  consecuencia  de  la  lentitud  con  que  se  ha  se- 
guido el  procedimiento  de  primera  Instancia,  den  un  mejor 
resultado  para  la  averiguación  del  hecho  de  que  se  trata. 

Por  estos  y  los  fundamentos  de  la  precedente  vista  del  señor 
Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ochenta,  y  se  absuelve  á  Silvano  Sánchez,  que  deberá  ser  puesto 
inmediatamente  en  libertad,  haciéndose  saber  al  Juez  de  Sec- 
ción que  ha  debido  observar  mayor  diligencia  para  la  compro- 
bación de  la  existencia  del  hecho  materia  de  esta  causa  é 
instrucción  de  este  sumario;  y  previniéndose  al  Agente  Fiscal, 
por  la  larga  é  injustificada  demora  que  se  nota  en  la  espedicion 
de  su  acusaccion  corriente  á  foja  sesenta  y  seis  vuelta.  Notifí- 
quese  con  el  original,  y  devuélvanse  los  autos. 


benjamín  victorica.  —  uladis- 
lao  frías.  —  federico  ibar- 
güren.  —  c.  s.  de  la  torre. 

—  LUIS  y.  VÁRELA. 
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CAVSA  XlilV 


La  Sociedad  del  ferro -carril  Central  Argentino^  contra  don 
Rodrigo  M,  RosSy  por  escrituración-,  sobre  posiciones. 


Sumario.  —  Los  representantes  de  sociedades  anónimas,  es- 
tan  obligados  á  absolver  posiciones  en  las  cuestiones  relativas 
á  la  sociedad,  máiime  en  los  actos  en  que  han  intervenido  per- 
sonalmente. 


Caso.  —  Don  Carlos  Castillo,  en  representación  del  ferro- 
carril Central  Argentino^  demandó  á  Don  Rodrigo  M.  Boss, 
estrangero,  para  que  fuera  condenado  á  escriturarle  la  pro 
piedad  del  subsuelo  de  un  terreno  de  su  pertenencia  por  donde 
pasa  el  túnel  que  pone  en  comunicación  el  ferro-carril  con  los 
muelles  nacionales  que  se  construyen  en  el  Rosario. 

Contestada  la  demanda,  y  negados  los  hechos  sobre  los  que 
se  fundaba  la  petición,  el  Juez  de  Sección  abrió  la  causa  á 
prueba. 

Durante  el  término  probatorio  la  parte  de  Ross  presentó  un 
pliego  cerrado  de  posiciones,  y  pidió  se  mandaran  absolver  por 
Don  Enrique  Fisher,  administrador  y  representante  de  la  Em- 
presa del  ferro-carril  Central  Argentino. 
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£1  juez  admitió  el  pliego  de  posiciones,  y  mandó  citar  s^I  ab- 
solvente,  señalando  dia  y  hora. 

£1  procnrador  Castillo  reclamó  de  esta  providencia  y  pidió  se 
dejase  sin  efecto,  apelando  in  subsidium. 

Dijo  que  la  absolución  de  posiciones  solamente  puede  exigirse 
á  quien  es  parte  en  el  juicio,  y  el  señor  Fisher,  en  su  carácter 
de  administrador  no  es,  ni  puede  ser  reputado  parte  litigante. 

Que  quien  es  parte  litigante  en  este  juicio  es  la  Sociedad 
Anónima  del  ferro-carril  Central  Argentino. 

Que  por  consiguiente,  el  señor  Fisher  no  tiene  obligación  de 
absolver  posiciones,  tanto  más  cuanto  que  la  negociación  que 
dá  motivo  al  litigio,  se  verificó  directamente  entre  Boss  y  el 
Ingeniero  residente  del  ferro-carril  Central  Argentino,  Don  Mal- 
colm  Graham,  no  habiendo  intervenido  Fisher,  sino  para  fir- 
mar las  escrituras  que  Boss  otorgó  á  favor  de  la  compañía. 

Conferida  vista  á  la  parte  de  Boss,  este  la  evacuó  pidiendo 
el  rechazo  con  costas,  de  la  revocatoria. 

Dijo  que  las  sociedades  anónimas  no  pueden  ejercer  sus  fun- 
ciones de  tales  y  adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones  sino 
por  medio  de  sus  administradores. 

Que  estos  son  los  que  las  representan  en  juicio,  como  de- 
mandantes ó  demandadas. 

Que  en  juicio  cada  parte  tiene  el  derecho  de  hacer  absolver 
posiciones  por  la  otra;  y  no  pudieudo  en  pleito  con  una  sociedad 
anónima  deferirse  posiciones  á  los  accionistas,  que  son  desco- 
nocidos, y  pueden  no  saber  los  hechos  del  administrador,  re- 
sultaría que  este,  demandando  en  representación  déla  Compa- 
ñía, tendría  el  derecho  de  deferir  posiciones^  sin  estar  obligado 
á  absolverlas,  creando  así  un  privilegio  que  la  ley  no  concede. 

Que  la  ley  de  procedimientos  dice  en  el  artículo  108  que  cada 
parte  puede  pedir  que  su  adversario  absuelva  posiciones,  y  en 
la  palabra  adversario  se  comprende  el  que  tiene  su  representa- 
ción legal. 

T.  VI  3 
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Citó  las  causas  del  tomo  8^,  serie  2*,  páginas  43  y  443,  en  las 
qn.'  aparece  el  gerente  ó  administrador  de  una  sociedad  de  se- 
guros, 7  absolviendo  posiciones. 

En  otrosí,  dijo  que  se  tuviera  presente  el  poder  que  había 
sido  conferido  al  señor  Fisher  para  representar  á  la  Compañía 
del  Lloyd  Suizo  y  pidió  se  ordenara  su  eiUbicion. 

Para  mejor  proveer,  el  juez  ordenó  que  Fisher  compareciera 
á  la  audiencia  del  1^  de  Mayo  último,  á  los  objetos  que  el  juz- 
gado manifestaría. 

Compareció  el  señor  Fisher,  y  con  la  presencia  de  un  intér- 
prete traido  por  el  mismo  señor,  se  le  hicieron  las  siguientes 
preguntas : 

i'  Si  en  el  poder  que  tiene  conferido  de  la  sociedad  que  re- 
presenta, se  encuentra  la  cláusula  de  poder  absolver  posiciones 
en  causas  judiciales. 

2*  Si  como  dicho  administrador,  ha  tomado  participación  di- 
recta y  personal  en  los  hechos  y  derechos  de  que  surge  esta 
cuestión,  ya  sea  por  convenios  ó  actos  llevados  á  cabo  personal 
y  directamente,  ó  ya  por  órdenes  dadas  por  él  á  sus  empleados 
ó  mandatarios. 

3''  Si  durante  su  administración  tuvieron  lugar  los  hechos 
que  motivan  esta  cuestión. 

Contesta  á  la  1'  quo  sí. 

A  la  2*"  que  personalmente  no  había  tomado  la  participación 
que  se  le  pregunta,  pero  sí  había  dado  las  órdenes  respectivas  á 
su  segundo  el  señor  Graham. 

A  la  tercera  que  sí. 


Fttile  del  Jues  Vederal 

Rosario,  Mayo  12  de  1888. 
T  visto,  el  incidente  promovido  á  foja  47  de  estos  autos,  por 
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el  ferro*carril  Central  Argentino,  solicitando  se  deje  sin  efecto 
la  proTidencia  de  foja  31 ,  recaída  en  escrito  del  demandado, 
pidiendo  que  el  administrador  de  la  Compañía  absuelva  las  po- 
siciones presentadas,  ó  en  caso  de  denegársele  esa  revocatoria, 
se  le  conceda  apelación  en  subsidio. 

Con  lo  espuesto  por  las  partes  al  respecto: 
Y  considerando:  i°  Que,  según  la  prescripción  del  artículo 
108  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  después  de  contes- 
tada la  demanda,  y  antes  de  verse  el  pleito  en  definitiva,  podrá 
cada  parte  pedir  de  su  adversario  responda  con  juramento  á 
las  posiciones  concernientes  al  punto  litigioso.  Artículo  que  ha 
sido  aplicado  diversas  veces  por  la  Suprema  Corte,  y  entre  otras, 
en  las  causas  que  se  registran  en  la  serie  2%  tomo  10,  página 
377,  y  tomo  i%  página  483. 

2^  Que  lo  sostenido  por  el  Procurador  Castillo,  de  no  ser  el 
administrador  de  la  empresa  demandante  parte  en  el  juicio, 
porque  solo  es  Gerente  de  la  Compañía  Anódima  que  repre- 
senta, no  tiene  razón  de  ser,  pues  jurídicamente  son  partes  en 
un  juicio  contencioso  los  que  están  en  él,  bien  como  actores, 
ó  bien  como  reos,  usando  de  la  representación  legal  que  tengan. 
3^  Que  el  Gerente  de  una  sociedad  anónima  ó  el  administra- 
dor de  la  misma,  es  la  persona  que  tiene  la  representación  legal, 
y  por  medio  de  quien  pueden  adquirir  derechos  y  contraer  obli- 
gaciones (artículo  35  del  Código  Civil),  pues  que  son  ellos  los 
que  están  en  juicio  personalmente  ó  por  medio  de  apoderados, 
decide  que  la  Sociedad  Anónima  no  tienen  razón  social  ni  tam- 
poco se  designa  por  el  nombre  de  uno  6  más  de  sus  socios,  sino 
por  el  objeto  para  que  se  hubiera  formado. 

4**  Que  al  establecer  los  artículos  41  y  42  del  mismo  Código 
€  que  respecto  de  los  terceros,  las  corporaciones  con  el  carácter 
de  personas  jurídicas,  gozan  de  los  mismos  derechos  que  los  par- 
ticulares para  adquirir  bienes,  crear  obligaciones,  é  intentar^ 
en  la  medida  de  su  capacidad  de  derecho,  acciones  civiles  6 
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criminales,  padieado  hasta  ser  demandados  »,  las  diligencias  que 
se  le  relacionen,  no  pueden  entenderse  con  otras  personas  que  con 
sus  administradores,  pues  que  estos  son  la  cabeza  visible  de  la 
Sociedad,  á  quien,  como  se  ha  dicho,  representan,  siendo  im- 
posible, por  lo  general  y  demandar  á  los  accionistas,  á  quienes  no 
se  conoce. 

5®  Que  si  una  de  las  personas  jurídicas,  que,  por  su  institu- 
ción, tiene  ciertos  privilegios,  de  los  cuales  carecen  las  demás, 
prescindiendo  de  los  otros  poderes  públicos,  son  las  Municipa- 
lidades, y  si  estas,  cuando  contratan  con  los  particulares,  que- 
dan sujetas  al  derecho  común  y  á  los  Tribunales  ordinarios, 
como  lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte  en  las  causas  de  la  serie 
2%  tomo  14,  páginas  427  y  498,  con  mayor  razón  tienen  que 
quedar  sujetas  al  mismo  derecho  y  Tribunales,  y  á  la  forma 
de  sus  procedimientos,  aquellas  personas  jurídicas  (sociedades 
anónimas)  como  la  del  ferro-carril  Central  Argentino,  que  ca- 
rece absolutamente  de  todo  privilegio. 

6°  Que  en  el  caso  actual,  lo  que  pretende  el  demandante  es 
un  privilegio  en  su  favor,  que  las  leyes  no  le  acuerdan,  pues  que 
puede  poner  posiciones  y  no  absolverlas,  valiéndose  de  que  solo 
es  administrador  de  la  sociedad,  y  que  esta  es  laque  es  parte 
y  no  su  Gerente,  cuando  en  realidad  es  éste  quieb  únicamente 
tiene  la  representación  de  aquella. 

Que  si  tal  fuese,  las  posiciones  serían  procedentes  contra  la 
sociedad  anónima,  llegando  el  caso  de  ponerlos  á  todos  los  miem- 
bros que  la  forman,  lo  que  sería  imposible,  ya  por  el  número  de 
los  que  la  componen,  como  por  los  puntos  en  que  se  encontra- 
sen residiendo,  y  también  por  la  escepcíon  que  podían  deducir, 
de  no  ser  actos  personales  de  los  absolventes,  sino  del  repre- 
sentante. 

7°  Que  dado  el  carácter  de  la  sociedad  anónima,  es  que  la 
ley  le  atribuye  un  representante,  después  de  reconocida  como 
persona  jurídica,  por  medio  de  quien  contrae  derechos  activos  y 
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pasivos,  exigiendo  en  juicio  los  créditos  que  á  su  favor  tenga, 
como  respondiendo,  asimismo,  á  las  demandas  que  se  le  in- 
terpongan,  con  la  solaescepcion  de  las  criminales,  pues  que  no 
es  pasible  de  cometerlas. 

8°  Que  sostener  que  el  administrador  ó  gerente  de  una  So- 
ciedad anónima,  por  el  hecho  de  ser  tal,  no  es  parte  en  el  jui- 
cio, y  que,  en  consecuencia,  no  se  le  pueden  poner  posiciones, 
es  lo  mismo  que  decir,  y  con  menos  fundamentos  aún,  que  el 
tutor  no  puede  absolver  posiciones  que  se  pongan  al  pupilo,  lo 
que  es  contrario  á  las  prescripciones  más  claras  y  terminantes 
del  Código  Civil,  y  de  lo  que  al  respecto  disponen  las  leyes  de 
Partida. 

9°  Que  lo  dicho  se  desprende  del  mismo  texto  del  artículo  408 
de  la  Ley  Nacional  citada,  que  hace  obligatoria  la  absolución  de 
posiciones  al  adversafio^  cualquiera  que  él  sea,  pues  dicho  artí- 
culo, no  haciendo  escepcion  alguna  y  sí,  por  el  contrario,  ha- 
ciendo uso  del  vocablo  general  y  genérico  de  adversario,  com- 
prende átodo  litigante,  sin  escepcion. 

10^  Que  sin  embargo  de  ser  lo  anteriormente  espuesto  fun- 
damental, resulta,  á  más,  que  el  señor  Fisher,  administrador  de 
la  Sociedad  Anónima  del  ferro-carril  Central  Argentino,  por  el 
mandato  que  se  le  ha  conferido,  tiene  poder  para  absolver  las 
posiciones  que  en  juicio  se  pongan  contra  la  sociedad  que  ad- 
ministra. Confesión  de  foja  72,  i*  pregunta:  que  durante  él 
ha  sido  administrador  se  llevó  á  cabo*la  negociación  del  litigio, 
(3*  pregunta)  y  finalmente,  que  él  es  quien  ha  dado  las  órdenes 
respectivas  á  un  segundo,  el  Sr.  Graham,  para  llevar  á  cabo 
los  hechos  de  que  la  cuestión  surge.  Contestación  2*  de  la  pre- 
gunta de  foja  72;  y  que  hacen  procedente  la  absolución  de  po- 
siciones, con  arreglo  á  la  ley  !■,  título  43,  Partida  3*,  y  ley  2% 
título  42,  Partida  citada. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de 
foja  59,  se  declara  no  haber  lugar  ala  revocatoria  solicitada,  con 
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costas,  concediéndose  en  relación  el  recurso  de  apelación  in- 
terpuesto para  ante  el  Superior,  á  cuyo  efecto,  y,  previa  reposi- 
ción de  sellos  adeudados,  se  remitirán  los  autos  con  noticia  de 
partes  y  el  oficio  de  estilo,  Notifíquese  con  el  original. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 


Fttile  d0  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Que  las  sociedades  anónimas  no  obran , 
con  arreglo  á  la  ley,  sino  por  intermedio  de  sus  representantes 
legítimos  para  el  ejerció  de  todos  sus  derechos  y  cumplimiento 
de  todas  sus  obligaciones  como  tales. 

Que  son  dichos  representantes  los  que  encarnan,  por  consi- 
guiente, la  personería  y  acciones  de  la  sociedad  en  juicio  y  fuera 
de  él,  y  es  con  ellos  que  deben  entenderse,  por  lo  mismo,  todas 
las  actuaciones  de  aquel,  conformándose  á  las  prescripciones 
de  las  leyes  ó  de  sus  estatutos. 

Que  en  el  presente  caso,  resulta  además,  que  el  llamado  á  ab- 
solver las  posiciones  que  dan  motivo  á  este  incidente,  se  halla 
espresamente  autorizado  para  hacerlo,  por  los  poderes  en  virtud 
de  los  cuales  ejerce  la  representación  de  la  compañía  deman- 
dante,  y  se  trata,  por  otñi  parte,  de  actos  practicados  durante 
la  administración  personal  del  mismo. 

Por  estos  y  los  fundamentos  concordantes  del  auto  apelado  de 
foja  setenta  y  tres,  se  conñrma  este  con  costas.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

BENJAMÍN  VICTORICA.  —  ÜLADISLAO 
FRfAS.  —  FEDERICO   IBARGÜREN. 
—  es.   DE  LA  TORRE. 


» 


DE  JUSTIGU  NAaONAL  39 


CAUSA  XI.Y 


D.  AnUmino  IJrraeo,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé ; 
sobre  indemnización  de  perjuicios 


Sumario.  —  La  acción  de  daños  7  perjuicios,  fandada  en  nn 
hecho  que  no  los  ha  cansado,  no  es  procedente. 


Caso.  —  D.  Antonino  Tlrraco  se  presentó  ante  la  Suprema 
Gort^,  7  espnso:  qne  en  14  de  Abril  de  4867  Tendió  el  Gobier- 
no de  Santa  Fé  á  D.  JnanM.  Fedriel,  comisionado  del  Gobierno 
Nacional,  un  terreno  en  el  Departamento  delBosario,  compuesto 
de  4600  Taras  de  frente  por  5  leguas  más  ó  menos  de  fondo. 

Que  ese  terreno  forma  parte  de  jun  campo  de  que  es  propie- 
tario, que  limitan  el  rio  Carcarañá,  los  Gallegos  7  Grandolí, 
ho7  Colonia  de  la  Candelaria,  7  que  habiéndolo  así  comprendido 
el  Gobierno  Nacional,  de  que  no  había  comprado  á  su  Terdadero 
dueño,  abandonó  sus  derechos  desde  4876. 

Que  como  propietario  de  dicho  campo  Tendió  una  fracción  de 
él  al  Dr.  D.  SeTero  González,  quien  transfirió  sus  derechos  á 
D.  Francisco  Truanes,  que  al  tomar  posesión  del  terreno  Tendi- 
do por  el  Gobierno  de  Santa  Fé  al  Nacional,  fué  demandado  por 
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desalojo,  siendo  esa  demanda  desechada  por  el  Juez  de  Sección, 
que  reconoció  mejor  titulo  áTruanes,  como  después  lo  reconoció 
la  Corte  Suprema  en  su  sentencia  confirmatoria  de  20  de  No- 
viembre de  1875. 

Que  la  venta  á  sabiendas  de  una  cosa  agena  es  un  acto  ilícito, 
que  constituye  á  su  autor  en  responsable  de  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados  al  verdadero  dueño.  (Arts.  7  y  36,  Compra^ 
venta,  Cód.  Civil,  y  art.  1°,  Actos  ilícitos,  id). 

Que  la  prohibición  indebida  del  goce  de  su  propiedad  usu- 
fructuada por  uu  tercero,  le  ha  causado  daños,  que  consisten  en 
los  arrendamientos  del  terreno  de  que  fué  privado  y  del  interés 
corriente  en  plaza  de  los  mismos,  cuya  indemnización  tiene  de- 
rechoá  exigir  del  Gobierno  de  Santa  Fé.  (Arts.  3  y  4,  Actos  ill' 
citos;  art.  8°,  de  los  hechos  ilícitos,  y  art.  4®,  de  las  obligado^ 
nes  que  nacen  de  los  hechos  ilicitoS'que  no  son  delitos,) 

Concluyó  pidiendo  que  se  condenara  al  Gobierno  de  Santa  Fé, 
al  pago  de  los  arrendamientos  de  nueve  años  y  los  intereses, 
gastos  y  costas^  apreciando  los  arrendamientos  de  los  primeros 
cinco  años  á  razón  de  diez  y  siete  pesos  fuertes  oro  anual  por 
cada  una  de  las  120  concesiones  de  16  manzanas  de  150  varas 
cada  una,  y  los  de  los  cuatro  años  restantes^  á  veinticinco  pesos 
de  la  misma  moneda. 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  el  apoderado  del  Gobierno 
de  Santa  Fé  lo  evacuó  pidiendo  su  rechazo  con  costas, 

Dijo  que  no  obstante  de  oarecer  de  instrucciones,  contesta  la 
demanda,  que  basta  indicarla  para  demostrar  su  improce- 
dencia. 

Que  en  la  hipótesis  de  que  fueran  ciertos  los  hechos  improba- 
dos de  ocupación  ilícita^  y  que  estos  le  hubieran  producido  per- 
juicios que  debieran  ser  indemnizados,  jamás  la  acción  podría 
dirigirse  contra  el  Gobierno  de  Santa  Fé,  sino  contra  los  respon- 
sables personalmente  de  esos  actos.  (Art.  14,  Per^ono^  juHdt- 
cas,  Cód.  Civ.) 
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Que  aunqae  la  demanda  es  por  daños  j  perjuicios,  el  actor  la 
conTÍerte  en  ana  acción  de  locación  para  el  cobro  de  arrenda- 
mientos atrasados  y  sus  intereses,  no  habiéndole  jamás  el  Go- 
bierno de  Santa  Fé  arrendado  un  palmo  de  tierra,  por  cuja  ra- 
zón no  puede  cobrar  arrendamientos  7  menos  con  intereses,  que 
solo  podrían  correr  desde  la  interpelación. 

Que  aún  siendo  exactos  los  hechos  de  la  demanda,  que  el  es- 
ponente  niega,  no  hay  acto  ilícito  y  punible,  porque  no  es  im- 
putable, dolo,  culpa  6  negligencia  al  Gobierno  de  ana  Provincia 
por  la  enagenacion  de  an  campo  de  propiedad  particular  que 
llegase  áenagenarse  como  del  dominio  público,  mientras  no  se 
pruebe  la  propiedad  particular,  y  el  dolo  culpa  6  negligencia 
que  no  se  presume. 

Que  el  actor  debió  comenzar  por  fundar  su  derecho  de  propie- 
dad, que  él  mismo  dice  está  en  discusión  con  el  Gobierno  de 
Santa  Fé,  ante  la  Suprema  Corte. 

Que  en  la  hipótesis  de  que  el  Gobierno  de  Santa  Fé  hubiera 
Tendido  el  terreno  del  Sr.  Urraco,  éste  no  podría  reirindicarlo, 
7  solo  tendría  derecho  al  precio  en  que  se  hubiere  Tendido,  de 
acuerdo  con  la  ley  prorincial  de  Santa  Fé,  de  22  de  Octubre  de 
1858.  (Causa  en,  t.  8*,  serie  2",  Fallos  de  la  Suprema  Carie.) 

Que  la  acción  que  compete  por  la  indemnización  del  daño 
causado  por  la  ocupación  y  goce  de  su  propiedad,  es  real,  y  solo 
se  dácontra  e!  ocupante,  que  tendría  derecho  contra  el  Tende- 
dor, quien  no  tiene  doble  obligación  de  satisfacer  los  danos  al 
dueño  y  al  comprador. 

MCDAS  DKLDEMlKDAim 

Un  testimonio  de  la  sentencia  pronunciada  por  el  Juez  de  la 
Sección  de  Santa  Fé,  con  fecha  7  de  Setiembre  de  1875,  en  los 
matos  iniciados  por  el  Procarador  Fiscal  contra  D.  Francisco 
Truanes,  sobre  despojo  de  on  campo  sobre  el  rio  Carcarañá,  y  la 
cual  dice  así : 
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Rosario,  Setiembre  7  de  1875. 

T  vistos:  resalta  de  ellos:  £a  11  de  Abril  de  1867,  el  Go- 
bierno de  la  Provinoia  de  Santa  Fé  vendió  á  D.  Joan  M.  Pe- 
driel,  comisionado  al  efecto  por  el  Gobierno  de  la  Nación,  entre 
otros  terrenos,  nno  sitaado  en  este  departamento,  compuesto  de 
1600  varas,  con  un  fondo  de  cinco  legnas  más  ó  menos,  con  los 
límites  que  espresa  el  documento  de  foja  1*. 

Habiendo  dicho  terreno  sido  declarado  de  propiedad  de  Don 
Antonino  IJrraco,  según  consta  del  espediente  agregado,  fué 
puesto  en  posesión  judicial  del  mismo  en  8  de  Diciembre  de 
1858^  sin  oposición  de  nadie  (f.  104  del  espresado  espediente). 

Por  la  escritora  de  foja  7,  consta  que  Urraco  vendió  el  ter- 
reno al  Dr.  D.  Severo  González,  en  11  de  Abril  de  1870,  j  este 
y  demás  condueños,  lo  vendieron  á  D.  Francisco  Troanes  en  3 
de  Junio  del  corriente  año,  en  cuya  virtod  se  pobló  hace  poco 
más  de  un  mes,  á  tres  leguas  de  la  costa. 

Consta  así  mismo  que  hace  6  á  7  años,  que  el  comisionado  por 
el  Gobierno  Nacional  para  comprar  el  terreno  al  de  Santa  Fé, 
concedió  permiso  á  D.  Pedro  Correa  para  que  ocupase  el  campo, 
sin  que  se  esprese  en  qué  condiciones  ni  en  qué  estension ;  en 
cuya  virtud  dicho  Correa  hizo  una  población  en  la  costa  del  rio, 
sin  que  sus  haciendas  llegasen  á  pastar  en  la  localidad  ocupada 
por  Truanes  á  título  de  compra  y  ubicada  á  3  leguas  de  las 
costas. 

En  virtud  de  la  ocupación  de  Truanes,  el  señor  Procurador 
Fiscal  entabló  el  interdicto  que  por  derecho  corresponde,  contra 
Truanes,  pidiendo  su  desalojo. 

Y  considerando  :  1^  Que  si  bien  consta  que  6l  Gobierno  de  la 
Provincia  de  Santa  Fé,  ha  vendido  al  de  la  Nación  dicho  campo, 
no  aparece  que  realmente  fuera  de  su  propiedad,  por  cuanto  las 
sentencias  invocadas  por  la  parte  de  Truanes,  manifiestan  que 
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eran  de  propiedd  de  IJrraco,  quien  lo  vendió  á  González  y  este, 
al  espresado  Truanes,  en  cuya  yirtud  se  posesionó  de  una  parte 
de  él. 

2^  Que  tampoco  aparece  Pedriel  autorizado  por  el  Gobierno 
Nacional  para  hacer  ocupar  por  particulares,  como  Correa, 
campos  de  propiedad  pública  nacional,  aún  dado  el  caso  que 
hubiera  sido  el  campo  bien  Tendido  al  Gobierno  de  la  Nación. 

3^  Que  aún  en  el  caso  de  que  dichas  facultades  hubiera  te- 
nido Pedriel,  es  de  suponer  que  solo  facultó  á  Correa  para  ocu- 
par la  parte  que  necesitase,  la  cual  fué  designada  en  las  costas  ; 
sin  que  jamás  sus  haciendas  hubiesen  pastado  en  la  localidad, 
distante  3  leguas,  en  que  á  título  de  compra  se  ha  posesionado 
recientemente  Truanes,  á  quien  favorece  por  derecho  la  pose- 
sión pública  que  sin  contradicción  alguna  del  Gobierno  Nacional 
ni  de  ninguna  otra  persona,  tenían  sus  causantes. 

4®  Que  en  ccnsecuencia  de  estos  antecedentes,  debía  reputar- 
se áUrraco  y  á  sus  sucesores  á  nombre  de  él,  los  verdaderos  po- 
seedores del  campo,  puesto  que  también  no  aparece  que  se  hu- 
biese otorgado  á  nadie  una  porción  posterior  á  la  otorgada  á 
'  Urraco. 

5^  Que  en  tal  concepto,  no  se  ha  acreditado  por  la  parte  fis- 
cal los  estremos  legales  de  anterior  posesión  y  posterior  eyec- 
ción, que  el  derecho  prescribe  para  que  sea  procedente  el  in- 
terdicto deducido. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  los  artículos  327  y 
328  de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  no  ha  lugar  al  desa- 
lojo solicitado  por  la  parte  demandante,  dejándose  á  salvo  los 
derechos  respectivos  para  el  juicio  ordinario  de  propiedad.  Re- 
pónganse los  sellos  y  devuélvase  el  espediente  y  documentos 
acompañados. 

Fenelon  Zuvirla. 
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Esta  sentencia  f  aé  confirmada  por  la  Suprema  Corte. 

Declaración  de  los  siguientes  testigos  : 

Preguntados  si  los  arrendamientos  corrientes  de  campos  en 
condiciones  semejantes  al  de  Urraco,  que  linda  con  el  rio  Car- 
carañá  y  la  colonia  Candelaria,  antes  campos  de  Grandolí,  era 
de  uno  y  medio,  dos  y  tres  pesos  oro,  más  ó  menos,  por  cuadra 
cuadrada  al  año^  en  la  época  de  1867  á  1876,  contestaron  : 

Carlos  Breni:  que  con  anterioridad  á  1872  no  puede  dar  dato 
alguno,  pero  de  ese  año  en  adelante,  los  precios  han  sido  de  uno 
á  tres  pesos  dentro  del  perímetro  que  comprende  la  colonia  Can- 
delaria. Lo  sabe  por  haber  sido  arrendatario  y  tener  muchos 
conocidos  que  han  arrendado  campo  en  iguales  condiciones. 

Jacinto  Correa:  que  en  la  época  indicada  en  la  pregunta,  los 
arriendos  en  localidades  próximas  á  los  campos  en  la  misma 
mencionados,  valían  de  uno  y  medio  á[dos  pesos  bolivianos,  equi- 
valentes de  uno  á  uno  y  cincuenta  centavos  moneda  nacional. 

Que  no  podía  precisar  nombres  por  no  recordarlos,  pero  sabía 
el  hecho  por  haber  estendido  contratos  como  Escribano  Pú- 
blico. 

Federico  Llobet:  que  por  haber  estendido  contrato  como  Es- 
cribano Público  y  por  haber  visto  algunos  privados^  sabía  que 
el  precio  corriente  del  arrendamiento  en  los  campos  indicados 
y  en  la  época  mencionada,  era  de  uno  á  dos  pesos  oro  por 
año. 

Benedicto  Sívori:  que  los  arrendamientos  en  los  terrenos  in- 
Jicados  y  aún  en  otros  más  próximos  á  la  ciudad,  nunca  había 
bajado  de  un  peso  boliviano  por  cuadra  cuadrada,  ó  sea  120  me- 
tros en  cuadro,  ñuctuando  en  la  época  á  que  se  refiere  la  pre- 
gunta, entre  aquel  precio  y  dos  pesos  bolivianos:  que  lo  sabe  por 
haberlo  siempre  oido  en  los  mismos  lugares. 

Pidió  además  el  demandante,  y  la  Suprema  Corte  accedió  á  su 
pedido,  que  se  agregaran  los  autos  sobre  reivindicación  del  cam- 
po de  que  en  los  presentes  se  trata,  seguidos  por  D.  Antonino 
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Urraco  contra  la  Provincia  de  Santa  Eé,  citada  de  eviccion  por 
D.  Pedro  Correa,  en  los  que  se  absolvió  á  la  Provincia  de  Santa 
¥é,  con  costas  á  D.  Antonino  IJrraco. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1889. 

Y  vistos  :  Resulta  lo  siguiente : 

Don  Antonino  IJrraco,  demanda  á  la  Provincia  de  Santa  Fé, 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  fundando  su  deman- 
da, dice  : 

Que  es  propietario  de  un  terreno  ubicado  en  el  Departamento 
del  Rosario,  entre  las  propiedades  de  Yallejos,  Orandoli  y  el 
rio  Carcaraná,  compuesto  de  tres  mil  doscientas  varas  de  frente 
por  cinco  leguas  más  ó  menos  de  fondo,  según  consta  de  los  tí- 
tulos que  acompaña . 

Que  en  el  mes  de  Abril  de  1867  el  Gobierno  de  Santa  Fé  ven- 
dió al  Gobierno  Nacional,  por  intermedio  de  Don  Juan  M.  Pe- 
driel  la  mitad  de  dicho  terreno,  esto  es,  mil  seiscientas  varas  de 
frente  por  cinco  leguas  más  ó  menos  de  fondo,  habiendo  vendido 
en  el  mismo  mes  y  año  la  otra  mitad  á  Don  Pedro  Correa. 

Que  este  último  mantiene  todavía  los  derechos  adquiridos  al 
campo,  cuya  reivindicación  gestiona  ante  la  Suprema  Corte, 
por  haber  salido  ala  eviccion  dicha  Provincia,  porque  el  Gobier- 
no Nacional,  convencido  de  que  el  campo  comprado  por  él  no  lo 
fué  vendido  por  su  verdadero  dueño^  abandonó  sus  derechos 
desde  mil  ochocientos  setenta  y  seis. 

Que  la  venta  de  cosa  ajena,  sabiendo  ó  debiendo  saber  el  ven- 
dedor que  no  era  suya,  constituye  un  acto  ilícito,  que  la  ley  pro- 
hibe, y  que  hace  responsables  á  sus  autores  por  los  daños  y  per- 
juicios que  ocasione. 

Que  á  consecuencia  de  las  ventas  hechas  por  el  Gobierno  de 
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Santa  Fé,  se  ha  visto  privado  del  goce  de  su  propiedad  sufriendo 
con  este  motivo  graves  daños  y  menoscabos,  por  cuja  razón  de- 
manda  á  dicho  Gobierno  y  pide  se  le  condene  al  pago  de  los  ar- 
rendamientos de  nueve  años  y  los  intereses,  gastos  y  costas, 
apreciando  los  arrendamientos  de  los  primeros  cinco  años  á  razón 
dediezisiete  pesos  fuertes  oro  anuales  porcada  una  de  las  ciento 
veinte  concesiones  de  diez  y  seis  manzanas  de  ciento  cincuen- 
ta varas  cuadradas  cada  una,  y  las  de  los  cuatro  años  restantes, 
á  veinte  y  cinco  pesos  de  la  misma  moneda. 

El  representante  de  Santa  Fé,  niega  que  IJrraco  haya  sido  pri- 
vado del  goce  de  su  propiedad  por  la  ocupación  indebida  de  su 
campo,  y  sostiene,  que  aún  en  el  supuesto  de  estar  comproba- 
dos estos  hechos,  la  acción  deducida  por  daños  y  perjuicios,  que 
se  hace  derivar  de  un  acto  ilícito,  es  improcedente  contra  una 
persona  jurídica,  como  es  una  Provincia. 

Que  según  la  ley  provincial  de  veintidós  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  cincuenta,  la  venta  de  un  terreno  re- 
putado fiscal,  que  resulta  ser  de  propiedad  privada,  solo  dá  de- 
recho al  propietario  para  exigir  su  devolución  dentro  de  los 
ocho  meses  desde  la  fecha  de  la  venta,  y  pasado  este  término, 
solo  puede  pedir  el  precio  que  el  Gobierno  hubiese  recibido 
por  él. 

Que  suponiendo  que  la  Provincia  de  Santa  Fé  se  hallara  en  el 
caso  de  un  vendedor  de  cosa  ajena,  solo  estaría  obligado  según 
el  Código  Civi],  para  con  el  comprador  que  hubiese  sido  privado 
déla  cosa  vendida,  pero  no  con  este  y  para  con  el  propietario 
á  la  vez. 

Y  que  finalmente,  la  acción  deducida  por  daños  y  perjuicios  no 
procedería  en  el  presente  caso,  ni  contra  los  mandatarios  de  la 
Provincia,  personalmente,  desde  que  no  se  ha  probado  que  haya 
habido  por  parte  de  estos,  al  ejecutar  la  venta,  dolo,  culpa  6 
negligencia.  Por  todo  lo  cual  pide  que  la  demanda  sea  dese- 
chada con  costas. 
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Y  considerando :  Primero:  Que  los  perjuicios  reclamados  por 
el  demandante  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  provienen  se- 
gún los  términos  de  la  demanda,  de  haber  sido  privado  del  goce 
de  un  campo  de  su  propiedad  á  consecuencia  de  la  venta  que  de 
nna  parte  de  él  hizo  dicha  Provincia  al  Oobierno  Nacional,  el 
año  sesenta  j  siete,  por  intermedio  de  Don  Jaan  M.  Pedriel,  en 
una  estension  de  mil  seiscientas  varas  de  frente,  por  cinco  le- 
guas más  ó  menos  de  fondo. 

Segundo:  Que  siendo  la  privación  del  goce  de  dicho  campo  la 
causa  generadora  de  los  perjuicios  que  se  reclaman,  ha  debido 
probarse  en  autos  que  ella  ha  existido  realmente  como  conse- 
cuencia necesaria  de  la  venta,  pues  sin  esta  prueba  faltaría  la 
base  fundamental  en  que  reposa  la  demanda. 

Tercero :  Que  lejos  de  haberse  producido  esa  prueba,  resulta, 
por  el  contrario,  de  los  autos  agregados,  que  ni  la  Provincia  de 
Santa  Fédió  la  posesión  del  campo  al  Gobierno  Nacional,  ni  este 
la  tomó  por  sí,  ni  por  otro,  privando  al  demandante  de  la  que 
hubiese  podido  tener,  pues  de  la  misma  esposicion  de  este, 
corriente  á  foja  veintiséis  de  dichos  autos,  consta,  que  al  re- 
greso de  su  destierro,  en  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  pidió  j 
obtuvo  la  posesión  judicial  de  su  campo,  no  habiendo  encontra- 
do dificultades  para  ello  sino  por  la  parte  que  linda  con  Don 
Pedro  Gallegos,  pues  por  la  parte  norte,  c^ice,  ni  él  ni  sus  arren- 
datarlos  eran  molestados  por  nadie.  Siendo  de  notarse  que  la 
venta  que  se  dice  hecha  al  Gobierno  Nacional  el  año  sesenta  j 
siete,  fué  precisamente  de  la  parte  norte,  en  la  que  ni  el  deman- 
dante ni  sus  arrendatarios  fueron  molestados  por  nadie  al  tomar 
posesión  de  ellas  el  año  sesenta  j  ocho. 

Citarto  :  Que  consta  igualmente  de  los  mismos  autos,  por 
afirmarlo  así  el  demandante  á  foja  ciento  dos :  que  en  mil  ocho- 
cientos setenta,  enajenó  una  parte  del  campo  vendido  por  Santa 
Fé  al  Gobierno  Nacional,  j  que  habiéndolo  ocupado  el  compra- 
dor, se  dedujo  contra  este  por  el  Fiscal  de  Sección  de  dicha  Pro- 
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vincia,  el  interdicto  de  desalojo,  que  fué  desechado  por  la  sen- 
tencia de  foja  setenta  y  cinco,  confirmada  por  la  Suprema  Cor- 
te; todo  lo  cual  demuestra,  no  solo  que  el  demandante  podía  dis- 
poner 7  dispuso,  en  efecto,  libremente  de  su  propiedad,  sino  que 
el  Gobierno  Nacional  nunca  tuvo  la  posesión  de  ella,  por  cuya  ra- 
zón no  se  hizo  lugar  al  interdicto. 

Quinto :  Que  la  posesión  que,  según  el  demandante,  tomó  Cor- 
rea por  encargo  de  Pedriel  en  un  estremo  de  la  parte  norte  del 
campo,  no  puede  constituir  un  cargo  contra  la  Provincia  de  San- 
ta Fé : 

Primero  :^Porque  ni  esta,  ni  el  Gobierno  Nacional  autorizaron 
tal  posesión,  y 

Segundo :  Porque  Correa  no  se  mantuvo  en  ella  ni  se  opuso 
á  los  derechos  de  IJrraco  en  esa  partea  pues  ségun  este  mismo  lo 
dice  en  sus  escritos  de  fojas  veintiséis  y  setenta  y  seis  de  los 
autos  agregados,  aquel  se  trasladó  de  la  parte  norte  del  campo 
ala  parte  sud,  donde  pretendió  tener  derechos  propios  :  dere- 
chos que  fueron  confirmados  por  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
pronunciada  en  el  juicio  de  reivindicación,  á  que  dichos  autos 
se  refieren,  iniciado  por  IJrraco  contra  el  precitado  Correa. 

Sesto :  Que  siendo  esto  así,  y  resultando  de  lo  espuesto  en  los 
considerandos  anteriores,  que  el  demandante  no  ha  sido  privado 
de  la  posesión  y  goce  de  su  propiedad  por  la  venta  hecha  al  Go- 
bierno de  la  Nación,  la  acción  deducida  por  haber  sido  privado 
de  eie  goce,  no  es  procedente. 

Por  estos  fundamentos,  se  absuelve  á  la  Provincia  de  Santa 
Féde  la  demanda  por  daños  y  perjuicios  interpuesta  contra  ella 
por  Don  Antonino  XJrraco,  con  costas.  Notifíquese  con  el  origi- 
nal, y  repuestos  los  sellos,  archívese. 

ULADISLAO  FRÍAS.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN.  —  G.  S.  DE  LA 
TORRE. 
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CAVSA  XIiTI 


/).  Gerónimo  Costa ^  contra  el  Banco  Inglés  del  Rio  de  la  Plata; 

por  cobro  de  pesos;  sobre  posiciones . 


Sumario. — Los  representantes  de  sociedades  anónimas  están 
obligados  á  absolver  posiciones  en  las  cuestiones  relativas  á  la 
sociedad,  máxime  en  los  actos  en  que  han  intervenido  perso- 
nalmente. 


Caso. — ^D.  Gerónimo  Costa,  estrangero,  se  presentó  ante  el 
Jaez  de  Sección  del  Rosario  demandando  al  Banco  Inglés  del 
Bio  de  la  Plata,  para  que  se  le  condenase  á  devolverle  la  suma 
de  dos  mil  pesos  fuertes  oro  sellado  y  sus  intereses,  procedentes 
de  un  depósito  que  había  hecho  en  dicho  establecimiento. 

Contestada  por  el  Banco  la  demanda,  j  abierta  la  causa  á 
prueba,  la  parte  del  Sr.  Costa  pidió  que  el  Gerente  del  Banco 
Sr.  Roberto  Eidd  fuese  citado  á  objeto  de  absolver  posiciones,  á 
lo  que  el  juzgado  proveyó  de  conformidad. 

Notificado  este  auto  el  Procurador  del  Banco^  presentó  un 
escrito  pidiendo  que  se  dejara  sin  efecto  el  auto  por  el  que  se 
mandaba  comparecer  al  Gerente  Sr.  Eidd  á  absolver  posiciones, 
6  en  su  defecto,  que  se  le  concediera  apelación  en  relación. 

T.  VI  4 
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Dijo:  Que  según  el  artlcnlo  108  de  la  ley  de  Procedimientos 
Nacionales,  solo  podían  pedirse  posiciones  á  las  personas  que 
eran  partes  litigantes  en  un  juicio;  y  que  el  Sr.  Eidd  en  su  ca- 
rácter de  Gerente  de  una  sucursal  de  sociedad  anónima,  no 
podía  ser  considerado  como  tal  parte  litigante;  que  así  se  deduce 
de  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte  en  el 
tomo  13, 2*  serie,  página  133  y  de  la  definición  del  artículo  403 
del  Código  de  Comercio. 

Que  un  Gerente  de  una  casa  bancaria  no  era  sino  un  admi* 
nistrador  ó  dependiente  encargado  de  la  gestión  de  los  negocios 
de  una  sucursal,  que  no  era  ni  podía  ser  considerado  parte  liti- 
gante para  los  efectos  de  la  ley,  y  que  por  lo  tanto,  tampoco 
podía  ser  llamado  á  absolver  posiciones,  sino  simplemente  á 
declarar  como  testigo  en  causas  en  que  no  fuera  directa  ó  per- 
sonalmente demandado,  como  en  este  caso,  en  que  la  acción 
era  diríjida  contra  la  sociedad  anónima  Banco  Inglés  del  Bio 
de  la  Plata,  y  no  contra  su  Gerente  D.  Boberto  Eidd. 

Que  estas  doctrinas  habían  sido  establecidas  indirectamente, 
pero  de  una  manera  clara  y  eyidente  por  la  Suprema  Corte  en 
las  causas  28  y  29,  páginas  87  y  89^  tomo  11  y  15  de  sus  fallos; 
que  en  ellas  se  resolvió  que  los  llamados  á  absolver  posiciones 
estaban  obligados  á  hacerlo,  por  cuanto  formaban  parte  de  la 
razón  social  demandada,  siendo  al  mismo  tiempo  Gerentes  ó 
Administradores  de  ella,  lo  que  no  puede  aplicarse  en  el  caso 
presente  en  que  se  demanda  una  sociedad  anónima  donde  des- 
aparece por  completo  la  personalidad  de  los  asociados  y  solo 
se  atiende  al  objeto  ú  objetos  de  la  institución. 

Conferida  vista,  la  parte  de  Costa  contestó  pidiendo  no  se  hi- 
ciera lugar  con  costas,  y  se  mantuviese  el  auto  que  ordenaba  al 
Gerente  del  Banco  á  absolver  posiciones. 

Dijo :  Que  siendo  la  sociedad  anónima  un  ente  moral,  de 
creación  legal  su  existencia,  como  las  personas  visibles,  tenía 
róganos  que  la  representaban  en  todas  y  cada  una  de  las  f un- 


DE  JUSTICU  NACIOICAL  51 

dones  de  la  Tida  civil,  por  medio  de  los  cuales  compran,  yen- 
den^  hacen  otros  negocios^  comparecen  en  juicio,  etc.  (artículo 
35  del  Código  Civil). 

Que  según  el  articulo  41  del  mismo  Código,  las  personas  ju- 
rídicas gozan  de  casi  la  plenitud  de  los  derechos  ciyiles,  como 
simples  particulares,  pudiendo  crear  obligaciones  é  intentar 
acciones  civiles  y  criminales,  que  pueden  también  ser  deman- 
dadas por  acciones  civiles  y  hacerse  ejecución  en  sus  bienes  (ar- 
tícnlo  42). 

Que  no  tenía  importancia  ante  la  capacidad  de  las  personas 
jurídicas,  el  argumento  que  empleaba  el  representante  del  Banco 
de  que  la  persona  jurídica  por  lo  mismo  que  era  una  entidad 
moral,  no  podía  absolver  posiciones,  que  en  tal  carácter  no 
podría  tampoco  comprar  ni  vender  ni  hacer  nada ;  pero  qne 
para  todos  los  actos  civiles,  la  ley  le  daba  un  mandatario  que 
en  el  presente  caso  era  el  señor  Gerente  Eidd. 

Que  el  caso  citado  de  la  Suprema  Corte  no  era  pertinente,  y 
favorecía  más  bien  sus  pretensiones,  aunque  allí  se  trataba  de 
sociedad  colectiva  y  en  el  presente  de  sociedad  anónima. 


Fallo  del  Suem  Federal 

Rosario,  Mayo  18  de  1888. 

Visto  el  incidente  promovido  á  foja  14,  por  el  demandado, 
pidiendo  se  deje  sin  efecto  la  providencia  de  foja  125  por  la 
cual  se  le  señala  dia  para  la  absolución  de  posiciones,  ó  se  le 
conceda  la  apelación,  fundándose  para  ello  en  el  testo  de  la  ley 
que  solo  permite  posiciones  á  los  que  sean  partes  litigantes  y  no 
á  los  Gerentes  ó  Administradores  de  sociedades  anónimas. 

Y  visto  también  el  referente  á  la  presentación  por  el  deman- 
dado de  la  boleta  ezijida  á  foja  20. 
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Con  lo  alegado  por  las  partes  en  sus  respectiyos  escritos  y 
mérito  de  la  confesión  jadicial  de  foja  40. 

T  considerando  respecto  al  primero !  Que  según  el  artículo 
108  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  después  de  contes- 
tada la  demanda  y  antes  de  Terse  el  pleito  en  definitiva,  podrá 
cada  parte  pedir  de  su  adversario,  responda  con  juramento  á 
posiciones  concernientes  al  punto  litigioso. 

Que  este  artículo  ha  sido  aplicado  en  diferentes  casos  por  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  j  entre  otros^  en  los 
que  se  registran  en  el  tomo  10,  serie  2*,  página  377  j  tomo  12, 
página  483. 

Que  en  un  juicio  contencioso,  el  demandante  y  demandado 
no  pueden  tener  otra  clasificación  jurídica,  que  la  de  partes,  ya 
sean  estas  personas  jurídicas  ó  simples  particulares. 

Que  tal  clasificación  se  encuentra  esplicada  claramente  por  el 
artículo  41  del  Código  Civil  que  dice :  «  respecto  de  terceros 
las  corporaciones  con  el  carácter  de  personas  jurídicas,  gozan 
de  los  mismos  derechos  que  los  simples  particulares  para  adqui- 
rir bienes,  etc.,  crear  obligaciones,  é  intentar  en  la  medida  de  su 
capacidad  de  derecho,  acciones  civiles  6  criminales  y  las  mis- 
mas pueden  ser  demandadas  por  acciones  civiles  (artículo  42 
código  citado). 

Que  indudablemente,  uñad  elas  personas  jurídicas  que  por 
su  institución,  tiene  ciertos  privilegios,  de  los  cuales  carecen 
las  demás,  prescindiendo  de  los  poderes  públicos  en  colectividad, 
son  las  municipalidades^  y  si  estas  cuando  contratan  con  los 
particulares  quedan  sujetas  al  derecho  común  y  á  los  Tribuna- 
les ordinarios  como  lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
en  la  causa  serie  2",  tomo  14,  página  427  y  causa  de  la  página 
498  de  la  misma  serie  y  tomo,  y  pueden  con  arreglo  al  citado 
artículo  42  del  Código  Civil,  ser  demandadas,  con  cuánta  mayor 
razón  no  quedan  sujetas  al  mismo  derecho  y  Tribunales  y  sobre 
todo,  á  los  procedimientos  de  estos,  aquellas  asociaciones  jurí- 
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dicas,  como  la  del  Banco  Inglés  demandado,  qae  carece  en  ab- 
soluto de  todo  privilegio  á  este  respecto. 

Qne  al  establecer  la  Suprema  Corte,  serie  2*,  tomo  14,  página 
573  que  no  pueden  ser  llamados  á  absolver  posiciones  sino  los 
que  son  partes  litigantes  en  un  juicio,  ha  sido  con  el  propósito 
plausible  de  que  no  se  sujete  la  resolución  de  la  cuestión  á  la 
sola  contestación  que  dé  un  estrano  en  la  causa,  sin  ser  este  la 
parte  demandante  ó  demandada. 

Que  si  una  sociedad  anónima,  que  obra  por  medio  de  sus 
representantes  legales,  pudiera  ser  demandada,  exonerándola 
de  que  contra  ella  se  ejercite  el  mejor  de  todos  los  medios  de 
prueba,  se  tendría  también  establecido  un  verdadero  privilegio 
que  la  ley  no  le  concede. 

Que  el  representante  6  administrador  de  una  sociedad  anóni- 
ma, cuando  en  el  límite  de  su  ministerio,  como  lo  dice  el  artí- 
culo 36  del  Código  Civil,  ejercita  un  acto,  este  se  reputa  como 
de  la  persona  jurídica. 

Qne  habiendo  el  Gerente  Sr.  Eidd,  intervenido  en  el  depósito 
hecho  por  el  demandante,  j  siendo  esta  operación  una  de  las 
tantas  del  establecimiento  que  regentea,  se  reputa  aquella  (la 
operación)  como  acto  de  la  sociedad  anónima. 

Qne  si  al  único  que  legalmente  puede  estar  en  juicio,  tra- 
tándose de  sociedades  anónimas,  es  el  Gerente,  se  le  concedie- 
ra privilegio  de  no  responder  á  posiciones  prevaleciéndose 
de  que  no  es  parte  en  el  juicio,  s6  tendría  el  caso  irritante  é  im- 
posible de  averiguar  cuales  sean  aquellas  personas  que  forman 
parte  de  la  sociedad,  para  hacerlas  absolver  posiciones,  lo  cual 
es  contrario  á  la  ley  que  ha  creado  una  persona  para  que  la 
represente  en  todos  los  actos  de  la  vida  civil. 

Que  todo  lo  anterior  se  desprende  del  mismo  testo  del  ar- 
tículo 108  del  Código  de  Procedimientos,  que  hace  obligatoria 
la  absolución  de  posiciones  al  adversario  cualquiera  que  él  sea, 
pues  dicho  artículo,  no  haciendo  escepcion  alguna  y  sí  por  el 
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contrario,  haciendo  uso  del  vocablo  general  j  adversario,  com- 
prende á  todo  litigante  sin  escepcion. 

Que  si  esto  es  de  una  aplicación  perfecta  en  tesis  general,  lo 
es  con  mayor  razón  en  el  caso  subjudiee,  en  que  milita  la  cir- 
cunstancia de  ser  el  Gerente  de  la  sociedad  anónima  Banco  In- 
glés del  Rio  de  la  Plata,  Sr.  Eidd,  el  único  Administrador  que 
esa  sociedad  ha  tenido  en  esta  localidad  desde  su  instalación, 
siendo  por  tanto,  hechos  personales  del  absolvente  los  que  mo- 
tivan este  litijio. 

Por  tanto:  se  declara  no  haber  lugar  á  la  revocatoria  solicitada 
con  costas,  concediéndose  en  relación  la  apelación  interpuesta 
á  cuyo  efecto  y  previa  reposición  de  sellos,  se  remitirán  los 
autos  al  superior,  con  el  oficio  de  estilo  y  noticia  de  partes. 

Y  considerando  respecto  al  segundo  de  los  incidentes  promo- 
vidos. 

Que  si  es  cierto,  que  el  escrito  del  demandante  de  foja  20, 
pidiendo  próroga  del  término  de  prueba  por  todo  el  de  la  ley, 
fué  presentado  después  de  vencido  el  de  los  diez  dias  por  el  cual 
se  abrió  la  causa  á  prueba,  en  ello  ha  consentido  el  demandado 
no  solo  dejando  ejecutoriar  la  providencia  de  foja  90  vuelta, 
de  Mayo  20  del  año  próximo  pasado,  sino  que  á  ese  escrito  con- 
testa en  23  del  citado  (foja  25)  pidiendo  solo  próroga  del  tér- 
mino que  se  le  había  señalado  para  la  presentación  de  la 
boleta. 

Que  recien  en  31  de  Mayo  de  aquel  año,  se  opone  á  la  prueba 
pedida  de  contrario,  por  estar  ella  fuera  de  término,  es  decir, 
se  opone  á  los  diez  dias  de  notificado  de  aquella  providencia. 

Que  el  artículo  92  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos, 
dice  que  el  Juez  podrá  abrir  la  causa  á  prueba  por  un  término 
ordinario,  que  no  baje  de  diez  dias  ni  exceda  de  treinta,  lo  que 
demuestra  que  es  protestativo  del  Juzgado,  abrir  la  causa  á 
prueba,  indiferentemente  por  diez,  quince  ó  veinte  dias,  con  tal 
de  no  exceder  los  límites  fijados  por  la  ley. 
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Que  si  es  verdad  que  para  pedir  próroga  del  término  de 
prueba,  es  neoesario  hacerlo  dentro  de  término,  sin  embargo, 
caando  ella  se  pide  fuera,  le  queda  á  la  parte  el  recurso  de  opo- 
nerse á  aquella  petición.  Que  ese  recurso  lo  ha  renunciado  de- 
jando ejecutoriar  aquel  auto,  con  notable  exceso  y  así,  existe  un 
consentimiento  tácito  de  ¡artes  que  no  acarrea  nulidad,  pues 
que  el  término  ordinario  de  prueba,  no  ha  sido  ni  menor  ni 
mayor  que  el  determinado  por  la  ley. 

Que  los  fallos  de  la  Corte,  invocados  por  el  demandado,  son 
aplicables  en  caso  de  estar  vencido  el  término  ordinario,  y 
cuando  se  decretó  la  próroga  del  término  de  los  diez  dias,  el 
Juzgado  pudo  hacerlo  de  oficio,  sin  que  ninguna  de  las  partes 
lo  hubiera  pedido. 

Por  tanto:  no  se  hace  lugar  á  lo  solicitado  por  la  parte  del 
Banco  Inglés  y  señálase  nuevamente  á  esta  el  término  de  seis 
dias  posteriores  á  su  notificación  para  que  haga  la  exhibición 
de  la  referencia.  Notifíquese  con  el  original  y  repóngase  el 
papel  sellado  adeudado. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  AireSi  Abril  13  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Que  las  sociedades  anónimas  no 
obran  con  arreglo  á  la  ley  sino  por  intermedio  de  sus  represen- 
tantes legítimos  para  el  ejercicio  de  todos  sus  derechos  y  cum- 
plimiento de  todas  sus  obligaciones  como  tales. 

Que  son  dichos  representantes  los  que  encarnan  por  consi- 
guiente, la  personería  y  acciones  de  la  sociedad  en  juicio  y  fuera 
de  él,  j  es  con  ellos  que  deben  entenderse  por  lo  mismo,  todas 
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las  actaaciones  de  aquel,  conformándose  alas  prescripciones  d6 
las  leyes  ó  de  sos  estatutos. 

Qne  en  el  presente  caso  se  trata  además  de  actos  qae  se  dicen 
personales  del  Gerente  del  Banco  Inglés  del  Kio  de  la  Plata, 
don  Roberto  Eidd,  llamado  á  absolver  los  posiciones  qae  moti- 
van el  presente  incidente,  y  practicadas  dentro  de  los  límites  de 
sn  mandato  como  tal. 

Por  estos  y  los  fundamentos  concordantes  del  anto  apelado 
de  foja  cuarenta  y  siete,  se  confirma  este  con  costas,  y  respues- 
tos  los  sellos,  devuélvanse. 


BEIUAMIN  YIGTORIGA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGÚRBII. 
— C.  S.  DE  LA  TORRE. 


CAUSA  XI.TII 


Don  Eduardo  Ratón,  contra  D.  Carmelo  Garctlazo ;  sobre 

interdicto  de  retener. 


Sumario. — La  posesión  qae  no  es  annal,  solo  dá  derecho  para 
ejercitar  las  acciones  correspondientes  cuando  es  turbada  por 
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la  persona  qne  no  la  tenga  por  el  tiempo  de  un  año,  y  qae 
tampoco  tenga  sobre  la  cosa  derecho  algano  de  poseer. 


Caso.  —  Eni4de  Marzo  de  1887,  compareció  al  Juzgado 
D.  Eduardo  Ratón,  exponiendo :  Qne  en2i  de  Enero  del  men- 
cjonado  año,  D.  Regino  Gómez  le  otorgó  escritora  pública  de 
Y^nta  de  un  campo  ubicado  en  el  Departamento  San  Gerónimo, 
Distrito  Barrancas,  y  aún  cuando  esa  escritura,  que  en  testimo- 
nio en  forma  acompaña,  reviste  el  carácter  de  provisoria,  usando 
de  la  facultad  que  por  ella  se  le  confiere,  tomó  posesión  del 
campo  y  ejerció  en  él  los  actos  consiguientes  de  usufructo, 
como  ser  cortar  madera,  cavar  pozos,  hacer  poblaciones,  etc. 
Que  en  tal  estado  las  cosas,  D.  Carmelo  Garcilazo  ha  pertur- 
bado su  posesión  con  actos  contrarios  á  ella  que  se  producen 
diariamente,  por  lo  que  ocurre  al  Juzgado  buscando  ser  ampa- 
rado en  ella,  usando  del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo  2495 
del  Código  Civil,  y  pide  en  consecuencia  sea  citado  D.  Carmelo 
Garcilazo  á  los  efectos  del  artículo  332  de  la  Ley  Nacional  de 
Procedimientos. 

En  la  referida  copia  de  escritura,  otorgada  en  el  Rosario  de 
Santa  Fé  en  la  citada  fecha  y  por  ante  el  Escribano  D.  Antonio 
Lardies,  se  expresa:  que  D.  Regino  Gómez  y  D.  Eduardo  Ra- 
tón han  convenido  un  contrato  de  compra-venta  bajo  las  bases 
6  condiciones  siguientes : 

V  Don  Regino  Gómez  vende  áD.  Eduardo  Ratón  un  terreno, 
parte  del  que  le  corresponde  por  herencia  de  sus  padres,  situado 
en  el  Distrito  Barrancas,  Departamento  San  Gerónimo  (Santa 
Fé)  compuesto  de  1067  metros,  994  milímetros  de  frente  equi- 
valentes á  i2  cuerdas,  33  i/4  varas,  por  5196  metros,  equiva- 
lencia de  una  legua  de  fondo ;  lindando  por  el  naciente  con  el 
rio  Coronda,  por  el  poniente  con  más  terreno  de  Gomez^  por  el 
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norte  con  Doña  Pía  Gómez  y  por  el  sur  con  herederos  de  D.  Pe- 
dro Ponce. 

2^  El  terreno  será  deslindado  y  amojonado  jadicíalmente, 
bajo  mensura  que  deberá  pedir  el:  vendedor  ó  comprador,  siendo 
los  gastos  á  cargo  de  éste. 

3°  Don  Regino  Gómez  transfiere  á  D.  Eduardo  Baton,  y  este 
puede  desde  ya  tomar,  la  posesión  del  terreno  y  usufructuarlo 
como  suyo  propio. 

A""  El  precio  acordado  es  de  2000  pesos  de  curso  legal,  que 
pagará  el  comprador  al  estenderse  la  escritura  de  traspaso  en 
forma.  Que  nopudiendo  llevar  á  cabo  y  concluir  definitivamente 
y  con  todas  las  formalidades  legales,  el  contrato  convenido  de 
compra-venta  por  no  tener  por  el  momento  en  su  poder  los  títu- 
los de  propiedad  y  porque  la  mensura  judicial  ha  de  hacerse 
previamente,  formalizan  la  presente  escritura,  obligándose  al 
cumplimiento  de  dicho  contrato  en  todas  sus  partes,  según  lo 
convenido  en  las  bases  referidas,  agregando :  que  si  de  la  men- 
sura resulta  que  el  ancho  ó  frente  no  alcanza  en  el  terreno  á  la 
cantidad  espresada,  se  integrará  tomándolo  del  fondo  del  que  se 
reserva  el  vendedor,  hasta  la  cantidad  vendida.  D.  Eduardo 
Baton  expuso,  además:  que  la  compra  la  hacía  en  sociedad  con 
D.  Francisco  Fernandez  y  con  anuencia  y  conformidad  del 
mismo. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  por  ser  estrangero  el 
demandante  y  argentino  el  demandado,  se  citó  á  las  partes  á 
juicio  verbal. 

Verificado  dicho  acto,  con  asistencia  del  apoderado  del  de- 
mandante D.  Abertano  Quiroga,  del  demandado  y  sus  respecti- 
vos abogados^  el  primero  reprodujo  su  escrito  de  demanda,  y  el 
segundo  expuso: 

Que  pedía  el  rechazo  de  la  demanda,  con  costas,  daños  y  per- 
juicios, por  ser  incorrecta  é  injusta. 

Que  importando  solo  una  promesa  de  venta  los  documentos 


. 
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presentados  por  el  aotor,  no  le  daban  la  posesión  y  propiedad 
necesaria  para  interponer  la  acción  de  retener  la  posesión^  pues 
como  las  mismas  palabras  lo  indican,  para  que  ella  proceda  es 
menester  que  haya  existido  una  posesión  anterior  por  parte  del 
demandante  y  nna  perturbación  de  la  misma  por  parte  del  deman- 
dado. 

Qae  además,  él  era  daeño  y  poseedor  del  campo  en  cuestión ; 
que  si  bien  era  cierto  que  el  demandante  había  pretendido 
abrir  un  pozo  en  el  campo,  ese  acto  no  había  sido  tolerado  por 
su  parte,  pues  lo  había  destruido  inmediatamente,  y  que  era 
inexacto  se  hubiera  efectuado  el  corte  de  árboles  á  que  se  refiere 
la  demanda. 

Que  para  justificar  la  propiedad  y  posesión  invocadas,  pre- 
sentaba, solicitando  su  agregación  á  los  autos,  los  títulos  cor- 
respondientes á  la  primera  y  una  acta  que  acredita  la  toma  de 
posesión,  probando  los  demás  estremos  legales  por  medio  de 
los  testigos  que  se  encontraban  en  Secretaría  prontos  á  prestar 
las  declaracio;:es  del  caso;  todo  sin  perjuicio  de  los  estremos 
que  correspondía  probar  al  demandante . 

La  parte  actora,  expuso :  Que  no  era  exacto  que  los  docu- 
mentos que  había  presentado  importaran  una  simple  promesa 
de  venta ;  que  siendo  esta  un  contrato  consensual,  bastaba  para 
su  perfeccionamiento  el  consentimiento^  de  que  daba  una  prue- 
ba el  documento  presentado,  por  lo  que  era  bien  interpuesta  su 
acción ;  que  el  trabajo  del  pozo  había  sido  ejecutado,  borrándo- 
se este  en  una  noche. 


Prueba  del  demandante 

Documento  privado  suscrito  por  Ratón  y  Fernandez  (única- 
mente), otorgado  en  Barrancas  á  30  de  Enero  de  1887,  por  el 
cual  hacen  constar  que  han  convenido  con  D.  Juan  Montaña 
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que  hará  nn  pozo  de  balde  en  su  terreno  y  limpiará  una  cancha 
de  Yeinte  Taras  cuadradas  para  cortar  ladrillos,  por  los  precios 
y  demás  condiciones  que  se  especifican  y  que  al  concluir  esos 
trabajos,  podrá  Montaña  cortar  leña  en  el  monte  á  medias.  Se 
espresa  asimismo,  que  estando  conformes  con  lo  estipulado,  se 
firman  dos  (ejemplares)  de  un  tenor. 

Documento  privado,  otorgado  por  los  mencionados  Ratón  y 
Fernandez  en  Barrancas  á27  de  Febrero  de  1887,  por  el  cual 
hacen  constar  que  autorizan  á  D.  Medardo  Gómez,  como  encar- 
gado de  la  casa  de  ellos,  para  que  haga  cortar  leña  de  la  pro- 
piedad de  los  mismos,  debiendo  dividirse  por  mitad  las  utilida- 
des, previo  pago  de  los  peones  que  ocupe  en  dicho  trabajo, 
autorizándolo  también  para  que  haga  saber  á  los  ocupantes  del 
campo  (Doña  Mauricia  Gorosito  y  D.  Hipólito  Hernández),  que 
deben  concurrir  á  la  brevedad  posible  á  celebrar  arreglos  con 
los  autorizantes,  con  apercibimiento  de  que  no  haciéndolo  así, 
se  les  hará  desalojar  en  el  término  legal. 

Posiciones  absueltas  por  D .  Carmelo  Garcilazo 

Preguntado  si  es  cierto  que  no  ha  tomado  hasta  ahora 
(se  le  interroga  en  Abril  de  1887)  posesión  del  campo  en  cues- 
tión; contestó:  que  era  falso,  pues  habiendo  recibido  la  llave 
del  establecimiento,  fué  acompañado  de  las  autoridades  de  la 
localidad,  á  todas  las  poblaciones  del  campo,  tomando  así  pose- 
sión legal. 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  cuando  dice  que  fué  á 
hacer  saber  á  los  vecinos  que  él  era  dueño  del  campo,  ya  había 
Baton  tomado  posesión  del  mismo  de  acuerdo  con  las  cláusulas 
del  contrato  y  con  eso  motivo  no  se  le  dijo  una  sola  palabra  al 
demandante ;  contestó :  que  como  no  sabía  que  Baton  tuviera 
ninguna  posesión,  no  creyó  tener  que  decirle  nada.  Agregó : 
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qae  Ratón  no  había  tenido  posesión  alguna,  y  por  esa  razón  el 
absolvente  hizo  á  su  costa  cerrar  el  pozo ;  qne  el  4  de  Marzo 
tomó  posesión  y  habiendo  Katon  hecho  cavar  el  pozo  el  8  del 
mismo  mes«  lo  demandó  á  Ratón  ese  dia. 

Preguntado  por  qué  cansa,  en  4  de  Marzo,  se  había  pre- 
sentado solicitando  se  prohibiera  á  Ratón  los  actos  posesorios 
qne  ejecutaba,  contestó :  qae  solo  cuando  vio  á  Ratón  cavar  el 
pozo,  ocurrió  para  que  se  impidiera  esa  escayacion,  siendo  eso 
en  las  fechas  espresadas. 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  D.  Medardo  Gómez  y 
D.  Juan  Montaní  procedieron,  el  primero  á  cortar  árboles  y  el 
segundo  á  arreglar  una  cancha  para  cortar  ladrillos,  con  auto- 
rización de  Ratón,  habiéndosele  privado  una  y  otra  cosa  por  el 
Comisario  Alarcon,  á  pedido  del  absolvente ;  contestó;  que  res- 
pecto de  los  árboles,  no  era  exacto  se  hubieran  cortado;  que 
respeoto  al  trabajo  de  carpir  á  que  se  refiere  la  pregunta,  ha- 
biéndose hecho  en  una  pequeña  estension  y  no  habiendo  conti- 
nuado ese  trabajo,  no  ocurrió  á  la  justicia. 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  el  Comisario  Alarcon  diri- 
gió una  nota  á  Ratón  y  Fernandez  haciendo  las  prohibiciones  á 
que  se  refiere  la  pregunta  anterior,  por  pedido  y  bajo  las  res- 
ponsabilidades del  absolvente;  contestó:  que  era  cierto,  habién- 
dose dirigido  últimamente  esa  nota  en  mérito  de  que  corría  en 
en  el  lugar  la  versión  de  que  Ratón  pretendía  cortar  maderas,  y 
que  como  ya  estaba  cansado  de  estas  cosas  y  antes  le  había 
prohibido  ejercer  esos  actos,  ocurrió  al  Comisario . 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  el  pozo  de  balde  que  se 
había  construido  por  autorización  de  Ratón,  fué  borrado  por 
soldados  de  la  comisaría  de  Alarcon,  de  noche  y  clandestina- 
mente sin  darle  ningún  aviso  al  poseedor,  siendo  esto  á  petición 
del  absolvente;  contestó :  que  solicitó  del  Comisario  un  soldado 
para  que  borrase  el  pozo,  ofreciéndole  el  valor  de  ese  trabajo 
como  á  un  simple  jornalero;  que  dicho  trabajo  comenzó  á  eje- 
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cutarse  por  la  tarde  y  terminó  recien  á  la  noche ;  qne  él  tío  al 
Comisario  j  éste  le  proporcionó  un  hombre  para  que  ejecutase 
el  trabajo,  como  ya  lo  tiene  dicho. 

Preguntado  cómo  es  cierto  qne  cuando  el  ahsolvente  cele- 
bró el  contrato  que  acredita  con  la  escritura  qne  ha  presentado, 
tenía  perfecto  conocimiento  de  que  con  anterioridad  había 
celebrado  D.  Begino  Gómez  con  Ratón,  sobre  el  mismo  campo, 
otro  contrato  de  compra-venta;  contestó:  que  había  oído  decir 
que  Gómez  había  efectivamente  firmado,  en  estado  de  embria- 
guez, un  boleto  de  compra-venta  con  Ratón,  como  asimismo 
que  habiendo  venido  al  Rosario  dicho  Gómez,  ebrio  también, 
había  Ilevádose  á  cabo,  en  dicha  ciudad,  otra  cosa  cuya  clasifi- 
cación no  conoce,  ignorando  si  fuese  otro  contrato  ó  qué 
pese. 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  las  notas  pasadas  por  el 
Comisario  Alarcon  al  demandante,  amenazándolo  si  continuaba 
ejerciendo  actos  posesorios,  eran  dictadas  por  el  absolvente, 
escritas  de  puño  y  letra  de  su  hija  y  firmadas  por  Alarcon ; 
contestó :  que  una  ó  dos  cartas,  era  cierto  habían  sido  escritas 
por  la  hija  del  absolvente,  no  siendo  exacto  que  las  hubiera  él 
dictado,  pues  su  redacción  era  del  mismo  Comisario,  y  que  esas 
notas  habían  sido  á  sn  solicitud. 

Preguntado  cómo  es  cierto  que  por  intermedio  de  un 
cuñado  suyo,  propuso  á  Ratón  una  transacción  en  este  asunto, 
manifestándole  que  sabía  que  había  comprado  de  buena  fé  el 
inmueble  que  lo  motiva,  contestó:  que  era  falso. 


Declaración  de  los  siguientes  testigos  no  comprendidos  en  las 
generales  de  la  ley,  con  escepcion  de  Manuel  Labin  de  19  anos 
de  edad  que  espresó  era  peón  y  carrero  de  Ratón,  en  cuya  casa 
dormía. 
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Juan  Montaní,  dijo :  que  después  de  celebrado  el  contrato  de 
compra-venta  entre  D.  Begino  Gómez  y  D.  Eduardo  Ratón  éste 
celebró  un  convenio  con  el  declarante  para  cortar  ladrillos  y 
hacer  otros  trabajos  en  el  campo  comprado,  como  asimismo  para 
explotar  la  leña  del  monte,  habiendo  el  declarante  hecho  la 
cancha  y  el  pozo. 

Que  tomó  posesión  del  terreno  en  que  hizo  esos  trabajos  entre 
14  y  15  de  Febrero  de  1887,  sin  estar  cierto  respecto  de  la  fe- 
cha de  ese  mes. 

Que  después  de  haber  empezado  esos  trabajos,  los  hizo  suspen- 
der el  mismo  Comisario  Alarcon. 

Que  ha  oído  decir  que  otro  de  los  testigos  que  se  hallaban  en 
Secretaría,  había  cortado  árboles,  en  el  mismo  campo,  por  orden 
de  Baton. 

Interrogado  por  el  demandado,  agregó :  que  los  únicos  traba- 
jos que  había  hecho  á  Ratón  eran  los  pozos  materia  del  con- 
trato á  que  antes  se  ha  referido. 

Que  Tivía  en  una  casa  pegada  á  la  de  Ratón,  cuya  casa  era  de 
un  señor  Ponce,  finado  ya. 

Que  cuando  se  le  mandó  por  Ratón  practicar  los  referidos 
trabajos,  no  había  visto  en  el  establecimiento,  encargado  alguno 
de  Garcilazo. 

Manuel  Labin,  declaró:  que  D.  Eduardo  Ratón  celebró  un 
contrato  con  D.  Juan  Montani  para  el  corte  de  ladrillos  y  otros 
trabajos  en  el  campo  que  compró  á  D.  Regino  Gómez. 

Que  Montaní  hizo  una  cancha  y  cavó  un  pozo  de  cinco  me- 
tros, siendo  los  trabajos  suspendidos  por  el  Comisario  Alarcon, 
lo  que  sabía  por  haber  sido  en  esa  época  dependiente  de  Ratón. 

Que  Ratón  le  dio  poder  á  Montaní,  como  el  30  de  Enero  de 
1887,  comenzándose  el  trabajo  como  á  último  de  Febrero  por 
no  haberse  encontrado  peones. 

Que  como  el  10  de  Febrero  fué  mandado  el  declarante  á  cor- 
tar postes,  por  D.  Eduardo  Ratón,  en  el  campo  que  este  compró 
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á  D.  Begino  Gómez,  cortando  solo  dos  6  tres  de  ellos  y  dejando 
de  cortar  porque  no  quiso  hacer  ese  trabajo  ni  los  árboles  se 
prestaban  para  el  corte,  saliendo  á  los  pocos  dias  de  la  casa  de 
Ratón. 

A  interrogación  del  demandado,  declaró:  que  el  referido  tra- 
bajo de  cortar  los  postes  no  fué  suspendido  por  orden  alguna 
sino  por  la  causal  que  tiene  manifestada. 

Que  en  la  época  que  Montaní  cavó  el  pozo,  en  la  casa  de 
D.  Begino  Gómez,  se  encontraba  un  encargado  del  mismo,  lla- 
mado Marcelino  Gómez,  haciendo  menos  de  un  mes  (declaró  á 
mediados  de  Abril  de  1887)  á  que  dicho  encargado  salió  de  la 
casa ;  siendo  incierto  que  después  de  salir  Marcelino  Gómez 
entrara  al  establecimiento  otro  encargado  puesto  por  el  señor 
Garcilazo. 

Que  el  pozo  de  balde  se  cavó  en  fecha  muy  anterior  á  la  salida 
de  Marcelino  Gómez  del  establecimiento. 

Merardo  Gómez,  declaró :  que  D.  Eduardo  Baton  lo  autorizó 
para  cortar  maderas  en  el  campo  que  había  comprado  á  D.  Be- 
gino Gómez  en  el  Distrito  Las  Barrancas,  recibiendo  esa  auto- 
rización á  últimos  de  Enero  ó  principios  de  Febrero,  sin  recor- 
dar con  precisión  la  fecha,  no  habiendo  cortado  la  madera  por 
no  haber  encontrado  peones. 

Que  Baton  lo  autorizó  á  permanecer  en  el  campo,  nombrán- 
dolo capataz  para  que  á  su  nombre  hiciera  los  actos  que  consi- 
derara convenientes,  habiendo  permanecido  en  aquel  en  igual 
fecha  á  la  que  antes  ha  espresado  ;  que  no  practicó  acto  alguno, 
pues  el  que  iba  á  efectuar  de  cortar  la  leña,  no  lo  ejecutó  por  la 
razón  que  tiene  expuesta. 

Que  estuvo  en  dicho  campo  cuidando  sus  animales  vacunos 
y  yeguarizos  y  como  en  número  de  ciento  cincuenta. 

Que  con  la  autorización  de  Baton  aún  permanece  en  el  cam- 
po con  sus  animales  y  viviendo  en  una  población  ubicada  á  la 
parte  sud  del  mismo  campo. 
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Interrogado  por  el  demandado,  espresó :  que  en  Mayo  hacía 
nn  año  qne  ocnpaba  ese  campo,  habiéndole  sido  arrendado  por 
D.  Kamon  Begino  Oomez  y  que  desde  esa  fecha  ha  permaneci- 
do allí  hasta  ahora. 

Qne  cuando  éste  se  lo  vendió  á  Ratón,  y  en  mérito  de  así  ha- 
bérselo hecho  conocer  el  vendedor  se  arregló  con  Ratón,  hacien- 
do el  contrato  por  escrito  con  éste,  para  continuar  en  el  campo. 

Que  ignora  la  fecha  en  que  se  hizo  la  venta  por  Gómez  á  Ra- 
tón, habiendo  hecho  su  contrato  á  principios  de  Febrerode  1887. 

Que  sabe  que  Ratón  hizo  cavar  un  pozo  de  balde  en  el  cam. 
po,  sin  recordar  la  fecha. 

Que  fué  buscado  por  el  Juez  de  Paz  del  Distrito  para  avi- 
sarle que  Oarcilazo  quedaba  en  posesión  del  campo,  no  recor- 
dando la  fecha. 

Prueba  del  demandado 

Testimonio  de  una  acta  labrada  por  el  Juez  de  Faz  de  la 
Estación  Diaz,  en  la  que  se  hace  constar,  que  en  4  de  Marzo  de 
1887  el  referido  Juez  de  Paz,  D.  José  C.  Poleri,  ¿  solicitud  de 
D.  Ramón  Regino  Gómez  y  ante  tres  testigos  (D.  Luis  Zorna- 
rino,  D.  Adam  Quiroga  y  D.  Francisco  Gómez)  que  suscriben  el 
el  acto,  dio  posesión  á  D.  Carmelo  Garcilazo  de  un  terreno  que 
le  había  vendido  el  mencionado  Gómez,  propietario  por  herencia 
de  sus  padres  D.  Juan  Gómez  y  Doña  Juana  Alarcon,  cuyo 
terreno  se  halla  ubicado  en  el  Distrito  Barrancas,  siendo  sus 
linderos :  al  frente,  el  rio  Coronda ;  al  sud,  terrenos  de  la  tes- 
tamentaria de  D.  Pedro  Ponce ;  al  norte,  terreno  de  Doña  Pía 
Gómez  de  Zeballos,  y  por  el  este,  que  es  el  fondo  de  dos  leguas, 
con  terrenos  de  los  Rodríguez.  Se  espresa  asimismo,  que  por 
no  saber  firmar  Gómez,  lo  hizo  á  su  ruego  D.  Juan  Segundo 
Alarcon,  suscribiendo  también  el  acta,  además  de  los  tres  tes- 
tigos referidos,  varios  vecinos  que  se  hallaron  presentes. 

Testimonio  espedido  en  Coronda  por  el  Escribano  D.  Juan 

T.  TI  6 
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J.  Arias^  en  el  que  se  espresa:  que  en  4  de  Febrero  de  1887 
D.  Bamon  Begíno  Gómez  otorgó  escritura  de  venta  en  favor  de 
D.  Carmelo  Garcilazo  de  una  fracción  de  terreno  ubicada  en  el 
Distrito  Barrancas,  la  cual  se  compone  de  1216  varas  y  2/3  de 
frente  al  este,  ó  sean  1053  metros  606  milímetros,  principiando 
á  correr  desde  200  varas  de  la  casa  que  ocupa  el  vendedor,  al 
este,  hasta  dar  con  la  costa  del  rio  que  pasa  por  la  ciudad  de 
Coronda,  teniendo  de  fondo  más  de  4500  varas  equivalentes  á 
3897  metros ;  lindando :  por  su  frente,  con  el  rio ;  por  el  fondo, 
con  más  terreno  del  vendedor;  por  el  norte^  con  Doña  Fía  Gó- 
mez de  Zeballos  y  por  el  sud,  con  la  sucesión  de  D.  Pedro 
Ponce ;  dándose  el  vendedor  por  recibido  antes  del  acto,  del 
precio  de  2400  pesos  m/u,  y  declarando  que  la  propiedad  enage* 
nada  le  corresponde  en  mayor  área  por  herencia  de  sus  finados 
padres  D,  Juan  Gómez ]y  Doña  Juana  Alarcon,  según  lo¡espresa 
la  copia  protocolizada  en  elBegistro  del  Escribano  D.  Abraham 
Luque,  en  la  ciudad  de  Santa  Fé,  á  7  de  Mayo  de  1864,  en- 
contrándose agregada  la  hijuela  original^  documento  que  el 
Escribano  autorizante  declara  haber  tenido  á  la  vista  y  haber 
devuelto  al  interesado  con  la  anotación  correspondiente. 

Testimonio  espedido  por  el  mencionado  Escribano  D.  Juan 
J.  Arias,  por  el  que  consta,  que  en  la  ciudad  de  Coronda  á  17 
de  Febrero  de  1887,  D.  Bamon  Begino  Gómez  otorgó  escritura 
de  venta,  en  favor  de  D.  Carmelo  Garcilazo^  de  una  fracción 
de  terreno  ubicada  en  Barrancas,  con  todo  lo  en  ella  edificado, 
clavado  y  plantado,  la  cual  se  compone  de  1216  varas  y  2/3  de 
frente  al  este  (1056™  606"")  con  un  fondo,  próximamente 
de  1500  varas  (1299"),  siendo  el  límite  de  este  fondo,  en 
rumbo  oeste,  un  mojón  que  se  halla  á  la  legua  desde  el  rio, 
desde  cuyo  límite  consta  de  1016  varas  2/3  (880"  332  "") 
de  frente,  por  una  legua  de  fondo,  igual  á  6000  varas  (5196")^ 
bajo  los  siguientes  linderos:  por  su  frente,  con  más  terreno  del 
comprador;  por  el  fondo,  con  terreno  de  los  Bodriguez ;  por  el 
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sad,  con  la  sucesión  de  D.  Pedro  Ponce,  y  por  el  norte,  con 
Doña  Pía  Gómez  de  Zeballos.  Declara  el  Tendedor  haber  reci- 
bido el  precio  antes  del  acto  y  que  la  propiedad  enagenada  es  el 
resto  de  la  que  le  corresponde  por  herencia  de  sus  finados  padres 
D.  Juan  Gómez  y  Doña  Juana  Alarcon,  según  todo  se  espresa  en 
la  copia  de  la  hijuela  que  se  halla  protocolizada  en  elBegistro 
del  Escribano  D.  Abraham  Luque,  en  la  ciudad  de  Santa  Fé, 
á7  de  Marzo  de  1864;  cuyo  documento  manifiesta  el  Escribano 
autorizante  tener  á  la  Tista  y  haber  entregado  al  comprador, 
con  la  anotación  correspondiente,  por  no  acreditar  más  terreno. 
A  este  testimonio,  se  halla  agregado  otro,  autorizado  por 
el  Escribano  Abraham  Lnque,  por  el  cual  Doña  María  Juana 
Alarcon  declara  que,  por  no  saberlo  hacer,  manda  estender  la 
hijuela  de  los  bienes  correspondientes  á  su  hijo  legítimo^  D.  Ka- 
mon  Regino  Gómez,  en  la  sucesión  paterna ;  figurando  entre 
dichos  bienes,  un  terreno  compuesto  de  ocho  y  media  cuerdas. 
A  continuación  de  este  documento,  figura  una  declaración  de 
D.  Regino  Gómez  (á  cuyo  ruego  firma  D.  Jaan  Funtanet)  de 
haber  recibido  en  el  reparto  de  los  bienes  de  la  sucesión  ma- 
terna, además  de  algunas  haciendas,  de  un  terreno  ubicado  en 
Barrancas,  cuatro  cuerdas  y  media. 


Declaración  de  los  siguientes  testigos,  no  comprendidos  en 
las  generales  de  la  ley ;  espresando  el  testigo  Adam  Qoiroga  que 
adeuda  á  D.  Eduardo  Ratón  cinco  pesos  nacionales  (f.  39  v.). 

Preguntados  si  en  el  acto  de  dársele  posesión  del  campo  de 
la  cuestión  al  señor  Garcilazo,  por  el  Juez  de  Paz,  le  fueron 
entregadas  las  llaves  del  establecimiento  por  D.  Ramón  Regino 
Gómez,  contestaron : 

Adam  Quiroga :  Que  es  cierto,  y  le  entregó  las  lld?es  en  su 
presencia  el  4  de  Marzo  de  1887. 

Buenaventura  Yisconte:  Que  el  4  de  Marzo  de  1887,  hablen- 
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do  ido  á  la  casa  del  Comisario,  la  señora  de  este  le  manifestó 
qne  había  ido  acompañado  del  Juez  de  Paz,  Garcilazo,  Adam 
Quiroga  j  Gómez  á  dar  al  segundo  la  posesión  del  campo  qne 
había  comprado  á  Gómez,  y  cuando  volvieron  les  oyó  decir  á 
los  nombrados  que  Garcilazo  había  tomado  la  posesión  dejando 
un  encargado  del  establecimiento. 

Francisco  Gómez :  Que  es  cierto»  habiéndose  hecho  la  entrega 
en  su  presencia,  agregándole  que  luego  sacaría  los  muebles  que 
se  encontraban  dentro  de  la  casa  del  establecimiento. 

Preguntados  si  en  el  acto  de  entregársele  las  llaves  á  Garci- 
lazo, este  encargó  del  campo  á  D.  Marcelino  Gómez,  qne  se 
encontraba  allí,  y  á  los  pocos  dias  fué  este  reemplazado  por  otro 
encargado  que  puso  el  mismo  Garcilazo,  el  cual  permanece  en 
el  campo,  contestaron : 

Quiroga :  Que  es  cierto,  constáudole  por  haber  presenciado  el 
encargo  que  se  reñere,  habiendo  ido  esas  personas  á  tomar  la 
posesión,  según  también  lo  vio. 

Yisconte:  Que  es  cierto,  habiendo  oído  al  Comisario  que  el 
mismo  dia  en  que  salió  el  primer  encargado  D.  Marcelino  Gó- 
mez, entró  el  segundo  que  permanece  todavía  en  el  campo. 

Gómez :  Que  en  presencia  suya  Garcilazo  encargó  del  cuidado 
del  establecimiento  á  la  misma  persona  que  tenía  allí  Gómez  y 
euyo  nombre  no  conoce;  que  en  el  mismo  acto  ese  individuo 
manifestó  á  Garcilazo  no  poder  seguir  en  el  establecimiento,  y 
entonces  &  los  dos  ó  tres  dius  fué  reemplazado  por  otra  persona 
cuyo  nombre  ignora  y  que  permanece  aún  en  el  campo. 

Preguntados  siBaton  no  ha  ocupado  el  campo,  ni  hecho  tra- 
bajos de  ninguna  especie,  ni  cortado  maderas  ni  leña  antes  de 
haber  sido  puesto  en  posesión  Garcilazo,  contestaron  : 

Quiroga :  Que  es  cierto,  pues  no  lo  había  visto  ni  oído  decir.  I 

Yisconte :  Que  ignoraba  que  Baton  hubiera  tenido  posesión 
antes  de  Garcilazo. 

Gómez :  Que  es  cierto,  habiendo  él  andado  con  frecuencia  en 
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el  campo  sin  haber  YÍsto  ni  oído  decir  practicase  esos  trabajos 
Ratón ;  que  después  de  tres  dias  próximamente  á  aquel  en  que 
Oarcilazo  ocupara  el  campo,  tío  cavar  un  pozo  en  el  mismo 
que  creyó  fuera  mandado  hacer  por  Garcilazo,  sabiendo  luego 
que  lo  había  mandado  hacer  Ratón. 

Preguntados  si  solo  después  de  estar  Garcilazo  en  posesión 
del  campo,  se  empezó  á  trabajar  por  orden  de  Ratón  un  pozo  y 
cancha  para  cortar  ladrillo,  contestaron  : 

Quiroga :  Que  es  cierto,  habiendo  estado  él  con  Ratón  el  dia 
antes  de  comenzar  el  trabajo  aludido,  que  fué  el  7  ú  8de  Marzo 
de  1887. 

Yisconte :  Que  había  oído  decir  que  el  7  ú  8  de  Marzo  del  87, 
por  orden  de  Ratón,  se  empezaron  los  trabajos  aludidos. 

Preguntados  si  Garcilazo  tomó  la  posesión  del  campo  sin  que 
nadie  se  opusieran!  protestara,  contestaron ; 

Quiroga:  Que  le  consta. 

Yisconte :  Que  ignora,  aunque  no  ha  oído  que  alguien  lo 
haya  impedido. 

Gómez :  Que  es  cierto,  pues  él  acompañó  á  Garcilazo  y  al 
Juez  de  Paz  en  la  toma  de  esa  posesión,  habiéndose  llegado  á 
varias  casas  sin  que  nadie  se  opusiera  ni  protestara. 

Repreguntado  el  testigo  Quiroga  á  solicitud  déla  otra  parte, 
agregó:  Que  sabía  lo  que  tenía  declarado  respecto  de  la  falta 
de  posesión  de  Ratonantes  de  habérsele  dado  á  Garcilazo,  por- 
que Yi?ía  media  legua  del  campo  en  cuestión,  teniendo  en  esa 
fecha  una  agencia  marítima. 

Que  sabe  que  las  llayes  á  que  ha  aludido,  entregadas  á  Gar- 
cilazo, eran  las  del  establecimiento^  porque  así  lo  dijo  el  que 
las  entregó. 

El  testigo  GomeZy  preguntado  por  la  otra  parte,  agregó :  Que 
la  fracción  de  campo  en  que  Ratón  había  hecho  trabajos,  dis- 
taba del  establecimiento  de  D.  Regino  Gómez  diez  ó  doce  cua- 
dras, según  la  suponía,  sin  estar  de  ello  cierto. 
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Que  el  establecimiento  citado  queda  yendo  del  Rosario  á  la 
derecha  del  camino  de  las  «Barrancas»,  que  atraviesa  el 
campo. 

Fallo  del  Jíues  Federal 

Rosario,  Noviembre  3  de  1887. 

Y  vistos  estos  autos  sobre  interdicto  de  retener  la  posesión 
iniciados  por  D.  Eduardo  Baton  contra  D.  Carmelo  Garcilazo, 
de  los  cuales  resulta : 

i^  Que  el  demandante,  con  fecha  14  de  Marzo  del  corriente 
año,  se  presentó  ante  este  Juzgado  Nacional  interponiendo  el 
mencionado  interdicto  de  retener  la  posesión,  fundándose  para 
ello:  i**  en  que  desde  la  fecha  del  documento  de  foja  i  por  el 
cual  se  le  autorizaba  á  usufructuar  el  campo  que  en  él  se  des- 
linda, ha  estado  practicando  actos  posesorios,  tales  como  cortes 
de  madera,  escavaciones  y  construcción  de  poblaciones;  y  2®  en 
que  después  de  practicados  esos  actos,  D.  Carmelo  Garcilazo  ha 
perturbado  su  posesión  ejecutando  al  efecto  actos  contrarios  á 
aquella,  por  lo  cual  pide  amparo  en  la  misma. 

9^  Contestando  el  demandado  en  la  audiencia  de  foja  12, 
pide  sea  rechazada  la  demanda  con  costas,  danos  y  perjuicios, 
fundándose :  i**  en  que  los  documentos  presentados  por  el  actor, 
importando  solo  una  promesa  de  venta,  no  le  daban  la  posesión 
y  propiedad  necesarias  para  interponer  la  acción  de  retener  la 
posesión ;  2^  porque  él  y  no  el  demandante,  era  quien  era  due- 
ño del  campo  materia  de  este  juicio,  lo  que  justificaba  con  los 
títulos  de  propiedad  de  fojas  15. 16,  17,  18  y  19,  y  poseedor  del 
mismo,  como  lo  comprueba  el  documento  de  foja  14;  y  3^  final- 
mente, porque  cuando  el  demandante  y  con  posterioridad  á  la 
toma  de  posesión  hecha  por  él  (por  el  demandado]  había  inten- 
tado ejercitar  un  acto  posesorio,  escavando  un  pozo  en  el  terre- 
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no  de  la  cuestión,  este  fué  destraído  inmediatamente,  siendo 
inexacto  además,  el  hecho  de  haber  por  otra  parte  el  contrario, 
cortado  árboles  de  ese  fondo. 

3®  Que  precediéndose  á  admitir  la  prueba  ofrecida  por  las 
partes,  el  Juzgado  ordenó  su  recepción,  produciendo  el  deman- 
dante, la  documental  de  fojas  20  y  21 ,  las  posiciones  de  foja 
22  Tuelta  y  la  de  testigos  de  fojas  28  vuelta,  30  vuelta  y  33 
vuelta;  y  el  demandado  además  de  los  títulos  ya  citados,  las 
declaraciones  de  fojas  37  vuelta,  40  vuelta  y  42  vuelta. 

T  considerando :  I""  Que  para  que  proceda  el  interdicto  de 
retener  la  posesión,  se  requiere  que  el  demandante  la  tenga  ó  la 
la  haya  tenido  y  que  se  trate  de  inquietarlo  en  el  goce  de  ella 
por  actos  que  según  dice  la  ley,  se  espresarán  oportunamente 
(artículo  327  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos  y  Fallo  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  página  19,  tomo  13,  segun- 
da serie). 

2°  Que  la  referida  posesión,  para  dar  derecho  al  ejercicio  de 
las  acciones  correspondientes,  tiene  que  tener  á  lo  menos,  el 
tiempo  de  un  año  sin  vicio  alguno,  segnn  los  artículos  2473  y 
2485  del  Código  Civil. 

3^  Que  para  intentar  estas  acciones  el  poseedor  puede  unir  la 
posesión  que  tenga  con  la  de  la  persona  de  quien  la  hubo  (ar- 
tículo 2474);  finalmente,  que  esta  posesión  debe  ser  continua  y 
no  interrumpida  (artículo  2481). 

4®  Que  estos  principios  solo  sufren  escepcion  en  el  caso  de 
que  el  poseedor  actual,  sea  turbado  en  el  goce  de  la  posesión  por 
una  persona  que  no  la  tenga  por  el  tiempo  de  un  año  y  que 
tampoco  tenga  sobre  la  cosa  ningún  derecho  de  poseer  (artícu- 
lo 2477). 

5^  Que  en  la  cuestión  sub  judice,  habiendo  dicho  el  deman- 
dante que  él  era  poseedor  y  que  el  demandado  trataba  de  inquie- 
tarlo, y  este  por  el  contrario  negado  tal  hecho,  ocurre  la  duda 
de  cuál  es  el  que  tiene  una  posesión  más   antigua  y  que  con 
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arreglo  á  las  prescripciones  sentadas  en  los  precedentes  consi- 
derandos, le  dé  derecho  para  pedir  el  amparo  en  la  posesión, 
debiendo  el  actor  con  arreglo  á  la  ley  I"",  título  14,  partida  S'', 
probar  sns  aseveraciones  cuando  menos  por  el  testimonio  de  dos 
testigos  mayores  de  toda  escepcion  (ley  32,  título  16,  partida  3*). 

6°  Que  el  demandante  ha  presentado  como  justificativo  de 
su  posesión  en  el  campo,  las  declaraciones  de  los  testigos  Mon- 
tani,  Labin  y  Medardo  Gómez,  y  para  probar  su  derecho  á  la 
posesión,  las  escrituras  de  foja  1. 

7°  Que  la  escritura  de  foja  1  no  es  de  compra-venta,  sin6 
simplemente  una  promesa  de  venta  que  se  realizará  cuando  se 
cumpla  la  condición  á  la  cual  la  han  subordinado  los  otorgantes 
de  ese  documento. 

8"^  Que  tampoco  esa  misma  escritura  puede  conceptuarse 
como  que  es  constitutiva  del  derecho  real  de  usufructo,  porque 
aún  cuando  si  es  verdad  que  es  hecha  en  escritura  pública  como 
lo  exige  el  artículo  2932  del  Código  Civil,  también  es  cierto 
que  no  se  han  llenado  las  condiciones  ¿  que  alude  el  artículo 
2830  del  mismo  Código,  que  dice  textualmente:  <  que  las  con- 
diciones requeridas  para  la  validez  de  los  títulos  destinados  Á 
transferir  la  propiedad,  son  igualmente  necesarias  para  la  vali- 
dez de  aquellos  que  tengan  por  objeto  la  constitución  del  usu- 
fructo f . 

9®  Que  entre  esas  condiciones,  la  Ley  Provincial  de  Julio  de 
1862  y  Noviembre  de  1868,  en  atención  al  interés  general  y 
reglamentando  esas  prescripciones  de  fondo,  impone  la  obliga- 
ción del  registro  de  la  escritura  en  las  reparticiones  creadas  al 
efecto,  80  pena  de  no  tener  valor  jurídico,  y  las  cuales  no  podrán 
considerarse  en  juicio. 

10>  Que  la  escritura  referida  de  foja  1,  no  se  encuentra  re- 
gistrada y  por  consiguiente,  carece  ella  de  yalor  legal  para  ser 
opuesta  á  terceros. 

11^  Que  por  consiguiente,  el  demandante  no  puede  unir  su 
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posesión  con  la  de  la  persona  de  qnien  la  hubo,  siendo  del  caso 
entonces  examinar  si  la  que  dice  tiene  y  en  la  que  ha  sido  per- 
turbado, puede  acordarle  el  ejercicio  de  la  acción  deducida. 

12^  Que  para  justificar  la  tenencia  de  esa  posesión,  que  se- 
gún sus  propias  declaraciones  (escrito  de  foja  3)  arranca  desde 
Enero  del  corriente  año  y  no  de  una  fecha  anterior,  ofreció  los 
testimonios  de  Montaní,  Labin  y  M.  G-omez,  siendo  el  primero 
y  el  último  tachables  por  tener  sociedad  con  el  que  los  ha  pre- 
sentado, como  lo  justifican  los  mismos  documentos  del  actor  de 
fojas  20  y  21,  y  por  consigniente,  interesados  en  el  éxito  de  la 
causa,  el  último  además  dependiente  de  Ratón,  y  Labin  su 
peón  y  carrero,  quien  vive  en  casa  del  mismo  demandante ;  de- 
claraciones las  tres  que  no  merecen  fé  en  juicio,  no  solo  en  ra- 
zón de  lo  expuesto  sino  también  por  la  singularidad  de  ellas. 

iS^  Que  todo  lo  expuesto,  basta  para  no  hacer  lugar  á  la 
acción  deducida. 

14''  Que  aparte  de  esto,  el  demandado,  no  estando  en  la  obli- 
gación de  producir  prueba  alguna,  la  ha  producido  sin  embargo^ 
siendo  ella  pertinente  y  clara  para  la  resolución  del  juicio  inter- 
puesto. 

15°  Que  la  escritura  de  compra-venta  que  ha  presentado  al 
juicio,  es  un  título  válido  con  arreglo  á  derecho,  y  el  cual  se 
encuentra  debidamente  registrada>  razón  por  la  que  el  deman- 
dado  puede  unir  su  posesión  con  la  que  tenía  su  vendedor,  desde 
que  su  posesión,  como  se  ha  probado,  no  ha  sido  interrumpida 
desde  la  fecha  del  título  hasta  después  de  haber  tomado  aquella. 

16°  Que  además,  el  acta  de  posesión  (documento  emanado  de 
una  autoridad  pública  y  al  que  no  se  le  ha  opuesto  vicio  alg:i- 
no),  es  un  justificativo  fehaciente  en  favor  del  demandado  para 
demostrar  la  adquisición  legal  déla  posesión. 

17°  Que  además  de  esta  prueba^  existen  las  declaraciones  de 
Quiroga,  Yisconte,  y  Francisco  Gómez,  concordantes,  precisas 
y  claras,  en  cuanto  á  las  fechas  de  los  acontecimientos,  perso- 
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ñas  que  han  intervenido,  hechos  "acaecidos  y  demás  circunstan* 
cias,  dando  razón  cumplida  de  sus  dichos,  y  las  que  justifican 
que  el  demandado,  con  fecha  4  de  Marzo  del  corriente  ano, 
adquirió  la  posesión  del  terreno  cuestionado  y  que  recien  el  8 
del  mismo  fué  que  el  demandante  había  tratado  de  inquietarlo 
en  el  goce  de  aquella,  con  la  práctica  de  algunos  actos  que  no  le 
permitió  el  contrario  llevarlos  á  cabo. 

IS""  Qae  probada  así  la  posesión  del  demandado  y  que  por  el 
contrario  ha  sido  el  demandante  quien  lo  ha  inquietado  en  el 
goce  de  aquella,  corresponde  por  derecho  amparar  á  aquel  en  la 
tenencia  del  inmueble. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  no  haber  lugar  al  inter- 
dicto de  retener  la  posesión  deducida  por  el  demandante  Don 
Eduardo  Ratón,  con  costos,  costas,  daños  y  perjuicios. 

Háguse  saber  con  el  original  y  repónganse  los  sellos  en  el 
acto  de  la  notificación . 

G.  Escalera  y  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  13  de  1889. 

Vistos:  Prescindiendo  de  las  consideraciones  aducidas  por  el 
Juez  a  quo  relativamente  á  la  validez  del  título  del  demandan- 
te,  y  por  sus  demás  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  cinco,  y  devuélvanse  previa  re- 
posición de  sellos . 

BENJAMÍN  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGOREN. 
C.  8.  DE  LA  TORRE.  —  LtlS  V. 
VÁRELA. 


i 


DE  JUSTICU  NACIONAL  75 


CAUSA  XIiYIII 


Criminal,  contra  Enrich  Karkus  por  muerte  dada  á  Ándron 

Elghen  d  bordo  de  la  barca  aShetland* 


Sumario.  —  La  pena  por  homicidio,  es  de  tres  años  de  pri- 
sión, si  concurren  dos  6  más  circunstancias  atenuantes,  y  la 
victima  proTocó  el  acto  homicida  con  ofensas  6  injurias  graves 


Caso. — Levantado  el  correspondiente  sumario,  se  presentó 
la  siguiente 


VISTA  DEL    PROCURADOR  HSCAL 


Buenos  Aires,  Marzo  3  de  1897. 


Señor  Juez: 


El  dia  29  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  á  bordo  de  la 
barca  Norte  Americana  cShetland  t,  el  marino  de  este  buque 
Andron  Elghen,  fué  muerto  por  el  de  igual  clase  Henry  Karkus, 
quien  le  infirió  cuatro  puñaladas,  dos  de  las  cuales  determina- 
ron la  muerte .  El  hecho  en  sí  está  plenamente  justificado  en 
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los  autos  procesales:  el  certificado  médico  de  foja  1,  las  dife- 
rentes declaraciones  que  corren  en  dichos  autos,  y  la  misma 
confesión  del  reo,  no  dejan  la  menor  duda  al  respecto. 

Pero  el  hecho  está  rodeado  de  tales  circunstancias,  que  no  es 
posible  prescindir  de  ellas,  y  que  á  juicio  del  Procurador  Fiscal 
atenúan  muchísimo  la  pena  que  debe  aplicarse  al  procesado 
Earkus. 

Consta  en  autos,  que  este  último  es  joven,  puesto  que  no 
tiene  más  que  veintitrés  años  de  edad  ;  que  su  conducta  á  bor- 
do del  buque  «  Shetland  »  ha  sido  irreprochable,  y  que  ningún 
antecedente  de  enemistad  existía  entre  él  y  Eighen,  resultando 
por  el  contrario,  perfecta  armonía  y  estimación  entre  ellos. 

La  misma  noche  del  suceso,  ambos  estuvieron  de  paseo  en 
tierra,  y  como  es  fácil  comprender  en  tales  individuos  y  dados 
esos  momentos,  abusaron  de  la  bebida  y  así  consta  en  autos.  La 
víctima  y  el  victimario  estaban  pues  ebrios,  habiéndose  este 
último  retirado  primero  á  bordo,  y  aquel  una  hora  después,  di- 
rijiéndose  al  alojamiento  de  la  marinería  á  provocar  á  todos  los 
tripulantes  que  en  ese  local  se  encontraban,  y  concluyendo  por 
dar  un  puntapié  en  un  ojo  á  Henry  Earkus,  lo  que  llevó  á  éste 
á  producir  el  acto  homicida,  infiriendo  cuatro  puñaladas  al  pro- 
vocador. 

Desde  luego,  tenemos  las  circunstancias  atenuantes  siguien- 
tes: 

i*  El  estado  de  ebriedad  del  procesado. 

2*  La  provocación  á  éste  por  parte  de  Elghen. 

3*  Y  finalmente,  el  golpe  dado  por  éste  á  aquel  y  si  no  fuera 
por  el  ensañamiento  usado  por  el  reo,  causando  tantas  heridas 
como  las  que  indica  el  certificado  médico,  podía  haberse  dedu- 
cido la  inculpabilidad  de  aquel. 

Pero  desgraciadamente  no  ha  sido  así.  Como  provocación  6 
como  ataque  sin  armas,  no  pudo  Karkus  defenderse  como  lo  ha 
hecho,  causando  sin  necesidad,  la  muerte  del  provocador.  So 
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ebriedad  tampoco  ha  sido  completa,  segnn  se  desprende  de  sus 
actos  posteriores  (sa  pretendida  faga),  y  por  tanto^  aquella  no 
puede  pasar  de  un  motivo  de  atenuación. 

Debe  entonces  declararse  al  procesado  Henry  Earkns,  reo  del 
delito  de  homicidio  voluntario  con  las  circunstancias  determi- 
nadas en  los  artículos  154  y  155  del  Código  Penal,  y  con  arre- 
glo ala  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte  en 
casos  análogos  (Serie  2%  tomo  12,  págs.  337  y  386).  Y.  S.  se  ha 
de  servir  condenar  á  dicho  Earkus  á  un  año  de  presidio,  con 
más  las  costas  del  proceso. 

David  Zavalia. 


DEFENSA 


Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1887. 
Señor  Juez  Federal  en  lo  criminal. 

■ 

El  Defensor  de  Pobres  por  Henry  Earkus  en  el  proceso  que  se 
le  sigue  de  oficio  por  homicidio  en  la  persona  de  Andron  El- 
ghen,  evacuando  el  traslado  que  se  me  ha  conferido  de  la  acusa- 
siondigo: 

P  Que  mi  defendido  ha  confesado  de  una  manera  espontánea 
el  delito  de  que  se  le  acusa;  estando  constatada  su  existencia, 
además,  por  el  certificado  médico  de  foja  1  y  por  las  declara- 
ciones de  los  tripulantes  de  la  barca  c  Shetland  t  dond  se  per- 
petró. 

2°  El  señor  Fiscal,  inspirándose  en  un  sentimiento  de  justi- 
cia, hace  presente  á  Y.  S.  las  circunstancias  atenuantes  que  á 
su  juicio,  no  pueden  menos  de  disminuir  notablemente  la  res- 
ponsabilidad que    el  hecho   que  nos  ocapa,   impone  á  Earkus, 
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y  llega  hasta  manifestar  que  si  no  fuera  por  el  ensañamiento 
nsado  por  éste^  podría  haberse  deducido  su  inculpabilidad ;  por 
lo  que  pide  se  le  aplique  la  pena  de  un  ano  de  prisión. 

Creo  que  el  Sr.  Fisoal  está  en  error  cuando  asevera  que  Ear- 
kus  se  ha  ensañado  con  EIghen. 

Según  se  desprende  de  las  declaraciones  de  los  testigos  que 
presenciaron  el  incidente,  Earkus  hirió  mientras  EIghen  le 
ofendía,  y  dejó  de  hacerlo  cuando  este  se  apartó  de  la  pelea, 
luego  no  se  ha  ensañado  aquel,  como  lo  afirma  la  acusación. 

Mi  defendido  no  ha  perseguido,  ni  le  ha  dado  un  solo  golpe 
á  EIghen  después  de  haberlo  inutilizado,  y  si  do  le  causó  menos 
mal  á  su  adversario,  fué  porque  no  podía  evitar  las  agresiones 
de  este,  encontrándose  en  el  rancho  de  proa,  lugar  pequeño  y 
con  una  sola  salida. 

Su  estado  de  ebriedad,  por  otra  parte,  no  le  permitía  darse 
cuenta  de  su  situación,  y  afrontarla  con  la  serenidad  de  espí- 
ritu que  le  reclama  el  señor  Fiscal. 

Por  estas  razones,  pido  á  Y.  S.  se  sirva  dar  por  compurgado 
el  delito  cometido  por  mi  defendido  con  la  prisión  sufrida  y  or- 
denar su  inmediata  libertad,  por  ser  justicia. 

G.  F.  Granel. 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1887. 

Yista  esta  causa  criminal  seguida  de  oficio  contra  el  marinero 
Enrioh  Earkus,  por  muerte  dada  al  de  igual  clase  Andron  EI- 
ghen, abordo  de  la  barca  Norte  Americana  «Shetland  »  la  noche 
del  28  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  y 

Besultando:  V  Que  la  noche  de  aquel  dia,  habiendo  los  ma- 
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rineros  Enrich  Earkus,  Peters,  Damberg,  Charles  y  Andron 
Elghen,  pedido  algún  dinero  al  capitán  de  la  barca  <  Shetland  > 
donde  prestaban  sus  servicios  (declaración  de  foja  i  1  vta.)  ba- 
jaron á  tierra  y  se  pusieron  á  beber,  según  así  resulta  de  las 
declaraciones  uniformes  y  contestes  prestadas  sobre  este  punto 
por  los  tres  primeros. 

2°  Que  después  de  esto,  y  siendo  la  hora  avanzada,  se  separa- 
ron Feters,  Damberg  y  el  procesado  Earkus  de  sus  compañeros, 
regresando  aquellos  á  bordo  y  quedando  los  dos  últimos  en  tierra. 

Pero  al  poco  rato,  estos  se  dirigieron  también  al  mismo  buque, 
y  habiendo  penetrado  en  él  y  no  encontrándose  tampoco  bien 
de  la  cabeza  Andron  Elghen,  á  causa  del  abusó  de  la  bebida  que 
hiciera  en  tierra  (declaraciones  de  fs.  5  y  8  vta.  1  i  vta.  y  21  vta.) 
cambiaron  provocaciones  y  amenazas  con  algunos  de  los  mari- 
neros que  allí  se  encontraban,  entre  los  cuales  estaban  los  dos 
mencionados,  Damberg  y  Earkus,  concluyendo  porque,  irri- 
tado este  último,  hiciera  uso  de  un  cuchillo  que  tenía  en  aquel 
momento,  con  el  cual  infirió  á  Andron  Elghen  las  heridas  á 
que  se  refiere  el  informe  médico  de  foja  1,  las  que  produjeron 
la  muerte  del  mencionado  Elghen  y 

Considerando :  1**  Que  tanto  el  cuerpo  del  delito,  como  la 
persona  de  su  autor  están  claramente  demostrados  por  el  infor- 
me médico  de  foja  1,  por  las  declaraciones  del  mismo  Enrich 
Earkus,  quien  se  confiesa  y  reconoce  como  autor  de  las  heridas 
que  determinaron  la  muerte  de  Elghen,  y  por  la  de  los  demás 
marineros  presenciales  del  hecho  y  que  se  encontraron  á  bordo 
en  el  momento  que  este  se  produjo ;  y  que  por  lo  tanto,  la  mi- 
sión del  Juzgado,  se  reduce  en  este  caso  especialmente  á  estu- 
diar las  circunstancias  particulares  que  precedieron  y  acom- 
pañaron la  muerte  de  Elghen,  para  determinar  las  que  existan 
á  favor  6  en  contra  de  esta  y  que  causarían  un  aumento  6  dis- 
minución de  la  pena  que  por  razón  del  homicidio  perpetrado  le 
corresponde. 
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2^  Que  segan  resulta  de  la  confesión  del  reo  (f .  5  vta.),  cor- 
roborada por  la  de  sus  compañeros  Argost,  Hansen  Peters, 
Damberg,  y  Jack  Carlsen  (f.  33  vta.)  aqnel  se  encontraba  en 
estado  de  ebriedad  en  el  momento  en  qae  el  hecho  se  produjo ; 
7  si  bien  esta  no  fué  evidentemente  completa  y  capaz  por  lo 
tanto,  de  privarle  de  todo  discernimiento  como  resulta  de  su 
propia  actitud  en  aquella  situación,  aparece  sin  embargo 
bastante  considerable  para  atenuar  la  culpabilidad  que  en  el 
homicidio  de  Elghen  le  corresponde,  según  la  doctrina  unifor- 
memente aceptada  por  los  tratadistas  en  materia  penal,  y  que 
ha  sido  seguida  por  nuestras  propias  leyes. 

Además,  según  resulta  de  la  confesión  de  Karkus,  corroborada 
también  por  las  deposiciones  de  los  testigos  Jack  Carlsen,  Pe- 
ters,  Damberg  y  Charles,  la  víctima  provocó  el  acto  homicida, 
con  insultos  y  palabras  ofensivas  dirijidas  á  Earkus,  llegando 
hasta  las  vias  de  hecho  contra  este,  según  él  lo  declara  y  lo 
confirma  la  manifestación  del  marinero  Jack  Carlsen,  pues  dice 
que  le  asestó  un  punta  pié  en  el  ojo  derecho,  después  de  haber 
golpeado  é  insultado  al  mismo  marinero  Jack,  que  se  encon- 
traba á  bordo  y  á  quien  dejó  en  vista  de  encontrarse  enfermo, 
para  dirigirse  hacia  donde  se  encontraba  Karkus,  con  el  cual 
como  se  ha  dicho  antes,  renovó  las  provocaciones  y  amenazas. 

3**  Que  no  siendo  el  caso  en  cuestión,  uno  de  lejítima  defen- 
sa, pues  no  consta  que  Elghen,  tuviera  consigo  arma  ninguna 
ni  aparece  que  hubiera  hecho  uro  de  ella,  encontrándose  ade- 
más en  estado  de  ebriedad,  lo  que  disminuye  el  peligro  que 
pudiera  ofrecer  para  su  contrario,  en  vista  sin  embargo,  de  las 
circunstancias  á  que  se  refieren  los  dos  primeros  consideran- 
dos, su  muerte  debe  considerarse  como  homicidio  provocado  por 
la  víctima  con  injurias  ilícitas  y  graves,  según  la  clasificación 
del  Código  Penal,  con  la  circunstancia  atenuante  del  estado  de 
embriaguez  en  que  se  encontraba  Karkus. 

Por  estos  fundamentos,  y  teniendo  en  vista  lo  pedido  por   el 
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Procurador  Fiscal  y  el  Defensor  de  Pobres,  fallo:  imponiendo 
al  procesado  Enrich  Earkas  la  pena  de  tres  anos  de  presidio,  de 
los  cnales  y  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida  por  la 
Suprema  Corte  se  rebajará  el  de  la  prisión  sufrida,  con  costas. 
Kotifíquese  con  el  original. 

Andrés  Ugamza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1888. 
Suprema  Corte: 

No  puede  desconocerse  que  obran  en  favor  del  procesado  po- 
derosas circunstancias  atenuantes,  de  que  no  es  posible  pres- 
cindir. 

1^  La  ebriedad  involuntaria.  Consta  que  Earkus  bajó  á  tierra 
con  algunos  otros  marineros,  después  de  haber  recibido  el  di- 
nero que  pidieron  al  Capitán.  Consta  asimismo  que  todos  y  es- 
pecialmente Karkus  y  el  marinero  muerto,  volvieron  á  bordo  en 
estado  de  ebriedad,  como  era  de  esperarse.  La  ebriedad  era  no- 
toriamente involuntaria,  y  sin  premeditación  alguna  con  res- 
pecto al  hecho  que  después  tuvo  lugar. 

2^  Obran  también  en  favor  de  Earkus,  la  provocación  de 
parte  del  marinero  muerto. 

Está  probado  que  le  dio  con  61  pié  en  un  ojo,  parte  suma- 
mente sensible,  y  no  es  de  estrañar  que  el  dolor  en  el  estado  de 
turbación  en  que  se  encontraban  sus  sentidos,  le  irritara  hasta 
el  furor,  y  le  hiciera  perder  el  sentimiento  de  responsabilidad. 

Por  esto  pienso  que,  si  bien  Earkus  debe  ser  castigado,  por  el 
ensañamiento  que  manifestó  en  su  defensa,  infiriendo  tantas  y 

T.  VI  6 
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tan  graves  heridas  á  Elghen  cuando  este  no  tenía  arma  alguna, 
hay,  como  he  dicho  al  principio,  muy  atendihles  circunstancias 
que  aconsejan  minorar  la  pena  en  su  fa?or. 

La  de  presidio  me  parece  excesiva,  y  pido  sea  reducida  á  la 
prisión  por  los  mismos  tres  años,  computándose  el  que  lleva  ya 
sufrido. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Carie 

Buenos  Aires,  Abril  13  de  1889. 

Vistos :  Aceptando  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 
espuestos  por  el  Juez  a  quo  y  por  el  Señor  Procurador  General 
en  su  vista  de  foja  ochenta;  pero  atendiendo  á  lo  dispuesto  por 
el  artículo  noventa  y  siete  del  Código  Penal  vigente,  se  reduce 
á  tres  años  de  prisión,  la  pena  de  presidio  impuesta  por  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  sesenta  y  siete,  dehiendo  computarse  el 
tiempo  que  lleva  sufrido,  con  arreglo  al  artículo  cuarenta  y 
nueve  del  Código  citado  y  devuélvase. 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAVSA  XIiIX 


Contra  F.  Comas  y  Hnos;  sobre  comiso. 


Sumario,  —  Las  mercaderías  estran jeras  con  permiso  de 
tránsito,  que  mediante  nn  trasbordo  simulado  se  introducen 
sin  pagar  derechos,  caen  en  comiso,  y  los  culpables  deben  abo- 
nar in  solidum  su  importe,  al  precio  de  tarifa,  en  la  fecha  de  su 
introducción;  con  más  los  derechos  que  se  dejaron  de  pagar. 


Caso.  —  Se  relaciona  en  el 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Paraná,  11  de  Agosto  de  1885. 

Y  Tisto  el  juicio  promovido  por  el  Procurador  Fiscal  contra 
don  Francisco  Coma  y  hermanos,  por  defraudación  de  rentas 
nacionales,  y  contra  los  empleados  Zenon  Padilla  y  Carolino 
Calatayud  como  cómplices  en  el  fraude,  resnlta : 
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Qae  en  7  y  12  de  Mayo  de  1875  sd  solicitó  y  obtuvo  permiso 
de  la  Aduan::  de  Concordia  para  conducir  de  tramito,  por  vía  de 
Federación  y  con  destino  á  üruguayana,  las  mercaderías  es- 
tranjeras  que  se  relacionan  en  las  guías  números  10  y  12  (fo- 
jas 8  y  9). 

Don  Francisco  Comas  y  hermanos,  c  consignatarios  »  de  es- 
tas mercaderías  en  Federación,  pidieron  permiso  al  Beceptor  de 
Rentas  para  trasbordarlas  del  ferro-carril  al  pailebot  brasile- 
ro  €  Waldino  >,  que  debia  conducirlas  á  IJrnguayana. 

Este  permiso  lleva  la  anotación  de  cumplido,  puesta  por  el 
guarda  del  ferro-carril,  don  Zenon  Padilla  en  12  de  Mayo  de 
1875. 

En  14  del  mismo  mes  F.  Comas  y  hermanos  piden  á  la  Re- 
ceptoría de  Federación  guías  de  removido  para  conducir  á  Paso 
de  los  Libres,  en  el  lanchen  c  Tomasito  »  y  chalana  «  Merce- 
ditas  »,  una  cantidad  de  mercaderías  cuyo  detalle,  corriente  á 
fojas...,  es  igual  al  de  las  guias  de  tránsito  números  10 y  12,  en 
las  mercaderías  y  clase  de  bultos,  existiendo  la  diferencia  de 
tres  bultos  más,  y  un  pequeño  aumento  en  la  cantidad  de  algu- 
nos de  los  artículos  de  las  guias  de  removido ;  y  además,  la  de- 
signación por  yardas  en  vez  de  metros. 

El  representante  de  F.  Comas  y  hermanos,  contesta  la  deman- 
do á  f....  negando  el  fraude  que  se  le  imputa,  y  produce  en  el 
término  de  prueba  la  testimonial  de  f ,  habiéndose  man- 
dado agregar  de  oñcio  los  informes  de  fojas  104  y  105  y  de  fojas 
110  á  114. 

Fugado  de  la  Cárcel  de  Concordia  el  presunte cómplice  Ca- 

rolino  Calatayud,  según  consta  á  f ,  sin  qae  haya  podido 

ser  capturado  hasta  la  fecha,  y  sobreseído  el  proceso  por  lo  que 
respecta  á  Padilla,  por  auto  de  f. . .,  queda  á  resolverse  el  jui- 
cio terminado  contra  F .  Comas  y  hermanos. 

T  considerando :  1^  Que  la  circunstancia  de  despacharse  con 
guia  de  removido,  para  el  Paso  de  los  Libres,  mercaderías  igua- 
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les  á  las  despachadas  en  tránsito  para  üraguayana,  con  los 
mismos  bultos,  con  insignificantes  diferencias  puestas  en  las 
guias  (al  parecer  con  ánimo  deliberado  para  disfrazar  mejor  la 
operación),  pues  esas  diferencias,  aunque  resultasen  inexactas, 
no  están  sujetas  á  pena,  y  la  de  haber  solicitado  ese  despacho 
dos  dias  después  de  obtener  el  de  trasbordo  de  la  carga  en  trán- 
sito, induce  una  presunción  de  que  este  último  se  solicitó  con  el 
objeto  de  introducir  las  mercaderías  estranjeras  en  el  Paso  de 
los  Libr*3s,  simulando  el  trasbordo,  y  desfraudar  al  Fisco  de  los 
derechos  de  importación  que  debian  abonar. 

2^  Que  esta  presunción  se  robustece  más  con  el  informe  del 
Vice-Gónsul  Argentino  en  Uruguay  ana,  de  f....,  acompañando 
el  del  Inspector  de  Aduana  de  aquel  punto,  quien  afirma  que  el 
pailebot  brasilero  c  Waldino  >  no  dio  entrada  en  aquella  re- 
partición durante  los  meses  de  Mayo  á  Setiembre  del  año  que 
fué  despachado,  lo  que  demuestra  que  tales  mercaderías  no  sa- 
lieron con  ese  destino,  pues  de  otra  manera  no  se  esplica  que 
dicha  embarcación  no  arribase  á  él  en  más  de  cuatro  meses, 
dada  la  corta  distancia  que  tenía  que  recorrer. 

3^  Que  contra  esta  conclusión  no  puede  objetarse  que  el 
€  Waldino  >  pudo  llegar  y  descargar  en  otros  puntos  de  la  costa 
brasilera,  sin  que  las  autoridades  argentinas  tengan  derecho  pa- 
ra formularle  cargo  por  este  hecho  á  los  consignatarios  F.  Co- 
mas y  hermanos ;  porque  estando  probado  por  el  informe  de  la 
Dirección  de  Rentas  de  f....,  con  referencia  á  las  cuentas  de  la 
Seceptoría  de  Federación,  que  no  se  introdujeron  en  aquel  pon- 
to mercaderías  iguales  á  las  que  despacharon  de  removido  para 
el  Paso  de  los  Libres  don  F.  Gomas  y  hermanos,  de  sus  almace- 
nes particulares,  es  evidente  que  las  que  llegaron  al  Paso  de 
los  Libres,  según  las  constancias  de  f....,  fueron  las  desembar- 
cadas del  ferro-carril,  en  tránsito  para  TJrugayana,  siendo  por 
lo  tanto  imposible  la  suposición  de  que  el  pailebot  «  Waldino  > 
llevase  á  la  vez  á  la  costa  brasilera  la  misma  carga. 
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4^  Que  esto  establecido,  las  declaraciones  del  carrero  SiWa, 
qae  dice  babor  conducido  el  12  de  Mayo  de  1875  del  ferro-carril 
á  la  planchada  del  Pailebot  «  Waldino»  una  cantidad  de  mer- 
caderías, 7  haber  trasportado  también  el  14  del  mismo  mes,  de 
los  depósitos  particulares  de  F.  Comas  y  hermanos  al  puerto  de 
Federación  varios  cajones  y  fardos  para  ser  conducidos  por  las 
embarcaciones  cTomasito»  y  cMerceditas» ;  las  de  Domingo  Fa- 
ció, fs.GSvta;  Nicolás  G-entil, fojas  66;  Ignacio  Fernandez  fs.69 
y  Julián  Giménez  foja  70,  que  esponen  haber  visto  cargar  á  bordo 
del  €  Waldino  >  las  mercaderías  que  Silva  condujo  en  su  car- 
TOy  del  ferro-carril  al  puerto  y  dos  dias  después  vieron  también 
cargar  en  las  embarcaciones  c  Tomasito  >  y  «  Merceditas  >  loa 
fardos  y  cajones  trasportados  por  el  mismo  carrero  de  los  alma- 
cenes particulares  de  F.  Gomas  y  hermanos,  son  inverosímiles 
por  ser  contrarias  i  las  constancias  de  los  archivos  públicos,  y 
por  lo  tanto,  destituidas  del  mérito  legal  para  probar  el  hecho 
que  afirman. 

Que  en  consecuencia,  está  comprobado  que  don  F.  Comas  y 
hermanos  defraudaron  la  renta  nacional  introduciendo  en  Paso 
de  Libres,  sin  pagar  derechos,  mediante  un  trasbordo  simulado, 
las  mercaderías  estrangeras  que  viajaban  con  permiso  de  trán- 
sito para  el  Brasil. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  el  artículo. . .  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  declaro  caídas  en  comiso  las  merca- 
derias  relacionadas  en  las  guías  números  10  y  12,  defojas  8y  9, 
debiendo  abonarse  su  importe  por  don  F .  Comas  y  hermanos 
de  mancomún  etin  solidum,  al  precio  de  tarifa,  en  la  fecha  de 
su  introducción,  con  más  los  derechos  que  por  ellas  dejaron  de 
abonar,  según  lo  tiene  declarado  la  Suprema  Corte  en  la  causa 
seguida  contra  Nicanor  Bernales,  adjudicándose  tan  solo  el  va- 
lor del  comiso  como  los  derechos  á  favor  delTísco  Nacional,  con 
costas . 
Saqúese  un  testimonio  de  las  piezas  relativas  á  la  cansa  cri- 
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minal  seguida  contra  los  cómplices  Zenon  Padilla  y  Carolino  Ga- 
latayud,  paia  seguirla  por  cuenta  separada,  como  está  mandado. 
Hágase  saber  con  el  original  j  archívese. 

M.  de  T.  Pinto. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1888. 
Suprema  Corte : 

El  presente  caso  es  una  repetición  más  del  fraude  que 
estuvo  á  la  orden  del  dia  en  cierto  tiempo.  Cargaban  á 
la  vez  dos  buques  el  mismo  artículo:  uno,  de  tránsito  para 
un  puerto  estrangero ;  otro,  de  removido,  para  un  puerto  argen- 
tino. El  primero  desaparecía,  6  en  la  suposición  más  favorable* 
desembarcaba  las  mercaderías  de  contrabando  en  territorio  es- 
tranjero,  en  lo  que,  se  decia,  nada  tenian  que  ver  las  autoridades 
argentinas.  El  segundo,  llegaba  puntualmente  á  su  destino  y 
desembarcaba  de  removido  los  artículos  que  se  suponía  ba- 
lóla cargado  de  tránsito  para  el  estranjero,  y  que  no  eran 
otros  que  los  mismos  que  habia  recibido  como  de  removido,  para 
puerto  argentino.  Naturalmente,  todo  esto  no  podia  hacerse  sin 
la  complicidad  de  los  empleados,  y  como  es  natural  también,  no 
era  de  esperarse  durara  mucho  tiempo. 

Así  ha  sucedido,  en  efecto,  y  Y.  E.  ha  conocido  ya  en  varios  de 
estos  casos,  imponiendo  el  castigo  correspondiente  á  los  culpa- 
bles. 

El  presente  es  de  los  más  claros.  Basta  recorrer  la  planilla 
corriente  de  fojas  10  á  12.  ¿Cómo  es  posible  admitir  que  los  dos 
buques  cargaran  los  mismos  bultos  con  los  mismísimos  efec- 
tos? Digo  los  mismoSt  porque  las  pequeñas  é  insignificantes  di- 
ferencias están  calculadas,  visible  y  notoriamente,  par  dismi- 
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nnir  en  algo  las  sospechas  á  qne  tan  singular  coincidencia  no 
podia  menos  qne  dar  lugar. 

Viene  después  la  desaparición  del  buque  cargado  para  el  es- 
tranjero,  paraUruguajana.  Es  claro,  este  nada  habia  cargado, 
7  no  baVia  objeto  en  hacerlo  llegar. 

A  esto  se  dice  que  pudo  naufragar,  que  las  mercaderías  pu- 
dieron ser  introducidas  de  contrabando. 

TJn  naufragio  es  un  hecho  público  que  deja  siempre  rastros, 
y  ha  podido  y  debido  hacerse  constar. 

Aun  admitiendo  como  un  hecho  el  contrabando,  en  vez  de 
pruebas  que  nada  prueban,  por  su  faltado  precisión,  los  señores 
Comas,  si  se  tratara  de  un  negocio  ilícito,  han  debido  probar, 
con  los  asientos  de  sus  libros,  con  el  copiador  de  su  correspon- 
dencia, á  quienes  remitían  las  mercaderaís  y  qué  fin  llevaron. 

Fueran  por  cuenta  propia  6  ajena,  no  es  admisible  que  no  se 
ocuparan  más  de  ellas :  que  no  trataran  de  investigar  si  hablan 
naufragado,  si  se  habían  incendiado,  si  habían  sido  robadas, 
si  habían  llegado,  en  una  palabra,  á  su  destino.  Su  silencio  so- 
bre  este  particular,  cuando  pesaban  ya  en  su  contra  las  más 
fundadas  presunciones,  es  para  mí  su  condenación  manifiesta  é 
irrecusable. 

Pido,  en  consecuencia,  la  confirmación  de  la  sentencia  recur- 
rida. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 


Buenos  Aires,  Abril  13  de  1889. 

Tistes :  Por  sus  fundamentos,  los  de  la  precedente  vista  del 
señor  Procurador  General  y  lo  dispuesto  por  el  artículo  mil 
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noventa  y  dos  de  las  antígnas  Ordenanzas  de  Adnana,  j  mil  vein- 
tiseis  de  las  vigentes,  y  considerando  además  qne  de  autos  re- 
salta no  ser  cierto  el  cumplido  puesto  en  el  permiso  de  trasbor- 
do de  las  mercaderías  que  debieron  embarcarse  en  el  pailebot 
c  Waldino  >,  con  destino  á  Uruguayana,  pues  asilo  espresa  el 
ex-guarda  Zenon  Padilla  en  su  declaración  de  foja  noventa  y 
seis  vuelta,  diciendo  que  ni  concurrió  á  la  operación  del  trasbordo 
de  dichas  mercaderías,  ni  vio  siquiera  en  el  puerto  á  dicho  Paile- 
bot: se  confirma,  con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  treinta  y  cinco. 
Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BENJAMIIf  VIGTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  8.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  ▼. 
VÁRELA. 
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CAUSA  I. 


Contra  Jaime  Llavallol  é  hijos;  sobre  comiso. 


Sumario.  -—Es  nula  la  senteacia  dictada  sia  haberse  recibido 
á  praeba  sobre  los  hechos  conducentes,  alegados  en  defensa  del 
demandado. 


Caso.  —  A  consecuencia  de  un  sumario  iniciado  en  la  Aduana 
sobre  introducción  clandestina  de  mercaderías,  se  presentó  la 
siguiente 


VISTA  DEL  PROCURADOR  nSCAL 


Buenos  Aires,  Mayo  1*  de  1877. 

Señor  Juez : 

• 

De  los  antebedentes  que  se  remiten,  resulta  haberse  estraido 
de  los  Depósitos  de  la  Aduana,  cincuenta  y  dos  bultos  co  ns  g" 
nados  á  los  Sres.  Jaime  Llavallol  é  hijo  s. 

Con  el  fin  de  averiguar  quiénes  son  los  autores  de  este  delito, 
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Y.  S.  ha  de  ordenar  se  levante  el  correspondiente  sumario,  lla- 
mando á  declarar  á  los  Sres.  Llavallol,  y  á  los  encargados  del 
depósito,  donde  se  efectuó  esta  sustracción. 

/.  O.  Machado. 


Los  Sres.  Idavallol  alegaron  que  las  mercaderías  sobre  las 
que  se  les  hacía  cargo,  habían  sido  transferidas  por  ellos,  es- 
tando aun  en  depósito  en  la  Aduana. 

El  Juez  Federal,  para  mejor  proveer,  pidió  el  siguiente  in- 
forme: 

Buenos  Aires,  Setíembre  5  de  1878. 
Al  señar  Administrador  de  Rentas  Nacionales. 

El  infrascrito  se  dirijo  á  Vd.,  en  el  juicio  iniciado  contra  los 
Sres.  Llavallol  é  hijos,  á  fin  de  que  se  sirva  informar  si  es  cierto 
que  dichos  señores  hayan  efectuado,  en  la  fecha  que  se  indica, 
las  siguientes  transferencias,  por  600  cajones  aceite  venidos  por 
el  buque  italiano  Libertad,  entrado  al  puerto  en  Hayo  26  de 
i  869,  Registro  número  507. 

Junio  8  de  1869,  á  Ángel  Cásáretto 50 

Antonio  Franqui....    50 

Antonio  Delfino 50 

Cáifoone  Speron dO 

CAnsAndier 90 

liCdesmá  hermanos. .  40O 

Suma 600 

Dios  guarde  á  Yd. 

Andrés  ügarriza. 
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INFORME 

Baenos  Aires,  Setiembre  7  de  1878. 
Sefíor  Juez  de  Sección  en  lo  Criminal : 

Enterado  de  la  nota  precedente,  paso  á  informar  á  Y.  S.  qne 
en  esta  oficina  no  existe  constancia  de  haber  dado  los  Sres.  Lia- 
vallol  é  hijos  transferencia  directa  por  los  30  cajones  papel  de 
hilo  que  se  mencionan,  del  bergantin  español  Gratitud j  en  Se- 
tiembre del  69.  Pero,  por  lo  qne  pudiera  interesar  al  esclareci- 
miento de  este  asunto,  me  permitiré  agregar,  por  lo  que  mo  tras- 
mite un  empleado  antiguo  y  caracterizado ,  que  en  aquella  época 
no  se  tomaban  aquí  anotaciones  de  ese  género ;  qne  las  compras 
de  papel  para  sellar  se  hacían  así,  en  cantidad,  6  por  el  Superior 
Gobierno,  6  por  la  Contaduría  General  de  la  Nación,  en  cuyo  caso 
las  transferencias  se  daban,  sin  duda,  á  otras  oficinas,  y  no  á  esta. 

El  que  firma  está  al  frente  de  esta  Administración  desde 
Agosto  del  76,  y  no  puede  por  eso  referirse  á  otros  antecedentes^ 
desde  que  no  existen  en  su  archivo. 

Dios  guarde  al  señor  Juez  de  Sección. 

F.  Fernandez  Blanco. 


VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  HSGAL 

BueDOS  Aires,  Setiembre  30  de  1879. 
Señor  Juez: 

Se  han  sustraído  de  la  Aduana,  sin  despacho,  treinta  cajones 
papel  con  trescientas  resmas,  y  cincuenta  cajones  aceite.  Los 
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Sres.  Llavallol  é  hijos  prometieron  demostrar  que  no  habían 
sido  sustraídos,  sino  transferidos  á  diversas  personas,  quienes 
debieron  abonar  los  derechos.  Ko  han  dado  esa  prueba  y  son 
responsables  de  esa  sustracción . 

Se  les  han  dado  todas  las  facilidades  para  demostrar  su  aser- 
to, yendo  hasta  admitir  la  prueba  que  resultara  de  sus  libros,  si 
estaban  en  forma,  pero  se  han  negado  á  exhibirlos,  lo  que  prueba 
que  no  puede  demostrarse  con  los  libros  la  afirmación,  6  que  no 
están  llevados  en  debida  forma. 

No  existiendo  pruebas  en  contrario  de  lo  afirmado  y  constan- 
te en  libros  de  la  Contaduría,  debe  condenárseles  al  pago  del  va- 
lor de  las  mercaderías  sustraídas,  con  arreglo  á  las  Ordenanzas. 

/.  O.  Machado. 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1886. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  fisco  contra  los  Sres.  Jai- 
me Llavallol  é  hijos,  por  estraccion  de  mercaderías  de  la  Adua- 
na, de  los  cuales  resulta  lo  siguiente  : 

1^  Que  al  practicar  la  ContaduríaGeneral  el  balance  al  Regis- 
tro de  los  buques  bergantín  español  Gratitud,  goleta  española 
Fortona  y  buque  italiano  £t6erto(í,  entrados  al  puerto  el  año 
1869,  se  encontró  con  que  la  casa  Llavallol  é  hijos  adeudaba  al 
fisco  los  derechos  correspondientes  á  treinta  cajones  papel  blanco, 
tres  cuarterolas  vino  seco  y  cincuenta  cajones  aceite,  por  lo  que 
dictó  la  resolución  de  foja  i ,  acordándole  el  plazo  de  diez  dias 
para  que  ocurriera  á  satisfacer  dicho  cargo  ó  presentara  los 
documentos  de  despacho  que  pudiera  tener. 

2®  Que  no  habiendo  dado  cumplimiento  los  Sres.  Llavallol  á 
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esta  resolacion,  se  pasaron  los  antecedentes  al  Procurador  Fiscal 
qnien  se  presentó  á  este  Juzgado  solicitando  la  instrucción  de  un 
sumario  para  la  averiguación  del  delito  y  sus  autores,  á  cuya 
petición  se  proveyó  de  conformidad  por  el  auto  de  foja  16 
vuelta. 

3^  Que  llamados  á  declarar,  compareció  D.  Felipe  Llavallol,  en 
representación  de  la  casa  de  Jaime  Llavallol  é  hijos,  é  interrogado 
sobre  cada  uno  de  los  cargos  establecidos  por  la  Contaduría,  es- 
puso: que  tanto  las  mercaderías  que  los  motivan  como  las  demás 
que  habían  recibido  á  su  consignación,  por  los  buques  citados,  ha- 
bían sido  transferidas  en  las  fechas  y  á  las  personas  que  espresa  la 
nota  que  presentaba,  la  cual  corre  á  foja  31^  y  de  la  que  resulta, 
que  los  30  cajones  de  papel  blanco  de  diez  resmas  cada  uno,  fue- 
ron transferidos  á  la  Administración  de  Sellos,  en  18  de  Setiem- 
bre de  1869,  y  los  50  cajones  aceite,  á  la  casa  de  Ángel  Casa- 
retto  hermanos,  en  8  de  Junio  del  mismo  año  69. 

4^  Que  en  este  estado,  se  pidió  informe  á  la  Aduana  sobre  la 
constancia  que  hubiese  respecto  á  estas  transferencias,  y  fué 
evacuado  diciendo  :  que  no  había  ninguna. 

Pasaron  los  autos  al  Fiscal  y  entabló  la  acusación  de  foja  49 
vuelta,  pidiendo  se  les  condenara  á  los  Sres.  Llavallol  al  pago  del 
valor  de  las  mercaderías  sustraídas,  y  estos,  contestando  la 
demanda,  solicitan  sea  ella  rechazada,  en  virtud  de  haber  justi- 
ficado debidamente  con  sas  libros  la  existencia  de  dicha  transfe- 
rencia, lo  que  los  exime  de  toda  responsabilidad. 

T  considerando:  I"*  Que  según  el  informe  de  la  Contaduría  de 
Aduana  las  transferencias  por  los  cajones  de  papel  y  de  aceite 
no  han  tenido  lugar,  ó  por  lo  menos,  no  hay  constancia  alguna 
de  ellas,  como  debía  existir  según  las  Ordenanzas  de  Aduana  y 
en  la  forma  que  lo  determina  el  modelo  número... 

2^  Que  del  informe  de  la  Contaduría  General,  foja  doce  resulta 
igualmente  que  por  estas  mercaderías  no  se  ha  presentado  do- 
cumento alguno  que   justifique  la  legalidad   de  su  despacho,  lo 
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que  hace  que  el  caso  caiga  bajo  la  termiuante  prescripción  del 
artículo  mil  veinte  y  dos  de  las  Ordenanzas. 

3®  Que  si  bien  de  los  libros  de  la  casa  aparecen  las  trans- 
ferencias en  qne  se  apoya  la  defensa,  ség9nla  compulsa  practi- 
cada por  el  actuario,  foja  cincuenta  y  nueve  vuelta,  esta  cir- 
cunstancia no  altera  en  nada  la  f é  que  según  la  ley  merecen  los 
asientos  é  informes  de  las  oficinas  públicas. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  condenando  álos  señores  [Jaime 
Llavallol  é  hijos  al  pago  de  una  multa  igual  al  valor  de  las  mer- 
caderías ya  mencionadas,  de  acuerdo  al  artículo  mil.veinte  y  dos, 
y  para  liquidar  el  cual  deberá  librarse  el  correspondiente  oficio 
á  la  Aduana. 

Hágase  saber  y  repóngase  los  sellos  y  notifíquese  original. 

Andrés  ügarrtza. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

Tersa  esta  causa  sobre  hechos  que  pasaron  ahora  veinte 
años,  y  no  puede  desconocerse  que  esta  sola  circunstancia  es 
ya  una  dificultad  y  n9  pequeña. 

Después  de  siete  años,  en  i 876  se  hace  cargo  á  la  estinguida 
casa  de  Llavallol  é  hijos  de  no  haber  satisfecho  los  derechos  de 
30  cajones  papel,  y  50  cajones  que  vinieron  á  su  consigna- 
ción en  1860,  que  se  presume  fueron  introducidos  clandes- 
tinamente. 

Ocurre,  ante  todo,  observar  que  no  es  regular  este  proceder  de 
parte  déla  Aduana.  El  artículo...  de  las  Ordenanzas  previene  que 
al  terminar  las  operaciones  de  carga  y  descarga  de  un  buque 
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se  dé  un  balance  general  de  todos  los  docmentos  que  obran  en  su 
carpeta,  para  hacer  efectivaslas  responsabilidades  consignientes; 
y  no  es  lícito  dejar  esta  operación  para  los  años  sucesivos,  cuando 
los  medios  de  esclarecr  los  hechos  pueden  haber  desapare- 
cido. 

La  única  prueba  contra  los  señores  Llavallol,  estriba  en  que 
no  existen  los  documentos  que  debieron  presentar  para  el  despa- 
cho 6  transferencia  de  los  artículos  en  cuestión. 

Es  esta,  sin  duda,  una  presunción  muy  de  tenerse  en  cuen- 
ta; pero  nada  más  que  nna  presunción. 

Los  señores  Llavallol  presentan  en  su  descargo  sus  libros, 
por  los  que  consta  que  los  artículos  fueron  transferidos  á  ter- 
ceras personas,  lo  que  haría  cesar  su  responsabilidad.  La  perfec- 
ta concordancia  de  las  diversas  operaciones  á  que  la  transferen- 
cia dio  lugar,  es  también  una  presunción,  no  menos  digna  de 
tenerseen  cuenta. 

Tenemos  entonces  dos  presunciones  contrarias,  igualmente 
fuertes  y  atendibles.  Lo  natural  sería,  en  este  caso,  recibir  la 
causa  á  prueba.  Temo  sin  embargo  que,  después  de  veinte  años, 
poco  podría  adelantarse  á  las  constancias  de  estos  autos.  T  pues- 
to que  fuerza  es  decir,  por  presunciones  me  inclino  á  lo  favora- 
ble, siguiendo  principios  que  es  innecesario  recordar. 

La  falta  délos  papeles  puede  aplicarse  por  la  falta  de  irregu- 
laridad en  la  Administración  de  Aduana  en  aquellos  remotos 
tiempos,  de  que  estas  mismas  actuaciones  dan  el  más  elocuente 
testimonio,  según  puede  verse  por  la  vista  del  mismo  Procurador 
Fiscal  á  foja  35  vuelta. 

Y  no  es  exacto  que  todo  rastro  haya  desaparecido. 

Léese  en  el  mismo  documento  que  sirve  de  cabeza  de  proceso, 
foja  13,  existiendo  solo  en  la  carpeta  del  buque  una  papeleta 
de  descarga  por  donde  consta  que  las  mercaderías  espresadas 
(los  treinta  cajones  papel)  han  pasado  por  el  despacho  directo 
de  la  Aduana  Nueva. 
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« 

De  l<y6  libros  de  Llavallol  consta  que  estos  treinta  cajones  - 
fueron  transferidos  al  Gobierno,  y  lo  probable  es  entonces  que 
fueron  despachados  por  una  simple  orden  del  mismo  Gobietno, 
como  es  de  práctica,  aún  boy  mismo. 

Agregado  este  dato  oficial  á  la  compulsa  de  los  libros,  foja 
60,  el  ánimo  se  inclina  sin  violencia  en  favor  de  las  presuncio- 
nes favorables. 

En  cuanto  á  los  cajones  aceite,  nada  autoriza  á  suponer  que 
las  operaciones  sucesivas  j  perfectamente  coordinadas,  que  de- 
talla el  escrito  de  foja  54,  j  ratifica  el  examen  de  los  libros  fo- 
ja 60,  obedezca  á  un  plan  de  simulación  para  defraudar  unos 
muy  escasos  derechos  fiscales .  La  honorabilidad  reconocida  de 
los  señores  Llavallol,  rechaza,  por  el  contrario,  una  suposición 
semejante. 

Es  en  mérito  de  lo  espuesto,  que  pido  la  revocación  de  la  sen- 
tencia apelada. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  delaSaprcmii  Corle 


Buenos  Aires,  Abril  35  de  1889. 

Vistos:  Habiendo  los  demandados  alegado  haber  traspasado 
en  venta  al  Gobierno  Nacional  los  treinta  cajones  de  papel  porque 
se  les  hace  cargo,  y  á  los  señores  Gasaretto  y  hermano  los  cin- 
cuenta cajones  aceite,  porque  también  se  les  responsabiliza, 
cuando  se  hallaban  aun  en  depósito  en  los  almacenes  de  la 
Aduana  unos  y  otros,  desconociendo  ellos  al  mismo  tiempo, 
haberlos  retirado  de  la  Aduana. 

Y  considerando :  Que  salvo  estos  hechos  conducentes  á  la  re- 
solución de  esta  causa,  no  se  ha  abierto  ella  á  prueba  ni  se  ha 

T.  TI  7 
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practicado  aTerignacion  alguna,  resolviéndose  por  el  Juez  aquo 
con  solo  la  demanda  j  la  contestación  y  la  diligencia  ordenada 
para  mejor  proveer,  corriente  á  foja  cincuenta  y  nueve  vuelta. 
Por  estos  fundamentos  se  deja  sin  efecto  la  sentencia  apela- 
da de  foja  ochenta  y  cinco,  y  devuélvanse  estos  autos  al  Juez 
a  qtWy  para  que  procediendo  á  la  averiguación  de  los  hechos  enun- 
ciados, resuelva  esta  causa  á  su  tiempo,  como  corresponde. 


benjamín  VIGTORICA.  —  ULADIS- 
LAO  frías.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 


CAIJ8A  1.1 


Marisíang  y  Oliver  contra  Chapar  é  hijos,  por  falsificación  de 

marcade  fábrica;  sobre  desembargo. 


Sumario. — No  habiéndose  deducido,  ni  ofrecídose  deducir 
acción  contra  los  dueños  de  los  efectos  embargados,  ni  afirmán- 
dose que  les  quepa  responsabilidad  en  la  falsificación  de  marca 
que  se  acasa,  procede  el  levantamiento  del  embargo. 
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Caso. — El  señor  Cázales  por  Maristany  y  OliTer  presentó  el 
siguiente  pedido  despachado  de  conformidad  por  auto  de  2  de 
Octubre  de  1888. 


Señor  Juez  Federal: 

Juan  Cázales,  por  D.  Pedro  Gerardo  Maristany  y  OÜTer,  en  los 
autos  seguidos  contra  los  señores  L.  Bey  y  C*,  sobre  falsifica- 
ción de  marca  de  fábrica,  digo :  que  mi  poderdante  tiene  cono- 
cimiento por  datos  segurísimos,  que  los  señoreS  Chapar  Juan  é 
hijos,  tienen  una  gran  partida  de  los  Tinos  falsificados  con  la 
marca  de  propiedad  de  mi  poderdante. 

Por  eso  se  ha  de  servir  Y.  S. : 

1**  Decretar  el  embargo  de  todos  los  vinos  con  marca  regis- 
trada de  mi  poderdante,  que  se  encuentren  en  la  casa  de  los 
señores  Chapar  Juan  é  hijos,  situada  en  la  calle  Alsina  números 
196  y  200  (antiguo).  En  el  mandamiento  de  embargo,  que  soli- 
cito bajo  la  responsabilidad  de  mi  mandante,  se  decretará  el 
allanamiento  de  ese  domicilio,  y  la  facultad  de  hacer  uso  de  la 
fuerza  pública. 

2^  Ordenar  á  los  señores  Chapar  Juan  é  hijos  que,  en  el 
acto  del  embargo,  decUren,  de  acuerdo  con  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1876  (artículo  31)  el  nombre  y  la  dirección  del  que  les  vendió 
ó  procuró  esos  vinos,  así  como  la  época  en  que  ha  comenzado 
el  espendio,  todo  bajo  apercibimiento  de  lo  que  hubiera  lugar. 

Es  justicia,  etc. 

Delcasse.—Juan  Cázales. 


Cumplido  el  auto  del  juez,  los  señores  Chapar  é  hijos  pidieron 
el  desembargo  por  medio  del  siguiente  escrito : 


i  00  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1888. 
Señor  Juez  Federal : 

Jaan  Chapar  é  hijos  en  los  autos  seguidos  por  los  señores 
Maristany  y  Compañía  contra  los  señores  L.  Bey  y  Compañía, 
sobre  falsifícacioa  de  marca  de  fábrica,  á  Y.  S.  decimos: 

La  acción  por  falsificación  de  marca  de  fábrica  ha  sido  diri- 
jida  contra  los  señores  L,  Bey  y  Compañía  (escrito  de  foja  9). 
En  el  curso  del*  proceso,  los  actores  señores  Maristany  y  Com- 
pañía han  presentado  escrito  manifestando  que  por  datos  segu- 
rísimos, tenían  conocimiento  de  que  cteníamosuna  gran  partida 
de  los  vinos  falsificados  con  la  marca  falsificada»,  y  pidiendo  (i 
cuyo  efecto  invocan  el  artículo  31  de  la  ley  de  marcas)  el  em- 
bargo de  los  Tinos  que  se  encontrasen  en  nuestra  casa  (Juan 
Chapar  é  hijos)  y  la  declaración  que  el  dicho  artículo  preceptúa, 
Y.  S.  proveyó  de  conformidad  y  el  embargo  fué  trabado  sobre 
cuarenta  y  cuatro  cuarterolas  de  vinos  existentes  en  nuestra 
casa  de  comercio /En  nuestra  declaración  al  tiempo  del  embargo, 
hemos  manifestado  con  toda  claridad  y  exactitud,  cómo  vinieron 
á  nuestra  propiedad  las  espresadas  cuarterolas. 

¿  Son  falsificados  esos  vinos,  son  falsificadas  esas  marcas  ? 
El  fallo  de  Y.  S.lo  decidirá  respecto  á  ios  actores  señores  Maris- 
tany y  Compañía  y  á  los  demandados. 

Nosotros  ignoramos  y  ni  podemos  discutir,  quién  de  ambos 
litigantes,  actor  ó  demandado,  tengan  razón  en  este  juicio, 
quién  sea  dueño  de  la  marca,  si  su  uso  es  común  ó  exclusivo,  etc. 
etc.  Nosotros  ignorábamos  é  ignoramos  si  los  vinos  que  com- 
pramos eran  ó  no  falsificados  y  si  sus  marcas  eran  ó  no  falsi- 
ficadas. 

Nosotros  hemos  adquirido  las  cuarterolas  de  vino  por  compra 
de  quienes,  según  la  propia  declaración  de  los  actores,  han  usa- 
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do  por  largo  tiempo  la  marca  que  dicen  falsificada,  han  efectua- 
do por  largo  tiempo  y  hasta  llegar  á  cantidades  considerables 
la  venta  de  vino  con  la  dicha  marca*  es  decir,  con  una  marca 
igual  á  la  de  que  se  dicen  únicos  dueños  los  actores  ó  por  lo  me- 
nos, con  una  marca  tan  semejante,  que  sería  imposible  á  los 
terceros,  como  lo  somos  nosotros,  compradores,  conocer  la  auten- 
ticidad de  la  misma. 

El  artículo  31  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y  de  comercio 
citado  por  los  actores,  no  les  dá  el  derecho  de  embargar  las  mer- 
caderías como  lo  han  pedido  y  obtenido,  ese  artículo  solo  les  da 
el  derecho  de  exijir  noticias  completas  por  escrito  sobre  el  nom- 
bre y  la  dirección  del  que  haya  vendido  6  procurado  la  merca- 
dería,  y  solo  en  caso  de  resistencia  pueden  ser  compelidos  judi- 
cialmente, so  pena  de  ser  considerados  como  cómplices  del 
delincuente.  Nosotros  hemos  dado  amplias  noticias,  hemos 
cumplido  plenamente  lo  dispuesto  en  dicho  artículo,  no  podemos 
ser  considerados  como  cómplice  del  delincuente,  y  por  consi- 
guiente, no  pueden  seguirse  contra  nosotros,  procedimientos  ju- 
diciales que  importan  considerarnos  tales. 

El  comiso  de  las  mercaderías  solamente  puede  decretarse 
respecto  de  las  que  se  encuentren  en  poder  del  falsificador  ó  de 
sus  agentes  (artículo  52  ley  citada)  y  por  consiguiente,  el  em- 
bargo solamente  puede  decretarse  en  igual  caso. 

Si  así  no  fuera,  el  artículo  31  citado,  no  hubiera  contenido  la 
disposición  de  que  los  que  venden  ó  ponen  en  venta  mercaderías 
con  marcas  usurpadas,  solamente  son  considerados  como  cóm- 
plices del  delincuente,  cuando  se  niegan  i  dar  noticias  sobre 
el  nombre,  etc.,  y  eso  como  una  pena  de  la  negativa  de  darlas. 

Además,  contra  nosotros  no  se  ha  dirijido,  imposible  seria, 
una  acción  ni  como  falsificadores  ni  como  agentes,  porque  es, 
puede  decirse,  de  pública  notoriedad  que  no  somos  ni  lo  uno  ni 
lo  otro ;  nuestra  casa  de  comercio  de  larguísimos  años  estable- 
cida en  esta  plaza,  es  bien  conocida  ¿  cómo  puede  entonces  de- 
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cretarse  y  trabarse  un  embargo  sobre  nuestros  bienes,  cuando  ni 
acción  alguna  puede  existir  contra  nosotros  ? 

Si  los  actores  han  buscado  en  el  embargo  un  medio  de  prueba 
en  el  juicio  que  han  iniciado  contra  los  señores  L.  Rey  y  com- 
pañia,  no  han  debido  hacerlo  causando  perjuicios  de  alguna 
consideración  á  terceros,  que,  como  nosotros,  somos  compradores 
de  buena  fé  de  las  mercaderías,  cuando  tenían  otros  medios  de 
obtener  el  mismo  resultado :  fácil  era  el  establecer  como  lo  es- 
tá en  nuestra  declaración  el  origen  de  la  mercancía,  fácil  era 
practicar  una  inspección,  en  forma  legal,  de  las  cuarterolas, 
sacar  una  6  más  de  las  marcas  adheridas  á  las  mercaderías, 
etc.,  etc. 

Escusamos  entrar  en  mayores  esplicaciones. 

Por  tanto:  A  Y.  S.  pedimos  se  sirva  proveer. 

V  Dejando  sin  efecto  el  embargo  trabado  y  en  su  conse- 
cuencia, mandando  se  levante,  y  en  caso  omiso  6  denegado  con- 
cedernos el  recurso  de  apelación  en  relación. 

2^  Habiendo  por  constituido  nuestro  domicilio  en  la  calle  de.. . 
número... 

3*^  Condenando  á  los  actores  en  las  costas  de  este  incidente. 

40  Admitiendo  nuestra  protesta  por  los  daños  y  perjuicios. 

Es  justicia,  etc. 

Juan  Chapar  é  hijos. 


Falto  del  Jíuea  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1888. 

Y  vistos ;  por  las  consideraciones  aducidas  en  el  escrito  de 
foja  ciento  veinte,  y  considerando  además,  que  no  se  ha  diri- 
jido  acción  alguna  contra  los  recurrentes  señores  Chapar  é 
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hijos,  único  caso  en  que  es  procedente  el  embargo,  habiendo 
estos  por  el  contrario,  dado  ampliamiento  á  lo  dispuesto  por  el 
artículo  31  de  la  ley  de  Patentes  de  Invención,  dando  noticia 
de  la  procedencia  de  la  mercadería,  como  resulta  de  la  diligencia 
de  embargo  foja  26  vuelta,  se  revoca  el  auto  de  foja  17,  y  en 
consecuencia,  levántase  el  embargo  trabado,  para  lo  que  se 
comete  la  diligencia  al  oficial  de  justicia  del  Juzgado.  Bepón- 
gase  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 


Falto  de  1a  Suprma  C?«rte 

Buenos  Aires,  Abril  37  de  1889. 

Vistos :  No  habiéndose  deducido  ni  of recídose  deducir  acción 
alguna  por  los  demandantes  en  este  juicio,  contra  los  señores 
Juan  Chapar  é  hijos,  á  pesar  del  tiempo  trascurrido  desde  la 
fecha  del  embargo  de  foja  veinte  y  siete,  y  no  afirmándose  tam- 
poco en  la  petición  de  foja  diez  y  seis  que  quepa  á  aquellos  res- 
ponsabilidad alguna  en  el  hecho  materia  de  esta  causa :  se  con- 
firma, con]  costas,  el  auto  apelado  de  foja  ciento  treinta ;  y 
devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 


BEffJAMIN  ytCTORIGA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGOREN. — 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y.  VA* 
RELA. 
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CAUSA  lili 


Don  Desiderio  Bravo  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril 
Gran  Oeste  Argentino;  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No  acreditándose  el  Jaez  Federal,  no  corres- 
ponde proceder,  j  las  resoluciones  que  se  dicten  son  sin  efecto 


Co^o.  ~  En  una  demanda  interpuesta  por  D.Desiderio  Bra- 
vo contra  la  empresa  del  Eerro-Carril  Gran  Oeste  Argentino, 
por  entrega  de  nn  cajón  de  aceite,  el  Jaez  Federal,  oídas  las 
partes  sobre  el  fondo,  condenó  á  la  empresa  á  pagar  el  valor 
del  cajón;  é  interpuestos  los  recursos  de  apelación  y  nulidad, 
negó  el  primero  por  ser  de  menor  cuantía  la  causa,  j  concedió 
el  segundo. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1889. 
Suprema  Corte: 

£1  señor  Juez  de  Sección  ha  omitido  en  este  caso  una  circuns- 
tancia esencial.  Ha  debido  requerir  se  justifique,  ante  todo, 
que  la  causa  corresponde  á  la  jarisdiccion  nacional. 
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El  Ferro-Canil  Oran  Oeste  Argentino,  haciendo  sus  nego- 
cios en  la  Provincia  de  San  Jaan,  es,  á  los  efectos  del  fuero, 
nn  ciudadano  vecino  de  la  misma,  7  sí  D.  Desiderio  Bravo  lo 
fuera  también,  como  es  posible  j  aún  probable,  la  causa  cor- 
respondería á  la  justicia  local. 

Sírvase  Y.  E.  volver  estos  autos  al  Juzgado  de  Sección^  á  los 
efectos  que  dejo  indicados. 

Eduardo  Costa. 


Falto  de  te  Suprema  Caerte 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1889. 

Vistos :  No  habiéndose  acreditado  que  este  caso  corresponda 
á  la  jurisdicción  federal,  7  de  conformidad  con  lo  espuesto  7 
pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  vista  de  foja  diez, 
declárase  sin  efecto  la  resolución  recurrida  de  foja  tres  vuelta, 
7  devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 


benjamín  VIGTORIGA.  —  FEDERICO 
IBARGtiREN.-— C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA   lilll 


D.  Eduardo  Guyot,  contra  BasanyLignassi,  sobre  faUificacion 

de  una  invención  patentada. 


Sumario.  — No  usándose  en  la  fabricación  del  prodacto  acu- 
sado, las  sustancias  ni  los  medios  empleados  en  la  del  producto 
patentado,  no  procede  la  acción  de  la  ley  de  patentes. 


Caso.  —  Se  relaciona  en  el  siguiente 


WmU^  del  Juea  Federal 


La  Plata,  Enero  36  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Eduardo  Ouyot  contra  los 
Sres.  Bazan  y  Lignassi,  sobre  falsificación  de  una  inyencion  pa- 
tentada, de  los  que  resulta : 

Que  Gnyot  ocurre  al  Juzgado  entablando  demanda  contra  los 
espresados  Bazan  y  Lignassi,  pidiendo  sean  condenados  al  máxi- 
mnn  de  la  pena  que  la  ley  de  patentes  de  invención  impone  & 
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los  defraudadores  de  los  derechos  del  patentado,  dejándole  á 
salvo  la  acción  civil  por  daños  j  perjuicios.  Funda  su  pretensión 
en  que,  habiendo  obtenido  patente  de  invención  por  una  compo- 
sición de  su  invento,  denominada  cPintura  y  Brea  de  Asfalto 
Mineral  »,  que  elabora  conforme  á  las  descripciones  contenidas 
en  la  misma  patente,  que  acompaña,  y  destinada  para  la  cons- 
trucción de  veredas,  pisos  y  otros  trabajos  semejantes,  los  de- 
mandados, de  tiempo  atrás  y  á  sabiendas,  la  venían  imitando  y 
falsificando  con  el  nombre  de  «Asfalto  artificial  Lignassi»,  y 
aplicándole  á  las  mismas  obras  á  que  él  la  destinaba,  afirmando 
que  habían  construido  varias  veredas  con  esa  composición  pa- 
tentada falsificada,  y  denunciando  especialmente,  como  prueba 
de  esa  falsificación,  la  que  tenían  ya  hecha  en  esta  ciudad  en  la 
calle  56,  frente  al  Departamento  de  Ingenieros,  como  así  mismo 
los  efectos  y  materiales,  cuyo  embargo  pedía,  existentes  en  la 
fábrica  de  los  mismos  demandados.  Y  agrega  que  al  afirmar  que 
estos  hacían  la  falsificación  á  sabiendas,  se  funda  en  la  noticia 
general  de  la  patente,  en  los  avisos  publicados  en  los  diarios  y 
sobre  todo,  en  el  hecho  de  haber  sido  D.  Garlos  Lignassi  socio 
industrial  de  la  firma  Bazan  y  Lignassi,  empleado  ú  operario 
suyo. 

Que  corrido  traslado  á  los  demandados,  estos  contestan  la 
demanda  negando  que  exista  falsificación  de  la  industria  in- 
tentada por  Guyot,  pues  !o  que  ellos  elaboran  es  una  materia 
completamente  distinta  por  loque  no  puede  oponérseles  la  pa- 
tente acompañada;  que  para  demostrarlo  les  basta  con  referirse 
á  la  descripción  que  del  invento  de  Guyot  se  hace  en  la  propia 
patente :  por  ella  se  vé  que  una  vez  preparada  la  materia  como 
la  ideó  el  inventor,  se  emplea  en  las  paredes  para  evitar  la  hu- 
medad, en  el  calaf ataje  de  los  buques  y  en  los  pisos  en  general; 
que  se  trata  en  fin  de  una  pintura  que  se  aplica  con  pincel.  Por 
el  contrario,  laque  ellos  fabrican  es  destinada,  como  lo  reconoce 
el  mismo  actor,  á  la  construcción  de  veredas,  techos  6  patios,  y 
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por  consigaíente,  requiere  nna  composición  consistente,  ana 
materia  sólida  y  no  líquida.  Que  la  circunstancia  de  emplearse 
la  palabra  «Asfalto»  en  la  composición  de  Guyot  j  en  la  que 
ellos  fabrican,  no  puede  considerarse  como  si  se  tratara  de  la 
misma  materia,  puesto  que  el  Asfalto  no  es  un  inTonto  de  Qu- 
yot,  sino  un  mineral  que  puede  ser  empleado  por  todo  el  que  crea 
poder  aplicarlo  á  tal  ó  cual  objeto,  y  si  ambos  han  tomado  ese 
nombre  aplicándolo  á  la  industria  que  fabrican,  han  estado  en 
su  derecho,  sin  que  por  eso  ni  una  ni  otra  composición  sea 
realmente  el  verdadero  Asfalto.  Que  por  otro  parte,  no  es  por  el 
nombre  que  Guyot  ha  obtenido  la  patente,  sino  por  el  resultado 
que  ese  Asfalto  da  unido  á  otras  materias,  y  aunque  asi  fuera, 
en  la  designación  de  una  y  otra  fabricación  existe  diferencia, 
pues  Ouyot  la  titula  «Asfalto  mineral»  y  ellos  «Asfalto  artifi- 
cial». 

Que  tampoco  emplean  los  mismos  elementos,  ni  elaboran  la 
materia  como  lo  hace  con  su  invento  el  actor;  y  terminan  pidien- 
do el  rechazo  de  la  demanda. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido,  por  la  parte  de 
Guyot,  la  absolución  de  posiciones  de  fojas  138  á  149,  el  in- 
forme de  la  oficina  de  patentes  de  fojas  183  á  189,  y  el  pericial 
de  foja  202;  y  por  la  de  los  demandados,  las  posiciones  de  fojas 
102  á  103,  y  documentos  de  fojas  119  á  122  y  fojas  156  y  157. 

Y  considerando:  1°  Que  para  que  tenga  lugar  la  falsifica- 
ción penada  por  la  ley  de  patentes  de  invención,  es  necesario 
que  se  establezca  que  la  materia  empleada  por  el  falsificador 
para  un  producto,  sea  la  misma  6  idéntica  á  la  patentada  y  se 
le  emplee  en  los  mismos  usos  y  aplicaciones  que  en  esta  última, 
de  manera  que  sea  difícil  6  imposible  establecer  distinción  entre 
el  uno  y  el  otro  y  se  produzca  necesariamente  la  defraudación  de 
los  derechos  del  inventor;  i  este  respecto  es  de  tenerse  en  con- 
sideración lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  la  sentencia  que 
se  registra  en  la  página  374  del  tomo  S^"  dé  la  2"  serie  de  sus 
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fallos,  en  qne  exige  además  la  identidad  en  el  procedimiento  6 
manipulación,  para  obtener  el  producto  falsificado, 

2^  Que  es  á  cargo  del  actor  el  probar  estos  estremos,  como 
hechos  que  fundan  la  demanda,  y  así  también  se  halla  recono- 
cida, respecto  á  la  falsificación  acusada,  en  la  sentencia  que 
corre  en  la  página  426,  tomo  9^,  serie  2*,  de  los  Fallos  de  la  Su- 
prema Corte. 

3^  Que  habiéndose  limitado  á  denunciar  como  prueba  de  la 
falsificación,  una  Tereda  construida  por  los  demandados  en  esta 
ciudad,  en  la  calle  56,  y  los  panes  de  asfalto  embargados,  es 
sobre  el  examen  comparatiro  del.  material  de  que  estaba  hecha 
esa  vereda  y  de  qne  estaban  compuestos  esos  panes,  que  ha  de- 
bido versar  la  prueba  que  incumbía  al  actor. 

4°  Que  lejos  de  serle  favorable  la  que  se  ha  producido  á  este 
respecto,  de  la  propia  confesión  del  demandante,  absolviendo  la 
posición  octava  de  foja  99,  resulta  que  los  panes  embargados  no 
tienen  la  composición  ni  son  la  materia  de  su  invento,  aunque 
cree  que  pueden  servir  para  hacerlo,  lo  que  por  sí  solo  bastaría 
para  establecer  diferencia  6  hacer  qne  no  existiera  la  falsifica- 
ción acusada,  porque  á  más  de  lo  espuesto,  el  mero  hecho  de 
variar  de  procedimientos  6  combinaciones,  constituye  una  diver- 
sidad contraria  á  la  identidad  necesaria  para  la  falsificación,  á 
lo  qne  hay  que  agregar  qne  según  el  dictamen  pericial  solicita- 
do por  el  mismo  actor  y  corriente  á  foja  202,  los  mencionados 
panes  son  de  una  composición  muy  diversa á  laque  constituye  la 
brea  6  base  de  asfalto. 

5°  Que  aunque  se  ha  hecho  saber  que  esos  panes  de  asfalto 
artificial  no  eran  sino  un  factor  que  combinado  con  otros  ele- 
mentos, daba  la  brea  6  base  de  asfalto,  no  se  ha  intentado  si- 
quiera la  prueba  de  esta  aserción,  y  antes  por  el  contrario,  del 
informe  de  los  peritos  corriente  ¿  foja  202,  solicitado  por  el 
actor,  consta  que  la  única  prueba  qne  se  intentó  á  este  respecto 
(el  examen  de  la  composicipn  de  la  vereda  antes  mencionada), 
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fué  contraria  á  los  propósitos  del  aotor,  pues  de  ese  informe 
resulta  que  el  compuesto  ó  producto  falsificado,  es  completa- 
mente diverso  del  producto  patentado. 

6^  Que  establecido  como  queda,  que  el  actor  no  ha  probado 
los  hechos  que  constituyen  la  falsificación  de  su  invento,  se  hace 
innecesario  ocuparse  del  mérito  decisivo  del  informe  de  los  pe- 
ritos, que  aunque  contuviera  irregularidades  de  forma  al  espe- 
dirse, ha  sido  hecho  á  solicitud  del  mismo  demandante  y  como 
parte  de  su  prueba,  como  tampoco  del  informe  del  Sub-comisa* 
rio  químico  Doctor  Arata,  solicitado  también  por  el  mismo  ac- 
tor, y  del  que  resulta  que  el  invento  del  Sr.  Guyot  fué  acordado 
más  al  procedimiento  que  á  ninguno  de  los  materiales  emplea- 
dos, como  no  podía  serlo,  dado  lo  resuelto  por  la  Suprema 
Corte  en  el  Fallo  citado;  todo  ello,  por  cuanto  no  se  ha  rendido 
como  queda  establecido  prueba  alguna,  7  era  necesario  una 
prueba  concluyenle  por  parte  del  actor. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  absolviendo  álos  señores  Ba- 
zan  y  Lignassi  de  la  presente  demanda,  siendo  á  cargo  del  actor 
las  costas  del  juicio.  Repónganse  los  sellos,  notificándose  ori- 
ginal. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  Suprema  Ciarte 


Buenos  Aires,  Abril  27  de  1889. 


Vistos:  no  habiéndose  justificado  por  el  demandante  que  los 
demandados  empleen  en  la  fabricación  del  producto  que  ellos 
clasifican  con  la  designación  de  «Asfalto  Artificial  Lignassi», 
ni  las  sustancias  ni  los  medios  empleados  en  la  fabricación  del 
producto  patentado  á  que  se  refiere  la  demanda;  y  resultando 
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acreditado,  por  el  contrario,  por  el  informe  pericial  de  foja  dos- 
cientos dos  y  por  la  contestación  del  demandante  á  la  octava 
pregunta  de  las  posiciones  de  foja  noventa  j  nueve,  que  la  com- 
posición química  de  ambos  productos  difiere  radicalmente  entre 
sí,  aún  cuando  en  ambos  se  emplee  el  alquitrán  de  gas,  mencio- 
nado en  la  patente; 

Por  este,  y  los  fundamentos  concordantes  déla  sentencia  ape- 
lada de  foja  doscientos  treinta  y  nueve,  se  confirma  esta  con 
costas,  7  repuestos  los  sellos,  devuélvanse* 


benjamín  YIGTORIGA.  —  ULADISLAO 
FRÍAS  — FEDERICO  IB ARGtSREN. — 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y.  VÁ- 
RELA. 


CAUSA  lilT 


D.  Godofredo  Daireaux^  por  D .  Emtlio  Meyer  contra  Jouve 
y  C",  sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica. 


Sumario.  —  No  probándose  el  dolo  en  el  espendio  de  artí- 
culos con  marca  falsificada,  no  son  aplicables  las  disposiciones 
penales  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica. 
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Caso, — Se  relaciona  en  el  siguiente 


Fall«  del  Jíuea  Federal 

Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1888. 

Y  vista  esta  demanda  iniciada  por  Don  Godofredo  Daireaux, 
en  representación  de  Don  Emilio  Meyer,  contra  los  señores  Jou- 
ve  j  G*,  sobre  adulteración  de  una  marca  de  fábrica,  y  resul- 
tando: 

1^  Que  á  foja  i  se  presentó  el  demandante  manifestando  que 
como  representante  de  la  casa  E.  Mejer  de  Paris,  estaba  auto- 
rizado para  perseguir  judicialmente  á  las  personas  que  falsifi- 
caren los  productos  industriales  de  perfumería  de  la  espresada 
casa,  y  al  efecto  acompañaba  el  certificado  de  habérsele  otor- 
gado la  patente  correspondiente  por  la  Oficina  Nacional  de 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio ;  que  en  virtud  de  los  dere- 
chos que  esa  patento  le  acordaba^  venía  á  demandar  á  los  seño- 
res Jouve  y  C*  por  espender  productos  de  perfumería  falsifica- 
dos, imitando  los  de  la  casa  Finaud,  de  la  que  era  sucesora  la  de 
Meyer  y  C* ;  que  el  hecho  del  espendio  de  tales  productos  fal- 
sificados, le  constaba  por  haber  comprado  el  mismo  demandante 
en  la  casa  de  Jouve,  una  docena  de  frascos  de  agua  de  rosa, 
cuya  cuenta  puesta  á  nombre  de  un  amigo  suyo,  el  señor  Es- 
tanguet  acompañaba,  en  presencia  de  dos  testigos,  habiendo 
depositado  los  espresados  frascos  en  seguida  y  en  presencia  de 
los  mismos  testigos,  en  la  comisaría  respectiva. 

El  demandante  pone  luego  de  manifiesto  las  diferencias  exis- 
tentes entre  los  envases  de  los  frascos  comprados  y  los  de  los 
legítimos  de  la  casa  Pinaud,  que  demuestran  la  falsificación, 
concluyendo  por  ptdirquelos  demandados  fueran  condenados 
al  máiimun  de  la  pena  establecida  por  el  artículo  28  de  la  ley  de 
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marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  á  los  daños  j  perjuicios,  cos- 
tos 7  costas  del  juicio. 

2®  Qoe  los  demandados^  confesando  el  hecho  de  la  venta  de  la 
docena  de  frascos  de  agoa  de  rosa  comprados  por  Daireaoi, 
alegaron  por  su  parte,  que  los  habían  comprado  á  un  corredor 
cuyo  nombre  indican,  ignorando  por  su  parte  si  eran  ó  no  fal- 
sificados; lo  que  dio  origen  á  que  el  Juzgado  en  vista  de  tratarse 
de  hechos  controvertidos,  recibiera  la  causa  á  prueba,  sobre  los 
siguientes  puntos :  1^  que  los  demandados  han  fabricado  ó  he- 
cho fabricar  los  productos  cuya  venta  ha  dado  origen  á  esta 
demanda,  6  bien  que  los  han  comprado  con  conocimiento  de  que 
eran  falsificados,  y  2^  la  existencia  de  los  perjuicios  que  se  re- 
claman y  el  quantum  de  ellos. 

Y  considerando :  1"^  Que  de  las  declaraciones  de  los  testigos 
y  demás  diligencias  de  prueba,  solo  aparece  justificado  el  hecho 
de  que  el  demandante  compró  en  la  catia  de  los  demandados  los 
productos  falsificados,  no  habiéndose  demostrado  ni  intentado 
demostrar  que  Jouve  y  C*  hubieran  fabricado  6  hecho  fabricar 
dichos  productos,  ó  bien  que  los  han  comprado  con  conoci- 
miento de  que  eran  falsificados,  lo  que  ha  debido  probarse  para 
que  pudieran  ser  aplicables  las  disposiciones  penales  del  artículo 
28  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y  comercio.  En  efecto  con 
arreglo  á  esas  disposiciones,  es  necesaria  la  existencia  de  la  in- 
tención fraudulenta  ó  sea  lo  que  los  tratadistas  denominan  dolo 
especial,  para  que  el  delito  de  falsificar  ó  adulterar  una  marca 
de  fábrica  sea  tal  delito,  de  manera  que  quien  denuncia  el  he- 
cho de  la  falsificación,  debe  demostrar  además,  la  existencia  de 
los  elementos  accesorios  — en  la  especie  el  dolo  especial — que 
hacen  de  él  un  delito  según  la  ley  de  marcas  de  fábrica. 

2"  Que  no  habiendo  los  demandantes  hecho  tal  demostración 
y  tratándose  por  otra  parte,  de  objetos  cuya  adulteración  es  di- 
fidl  de  conocerse  á  simple  vista  por  la  similitnd  que  presen- 
tan con  los  legítimos  como  lo  reconoce  el  mismo  demandante,  no 

T.  TI  8 


114  FALLOS  DE  LÁ  SUPREMA  CORTE 

pudiendo  exigirse  á  cada  comerciante  que  practique  un  examen 
minucioso  j  concienzudo  de  cada  uno  de  los  múltiples  produc- 
tos que  espenden,  el  Juzgado  está  en  él¡  caso  de  admitir  presu- 
miendo la  buena  fé,  que  los  señores  Jonve  y  C^  la  han  tenido 
al  espender  el  agua  de  Finaud,  ignorando  en  consecuencia,  que 
esta  llevaba  marcas  falsificadas. 

3°  Que  esta  presunción  se  hace  más  fundada  desde  el  mo- 
mento en  que  los  señores  Jouve  y  G'^  dan  el  nombre  de  la  per* 
sona  á  quien  compraron  el  agua  que  se  denuncia  como  falsifi- 
cada, cumpliendo  así  la  obligación  que  impone  el  artículo  31  de 
la  ley  de  marcas  de  fábrica,  la  que  declarando  cómplices  de  la 
falsificación  á  los  espendedores  de  productos  falsificados  que 
resistieran  á  hacer  tal  manifestación,  declara  por  lo  mismo  im- 
plícitamente, exentos  de  tal  clasificación  á  los  que  cumplieron 
con  ella. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  los  señores  Jouve 
y  G*  de  la  demanda  entablada  á  foja...  contra  ellos  por  Don 
Godofredo  Daireaux,  debiendo  las  costas  del  juicio  ser  á  cargo 
del  demandante.  Hágase  saber,  notificándose  con  el  original  y 
repónganse  las  fojas. 

Andrés  Ugarriza. 


FaII«  de  la  Suprema  Carte 


Baenos  Aires,  Abril  27  de  1889. 

Vistos :  Aceptando  los  fundamentos  del  Juez  a  qfw  tenden- 
tes á  demostrar  que  los  demandados  han  procedido  sin  inten- 
ción criminal  en  el  espendio  de  las  mercaderías  cuya  marca  se 
dice  falsificada,  se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada  de 
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foja  ciento  diez    y  seis    y  devuélTanse,  previa  reposición  de 
sellos. 


BENJAMÍN  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGtREN. 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y. 
VÁRELA. 


CAUSA   I.T 


D.  Serafín  Baserga,  estrangero,  contra  D.  José  Igaríúa^ 
argentino  ;  sobre  obra  nueva  y  jactancia. 


5tcmano.— Existiendo  cosa  juzgada  por  la  qae  se  reconoce 
á  favor  de  una  persona  la  posesión  del  inmueble,  no  procede 
contra  esta  la  acción  posesoria  por  obra  nueva  construida  en 
él,  ni  la  demanda  de  jactancia  por  atribuirse  derechos  sobre  el 
mismo. 
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Cciso.  —  D.  Serafín  Baserga  espuso  en  7  de  Febrero  de  1888 
que  D.  José  Igartúa  había  construido  un  pozo  que  no  había 
terminado,  por  haber  conseguido  su  objeto  que  era  alegar  de- 
rechos sobre  la  propiedad  que  acreditaban  á  su  favor  los  títulos 
acompañados. 

Que  por  esto  venía  á  entablar  á  la  vez,  el  interdicto  de  obra 
nueva,  y  la  acción  de  jactancia. 

Por  ese  interdicto,  y  denunciada  la  obra  en  su  terreno  calle 
Corrientes  N'^  1430,  dijo  que  pedía:  1®  la  suspensión  de  aque- 
lla, y  la  citación  de  Igartúa  con  su  título  de  propiedad. 

2^  Que  se  ordenara  á  este,  manifestase  si  se  ratificaba  en  sus 
pretensiones,  mandando  en  este  caso  que  entablare  demanda 
dentro  de  un  término,  y  en  caso  contrario  imponiéndole  perpe- 
tuo silencio. 

Citadas  las  partes  á  juicio  verbal,  Igartúa  opuso  la  excepción 
de  cosa  juzgada. 

Dijo:  que  él  había  interpuesto  contraBaserga  un  interdicto  de 
recobrar  la  posesión  ante  el  Juez  de  Faz  de  la  4**  Sección,  por 
haber  construido  una  pared  en  su  terreno  encerrándole  el  pozo 
cavado  para  su  uso  particular,  y  sacando  una  pila  de  ladrillos  j 
puniéndolos  en  otro  lugar ;  en  cuyo  interdicto  se  condenó  por 
auto  confirmado  por  la  Camarade  Paz,  á  Baserga,  á  restituir  la 
posesión  de  la  fracción  de  terreno  en  la  calle  Corrientes  N^ 
1430,  cerca  de  Bermejo;  que  los  autos  se  hallaban  en  la  Cámara 
de  Faz  por  una  excepción  opuesta  á  su  demanda  de  daños  y 
perjuicios  procedentes  de  la  usurpación  del  terreno,  y  pidió  se 
trajeran. 

Que  respecto  del  fondo  de  la  cuestión,  el  terreno  en  que  ha- 
bía cavado  el  pozo  era  de  su  propiedad,  según  los  títulos  que 
acompañaba. 

Baserga  contestó  que  las  dos  acciones  deducidas  por  él  no 
habían  sido  juzgadas*  habiéndose  tratado  de  una  mera  posesión 
con  un  título  impertinente. 
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El  Jaez  de  Sección  maudó  agregar  los  títulos,  y  pidió  los  au- 
tos mencionados. 

£1  título  de  Baserga  es  de  24  de  Setiembre  de  1885. 

Federico  Buschmann  le  vende  un  terreno  en  la  calle  de  Cor- 
rientes entre  Anchorena  y  Bermejo  de  14  metros  72  centímetros 
de  frente  al  Norte,  48  metros  362  milímetros  de  fondo  en  los 
costados  Este  y  Oeste,  previniendo  que  el  contrafrente  del  fondo 
enancha  y  termina  en  15  metros  371  milímetros. 

Linda  por  el  Este  con  Demarchi  y  Bobio,  por  el  Oeste  ccn  José 
Bernazza,  por  el  Sud  con  M.  Antonia  Rubio  de  Ye^moelen. 

Lo  compró  Buschmann  á  esta  última  en  30  de  Julio  de  1885, 
la  que  estuvo  presente  en  la  venta  de  él  á  Baserga  y  la  ratificó 
en  razón  de  haberse  equivocado  al  dar  al  terreno  13  metros  07 
centímetros,  en  su  contrafrente  del  fondo,  siendo  en  realidad 
15  metros  371  milímetros. 

El  título  de  Igartúa  es  de  2  de  Julio  de  1851 . 

DoñaPetronaArauz,  vuida,  le  vende  un  terreno  compuesto  de 
una  cuadra  cuadrada  en  el  cuartel  50  lindero  por  su  frente  al  Este 
con  propiedad  de  Igartúa,  por  el  fondo  al  Oeste  y  costado  Sud 
con  la  quinta  de  Yermoelen,  por  el  costado  Norte  con  D.  Barto- 
lomé Noguera,  cuyo  terreno  correspondió  á  la  vendedora  por 
herencia  de  su  finado  padre  legítimo  D.  Juan  Francisco  Arauz« 

En  el  espediente  de  interdicto,  resulta  que  en  28  de  Febrero 
de  1887  Igartúa  se  presentó  al  Juzgado  de  Faz  de  la  4'  Sección 
diciendo :  que  poseía  en  la  calle  Corrientes  entre  la  calle  Ber- 
mejo y  otra  nueva,  una  fracción  de  ocho  varas  de  terrcDO  que  le 
ha  quedado  de  una  propiedad  de  más  de  una  cuadra ;  que  al  lado 
de  ese  terreno  tiene  una  fracción  D.  Serafin  Baserga,  quien 
sin  dar  aviso  y  en  menos  de  dos  dias  había  levantado  una  pa- 
red con  la  cual  le  despojaba  de  más  de  tres  varas,  invadiendo 
de  esa  manera  el  terreno  y  tomando  un  pozo  con  brocal  de  ma* 
terial,  que  había  hecho  construir  cerca  de  la  zanja,  deslinde  de 
los  dos  terrenos ;  que  por  estos  hechos  deducían  el  interdicto 
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de  recobrar  que  acaerda  el  artículo  581  del  Código  de  Procedí- 
mientos. 

El  Juez  de  Faz  por  auto  de  5  de  Marzo  de  1887,  confirmado 
por  la  Cámara  en  27  de  mayo  del  mismo  año,  sentenció  el  in- 
terdicto mandando  restituir  la  posesión  de  la  fracción  de  terreno 
de  que  había  sido  despojado  Igartúa. 


Fallo  del  Jíuea  Federal 

Buenos  Aires,  Junio  30  de  1888. 

Vistos  estos  autos  promovidos  por  D.  Serafin  Baserga  contra 
D.  José  Igartúa  sobre  interdicto  de  obra  nueva,  y  conside- 
rando. 

1**  Que  en  el  juicio  verbal  á  que  fueron  convocadas  las 
partes  en  conformidad  al  artículo  337  de  la  ley  nacional  de 
enjuiciamiento,  el  demandado  opúsola  escepcion  perentoria  de 
cosa  juzgada,  resultante  de  las  sentencias  dictadas  por  los  Tri- 
bunales de  Faz  de  la  Capital  en  el  interdicto  de  recobrar  la 
posesión  deducida  por  Baserga  contra  Igartúa  de  una  fraccioa 
de  terreno  donde  se  construye  ó  construyó  la  obra  nueva 
denunciada. 

2®  Que  de  los  espedientes  remitidos  por  el  Juez  de  Faz 
de  la  Sección  4*,  resulta  efectivamente  que  allí  se  siguió  un 
juicio  promovido  por  Igartúa  para  recobrar  la  posesión  de  una 
fracción  de  más  de  tres  varas  de  terreno  en  donde  Baserga  había 
levantado  una  pared  tomándole  un  pozo  con  brocal  de  material 
que  el  primero  había  hecho  construir  cerca  del  límite  de  las 
propiedades  de  ambos,  el  cual  terminó  por  la  sentencia  de  la 
Cámara  respectiva,  mandando  restituir  á  Baserga  la  posesión 
de  la  reterida  fracción. 

3^  Que   no  estando   en  las   facultades    de    este    Juzgado 
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rerisar  los  procedimentos  de  otros  Tribunales  dentro  de  la  esfe- 
ra de  sa  jarisdiccion,  no  le  es  lícito  examinar  el  mérito  intrín- 
Heco  de  esas  resoluciones,  sino  únicamente  si  ellas  afectan  á  la 
cuestión  sub  judice,  en  el  sentido  de  haber  decidido  á  quien 
pertenece  la  posesión  del  terreno  en  que  se  construye  la  obra 
nueva. 

4®  Que  á  este  respecto,  es  indudable,  según  resulta  de 
los  antecedentes  suministrados  por  las  partes,  que  el  pozo  cons- 
truido por  Igartúa  en  terreno  que  se  dice  perteneciente  á  Ba- 
serga,  y  que  motiva  este  juicio,  es  el  mismo  de  que  se  habló 
en  el  espediente  antes  mencionado,  encontrándose  por  consi- 
guiente en  terreno  cuya  posesión  se  ha  atribuido  judicialmente 
al  primero,  la  cual  debe  ser  respetada  mientras  no  se  decida 
lo  contrario  en  juicio  ordinario. 

5®  Que  lejos  pues,  de  haber  acreditado  el  demandante 
tener  la  posesión  del  terreno  antes  referido,  condición  indispen- 
sable para  la  procedencia  del  interdicto  de  obra  nueva,  resulta 
que  hay  cosa  juzgada,  atribuyéndola  al  demandado,  circunstan- 
cia que  impone  el  rechazo  de  la  demanda,  no  solo  en  cuanto  á 
la  suspensión  de  la  obra,  sino  también  respecto  de  la  jactancia. 

Fgr  estos  fundamentos,  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  demanda 
de  foja  14  contra  D.  José  Igartúa  con  costas  al  actor.  Notifi- 
quese  con  el  original  y  consentida  6  ejecutoriada  que  sea  esta 
resolución,  devuélvanse  al  Juzgado  de  su  procedencia  los  autos 
agregados.  Repónganse  las  fojas. 

Virgilio  M.  Tedin. 

Vallo  de  la  Sapveaia  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  30  de  1889. 
Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
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apelado  de  foja  treinta  y  una.    Bepaestos   los  sellos^   de- 
vuélvase. 


CLADISLAO  frías. — FEDERICO 
IBARGUREN.— G.  S.  DE  LA 
TORRE.— LUIS  y.  VÁRELA. 


CAUSA  I.TI 


Crixninal,  contra  Pedro  Barreyro,  ex-receptor  de  Rentas  Nacio- 
nales en  Ituzaingó;  sobre  malversación  de  caudales  públicos. 


Sumario .  —  El  receptor  de  rentas  nacionales  qne  invierte  en 
gastos  personales,  las  rentas  confiadas  á  su  administración,  es 
TOO  de  malversación  de  caudales  públicos,  y  como  tal,  es  sujeto 
á  la  pena  mínima  de  cinco  años  de  prisión  con  trabajos  forzados, 
sin  perjuicio  de  reintegrar  al  tesoro,  el  dinero  fiscal  de  que  dis- 
puso. 


Caso.  —  Lo  refiere  el 
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Ffill«  del  Suem  Federal 


Corrientes,  Diciembre  3  de  1887. 

Y  vistos :  De  esta  causa  criminal  aegaida  á  instancias  del 
FrocuTador  Fiscal  contra  el  ex-Beceptor  de  Rentas  Nacionales 
deltozaiogó  Pedro  Barreyro,  por  delito  de  malversación  de  can- 
dales  públicos,  resultan  los  hechos  siguientes : 

i^  Que  habiendo  sido  nombrado  D.  Nicolás  López,  Receptor 
de  Rentas  Nacionales  de  Ituzaingó,  en  reemplazo  de  Barreyro, 
fué  á  tomar  posesión  de  su  puesto  y  encontró  un  desfalco  en  la 
eaja  de  la  Receptoría,  de  mil  ciento  veintinueve  pesos  nacionales 
7  cincuenta  y  un  centavos,  pertenecientes  en  parte,  á  rentas  ge- 
nerales ingresadas  en  la  misma,  y  parte  al  papel  sellado  entre- 
gado al  ex-Receptor  Barreyro  para  ser  vendido,  cuya  cantidad 
manifestó  éste  no  poder  reintegrar  por  carecer  absolutamente 
de  fondos,  lo  que  dio  motivo  á  que  el  Administrador  de  Rentas  de 
esta  ciudad,  ordenase  al  nuevo  Receptor  López  siguiese  varias 
diligencias  tendentes  al  esclarecimiento  del  hecho  y  seguridad 
del  ex-Receptor  Barreyro,  si  no  abonaba  en  el  acto  la  cantidad 
que  faltaba  ó  diese  una  fianza  por  su  importe ;  pero  no  habién- 
dose conseguido  esto^  remitió  esas  diligencias  á  este  juzgado,  que 
86  declaró  incompetente  hasta  que  la  Contaduría  General  resol- 
viese administrativamente  lo  que  correspondiera  y  fuere  requeri- 
do en  la  forma  que  prescribe  la  ley  de  contabilidad,  como  lo  hizo 
en  efecto,  pronunciando  la  resolución  de  foja  19,  haciendo  cargo 
al  ex-R6ceptor  Barreiro  por  la  cantidad  arriba  indicada  y  remi- 
tiendo el  expediente  al  ministerio  de  Hacienda,  á  fin  de  que 
requiriese  al  Procurador  Fiscal  de  este  Juzgado  á  proceder  como 
corresponda,  todo  lo  que  resulta  de  las  diligencias  que  figuran 
desde  fojas  1  á21. 
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2°  Que  tomando  conocimiento  de  la  cansa  este  juzgado,  á 
instancias  iel  Fiscal,  pidió  á  la  Administración  de  Rentas  las 
cuentas  recibidas  por  Barreyro  y  son  las  que  figuran  desde 
foja  36  á  foja  77,  y  practicó  las  demás  diligencias  del  sumario, 
hasta  que  el  reo  prestó  su  confesión,  resultando  de  ella,  que  este 
confiesa  haber  gastado  los  dineros  de  la  Receptoría  que  tenía  á 
su  cargo^  en  sus  necesidades  particulares,  con  la  intención  de 
reponerlos  con  sus  sueldos  ó  pidiendo  á  sus  amigos ;  que  promo- 
vía bailes  y  banquetes^  gastando  en  ellos  aquellos  dineros  y  que 
era  descuidado  en  cumplir  los  deberes  de  su  puesto,  por  cuyo 
motivo  y  porque  había  déficit  que  no  podia  pagar,  pasaron  varios 
meses  sin  rendir  cuentas  á  la  Administración  de  esta  ciudad,  á 
pesar  de  haber  sido  réquerido|con8tantemente  para  el  efecto,  por 
el  administrador,  y  las  rindió  cuando  fué  á  recibirse  del  puesto 
el  nuevo  receptor  D.  Nicolás  López,  ^uien  formalizó  con  el  pro- 
cesado, las  que  figuran  en  el  espediente,  notándose  la  impropie- 
dad de  que  aparecen  como  si  hubiesen  sido  vendidas  en  el  tiem- 
po correspondiente,  figurando  en  ellas  remesas  mensuales  hechas 
en  efectivo  ala  administración  de  esta  ciudad,  como  si  efectiva- 
mente hubiesen  sido  hechas,  siendo  así  que  ni  se  rindieron  las 
cuentas  mensualmente,  ni  tampoco  se  hicieron  las  remesas  de 
dinero  que  figuran  en  ellas,  como  lo  ha  confesado  el  procesado, 
y  se  deduce  de  la  nota  de  foja  1  del  Receptor  López.  (Declara- 
ción y  confesión  del  procesado  fojas  29  á  35  y  fojas  86  vuelta  á 
90  y  cuentas  citadas). 

3®  Que  el  procesado  solo,  manejaba  la  llave  de  la  caja  de  la 
Receptoría,  pues  aunque  esta  tiene  dos  llaves,  siendo  ambas 
iguales,  y  pudiendo  hacer  cada  uno  de  los  empleados  operacio- 
nes de  caja  sin  la  intervención  del  otro,  cuando  estuvo  de  Vista- 
Contador  el  actual  Receptor,  D.  Nicolás  López,  convino  con  el 
ex-Receptor  Barreyro,  en  que  este  solo  manejase  la  llave  de  la 
caja,  entregándole  aquel  la  que  tenía,  y  así  continuó  después 
que  fué  nombrado  Yista-Contador  D.  Juan  F.  Grarrido,  á  quien 
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no  le  ofreció  aqael  la  llave  de  la  caja,  que  le  correspondía  tener, 
ni  este  la  pidió  por  ser  ambas  ignales.  (Declaración  del  procesa- 
do citado,  7  de  López  y  Garrido  á  fojas  80  y  81). 

Teniendo  presente  lo  espuesto  por  el  Fiscal  en  su  acusación  y 
el  defensor  del  procesado  en  su  defensa,  así  como  la  liquidación 
practicada  por  la  Aduana,  que,  para  mejor  proveer,  se  mandó 
formar  por  este  Juzgado. 

Y  considerando :  1^  Que  el  Procurador  Fiscal  al  deducir  su 
acusación,  ha  padecido  el  error  de  pedir  sea  juzgado  el  procesado 
por  el  Código  Penal  Nacional,  y  se  le  aplique  la  pena  que  este 
señala  para  los  malversadores  de  caudales  públicos  de  la  Pro- 
vincia, olvidando  que  Barreyro  fué  Receptor  de  Rentas  Nacio- 
nales, y  ha  cometido  un  delito  de  carácter  nacional,  espresa- 
mente  legislado  y  penado  por  la  ley  Penal  Nacional  de  14  de  Se- 
tiembre del  año  sesenta  y  tres,  cuya  ley  no  ha  sido  ni  podido 
ser  derogada  por  el  Código  Penal  Nacional,  aunque  este  haya 
sido  también  dictado  por  el  Congreso  Nacional,  pues  el  artículo 
67,  inciso  11  de  la  Constitución  Nacional,  que  atribuye  al  Con- 
greso la  facultad  de  dictar  los  Códigos  Civil,  Penal,  de  Comer- 
cio y  Minería,  declara  que  este  no  altera  las  jurisdicciones  loca- 
les, correspondiendo  su  aplicación  á  los  tribunales  federales  ó 
provinciales,  según  que  las  cosas  ó  las  personas  cayeren  bajo 
sus  respectivas  jurisdicciones,  y  así  lo  estableció  espresamente 
el  proyecto  del  Código  del  Dr.  Tejedor  en  el  artículo  4<*  del  títu- 
lo preliminar,  esduyendo  de  las  disposiciones  del  Código  Penal 
los  crímenes  y  delitos  del  fuero  nacional,  [y  aunque  el  Código 
Penal  Nacional,  sancionado  por  el  Congreso,  haya  suprimido 
ese  título  preliminar  y  con  él  esa  disposición  espresa,  no  ha 
pretendido  con  esto,  derogar  las  leyes  especiales  del  Congreso  y 
su  penalidad,  sino  suprimir  lo  que  se  juzgaba  redundante  ó  un 
principio  inconcuso  que  no  podía  admitir  duda,  desde  que  el 
Código  Penal  debía  legislar  sobre  los  delitos  comunes  y  no  sobre 
aquellos  que  tenían  un  Código  y  Tribunales  especiales  para  ser 
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juzgados,  como  son  los  delitos  de  carácter  nacional,  los  que  han 
sido  penados  por  las  leyes  especiales  qne  ha  dictado  el  Con- 
greso. 

2°  Que  Barreyro  está  convicto  j  confeso  de  haber  invertido 
en  sus  gastos  particulares,  los  dineros  públicos  procedentes  de 
ingresos  en  la  Receptoría  de  Itnzaingó  y  venta  de  papel  sellado 
que  percibió  como  Receptor  y  de  que  debía  rendir  cuentas  á  la 
Administración  de  Rentas  de  esta  ciudad,  lo  que  no  hizo  en  sus 
tiempos  debidos,  encontrándose  el  déficit  que  arrojan  las  cuen- 
tas que  figuran  en  autos,  cuyo  déficit  no  pudo  reintegrar  cuando 
entregó  la  Receptoría  á  su  sucesor  D.  Nicolás  López ;  y  por  con- 
siguiente, ha  cometido  el  delito  previsto  y  penado  por  los  artícu- 
los 80  y  83  de  la  ley  penal  nacional,  que  dispone  el  primero, 
que  el  administrador,  recaudador  ó  Raceptor,  depositario  de 
caudales  públicos,  y  todo  el  que  tuviere  obligación  de  dar  cuen- 
ta al  Gobierno  Nacional,  que  distrajere,  sustrajere  ó  hurtare 
los  caudales  públicos  6  privados  puestos  á  su  cuidado,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  trabajos  forzados  de  cinco  á  diez  años  ;  y 
el  segundo,  que  si  el  empleado  aplica  á  usos  propios  ó  ajenos 
los  caudales  puestos  á  su  cargo,  y  no  verificare  el  reintegro,  se 
le  aplicará  la  penc^  del  artículo  80. 

3°  Que  la  escepcion  alegada  por  el  defensor  del  procesado  y 
por  este  mismo,  al  prestar  su  confesión,  de  haber  gastado  en  ne- 
cesidades privadas  los  dineros  de  la  Receptoría,  con  el  propósi- 
to de  reponerlos  á  su  tiempo  con  sus  sueldos  ó  pidiendo  á  sus 
amigos,  y  no  con  la  intención  de  usurparlos,  como  lo  prueba  el 
hecho  de  que  entregó  al  nuevo  Receptor  la  cantidad  de  tres  mil 
noventa  pesos  y  veintitrés  centavos  nacionales  que  tenía  en 
caja,  cuando  pudo  quedarse  con  ellos  y  fugarse  al  estrangero 
para  sustraerse  á  la  acción  de  la  justicia,  no  desvirtúa  en  ma» 
ñera  alguna,  el  delito  cometido,  especialmente  cuando  consta 
por  la  propia  confesión  del  procesado,  que  observaba  una  con- 
ducta desordenada,  promoviendo  bailes  y  banquetes  en  que  in- 
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Tertía  los  dineros  públicos^  no  contando  por  otra  parte,  con  bie- 
nes de  fortnna  para  reponerlos  en  la  debida  oportunidad,  loque 
demuestra  que  al  hacer  esos  gastos,  no  tenía  intención  de  rein- 
tegrarlos. 

4^  Que  el  artículo  83  de  la  ley  penal  [nacional,  califica  como 
un  delito  el  hecho  solo  de  que  el  empleado  aplique  á  usos  pro- 
pios ó  ajenos,  los  caudales  públicos  puestos  á  su  cargo,  si  resulta 
daño  6  entorpecimiento  del  servicio  público,  aún  cuando  se  ve- 
rifique el  reintegro,  imponiéndole  la  pena  de  pérdida  del  em- 
pleo, inhabilitación  temporal  para  obtener  otro;  una  multa 
que  no  pase  de  dos  mil  pesos ;  en  tal  caso,  aunque  haya  habido 
una  especie  de  abuso  de  confianza,  y  aún  cuando  el  empleado 
puede  tener  la  intención  de  sustraer  ó  no  reintegrar  los  cauda- 
les que  gaste  en  sus  necesidades  particulares,  por  el  hecho  solo 
de  reintegrarlos,  cesa  aquella  presunción  y  la  ley  no  le  impone 
la  pena  del  sustrae tor  sino  otra  diferente;  pero  cuando  no  se 
verifica  el  reintegro,  el  inciso  2^  del  artículo  citado,  le  impone 
la  misma  pena  que  al  sustractor,  presumiendo  desde  ese  mo- 
mentOy  que  se  ha  cometido  una  verdadera  sustracción  sin  ánimo 
de  reintegrar  lo  que  se  ha  gastado,  y  en  el  presente  caso,  esa 
presunción  no  está  desvirtuada  poruña  prueba  contraria;  antes 
por  el  contrario,  el  procesado  ha  confesado  que  no  contaba  con 
otros  bienes  que  los  sueldos  que  devengaba  ó  con  los  que  sus  ami- 
gos podían  facilitarle ;  y  por  consiguiente,  no  puede  decirse  que 
falta  la  intención  necesaria  para  cometer  el  delito,  cuando  la  ley 
la  supone  por  el  hecho  solo  de  que  el  empleado  no  reponga  los 
dineros  públicos  gastados  en  necesidades  particulares,  y  mu- 
cho más  cuando  la  intención  se  revela  claramente  por  la  situa- 
ción de  fortuna  en  que  se  encontraba  el  procesado  cuando  hizo 
esos  gastos,  pues  confiesa  que  no  contaba  sino  con  lo  que  podía 
ganar  como  empleado,  ó  con  lo  que  sus  amigos  podían  facilitar- 
le. Chauveau  et  Hélie;  Teoría  del  Código  Penal,  tomo  2®,  nú- 
mero 682,  y  Pacheco,  tomo  2^,  página  212,  números  6  y  7, 
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sientan  como  inconcaso  que  basta  el  hecho  de  no  reintegrar  el 
dinero  gastado,  para  que  se  tenga  por  cometido  el  delito  y  se 
aplique  la  pena  del  sustractor. 

5**  Que  los  jueces  no  tienen  facultad  para  imponer  una  pena 
menor  que  el  mínimum  señalado  por  la  ley^  cuando  resulta  pro- 
bado que  el  procesado  ha  cometido  el  delito  penado  por  aquella; 
pues  para  evitar  que  quede  librado  absolutamente  el  arbitrio  ju- 
dicial, la  determinación  de  la  pena,  se  fija  un  máximum  j  míni- 
mum, que  no  puede  ultrapasarse  ni  en  el  sentido  de  agravarla  ni 
en  el  de  mitigarla,  siendo  esta  la  jurisprudencia  seguida  por  la 
Suprema  Corte.  (Fallos  de  la  Suprema  Corte,  serie  1',  tomo  3*, 
página  490,  y  serie  2%  tomo  2^  página  307). 

6®  Que  tanto  el  Eeceptor  D.  Nicolás  López,  en  su  nota  de 
foja  1,  como  la  Contaduría  en  su  resolución  de  foja  19,  han 
cometido  un  error  de  cálculo,  haciendo  cargos  al  procesado 
Barreyro  por  la  cantidad  de  mil  ciento  veintinueve  pesos  nacio- 
nales y  cincuenta  y  un  centavos ;  provenientes  de  déficit  en  ren- 
tas generales,  setecientos  treinta  y  cinco  pesos  y  ochenta  y  seis 
centavos;  y  de  venta  de  papel  sellado,  trescientos  noventa  j 
tres  pesos  y  noventa  y  cinco  centavos ;  siendo  así  que  el  déficit 
total,  es  de  mil  trescientos  cincuenta  y  cinco  pesos  y  cuarenta 
y  un  centavos  nacionales,  ó  mil  treinta  y  un  pesos  y  setenta  y 
seis  centavos,  provenientes  de  rentas  generales,  y  trescientos 
veintitrés  pesos  y  sesenta  y  cinco  centavos,  de  la  venta  de  papel 
sellado ;  como  resulta  de  la  liquidación  practicada  por  la  Adua- 
na, con  arreglo  á  las  cuentas  firmadas  por  el  Vista  Contador 
de  la  Receptoría  de  Ituzaingó  y  el  procesado  Barreyro,  corrien- 
tes en  los  autos ;  y  siendo  las  constancias  de  las  cuentas  las  que 
prueban  la  verdadera  cantidad  que  adeuda  Barreyro  ó  que  no 
reintegró  por  haberla  gastado  en  sus  necesidades  privadas,  debe 
estarse  á  ello  rectificando  el  error  de  cálculo  que  se  ha  no- 
tado. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  fallo  y  de- 
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claro  suficientemente  probado  el  delito  de  malversación  de  cau- 
dales públicos,  cometido  por  el  procesado  Barreyro,  de  confor- 
midad al  artículo  83,  inciso  2^,  de  la  ley  penal  nacional,  le  im- 
pongo la  pena  de  cinco  años  de  prisión  con  trabajos  forzados, 
que  señala  como  mínimum  el  artículo  80  de  la  misma^  para  el 
que  siendo  recaudador  ó  receptor  de  rentas,  las  distrajere,  sus- 
tragere  ó  hurtare ;  debiendo  sufrir  la  pena  en  el  lugar  donde  el 
P.  E.  designe,  computarse  el  tiempo  de  prisión  que  lleva  su- 
frido, ó  sea  desde  el  21  de  Julio  del  año  ochenta  j  seis  (86) 
como  aparece  de  la  nota  que  lleva  al  pié  el  oficio  de  foja  11  y  de 
la  acta  de  foja  25  vuelta,  y  á  reintegrar  en  el  Tesoro  Nacional 
la  cantidad  de  mil  trescientos  cincuenta  y  cinco  pesos  naciona- 
les cuarenta  y  un  centavos  que  gastó  de  los  dineros  públicos  que 
tenía  á  su  cargo,  con  las  costas  causadas.  Hágase  saber  con  el 
original  y  repónganse  los  sellos. 

Carlos  Luna* 


YISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1888. 
Suprema  Corte : 

La  sentencia  del  Juzgado  de  Sección  es  de  tal  manera  funda- 
da y  conclujente,  que  el  mismo  defensor  del  acusado  reconoce 
su  justicia,  y  pide  su  confirmación.  Nada  más  elocuente,  ni  po- 
dría yo  agregar  una  palabra  más. 

Solo  encuentra  el  Defensor,  que  la  devolución  de  la  cantidad 
sustraída  á  que  se  obliga  al  Administrador  infiel,  es  una  doble 
pena  que  no  está  en  la  ley. 

Hay  en  esto  error  visible  y  manifiesto.  La  devolución  no  es 
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una   pena ;  es  simplemente  el  complimiento  de  un    deber. 

Sería  carioso  que  la  ley  castigara  al  ladrón,  por  ejemplo,  j 
le  autorizara  á  quedarse  con  la  cantidad  robada.  ¿  Cómo  se  es- 
plicaría  semejante  procedei  con  respecto  á  aquel  que  fué  des- 
pojado de  su  propiedad  ? 

Una  cosa  es  el  castigo  en  defensa  de  la  sociedad,  y  otra  la 
restitución  para  reparar  el  mal  cansado  por  el  delito,  á  aquel 
que  directamente  lo  recibió. 

Por  lo  demás,  es  fácil  ver  que  hace  una  palpable  confusión 
entre  el  artículo  80  y  83  de  la  ley  de  Setiembre. 

£1  primero  se  refiere  al  caso  del  administrador  ó  depositario 
de  caudales  públicos  que  las  distragere,  sustragere  ó  hurtare; 
es  este  precisamente  el  caso  de  Barreyro,  no  siendo  admisible 
la  escepcion  de  que  pensó  Tolverlos  fondos  sustraídos,  pues  es 
notorio  que  cuando  los  aplicábala  sus  bailes  y  banquetes,  no 
tenía  la  más  remota  posibilidad  de  restituirlos. 

El  artículo  83  presupone  la  intención  manifiesta  y  posible,  de 
hacer  la  restitución,  que  haya  manifestado  por  hechos  y  no  por 
simples  palabras,  cuando  ya  la  defraudación  estaba  des- 
cubierta. 

Si  algo  podría  observarse,  es  que  la  sentencia  recurrida  no 
está  en  su  penalidad,  en  proporción  á  la  gravedad  del  delito. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  ím  Suprema  Corie 


Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1889. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  por  el  señor  Procu- 
rador General  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
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sentencia  apelada  de  foja  ciento  trece.  DeTuélyanse,  repuestos 
los  sellos. 

benjamín  YICTORIGA.  —  OLADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y* 
VÁRELA. 


CAUSA  I.TII 


El  Fuco  Nacional,  contra  D.  Adolfo  Gabasíou;  sobre  interdicto 

de  despojo. 


Sumario.  — i®  £1  hecho  accidental  que  no  es  espresion  de  una 
ocupación  real  y  efectiva,  no  basta  á  demostrar  la  existencia  de 
la  verdadera  posesión. 

2®  Entablado  el  interdicto  de  despojo,  y  opuesta  solamente  la 
escepcion  de  posesión  de  un  año,  debe  ser  admitido,  si  esta  no 
ba  sido  probada. 


Caso. — En  2  de  Enero  de  1888  el  Inspector  del  Parque  3  de 
Febrero,  D.  Gabriel  Bouchez,  di6  cuenta  al  Gefe  del  Departa- 

T.  TI  9 
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mentó  de  Agricultura  D.  Julio  Tictorica,  de  que  el  terreno  per- 
teneciente al  Parque,  compuesto  de  38.57Í  metros  cuadrados, 
limitado  al  sud  por  la  Avenida  Alvear,  al  esté  por  una  calle  sin 
nombre  y  terrenos  de  Llambí,  al  norte  con  el  señor  Hale  y  al 
noroeste  por  Falermo  Chico;  fué  desocupado  el  21  del  corriente 
(debe  ser  Diciembre),  por  el  inquilino  D.  Alejandro  Bigossi,  j 
horas  después  ocupado  por  D.  Adolfo  Gabastou  que  se  titula 
propietario  de  él,  sin  su  conocimiento. 

Acompañó  una  carta  de  Rigossi,  que  interrogado  por  él  sobre 
el  hecho,  le  dice  que  el  21  de  Diciembre  desalojó  la  casa,  7  ese 
mismo  dia  tomó  posesión  el  señor  Gabastou,  diciendo  que  le  per- 
tenecía la  propiedad,  é  impidiendo  le  llevara  unos  rieles  y  pos- 
tes de  su  propiedad  que  le  compró  en  200  pesos  m/n. 

El  Gefe  del  Departamento  de  Agricultura^  dio  cuenta  del 
hecho  al  Ministerio  del  Interior,  agregando  que  la  Comisión  y 
Dirección  del  Parque,  tenía  dado  el  terreno  mencionado  en 
arriendo  en  12  pesos  mensuales  desde  el  1^  de  Agosto  de  1880, 
á  D.  Alejandro  Rigossi,  quien  transñrió  el  contrato  de  arriendo 
á  D.  Domingo  Trenti,  estxañándole  que  el  Inspector  Bonchez 
se  hubiese  dirijido  á  Rigossi  y  no  á  Trenti. 

Seguidos  algunos  trámites  administrativos,  de  los  que  resul- 
ta que  llamado  Gabastou  en  el  mes  de  Enero  de  1888,  exhibió 
al  Gefe  del  Departamento  de  Agricultura  una  escritura  de  com- 
pra hecba  en  16  de  Octubre  de  1886  al  señor  D.  Pablo  Santillan 
y  á  Doña  Mercedes  Santillan  de  Saavedra,  herederos  de  D.  Pa- 
blo Santillan,  quien  hubo  el  terreno  de  D.  Juan  £.  Corrales 
por  compra  de  22  de  Octubre  de  1851;  á  indicación  del  señor 
Procurador  General,  el  Procurador  Fiscal  interpuso  en  8  de 
Marzo  de  1888  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Adolfo  Gabas- 
tou, fundado  en  los  hechos  expuestos  y  en  el  artículo  328  del 
Código  de  Procedimientos  Nacionales. 

Citados  á  juicio  verbal,  Gabastou  dijo :  que  la  posesión  se  la 
dieron  los  antiguos  propietarios  Santillan  el  dia  en  que  les 
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pagó  el  saldo  del  precio ;  que  estos  tenían  dicha  posesión  hace 
más  de  un  año;  qne  Santillan  la  pidió  en  i883  segnn  cree,  al 
Jaez  Dr.  Molina  Arrotea,  quien  la  acordó,  habiéndose  opnesto 
á  ella  el  Director  del  Parque  señor  Tictorica,  que  pasó  los  ante* 
cedentesal  Qobierno,  quien  los  pidió  á  su  vez  á  las  autoridades 
provinciales,  habiéndose  extraviado  en  ese  estado  el  espediente, 
que  recien  se  ha  encontrado  en  el  archivo  de  los  Tribunales. 

Que  el  terreno  estaba  abandonado,  no  habiéndose  pagado  los 
arriendos  desde  i884,  j  sin  duda  no  se  notó  la  posesión  tomada 
por  Santillan. 

Que  la  denuncia  hecha  por  el  Inspector  del  Parque,  carece  de 
verdad,  porque  Rigossi  había  cedido  el  contrato  á  Domingo 
Trenti  en  i881. 

Que  oponía  al  interdicto  la  prescripción  de  un  año. 

Se  tomó  declaración  á  los  testigos  Lorenzo  Gómez,  Antonio 
Domínguez  j  Pedro  Aguirre. 

Qomez  dijo:  que  D.  Pablo  Santillan  estaba  en  posesión  de  un 
terreno  en  la  continuación  de  la  Avenida  Alvear,  camino  de 
Palermo,  en  Enero  de  i887,  j  le  constaba  por  haber  ido  en  eso 
mismo  mes  á  comprarle  unos  caballos,  y  sabe  que  es  el  mismo 
terreno  que  se  litiga,  por  referencias  que  le  ha  hecho  Gabastou : 
que  vio  allí  á  una  persona  que  supone  sería  el  encargado  de 
cuidarlo,  sin  que  le  conste. 

Domínguez  dijo :  que  fué  con  Gómez  á  mediados  de  Enero  de 
i887  á  ver  los  caballos,  á  que  aquel  se  reñere,  j  vio  allí  á  un 
peón  que  ignora  si  estaba  al  cuidado  del  terreno ;  que  había 
oído  decir  á  varias  personas  que  Santillan  era  dueño  de  ese 
terreno ;  que  este  estaba  una  cuadra  más  allá  de  las  Aguas  Cor- 
rientes. 

Aguirre  dijo:  que  le  constaba  que  Santillan  estaba  en  posesión 
de  un  terreno  en  la  Avenida  Alvear,  camino  de  Palermo,  por 
haber  ido  un  dia  en  Enero  de  1887  con  unos  dos  amigos  á  ver 
unos  caballos  j  estaba  allí  el  Dr.  Santillan  á  quien  se  trataba 
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de  comprarles  ;  que  había  allí  un  peón  qne  obedecía  á  Santillaa 
7  caidaba  los  caballos,  ignorando  si  era  encargado  del  terreno; 
que  este  estaba  situado  un  poco  más  allá  de  las  Aguas  Cor- 
rientes. 

Se  presentaron  también; 

i**  Una  nota  de  D.  Julio  Tictorica,  que  dice  que  el  arrenda- 
tario del  terreno  ubicado  en  la  Avenida  Alvear  había  abonado 
la  cuota  mensual  hasta  el  30  de  Junio  de  i  884. 

2*  El  contrato  de  arriendo  hecho  por  la  Comisión  del  Parque 
3  de  Febrero  áB.  Alejandro  Rigossi,  del  terreno  en  la  Avenida 
Buenos  Aires,  lindero  por  un  lado  con  la  quinta  del  Dr.  D.  Car- 
los Saavedra  Zavaleta;  por  el  otro,  calle  por  medio,  con  el  de 
Llambí,  y  por  los  fondos  con  D.  Samuel  6.  Hale,  por  7  años,  á 
contar  desde  el  1"^  de  Agosto  de  i880. 

3"^  La  cesión  del  contrato  hecha  por  Rigossi  á  D.  Domingo 
Trenti  en  27  de  Abril  de  1881. 

4**  La  aceptación  de  la  transferencia  por  parte  del  Director 
del  Parque,  señor  Yictorica,  en  5  de  Setiembre  de  1881. 

5"*  Testimonio  de  escritura  de  22  de  Octubre  de  1851,  en  qne 
D.  Juan  Ensebio  Corrales  vende  á  D.  Pablo  Santillan  una  casa 
quinta  en  la  parroquia  del  Filar,  bañado  de  Palermo,  de  dos 
cuadras  de  frente  al  snd,  por  dos  de  fondo,  lindero  por  su  frente 
al  sud  y  oeste  con  terrenos  del  General  Rosas,  por  el  norte  con 
este,  7  por  el  este  con  el  Rio  de  la  Plata. 

6^  Seis  boletas  de  pago  de  contribución  directa  de  los  anos 
1881  á  1886,  las  primeras  cinco  con  multa,  abonada  por  San- 
tillan. 

7®  Testimonio  de  escritura  de  16  de  Octubre  de  1886,  por  la 
que  el  Dr.  D.  Pablo  Santillan  y  Doña  Mercedes  Santillan  de 
Saavedra,  como  herederos  de  D.  Pablo  Santillan  venden  á 
D.  Adolfo  Gabastou  un  terreno  de  quinta  con  frente  á  la  Aveni- 
da Alvear  entre  las  calles  Gallo  ó  36  A^  y  39,  de  dos  cuadras 
de  frente  por  dos  de  fondo,  que  hubieron  por  herencia  de  D.  Pa- 
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blo  Santillan  y  Doña  Cármeu  Larrazábal,  segan  auto  de  decla- 
ratoria hecha  en  la  testamentaría  de  aquellos  en  SI  de  Noviem- 
bre de  1878  por  el  Jaez  Dr.  Noguera,  secretario  Estanislao  Ló- 
pez, archivada;  por  30.000  pesos. 

Al  pié  de  la  escritura  hay  una  nota  del  Escribano  Aranda«  de 
31  de  Octubre  de  1887,  en  que  se  dice  que  la  quinta  parte  del 
terreno  pertenece  al  General  D.  Eadecindo  Boca,  y  otra  quinta 
parte  á  D.  Jacinto  Calvo. 

8°  El  recibo  en  Noviembre  5  de  1887  de  D.  Pablo  Santillan 
y  D''  Mercedes  S.  de  Saavedra  de  la  suma  de  20.000  pesos,  por 
saldo  del  precio  de  la  quinta. 

Se  agregaron  los  espedientes  mencionados  por  Gabastou  en 
el  juicio  verbal. 

Resulta  de  ellos,  que  D"*  Mercedes  S.  de  Saavedra  y  D.  Pablo 
Santillan^  pidieron  en  2  de  Agosto  de  1883  el  testimonio  de  la 
escritora  de  la  quinta,  que  dijeron  habérsele  extraviado. 

Espedido  el  testimonio,  el  Dr.  Santillan  dijo  que  la  Comisión 
del  Parque  3  de  Febrero,  estaba  en  posesión  del  terreno,  y  pidió 
se  le  diera  esta  por  el  Juez. 

Se  confirió  traslado  al  Director  del  Parque,  y  vista  al 
Fiscal. 

El  Fiscal  dijo  que  no  siendo  el  Juez  el  de  la  testamentaría 
Santillan,  no  podía  dar  la  posesión. 

El  Director  del  Parque  expuso  que  se  entendiese  el  traslado 
con  el  Procurador  Fiscal. 

El  Juez  Dr.  Molina  Arrotea  se  declaró  incompetente  por  no 
ser  él  el  de  la  testamentaría  Santillan,  por  auto  de  19  de  Abril 
de  1884. 

Este  espediente  fué  recogido  por  el  Dr.  Santillan. 

Doña  Mercedes  Santillan  en  21  de  Agosto  de  1884,  pidió  la 
restitución  del  espediente. 

El  Dr.  Santillan  dijo  que  lo  tuvo  para  ocurrir  al  Juez  com- 
petente, y  se  hallaba  tramitando  ante  el  Poder  Ejecutivo  Na- 
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cional,  7  qae  la  entrega  de  los  terrenos  qae  se  gestionaba,  cuando 
se  hiciera,  se  haría  áél  yá  su  hermana,  no  pudiéndose  hacer 
á  uno  solo. 

Se  libró  oficio  al  Ministerio  del  Interior  para  remitir  la  s 
actuaciones,  que  consisten  en  lo  siguiente : 

En  15  de  Mayo  de  188i  el  Dr.  Santillan  dice:  que  muerto  su. 
pavire  en  1873,  él  y  su  hermana  no  pudieron  disponer  del  terre- 
no por  habérseles  extraviado  la  escritura ;  y  que  habiéndosele 
dado  testimonio  de  ella,  pedía  se  les  hiciera  dar  posesión  por  Is^ 
Comisión  del  Parque  3  de  Febrero  que  lo  retenía. 

El  señor  Procurador  General  dijo:  que  llamaba  la  atención, 
que  el  terreno  poseído  desde  1851  á  1873  por  Santillan,  apare- 
ciese bajóla  administración  del  Parque  3  de  Febrero  incorpo — 
rado  al  parecer  al  patrimonio  de  la  Nación,  é  indicó  se  pidieran, 
datos  á  la  Dirección  del  Parque  y  al  Gobierno  de  la  Provincia, 
de  Buenos  Aires. 

£1  Gobierno  decretó  en  2  de  Agosto  de  1884  se  pasara  la  nota 
acordada  al  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires^  é  infor- 
me al  Departamento  de  Agricultura. 

Con  estas  actuaciones,  y  el  prim3r  espediente  devuelto,  se 
ordenó  se  notificara  á  D^  Mercedes  Santillan  las  providenciarS 
recaídas  en  él. 

En  seguida,  por  auto  de  2  de  Noviembre  de  1885,  se  mandó 
entregar  la  copia  de  la  escritura,  que  los  interesados  pidieraxx 
para  continuar  ante  el  Juez  competente,  la  gestión  iniciada, 
siendo  entregada  al  Dr.  Santillan  el  20  de  Enero  de  1886. 

FaIIo  del  Jíuea  Federal 

Buenos  Aires,  Junio  21  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  D.  José 
A.  Yiale,  contra  D.  Adolfo  Gabaston,  por  despojo  de  una  área 
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de  terreno  perteneciente  al  Fisco  y  ubicado  en  la  Avenida  Alvear, 
camino  de  Palermo. 

Besnita:  i®  Que  el  Agente  Fiscal  afirma  en  sa  exposición  de 
foja  iO  que  la  Comisión  y  Dirección  del  Parque  3  de  Febrero 
ha  estado  en  posesión  de  una  casa  y  terreno  de  superficie  de 
38.571  metros  cuadrados,  con  los  límites  detallados  en  la  misma 
exposición ;  que  la  Comisión  del  Parque  poseía  este  terreno  por 
medio  de  un  tercero,  pues  lo  arrendó  á  D.  Alejando  Bigossi  con 
fecha  I**  de  Agosto  de  1880  y  el  que  procedió  á  desocuparlo  en 
Diciembre  de  188T,  al  terminar  el  contrato  de  arrendamiento ; 
que  el  mismo  dia  de  la  desocupación,  por  la  tarde,  D.  Adolfo 
Gabastou,  sin  llenar  ningún  requisito  legal  procedió  á  ocuparlo 
cometiendo  un  acto  de  verdadero  despojo,  y  que  para  que  el 
Estado  recuperase  la  posesión  de  que  había  sido  privado,  enta- 
blaba contra  Gabastou  el  interdicto  de  despojo. 

2^  Que  la  parte  de  Gabastou  en  el  juicio  verbal  á  que  fueron 
convocados  por  auto  de  fecha  23  de  Marzo  de  este  año,  empieza 
por  negar  que  haya  entrado  en  posesión  del  terreno  mencionado 
por  medio  de  un  despojo ;  que  la  posesión  que  tenía  la  había 
recibido  de  los  vendedores  del  terreno  D.  Pablo  Santillan  y 
D«  Mercedes  Santillan  da  Saavedra,  dueños  que  fueron  de  ese 
terreno,  como  lo  demuestran  las  escrituras  corrientes  en  autos ; 
que  por  otra  parte,  ignora  cómo  hubo  la  posesión  su  causante, 
constándole  sí,  que  ella  no  era  viciosa  y  que  hace  más  de  un  año 
la  adquirió. 

Que  el  terreno  en  cuestión  estaba  en  completo  abandono, 
pues  el  arrendatario  que  el  Fisco  colocó  en  él,  no  pagó  los 
arriendos  del  año  de  1884,  siendo  además  falsa  la  denuncia  del 
Inspector  del  Parque  por  apoyarse  en  una  carta  del  Sr.  Sigossi 
que  se  ha  fingido  locatario  de  ese  terreno,  no  teniendo  sin  em- 
bargo, nada  que  ver  con  él,  por  haber  cedido  su  contrato  de 
arrendamiento  con  conocimiento  y  aprobación  del  Director  del 
Parque,  señor  Yictorica,  á  D.  Domingo  Trenti,  desde  el  mes  de 
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Setiembre  del  año  de  i881 ;  oponiendo,  en  consecuencia  y  á 
mérito  de  todo  lo  expuesto^  la  escepcion  de  prescripción  de  la 
acción  instaurada. 

3^  Que  abierta  la  cansa  á  prueba,  se  han  producido  por  parte 
del  demandado  las  declaraciones  de  testigos  corrientes  de  fojas 
40  vuelta  á  43  y  se  han  acompañado  los  documentos  de  fojas  1 
á5y  15á36. 

T  considerando:  1^  Que  para  que  proceda  la  acción  de  des — 
pojo,  debe  el  demandante,  como  lo  ordena  terminantemente  el 
artículo  2494  del  Código  Civil,  probar  el  hecho  del  despojo,  su 
posesión  y  el  tiempo  ó  fecha  en  que  el  demandado  lo  cometi6  , 
de  tal  modo  que  cualquiera  de  estos  estremos  que  falte,  hac^ 
improcedente  la  acción  entablada. 

2^  Que  la  parte  actora,  cumpliendo  lo  ordenado  en  el  artículo 
citado,  ha  exhibido  como  prueba  que  acredita  la  posesión  poxr 
parte  del  Fisco,  como  asimismo  para  demostrar  el  despojo  efec- 
tuado por  Gabastou  y  la  fecha  en  que  este  ha  tenido  lugar  (según, 
el  Agente  Fiscal  el  21  de  Diciembre  dei887)  los  documentos  de 
fojas  1  y  2  y  los  contratos  de  fojas  i6  á22. 

3°  Que  del  examen  de  los  documentos  mencionados,  se  vé  qu^ 
el  de  fojas  2,  no  tiene  valor  alguno  legal,  por  ser  emanado  de  una» 
persona  que  en  el  presente  caso  es  res  inter  altos  acta^  etc.,  es 
decir,  en  un  todo  estraña,  y  que  lejos  de  ser  un  representante  ó 
locatario,  como  pretende  el  señor  Agente  Fiscal,  es  un  tercero 
completamente  ajeno  á  estas  funciones,  por  haber  con  fecha  de 
Setiembre  de  1881,  cedido  su  contrato  de  locación  á  D.  Domin- 
go Trenti  con  aprobación  espresa  del  Director  del  Parque  3  de 
Febrero,  desprendiéndose  Bigossi  desde  esta  fecha  de  la  tenen- 
cia de  la  cosa  que  la  trasmitió  á  Trenti,  el  que  quedaba  en  la 
obligación  de  entregarla  al  concluir  el  contrato,  y  asumía  desde 
la  cesión,  el  carácter  de  representante  del  Fisco  en  la  posesión 
del  terreno  cuestionado. 

4°  Que  siendo  Trenti  el  intermediario  por  el  cual  el  Fisco 
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conservaba  la  posesión  que  reclama,  este  y  no  otro,  salvo  el  caso 
de  obrar  á  su  nombre  6  en  su  representación,  es  el  qne  debió 
hacer  la  entrega  de  la  cosa,  6  en  caso  de  haberse  verificado  el 
despojo  por  Gabastou,  comunicar  el  hecho  á  la  Dirección  del 
Farqne ;  es  decir,  que  la  carta  de  foja  2  para  tener  la  fuerza  de 
nna  prueba  de  la  posesión  del  Fisco  y  del  despojo  por  parte 
de  Gabaston  en  la  fecha  indicada,  debió  haber  sido  suscrita  por 
el  representante  del  Fisco,  esto  es,  por  Trenti,  y  no  por  otra 
persona  que  á  más  de  no  ser  representante,  no  estaba  én  tenen- 
cia siquiera  de  la  cosa,  y  que  no  obstante  finge  desocuparla  cual 
si  fuera  un  locatario  que  se  le  vence  el  plazo  de  su  contrato,  de 
donde  se  deduce  qne  la  carta  aludida,  no  puede  de  ninguna  ma- 
nera servir  para  probar  los  estremos  exigidos  por  el  artículo 
2494  del  Código  Civil,  para  que  la  acción  de  despojo  pro- 
ceda. 

5^  Que  á  más  de  lo  expuesto,  consta  que  Trenti  ha  hecho 
abandono  de  la  cosa,  porque  desde  el  mes  de  Julio  de  1884  no 
ha  satisfecho  el  arrendamiento  mensual  (documento  de  foja  15) 
estipulado  en  el  contrato  de  fojas  16  y  17,  ignorándose  su  para- 
dero y  residencia  actual,  é  ignorándose  también  que  Trenti 
fuese  el  locatario,  por  parte  de  la  Dirección  del  Parque,  como 
lo  dan  á  comprender  muy  claramente  los  documentos  de  fojas  1 
y  2  y  la  esposicion  del  Agente  Fiscal,  basada  en  ellos ;  y  si  bien 
es  cierto  que  por  el  artículo  2447  del  Código  Civil,  el  abandono 
de  la  cosa  por  el  representante  del  poseedor,  no  hace  perder  la 
posesión,  no  lo  es  menos  que  el  alcance  de  este  artículo  está 
limitado  por  el  2456  del  mismo  Código ;  es  decir,  que  aunque 
la  cosa  fuese  abandonada  por  el  representante,  la  posesión  se 
conserva,  mientras  subsista  el  abandono,  cesando  desde  el  mo- 
mento que  otro  entre  y  tome  dicha  posesión  y  goce  de  la  cosa 
durante  un  ano ;  por  consiguiente,  para  que  el  Fisco  hubiera 
conservado  la  posesión  del  terreno  abandonado  por  Trenti,  ha 
sido  menester  que  el  abandono  haya  subsistido,  y  que  no  haya 
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entrado  en  posesión  de  él  otra  persona,  poseyendo  la  cosa  por 
nn  año,  hasta  el  momento  de  iniciarse  este  juicio. 

6^  Que  el  demandado  Gabastou,  al  rechazar  la  demanda,  apo- 
ya su  derecho  ala  posesión  en  que,  precisamente  hace  más  de 
un  año,  que  él  y  sus  antecesores  poseen  la  cosa,  y  que  dado 
el  caso  que  el  Fisco  haya  estado  en  posesión  anteriormente,  lia 
perdido  su  derecho  por  el  mero  hecho  del  trascurso  de  un  aüo 
que  ha  dejado  poseer  la  cosa  por  otro,  plazo  por  el  cual  espira.  6 
se  prescribe  la  acción  de  despojo  que  tiene  todo  poseedor  pax'S' 
recuperar  la  cosa  de  que  ha  sidodesposeido,  oponiendo  en  con^ 
secuencia,  la  escepcion  de  prescripción  á  la  acción  deducida. 

7^  Que  la  escepcion  opuesta,  hállase  debidamente  probada  por 
el  testimonio  conteste  y  uniforme  de  tres  testigos  mayores  dtí 
toda  escepcion,  como  consta  de  las  declaraciones  corrientes  de 
fojas  40  á  43  que  afirman  que  en  el  mes  de  Enero  del  año  próximo 
pasado  el  Dr.  Santillan,  antecesor  del  demandado,  ocupaba  el 
terreno  en  cuestión  con  unos  caballos  y  que  además  había  allí 
nn  hombr(^  colocado  por  él. 

Que  Cbta  ocupación  era  á  título  de  poseedor,  á  más  de  decirlo 
las  declaraciones,  no  es  posible  suponer  que  fuese  de  otro  modo, 
pues  Santillan  por  los  títulos  de  propiedad  que  corren  en  autos, 
tenía  sobre  el  terreno  derecho  de  poseer,  y  toda  ocupación  que 
hiciera  de  él,  había  de  ser  á  título  de  propietario,  con  ánimo  de 
de  tener  la  cosa  para  sí  y  no  á  título  precario. 

8°  Que  estando  comprobada  la  posesión  del  antecesor  de  Gabas- 
tou,  desde  el  mes  de  Enero  del  año  próximo  pasado  hasta  el  mes 
de  Diciembre  del  mismo  año  que  entró  á  poseer  el  demandado  por 
tradición  que  le  hicieron  sus  antecesores,  según  consta  á  foja  36, 
permaneciendo  así  hasta  el  10  de  Marzo  de  este  año,  día  en  que 
se  entabló  la  demanda ;  y  pudieado  el  demandado  por  el  articu- 
lo 2474  del  Código  Civil,  unir  su  posesión  con  la  de  su  antece- 
sor para  establecer  la  posesión  anual,  hállase  comprobada  en  el 
presente  caso,  dicha  posesión  anual  alegada  por  el  demandado 


DB  JUSTICIA  NACIONAL  i  39 

como  escepcion  á  la  acción  de  despojo  deducida,  no  habiendo 
sido  por  otra  parte,  tachada  de  ninguno  de  los  tícíus  que  le  ha- 
cen perder  los  atributos  que  le  son  inherentes,  en  vista  de  lo 
cual  el  artículo  2493  del  Código  Civil,  es  de  una  estricta  aplica- 
ción en  el  caso  subjudice. 

Por  todos  estos  fundamentos^  fallo  declarando  improcedente 
la  acción  de  despojo  dedocida  por  el  Agente  Fiscal,  de  acuerdo 
con  el  artículo  2493  citado,  pudiéndola  parte .  yencida  hacer 
valer  su  derecho  de  propiedad,  en  el  juicio  petitorio. 

Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Virgilio  M.  Tedin, 
Fallo   de  la  Suprema  Corte 

Bnenos  Aires,  Mayo  4  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Que  los  testigos  ofrecidos  para  jus- 
tificar la  posesión  del  Doctor  Don  Pablo  Santillan  en  Enero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  del  terreno  materia  de  esta 
cuestión,  dan  como  única  razón  de  su  dicho  á  tal  respecto,  el 
hecho  de  haber  visto  en  aquella  fecha]en  el  terreno  mencionado, 
unos  caballos  que  se  les  ofreció  en  venta  como  de  propiedad  de 
Santillan,  quien  se  encontraba  también  allí  en  el  momento  á  que 
se  refieren. 

Que  estas  declaraciones,  refiriéndose  al  parecer,  á  un  hecho 
accidental  y  transitorio,  y  no  conteniendo  la  espresion  de  nin- 
gún otro  acto  de  ocupación  real  y  efectiva  de  parte  del  espre- 
sado Doctor  Santillan,  no  puede  considerarse  como  probatoria 
de  la  posesión  de  este,  ni  con  fuerza  bastante  para  destruir  el 
mérito  y  efectos  de  la  posesión  anterior  que  resulta  evidente- 
mente haber  tenido  del  terreno  litigado,  la  administración  de^ 
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Parque  tres  de  Febrero,  j  que  se  halla  plenamente  reconocida 
por  el  demandado  y  sus  causantes,  en  los  espedientes  agregados 
al  presente. 

Qae  de  la  combinación  de  las  fechas  de  la  escritura  do  venta 
á  favor  del  demandado,  corriente  á  foja  treinta  y  una,  de  la 
anotación  puesta  al  fin  de  la  misma,  á  foja  treinta  y  cinco  coa 
fecha  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete, 
y  del  recibo  finalmente,  de  foja  treinta  y  seis,  fluye  aún  que  hasta 
la  fecha  al  menos  de  aquella  anotación,  los  causantes  del  de- 
mandado no  se  hallaban  aún  en  la  posesión  del  terreno  referido, 
pues  de  otro  modo  no  se  esplicaría  cómo  no  hicieron  tradición 
de  él  al  comprador,  no  obstante  haber  recibido  un  año  antes  6 
más,  una  tercera  parte  de  su  precio  y  depender  el  pago  del  resto 
puramente  del  hecho  de  su  entrega,  según  lo  convenido  en  la 
escriturado  foja  treinta  y  una. 

Que  no  habiéndose  deducido  otra  escepcion  contra  la  acción 
interpuesta,  que  la  de  prescripción  fundada  en  el  hecho  antes 
citado,  y  no  habiéndose  justificado  esta,  el  derecho  del  deman- 
dante debe  tenerse  por  cierto. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cuarenta  y  siete^  declarándose  que  el  demandado  Don  Adolfo 
Gabastou  está  obligado  á  reponer  á  la  Administración  y  Direc- 
ción del  Parque  tres  de  Febrero,  en  la  posesión  y  libre  ocupa- 
ción en  que  se  ha  hallado  del  terreno  referido,  sin  especial 
condenación  en  costas  por  no  haberse  solicitado. 

Repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGCREN. — C.  S.  DE  LA 
TORRE.  —LUIS  V. VÁRELA. 
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CAUSA   liTIII  0) 


Don  Ángel  Gardella^  contra  el  Ferro-carril  del  Oeste ;  sobre 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — A  falta  de  convenio  sobre  la  forma  de  cobrar  el 
lanchage,  debe  estarse  á  la  práctica  establecida;  y  siendo  esta 
la  de  cobrarlo  por  las  ruedas  con  eje  montadas  segan  su  cubaje, 
debe  mandarse  pagar  en  esa  forma. 


Caso.  —  Don  Ángel  Gardella  expuso  ante  el  Juzgado,  que  en 
el  vapor  c Villa  del  Bosario»,  procedente  del  Havre,  vinieron 
cien  pares  de  ruedas  montadas,  á  la  orden  y  pertenecientes  al 
Ferro-carril  del  Oeste*  que  el  exponente  desembarcó  por  encar- 
go del  capitán  del  buque  que  estaba  autorizado  para  designar  el 
lanchero,  por  el  artículo  5®  del  conocimiento. 

Que  efectuada  la  descarga,  presentó  su  cuenta  al  Ferro-carril, 
el  cual  sin  desconocer  la  obligación  de  abonarle  el  lanchage,  se 
negó  á  satisfacer  los  quince  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho 
pesos  moneda  corriente  que  cobraba,  j  ofreció  pagar  solamente 
cinco  mil  novecientos  cuarenta  y  siete^  con  arreglo  á  una  liqui- 
dación practicada  por  el  mismo  ferro-carril. 

(1]  Después  de  vista  esta  causa,  se  modificó  el  personal  de  la  Suprema 
Corte,  y  en  consecuencia,  se  vio  nuevamente  en  4  de  Mayo  de  1889. 
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Que  como  el  precio  de  la  descarga  no  fué  convenido  debía 
abonarse  el  que  fuere  de  práctica  en  este  ^puerto,  según  lo  es- 
tablecido por  la  Suprema  Corte  (serie  2*,  tomo  2^,  págiua  56,  y 
*omo  T,  página  205,  de  sus  Fallos). 

Que  el  Ferro-carril  pretendía  ajustar  el  precio  con  relación 
al  peso  de  las  ruedas  y  fijar  el  mismo  que  tienen  el  alambre  y 
acero  desembarcados  de  la  canal ;  pero  que  esto  no  era  ni  justo 
ni  de  práctica,  porque  no  babía  similitud  entre  estos  artículos 
que  tienen  mucho  peso  y  ocupan  poco  espacio,  y  las  ruedas  mon- 
tadas, en  que  estos  términos  están  invertidos. 

Que  lo  que  corresponde,  con  sujeción  al  uso  comercial  en  esta 
plaza,  es  determinar  el  precio  del  lanchaje  con  relación  al  pié 
cúbico,  en  atención  á  que  las  ruedas  vienen  con  un  largo  eje 
fijado  en  el  centro  de  ellas,  ocupan  un  gran  espacio  y  tienen 
un  peso  relativamente  inferior,  por  no  ser  de  locomotoras  sino 
de  wagones. 

Que  demandaba  en  consecuencia,  al  Ferro-carril  del  Oeste  por 
quince  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho  pesos  m/c  ó  619  pesos 
12  centavos  fuertes,  que  importa  el  lanchaje,  con  intereses  y 
costas. 

Acompañó  una  cuenta  que  dice : 


Por  lanchaje  del  vapor  <  Villa  del  Rosario  » 

Cien  pares  ejes  con  ruedas  montadas,  metros 
cúbicos  218 +  '7739  á  veinte  reales  el  pié 
cúbico $     19.347  4 

Menos  20  por  ciento 3.869  > 

Pesos  m/c 15.478  > 

Contestando  el  traslado  de  la  demanda,  el  representante  del 
Ferro-carril  del  Oeste  dijo :  que  ¿oda  la  cuestión  estaba  redo- 
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cida  á  si  el  pago  del  lanchage  de  las  cien  ruedas  de  fierro  mon- 
tadas, para  wagones,  debe  hacer&e  al  peso  ó  por  su  oobaje. 

Que  en  la  tarifa  de  lanchages  no  está  especificado  el  artículo 
que  motiva  esta  cuestión,  pero  que  lo  están  otros,  enteramente 
análogos,  y  la  regla  es  que,  en  estos  cases,  se  deduce  el  precio 
del  lanchaje  por  analogía,  y  según  la  práctica  del  comercio,  la 
cual  ha  establecido  que  las  ruedas  de  fierro  montadas  paguen 
por  su  peso. 

Que  el  Ferro-carril  en  su  archiTo  tiene  elementos  para  de- 
mostrar que  esa  es  la  práctica,  citando  el  contrato  que  tiene 
celebrado  con  los  lancheros  C.  Medina  y  C  para  las  descargas 
de  1882,  el  cual  en  su  artículo  V  establece  que  los  bultos  de 
tren  rodante  de  menos  de  mil  kilogramos,  se  pagarán  á  razón  de 
seis  pesos  veinte  centavos  m/c  por  cada  cien  kilogramos,  y  en 
el  artículo  2°  se  estipula  que  los  artículos  cuyo  precio  no  se 
haya  previsto,  será  deducido  por  analogía. 

Que  en  el  mismo  año  1882  el  ferro-carril  ha  pagado  por  peso 
y  no  por  medida,  el  lanchaje  de  ruedas  de  fierro  montadas,  á  los 
señores  Y.  Casares  é  hijos,  lo  que  comprueba  por  el  certificado 
de  la  Contaduría  del  Ferro-carril  que  adjunta^  con  el  cual  tam- 
bién justifica  que  á  Gardella  y  C  se  les  ha  pagado  el  lanchage 
de  elásticos  y  cajones,  y  bultos  de  herrajes  para  wagones  por 
peso  y  no  por  medida. 

Pidió  el  rechazo  de  la  demanda,  con  costas. 

El  Ferro-carril  acompañó  con  la  contestación,  copia  del  espe- 
diente formado  con  motivo  de  la  cuenta  de  Gardella,  en  el  cual 
el  Gefe  de  almacenes  dice:  que  es  de  práctica  que  los  bultos 
pesados,  como  son  los  de  que  se  trata,  se  liquiden  según  el  peso 
que  tienen,  como  ha  sucedido  en  el  mismo  año  con  otros  lanche- 
ros á  quienes  por  el  mismo  material  se  les  ha  abonado  á  razón  de 
noventa  pesos  m/o  la  tonelada  inglesa;  que  liquidando  el  lan- 
chaje como  lo  indica,  importaría  5957  pesos  m/c;  pues  cien  pares 
ruedas  con  ejes,  84.028  kilos  ó  90  toneladas  inglesas,  7446  fuer- 
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tes.   Descaento  20  por  ciento,  i489.  Resaltado  5957  pesos. 
Y  copia  del  contrato  del  Ferro-carril  del  Oeste  con  los  señores 
C.  Medina  y  Cv 


WmU9  del  Jíuea  Fedeml 


Buenos  Aires,  Julio  14  de 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Ángel  Gardella  con^r^sL  ^ 
Ferro-carril  del  Oeste,  por  cobro  de  pesos,  de  los  g^^ae  re- 
salta : 

I**  Que  en  11  de  Octubre  del  año  próximo  pasado  se  pr^3  ^^ntó 
al  Juzgado  el  espresado  Gardella,  exponiendo : 

Que  en  el  vapor  «Tilla  del  Rosario»  llegado  del  Havre, 
ron  cien  pares  de  ruedas  montadas  consignadas  á  la  6i 
pertenecientes  al  mencionado  ferro-carril,  y  que  en  uso 
facultad  estipulada  en  el  conocimiento,  el  capitán  le  había 
gado  de  efectuarla  descarga^  cuya  operación  practicó  sin 
veniente  alguno,  recibiendo  el  ferro-carril  los  objetos  deseí 
cados. 

Que  en  consecuenciaf  este  tenía  la  obligación  de  ab(^^^^^^^^ 
el  importe  del  lanchaje  dentro  de  24  horas,  pero  como  no  K^v^  ^"^^ 
precio  convenido^  debía  pagarle  el  que  fuese  de  práctica  e  ^^^  ^' 
puerto. 

Que  ejercitando  su  derecho,  había  presentado  su  cuen  ^^  ^^ 
ferro-carril,  el  cual  sin  desconocer  la  obligación  de  abonarf    ^^ 
lanchage,  se  negó  á  satisfacer  los  15.478  pesos  m/c,  queimf  ^^* 
taba,  ofreciendo  pagarle  solamente  5957  pesos  de  igual  monec^^^ 
con  lo  que  no  estaba  conforme ;  y  por  lo  tanto,  venía  á  ento-* 
blar  formal  demanda  por  la  espresada  suma  ó  sean  C 19  pesos 
fuertes  con  sus  intereses  y  costos. 
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2°  Qae  el  representante  del  Ferro-carril  del  Oeste,  D.  Nican- 
dro Dorr,  contestó  á  foja  40  el  traslado  que  le  fué  conferido  de 
la  demanda,  manifestando : 

Qae  era  efectivamente  cierto  qne  los  lancheros  Gardella  y  G" 
descargaron  para  el  Ferro-carril  del  Oeste  cien  pares  de  rnedas 
montadas,  como  también  qne  dichos  señores  presentaron  al  Di- 
rectorio nna  cuenta  de  15.478  pesos  m/c^  qne  este  rechazó  por 
considerarla  exborbitante  y  ordenó  qne  se  les  abonase  la  snma 
de  5957  pesos. 

Qae  el  Directorio  del  Ferro-carril  observa  por  regla  invaria- 
ble de  conducta  evitar  en  cnanto  puede  toda  cuestión  litigiosa 
creyendo  así  administrar  mejor  los  intereses  públicos  qae  le 
están  confiados  y  en  tal  virtud  propuso  á  los  señores  Gardella 
y  G*  someter  á  juicio  arbitral  la  diferencia  suscitada,  lo  que 
estos  no  aceptaron,  demostrando  así  el  temor  de  un  resultado 
adverso. 

Que  en  la  tarifa  de  lanchages  no  estaba  especificado  el  ar- 
tículo que  ha  motivado  esta  cuestión,  pero  lo  están  otros  entera- 
mente análogos,  y  la  práctica  es  que  en  tales  casos  se  deduce 
el  precio  por  analogía,  y  según  la  práctica  del  comercio  que  está 
sentada,  puede  verse  que  las  anclas  y  cadenas,  el  acero,  el 
alambre,  el  carbón,  el  fierro  en  general,  las  llantas,  los  rie- 
les, etc.,  pagan  por  su  peso,  y  la  práctica  del  comercio  ha  esta- 
blecido que  las  ruedas  de  fierro  montadas,  paguen  también  por 
su  peso  por  la  analogía  que  tienen  con  los  artículos  enunciados; 
y  que  el  mismo  Ferro-carril  del  Oeste  tiene  en  su  archivo  ele- 
mentos para  demostrar  que  esa  es  la  práctica  del  comercio. 

3®  Que  oido  el  actor  respecto  de  los  documentos  presentados 
por  el  demandado,  se  recibió  la  causa  á  prueba  por  auto  de  foja 
61  para  que  se  justifiqué  cuál  es  el  lanchaje  que  se  acostumbra 
pagar  por  ejes,  con  ruedas  montadas,  habiéndose  producido  por 
ambas  partes  la  que  corre  agregada  de  fojas  66  á  107. 

Y  considerando :  1^  Que  según  se  vé  por  los  antecedentes 
T.  n  10 
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expuestos,  ambas  partes  están  conformes  en  cuanto  á  la  existen* 
cía  del  hecho  capital  en  que  se  apoya  la  demanda,  e»to  es,  el 
acarreo  desde  á  bordo  del  vapor  cYilla  del  Bosario»  á  tierra,  de 
iOO  ejes  con  ruedas  montadas  para  wagones,  pues  aunque  en  la 
cuenta  de  foja  3  se  mencionan  100  pares  de  ejes,  lo  que  dar£a 
200  pares  de  ruedas,  puesto  que  cada  eje  tiene  dos  ruedas,  el 
conocimiento  de  foja  5  esplica  el  error  de  redacción  en  que  se 
ha  incurrido,  desde  que  solo  menciona  cien  ejes  que  es  toda  1  ^ 
carga  desembarcada  por  Gardella  y  C*,  lo  que  representa  lOO 
pares  de  ruedas,  de  modo  que  el  único  punto  sobre  el  cual 
existe  divergencia,  es  el  precio  que  debe  pagarse  por  lanchag^e 
de  ese  artículo. 

^  Que  no  habiéndose  estipulado  ese  precio  con  anterioridad 
á  la  descarga,  como  lo  reconoce  el  mismo  actor,  debe  entenderse 
que  ambas  partes  se  sometieran  al  que  está  establecido  en  Ic^ 
tarifa  de  lanchajes  confeccionada  por  el  gremio  de  lancheros  ^r 
á  falta  de  especificación  en  esta,  al  que  sea  de  uso  corriente  exx 
el  puerto  por  ese  articulo  ú  otros  de  análoga  naturaleza,  pox^ 
ser  esa  la  práctica  y  uso  generalmente  observado  en  el  comercio 
cuando  ocurren  casos  análogos,  conforme  lo  tiene  declarado  \sl 
Corte  Suprema  en  las   causas  2,  página  56,  y  4*,  página  439, 
^^  serie  de  sus  fallos,  de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  inciso  6% 
artículo  296  del  Código  de  Comercio. 

3^  Que  en  la  tarifa  de  que  se  ha  hecho  mención,  no  existe 
precio  señalado  para  los  ejes  con  ruedas  montadas  para  wago- 
nes, pero  sí  lo  hay  para  diferentes  artículos  de  fierro  que  tienen 
más  ó  menos  marcada  analogía  con  aquel,  notándose  que  en 
todos  ellos  el  precio  de  lanchajes  aparece  fijado  por  peso  y  no 
por  medida  cúbica,  lo  que  es  perfectamente  natural,  pues  por 
regla  general,  los  artículos  de  fierro  representan  mayor  peso  que 
volumen. 

4°  Que  la  parte  actora  á  quien  incumbía  especialmente  jus- 
tificar que  el  uso  comercial  de  este  puerto  es  pagar  el  lanchage 
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de  que  se  trata,  por  medida  cúbica,  por  ser  ella  quien  ba  fijado 
el  precio  en  esa  forma,  ba  presentado  por  toda  pruébalas  decla- 
raciones de  los  testigos  Vicente  E.  Casares  (f.  76  vta.),  Carlos 
Bnbio  (f.  87),  Jnan  Señorans  (f.  87  vta.),  Bernardo  Garay 
(f.  88  vta),  José  Ortelli(f.  89)  y  Bernabé  Rodríguez  (f.  90), 
todos  lancberos  de  profesión  y  de  consiguiente  indirectamente 
interesados  en  el  resultado  de  este  pleito,  puesto  que  la  gestión 
promovida  por  Oardella  y  C*  tiende  á  fijar  un  precio  de  lanchaje 
casi  dos  veces  mayor  que  el  que  reconoce  deber  pagar  el  ferro- 
carril, circunstancia  que  constituye  una  tacha  legal,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  inciso  5""  del  artículo  127  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos é  inciso  3^,  artículo  207,  Código  de  Comercio,  disminuye 
si  no  destruye  completamente  el  valor  probatorio  que  puede 
atribuirse  á  dichas  declaraciones,  tanto  más  cuanto  que,  dos  de 
esos  mismos  testigos,  Casares  y  Bodriguez,  confiesan  que  han 
descargado  ejes  con  ruedas  montadas  al  peso  y  no  por  medida 
cúbica,  siendo  inadmisible  la  disculpa  de  que  lo  hicieron  por 
error  desde  que  no  han  insinuado  siquiera  que  reclamaran  de  él 
una  vez  que  fué  notado. 

5""  Que  por  su  parte  el  Ferro-carril  del  Oeste  ha  justificado 
con  copias  auténticas  de  documentos  existentes  en  los  archivos 
de  esa  repartición,  que  en  más  de  una  ocasión  ha  pagado  el 
lanchage  de  los  ejes  con  ruedas  montadas  á  4  pesos  5  centavos 
el  quintal^  lo  que  desde  luego  demuestra  que  no  es  un  hecho 
insólito  su  pretensión  en  este  caso,  y  si  á  esto  se  agrega  las 
declaraciones  de  los  testigos  Casares  y  Bodriguez,  de  la  misma 
parte  de  Oardella  y  C",  de  que  se  ha  hecho  mérito  ya,  de  la  de 
los  lancheros  Cruz  Medina  y  Sebastian  Casares,  el  primero  de 
los  cuales  reconoce  que  siempre  se  le  ha  pagado  ese  artículo  por 
peso,  lo  mismo  que  los  rieles  y  otros  materiales  de  fierro,  estan- 
do dispuesto  á  descargar  para  cualquier  otro  en  iguales  condi- 
ciones, porque  en  los  buques  se  puede  estivar  perfectamente  sin 
3)erder  espacio  y  cargar  sobre  cubierta  por  ser  mercadería  que 
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no  sufre  avería ;  y  el  segundo,  que  once  años  atrás  el  Ferro- 
carril del  Oeste  le  ha  pagado  lanchage  del  mismo  artículo  tam- 
bién por  peso,  queda  evidenciado  que  el  uso  del  puerto  es  pagar 
el  lanchage  en  la  forma  que  lo  sostiene  el  Ferro-carril  y  no  como 
lo  pretende  Gardella  y  C*. 

6°  Que  aún  cuando  no  haya  existido  un  uso  uniforme  y  cons- 
tante á  ese  respecto,  aparte  de  las  consideraciones  de  interés 
público  que  aconsejan  prestar  todo  género  de  protección  y  fran- 
quicias á  las  Empresas  de  vías  férreas  destinadas  á  ser  el  factor 
principal  del  engrandecimiento,  prosperidad  y  productividad  de 
la  República,  viniendo  de  ese  modo  á  favorecer  directa  é  indi- 
rectamente los  intereses  de  los  mismos  lancheros,  basta  para 
pronunciarse  en  sentido  favorable  al  uso  sostenido  por  el  ferro- 
carril, la  circunstancia  de  que  existe  un  lanchero  que  habiendo 
descargado  el  artículo  mencionado  desde  tiempo  atrás  para  el 
Ferro-carril  del  Oeste,  al  peso,  está  dispuesto  á  hacerlo  en  las 
mismas  condiciones  para  cualquiera  otra  empresa,  lo  que  ade- 
más de  revelar  un  uso  comercial  en  ese  sentido,  pues  es  de 
suponer  que  buscando  sus  intereses  encargaran  la  descarga  al 
que  les  cobra  un  precio  dos  veces  menor,  demuestra  que  el  pre- 
cio que  ofrece  pagar  el  Ferro-carril  del  Oeste  no  es  inequi- 
tativo. 

7^  Que  la  circunstancia  de  haberse  estipulado  y  cobrado  el 
flete  en  el  buque  mayor  por  capacidad  cúbica  y  no  por  peso,  en 
nada  influye  sobre  las  conclusiones  precedentes,  pues  el  acarreo 
es  un  nuevo  contrato  completamente  separado  é  independíente 
del  que  espresa  el  conocimiento  de  foja  2  como  que  sus  efectos 
terminan  en  el  puente  del  navio  según  se  espresa  en  su  artículo 
6®  el  cual  debe  regirse  á  falta  de  convenciones  espresas,  por  el 
uso  del  puerto,  según  ambas  partes  están  de  acuerdo  en  reco- 
nocerlo. 

Por  estos  fundamentos,  y  concordantes  del  escrito  de  foja 
li3,  fallo  absolviendo  al  Feno-carril  del  Oeste  de  la  demanda 
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de  foja  10,  y  declarando  que  solo  está  obligado  á  pagar  el 
lanchaje  de  100  ejes  con  ruedas  montadas,  á  razón  de  4  pesos 
50  centavos  m/c  por  quintal,  que  es  el  precio  fijado  por  la 
tarifa. 

Virgilio  M.  Tedtn, 


Fallo  de  im  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1889. 

Yistos :  Resultando  de  las  declaraciones  corrientes  de  foja 
setenta  y  seis  vuelta  á  foja  ochenta  y  nueve  vuelta,  no  tachadas  • 
y  que  se  encuentran  además  plenamente  confirmadas  por  el 
informe  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio,  corrien- 
te á  foja  ciento  sesenta  y  nueve,  que  el  lanchaje  de  ruedas  con 
eje  montadas,  para  wagones^  se  ha  cobrado  según  la  práctica 
establecida  con  anterioridad  al  año  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  tres  y  se  cobra  hasta  la  fecha,  según  su  cubaje,  y  no  según  su 
peso;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  veintiséis 
vuelta;  y  con  arreglo  al  artículo  doscientos  noventa  y  seis, 
inciso  sexto  del  Código  de  Comercio,  se  declara  que  el  lanchage 
materia  de  esta  cuestión,  debe  ser  abonado  según  la  cuenta  de 
foja  tres,  con  sus  intereses  desde  el  dia  de  la  demanda. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BENJAHIN  VICTORICA.  --ULADIS- 
LAO  frías.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LÜISV.  VÁRELA. 
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CAUSA  I.IX 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  de  la  Capital 
y  el  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  la  demanda  ejecu- 
tiva seguida  por  el  Dr.  D.  Domingo  Fernandez^  argentino, 
contra  D.  Julián  Socas  y  estrangero;  por  cobro  de  arrenda- 
mientos. 


Sumario.  —  La  designación  del  lagar  para  el  pago  de  arrien- 
dos, somete  al  Juez  de  ese  logar  el  conocimiento  y  decisión  de 
las  cuestiones  qne  surjan  á  su  respecto. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  Domingo  Fernandez,  argentino,  demandó 
á  D.  Julián  Socas,  estrangero,  ante  el  Juez  de  Sección  de  la 
Capital,  por  cobro  ejecutivo  de  los  arrendamientos  de  un  campo 
sito  en  Entre  Bios,  correspondientes  á  los  años  de  1885,  i  886  j 
i  887,  que  según  el  contrato  de  locación  debían  pagarse  en 
Buenos  Aires,  cuyos  alquileres  dijo  haber  demandado  también 
ejecutivamente  ante  el  Juez  de  i'^  Instancia  de  la  Capital,  quien 
en  vista  de  las  escepciones  espuestas  en  el  término  legal,  entre 
las  que  se  incluyó  la  de  incompetencia,  declaró  no  haber  lugar 
&  la  ejecución  por  esta  última  escepcion  que  aceptó. 
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Diotado  el  auto  de  solvendo,  y  estando  en  las  diligencias  de 
embargo,  D.  Julián  Sooas  se  presentó  al  Jnez  de  Sección  de 
la  Plata,  entablando  contienda  de  competencia. 

Dijo:  qne  el  Juez  Federal  de  la  Plata,  había  prevenido  al  de 
la  Capital  en  el  oonocimiento  del  asunto,  pnes  ante  él  se  había 
tratado  la  cuestión  sobre  arrendamiento  del  campo,  y  ante  él  se 
había  presentado  la  liquidación  de  los  arrendamientos  de  1885, 
la  providencia  recaída  sobre  el  escrito  había  sido  reclamada  por 
el  Sr.  Coronado,  Procurador  del  Dr.  Fernandez,  y  el  Juez  Federal 
de  la  Plata  había  dictado  la  providencia  de  autos,  para  resolver. 

£1  Procurador  Fiscal  á  quien  se  dio  vista,  dijo :  que  según  el 
espediente  seguido  por  Socas  y  Fernandez  se  celebró  ante  la 
Suprema  Corte  en  29  de  Noviembre  de  1883  un  convenio,  est)Gi- 
bleciéndose  que  el  campo  se  entregaría  el  1"^  de  Diciembre  de 
ese  año,  y  qne  los  arrendamientos  empezaran  á  correr  desde  esa 
fecha. 

Qne  á  foja  87,  D.  Julián  Socas,  espuso :  qne  recien  un  año 
despnes  le  fué  dada  posesión  del  campo  y  no  se  considera  obli- 
gado á  pagar  los  arrendamientos  del  año  anterior,  en  qne  no 
había  gozado  del  campo :  y  que  el  Procurador  Coronado  sostuvo 
que  debía  pagarse  ese  arrendamiento,  quedando  el  pnnto  á  re- 
solverse. 

Que,  según  estos  antecedentes^  la  cuestión  arrendamientos 
de  i  884  estaba  sometida  ala  jurisdicción  del  Juez  déla  Plata 
como  una  emergencia  del  convenio  de  1883. 

T  por  esto  creía  que  se  debía  aceptar  la  contienda  limitándo- 
la solamente  á  los  arrendamientos  del  año  de  1884. 

Auto  del  Jínes  Fedeml  de  Ii«  Plato 

La  Plata,  Abril  7  de  1888. 

Besultando  qne  son  exactos  los  hechos  invocados  en  la  soli- 
citud de  foja  101,  de  D.  Julián  Socas,  y  que  CDustan  de  autos 
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j  por  tanto,  hay  juicio  pendiente  en  que  está  reconocida  la  ju- 
risdiccion  y  en  estado  de  fallo  de  este  Tribunal ;  y  por  otra 
parte^  se  encuentra  justificada  desde  que  para  el  pago  del 
arrendamiento  se  ha  suscitado  cuestión  sobre  la  aplicacioa  6 
ejecución  de  la  sentencia  dictada  por  este  juzgado,  y  es  por  taato 
una  causa  correlativa.  Por  esto,  y  de  conformidad  con  la  vista 
Fiscal,  se  declara  este  Juzgado  competente  para  entender  en 
ella,  y  líbrese  el  oficio  á  que  se  refiere  el  artículo  45  de  la  ley 
de  Procedimientos ;  con  inserción  de  la  vista  fiscal,  formándose 
espediente  por  separado. 

Albarradn. 


El  Juez  Federal  de  la  Capital  dio  vista  del  oficio  del  de  lai 
Plata  al  Dr.  Fernandez,  y  su  procurador  Coronado  se  opuso  a.1 
requerimiento  de  este,  observando  entre  otras  cosas,  que  si  el 
Juez  Dr.  Albarracin  había  conocido  en  l'^  Instancia  del  asunto 
sobre  arrendamiento  con  el  Sr.  Socas,  fué  porque  en  esa  feclia 
él  tenía  jurisdicción  en  la  Capital ;  pero  que  después  de  la  or  * 
ganizacion  délos  Tribunales  de  esta,  y  de  creados  los  Juzgadas 
Federales  de  la  Capital,  había  cesado  dicha  jurisdicción,  y  al 
espediente  relativo  correspondía  á  este  Juzgado,  por  ser  veciao 
de  la  Capital  el  Dr.  Fernandez,  y  en  Buenos  Aires  el  lugar  dol 
cumplimiento  del  contrato. 


Auto  del  Jíuea  FedenU  de  te  Capital 

Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1888. 

Autos  y  vistos:  Por  los  fundamentos  aducidos  en  el  precedeate 
escrito  y  considerando  además : 
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l^*  Qae  en  el  contrato  de  arrendamiento  celebrado  entre  So- 
cas j  Fernandez  se  ha  establecido  qne  el  pago  de  los  arrenda- 
mientos debe  efectuarse  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  lo  que 
importa  constituir  un  domicilio  especial  para  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  del  locatario  y  fijar  la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  ante  quienes  deben  hacerse  efectirasen  caso  de  con- 
testación. 

2^  Que  según  el  mismo  contrato,  tanto  Socas  como  Fernandez 
son  vecino?  de  Buenos  Aires  (Capital),  de  modo  que  aún  sin  esa 
circunstancia,  la  única  jurisdicción  competente  para  entender 
en  la  causa,  habría  sido  la  de  los  Tribunales  de  la  Capital,  no 
apareciendo  del  exhorto  y  demás  antecedentes  remitidos  por  el 
Sr.  Juez  Dr.  Albarracin,  la  causa  determinante  de  la  jurisdic- 
ción que  ha  ejercido  en  la  cuestión  y  sostiene  en  este  incidente. 

3^  Que  por  otra  parte,  según  las  circunstancias  de  autos 
y  la  espresa  declaración  hecha  por  el  representante  del  Dr. 
Fernandez,  no  se  trata  en  el  juicio  promovido  ante  este  Juzgado 
del  cobro  de  arrendamientos  correspondientes  al  año  1884,  los 
cuales  han  sido  abonados,  otorgándose  recibo  en  forma,  sino  de 
los  años  sul)siguientes  al  año  1884  hasta  el  próximo  pasado, 
respecto  de  los  que  aunque  se  haya  hecho  consignación  ante  el 
Sr.  Juez  de  Sección  de  la  Provincia,  no  hay  pleito  trabado  ni 
puede  tampoco  paralizar  la  acción  ejecutiva  deducida  ante  el 
Juez  del  domicilio  especial  elejido  por  las  partes,  pues  la  ley 
de  juicio  ejecutivo  no  admítela  escepcion  de  litis  pendencia, 
ni  el  acreedor  puede  ser  obligado  á  ir  á  discutir  la  validez  de  la 
consignación  ante  un  juez  que  no  és  el  de  ese  domicilio. 

4^  Que  á  ser  exacta  la  relación  antecedente,  contenida  en  el 
precedente  escrito,  respecto  al  origen  de  la  jurisdicción  del  Dr. 
Albarracin  en  dicha  causa,  la  que  este  puede  verificar  por  tener 
los  autos  en  su  poder,  desde  el  instante  que  terminó  su  juris- 
dicción en  el  municipio  de  Buenos  Aires  por  su  cesión  á  la 
Nación  y  nombramientos  de  jueces  propios  para  la  Capital,  no 
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ha  podido  continoar  conociendo  en  ana  cansa  ajena  &  sn  jnris- 
dicoion  territorial,  siendo  por  esta  razón  menos  admisible  aún 
la  pretensión  de  llevar  este  jnicio  ante  dicho  Sr.  Jaez  á  tftalo 
de  incidente  6  conexo  con  aquella. 

Por  estos  fundamentos,  el  juzgado  resuelve  no  hacer  lugar  á 
la  inhibitoria  solicitada  en  el  exhorto  de  foja  40  lo  que  se  co- 
municará al  Sr.  Juez  exhortante  con  testimonio  del  auto  y  del 
precedente  escrito,  pidiéndole  se  sirva  contestar  si  acepta  esta 
resolución  para  en  caso  contrario  elevar  los  autos  á  la  Suprema 
Corte. 

Virgilio  M.  Tedin. 

Auto  del  Jínez  Federal  de  Ii«  Plata 

La  Plata,  Junio  30  de  1888. 

Autos  y  vistos :  De  conformidad  á  lo  alegado  en  el  escrito 
precedente  y  teniendo  en  consideración  además,  que  los  hechos 
que  se  invocan  en  el  auto  del  Sr.  Juez  Dr.  Tediu,  sobre  la  resi- 
dencia de  las  partes  de  este  juicio  en  la  Capital  déla  República, 
y  el  de  haberse  concluido  6  terminado  el  juicio  relativo  á  la  fija- 
ción del  plazo  en  que  empezó  á  regir  el  contrato,  no  solo  no  se 
hallan  comprobados,  sino,  ni  alegados,  como  también  no  es 
exacto  que  al  ordenarse  la  inhibitoria  no  se  hayan  dado  funda- 
mentos para  la  misma  como  lo  reconoce  el  mismo  Sr.  Juez  al 
condensarlos  en  el  último  considerando  de  su  resolución  y  se 
contienen  en  el  auto  de  foja  18  vuelta:  resuelvo,  mantener  la 
competencia  de  este  juzgado,  mandando  se  eleven  los  autos  á  la 
Suprema  Corte  para  que  dirima  la  contienda,  dándose  aviso  en 
contestación  al  Sr.  Juez  Dr.  Tedin,  para  que  á  su  vez  se  sirva 
elevar  los  que  tramitan  por  su  Juzgado.  Notifíquese  original 
esta  resolución. 

Isidoro  Álbarracin. 
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El  Juez  Federal  de  la  Capital  elevó  los  autos  i  la  Suprema 
Corte. 


VISTA  DEL  SEfiOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Julio  35  de  1888. 
Suprema  Corte: 

Esta  causa  corresponde  notoriamente  á  la  justicia  de  la  Capi- 
tal, por  ser  vecinos  de  la  misma,  demandante  y  demandado, 
según  así  resulta  del  mismo  contrato  que  da  lugar  á  la  de- 
manda de  foja  4. 

Se  dice  que  el  juicio  está  radicado  ante  el  Juzgado  Federal 
de  la  Frorincia  de  Buenos  Aires,  y  que  ante  él  debe  seguir;  no 
es  esto  exacto. 

La  acción  deducida  ante  dicho  Juzgado,  fué  sobre  el  tiempo 
desde  el  que  debía  correr  el  arrendamiento,  y  por  el  pago  corres- 
pondiente al  año  i  884  y  esto  quedó  definitivamente  concluido 
con  el  pago  de  la  cantidad  debida  por  dicho  año  de  1884.  Lo 
que  ahora  se  demanda,  es  el  arrendamiento  por  los  años  85  ade- 
lante. Falta  por  consiguiente,  uno  de  los  estremos  indispensables 
para  que  pueda  este  juicio  considerarse  la  continuación  del 
otro. 

Observaré,  además,  que  si  el  Juzgado  Federal  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  á  cargo  del  Dr.  Albarracin,  conoció 
del  primer  juicio,  fué  por  la  jurisdicción  que  le  concedió  la  ley 
de  cesión  del  municipio  de  esta  Capital,  no  porque  correspon- 
diera la  causa  á  los  Tribunales  de  la  Provincia,  ni  por  la  di- 
versa vecindad,  ni  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes.  Ob- 
sérvese, por  último,  y  con  toda  razón,  que  la  jurisdicción  que 
por  esta  razón  ejerció  el  Juzgado  Federal  existente  hoy  en  La 
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Plata,  oesó  por  la  ley  de  organización  de  los  Tribunales  de  la 
Capital,  pasando  á  los  jnzgados  de  la  misma^  á  los  qne,  por 
consiguiente  correspondería,  en  todo  caso,  el  consentimiento 
del  juicio  que  se  supone  radicado  ante  el  Sr.  Dr.  Albarracin. 

El  Juez  competente  en  este  caso  es,   entonces,  el  de  la 
Capital. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Hayo  18  de  1888. 

Yistos  j  considerando :  Que  de  los  autos  mandados  agregar 
para  mejor  proveer,  por  el  decreto  de  foja  ciento  ocho^  resulta 
que  el  juicio  pendiente  entre  el  doctor  don  Domingo  Fernandez 
7  don  Julián  Socas  á  que  se  refiere  el  Juez  de  Sección  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  en  su  auto  de  fecha  siete  de  Abril 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  se  halla  radicado  ante  la  ja- 
risdiccion  federal  de  esta  Capital,  y  que  es  ante  ella  por  consi- 
guiente, que  debe  ser  proseguido. 

Que  del  contrato  de  arriendo  celebrado  entre  los  interesados, 
resulta  además  ser  esta  Capital  el  lugar  señalado  para  sa 
cumplimiento  y  ejecución,  en  lo  que  respecta  al  abono  de  los 
arrendamientos,  lo  que  importa  elejir  esta  jurisdicción  para 
el  conocimiento  y  decisión  de  todas  las  cuestiones  que  á  su  res- 
pecto surjan. 

Por  estos,  y  los  fundamentos  concordantes  de  la  vista  del 
señor  Procurador  General  y  del  auto  de  foja  ochenta  y  nueve» 
se  declara  que  el  Juez  competente  para  seguir  conociendo  en 
esta  causa,  es  el  de  Sección  de  la  Capital,  doctor  don  Virgilio 
M.  Tedin.  Bemítansele  en  consecuencia  los  autos  corrientes. 
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como  los  agregados,  j  ayísese  por  oficio  al  Juez  de  Sección  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires^  reponiéndose  los  sellos. 


benjamín  YIGTOBIGA.  — ULADI8LA0 
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CAUSA  I.X 


D.  Salustíano  Puente,  argentino,  contra  D.  Juan  Pomés,  es- 
trangero;  sobre  pago  á  oro  y  rescisión  de  un  contrato  de 
locación. 


Sumario.  —  1^  El  alquiler  estipulado  á  moneda  especial  debe 
pagarse  en  la  misma  moneda  6  en  billetes  de  curso  legal  por 
su  valor  corriente  en  plaza  el  dia  del  vencimiento. 

2®  Concluido  el  contrato  de  locación  por  el  vencimiento  del 
término  fijado  para  su  duración,  la  cuestión  de  rescisión  del 
mismo  por  la  falta  de  pago  de  dos  períodos  consecutivos  no  pue- 
de ser  motivo  de  decisión  judicial. 
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3"^  No  habiendo  sido  propuesto  en  la  demanda  el  capítulo  de 
aumento  del  precio  del  alquiler  desde  la  fecha  en  que  se  dejó  de 
pagar  por  dos  mensualidades  consecutivas,  dicho  capítulo  no 
puede  ser  objeto  de  resolución. 


Caso.  —  En  29  de  Julio  de  i 885^  se  presentó  al  Juez  de  Sec- 
ción D.  Salustiano  Puente,  esponiendo : 

Que  el  31  de  Mayo  de  1881 ,  firmó  un  contrato  de  arrenda- 
miento con  D.  Pedro  Talzini,  de  una  casa  de  su  propiedad,  si- 
tuada en  la  esquina  de  la  plaza  1^  de  Mayo^  de  esta  ciudad ;  por 
seis  años. 

Que  por  el  artículo  1°  de  ese  contrato,  se  estipulaba  que  el 
alquiler  mensual  sería  de  80  pesos  bolivianos  ó  64  pesos  fuer- 
tes oro,  en  el  caso  de  que  la  moneda  boliviana  fuera  desmoneti- 
zada por  ley. 

Que  por  el  artículo  2°,  se  estipulaba  que,  cen  el  caso  que 
D.  Pedro  Falzini  dejase  de  pagar  por  dos  meses  seguidos  dicho 
alquiler,  este  hecho,  daría  derecho  al  propietario  á  rescindir  el 
contrato,  quedando  en  ese  caso,  en  su  beneficio  todas  las  repa- 
raciones y  mejoras  que  el  inquilino  hubiese  hecho». 

Que  por  el  artículo  7°  se  estipulaba  que  D.  Pedro  Falzini 
podría  transferir  este  contrato,  quedando  subsistente  para  quien 
se  hiciera  cargo  de  la  referida  casa,  todas  las  obligaciones  y 
compromisos  que  quedaban  espresados  y  los  mismos  derechos 
para  el  propietario  que  mencionaba  el  artículo  2^. 

Que  este  contrato  que  establecía  derechos  y  obligaciones  para 
arrendador  y  arrendatario,  había  sido  transferido  varias  veces, 
según  los  documentos  que  figuraban  en  la  escribanía  del  señor 
Balbarrey,  y  que  desde  algún  tiempo  D.  Juan  Pomés,  fran- 
cés, era  quien  arrendaba  dicha  casa. 


DE  lUSTIGU  NAaONAL  i  59 

Qne  á  su  regreso  de  Europa  ocurrió  á  dicho  Pomés,  al  fin  de 
Mayo  próximo  pasado  á  cobrarle  el  alquiler  en  moneda  nacio- 
nal al  cambio  corriente,  á  64  pesos  fuertes  oro,  de  que  habla 
ese  contrato. 

Que  Pomés  se  negó  á  satisfacer  su  pedido,  porque  dijo  que 
tenía  un  contrato  con  otro  á  quien  debía  pagar  los  alquileres. 

Que  el  1°  del  corriente,  yoItíó  á  requerir  á  dicho  Pomés  que 
le  pagase  los  alquileres  vencidos  por  los  meses  de  Mayo  y  Junio, 
según  contrato,  y  la  diferencia  entre  el  valor  de  los  alquileres 
de  Enero,  Febrero,  Mayo  y  Abril  del  corriente  ano,  que  fueron 
entregados  indebidamente  durante  su  ausencia,  á  razón  de  66 
pesos  33  centavos  en  billetes  del  Banco  Nacional,  en  lugar  de 
lo  que  correspondía  como  equivalente  á  los  66  pesos  fuertes  oro, 
de  que  hablaba  su  contrato. 

Que  en  cuanto  al  derecho  que  le  asistía  para  cobrar  esas  di- 
ferencias hasta  igualar  el  valor  que  tenían  los  64  pesos  fuertes 
oro,  al  fin  de  cada  mes,  era  claro,  pues  el  decreto  del  Ejecutivo 
Nacional  del  9  de  Enero  próximo  pasado,  declarando  de  curso 
legal  á  los  billetes  del  Banco  Nacional,  no  puede  alterar  lo  esti- 
pulado espresamente  entre  los  particulares. 

Que  los  billetes  del  Banco  Nacional  y  otros,  no  podían  ser- 
vir sino  para  ser  recibidos  como  equivalente  al  cambio  corriente 
del  día  del  pago,  para  chancelar  las  obligaciones  que  se  hubie- 
ran contraído  en  moneda  fuerte  ó  metálica,  oro  ó  plata,  antes 
de  la  existencia  del  decreto  sobre  curso  legal. 

Qne  llamaba  Itfij^tencion  del  Juzgado  sobre  la  sentencia  dic- 
tada por  el  señor  Juez  Federal  Dr.  Tedin,  en  el  caso  reciente 
de  Pérez  del  Cerro  contra  Madame  Yigneau. 

Pidió  también,  se  declarara  que  su  contrato  con  Talzíni,  con- 
tinuado con  Pomés,  había  caducado,  y  debía  ser  rescindido,  se- 
gún el  artículo  T""  de  dicho  contrato  y  el  artículo  1304  del  Có- 
digo Civil,  inciso  7". 

Conferido  traslado  D.  Juan  Pomés  contestó: 
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Que  dos  eran  las  acciones  que  deducía  el  señor  Fuente  con- 
tra él,  y  las  dos  eran  igualmente  improcedentes. 

Que  la  primera  era  por  rescisión  del  contrato  de  arrenda- 
miento que  celebró  con  Talzini,  de  la  casa  situada  en  la  esquina 
de  la  Plaza  I""  de  Mayo^  cuya  casa  fué  sub-arrendada  por  Tal- 
zini  á  Stopello  y  por  este  á  él. 

Que  se  fundaba  el  señor  Fuente  para  pedir  la  rescisión  del 
contrato,  en  el  artículo  2°,  á  saber^  que  se  había  dejado  vencer 
dos  meses  sin  pagársele  los  alquileres. 

Que  el  hecho  era  sin  embargo  inexacto  y  por  lo  tanto,  no  po- 
día el  señor  Fuente  hacer  valer  el  derecho  que  le  acordaba  el 
artículo  citado ;  y  que  oportunamente  demostraría  que  el  pago 
del  alquiler  se  había  verificado  con  toda  puntualidad. 

Que  la  segunda  acción  entablada  era  por  el  pago  de  la  dife- 
rencia que  existía  entre  el  oro  y  el  papel  en  las  mensualidades 
correspondientes  á  los  meses  de  Enero^  Marzo  y  Abril  del  cor- 
riente año. 

Que  las  mensualidades  correspondientes  á  los  meses  indica- 
dos fueron  pagadas  á  su  tiempo  y  recibidas  por  el  señor  Fuente 
ó  su  representante,  sin  observación  de  ningún  género;  y  que  no 
tenía  derecho  ahora,  para  venir  exigiendo  respecto  de  aquellos 
meses  la  diferencia  creada  por  el  decreto  del  curso  forzoso. 

Que  el  demandante  no  determinaba  la  cantidad  que  cobraba 
por  esa  diferencia ;  no  cumpliendo  con  un  requisito  esencial  de 
toda  demanda,  á  saber,  la  designación  precisa  de  la  cosa  de- 
mandada ;  y  que  esta  designación  cuando  se  tntaba  de  canti- 
dad no  era  otra  que  la  determinación  de  su  monto. 

Que  por  la  oscuridad  de  la  demanda,  no  se  sabía  si  la  dife- 
rencia que  el  actor  reclamaba  alcanzaba  á  la  suma  necesaria 
para  establecer  la  competencia  del  Juzgado. 

Fidió  se  condenase  en  costas  al  contrario. 


i 
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Fallo  del  Juez  Federal 


Paraná,  Diciembre  4  de  1885. 


Y  TÍstos,  resulta:  Que  en  31  de  Mayo  de  1881,  D.  Salas- 
tiano  Puente  arrendó  á  D.  Pedro  Talzini,  por  el  término  de  seis 
años  la  casa  de  su  propiedad,  situada  entre  las  calles  General 
Urquiza  y  Bamirez,  de  esta  ciudad,  bajo  las  condiciones  si- 
guientes, entre  otras:  Que  Talzini  abonaría  mensualmente 
ochenta  pesos  bolivianos,  ó  sesenta  pesos  fuertes  en  caso  de  ser 
desmonetizado  el  boliviano,  reservándose  Fuente  el  derecho  de 
rescindir  el  contrato  siempre  que  Talzini  ó  quien  lo  represente, 
dejase  de  pagar  por  dos  meses  seguidos  dicho  alquiler. 

Que  Talzini  solo  podría  transferir  este  contrato  á  un  tercero, 
á  condición  de  quedar  subsistentes  para  el  cesionario  todas  las 
obligaciones  que  él  impone  al  arrendatario,  y  para  el  propieta- 
rio el  derecho  de  rescindir  el  contrato  en  el  caso  ya  espre- 
sadOj  etc. 

Talzini  sub-arrendó  la  casa  á  D.  Blas  Stopello  en  Setiembre 
de  1883  por  la  suma  de  120  pesos  fuertes  pagaderos  en  billetes 
del  Banco  Nacional^  quedando  este  sujeto  á  las  condiciones  del 
contrato  de  arrendamiento  y  obligado  á  pagar  mensualmente 
al  encargado  de  Puente  el  alquiler  convenido  con  este. 

En  Octubre  del  mismo  año  Stopello  cede  á  D.  Eduardo  Fer- 
nandez el  contrato  de  sub-arriendo  bajo  las  mismas  bases  y 
condiciones  por  la  suma  de  ciento  cincuenta  y  cinco  pesos  na- 
cionales QTOj  mensual. 

Fernandez  á  su  vez  hizo  cesión  de  este  contrato  á  D.  Juan 
Pomés  en  Julio  de  1884. 

T.  VI  11 
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Don  Saliistiano  Fuente,  después  de  hacer  esta  relación    au 
resulta  del  contrato  de  foja  %  espone: 

Que  á  fines  de  Mayo  último,  á  su  regreso  de  Europa  donde 
permaneció  tres  años,  había  requerido  á  Fomés  para  que  le  pa- 
gase el  alquiler  vencido  á  razón  de  sesenta  y  cuatro  pesos  fuer- 
tes como  estaba  convenido,  en  moneda  nacional  al  cancL\>io  del 
día,  el  que  se  negó  al  pago  alegando  que  él  debía  abonar  el  al- 
quiler á  otro  con  quien  había  contratado.  Que  en  primero  de 
Julio  volvió  á  pedirle  le  pagase  los  alquileres  de  Mayo  y  Junio 
y  la  diferencia  entre  el  valor  del  oro  y  la  emisión  del  Banco  na- 
cional con  que  se  habían  abonado  indebidamente  eu  su  ausen- 
cia los  alquileres  de  Enero,  Febrero,  Marzo  y  Abril  del  cor- 
riente año  y  obtuvo  también  una  contestación  negativa. 

Concluye  pidiendo  en  con^ecut'n'iii ;  que  el  Juzgado  declare 
rescindido  el  contrato  de  arrendamiento  celebrado  con  n?alzim, 
en  conformidad  á  lo  establecido  en  la  base  1^  del  mismo  y  artí- 
culo 1304  del  Código  Civil,  y  que  se  declare  también  que  X* ornes 
está  obligado  apagarle  la  diferencia  entre  pesos  nacionales  se- 
senta y  seis  y  trece  centavos  billetes  del  Banco  Nacional  y 64 
pesos  fuertes  oro  pagado  de  menOs  por  los  alquileres  de  los  cua- 
tro primeros  meses  de  este  año,  según  el  cambio  corrienf^e  en  las 
fechas  de  sus  respectivos  vencimientos. 

Fomés  contesta :  Que  el  hecho  en  que  se  funda  la  demanda 
de  rescisión  del  contrato  es  inexacto,  porque  todos  los  ítlquile- 
res  fueron  pagados  á  su  tiempo. 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  diferencia  entre  el  valor  del  oro 
y  la  emisión  del  Banco  Nacional,  no  tenía  derecho  á  cobrarla, 
desde  que  su  encargado  había  aceptado  el  pago  sin  observación. 

Que  además,  la  demanda  no  lijaba  el  valor  de  esas  dif^ereo- 
cías  como  debía  hacerlo. 

Que  esa  omisión  hacía  por  otra  parte,  imposible  conocer  si  h 
cuestión  era  de  competencia  del  Tribunal,  por  razón  de  la  can- 
tidad. 
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Abierta  la  causa  á  prueba  se  produce  por  la  parte  actora  las 
cartas  de  foja...  dirijidas  desdo  Londres  á  Talzini,  quien  de- 
clara haberlas  recibido,  la  de  foja...  dirijída  á  D.  Vicente  Car* 
riego  encargado  de  percibir  los  alquileres,  y  los  testimonios  de 
f...  7  posiciones  de  f...;  y  por  la  del  demandado  la  libreta  de  fo- 
jas... «n  que  se  rejistran  los  recibos  otorgados  por  Carriego  á  Sto- 
pello  de  los  alquileres  de  la  casa  correspondientes  á  los  meses 
en  cuestión  por  pesos  nacionales  66,13  centavos,  cada  uno,  y  el 
reconocimiento  de  la  firma  de  Carriego,  que  los  suscribe;  el  infor- 
me del  Juez  de  Faz  de  foja...  por  el  que  consta  haberse  presen- 
tado ante  él  D.  Blas  Stopello  con  fecha  1°  de  Junio  á  consignar 
la  suma  de  pesos  nacionales  66,13  centavos,  en  un  certificado  de 
depósito  en  el  Banco  Nacional,  correspondiente  al  alquiler  de  la 
casa  de  D.  Salustiano  Fuente  por  el  mes  de  Mayo,  y  que  éste  ni 
su  encargado  señor  Carriego  no  habían  querido  recibir;  3  certifi- 
cados más4e  depósito  á  la  orden  del  Juez  de  Faz,  por  pesos  na- 
cionales 66,13  centavos  cada  uno,  la  declaración  de  Carriego 
de  fojas...  y  finalmente  H^  posiciones  de  fojas... 

Y  considerando:  en  cuanto  ala  competencia  del  Tribunal, 
por  razón  de  la  cantidad,  para  entender  en  el  juicio  sobre  el 
cobro  de  las  diferencias  de  valor  de  la  moneda  en  los  alquile- 
res correspopdientes  á  Enero,  Febrero,  Marzo  y  Abril  del  cor- 
riente año  y  requisitos  de  la  demanda : 

Que  es  de  espreso  derecho  que  el  actor  puede  acumular  dos  ó 
más  acciones  siempre  que  no  sean  contrarias  entre  sí. 

Que  D.  Salustiano  Fuente  usando  de  este  derecho  ha  inter- 
puesto simultáneamente  y  en  el  mismo  escrito,  la  demanda  es- 
presada y  la  de  rescisión  del  contrato  de  arrendamiento. 

Que  aún  en  la  hipótesis  de  que  las  diferencias  reclamadas  no 
alcanzasen  á  la  suma  de  quinientos  fuertes,  siendo  competente 
el  Tribunal  como  lo  es,  para  entender  en  la  demanda  de  res- 
cisión del  contrato^  lo  es  también  en  la  acumulada  á  esta. 

Que  esas  mismas  diferencias  no  son  indeterminadas  de  tal 
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manera  que  vicien  la  demanda ;  pues  para  qne  la  cosa  objeto  de 
esta  sea  determinada,  basta  qae  existan  los  datos  necesarios  por 
los  cuales  el  demandado  pneda  conocer  con  seguridad  la  cosa 
que  se  le  pide  y  el  Juez  pueda  dar  sentencia  cierta  sobre  ella; 
y  existiendo  una  base  legal  de  liquidación  del  valor  de  los  cam- 
bios de  moneda,  artículo  207  del  Código  de  Comercio,  debe  te- 
nerse como  determinada  la  cantidad  en  el  presente  caso  con 
la  sola  designación  hecha  de  la  suma  y  especie  de  moneda  en  que 
so  convino  el  alquiler  de  cada  mes,  la  pagada  por  el  demandado 
y  los  meses  porque  se  cobra. 


II 


Y  considerando  en  cuanto  al  fondo  de  la  demanda  por  la  di- 
ferencia de  alquileres: 

Que  según  el  artículo  619  del  Código  Civil,  el  pago  debe  ha- 
cerse en  la  misma  especie  de  moneda  convenida  ó  en  la  que 
fuese  corriente  en  el  país  al  cambio  que  corra  en  el  lugar  y  día 
del  vencimiento  de  la  obligación. 

Que  esta  disposición  no  ha  sido  alterada  ni  ha  podido  serlo  por 
el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  9  de  Enero  del  corriente  año 
que  se  limitó  á  declarar  moneda  de  curso  legal  los  billetes  emi- 
tidos por  el  Banco  Nacional,  sin  fijarles  valor. 

Que.tampoco  lo  ha  sido  por  la  ley  de  14  de  Octubre  sino  tan 
solo  respecto  de  las  obligaciones  de  pagar  cantidades  de  mone- 
da nacional,  únicas  que  según  el  artículo  4^,  pueden  chancelarse 
con  los  billetes  espresados,  por  su  valor  escrito. 

Que  per  lo  tanto,  el  caso  á  resolver  está  regido  por  el  artí- 
culo 619  citado  del  Código  Civil,  pu^  en  el  contrato  de  arren- 
damiento se  convino  que  los  alquileres  se  pagarían  en  moneda 
especial,  pesos  bolivianos,  ó  caso  de  ser  estos  desmoneti  2ados 
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en  pesos  fuertes  oro,  y  no  por  la  ley  de  curso  forzoso  que  solo 
se  refiere  á  las  obligaciones  á  moneda  nacional  oro. 

Que  á  esto  no  puede  objetarse  con  el  hecho  de  que  Carriego 
encargado  de  Fuente  para  la  percepción  de  alquileres,  recibiese 
sin  obseryacion  moneda  nacional  66,13  centavos  por  cada  uno 
de  los  meses  en  cuestión,  que  solo  representaba  el  valor  de  los 
sesenta  y  cuatro  fuertes  oro  tomando  los  billetes  del  Banco  Na- 
cional por  su  valor  escrito ;  porque  no  consta  que  Carriego  es- 
tuviese autorizado  por  Fuente  para  alterar  las  estipulaciones 
del  contrato,  ni  que  este  ratifícase  el  proceder  de  Carriego, 
debiendo  considerarse  ese  heccho  como  la  admisión  de  pagos 
parciales  simplemente. 

Que  la  carta  de  foja  21  en  que  Fuente  desde  Londres,  decía 
á  Talzini  en  Noviembre  de  1882  cque  sabiendo  que  debía  prin- 
cipiar á  circular  la  moneda  nacional  y  como  esta  según  ley  te- 
nía menos  valor  que  el  peso  fuerte,  á  los  sesenta  y  cuatro  fuer- 
tes oro  convenidos  en  el  contrato,  correspondían  moneda  nacio- 
nal 66,13  centavos,  esperando  que  así  arreglase  con  Carriego», 
evidentemente  tenía  por  único  objeto  fijar  con  precisión  la  equi- 
valencia de  la  cantidad  convenida  en  pesos  fuertes  con  la  cor- 
respondiente en  moneda  nacional  en  que  el  arrendatario  podía 
verificar  los  pagos  según  la  ley,  y  no  autorizar  á  Carriego  para 
modificar  el  contrato  en  esta  parte  como  lo  comprueba  la  carta 
de  foja  24. 

Que  Fomés  no  niega  que  existiese  diferencia  en  el  valor  de 
las  monedas  de  oro  y  la  emisión  del  Banco  Nacional  en  que  re- 
conoce que  se  pagaron  los  alquileres  por  su  valor  escrito. 

Qué  así  mismo  confiesa  y  está  probado  á  foja...  que  él  es  ce- 
sionario def  sub-arrendatario  y  como  tal,  obligado  directa- 
mente al  pago  de  los  alquileres  ó  de  la  parte  de  ellos  que  se 
adeudan  á  Fuente  desde  que  no  ha  probado  que  él  se  encuentra 
Á  cubierto  con  su  causante,  como  lo  dispone  el  artículo  1601  del 
Código  Civil. 
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Fot  estas  consideraciones  declaro:  Que  D.  Juan  Fomés  está 
obligado  á  pagar  á  D.  Salustiano  Fuente  la  diferencia  del  va- 
lor entre  sesenta  y  seis  pesos  trece  centavos  nacionales  billetes 
7  sesenta  y  cuatro  pesos  fuertes  oro,  abonada  de  menos  en  los 
alquileres  cada  uno  de  los  cuatro  primeros  meses  del  corriente 
año,  al  cambio  que  hubiesen  tenido  en  la  fecha  de  sus  respecti- 
vos vencimientos,  que  se  liquidará  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to por  el  artículo  207  del  Código  de  Comercio. 


III 


Considerando,  respecto  de  la  rescisión  del  contrato  de  arren- 
damiento: Que  el  arrendador  solo  tiene  acción  directa  contra  el 
sub-arrendatario  para  indemnizarse  de  los  daños  y  perjuicios 
que  él  le  causare  y  para  cobrar  los  alquileres  que  se  le  adeuden  y 
que  este  aún  no  hubiese  abonado  al  arrendatario  (artículo 
4601  del  Código  Civil). 

Que  de  esto  se  deduce  que  el  sub-arrendatario  no  es  parte  en 
el  juicio  que  el  propietario  promueva  para  hacer  declarar  la  res- 
cisión del  contrato  de  arrendamiento ;  y  lo  confirma  el  artículo 
que  declara  subsistentes  las  relaciones  de  derecho  creadas  por 
el  contrato  primitivo  entre  el  arrendador  y  el  arrendatario  á  pe- 
sar del  sub-arrendamiento,  pues  siendo  ellas  personales,  solo 
pueden  ser  estinguidas  por  los  mismos  contratantes  que  la  for- 
maron, 6  por  declaración  judicial  en  juicio  contradictorio  se- 
guido entre  los  mismos.  El  contrato  de  arrendamiento  es,  pues, 
para  el  sub-arrendatario,  res  inter  altos  acta  y  por  lo  tanto, 
este  carece  de  personería  para  intervenir  en  su  disolución. 

Que  si  bien  la  parte  de  Fomés  no  dedujo  en  la  contestación 
la  escepcion  que  le  competía,  es  un  hecho  fijado  por  el  actor  y 
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demandado  desde  la  primera  discasion  de  este  juicio,  y  consta 
de  las  escrituras  de  foja...  qne  Fomés  no  es  el  arrendatario  sino  el 
cesionario  del  sub-arrendatario. 

Que  envolviendo  ese  hecho  una  escepcion  perentoria  á  favor 
del  demandado,  aunque  este  hubiese  omitido  alegarla  en  la  esta- 
ción oportuna,  el  Juez  debe  pronunciarse  sobre  dicha  escepcion, 
porque  es  de  su  oficio  suplir  las  deficiencias  de  derecho;  tal  es 
la  opinión  autorizada  de  Caravantes  que  sostiene  con  otros  au- 
tores, que  el  Juez  debe  suplir  las  escepciones  que  resulten  de 
loH  documentos  presentados  cuando  ellas  tiendan  á  remover  la 
acción  ipsojure,  aunque  la  parte  no  las  deduzca  (Caravantes, 
Procedimientos  judiciales^  tomo  2°,  página  105). 

Que  por  consiguiente,  Fomés,  representante  de  los  derechos 
y  obligaciones  del  sub-arrendatario,  no  es  parte  legítima  en 
este  juicio,  en  cuanto  se  refiere  á  la  rescisión  del  contrato  de 
arrendamiento,  por  lo  que  lo  declaro  absuelto  de  la  demanda 
en  esta  parte.  Notifíquese  con  el  original  y  repóngase. 

M.  de  T.  Pinto. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Mayo  21  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  el  alquiler  á  que  se  re- 
fiere el  contrato  de  foja  primera,  fué  estipulado  á  moneda  es- 
pecial, puesto  que  él  debía  pagarse  en  pesos  bolivianos,  ó  en 
pesos  fuertes  oro,  en  el  caso  de  que  la  moneda  boliviana  fuese 
desmonetizada  por  ley. 

Segundo :  Que  una  obligación  así  contraída,  debe  cumplirse, 
según  se  dispone  por  el  artículo  seis  cientos  diez  y  nueve 
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del  Código  Civil  y  por  la  última  parte  del  artículo  tercero  de  la 
ley  de  quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  en 
la  misma  especie  de  moneda  convenida,  ó  en  billetes  de  curso 
legal  por  su  valor  corriente  en  plaza  el  dia  de  su  vencimiento. 

Tercero:  Que  no  puede  por  lo  tanto,  considerarse  cumplida 
dicha  obligación,  con  el  pago  en  billetes  por  su  valor  escrito, 
hecho  por  los  meses  de.  Enero,  Febrero,  Marzo  y  Abril,  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco,  al  encargado  del  locador  mien- 
tras este  estuviese  ausente :  porque  la  cantidad  así  pagada,  es 
menor  que  la  convenida  en  el  contrato,  y  porque  el  locador  des- 
aprobó el  pago  hecho  en  esas  condiciones,  según  se  vé  por  las 
cartas  de  foja  veintiuna  á  foja  veinticuatro. 

Cuarto:  Que  en  igual  caso  se  halla  el  pago  por  consignación 
hecho  por  los  meses  de  Majo  y  Junio,  en  billetes  de  curso  le- 
gal por  su  valor  escrito ;  pues  estos  no  alcanzan  á  cubrir  la 
cantidad  que  se  adeuda. 

Quinto:  Que  el  capítulo  de  la  demanda  sobre  rescisión  del 
contrato  de  arrendamiento,  no  puede  ser  ya  materia  de  una  de- 
cisión judicial,  desde  que  según  resulta  de  autos  y  según  lo 
manifiesta  el  demandante  en  el  escrito  de  foja  ciento  diecisiete, 
dicho  contrato  ha  quedado  concluido  por  el  vencimiento  del  tér- 
mino fijado  para  su  rescisión. 

Sesto:  Que  en  cuanto  á  la  petición  del  actor  de  que  se  au- 
mente el  alquiler  á  ciento  cincuenta  y  cinco  pesos  moneda  nacio- 
nal oro,  fijado  en  los  contratos  de  cesión  de  foja  90  y  foja  94  des- 
de la  fecha  en  que  se  dejó  de  pagar  por  dos  mensualidades  con- 
secutivas el  convenido  en  el  contrato  de  foja  primera;  no 
habiendo  sido  propuesto  este  capítulo  á  la  decisión  del  inferior, 
la  Suprema  Corte,  sujetándose  á  la  disposición  del  artículo 
doscientos  veinticuatro  de  la  ley  Nacional  de  Procedimientos, 
no  puede  fallar  acerca  de  él. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  espuestos  por  el 
Juez  a  quo,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  quin** 
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ce,  en  cuanto  manda  pagar  el  alqailer  estipalado  en  el  contrato 
de  foja  pTÍmera,  en  la  misma  especie  de  moneda  convenida,  6 
en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  corriente  en  plaza;  y  consi- 
guientemente, las  diferencias  reclamadas  por  el  demandante ;  y 
se  declara  en  cuanto  á  los  intereses  moratorios  que  se  piden 
en  esta  segunda  instancia,  que  ellos  deben  pagarse  á  estilo  de 
Banco,  solamente  por  las  cantidades  qae  se  adeudasen  después 
de  la  sentencia  definitiva  de  foja  115  de  conformidad  á  lo  que 
se  dispone  en  el  inciso  tercero  del  artículo  últimamente  citado. 
Notifíquese  con  el  original  y  repuestos  loa  sellos  devuélvanse. 

BETUAMIN  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÚREN.  —  C.  S.  DE  LA 
TORRE. 


CAUSA  1.XI 


Don  Wellingion  Mercado j  contra  D.  Antonio  Mollar;  sobre 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario»  —  No  puede  hacerse  cargo  por  daños  y  perjuicios, 
al  empleado  que  procede  con  sujeción  á  la  ley,  y  en  cumplimien- 
to de  süs  disposiciones. 
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Caso.  —  Don  Wellington  Mercado  se  presentó  ante  el  Juzga- 
do de  Sección  de  Catamarca,  exponiendo: 

Que  en  los  primeros  dias  de  Febrero  de  1887,  mandó  &  los 
arrieros  Pedro  Nieto  y  Julián  Ormaechea  al  establecimiento  de 
D.  Francisco  Durando  en  Andalgalá,  con  el  objeto  de  sg^oat 
vinos  que  tenía  en  las  bodegas  de  él. 

Que  los  mencionados  arríecos  recibieron  algunas  cargas  q^ueUs 
pasaron  por  la  plaza  de  la  villa,  por  frente  á  la  casa  del  ftecep* 
tor  D.  Antonio  MoUer;  y  luego  que  fueron  descargadas  se  pr  eseu* 
tó  un  gendarme  de  policía  embargando  tropa,  vinos  y  ap^re^os, 
por  orden  de  dicho  Receptor,  y  no  obstante  que  el  encarga.€3.o  &e\ 
demandante,  D.  Sergio  Figueroa,  le  pidiera  la  guía  corr^s^pon- 
diente  á  la  carga^  la  cual  le  fué  rehusada ;  confesando  en  el  xxxLst&o 
momento  el  Receptor,  que  según  los  antecedentes  recogic3.os,  e^ 
que  había  infringido  la  ley  era  D.  Francisco  Durand. 

QuH  el  Receptor  se  negó  á  dejar  salir  la  tropa  á  p^^sk:rde 
habérsele  ofrecido  fianza  abonada,  en  la  persona  de  D.  2^  ^rgio 
Figueroa,  por  la  multa  que  se  pretendía  imponer. 

Que  en  vista  de  esto,  se  presentó  en  demanda  ante  el  Jm 
Departamental,  cuya  jurisdicción  declinó  D.  Antonio  ]\^MI  o  I ler, 
quedando  en  este  estado  la  demanda  y  embargadas  las  car^^r-  sls^íí 
número  de  cuarenta  y  ocho. 

Que  el  proceder  del  Receptor  le  ha  causado  perjuicios 
además  de  lo  expuesto^  los  vinos  que  se  encuentran  depos 
habrán  sufrido  alteraciones  graves,  por  cuya  razón  no  es 
ble  recibirlos,  habiendo  perdido,  por  otra  parte,  la  época 
para  venderlos. 

Pidió  que  se  condenara  á  MoUer  á  pagarle  el  valor  í  ^^  las 
cuarenta  y  ocho  cargas  de  vino,  los  daños  y  perjuicios  ocas  i  <> ira- 
dos y  las  costas. 

Acreditaba  la  competencia  del  Juzgado,  por  ser  argentí  xi^o  el 
demandante  y  alemán  el  demandado;  se  confirió  traslado  c3e  h 
demanda. 
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Contestándola  el  Dr.  D.  Santiago  Santa  Goloma  en  represen-* 
tacion  de  Moller,  pidió  que  se  la  rechazara  con  costas. 

Dijo :  Que  era  cierto  qae  D.  Wellington  Mercado  despachó 
en  el  mes  de  Febrero  del  87  para  la  ciudad  de  Catamarca  desde 
Andalgalá,  cuarenta  y  ocho  cargas  de  vino  procedentes  de  las 
bodegas  de  Durand;  siendo  cargadas  yeintinueve  por  los  arrie- 
ros Pedro  Nieto  y  Ormaechea,  quienes  tomaron  el  camino  de 
Poman,  y  las  diez  y  nueve  restantes,  por  el  arriero  Pío  Valdez, 
que  tomó  el  camino  de  Singuil. 

Que  como  el  Receptor  supiera  que  las  tropas  habían  salido 
sin  abonar  los  impuestos  establecidos  por  la  ley  Provincial  de 
14  de  Julio  de  1886,  dirijió  dos  notas,  con  fecha  14  de  Febrero, 
la  nna,  al  teniente  de  policía  del  Distrito  de  Cóndor  Huasi,  y 
con  fecha  16  del  mismo,  la  otra,  á  los  comisarios  y  tenientes 
de  policía  délos  departamentos  de  Singuil,  Ambato  y  Piedra 
Blanca,  pidiéndoles  el  auxilio  necesario  para  que  las  tropas  fue- 
ran embargadas  hasta  tanto  se  abonasen  los  derechos  y 
multas. 

Que  &n  seguida  dio  cuenta  al  Gobierno  y  este  aprobó  su  con- 
ducta, contestándole  que  se  había  impartido  orden  al  Inspector  de 
Policía,  capitán  Luis  Devitt,  para  que  hiciese  respetar  la  ley ;  y 
cuando  este  aviso  se  recibió  en  la  Beceptoría  de  Andalgalá, 
Moller  se  había  ausentado  para  Catamarca  dejando  en  su 
lugar,  con  acuerdo  del  Grobierno,  á  D.  Samuel  A.  Lafone. 

Que  con  fecha  28  del  mismo  Febrero,  el  Inspector  de  Policía 
se  dirijió  al  Receptor  adjuntándole  540  pesos  que  Durand  ha- 
bía abonado  por  los  impuestos  y  las  multas,  y  diciéndole  que 
había  impartido  las  órdenes  del  caso  para  que  se  dejara  franco 
el  tránsito  de  las  dos  tropas  detenidas,  de  yeintinueve  y  diez  y 
nueve  cargas  de  vino. 

Que  según  esto,  es  inexacta  la  relación  de  hechos  en  que  se 
funda  la  demanda;  y  la  descarga  debió  ser  probablemente  en  la 
primera  jornada,  6  si  lo  fué  á  inmediaciones  de  la  villa,  no  se 
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dio  aviso  al  Receptor  para  que  verificase  el  derecho  que  corres- 
pondía, en  la  forma  del  artículo  iP  de  la  ley. 

Que  es  inexacto  que  D.  Sergio  Figueroa  ofreciese  satisfacer 
el  impuesto  j  pidiese  la  guía^  pues  para  ello  habrá  sido  nece- 
saria la  verificación  antedicha. 

Que  aunque  fuera  cierto  que  según  referencia  de  Moller  él 
infractor  era  Durand,  ello  no  impedía  el  embargo  délas  tro- 
pas, como  se  hizo,  pues  de  la  infracción  á  la  ley  responden 
solidariamente  Durand,  Mercado  como  consignatario,  y  los 
arrieros,  por  no  haber  presentado  antes  de  cargar  los  licores,  el 
estado  de  la  carga  y  el  certificado  del  Eeceptor  de  haberse  abo- 
nado el  impuesto ;  y  como  sobre  todo,  el  embargo  de  las  tropas 
tiene  por  objeto,  más  que  garantir  el  pago  del  impuesto,  Tori- 
ficar  la  cantidad  y  calidad  del  vino  que  se  extrae,  para  segan 
ello,  cobrar  aquel,  el  que  fuese  Durand  el  culpable  no  era  un 
motivo  para  que  el  Receptor  y  las  autoridades  Provinciales  de- 
jasen continuar  á  las  tropas  en  su  viaje. 

Que  la  única  gestión  que  Mercado  hizo  ante  el  Receptor,  faé 
pedirle  que  no  detuviera  las  tropas  después  de  haber  sido  des- 
pachadas, contestando  el  último  que  tenía  que  cumplir  con  su 
deber;  y  tan  es  así,  que  las  29  cargas  conducidas  por  Nieto  y 
Ormaechea  fueron  embargadas  en  Singuil,  es  decir,  casi  en  la 
mitad  del  camino  á  Catamarca,  y  las  19  restantes  en  Cóndor 
Huasi,  á  un  tercio  del  trayecto  ala  misma  ciudad. 

Que  además,  Mercado  demandó  á  Moller  ante  el  Juez  parti- 
dario por  solo  las  29  cargas  llevadas  por  Nieto  y  Ormaechea, 
siendo  así  que  las  48  fueron  desembargadas  simultáneamente 
después  de  pagados  los  derechos  y  las  multas,  que  importaban 
540  pesos;  y  esto  se  esplica,  porque  los  arrieros  que  conducían 
las  29  cargas,  no  quisieron  continuar  viaje  después  de  desem- 
bargadas sin  que  se  les  abonara  sus  fletes  y  perjuicios ;  y  en 
cuanto  á  las  otras  19  cargas,  Mercado  demandó  &  su  conductor 
Yaldez  ante  elJuez  partidario  para  que  siguieran  el  viaje,  desis- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  173 

tiendo  de  su  demanda  cuando  se  conocieron  en  Andalgalá  las 
muestras  del  vino,  que  resultó  vinagre,  para  demandar  á  Moller 
las  48  cargas. 

Que  finalmente,  de  lo  alegado  resulta  que  ni  el  embargo  se 
trabó  en  Andalgalá  ni  fué  hecho  por  el  Beceptor,  sino  solicita- 
do por  él  á  las  autoridades  del  tránsito. 


Fallo  del  Juez  Federal 

Catamarca,  Agosto  9  de  1887. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Segundo  I.  Acuna,  en 
representación  del  ciudadano  argentino  D.  Wellington  Mercado, 
contra  el  Beceptor  de  Bentas  del  Departamento  de  Andalgalá 
D.  Antonio  Moller,  de  nacionalidad  alemana,  representado  por 
el  Dr.  D.  Santiago  Santa  Coloma,  sobre  embargo  indebido  de 
cuarenta  7  ocho  cargas  de  Tino  é  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, de  los  cuales  resnltan  los  hechos  siguientes: 

1^  En  los  primeros  dias  de  Febrero  último,  Mercado  mandó 
recibir,  en  dos  remesas,  parte  de  un  cargamento  de  vinos  de  las 
bodegas  de  Durand  para  ser  trasportado  en' barriles  desJe 
Andalgalá  hasta  la  ciudad  ;  lo  que  efectuó  por  medio  de  varios 
arrieros,  quienes  emprendieron  sus  respectivos  viajes,  entrando 
de  paso  por  la  villa  de  aquel  DepaTtamento,  donde  residía  el 
Beceptor  Moller.  (Demanda  de  foja  1  y  su  contestación  de 
foja  i7). 

2^  Apercibido  este  de  que  dichas  tropas  trasportaban  licores, 
sin  haberse  practicado  previamente  por  los  interesados  las  dili- 
gencias niabonádose  los  derechos  fiscales  correspondientes  para 
su  extracción  del  Establecimiento  de  su  fabricación,  requirió 
inmediatamente  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  y  con  ella  pro- 
cedió al  embargo,  tanto  de  las  tropas  como  de  su  carga,  hasta 
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que  fuesen  llenadas  aquellas  formalidades  y  satisfechos  los  de- 
rechos 7  multas  correspondientes  á  tales  infracciones.  (Memo- 
riales antes  citados.  Interrogaciones  2"  á  5^  de  foja  26.  Acta  de 
de  foja  50.  Declaraciones  á  las  interrogaciones  de  fojas  65 
á75). 

3"^  Con  tal  motiyo,  y  d  fin  de  que  las  tropas  siguiesen  su 
marcha  sia  interrupción,  ocurrieron  Mercado,  ü.  Sergio  Figue- 
roay  D.  Manuel  Malbran,  ante  el  Beceptor  y  demás  empleados 
Departamentales,  que  habían  figurado  en  dichos  embargos, 
ofreciendo  el  pago  inmediato  de  los  derechos  fiscales  que  adeu- 
dasen los  Tinos  y  garantiendo  además,  el  abono  de  las  multas 
en  que  pudiesen  haber  incurrido,  una  vez  que  fuesen  condena- 
dos á  ello  en  juicio  contradictorio ;  á  todo  lo  que  se  denegó  el 
Beceptor,  sin  que  preTiamente  so  consignase  el  importe  íntegro 
de  aquellos  y  estas,  como  lo  efectuó  algunos  dias  después  el 
señor  Durand,  levantándose  recien  los  antedichos  embargos. 
(Documentos  antes  citados.  Informes  de  fojas  73  y  78.  Carta  de 
foja  83  reconocida  á  foja  85). 

4^  Más,  como  los  arrieros  no  se  resignasen  á  soportar  tanta 
demora  en  el  camino,  ni  los  demás  perjuicios  que  eran  consi- 
guientes á  ella,  dejaron  los  vinos  á  cargo  de  sus  dueños^  con 
cuyo  motivo  Mercado  tampoco  quiso  recibirlos,  dejándolos  á  su 
vez  por  cuenta  y  riesgo  del  Beceptor,  con  protesta  de  daños  y 
perjuicios  por  su  antedicho  embargo;  lo  que  dio  origen  al  pre- 
sente litigio.  (Demanda,  acta,  declaraciones  é  informes  citados 
de  fojas  1,  50,68  á  75  y  77). 

Y  considerando :  i**  Que  por  la  ley  Provincial  del  20  de  Julio 
del  año  86,  se  estableció  el  impuesto  de  medio  centavo  por  cada 
litro  de  vino,  álos  establecimientos  vinícolas,  el  que  debía  ser 
pagado  por  el  fabricante  al  ser  extraidos  los  licores  de  sus  depó- 
sitos ó  bodegas.  (Artículos  I""  y  2''  de  la  ley  citada). 

2^  Que  para  el  efecto,  el  fabricante  debía  también  dar  aviso 
por  escrito  al  Beceptor  respectivo  al  hacerse  la  extracción  de 
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• 

los  licores^  espresando  el  número  de  barriles^  envases  ó  pipas 
que  pretendiese  extraer,  y  revestirlos  en  su  parte  exterior  con  la 
marca  de  fábrica,  la  calidad  del  licor  y  capacidad  del  envase, 
á  fin  de  que  este  funcionario  pudiese  comprobar  su  efectividad 
y  estender,  en  consecuencia,  el  boleto  de  haberse  satisfecho  el 
impuesto.  (/Lrtículos  3®  y  4°  de  la  ley). 

3°  Que  por  la  misma  ley,  se  declaran  solidariamente  respon- 
sables con  el  fabricante,  por  el  pago  del  impuesto  y  multas  en 
ella  establecidas,  los  consignatarios  ó  arrieros  que  despachasen 
ó  cargasen  los  licores,  sin  que  previamente  hubiese  puesto  el 
Beeeptor  su  conforme  al  pié  del  conocimiento  de  la  carga. 
(Artículo  5°  de  la  ley). 

4^  Que  las  infracciones  á  las  enunciadas  disposiciones^  son 
penadas  con  multas  correspondientes  al  duplo  del  valor  del 
impuesto,  y  de  cinco  pesos  por  barril,  cubo  ó  pipa ;  pudiendo  al 
efecto,  detenerse  y  embargarse  los  vehículos  cargados  con  lico- 
res, hasta  ser  satisfechos,  tanto  el  valor  del  impuesto  como  las 
multas  correspondientes.  (Artículos  6°  y  8®  de  la  ley). 

Que  según  queda  establecido  en  los  anteriores  resultandos,  la 
parte  del  demandante  había  procedido  á  la  extracción  de  los 
vinos  en  cuestión  de  las  bodegas  del  señor  Dnrand  y  á  su  tras- 
porte con  dirección  á  esta  ciudad,  sin  haberse  llenado  previa- 
mente ninguna  de  las  formalidades  ni  verificado  el  pago  de  los 
impuestos  antes  mencionados ;  y  de  consiguiente,  el  Receptor 
demandado,  al  proceder  ala  detención  y  embargo  de  las  tropas 
en  que  se  hacía  la  extracción,  no  hizo  más  que  cumplir  con  los 
deberes  de  su  cargo  y  evitar  las  responsabilidades,  que  por  su 
omisión  ó  falta^  le  impone  la  misma  ley  en  su  artículo  7^. 

6"^  Que  á  lo  antedicho  tampoco  se  oponen  las  circunstancias 
alegadas  por  la  parte  del  actor,  de  haber  procedido  pública- 
mente^  de  buena  f é  y  sin  ánimo  de  defraudar  al  fisco ;  de  no  ser 
él  sino  Durand  quien  debía  pagar  el  impuesto,  y  finalmente,  de 
haber  ofrecido  hacerlo  ó  hécholo  después  por  este,  proponiendo 
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además  fiador  idóneo  por  las  multas  en  qne  pudieron  haber 
incurrido;  puesto  que  la  infracción  ya  estaba  cometida^  y  en 
tales  casos  no  sirve  de  escusa  ni  aún  la  ignorancia  misma  de  la 
ley.  (Artículos  5°  al  8»  de  la  ley  citada,  y  20  y  21  del  Código 
Civil). 

7o  y  último:  Que  el  hecho  de  ofrecerse  garantías,  por  abona- 
das que  ellas  sean,  tampoco  satisface,  como  se  pretende,  los 
propósitos  de  las  leyes  en  materia  de  impuestos  y  maltas,  pues- 
to que  e:.  de  ley  y  práctica  constante,  que  ellos  deben  consig- 
narse tan  luego  de  ser  impuestos;  dejando  sí,  el  recurso  al  que 
se  considerase  agraviado  por  su  imposición,  para  pedir  en 
juicio  su  repetición;  pues  que  de  lo  contrario,  sus  recaudadores 
serían  á  cada  paso  obstaculizados  en  su  percepción,  con  grave 
perjuicio  de  los  intereses  fiscales  y  de  la  marcha  regular  de  la 
administración  pública,  como  se  colíje  de  las  doctrinas  de  £s- 
criche,  palabra  mu/to,  y  de  los  artículos  564  y  565  de  la  Ley  de 
Procedimientos  de  la  Provincia. 

Por  tanto;  y  omitiendo  otras  consideraciones,  fallo  absolvien- 
do de  la  presente  demanda  á  la  parte  del  Receptor  de  Rentas  de 
Andalgalá,  D.  Antonio  MoUer,  con  especial  condenación  en  cos- 
tas á  la  de  Mercado. 

Hágase  saber  con  el  original,  desglósese  y  devuélvase  el  espe- 
diente remitido  y  agregado  ad  effectum  videndi,  lo  mismo  que 
los  demás  documentos  exhibidos,  dejando  constancia  en  autos, 
y  repónganse  los  sellos. 

Joaquín  Quiroga. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  21  de  1889. 
Yistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
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tencia  apelada  de  foja  cien  vuelta;  y  deTuélvanse  previa  repo- 
sición de  sellos. 

ULADISLAOFRlAS.  —  FEDERICO  16AR- 
GtiREN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE. — 
LUIST.  VÁRELA. 


CArSA  I4XII  (') 


Adolfo  Posse  y  hermano,  contra  Frugoni,  Parpaglíoni  y  C% 
por  cobro  de  pesos;  sobre  pago  á  oro,  y  multa  por  infracción 
á  la  ley  de  sellos. 


Sumario.  —  1°  La  disposición  del  artículo  3®  de  la  ley  nacio- 
nal de  ínconrersion  de  13  de  Octubre  de  1885,  no  es  inconsti- 
tucional. 

2^  Las  cuentas  corrientes  no  se  hallan  sujetas  á  la  escala  de 
la  ley  de  sellos  por  sus  saldos  deudores. 


Caso.  —  En  cuatro  de  Agosto  de  1885  se  presentaron  al  Jnz- 

(1}  Habiéndose  modificado  el  personal  de  la  Suprema  Corte,  esta  causa 
fué  Tista  nneramente  cod  fecha  1*  de  Judío  de  1889. 

T.  TI  12 
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gado  Federal  del  Rosario,  los  señores  Adolfo  Posse  y  hermano 
con  dos  cuentas  corrientes,  de  la  casa  de  Frogoni,  Farpaglioni 
y  C*,  y  una  segunda  de  cambio  girada  por  el  Banco  Nacional  en 
Tncuman  á  favor  de  ellos. 

La  letra  (2*  de  cambio)  era  de  9  de  Febrero  de  1884  á  8  dias 
por  10.000  pesos  nacionales  oro. 

La  primera  cuenta  corriente  de  31  de  Diciembre  de  1884  con- 
tenía cuatro  partidas  en  el  debe,  una  por  un  saldo  de  1883,  otra 
por  endoso  de  6  de  Febrero  de  1884  de  600  pesos,  la  tercera 
partida  por  endoso  de  la  letra  de  10.000  pesos,  y  la  cuarta  por 
intereses.  El  saldo  deudor  es  de  10.918  pesos  40  centavos. 

La  segunda  cuenta  corriente  de  30  de  Junio  de  1885  conte- 
nía el  saldo  anterior  de  10.918  pesos  40  centavos,  con  más  los 
intereses  de  491  pesos  30  centavos,  siendo  el  saldo  deudor  de 
11.409  pesos  70  centavos. 

Los  señores  Fosse  pidieron  el  reconocimiento  de  dichas 
cuentas,  y  D.  Estevan  Frngoni,  las  reconoció,  agregando  que 
el  importe  de  las  mismas,  de  las  que  la  segunda,  era  compren- 
siva de  la  primera,  estaba  á  disposición  del  demandante  en 
moneda  de  curso  legal.    . 

El  Juez  Federal  al  ordenar  el  reconocimiento,  confirió  vista  al 
Procurador  Fiscal  por  hallarse  la  letra  y  las  dos  cuentas  en 
papel  común ;  y  el  Procurador  Fiscal  pidió  la  aplicación  de  la 
multa  por  infracción  á  la  ley  de  sellos  en  los  tres  docu- 
mentos. 

Se  dio  vista  del  reconocimiento,  y  del  dictamen  ñscal. 

Los  señores  Posse  pidieron  evacuando  la  primera,  la  intima- 
ción de  pago  por  la  suma  de  11.409  pesos  70  centavos  oro  con 
intereses  y  costas ;  y  evacuando  la  segunda,  solicitaron  no  se 
impusiera  la  multa  que  pedia  el  fiscal :  1^  por  ser  la  letra  gi- 
rada por  el  B¿inco  Nacional  exenta  de  todo  impuesto;  2^  porque 
en  las  cuentas  corrientes  era  la  misma  letra  que, figuraba  con 
más  los  intereses,  siendo  la  segunda  cuenta  comprensiva  de  la 
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primera;  3°  porqae  las  cuentas  corrientes  no  pueden  estenderse 
en  papel  sellado,  ni  constituyen  un  titulo  de  obligación,  desde 
que  no  llevan  el  conforme  del  deudor,  y  son  solamente  copias 
sacadas  de  los  libros  de  los  deudores. 

£1  Juez  de  Sección  intimó  á  los  demandados  al  pago  dentro 
de  tercero  día  de  la  cantidad  espresada  en  el  documento  de  foja 
6  (segunda  cuenta  corriente). 

Los  señores  Frugoni,  Farpaglioni  y  C^,  depositaron  la  suma 
de  11.409  pesos  70  centavos  moneda  nacional  en  billetes,  y  di- 
jeron :  que  esto  y  no  otra  cosa  debían  á  los  señores  Posse,  con 
arreglo  al  saldo  de  la  cuenta  corriente  de  30.  de  Junio  de  1885. 

Agregaron:  que  los  señores  Fosse  no  habían  tenido  razón  para 
demandarlos,  pues  siempre  habían  tenido  ese  dinero  á  su  dispo- 
sición, ;  que  sí,  como  parece,  pretendían  que  dicho  saldo  se  les 
pagase  en  moneda  de  oro,  tampoco  tenían  razón  para  ello,  por- 
qae con  arreglo  á  los  decretos  sobre  inconversion  de  billetes, 
estaban  autorizados  á  chancelar  el  saldo  con  estos  por  su  valor 
escrito. 

Conferida  vista  á  los  ejecutantes,  estos  la  evacuaron  diciendo 
que  los  billetes  consigna^Tbs  no  satisfacían  el  crédito  que  tenían 
en  contra  de  los  señores  Frugoni,  Farpaglioni  y  C*,  que  debía 
ser  pagado  en  oro,  porque  la  letra  de  cambio  que  les  endosaron 
per  10.000  pesos  y  que  constituía  la  suma  principal  de  las 
cuentas  corrientes  de  fojas  5  y  6^  fué  en  oro,  y  si  recibieron  su 
importe  en  billetes,  estos  eran  en  la  fecha«del  vencimiento  con- 
vertibles en  oro. 

Dijeron:  que  el  decreto  sobre  inconversion  no  podía  hacerles 
perder  el  derecho  adquirido  de  exigir  el  pago  en  oro,  y  que  la 
ley  que  se  dictare  aprobando  el  decreto  tampoco  podía  hacérselo 
perder,  porque  las  leyes  no  pueden  tener  efecto  retroactivo. 

Sostuvieron  que  el  decreto  y  leyes  sobre  inconversion,  no 
pueden  considerarse  como  leyes  de  orden  público,  y  por  tal  ra- 
zón^ no  puede  decirse  que  ellos  tienen  efecto  retroactivo. 
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Que  el  decreto  solo  ha  autorizado  la  inconversion,  y  no  el 
curso  forzoso  de  los  billetes,  pudiendo  estos  como  moneda  legal 
ser  dados  en  pago,  pero  por  su  valor  corriente  y  no  por  su  valor 
nominal. 

Los  señores  Frugoni,Farpaglioni  y  C*,  evacuando  la  vista 
del  dictamen  fiscal,  dijeron  que  la  ley  de  sellos  no  impone  ]a 
obligación  del  sello  á  las  cuentas  corrientes,  y  que  por  consi- 
siguiente,  el  haberlas  sacado  en  papel  común  no  constituye  in- 
fracción de  dicha  ley. 

Que  respecto  á  la  letra  d^  foja  4,  ella  procedía  del  Banco  Na- 
cional que  por  ley  espresa  so  halla  exonerado  de  todo  impuesto 
fiscal. 

Bespecto  del  fondo  se  dictó  este 


Fallo  del  Jíues  Federal 

Rosario,  Febrero  26  de  1886. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  los  señores  Adolfo  G.  Fosse 
y  Hermano  contra  Frugoni,  Parpaglioni  y  C",  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesoSy  en  el  incidente  sobre  consignación  promovido 
á  foja  25  por  los  demandados. 

T  considerando :  V  Que  las  cuentas  reconocidas  de  fojas  5  y 
6,  que  sirven  de  base  á  la  presente  ejecución,  están  consignadas 
simplemente  á  moneda  nacional,  hallándose  en  la  misma  forma, 
sin  otra  adición  que  la  de  oro,  la  letra  de  foja  4,  de  cuya  ne- 
gociación como  de  la  de  otras  análogas,  se  hace  derivar  el  saldo 
deudor  de  dichas  cuentas. 

2°  Que  lo  mismo  las  obligaciones  contraidas  á  moneda  nacio- 
nal simplemente,  que  las  estipuladas  á  moneda  nacional  oro,  se 
hallan  claramente  comprendidas  en  la  disposición  de  la  primera 
partida  del  artículo  3*"  de  la  Ley  Nacional  de  Inconversion  de 
13  de  Octubre  de  1885,  por  la  cnal^  c  las  obligaciones  anteriores 
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á  la  fecha  de  los  decretos  mencionadas  en  el  artícalo  1^  (de  9, 
15, 21,  23  y  31  de  Enero  y  21  de  Marzo  de  1885),  contraidas 
á  moneda  nacional  oro,  podrán  ser  chanceladas  en  billetes  de 
cnrso  legal  por  su  valor  escrito  ». 

3°  Que  no  haj  más  salvedad  á  esta  disposición  qae  la  conte- 
nida en  la  segunda  parte  de  dicho  artículo,  en  relación  á  las  es- 
tipulaciones contraidas  á  moneda  especial,  respecto  de  las  cua- 
les aquellos  billetes  no  son  admisibles,  sino  por  su  valor  cor- 
riente. 

4^  Que  tal  estipulación  no  se  ha  alegado  ni  resulta  que 
haya  existido  en  el  caso. 

5^  Qae  por  consiguiente,  cualquiera  que  haya  sido  la  clase 
de  moneda  en  que  se  hayan  llevado  á  cabo  las  negociaciones  de 
que  proceden  las  cuentas  citadas,  es  evidente  que  ellas  pueden 
ser  solventadas  con  los  billetes  declarados  de  curso  legal  por 
aquella  ley,  con  que  los  demandados  han  ofrecido  abonarla  y 
hech  j  su  consignación. 

6^  Qae  no  puede  decirse  tal  ley  inconsistente  ni  con  el  testo 
ni  con  el  espíritu  de  la  Constitución,  siendo  ella*como  es,  pura- 
mente interpretativa  por  aplicarse  solo  á  obligaciones  genérica- 
mente contraidas  á  moneda  nacional  y  no  á  estipulaciones  en 
relación  á  una  determinada  especie  de  moneda,  y  evidente  ade- 
más la  facultad  del  Congreso  para  proveer  á  la  creación  de  una 
ó  más  especies  de  moneda  para  el  país,  emitir  billetes  de  cré- 
dito y  de  banco,  imponerla  á  la  circulación  por  leyes  apropiadas 
á  tal  fin,  darles  el  carácter  de  moneda  y  suspender  finalmente 
los  pagos  en  metálico,  en  virtud  ya  de  un  atributo  de  soberanía 
jamás  desconocido  y  de  constante  aplicación  por  los  Gobiernos 
de  todos  los  países,  sin  distinción  de  forma,  ya  de  los  poderes 
esplícitos  é  implícitos  que  le  acuerdan  las  cláusulas  3",  5',  10^  y 
28*  de  la  Constitacion,  en  la  caal  no  se  encuentra  tampoco  dis- 
posición alguna  que  le  prohiba  6  impida  dictar  leyes  de  carácter 
retroactivo  en  materia  civil. 


182  FALLOS  DE  LA  SÜPRESIÁ  CORTE 

Por  estos  fandamentos :  se  declara  bastante  la  consignación 
de  foja  24  y  no  haber  lagar  en  consecuencia  &  lo  pedido  en  el 
escrito  de  foja  33,  sin  especial  condenación  en  costas,  en  aten- 
ción á  que  la  ley  que  sirve  de  fundamento  á  esta  resolución  es 
de  fecha  posterior  á  la  espresada  petición  de  foja  33.  Notifique* 
se  con^el  original  y  repóngase  el  papel.  Y  para  proveer  respecto 
á  la  petición  fiscal  de  foja  19,  póganse  su  contenido  en  noticia  de 
los  demandados,  según  está  ordenado  ya  en  la  predicha  foja. 

C.  S.  de  la  Torre. 

Sobre  el  incidente  se  dicto  este  otro 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Rosario,  Marzo  5  de  1886. 

0 

Vista  la  petición  Fiscal  corriente  á  foja  19. 

Visto  igualmente  lo  espuesto  en  contestación  por  los  ejecu- 
tantes y  ejecutados. 

T  considerando :  I**  Que  con  arreglo  al  articulo  diez  y  seis 
déla  Ley  Orgánica  del  Banco  Nacional,  de  cinco  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  los  Billetes  de  dicho  Banco 
como  los  documentos  que  otorgue  ó  emita,  están  excentos  del  pa- 
go del  impuesto  de  sellos. 

^  Que  tanto  por  esto,  como  por  no  ser  sino  un  segundo 
ejemplar  la  letrado  foja  4,  debe  ella  necesariamente  entenderse 
exonerada  de  aquel  impuesto, 

3**  Que  por  lo  que  respecta  alas  cuentas  de  fojas  5  y  6,  suscri- 
tas como  se  hallan  por  los  deudores  ó  por  personas  autorizadas 
.por  ellos  para  verificarlo  en  su  nombré,  contienen  evidentemen- 
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te  el  reconocimiento  de  un  cargo  y  constituyen  en  sí  un  docu- 
mento de  obligación,  que  desde  luego  y  con  arreglo  al  artículo 
doscientos  cuarenta  y  nueve,  inciso  séptimo  de  la  Ley  Nacional 
de  Procedimientos,  trae  aparejada  ejecución  por  todo  el  al- 
cance de  su  saldo. 

iP  Que  es  una  demostración  de  esto,  el  hecho  de  haber  sido 
iniciada  y  despachada  la  presente  ejecución  con  solo  la  presen- 
tación de  ellas,  y  sin  más  trámite  qae  el  de  su  reconocimiento 
por  los  firmantes. 

5^  Que  por  consiguiente,  no  hay  porqué  dudar  que  dichas  cuen- 
tas, como  cualesquiera  otras  aprobadas  6  con  el  conforme  del 
deudor,  han  debido  ser  escritas  en  el  papel  sellado  que  la  ley 
prescribe  para  todo  documento  en  que  se  suscribe  una  obli- 
gación. 

6^  Qoe  aún  admitiendo  por  vía  dehipótesis,  que  ellas  no  hayan 
podido  constituir  a  prtori  y  desde  el  momento  de  su  otorgamiento 
un  documento  de  obligación  ni  podido  autorizar  una  ejecución 
por  su  saldo,  es  evidente,  que  una  vez  consentidas  por  los  acree- 
dores, han  decidido  ser  escriturados  en  papel  sellado  y  presen- 
tados así  al  juicio. 

7^  Finalmente,  que  aan  cuando  el  valor  de  la  última  de  di- 
chas cuentas,  corriente  á  foja  6,  sea  comprensivo  del  de  la  de 
foja  5,  hay  sin  embargo,  en  aquella,  envuelta  una  nueva  evolu- 
ción del  capital,  y  en  una  y  otra  una  obligación  distinta,  que  la 
ley  grava  por  igual,  de  que  se  deduce  que  una  y  otra  han  debido 
ser  escritas  en  papel  sellado. 

Por  tanto,  se  declara :  que  tanto  los  firmantes  cómelos  ti- 
tulares de  ambas  cuentas,  han  incurrido  en  la  multa  de  ley  por 
falta  de  papel  sellado  en  cada  una  de  ellas,  y  que  en  consecuen- 
cia, están  obligados  á  agregar  su  valor  en  sellos  y  en  término  de 
segundo  dia  á  estos  autos.  Hágase  saber  y  repóngase  el  papel. 

C.  5.  de  la  Torre. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENEBAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  33  de  1886. 


Suprema  Corte  : 


No  encaentro  en  la  ley  disposición  alguna  que  exija  un  sello 
determinado  en  las  cuentas  corrientes  que  los  comerciantes 
cambien  entre  sí,  ya  sea  el  saldo  en  favor  ya  en  contra. 

Por  el  contrario,  del  artículo  10  parece  deducirse  que  no  exis- 
te tal  obligación. 

Corresponde  al  sello  de  cincuenta  centavos  dice  este  artículo, 
á  cada  foja  de  demanda,  petición,  escrito,  diligencias  y  cuentas 
6  cobros  de  un  valor  mayor  de  cuarenta  pesos,  etc.,  etc.  £s  decir 
que,  estendiendo  una  cuenta  á  cobrar  en  papel  de  cincuenta  cen- 
tavos, 6  acompañando  los  sellos  correspondientes,  se  ha  cumpli- 
do con  la  ley. 

Una  cuenta  corriente,  ¿  es  una  obligación,  en  el  sentido  del 
artículo  primero,  sujeta  á  la  escala  que  él  establece,  ó  una  sim- 
ple cuenta  ó  cobro,  comprendida  en  los  términos  del  artículo  1 09  ? 

Me  inclino  á  la  última  interpretación. 

Una  cuenta  corriente  es  el  estracto  de  los  libros  de  un  co- 
merciante, es  una  simple  noticia  que  se  dá  al  interesado  del  es- 
tado en  que  se  encuentran  sus  negocios  6  su  crédito,  y  no  trae 
aparejada  la  obligación  de  pago,  quedando,  por  lo  general, 
abierta  para  ser  continuada,  aumentada  ó  disminuida,  con  las 
operaciones  sucesivas. 

Llegado  el  caso  de  ocurrir  á  la  justicia,  principia  recien  la 
obligación  del  sello ;  mientras  tanto,  la  cuenta  corriente  debe 
ser  considerada  en  la  categoría  de  las  facturas,  liquidaciones  y 
demás  papeles  indispensables  en  el  giro  activo  de  los  negocios. 

Se  dice  que,  cuando  una  cuenta  corriente  arroja  un  saldo  en 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  i  85 

contra  del  qae  la  firma,  importa  una  obligación  de  pago.  En 
este  caso  se  encuentran  las  cartas  en  que,  el  qae  suscribe,  ma- 
nifiesta su  conformidad  con  el  saldo  en  contra  suya,  sin  que  se 
haya  pretendido  nunca  que  estas  cartas  deban  ser  estendidas 
en  papel  sellado.  Las  cuentas  que  se  presentan  en  juicio  im- 
portan también  una  obligación  de  pago  de  parte  del  qae  resulta 
deudor,  y  sin  embargo,  la  ley  queda  cumplida,  cualquiera  que 
sea  la  cantidad,  con  la  reposición  del  sello  de  actuación. 

Se  ha  dicho,  por  último,  que  las  cuentas  aprobadas  y  las  re- 
conocidas ante  el  juez,  traen  aparejada  ejecución. 

En  este  caso  se  encuentran  todas  las  cuentas,  así  las  corrien- 
tes, como  las  comunes  confundidas  en  el  artículo  10,  sin  que 
pueda  sostenerse  que  el  reconocimiento  que  les  dá  fuerza  ejecu- 
tiva, deba  retrotraerse  á  su  origen,  á  los  efectos  del  sello. 

Pido  por  lo  espuesto,  la  revocación  déla  sentencia  recurrida. 

Edaardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  1*  de  1889. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  cincuenta  y  cinco;  y  en  cuanto  ala  im- 
posición de  la  multa  por  infracción  á  la  ley  de  sellos,  por  lo 
espuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  revoca  el 
auto  de  foja  sesenta  vuelta.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

benjamín  YICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGÜREN.  —  LUIS  V.  TÁRELA. 
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CArSA  I4XIII 


El  Doctor  Don  Manuel  D.  Pizarro,  contra  Don  Gabriel  Céspedes; 
sobre  aumento  de  alquiler,  ó  desalojo  y  restitución  de  terre- 
no arrrendado. 


Sumario.  —  Cuando  se  arrienda  7  entrega  nn  terreno  coa 
ubicación  7  límites  precisos,  7  se  procede  en  seguida  por  las  par- 
tes acercarlo  bajo  los  mismos  límites  7  ubicación,  el  arriendo  es 
ad  Corpus j  no  obstante  haberse  indicado  en  el  contrato  la  me- 
dida aproximativa,  7  se  considera  renunciado  el  derecho  acorda- 
do por  los  artículos  1346  7 1347  del  Código  Civil 


Caso.  —  El  Doctor  Don  Julio  Deheza,  por  el  Doctor  Don 
Manuel  D.  Fizarro,  se  presentó  al  Juzgado  Federal  de  Córdoba, 
esponiendo: 

Que  en  8  de  Junio  de  1886,  su  representado  compró  áDon 
Juan  Alies  una  estancia  ubicada  en  el  Departamento  Anejos 
Norte,  Fedanía  de  rio  de  Zeballos,  de  la  cual  se  encuentra  en 
posesión  desde  aquella  fecha. 

Que  en  virtud  de  la  compra  pasó  al  Doctor  Fizarro  el  contra- 
to de  arrendamiento  que  Alies  tenía  celebrado  con  Don  Gabriel 
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Céspedes,  de  una  fracción  de  la  estancia,  compuesta,  más  6  me- 
nos, de  48  cuadras,  teniendo  dicha  fracción  910  metros,  ósea 
siete  cuadras  de  frente,  por  igual  fondo,  ubicada  dentro  del  pe- 
rímetro que  linda  por  el  frente  y  por  el  Este,  con  el  rio  de  Zeba- 
llos,  con  Don  Ezequiel  Patino  por  el  Sud  y  por  el  Oeste,  y  por 
el  Norte,  con  el  potrero  denomidado  de  «Las  Casas» . 

Que  no  habiéndose  medido  la  fracción  arrendada  á  Céspedes, 
éste  entró  á  ocupar  todo  el  terreno  encerrado  dentro  de  los  lí- 
mites citados,  ocupando  de  esta  suerte  una  superficie  de  84  cua- 
dras 5831  varas  cuadradas,  según  lo  demuestra  el  plano  de  la 
mensura  de  la  estancia  praticada  á  solicitud  del  Doctor  Fizarru, 
7  que  ha  sido  judicialmente  aprobada. 

Que  el  Doctor  Fizarro  ha  requerido  á  Céspedes  para  la  devo- 
lución de  las  treinta  y  cinco  cuadras  que  indebidamente  ocupa, 
7  para  facilitar  un  arreglo  llegó  hasta  proponerle  que  si  tenía 
interés  en  conservar  el  escedente  del  campo  le  abonase  el  arren- 
damiento proporcional,  y  llegado  el  caso  de  venta  previsto  en  el 
contrato,  le  pague  asimismo  el  precio  proporcional  á  ese  escedente. 

Que  no  habiéndose  conformado  Céspedes  con  ninguno  de  es- 
tos temperamentos,  lo  demandaba,  invocando  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1344, 1345, 1346, 1347  y  1494  del  Código  Civil,  para 
que  se  le  condene  á  reducir  su  campo  á  la  superficie  arrendada 
de  49  cuadras,  más  ó  menos,  con  desalojo  y  restitución  de  lo  que 
indebidamente  ocupa,  previa  delincación  judicial  por  el  agri- 
mensor que  el  Juzgado  designe,  y  si  Céspedes  no  se  allanase  á 
esta  reducción  y  no  quisiera  pagar  el  mayor  arrendamiento  y  el 
mayor  precio  por  la  tierra,  se  declare  rescindido  el  contrato;  to- 
do con  costas  y  perjuicios. 

Presentó  el  actor  con  su  demanda : 

lo  una  carta  del  Agrimensor  Don  Enrique  Loza,  de  fecha 27 
de  Setiembre  de  1887,  dirigida  al  Doctor  Pizarro,  en  la  cual  es- 
presa :  que  la  superficie  del  terreno  comprendido  dentro  de  las 
líneas  de  Q  B  S  T  TI  X  y  el  rio  Zeballos,  en  el  plano  de  la 
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mensura  de  la  estancia  «Providencia»,  practicada  por  dicho 
Agrimensor,  consta  de  85  cuadras  5831  varas  cuadradas,  con 
una  diferencia  que  no  llega  á  un  quinto  de  cuadra  cuadrada. 
Esta  carta  fué  reconocida,  foja  63. 

2^  Un  testimonio  de  la  mensura  de  la  estancia  del  Doctor 
Pizarro  llamada  «Providencia»,  practicada  por  el  Agrimensor 
Don  Enrique  Loza  en  15  de  Octubre  de  1886,  con  el  auto  judi- 
cial aprobatorio  de  esta  operación, 

3^  Testimonio  de  una  escritora  pública  en  que  consta  que 
Don  Juan  Alies  vendió  á  DonTeodosio  Pizarro,  para  su  herma- 
no el  Doctor  Don  Manuel  D.  Pizarro,  la  estancia  «Providencia» 
con  fecha  8  do  Junio  de  1886. 

Se  espresa  en  la  escritura  que  una  fracción  del  terreno  ven- 
dido, de  49  cuadras  más  6  menos,  está  arrendada  á  Don  Gabriel 
Céspedes,  por  10  años,  desde  Enero  de  1885,  arrendamiento  que 

el  comprador  acepta  y  correrá  de  su  cuenta. 

4°  Testimonio  del  mencionado  contrato  de  arrendamiento. 
Se  espresa  en  él  que  Don  Juan  Alies  dá  en  arrendamiento  á  Don 
Gabriel  Céspedes,  por  diez  años  contados  desde  el  l^de  Mayo  de 
1885,  una  porción  de  su  terreno  compuesta  de  siete  cuadras  de 
frente  por  otras  tantas  de  fondo  más  ó  menos,  lindando:  al 
Norte,  con  el  cerco  denominado  del  «Potrero  de  las  Casas»  al  Es- 
te con  el  cauce  del  rio  Zeballos,  y  al  Sud  y  Oeste  con  el  cerco  de 
la  estancia  de  Don  Ezequiel  Patino,  cerco  que  viene  á  unirse  con 
el  citado  potrero. 

Se  espresa  en  este  contrato,  que  las  mejoras  de  toda  clase  he- 
chas en  el  terreno,  se  considerarán  á  su  vencimiento  pertene- 
cientes mitad  al  propietario  y  mitad  á  Céspedes;  que  dentro  del 
mes  de  Abril  de  1895,  Céspedes  hará  saber  á  Alies  la  suma  en 
que  aprecia  las  mejoras,  quedando  éste  obligado  á  satisfacer  á 
Céspedes  la  mitad  de  la  soma  fijada,  ó  á  percibir  del  mismo  la 
mitad  y  además  la  suma  de  2000  pesos  nacionales,  valoren  que 
se  aprecia  desde  luego  el  terreno. 
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Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  nacional  el  de- 
mandante y  español  el  demandado,  se  corrió  traslado  de  la  de- 
manda. 

Contestándola  Don  Gabriel  Céspedes,  espaso: 

Que  el  contrato  de  .arrendamiento  presentado  por  el  actor 
desautorizaba  la  demanda,  pues  en  él  se  determinaba  la  esten- 
sion  arrendada,  con  la  indicación  de  sus  límites,  sin  que  nada 
contenga  que  autorice  la  pretensión  de  que  lo  arrendado  se  halle 
dentro  de  la  fracción  deslindada  y  que  no  consista  en  esta 
misma. 

Que  no  es  cierto  que  el  contrato  se  haya  hecho  por  49  cuadras 
pues  él  habla  de  7  cuadras  de  frente,  por  otras  tantas  de  fondo 
más  ó  menos,  y  el  locador  entregó  en  cumplimiento  de  sus  obliga- 
ciones, toda  el  área  deslindada,  sin  que  entre  la  fecha  del  cou- 
trato  y  aquella  en  que  empezó  á  regir,  se  hiciera  medición  algu- 
na,  por  lo  mismo  que  su  estension  se  indicaba  con  la  espresion  de 
sus  límites. 

Que  así  como  Alies  se  abstuvo  de  ejercer  acto  alguno  de  pro- 
pietario en  la  parte  de  terreno  deslindada  y  que  dio  en  arriendo, 
del  mismo  modo  el  Doctor  Fizarro  observó  idéntica  conducta 
durante  el  año  trascurrido  desde  que  compró  la  estancia,  demos- 
trando con  ello  que  daba  al  contrato  la  misma  inteligencia  que 
su  antecesor. 

Que  concurren  á  convencer  de  esto  mismo,  las  siguientes  cir- 
cunstancias :  cuando  el  Doctor  Fizarro  hizo  medir  su  estancia, 
no  hizo  medir  por  separado  el  terreno  ocupado  por  el  locatario, 
como  lo  hubiera  hecho  si  entendía  que  el  contrato  estaba  sujeto 
á  medida.  Con  posterioridad  á  la  mensura  el  Doctor  Fizarro 
dirijióá  Céspedes  dos  cartas  en  que  se  refería  á  los  cercos  divi- 
sorios del  campo  arrendado  y  al  alambrado  del  costado  Sud, 
exigiendo  la  mitad  de  los  gastos  que  ocasionaran,  lo  que  de- 
muestra así  mismo  que  entendía  que  esos  cercos  establecían  el 
límite  del  terreno  arrendado .  £1  Doctor  Fizarro    construyó  los 
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cercos  de  alambre  á  que  aludía  en  sus  cartas,  paralelamente  y  á 
la  par  de  los  de  rama  designados  en  el  contrato,  dejando  incomu- 
nicado con  la  estancia,  el  terreno  ocupado  por  el  locatario,  y 
reconociendo  así  que  ningún  terreno  le  quedaba  disponible  den- 
tro del  perímetro  cercado  por  el  mismo  y  entregado  al  locata- 
rio. 

Que  tampoco  es  eiacta  la  demanda  cnando  se  refiere  al  pre- 
cio por  el  cual  debería  venderse  el  terreno,  llegado  el  caso  pre- 
visto en  el  contrato,  pues  este  estableció  el  precio  de  2000  pe- 
sos, que  las  partes  no  podían  alterar,  teniendo  en  consideración 
nó  una  medida,  sino  el  conjunto  que  se  entregaba  y  que  se  re^ 
putaba  suficiente  para  un  establecimiento  agrícola. 

Que  los  deseos  de  avenencia  que  manifiesta  la  demanda  haber 
abrigado  el  Doctor  Fizarro,  no  se  han  manifestado  en  las  pro- 
posiciones que  hizo  á  Céspedes,  pues  con  ellas,  especialmente 
en  lo  relativo  á  la  venta  del  terreno  llegado  el  caso  establecido 
en  el  contrato,  trataba  de  beneficiarse  á  sí  mismo,  obteniendo  un 
precio  mucho  mayor  que  el  que  vale  ese  terreno. 

Que  los  artículos  del  Código  Civil  que  cita  el  demandante,  no 
favorecen  sus  pretensiones^  desde  que  ellos  no  hacen  referencia 
á  un  caso  como  el  presente,  en  que  se  asigna  al  terreno  límites 
ciertos  y  conocidos  y  se  fijó  la  superficie  solo   aproximada- 
mente. 

Que  un  caso  tal,  no  lo  prevé  el  Código  en  sus  disposiciones 
sobre  las  ventas,  pero  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte  ha 
establecido  que  la  indicación  del  área  no  implica  la  garantía  de  la 
ostensión  si  la  venta  se  hace  ad  corpus,  y  se  entiende  hecha  así, 
si  se  señalan  al  terreno  un  solo  precio  y  límites  ciertos  (Serie  1*, 
tomo  3®,  página  101 ;  Serie  2%  tomo  1°,  página  470),  y  por  con- 
siguiente, en  tal  caso,  que  es  el  de  la  cuestión,  pertenece  al  com- 
prador el  beneficio  del  error  en  el  cálculo. 

Que  la  petición  de  la  demanda,  relativa  al  mayor  precio  que 
pretende  para  el  caso  de  venta  del  terreno,  es  estemporánea,  por- 
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que  tal  caso,  ó  no  llegará  nanea,  según  el  contrato,  ó  llegará  á 
la  terminación  de  él,  j  es  sabido  que  antes  de  otorgada  la  escri- 
tura de  venta,  el  vendedor  no  tiene  más  derecho  que  el  de  exi- 
gir la  escrituración. 

Que  respecto  de  lo  demás,  la  acción  deducida  en  la  demanda 
está  prescrita,  suponiendo  aplicables  al  contrato  de  que  se  tra- 
ta  los  artículos  1344  y  siguientes  del  Código  Civil. 

Que  en  este^  no  se  señala  tiempo  especial  para  la  prescripción 
de  estas  acciones,  y  debe  determinarse  entonces  si  ellas  se  estin- 
guen por  el  término  de  diez  años  fijado  en  general  para  las 
acciones  personales,  ó  sí  acaban  con  la  entrega  déla  cosa,  ó  sea 
con  la  ejecución  del  contrato  de  común  acuerdo. 

Que  el  término  de  diez  años  no  es  de  aplicarse  porque  de  ha- 
cerlo se  contrariaría  el  espíritu  de  la  ley,  desde  que  las  acciones 
rescisorias,  que  son  análogas,  se  conceden  solo  por  plazos  muy 
cortos. 

Que  las  legislaciones  de  donde  se  han  tomado  las  disposicio- 
nes invocadas  por  el  actor,  establecen  que  las  acciones  del  com- 
prador y  vendedor  para  pedir  aumento  ó  disminución  de  precio  6 
la  disolución  del  contrato,  por  diferencia  entre  el  área  real  con 
la  designada  en  el  contrato,  prescriben  por  un  año,  contado,  se- 
segun  unos,  desde  el  dia  de  la  entrega  de  la  cosa,  y  según  otros, 
desde  el  dia  del  otorgamiento  del  contrato. 


Fallo  del  Jíues  Fedeml 


.    Córdoba,  Octubre  4  de  1888. 

T  vistos  estos  autos  seguidos  por  el  Doctor  Manuel  D.  Fi- 
zarro,  contra  Don  Gabriel  Céspedes,  pidiendo  que  éste  señor  re- 
duzca á  la  ostensión  de  cuarenta  y  nueve  cuadras,  más  ó  menos, 
un  campo  que  arrendó  á  Don  Juan  Alies,  cuyo  campo  fué  ven- 
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dido  por  Alies  á  Fizarro  posteriormente  á  este  contrato  y  bajo 
la  condición  de  respetarlo. 

En  el  contrato  de  arrendamiento  se  espresa  que  se  arrienda 
«nna  porción  de  terreno...  cuya  parte,  que  dáen  arrendamiento, 
consta  de  unas  siete  cuadras  ó  sean  novecientos  diez  metros  de 
frente  por  otros  tantos  de  fondo,  más  ó  menos,  lindando  al  Nor- 
te con  el  cerco  denominado  del  «Potrero  de  las  Gasas)^,  al  Este 
con  el  cauce  del  rio  de  Zeballos,  al  Sud  y  Oeste,  el  cerco  de  la 
estancia  de  Don  Ezequiel  Patino,  cerco  que  viene  á  unirse  con 
el  potrero  antes  dicho. 

El  conttato  de  venta  de  Alies  d  Pizarro  dice  que  vende  á  Don 
Teodosio  Pizarro,  una  estancia...  con  veinte  cuadras,  ó  sean , 
dos  mil  seiscientos  metros  de  frente  Ñor te-Sud,  por  una  legua 
ó  sean,  cinco  mil  doscientos  metros  de  Este  á  Oeste  más  6  me- 
nos, lindando...  etc.;  siendo  de  advertir  que  una  fracción  del 
terreno  vendido,  de  cuarenta  y  nueve  cuadras,  ó  sean,  seis  mil 
trescientos  setenta  metros  másemenos,  está  arrendado  á  Don 
Gabriel  Céspedes,  por  diez  años,  desde  Enero  de  1885,  según 
escritura  pública  que  existe  en  el  Registro  de  la  Escribanía 
de  Hipotecas,  cuyo  contrato  acepta  el  señor  Pizarro,  comprador, 
y  correrá  Je  su  cuenta. 

El  señor  Pizarro  se  funda  en  que  el  arrendamiento  es  ad  mcri' 
suram,  por  haberse  fijado  el  número  de  medidas  que  comprende 
el  terreno,  y  que  los  límites  indicados  son  solo  para  dar  ubica- 
ción á  d,icho  terreno,  pues  estaba  comprendido  dentro  de  uno 
más  grande;  que  lomas  que  podría  aprovechar  Céspedes  es  el  vi- 
gésimo de  tolerancia  legal;  que  el  Código  Civil  en  esta  clase  de 
ventas  no  permite  investigar  la  voluntad  de  las  partes  sobre  si 
esa  venta  es  ad  corpus  6  ad  mensuram,  pues  él  presume  juris 
et  de  jure,  que  habiéndose  espresado  el  número  de  medidas,  el 
arrendamiento  es  ad  mensuram ;  que  Césped<!s  así  lo  ha  enten- 
dido ;  que  al  hacer  mensurar  el  todo  de  su  compra  é  inmediata- 
mente de  aprobarse  la  mensura  y  de  saber  por  el  Agrimensor 
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que  Céspedes  ocupaba  ochenta  y  tantas  cuadras  en  vez  de  cua- 
renta y  nueve,  exigió  á  éste  redujera  la  estension  del  campo  á 
este  número  de  medidas. 

Concluye  pidiendo  verifique  dicha  reducción,  ó  en  su  defecto 
aumente  el  arrendamiento  ó  resuelva  el  contrato  si  le  es  más 
conveniente. 

Que  las  reglas  del  arrendamiento  se  rigen  por  la  del  contrato 
de  venta. 

Céspedes  contesta  la  demanda  diciendo  que  el  arrendamiento 
del  terreno  en  cuestión  se  ha  hecho  ad  corpus,  puesto  que  se  le 
ha  fijado  límites  ciertos  á  un  precio  tinico;  que  esta  forma  de 
arrendamiento,  según  el  Código,  la  juridf rudencia  de  la  Supre- 
ma Corte  y  la  general*  se  entiende  que  es  ad  corpus,  tanto  más 
cuanto  que  se  espresa  el  número  de  medidas  más  ó  menos. 

Que  así  lo  han  entendido  siempre  con  Alies,  y  que  asilo  ha 
entendido  también  Fizarro  al  no  reclamar  nada  mucho  tiempo 
después  de  la  mensura,  al  no  hacer  medir  especialmente  este 
campo  y  al  hacer  su  cerco  divisorio  con  el  de  él,  respetando  la 
estension  que  tiene;  que  además  esta  sería  una  acción  del  con- 
trato de  venta,  que  aún  no  se  ha  verificado,  y  que  por  lo  tanto 
no  ha  nacido;  que  la  acción  del  contrato  de  arrendamiento  ó  la  de 
venta  para  pedir  la  rescisión  ó  el  aumento  de  precio,  se  ha  es- 
tinguido  ya  por  la  prescripción  anual,  que  no  ha  previsto  nues- 
tro Código.  ^ 

Abierta  la  causa  á  prueba,  se  produce  la  instrumental,  con- 
fesional y  testimonial  de  foja...  á  foja.. . 

T  considerando:  1**  Las  cuestiones  que  deben  resolverse  en  la 
presente  causa  sonlns  siguientes :  si  dando  á  comprender  el  ar- 
tículo 1344  á  1346  del  Código  Civil,  que  la  venta  (ó  arrenda- 
miento en  este  caso)  hecha  con  indicación  del  área,  pero  por  un 
solo  precio,  debe  entenderse  hecha  ad  mensuram  y  que  por  lo 
tanto  hay  lugar  á  la  reintegración  por  parte  del  vendedor,  ó  á 
suplemento  del  precio  por  parte  del  comprador,  cuando  ladife- 

7.  VI  13 
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ren'íia  entre  lo  contratado  y  el  terreno  entregado  escedía  de  un 
vigésimo,  si  esta  disposición  legal  debe  entenderse  sin  perjuicio 
de  las  estipulaciones  contrarias  que  puedan  hacer  las  partes  ó 
de  la  diversa  inteligencia  que  puedan  haberle  dado  estas  cláusu- 
las del  contrato,  á  pesar  de  huberlo  espresado  en  la  forma  que 
prevéen  los  incisos  5®  y  6**  del  artículo  1344  citado. 

2®  Si  en  el  caso  de  que  esa  disposición  admita  una  estipula- 
ción diversa  en  el  fondo,  debe  ella  tener  influencia  respecto  de 
uno  de  los  contratantes,  el  señor  Pizarro  comprador  de  Alies, 
ó  si  al  contrario,  el  arrendamiento  hecho  por  Alies  á  Céspedes, 
debe  mantenerse  en  la  forma  en  quo  ellos  han  entendido  y  conve- 
nido, cualquiera  quesea  la  forma  de  espresion  que  hayan  em- 
pleado y  á  pesar  de  la  venta  hecha  por  Alies  á  Pizarro,  y  de  la 
manera  como  le  haya  dado  á  entender  á  éste  último  que  se  había 
veriGcado  el  contrato  de  arrendamiento. 

S'*  Indudablemente  parece  que  el  inciso  5**,  del  artículo... 
está  legislado  por  el  arlículo  1346,  por  sus  términos,  y  dada  la 
espresion  del  artículo  1345,  que  según  Llerena  se  refiere  al  in- 
ciso 4°,  pero  este  artículo  no  dice  lo  que  pretenden  las  partes, 
que  á  pesar  de  est  i  espresion  no  se  admita  prueba  en  contrario 
respecto  á  la  voluntad  é  intención  de  las  partes. 

Este  artículo  está  tomado  del  artículo  1619  del  Código  Fran- 
cés, que  establece  una  disposición  aníloga  áesta,  porque  compren- 
de á  varios  de  los  incisos  del  1344  nuestro,  pero  el  artículo  fran- 
cés dice  «en  caso  de  no  haber  convenio  en  contrario»,  cláu- 
sula que  ha  suprimido  nuestro  codificador. 

4"*  Vamos  á demostrar  que  á  pesar  de  tal  supresión,  deja  no 
obstante  el  Código  el  derecho  á  los  interesados  para  una  estipu- 
lación contraria,  y  que  por  consiguiente,  la  disposición  del  artí- 
culo 1344  no  importa  una  ^vQsnnQion  juris  el  de  jure,  \  i  es  tam- 
poco una  disposición  de  orden  público. 

Para  convencerse  dt;  que  no  se  trata  de  una  disposición  de 
orden  público,  basta  tener  presente  que  con  contratos  del  gene- 
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TO  áque  so  refiere  el  artículo  1346,  no  está  comprendido  en  nada 
el  interés  general  ni  comprometidos  en  lomas  mínimo  los  dere- 
chos de  terceros. 

£1  artículo  es  puramente  de  interés  privado  y  legisla  la  mane- 
ra de  entenderse  un  contrato  que  reviste  tal  forma;  luego,  cuan- 
do las  partes  han  tenido  una  intención  distinta,  ellas  deben  dar- 
le fiel  cumplimiento. 

líl  codificador,  que  se  encontraba  en  un  terreno  de  puro  dere- 
cho privadt),  de  intereses  particulares,  suprimió  la  cláusula  del 
Código  Francés,  por  creerla  innecesaria. 

La  Suprema  Corte  de  la  Nación  ha  declarado  que  cuando  la 
venta  se  hace  por  un  solo  precio  y  con  indicación  del  área  de 
que  se  compone,  pero  ad  corptis,  no  se  puede  reclamar  indemni- 
zación por  falta  de  integración  de  la  superficie  (tomo  1^,  Serie 
2-,  Causa  XC) 

Entonces,  aunque  se  indique  el  área,  la  venta  puede  ser  ad 
eorpiis,  y  según  la  interpretación  que  dala  parte  del  Doctor  Fi- 
za rro,  el  inciso  5°  no  admite  venta  ad  Corpus,  dice  la  Corte  en 
otro  fallo,  y  que  aunque  se  indique  la  medida,  no  se  garante  su 
estension  ó  solo  se  atiende  á  los  límites  para  determinar  la  cosa 
vendida...  pues  esta  es  la  interpretación  más  natural  déla  vo- 
luntad de  las  partes...  (tomo  3**,  Serie  1",  Causa  CXXX). 

En  el  mismo  sentido  podemos  invocar  también  la  doctrina  es- 
tablecida  por  el  Doctor  Llercna,  en  su  libro  Comentario  al  Códi- 
go Civil,  cuando  al  estudiar  el  artículo  1346  del  mismo  Código, 
dice,  que  para  saber  si  la  venta  se  entiende  hechi  adcorpus  ó 
ad  memuram,  le  corresponde  al  Juez  decidir  cuál  ha  sido  la  in- 
tención de  las  partes. 

De  todo  lo  dicho  resulta  que  la  Suprema  Corte  Nacional  ha 
hecho  al  respecto  su  jurisprudencia  de  interpretación,  diciendo 
que  aun  cuando  esté  enunciada  la  medida  (caso  del  inc.  5^),  la 
venta  sin  embargo  puede  ser  ad  corpus  y  esto  «según  doctrina 
uniforme  de  nuestros  jurisconsultos,»  luego,  no  es  exacto  que 
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nuestro  artículo  sea  de  orden  público  y  que  importe  una  presun- 
ción jwm  et  de  jure. 

Dijimos  que  pareceque  el  artículo  1346  se  refiere  y  compren- 
de el  caso  del  inciso  5^  del  artículo  1344. 

En  efecto,  según  la  interpretación  que  de  él  dan  algunos  tra- 
tadistas, ó  el  artículo  no  se  refiere  á  ese  inciso  ó  si  se  refiere  él, 
no  importa  una  disposición  imperativa  que  no  admita  averiguar 
la  intención  de  las  partes. 

El  Doctor  Segoviad  á  á  entender ,  en  su  nota  35  al  inciso  6*^,  que 
el  artículo  1348(1346  del  Código),  se  refiere  á  este  inciso  6°  y 
que  el  inciso  5^  importa  una  venta  ad  corpus  (nota  3°  al  artícu* 
lo  1344). 

Parece,  sin  embargo^  más  aceptada  la  interpretación  deLIere- 
na,  diciendo :  el  artículo  1346  so  refiere  á  todos  los  incisos  del 
artículo  1344,  menos  al  4°,  pues  este  es  el  único  legislado  por 
el  artículo  1345. 

Y  bien,  siendo  así  y  dada  la  interpretación  que  dá  el  señor 
Fizarro  al  artículo  1346,  resultaría  que  pornuestro  Código  Ci- 
vil no  hay  ventas  a(¿  corpus,  pues  que  en  todas  hay  lugar  á  rein- 
tegración del  terreno  ó  suplemento  de  precio,  pasando  del  vigé- 
simo^ loque  sería  un  absurdo:  luego  el  artículo  1346  di'be  en- 
tenderse «sin  perjuicio  délas  estipulaciones  contrarias». 

5°  Tenemos  entonces  que  á  pesar  de  la  forma  en  que  han  es* 
presado  su  contrato  los  interesados,  el  arrendamiento  hecho  por 
Alies  á  Céspedes,  puede  ¿er  adcorpus  dad  memuram,  según  lo 
hayan  tni^niíáo  ambos  interesados. 

Este  punto  respecto  de  Alies  y  Céspedes,  no  es  cuestionable, 
pues  Alies  declara  á  foja...  que  él  ha  entendido  que  el  arrenda- 
miento lo  hacía  ad  corpus.  Preguntas... 

La  cuestión  entonces  se  reduce  á  la  última  que  hablamos  plan- 
teado: ¿La  manera  como  han  entendido  el  contrato  Alies  y  Cés- 
pedes, tendrá  influencia  respecto  al  señor  Pizarro,  comprador 
4e  Alies?  ó  mejor  dicho,  ¿subsistirá  el   derecho  de  Céspedes  á 
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ocnpar  todo  lo  que  Alies  declara  haberle  arrendado,  &  pesar  de  la 
forma  de  espresion  empleada  en  el  contrato  de  venta  y  del  he- 
cho mismo  de  esta  venta? 

Pensamos  que  sí. 

Por  el  artículo  1498  del  Código  Civil  c  enajenada  la  finca 
arrendada  por  cualquier  acto  jurídico  que  sea,  la  locación  sub- 
sisto durante  el  tiempo  convenido. 

Entonces,  las  condiciones  de  la  locación  relativas  al  precio, 
á  la  cosii,  y  al  tiempo,  no  se  modifican  por  la  venta. 

Entouces^  Céspedes  tiene  el  derecho'  de  usar  de  la  cosa  arren- 
dada en  la  forma  y  condiciones  del  contrato. 

Esto  se  funda,  como  dice  muy  bien  el  Dr.  Velez,  en  la  volun- 
tad tácita  del  comprador  de  respetar  los  derechos  del  locatario 
y  del  conocimiento  presunto  de  la  ley  que  los  confiere. 

6°  Subsistiendo  á  pesar  de  la  venta  el  contrato  de  locación 
por  el  imperio  de  la  ley,  puede  suceder  muy  fácilmente  que  el 
comprador  se  encuentre  perjudicado,  ya  sea  por  no  haber  co- 
nocido el  contrato  mismo,  ya  por  haberlo  conocido  parcialmente 
ó  con  error  respecto  á  la  naturaleza,  ostensión  y  efectos  del 
mismo.  La  culpa  del  locatario  que  podría  haber  producido  este 
error,  daría  solamente  acciones  personales  contra  el  vendedor, 
desde  que  la  locación  subsiste. 

Si  en  el  caso  sub  judice  Alies  no  hubiera  hecho  conocer  la 
estension  del  contrato  de  arrendamiento  que  le  hiciera  á  Cés- 
pedes, ó  hubiera  dado  al  Dr.  Pízarro  datos  inexactos  sobre  la 
estension  que  de  común  acuerdo  le  habían  dado  al  contrato,  so- 
bre lo  que  nada  se  prejuzga,  Pizarro  tendría  indudablemente 
sus  acciones  personales  contra  su  vendedor. 

El  hecho  que  alega,  que  Céspedes  ha  dado  á  entender  al  Dr. 
Pizarro  quecreíaque  el  arrendamiento  había  sido  admensuram, 
no  lo  encontramos  ni  semi-plenamente  probado  en  los  autos. 

V  Esto  respecto  del  contrato  de  arrendamiento;  en  cuanto  al 
de  venta  condicional  que  él  encierra,  nos  abstenemos  de  resol- 
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ver  nada,  no  sulo  porque  el  caso  aun  no  se  ha  producido,    sino 
que  ni  se  ha  hecho  especial  articulación  sobre  él. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten,  definitiva- 
mente jnzgando,  fallo:  no  haciendo  lugar  ala  demanda  entabla- 
da por  el  Dr.  Julio  Deheza,  en  representación  del  Dr.  D.  Manuel 
D.  Pizarro,  contra  D.  Gabriel  Céápedes,  pidiendo  reducción  de 
la  superficie  decampo  que  tiene  arrendada,  ó  si  se  estima  con- 
veniente, el  aumento  proporcional  de  precio  ó  la  rescisión  del 
contrato.  Sin  perjuicio  de  los  derechos  que  el  demandante  pu- 
diera tener  contra  su  vendedor  Sr.  Alies,  y  sin  especial  conde- 
nación. Hágase  saber  y  repóngase. 

C.  Moyano  Gacitúa . 


Fallo  fie   li^   Siipremii  Corle 


Buenos  Aires,  Junio4de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Primero.  Que  según  lo  espresa  el 
Juez  de  Sccciun  en  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta 
V  seis,  el  contrato  de  arriendo  celebrado  entre  el  causante  del 
demandante,  Don  Jiían  Alies,  y  el  demandado  Don  Gabriel  Cés- 
pedes, asigna  al  terreno  de  l*i  cuestión  límites  precisos  y  deter- 
minados, espresando  que  linda  él  por  el  Norte  con  el  cerco  del 
potrero  denominado  de  «Las  Casas»;  por  el  Este,  con  el  cauce  del 
rio  deZeballos  y  por  el  Sud  y  Oeste,  con  el  cerco  de  la  estancia 
de  Don  Ezequiel  Patino. 

Segundo.  Que  con  arreglo  á  esta  ubicación  y  límites,  se  hizo 
tradición  de  dicho  terreno  al  demandado,  y  entró  éste  á  ocupnr- 
lo  desde  el  primer  momento. 

Tercero.  Que  enajenada   posterior  mente    por  el  locador  la 
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estancü  de  que  aquel  campo  hacía  parte  integrante,  y  practica- 
da su  mensura  por  el  nuevo  propietario,  este  ratificó  y  consa- 
gró la  ocupación  en  que  so  hallaba  el  demandado,  procediendo 
á  cercar  el  campo  de  iiucYo,  según  los  limites  asignados  en  el 
contrato  de  arriendo,  sustituyendo  con  alambrado  los  cercos  an- 
teriores y  dejando  las  cosas  en  ese  estado  por  espacio  de  varios 
meses. 

Cuarto .  Que  estas  circunstancias  demuestran  que  no  obstante 
la  indicación  aproximada  déla  medida,  contenida  en  el  contrato 
de  arriendo,  la  voluntad  é  intención  de  las  partes  ha  sido  con- 
tratar ad  Corpus,  más  que  admensuram,  sobre  el  terreno  en  cues- 
tión, renunciando  recíprocamente  los  derechos  y  acciones  que 
acuerdan  los  artículos  mil  trescientos  cuarenta  y  seis  y  mil  tres 
cientos  cuarenta  y  siete  del  Código  Civil,  para  los  casos  en  que 
se  vende  con  espresíon  de  la  medida  y  por  un  solo  precio  y  m 
que  la  diferencia  entre  lo  vendido  y  entregado,  escede  de  un  vi- 
gésimo. 

Quinto.  Que  así  resulta  también  de  las  declaraciones  corrien- 
tes áfoja  ciento  una  y  siguientes^  en  las  cuales,  con  referencia  á 
Don  Juan  Alies,  causante  tanto  del  demandante  como  del  de- 
mandado, se  espresa  que  el  terreno  arrendado  es  todo  él  com- 
prendido dentro  de  los  linderos  señalados  en  la  escritura  de  fo- 
ja trece. 

Por  estos  y  los  fundamentos  concordantes  de  la  sentencia  ci- 
tada, de  foja  ciento  cincuenta  y  seis,  se  confirma  esta  con  costas, 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BENJAMÍN  VICTOniCA.  — LXADISLAO 
FRÍAS.  —  F£DEniCO  IBAKGÚREN. 
C.  S.  DE  LA  TORUE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  I.lkIV 


Contra  D.  Jorge  Rernard;  sobre  infracción  de  las  Ordenanzas 

de  Aduana. 


Sumario.  —  El  error  en  el  manifiesto,  aún  salvado  antes  de 
iniciarse  la  verificación,  no  exime  de  pena,  sino  solo  la  atenúa, 
imponiéndose  en  ese  caso  la  de  dobles  derechos. 


Ca50.  —  Se  comprende  leyendo    las  resoluciones    recaídas 
en  él. 


RESOLUCIÓN    DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  ^^tiembre  7  de  1883. 

De  acuerdo  con  lo  prescrito  por  el  articulo...  de  las  Ordenanzas 
de  Aduana,  pagúense  dobles  derechos  ;  depositándose  su  importe 
en  Tesorería. 

Hágase  saber,  y  fecho,  pase  á  Contaduría  á  sus  efectos ;  repo- 
niéndose los  sellos  por  la  casa. 

E,  Anido. 
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Pililo  del  Jíues  Fedeml 

Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1888. 

Y  vistos  estos  autos  traídos  ea  apelacioa  por  D.  Jorge  Ber- 
nard  de  la  resolucioa  del  Administrador  de  Aduana  corriente  á 
f*>j&S,  y  considerando: 

Que  según  la  disposición  del  artículo  93i  de  las  Ordenanzas 
de  Aduana,  aún  cuando  el  comerciante  se  anticipe  á  denunciar 
el  error  antes  de  iniciarse  la  verificación  y  solicite  la  enmienda 
del  manifiesto,  no  queda  por  ese  hecho  exonerado  de  pena  y  úni- 
camente le  acuerda  la  ley  la  conmutación  por  otra  menor. 

Que  la  Suprema  Corte  en  diversos  fillos  ha  declarado  que  en 
materia  de  Aduana,  el  error  aunque  sea  inocente,  no  exonera  de 
pena,  autorizando  tan  solo  su  mitigación  en  ciertos  casos  como 
cuando  so  ha  pedido  rectificar  el  manifiesto  antes  de  iniciarse 
el  despacho,  como  resulta  en  el  presente  caso. 

Que  para  prevenir  los  juicios  que  estos  errores  pueden  ocasio- 
nar á  los  comerciantes,  el  artículo  108  de  las  Ordenanzas  les 
autoriza  á  hacer  la  manifestación  de  ignorar  el  contenido. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  la  resolución  recurrida,  y 
en  consecuencia^  repuestos  que  sean  los  sellos,  devuélvase  los 
autos  á  la  Aduana. 

Andrés  Ug arriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1889. 
Suprema  Corle: 

£1  fundamento  de  la  sentencia  recurrida  es  exacto. 

Las  Ordenanzas  no  exoneran  de  toda  pena  al  introductor  que, 
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antes  de  que  haya  habido  un  principio  de  verificación,  haga 
presente  haber  incurrido  en  error.  Por  el  contrario,  conmatan 
la  pena  de  comiso,  en  que  hubiera  incurrido,  por  inocente  é 
involuntario  que  fuera  el  error,  en  la  de  dobles  derechos.  (Ar- 
tículo 931). 

En  este  caso  se  encuentra  el  señor  Bernard. 

Manifestó  varios  cajones  de  agua  de  jabella  j  corteza  de  ro- 
ble, y  los  cajones  contenían  camisas,  corbatas,  etc. ;  todo,  menos 
agua  de  jabella  y  corteza  de  roble. 

Pidió  oportunamente  salva:  el  error,  que  pudo  pasar  inaper- 
cibido á  ser  despachados  los  cajones  er.  confianza ;  y  debe  darse 
por  s2ti>fechode  escapar  al  comiso^  mediaute  un  simple  recargo 
en  los  derechos. 

Pido  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Cosía. 


FaIIo   de  Ia  Suprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  11  de  1889. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  espu3sto 
y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  precedente  vis- 
ta, se  confirma  con  costas  la  sentencia  apela  de  foja  cuarenta  y 
siete  vuelta;  y  respuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


BE^iJAMIN  VlCTOniGA.  —  ULADISLAO 
FaiAS.  —  FEDEIUCO  IBARGÚREN. — 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V.  VÁ- 
RELA. 
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ü.  Benito  Pujüío,  contra  D,  Mauricio  Ihrgiui;  sobre  interdicto 

posesorio. 


Sumario, — Probada  la  posesión  aní;/iQ  domini,  j  la  ocupa- 
ción de  un  tercero  de  piirto  de  ella,  procede  el  interdicto  de  des- 
pojo, y  debe  hacerse  lugar  á  él,  aunque  el  demandante  lo  haya 
califícado  de  interdicto  de  amparo. 


Caso. — D.  Teófilo  AlmidaporD.  Benito  A.  Pujato,  se  pre- 
sentó ante  el  Juzgado  esponiendo:  que  su  mandante  era  dueño 
del  terreno  que  espresan  los  títulos  que  presenta,  situado  en  el 
Diamante,  y  lindero:  por  el  Norte  con  la  playa  9de  Julio;  por  el 
Sud  con  sucesores  de  Gavilla;  por  el  Este  con  Rimon  Muñoz,  y 
al  Oeste,  Antonio  Arati;  que  poseía  ese  terreno  desde  años  atrás 
quieta  y  pacíficamente.  Que  haría  un  mes  ó  mes  y  medio,  el 
vecino  del  Diamante  D.  Mauricio  Borgiat  83  habia  introducido 
en  el  terreno  y  construido  una  casa,  perturbando  á  su  represen- 
tado en  la  posesión,  sin  escluirlo  totalmente,  pues  la  conserva 
como  que  sigue  viviendo  en  el  terreno.  Que  el  hecho  de  Borgiat 
constituye  un  avance  sobre  la  propiedad  y  posesión  de  Pujato  y 
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coloca  á  este  en  las  condiciones  del  artículo  327  de  la  ley  de 
procedimientos,  conforme  al  cual  y  á  las  disposiciones  del 
capítulo  de  las  Acciones  posesorias  del  Código  Civil,  deducía  de- 
manda de  retener  la  posesión  para  que  se  condenara  á  Borgiat 
á  abstenerse  de  inquietar  en  su  posesión  á  Pujato,  con  costas,  y 
salvando  l:i8  acciones  de  éste  por  los  daños  y  perjuicios. 

Acompañó  el  demandante  testimonio  de  unas  actuaciones  pro- 
movidas por  D.  Joaquin  Benito  Fujato  comoalbaceade  la  tes- 
tamentaría de  su  padre  D.  José  Benito  Pujato  ante  el  gefe  po- 
lítico del  Diamante,  para  que,  con  arreglo  á  la  ley  de  25  de  Se- 
tiembre de  1860,  se  otorgara  la  escritura  de  propiedad  de  nn 
terreno  que  había  sido  donado  á  su  causante  anteriormeate  y  por 
haberse  cumplido  con  las  condiciones  déla  donación.  EnHde 
Setiembre  de  1864  el  mencionado  Gefe  Político  resolvió  de  con- 
formidad á  favor  de  la  testamentaría  de  D.  José  Benito  Pujato, 
espresando  que  la  estension  del  sitio  era  de  dos  cuadras  de  frente 
y  cuatra  de  fondo;  siendo  aprobado  por  el  Gobierno  de  En  tre  Eios 
el  proceder  del  Gefe  Político,  con  fecha  4  de  Enero  de  1865. 

Entre  los  títulos  presentados  pnr  el  actor,  figura  un  documen- 
to privado  que  dice  así: 

<E1  primer  albacea  de  la  testamentaría  de  mi  finado  padre 
D.José  Benito  Pujato,  en  convenio  con  todos  los  hermanos: 

«Su  parte  á  mi  hermano  Benito  A.  Pujato.  Una  casa  quinta  en 
el  pueblo  del  Diamante  con  todo  el  terreno  que  le  corresponde 
según  consta  de  la  escritura  que  se  le  entrega. . 

Santa  Fé  Setiembre  21  de  1881. 

Joaquin  Benito  Pújalo.  » 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  Argentino  el 
demandante  y  estrangero  el  demandado,  se  convocó  i  juicio 
verbal. 
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En  este  acto,  el  demandante  reprodujo  su  demanda. 

£1  demandado  dijo:  Que  ante  todo,  el  actor  no  tenía  persona- 
lidad para  promover  este  juicio  por  los  términos  en  que  había 
formulado  la  demanda ;  que  el  juicio  se  había  iniciado  á  nombre 
de  Benito  Pnjato,  presentándose  como  fundamento  un  título  de 
la  sucesión  de  Fujato  y  un  documento  privado  que  no  hace  íéy 
para  acreditar  el  carácter  hereditario ;  que  en  vista  de  esto,  Don 
Benito  Fujato  no  puede  iniciar  las  acciones  posesorias: 

i^  Forque  no  ha  justificado  &  qué  título  posee,  desde  que  no 
acredita  su  carácter  de  heredero;  y  la  posesión  para  dar  derecho 
á  las  acciones  posesorias,  no  debe  ser  precaria  sino  á  título  de 
propietario  (arts.  2352  y  2480  del  C.  C). 

2^  Forque  faltando  la  prueba  del  carii(;ter  hereditario  y  de 
estar  el  demandante  en  posesión  de  la  herencia,  no  puede  ejer- 
cer ninguna  de  las  acciones  dependientes  de  la  sucesión  (artícu- 
lo 34UC.C.). 

3®  Forque  cualquier  prueba  testifical  supletoria  que  se  pre- 
sentara para  acreditar  que  es  heredero  el  demandante,  bería 
ineficaz  por  no  haberse  llenado  los  requisitos  del  artículo  85 
del  Código  Civil  ni  intentado  la  prueba  directa  que  establecen 
los  artículos  79,  80  y  2fi3del  Código  Citado. 

Que  por  otra  parte,  el  interdicto  de  retener  la  posesión,  era 
improcedente  en  este  caso;  pues  esta  acción  compete  al  posee- 
dor que  se  vé  turbado  en  su  posesión,  pero  no  excluido  absolu- 
tamente (arts.  2405  y  2496),  pues  entonces,  la  acción  será  juz- 
gada comu  despojo  (art.  2497);  que  en  este  caso,  se  trataría  de 
un  despojo,  porque  se  trata  de  obras  construidas  definitivamen- 
te y  habitadas  desde  hace  tiempo,  que  importan  la  esclnsion 
absoluta  del  poseedor,  desde  que  la  coexistencia  de  dos  posesio- 
nes sobre  la  misma  cosa,  es  imposible.  Que  además,  el  artículo 
2498  del  Código  Civil  establece  que  si  la  turbación  de  la  pose- 
sión consistiese  en  obra  nueva  que  se  comenzara  .i  hacer  en  terre- 
nos del  poseedor,  la  acción  posesoria  será  juzgada  como  de  des- 
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pojo,  y  es  esta  disposición  la  aplicable  en  el  ca^o,  dadoslos 
hechos  denunciados  por  el  actor. 

Que  aún  suponiendo  bien  iniciado  el  interdicto  de  retener 
1:1  demanda  no  tiene  objeto,  porque  son  inexactos  los  hechos  en 
que  se  funda  y  que  niega  completamente,  pues  Borgiat  ha  cons- 
truido una  obra  nueva  en  terrenos  de  su  esclusiva  propiedad  que 
posee  desde  el  año  1882  en  el  Diamante,  con  la  es^tonsion  yün- 
derob  determinados  en  la  escritura  que  presenta;  que  la  posesión 
de  Borgiat  ha  sido  sin  contradicción  dentro  de  esos  límites,  como 
lo  demuestran  los  documentos  que  tnmbien  presenta,  y  qne  re- 
velan el  ejercicio  permanente  de  actos  de  posesión  y  dominio; 
qne  ninguna  resistencia  se  hizo  ni  cuando  se  acumularon  los 
materiales  para  la  construcción,  ni  cuando  la  casa  se  hizo,  ini- 
ciándose el  interdicto  recién  después  de  trascurridos  cinco 
meses. 

Que  tratándose  de  edifíclos  definitivamente  construidos,  en 
la  hipótesis  de  que  tuviera  fundamento  legal  la  demanda  de 
Pújalo,  deben  tenerse  en  cuenta  los  principios  consagrados  pdr 
los  artículos  2588,  2589  y  2590  del  Código  Civil.  Que  en  conse- 
cuencia, correspondia  que  se  rechazara  la  demanda  con  especial 
condenación  en  costas. 

Acompañó  el  demandado :  Una  escritura  de  fecha  30  de  Ju- 
nio de  1882  otorgada  ante  el  Juez  de  Faz  del  Diamante  y  por  la 
cual  el  Presidente  de  la  Municipalidad  de  dicho  punto,  autoriza- 
do por  la  Corporación,  vende  á  D.  Mauricio  Borgiat  una  suerte 
de  quinta  con  condiciones  do  población,  etc.,  compuesta  de  280 
varas  de  Sur  :í  Norte  por  280  varas  de  Este  á  Oeste;  lindando 
al  Sur  y  al  Este  con  terrenos  municipales,  al  Norte  con  D.  José 
Román  y  al  Oeste  con  la  testamentaría  de  D.  J.  Pujato. 

Acompañó  además,  tres  pagarés  firmados  por  él  mismo  á  fa- 
vor de  la  municipalidad  del  Diamante,  por  el  precio  de  la  quinta, 
teniendo  dos  de  ellos  la  nota  de  haber  sido  satisfechos. 

Ademas:  un  recibo  fecha  18de  Junio  de  1882  otorgado  á  favor 
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de  Borgiat  por  D.  Daniel  Arca  por  la  suma  de  5  pesos  fuertes 
importe  de  la  medición  de  dos  quintas  que  solicitó  á  la  municipali- 
dad. Un  permiso  para  edificar.  Otro  recibo  fecha  5  de  Setiem- 
bre de  1887  por  la  delineacien  de  un  solar  de  la  quinta  de  pro- 
piedad de  Borgiat,  y  cuatro  recibos  de  contribución  directa  por 
los  años  1884,  85,  86  y  87. 

A  lo  espucsto  por  el  demandado  en  el  juicio  verbal,  el  de- 
mandante replicó:  que  la  acción  deducida  era  procedente,  pues 
el  acta  de  Borgiat,  considerado  acto  posesorio  por  el  artículo 
2381  del  Código  Civil,  no  ha  excluido  áPujato  de  su  posesión, 
que  conserva  desde  hace  más  de  veinte  años  á  título  de  dueño 
esclusivo,  y  en  la  cual  sucedió  á  su  padre,  que  la  tuvo  desde 
tiempo  inmemorial. 

Que  Borgiat  se  ha  introducido  en  el  terreno,  pero  Pujato  sigue 
viviendo  en  él  y  poseyéndolo. 

Que  para  que  proceda  la  acción  de  dispojo,  es  necesario  que 
el  poseedor  haya  sido  escluido  de  la  posesión,  y  como  esto  no 
ha  sucedido^  el  caso  debe  regirse  por  los  artículos  2495  y  2496 
del  Código  Civil. 

Que  en  cuanto  á  la  personalidad,  no  ha  sido  ni  puede  ser  ne- 
gada por  el  demandado  la  calidad  de  hijo  legítimo  en  ü.  Benito 
Pujato  del  poseedor  anterior;  y  no  era  necesario  comprobarlo, 
tratándose  de  quien  tiene  la  posesión  en  nombre  propio  y  como 
dueño  desde  tanto  tiempo  atrás  y  cuando  quien  se  la  disputa 
no  ha  poseido  antes  del  acto  que  ha  dado  origen  al  pleito. 

Que  en  el  mismo  título  de  Borgiat  se  vé  <[ue  su  propiedad 
linda  con  la  de  Pujato  por  el  Oeste,  propiedad  esta  última  que 
se  respeta  y  señala  como  más  antigua. 

Que  Pujato  ha  tenido  siempre  la  posesión  del  terreno  en  que 
ha  edificado  Borgiat,  y  si  este  consiguiera  arrojar  alguna  duda 
sobre  este  punto,  sería  el  caso  de  aplicar  el  artículo  2471  del  Có- 
digo Civil^  según  el  cual,  en  la  duda  sobre  el  último  estado  de  la 
posesión  entre  el  que  se  dice  pos  edor  y  el  que  pretende  turbar- 
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lo,  se  juzga  que  la  tiene  el  que  probase  una  posesión  mas  anti- 
gua; y  no  constando  esto,  debe  juzgarse  que  poseia,  el  que  tu- 
viese derecho  de  poseer  6  mejor  derecho  de  poseer. 

Que  por  lo  demás,  Borgiat  no  podría  ser  considerado  edifica- 
dor de  buena  fé,  pues  nadie  lo  es  en  terrenos  ajenos,  pública- 
mente rectnocidos  como  de  propiedad  de  otro  que  los  posee. 


Fallo  del  Juez  Federal 

Paraná,  Abril  4  de  1888. 

T  vistos  :  Resulta,  que  D.Benito  Pujato  se  presentó  dicien- 
do: que  es  propietario  j  poseedor  de  un  terreno  en  el  Departa- 
mento Diamante  de  esta  provincia,  cuyos  límites  y  linderos 
son :  al  Korte  la  Plaza  9  de  Julio;  al  Sur,  sucesores  de  Cavi- 
glia;  al  Este,  Ramón  Muñoz;  y  al  Oeste,  Antonio  Arati;  y 
afirma  que  D.  Mauricio  Borgiat  ha  construido  dentro  de  él  un 
edificio,  hace  tres  meses,  perturbándolo  asi  en  el  libre  ejerci- 
cio de  la  posesión,  por  lo  que  pide  se  le  ampare  en  ella«  reser- 
vándosele laaccion  por  los  darlos  y  perjuicios. 

Citados  ajuicio  verbal,  Borgiat,  por  medio  de  su  representan- 
te, contesta,  que  Pujato  no  tiene  personalidad  para  deducir  la 
acción  propuesta,  porque  el  título  quu  acompaña  como  prueba 
de  su  posesión,  pertenece  ala  sucesión  Pujato  y  él  no  ha  justifi- 
cado legalmente  su  calidad  de  heredero:  que  de  los  mismos 
hechos  espuestos  en  la  demanda  se  vé  que  se  trata  de  un  despojo 
y  no  de  una  simple  turbación  en  la  posesión,  tanto  porqae  hay 
completa  esclusiou  en  la  parte  edificada,  cuanto  porque  las 
acciones  posesorias  por  turbación  consistente  en  obra  nueva 
deben  ser  juzgadas  como  acciones  de  despojo,  siendo  por  lo  tanto 
improcedente  la  intentada;  que  aún  prescindiendo  de  esto,  los 
hechos  alegados  por  el  actor  eran  completamente  falsos:    que 
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él  había  construido  el  edificio  dentro  de  los  límites  que  le  asig- 
naba al  terreno  de  su  propiedad  el  título  que  exhibía,  el  que  ha- 
bía poseido  sin  contradicción  desde  que  lo  compró  á  la  munici- 
palidad, 7  que  había  edificado  y  ocupado  la  nueva  casa  sin 
oposición  ni  protesta  de  Fojato  hasta  cinco  meses  después,  en 
que  recien  se  había  presentado  esta  demanda;  de  manera  que 
en  todo  caso,  él  habría  edificado  de  buena  fé. 

Signe  la  prueba  testifical  rendida  de  foja...  áfoja... ;  y  con- 
siderando : 


Personalidad  del  demandante 


Que  para  que  la  posesión  dé  derecho  á  las  acciones  posesorias, 
es  necesario  que  sea  animo  domini,  sin  que  sea  un  requisito  pre- 
sentar título,  y  D.  Benito  Fujato  ha  probado  por  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  José  González,  Antonio  Muzzio  y  Blas  Gómez 
que  posee  como  dueño  el  terreno  áque  se  refiere  la  demanda,  por 
lo  que  la  escepcion  de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  basada 
en  que  no  le  pertenece  el  título  de  propiedad  acompañado 
por  él  como  justificativo  de  su  posesión,  carece  de  fundamento. 


Improcedencia  de  la  acción 

Que  es  igualmente  inadmisible  la  de  improcedencia  de  la 
acción,  tanto  porque  habiéndose  probado  que  Fujato  conserva 
una  parte  del  terreno,  no  hay  una  esclusion  completa  que  dé 
margen  á  la  acción  de  despojo,  y  solo  cabe  la  de  retener,  cuanto 
porque  tratándose  de  una  obra  nueva  ejecutada  en  terreno  que 
se  dice  poseido  por  otro,  la  ley  misma,  artículo  2498,  califica  el 
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acto  de  perturbación,  aunqae  dispone  que  la  acción  posesoria 
debe  ser  juzgada  como  acción  de  despojo,  precepto  que  se  dirije 
principalmente  al  juez. 

Que  por  otra  parte,  aunque  así  no  fuese,  teniendo  el  despoja- 
do el  derecho  de  pedir  la  completa  reposición,  con  más  razón 
podrá  solicitar  el  amparo  en  la  posesión,  como  ha  sido  resaelto 
en  la  causa  de  Castagno  contra  Crespo. 


Interdicto 


1**  Que  por  lo  que  respecta  al  fondo  del  interdicto,  está  pro- 
bado por  las  declaraciones  de  los  testigos  antes  citados,  que  el 
actor  D.  Benito  Fujato,  hijo,  ha  poseído  pacíficamente  7  sin  in- 
terrupción, el  terreno  en  qiieBorgiat  levantó  el  edificio  en  cues- 
tión ;  j  que  lo  ha  poseido  hace  más  de  diez  años  según  González, 
siete  según  Muzzio  7  veinte  según  G-omez,  quien  afirma  que 
principió  á  poseerlo  desde  la  muerte  del  padre,  quien  lo  poseyó 
antes. 

S"*  Que  á  su  vez  los  testigos  Antonio  Taqnela,  Secnndino  Al- 
bornos 7  Felegrino  Fernandez  dicen  que  Borgiat  ha  poseido  sin 
interrupción;  desde  que  lo  compró  en  i882,  el  terreno  de  quinta 
á  que  se  refiere  el  título  de  foja. . .  de  280  varas  de  frente  por  otras 
tantas  de  fondo,  7  CU70  límite  Oeste  es  el  de  la  sucesión  Fuja- 
to, agregando  que  Borgiat  lo  cercó  en  1883  7  que  ho7  se  encuen- 
tra sin  cerco  en  una  parte  de  los  costados  Sud  7  Oeste. 

3^  Que  de  la  esposicion  de  estos  testigos,  no  resulta  clara- 
mente si  el  terreno  poseido  por  Borgiat  sea  el  mismo  poseido  por 
Fujato,  en  que  aquel  levantó  el  edificio  en  cuestión,  pues  según 
ellos  7  el  título,  aquel  terreno  tiene  por  límite  Oeste  el  mismo 
del  de  la  sucesión  Fujato,  lo  que  induce  á  creer  que  sean  distin- 
tos, no  siendo  una  prueba  de  la  identidad  el  que  en  el  dicho 
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terreno  haya  edificado  Borgiat,  paes  puede  haberlo  hecho  en 
los  dos. 

4""  Que  en  el  supuesto  de  que  se  refiriesen  al  mismo  terreno  y 
edificio,  por  haber  superposición  en  parte,  de  los  títulos,  y  ser 
cuestionable  el  límite  común,  resultaría  de  la  prueba  rendida, 
que  el  último  estado  de  la  posesión  entre  el  actor  y  el  deman- 
dado, es  dudoso. 

&""  Que  en  tal  caso,  se  presume  de  derecho,  artículo  2471, 
que  posee  el  que  probase  una  posesión  más  antigua,  y  Fujato 
ha  justificado  ser  poseedor  de  más  de  siete  años,  mientras  que 
la  posesión  de  Borgiat  no  alcanza  á  seis. 

6*^  Que  probada  así  la  posesión  anual  del  actor  y  el  hecho  de 
la  interrupción  del  que  aún  no  ha  trascurrido  un  año,  está 
justificada  la  acción  propuesta. 

Forestas  consideraciones,  fallo,  queD.  Mauricio  Borgiat  está 
obligado  á  desocupar  el  terreno  á  que  se  refiere  la  demanda  de 
foja...  y  á  abstenerse  de  producir  en  adelante  nuevas  perturba- 
ciones en  la  posesión  de  Fujato,  reservándose  á  este  la  acción  de 
daños  y  perjuicios  si  creyere  competirle  y  á  aquel  laque  pudie- 
ra cor  responder  le  siendo  edificador  de  buena  fé,  sin  especial 
condenación  en  costas.  Hágase  saber  con  el  original  y  repuestos 
los  sellos  archívese,  no  siendo  apelada. 

M.  de  T.  Pinto. 


Fallo  de  la  Suprema  C^rte 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1889. 

Yistos  y  considerando :  Primero  Que  según  el  ioforme  de  la 
Kunicipalidad  del  Diamante,  que  corre  á  foja  ciento  veinte,  y  la 
inspección  ocular  consignada  en  el  acta  de  foja  ciento  diez  y 
siete,   que  la  Suprema  Corte  mandó  practicar  para  mejor 
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proveer,  no  existe  ninguna  oalle  abierta  entre  la  construcción 
nueva  de  Burgiat  y  los  terrenos  dePujato,  resultando,  por  con- 
siguiente, inexactas  las  declaraciones  de  íojas  cincuenta  y  tres 
y  cincuenta  y  cinco  vuelta  de  los  testigos  presentados  por  el  de- 
mandado, cuando  afirman  que  una  calle  pública  pasa  por  entre 
dichas  propiedades. 

Segundo:  Que  de  la  inspección  ocular  y  de  la  declaración  de 
foja  cuarenta  y  nueve  vuelta,  consta  asimismo  que  solo  existe 
una  calle  ó  camino  de  carros,  que  pasa  al  Este  de  la  citada  cons- 
trucción. 

Tercero:  Que  siendo  ese  camino  la  linea  que  separa  la  propie- 
dad de  Borgiat  de  la  de  Fujato,  según  las  declaraciones  de  fojas 
cuarenta  y  dos  y  cuarenta  y  siete  vuelta,  el  edificio  últimamente 
construido  por  Borgiat  al  Oeste  de  dicho  camino,  viene  á  quedar 
necesariamente  en  terreno  de  que  se  hallaba  en  posesión  Don 
Benito  Pujato;  y 

Cuartoi  Finalmente  que  el  interdicto,  materia  de  este  juicio, 
que  el  demandante  clasifica  de  amparo  en  la  posesión,  debe  ser 
juzgado,  como  lo  ha  hecho  el  Juez  a  quo  en  la  parte  dispositiva 
de  su  sentencia,  como  de  despojo,  por  resultar  así  de  los  hechos 
relatados  en  la  demanda,  pues  las  acciones  deben  juzgarse  por 
los  hechos  que  las  caracterizan  y  no  por  la  denominación  que 
les  den  las  partes  equivocadamente. 

Por  estos  fundamentos,  y  las  concordantes  espuestas  por  el 
juez  a  quo,  se  confirma  en  lo  principal  la  sentencia  apelada  de 
foja  cincuenta  y  ocho,  y  se  revoca  en  la  parte  relativa  á  las  cos- 
tas, las  cuales  deben  ser  á  cargo  del  demandado,  de  conformidad 
á  lo  dispuesto  por  el  artículo  dos  mil  cuatro  cientos  noventa  y 

m 

cuatro  del  Código  Civil.  Notifíquese  con  el  original  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
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CAVSA  ILXiri 


Don  Miguel  Zamora,  contra  Á.  Devoto  y  hermano ;  sobre 

condominio. 


Sumario.  — Comprada  una  cosa  en  so  nombre,  la  confesión 
posterior  del  comprador  de  haber  comprado  á  nn  tercero  la  sexta 
parte  de  esa  misma  cosa  para  igualar  la  mitad,  demuestra  qne 
la  cosa  fué  comprada  en  el  interés  común  del  comprador  j  del 
tercerO;  y  que  pertenece  á  ambos  por  mitad. 


Caso.  —  Lo  refiere  el 


Fallo  del  Juez    Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  24  de  1887. 

Vistos  estos  autos  de  los  que  resulta:  Primero:  Que  D.  Nicanor 
deElía  se  presentó  á  foja  2  en  representación  de  D.  Miguel  Zamo- 
ra demandando  á  los  señores  A.  Devoto  j  hermano  para  que  se 
declare  nulo  por  vicio  de  simulación  el  acto  contenido  en  la  es- 
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critura  pública  que  los  constituye  dueños  exclusivos  del  saladero 
Gualeguaychú  situado  al  sud  del  municipio  del  mismo  nombre, 
otorgada  con  fecha  2  de  Noviembre  de  i  880  ante  el  Escribano 
D.  Asisclo  Méndez,  y  que  le  corresponde  en  propiedad  al  espre- 
sado Zamora  la  mitad  del  dicho  saladero,  con  todas  sns  perte- 
nencias, accesorios,  construcciones,  útiles,  etc. 

Segundo:  Que  los  fundamentos  en  que  el  actor  apoya  esta  de- 
manda consisten,  según  la  exposición  hecha  en  el  escrito  de  foja 
%  en  que,  teniendo  conocimiento  que  la  sociedad  denominada  Sa- 
ladero Gualeguaychú  habla  resuelto  vender  este  establecimiento 
para  liquidar,  concibió  el  proyecto  de  comprarlo,  adquiriendo  al 
efecto  acciones  del  mismo  con  fondos  de  su  propiedad  y  moy 
principalmente  con  un  millón  doscientos  mil  pesos  moneda  cor- 
riente antigua,  pertenecientes  &  la  esposa  de  su  hermano,  Dona 
Semedios  López  de  Zamora,  que  esta  tenia  en  depósito  en  la 
casa  de  los  demandados,  quienes  con  el  consentimiento  del  es- 
poso de  aquella,  la  entregaron  al  actor  para  ser  invertida  con 
ese  objeto :  que  hecha  la  compra  de  acciones,  Zamora  propaso  á 
los  señores  Devoto  y  hermano  que  entrasen  en  el  negocio  por 
una  tercera  parte,  lo  que  estos  aceptaron  reuniendo  á  su  Tez 
seiscientas  acciones,  y  verificado  el  remate  del  Saladero  en 
Octubre  de  1880,  efectuaron  la  compra  los  demandados,  escri- 
turándoseles la  propiedad  á  su  solo  nombre,  á  pesar  de  qnela 
operación  se  habla  hecho  por  cuenta  de  ambos  en  la  proporción 
de  una  tercera  parte  para  A.  Devoto  y  hermano  y  las  dos  ter- 
ceras partes  para  Zamora,  entrando  en  estas,  la  que  correspon- 
día á  su  cuñada;  que  más  tarde,  en  1881,  él  propuso  á  los  seño- 
res Devoto  y  hermano,  le  comprasen  una  sexta  parte,  álo  qae 
accedieron,  acreditándole  en  su  cuenta  la  cantidad  de  quince 
mil  pesos  fuertes  en  que  fué  fijado  su  valor ;  no  obstante  lo  cual 
los  señores  Devoto  le  desconocen  ahora  su  derecho  de  condo- 
minio, llegando  hasta  sostener  en  juicio  que  la  propiedad  del 
saladero  les  pertenecía  exclusivamente. 
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Tercero:  Que  los  demandados  sostienen  en  su  defensa:  que  son 
falsos  los  hechos  establecidos  en  la  demanda  tales  como  se  consig- 
nan en  ella,  habiendo  pasado  de  la  manera  siguiente:  En  dos  de 
Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  cerraron  la  cuenta  de 
intereses  con  Zamora  recibiendo  seiscientos  veinte  y  tres  mil 
novecientos  veinte  y  seis  pesos  moneda  corriente  de  Buenos 
Aires  que  eran  parte  de  los  que  D.  Secundino  Zamora  tenía  en 
poder  de  ellos  como  representante  legal  de  su  esposa  D'  Re- 
medios López ;  tres  vales  de  quinientos  pesos  cada  uno,  y  una  le- 
tra de  veinte  y  cinco  mil  pesos  fuertes  contra  la  casado  FetitSeré 
y  C*  de  Montevideo  ;  y  hallándose  en  ese  estado  sus  relaciones, 
se  presentó  Zamora  ofreciéndoles  la  realización  del  negocio  de 
la  compra  del  Saladero  Gnaleguaychú  previa  la  adquisición  de 
acciones  por  un  bajo  precio,  porque  él  no  podía  hacerlo  por 
carecer  de  fondos,  dándole  á  él  una  participación  que  aumenta- 
ría 6  disminuiría  según  el  resultado  de  la  operación  y  fondos 
que  tuviera  en  poder  de  ellos,  quienes  estarían  garantidos  del 
dinero  que  anticipasen,  con  el  saladero  mismo  del  cual  serían 
dueños ;  que  en  vista  de  esto,  no  tuvieron  inconveniente  en  ade- 
lantar los  fondos  para  la  adquisición  de  acciones,  y  en  Octubre 
de  mil  ochocientos  ochenta,  compraron  el  Saladero  en  remate 
público,  depositaron  su  precio  y  fueron  escriturados,  porquo 
ellos  y  no  Zamora  eran  los  compradores,  no  teniendo  este  sino 
una  participación  que  podía  ser  de  las  dos  terceras  partes,  de  la 
mitad,  ó  de  nada,  según  el  caso,  y  aún  quedar  deudor,  si  la  liqui- 
dación era  funesta;  que  bajo  la  base  posible  de  un  contrato  de 
arrendamiento  de  catorce  mil  pesos  fuertes  al  año  y  probabili- 
dad de  venta  por  ciento  cuarenta  mil  de  que  les  había  hablado 
Zamora,  le  acordaron  dos  tercios  en  la  operación,  pero  que  como 
su  deuda  acrecentó,  bajo  la  misma  base  se  disminuyó  su  parti- 
cipación ala  mitad,  y  habiendo  desaparecido  la  base,  se  encuen- 
tran hoy  con  que  el  Saladero  ni  siquiera  les  garante  la  deuda 
de  Zamora,  de  donde  se  deduce : 
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i°  Que  ellos  son  los  verdaderos  compradores  del  saladero. 

2^  Qae  aquel  tenía  participación  en  la  operación,  pero  no  en 
laadquisicion  misma,  que  se  hacía  con  fondos  de  ellos. 

3^  Qae  esa  participación  en  la  operación,  en  nada  afectaba 
la  adquisición  misma,  pues  dependía  del  resultado  final  de 
aquella,  esto  es,  que  realizada  y  liquidada,  se  cubriera  la  deuda 
de  Zamora  que  ante  todo  garantía. 

Cuarto:  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  para  que  se  jus- 
tifique la  simulación  alegada  por  el  demandante,  j  su  condominio 
en  la  parle  que  reclama  sobre  el  saladero,  habiéndose  producido 
loque  espresa  el  certificado  de  foja  96,  más  la  que  corre  de  fojas 
95  á  iOO,  en  el  término  legal. 

Y  considerando:  1°  Que  lo  que  está  en  tela  de  juicio,  es  la 
simulación  de  la  escritura  de  fojas  71  á  79  que  acredita  el  pleno 
dominio  de  los  demandados  sobre  el  saladero  Gualegnaychú 
con  la  fuerza  legal  que  le  atribuyen  los  artículos  993, 994 y  995 
del  Código  Civil  por  compra  hecha  en  remate  público  á  su  legí- 
timo dueño,  la  sociedad  anónima  del  mismo  nombre,  en  liqui- 
dación. 

2<>  Que  según  se  desprende  de  la  demanda,  la  simulación  con- 
sistía en  haberse  hecho  figurar  en  dicha  escritura  como  exclusi- 
vos dueños  á  los  señores  A.  Devoto  y  hermano,  cuando  la  adqui- 
sición fué  hecha  realmente  por  ellos  y  el  demandante. 

3^  Que  tratándose  de  un  acto  jurídico  bilateral,  la  simulación 
debe  participar  del  mismo  carácter,  y  en  consecuencia,  concur- 
rir las  dos  partes  contratantes  al  propósito  de  encubrir  la  verdad 
sobre  el  punto  que  versa,  siendo  esto  lo  que  constituye  una  de 
sus  diferencias  con  el  fraude  y  dolo.  (Bedarride,  Da  dol  et  de  la 
fraude,  tomo  3°,  número  1257). 

4®  Que  entre  tanto,  ni  remotamente  se  ha  insinuado  en  la 
demanda  que  la  sociedad  vendedora  á  los  señores  Devoto  y  her- 
mano haya  entendido  efectuar  un  acto  simulado  para  encubrir 
el  nombre  de  los  verdaderos  compradores,  resultando  por  el 
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contrario,  de  sus  propios  términos,  la  verdad  de  lo  que  la  escri- 
tura consigna ;  esto  es,  que  la  propiedad  se  sacó  á  remate  pú- 
blico y  que  los  señores  Devoto  fueron  los  licitadores  de  acuerdo 
con  el  mismo  Zamora,  pudiendo  decirse  que  la  forma  misma  de 
la  venta  es  un  indicio  vehemente  en  contra  de  la  simulación, 
tanto  más,  cuanto  que  ninguna  prueba  se  ba  producido  para 
demostrar  que  la  intención  de  los  vendedores  del  saladero  fué 
considerar  también  como  comprador  á  Zamora. 

5^  Que  si  en  sus  relaciones  privadas,  éste  j  los  Devoto  en- 
tendieron  6  convinieron  que  la  propiedad  se  adquiría  para  las 
dos  partes,  sea  que  convinieran  ambos  en  silenciar  su  nombre, 
sea  que  abusivamente  se  haya  omitido  en  la  escritura,  estu  en 
ningún  caso  constituye  la  simulación  alegada  contra  la  misma, 
pues  se  trata  de  actos  celebrados  con  una  persona  estrana  al 
contrato  que  ella  encierra,  aunque  pudiera  baber  lugar  al 
ejercicio  de  otras  acciones,  según  la  naturaleza  de  ese  con- 
venio, 

6^  Que  délos  antecedentes  suministrados  por  las  partes  en  sus 
escritos  respectivos,  y  de  la  prueba  rendida  solo  resulta  en  claro, 
que  Zamora  propuso  á  los  demandados  el  negocio  de  la  adquisi- 
ción del  saladero  para  arrendarlo  6  revenderlo  á  un  precio  calcu* 
lado  de  antemano,  á  pagarlo  en  todo  6  parte  con  acciones  del 
mismo  saladero  que  se  adquirirían  previamente;  que  aquellos 
aceptaron  conviniendo  en  darle  una  participación  en  la  opera- 
ción, la  cual  fué  calculada  al  principio  en  las  dos  terceras  par- 
tes, y  reducida  después  á  la  mitad ;  que  las  acciones  fueron 
adquiridas,  no  habiéndose  justificado  empero,  que  el  dinero 
empleado  en  ellas  tenga  la  procedencia  indicada  por  el  actor  en 
su  demanda,  resultando  por  el  contrario,  que  las  seiscientas 
adquiridas  para  los  demandados,  que  representan  el  valor  no- 
minal de  cien  pesos  cada  una,  nueve  mil  más  que  el  costo  del 
saladero,  fueron  compradas  con  dinero  de  ellos ;  y  por  último, 
que  á  la  licitación  pública  concurrió  D.  B.  Devoto  é  hizo  la 
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adquisición  para  la  sociedad  A.  DeToto  y  hermano  á  quienes  ha 
tenido  Zamora  por  dueños  según  lo  revela  su  correspondencia 
corriente  á  foja...  sin  que  se  haya  justícado  que  por  conyeaio 
privado  se  hubiese  estipulado  reservar  el  nombre  de  D.  Miguel 
Zamora. 

7°  Que  estudiando  atentamente  esos  antecedentes  á  la  hz  de 
los  principios  jurídicos  que  pueden  ser  aplicables  á  este  género 
de  actos^  para  determinar  la  verdadera  naturaleza  de  la  relación 
jurídica  que  liga  á  los  contrayentes,  de  donde  han  de  derivar  los 
derechos  y  acciones  que  ácada  cual  competen,  descúbrese  que 
se  trata  de  una  sociedad  de  las  que  la  ley  clasifica  de  accidenta- 
les 6  en  participación  (artículo  444  del  Código  de  Comercio), 
pues  no  solamente  concurren  todos  los  elementos  que  la  carac- 
terizan según  la  citada  disposición,  sino  otros  que  son  esencia- 
les de  la  misma,  como  la  participación  oculta  de  Zamora  y  la 
ausencia  de  fondo  común  ó  capital  social,  no  modificando  su  na- 
turaleza la  circunstancia  de  recaer  la  operación  sobre  un  bien 
inmueble. 

(t*  Que  fijada  así  la  índole  del  negocio  en  que  entraba  Zamo- 
ra con  los  Devoto,  se  esplican  perfectamente  sin  recurrir  á  la 
hipótesis  de  un  condominio,  cuya  existencia  por  otra  parte  no 
se  ha  comprobado  en  forma  alguna  legal,  pues  de  la  confesión 
de  los  demandados,  única  prueba  que  podría  invocarse  contra 
las  escrituras  públicas,  nada  resulta  en  su  apoyo,  las  partidas 
abonadas  6  cargadas  á  Zamora  en  su  cuenta  corriente  con 
aquellos,  sobre  la  base  de  una  participación  en  el  saladero  va- 
riando de  las  dos  terceras  partes  á  la  mitad ;  porque  su  objeto 
jurídicamente  no  es  otro  que  la  división  en  los  beneficios  de  una 
ó  más  operaciones  accidentales. 

9^  Que  esta  misma  variación  subordinada  al  estado  del  cré- 
dito de  Zamora  con  la  casa  de  Devoto,  según  él  mismo  lo 
confiesa  cuando  dice  que  en  i 881,  propuso  á  estos  le  comprasen 
una  sexta  parte  del  saladero  y  para  efectuarlo  le  acreditaron  el 
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Talor  de  dicho  sexto  en  su  cnenta  corriente  por  quince  mil  pesos 
en  que  fué  fijada;  j  la  espresion  de  su  carta  de  foja...  que  los 
Devoto  estaban  suficientemente  garantidos  de  su  deuda  por 
estar  los  títulos  del  saladero  á  su  nombre,  j  hasta  el  hecho  de 
no  haberse  observado  formalidad  alguna  para  vincularse  las 
partes  en  el  negocio,  confirman  concluyentcmente  la  calificación 
establecida  en  el  considerando  precedente. 

iO^  Que  como  lo  enseña  Troplong  número  500  7  Bédarride 
Des  sociétés,  tomo  3^,  número  433,1a  asociación  en  participación 
no  confiere  á  los  asociados  otro  derecho,  que  para  entrar  en  la 
cuenta  de  ganancias  7  pérdidas,  pues  no  ha7  fusión  de  intereses, 
de  modo  que  cada  uno  conserva  la  propiedad  de  lo  que  su  título 
le  acuerda;  así  es  que  bajo  este  concepto,  queda  también  exclui- 
da la  idea  de  condominio  que  pretende  el  actor,  c  Si  el  objeto 
de  la  especulación,  dice  Bédarride,  número  448,  fuera  un  inmue- 
ble, la  propiedad  de  él  no  dejaría  por  eso  de  pertenecer  al  socio 
que  lo  hubiera  introducido  ala  sociedad,  si  la  transferencia  no 
hubiese  sido  regularmente  operada  por  un  acto  traslativo  del 
dominio  »  lo  que  por  supuesto,  ni  siquiera  se  ha  insinuado  en 
el  caso  stib  judice. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  rechazando  la  demanda  inter- 
puesta á  foja  2  por  D.  Miguel  Zamora  contra  los  señores  A.  De- 
voto 7  hermano,  imponiendo  al  actor  silencio  sobre  las  acciones 
deducidas  en  ella,  con  costas. 

Virgilio  M,  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  15  de  1889. 

Vistos,  7  resultando  que  los  puntos  sometidos  al  fallo  de  esta 
Suprema  Corte,  son :  Primero :  La  simulación  atribuida  por  la 
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demanda  á  la  escritura  de  fecha  dos  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta,  que  constituye  dueños  exclusivos  del  Saladero 
de  Oualeguajchú  á  los  señores  A.  Devoto  j  hermano ;  y  Según- 
do :  El  condominio  que  el  demandante  Don  Miguel  Zamora  pre- 
tende tener  en  la  propiedad  del  mencionado  Saladero.  Y  consi- 
derando, respecto  al  primer  punto,  que  la  simulación  denuncia- 
da, no  solo  no  ha  sido  probada,  sino  también  que  la  parte  de 
Zamora  ha  reconocido,  en  la  espresion  de  agravios  ante  esta 
CortCt  que  ella  no  existe. 

Considerando,  en  cuanto  al  condominio: 

Primero:  Que  los  demandados  han  reconocido  la  existencia 
de  ese  condominio,  pretendiendo  solo  que  él  estaba  sujeto  á  la 
liquidación  final  que  hicieran  de  las  cuentas  desús  negocios  con 
Zamorn,  declarando  que,  como  la  deuda  de  este  acrecentó,  la 
propiedad  exclusiva  del  saladero  quedó  para  ellos. 

Segundo:  Que  esta  confesión  de  los  señores  Devoto  y  herma- 
no, sin  la  calificación  que  la  acompaña,  está  ratificada  por  las 
cuentas  corrientes  de  fojas  setenta  y  seis  á  setenta  y  nueve  del 
espediente  acompañado,  como  parte  de  la  prueba  de  Zamora,  y 
en  las  que  figuran  las  partidas  acreditadas  al  haber  de  Zamora, 
por  su  parte  en  el  arrendamiento  del  Saladero  y  por  la  parte  de 
gastos  en  las  refacciones  del  mismo  correspondiente  á  los  seño- 
res Devoto  y  hermano. 

Tercero :  Que  la  pretensión  de  los  demandados  de  que  la  parte 
alícuota  correspondiente  en  la  propiedad  á  Zamora,  debía  ser 
proporcionada  á  su  saldo  favorable  en  las  cuentas  con  Devoto  y 
hermano,  queda  destruida  por  la  propia  confesión  de  estos^  que 
al  absolver  posiciones  á  foja  veintinueve,  contestando  la  pregón- 
ta  quinta,  declaran  que  fué  Zamora  quien  entregó  las  dos  ter- 
ceras partes  en  acciones  del  precio  del  Saladero,  que,  con  la 
tercera  parte  correspondiente  á  Devoto  y  hermano,  formaban  el 
total  de  lo  pagado. 

Cuarto :  Que  igual  confesión  hace  la  parte  de  Devoto  y  her- 
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mano^  contestando  la  pregunta  catorce  de  las  posiciones  de  foja 
ventinueve,  cuando  dice  que  «es  cierto  qae  Don  Miguel  Zamora 
enajenó  á  la  casa  del  absoWente  una  sexta  parte  del  Saladero, 
conservando  solo  unamitad  »^  añrmacion  que  se  encuentra  compro- 
bada por  los  mismos  libros  de  los  señores  Devoto  y  hermano,  en 
el  siguiente  asiento  que  figura  en  el  Haber  áe  Zamoro,  en  la 
cuenta  de  foja  setenta  y  siete  (espediente  agregado):  «Agosto 
diez  y  ocho  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno.  Por  una  sexta 
parte  del  Saladero,  que  nos  ha  vendido  para  igualar  nuestra  mi- 
tad, pesos  fuertes,  quince  mil  >. 

Quinto :  Que  no  puede  admitirse  que,  si  en  dos  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  ochenta,  los  señores  Devoto  y  hermano  com- 
praban solo  para  sí  el  Saladero,  en  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  volvieran  á  comprar  á  Zamora  uno  sexta  parte 
del  mismo  establecimiento,  declarando  que  con  ella,  completa- 
ban la  mitad  que  les  pertenecía. 

Sexto :  Qae  si  bien  es  cierto  que  según  la  cuenta  de  foja  cien, 
Zamora  es  deudor  á  Devoto  y  hermano  de  una  fuerte  suma, 
nada  se  ha  probado  que  autorice  á  creer  que  aquel  dio  en  pago 
6  á  cuenta  de  su  deuda  su  parte  en  el  Saladero,  ni  los  Devoto 
han  demostrado  que  tuviesen  autorización  para  cobrarse  en  esa 
forma,  pues  el  saldo  deudor  de  Zamora  aparece  constante,  en 
sumas  mas  ó  menos  faertes,  desde  la  primera  cuenta  de  foja 
setenta  y  seis,  anterior  á  la  compra  del  Saladero,  siendo  de  no- 
tarse que  el  más  alto  saldo  deudor  quo  arrojan  esas  cuentas 
contra  Zamora,  es  precisamente  el  del  Balance  practicado  el 
treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  es 
decir,  dos  meses  después  de  verificada  la  compra  del  Sala- 
dero. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada,  y  se 
declara  que  Don  Miguel  Zamora  es  dueño  en  la  proporción  de 
una  mitad,  del  Saladero  de  Gualeguaychú,  cuyas  escrituras  se 
han  estendido  con  fecha  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
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ochenta  al  solo  nombre  de  los  señores  A.  Devoto  y  htrmano. 
Repónganse  los  sellos  y  deynélvanse. 


BENJAMÍN  YICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGtiREN. 
C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 


CAUSA  liXVII 


D.  Felipe  P.  Fernandez,  contra  el  Fisco  Nacional  y  D.  Camilo 
Méric  por  tercería  de  dominio,  sobre  costas. 


Sumario.  —  Las  costas  del  juicio  dd  tercería  son  de  cargo 
del  ejecutante»  cuando  no  aparece  razón  probable  para  la  peti- 
ción de  embargo  que  la  motivó. 


Caso.  —  B.  Alejandro  Montes  de  Oca,  en  representación  de 
D.  Felipe  P.  Fernandez,  dedujo  tercería  de  oposición  esclayen- 
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te,  sosteniendo  que  una  casa  situada  en  la  Avenida  Montes  de 
Oca  números  1647 166  y  que  había  sido  embargada  en  ejecución 
del  Fisco  contra  D.  Camilo  Méric,  como  de  propiedad  de  este, 
pertenecía  á  su  representado  en  condominio  con  su  hermana 
D*  Dolores  B.  Fernandez,  según  constaba  de  los  títulos  que  se 
hallaban  archivados  en  el  Banco  Hipotecario.  Pidió  que  se  le- 
vantara el  embargo,  condenándose  al  acreedor  ejecutante  á  la 
indemnización  de  los  perjuicios  y  pago  de  costas. 

A  solicitud  del  demandante,  informó  el  Escribano  del  Banco 
Hipotecario  que  existían  en  su  Oficina  los  títulos  de  propiedad 
á  favor  de  D.  Felipe  P.  Fernandez  y  de  D*  Dolores  B.  de  Fer- 
nandez, de  la  finca  motivo  de  la  tercería. 

Corrido  traslado  de  esta,  el  ejecutado  Méric  se  adhirió  á 
ella;  y  el  Procurador  Fiscal,  espuso:  Que  en  vista  de  lo  certi- 
ficado por  el  Escribano  del  Banco  Hipotecario,  era  indudable 
que  la  finca  embargada  pertenecía  á  Fernandez,  y  que  el  encar- 
gado por  el  Gobierno  para  denunciar  bienes  de  los  deudores  ha- 
bía padecido  un  error,  á  consecuencia  de  falsos  informes  que  le 
habían  sido  suministrados.  Pidió  que  se  ordenara  el  desem- 
bargo de  la  finca. 


Falto  del  Jíues  Federal 

Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1887. 

Y  vistos  estos  autos  promovidos  por  P.  Felipe  P.  Fernandez, 
deduciendo  tercería  de  dominio  sobre  la  finca  situada  en  la  Ave- 
nida Montes  de  Oca  señalada  con  los  números  164  y  166, 
embargada  á  solicitud  del  Fisco  Nacional  en  ejecución  seguida 
contra  D.  Camilo  Méric. 

Atento:  Que  el  tercerista  ha  comprobado  por  medio  del  cer- 
tificado corriente  á  foja  1%  que  la  finca  embargada  le  pertene- 
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ce  en  condominio  con  su  hermana  Doña  Dolores  Fernandez  por 
herencia  discernida  en  el  juicio  testamentario  de  su  padre  Don 
Sixto  Fernandez,  quien  la  adquirió  por  compra  á  sus  legítimos 
dueños,  el  año  185i,  de  cnya  posesión  y  dominio  no  se  han  des- 
prendido aquellos. 

Atento:  Que  el  representante  del  Fisco,  en  presenciado  este 
titulo  ha  reconocido  el  legítimo  dominio  del  tercerista,  como 
también  que  se  ha  padecido  un  error  al  denunciar  este  bien 
como  de  propiedad  del  ejecutado  Méric. 

Atento  lo  dispuesto  en  el  artículo  301  de  la  ley  nacional  de 
enjuiciamiento,  fallo  haciendo  lugar  á  la  tercería  y  mandando 
se  levante  el  embargo,  con  costas  al  ejecutante.  Notifíquese 
con  el  original. 

Virgilio  M.  Tedin . 


El  Procurador  Fiscal  apeló  f  or  la  condenación  en  costas. 


Fall«  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  18  de  1889. 

Yistos:  No  apareciendo  de  autos  que  haya  existido  razón 
probable  para  la  petición  del  embargo  que  motiva  el  presente 
juicio,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  veintitrés 
y  devuélvanse. 

benjamín    VICTOniCA.  —  ULADISLAO 

frías  (en  disidencia).  —  Fede- 
rico IBARGÚREN.  —  G.  S.  DE  LA 
TORRE.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 


DE  JU8T1CU  NAaONAL  225 


DISIDENCU 


Vistos  j  considerando :  Que  el  embargo  de  la  finca  á  que  se 
refieren  estos  autos,  se  hizo  á  solicitud  del  Procurador  Fiscal, 
en  virtud  de  haberla  denunciado  como  de  propiedad  del  deudor 
según  era  creencia  común,  el  comisionado  nacional  encargado 
de  averiguar  los  bienes  de  los  deudores  del  fisco,  cuando  el  deu- 
dor vivía  en  ella  desde  hacía  mucho  tiempo^  nada  de  lo  cual  ha 
sido  negado  por  parte  del  apelado. 

Que  dadas  estas  circunstancias,  no  puede  considerarse  que  el 
representante  del  fisco  procedió  con  temeridad  ó  malicia,  tanto 
más  cuanto  que,  no  ofreciendo  bienes  el  deudor,  la  ley  faculta  al 
acreedor  para  señalarlos,  <  hallándose  en  la  posesión  del  deu- 
dor >,  y  el  Procurador  Fiscal  ni  contestó  la  demanda  de  tercería, 
accediendo  al  desembargo  de  la  finca,  así  que  tuvo  conocimiento 
de  los  títulos  que  acreditaban  la  propiedad  del  demandante. 

T  que  hay  lugar  á  la  condenación  en  costas,  según  la  ley  y 
las  decisiones  de  esta  Corte,  en  los  casos  espresados,  de  teme- 
ridad 6  malicia  del  litigante,  y  por  lo  mismo,  no  es  ella  proce- 
dente en  el  caso  actual. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  de  foja  veinti- 
trés, en  la  parte  apelada;  y  devuélvanse  previa  repoiicion  de 
sellos. 

ULADISLAO  FRÍAS. 


7.  TI  15 
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CAUSA  liXYIII 


Criminal  contra  el  empleado  de  Correos  D.  Teodoro  Leyes^  sobre 

violación  de  correspondencia. 


Sumario.  —  i°  La  ley  aplicable  al  delito  de  violación  de  cor- 
respondencia cometido  por  un  empleado  nacional,  es  la  penal  de 
14  de  Setiembre  de  i  863. 

2**Por  el  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  de  Octubre 
i  7  de  1888,  la  Suprema  Corte  no  puede  agravar  la  pena  im- 
puesta por  la  sentencia  apelada,  si  el  recurso  ha  sido  inter- 
puesto por  el  acusado,  j  no  por  el  acusador  particular  6  el  Mi- 
nistro Fiscal. 


Caso.  —  Se  refiere  en  la 


VISTA  DEL  PROCURADOR  nSCAL 


Señor  Juez: 


Del  sumario  instruido  con  el  objeto  de  averiguar  quien  sea  el 
autor  de  la  violación  de  las  cartas  certificadas  números  1081  y 
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1892,  dirijída  la  primera  al  Sr.  José  Costa,  domiciliado  enton- 
ces en  la  ciudad  de  Victoria,  y  la  segunda  á  la  señora  Concep- 
ción F.  de  Moragas,  de  Onaleguay;  de  las  cuales  la  primera 
llegó  á  su  destino  con  señales  de  violación  y  faltándole  el  di- 
nero que  conducía,  y  la  segunda  fué  rechazada  antes  de  enviar- 
se por  el  encargado  de  la  espedicion,  por  no  estar  en  perfecto 
estado ;  resulta  plenamente  comprado  el  hecho  de  la  violación 
de  la  primera,  pues  ello  se  nota  fácilmente  en  el  sobre  que  corre 
á  foja  6,  sin  que  esas  señales  puedan  culparse  al  mismo  á  quien 
ibadirijida,  por  cuanto  él  abrió  la  carta  rasgando  el  sobre  in- 
mediatamente de  recibirle  y  en  presencia  del  empleado  del  Cor- 
reo de  Victoria,  Sr.  Valebella,  que  estaba  presente  y  quien  decla- 
ra á  fojas  25  vuelta  y  26  que  el  Sr.  Costa  abrió  la  carta  inme- 
diatamente de  serle  entregada,  haciendo  notar  en  ese  mismo 
momento  al  Sr.  Valebella  las  señales  de  violación  y  falta  del 
dinero  que  debía  contener.  A  más  de  las  señales  que  se  notan 
en  el  sobre  de  foja  6,  el  hecho  de  la  violación  está  comprobado 
con  el  informe  de  Valebella,  de  foja  4,  del  Administrador  de 
Victoria,  Sr.  García,  declaración  de  Costa  de  fojas  20  y  21  en  la 
qne  dice  que  inmediatamente  de  serle  entregada  la  carta  la 
abrió  y  notando  que  le  faltaba  el  dinero  avisó  al  empleado  Va- 
lebella quien  notó  la  violación  y  dio  cuenta  al  Sr.  Administra- 
dor, quedándose  este  con  el  sobre  una  vez  constatada  la  violación 
para  dar  los  pasos  que  el  caso  requería,  y  declaración  de  Vale- 
bella,  fojas  25  vuelta  á  26,  que  pe  ratifica  en  el  inTorme  de  foja 
4.  £1  hecho  pues  de  la  violación  está  plenamente  probado ; 
veamos  ahora  según  las  constancias  del  sumario  quien  aparece 
autor  de  ella.  Según  el  informe  de  foja  3  del  Sr.  Primitivo 
Heredia  en  el  cual  se  ratifica  al  prestar  la  declaración  de  fojas 
il  y  12,  él  certificó  la  carta  número  i081,  en  buen  estado,  el 
dia  7  de  Mayo  á  las  il  a.  m.  En  su  declaración  dice  que  des- 
pués de  certificar  la  carta,  le  puso  las  estampillas  necesarias» 
el  nombre  del  destinatario  en  el  recibo  de  retorno,  y  la  pasó  al 
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escribiente  de  lu  espedicion,  Teodoro  Leyes,  todo  en  el  mismo 
acto;  dice  también  que  hubo  otro  correo  en  esos  tres  diasque 
estuTo  la  carta  en  poder  del  empleado  de  la  espedicion. 

Leyes,  encargado  de  la  mesa  de  la  espedicion,  dice  en  su  in- 
forme de  foja.  • .  que  él  despachó  la  carta  el  dia  10  de  Mayo  en 
buen  estado. 

Las  declaraciones  de  José  Costa  de  fojas  20  y  21  y  la  del  St. 
Valebella,  foja  26,  el  informede  este  foja,  4,  y  el  informe  del  Sr. 
Administrador  de  Victoria,  foja  5,  demuestran  claramente  que 
la  carta  no  ha  podido  sufrir  allí  la  violación  y  que  ella,  nece- 
sariamente debe  haber  sido  violada  en  la  Administración  de 
Correos  de  esta  Capital ;  y  como  por  otra  parte,  la  decía  Tacion 
del  Sr.  Heredia  en  un  todo  conteste  con  la  declaraci  en  de 
Leyes,  y  el  informe  del  Administrador  Sr.  Hernández,  dicen 
que  el  trámite  á  seguirse  es  el  siguiente :  el  empleado  de  Is  ren* 
tanilla  certifica  la  carta  y  la  pasa  inmediatamente  al  em})leado 
de  la  espedicion,  quien  debe  revisarla  y  rechazarla  si  está  en 
mal  estado,  haciéndose  responsable  de  ella  desde  el  momento 
que  la  acepta,  y  habiendo  manifestado  Leyes  en  su  tiecla- 
racion  de  foja...  que  la  carta  la  recibió  en  buen  estado,  y  sieji- 
do  imposible  que  haya  sido  violada  en  la  Ciudad  de  VictoTÍ8,/8e 
Hene  que  el  único  que  haya  cometido  la  violación  es  D.  Teodoro 
Leyes,  siendo  él  por  lo  tanto,  quien  debe  ser  castigado  f^oa  arre- 
glo á  nuestra  ley  penal. 

En  cuanto  á  la  segunda  carta,  la  violación  está  también  pk- 
ñámente  probada  perlas  señales  que  á  simple  vista  se  notan  en 
el  sobre  y  por  el  hecho  de  haberla  rechazado  Leyes,  acta  de  fo- 
ja..., y  haber  notado  el  Administrador  y  demás  empleados  las 
señales  de  violación.  Por  otra  parte,  consta  que  el  Sr.  Yietorica 
certificó  la  carta  en  buen  estado,  declaración  del  mismo  fojas 
14y  15  informe  del  Administrador,  fojas  7  á  9  y  declaración 
del  Sr.  Antonio  Fost,  foja  23;  consta  también  que  el  Sr. 
Yietorica  puso  en  la  mesa  de  reparto  cuatro  cartas  certificadas  en 
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baen  estado,  pues  esto  lo  presenció  el  Sr.  Administrador.  Ahora 
bien,  recien  el  dia  siguiente  por  la  noche  se  presenta  Leyes 
devolviendo  la  carta  número  i 892  por  no  estar  en  baen  estado, 
haciendo  firmar  esa  acta  con  el  Sr.  Yictorica  que  la  había  cer- 
tificado el  dia  antes  en  buen  estado  (j  que  en  ese  momento  no 
sabía  de  qué  carta  se  trataba)  y  con  nn  empleado  nuevo  qne 
nada  sabía.  Esta  demora  en  quejarse^  y  el  afán  de  hacer  firmar 
el  acta  con  cualquiera,  arroja  serios  cargos  contra  Leyes, 
mucho  más  que  las  cartas  ya  habían  sido  atadas,  y  es  el  emplea- 
do de  la  espedicion  quien  debe  recojerlas  de  la  mesa  de  reparto 
de  donde  faltaban  ya  macho  antes  de  la  devolución  de  Leyes. 
A  más  el  informe  del  Sr.  Administrador  de  fojas  7  y  9  determi- 
nando el  trámite  á  seguirse  en  su  oficina  con  las  certificadas 
qae  se  reciben,  dice  que  por  la  conducta  observada  por  Leyes, 
se  desprende  que  ya  la  carta  había  sido  aceptada  y  que  en  con- 
secuencia ya  no  podía  rechazarla  24  horas  después. 

Es  pues  imposible  sea  otro  el  autor  de  la  violación,  sin  em- 
bargo creo  no  hay  plena  prueba  de  ser  él  el  autor  del  hecho,  pero 
estando  como  está  plenamente  constatado  el  cuerpo  del  delito, 
las  presunciones  varias  y  concordantes  del  presente  caso,  son 
suficientes  para  condenar  al  que  aparezca  culpable.  (Artículo  602 
Código  de  Procedimientos  Criminales  de  la  Provincia,  y  artículo 
375  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  Criminales  de  la  Na- 
ción). 

Con  lo  espuesto  queda  demostrado  que  Leyes  es  el  autor  de  la 
violación  de  las  cartas  námeros  i 081  y  1892.  Resta  ahora  ver 
la  pena  que  le  corresponde. 

El  artículo  259  del  Código  Penal  castiga  este  delito  con  tres 
(3)  á  (12)  doce  meses  y  multado  cincuenta  (50)  á  quinientos 
(500)  pesos  moneda  nacional ;  y  como  hay  la  segunda  violación 
qae  es  una  reiteración  de  la  primera  y  que  de  acuerdo  con  el 
artículo  85  del  Código  Penal,  la  pena  de  esta  debe  agregarse  á 
la  pena  de  aquel,  debiendo  entonces,  en  el  sentir  de  este  minis- 
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terio  castigarse  á  Leyes  coa  el  máximum  de  la  pena  del  artículo 
259  citado,  esto  es,  con  un  año  de  arresto  y  quinientos  pesos  mo- 
neda  nacional  de  multa. 

Por  tanto:  A  Y.  S.  pido  que  en  vista  de  las  consideraciones 
y  fundamentos  apuntados,  se  sirvan  condenar  al  procesado 
Teodoro  Leyes,  como  autor  del  delito  de  violación  reiterada,  á 
la  pena  de  un  año  de  arresto  y  500  pesos  moneda  nacional  de 
multa.  Salvo  el  mejor  parecer  de  Y.  S. 

Manuel  A .  Crespo. 


Fallo  del  Jíucb  Federal 


Paraná,  Diciembre  4  de  1888. 

Y  vistos :  la  causa  criminal  seguida  contra  Teodoro  Leyes, 
empleado  de  la  Administración  de  Correos  de  esta  Capital,  por 
violación  de  varias  correspondencias  y  sustracción  de  dinero:  y 
considerando  respecto  al  primer  caso : 

1®  Que  resulta  probado  que  en  7  de  Mayo  del  corriente  afio, 
dona  Ester  Costa  colocó  en  la  carta  que  dirijió  bajo  el  sobre  de 
foja. . .  cinco  billetes  de  cinco  pesos  cada  uno  y  la  cerró  entre- 
gándosela á  Leonardo  Márquez,  peou  de  confianza  de  D.  Yiceute 
Carriego,  poco  antes  de  las  once  de  la  mañana  para  que  la  lle- 
vase y  la  certificase  en  el  Correo ;  declaración  de  doña  Ester 
Costa,  Yicente  Carriego  y  Leonardo  Márquez,  foja...  Que  á  las 
once  del  mismo  dia  fué  recibida  en  buen  estado  y  certificada 
en  el  Correo  «por  el  empleado  Primitivo  Heredia,  declaración  de 
foja  3,  siendo  despachada  á  su  destino^  Yictoria,  recien  el  dia 
diez,  declaración  de  foja...  quedando  retenida  desde  el  dia  siete 
en  poder  del  oficial  de  la  espedicion  D.  Teodoro  Leyes,  según 
informe  del  Administrador  de  Correos  de  foja  7«  no  obstante 
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haberse  despachado  balija  á  Yictoria  el  día  ocho.  Qne  llegado 
el  Correo  á  Yictoria  el  dia  13,  D.  José  Costa,  á  quien  iba  diri- 
jida  la  carta,  como  viese  que  llegaba  la  balija  se  fué  á  la  oficina 
de  Correos  en  donde  presenció  la  abertura  de  la  balija,  entre-< 
gáadosele  allí  mismo  la  carta,  que  procedió  á  abrir  este,  y  como 
faltase  el  dinero  que  debió  contener,  roTisó  el  sobre  j  notando 
signos  de  violación  la  presentó  al  empleado  Mariano  Yalebella 
j  al  Administrador,  quienes  declaran  haber  sido  violada  (nota 
de  foja  10  y  declaraciones  de  foja...).  Que  por  consiguiente, 
queda  constatado  el  cuerpo  del  delito  consistente  en  el  sobre 
de  la  carta  de  foja...  con  signos  manifiestos  de  violación  y  ade- 
más la  sustracción  de  los  veinte  y  cinco  pesos  en  billetes  que 
fueron  colocados  dentro  de  él  y  no  aparecieron  en  su  destino. 
Que  de  los  hechos  comprobados  en  el  considerando  primero  se 
deduce  lógicamente,  sin  que  haya  lugar  á  duda,  que  el  empleado 
de  la  espedicion  de  la  Oficina  de  Correos  de  esta  Capital, 
Teodoro  Leyes,  fué  el  autor  de  la  violación  y  de  la  sustracción, 
pues  ella  solo  pudo  tener  lugar  en  los  tres  dias  que  la  carta  per- 
maneció retenida  sin  despacharse,  á  pesar  de  salir  correspon- 
dencia en  ese  intervalo  de  tiempo,  y  esa  retención  la  sufrió  en 
poder  de  Teodoro  Leyes  empleado  de  la  espedicion,  según 
informe  del  Administrador,  lo  que  se  corrobora  por  la  circuns- 
tancia de  haber  recibido  y  espedido  él  la  carta  sin  hacer  obser- 
vación acerca  de  su  estado,  como  debió  hacerla,  según  las  prác- 
ticas del  Correo  en  el  caso  en  que  hubiere  notado  signos  de 
violación,  deduciéndose  de  esto  que  la  recibió  en  buen  estado; 
y  no  puede  pensarse  que  ella  hubiese  sido  abierta  en  Yictoria 
antes  de  recibirla  su  destinatario,  pues  está  probado  que  la  ba- 
lija que  la  conducía  fué  abierta  en  su  presecia,  entregándosele 
la  carta  en  el  mismo  acto. 

^  Considerando  por  lo  que  respecta  al  segundo  hecho  á  sa- 
ber: la  violación  de  la  carta  certificada  de  foja...  dirijida  á 
doña  Concepción  F.  de  Murga,  de  Gnaleguay,  por  D.  Antonio 
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Fost,  de  esta  Capital,  en  Jalio  del  año  pasado :  qae  la  carta  f  aé 
recibida  en  baen  estado  y  certificada  por  el  empleado  Ricardo 
Yictorica  en  preaencia  del  mismo  Administrador  de  Correos*  el 
dia  12  de  Jalio  á  las  4  p.  m.  declaraciones  de  fojas  4  y  5  é  in- 
forme del  administrador :  Que  de  4  á  7  p.  m.  del  mismo  dia  12, 
la  carta  se  encontraba  en  la  mesa  de  reparto  donde  acostambran 
colocarse  cuando  no  se  encuentra  en  la  oficina  el  empleado  de  la 
espedicion,  para  que  se  reciba  de  ellas  en  el  momento  de  entrar 
al  servicio,  declaración  de  Cabrera,  foja...  quien  dice  además 
haberla  atado  con  el  certificado  respectivo  así  como  otras  tres 
dirijidas  á  Italia,  y  según  Ledesma  que  se  encontraba  presente, 
á  las  7  más  ó  menos  el  encargado  de  la  espedicion  Teodoro 
Leyes  ordenó  á  Cabrera  que  atase  las  cartas  con  los  certificados, 
estando  presente  el  Administrador,  quien  en  su  informe  de  foja. . . 
confirma  estos  hechos  pues  no  contradice  las  afirmaciones  de 
Ledesma  de  encontrarse  él  presente  en  la  oficina  y  de  que  Leyes 
ordenase  á  Cabrera  atar  los  certificados,  orden  que  implica  la 
previa  revisacion  y  la  constatación  de  encontrarse  la  carta  en 
buen  estado  y  de  tenerla  bajo  su  responsabilidad,  dados  los  trá- 
mites establecidos  en  la  oficina  y  que  se  consignan  en  el  infor- 
me de  foja...  Que  por  lo  tanto,  es  lógico  concluir  que  el  emplea-* 
do  Leyes,  al  salir  de  la  oficina  en  la  tarde  del  dia  12  de  Julio, 
llevó  la  carta  á  su  casa  y  después  de  consumar  la  violación,  la 
volvió  á  la  administración  el  dia  13  y  sorprendió  al  cartero  Ca- 
brera empleado  recien  nombrado  y  Yictorica  que  no  sospechó 
que  se  trataba  de  una  pieza  certificada  por  él  el  dia  antes,  y  les 
arrancó  su  firma  para  hacer  constar  los  signos  de  violación  de  la 
sarta  como  recien  encontrada  por  él  en  la  mesa  de  reparto,  sien* 
do  también  la  opinión  del  Administrador  que  Leyes  es  el  autor 
del  hechOy  opinión  que  debe  tenerse  en  cuenta  dada  su  notoria 
honorabilidad,  haberne  encontrado  él  en  la  oficina  el  dia  del 
suceso  y  conocer  como  Gefe  las  condiciones  de  sus  empleados. 
Que  en  cuanto  á  la  falsificación  de  la  carta  de  foja  39,  diriji- 
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da  áD.  Vicente  Sosa,  certificada  bajo  el  número  119  foja...  y 
la  desaparición  en  esta  Oficina  de  Correos  de  la  carta  dirijida 
de  Victoria  á  D.  Bamon  Costa,  á  que  se  refiere  la  guía  de  foja 
53,  si  bien  no  ha  sido  posible  establecer  hasta  aquí  con  seguri- 
dad quien  6  quienes  son  los  culpables,  las  presunciones  que  ar- 
rojan los  sumarios  acumulados  inducen  á  creer  que  sea  el  mismo 
empleado  Teodoro  Leyes  encargado  de  la  espedícion,  lo  cual 
concurre  á  dar  más  fuerza  á  las  deducciones  de  los  consideran- 
dos precedentes  llevando  al  ánimo  del  Juez  la  más  acabada  con- 
TÍccion  de  que  él  es  el  autor  de  los  crímenes  de  violación  y  sus- 
tracción á  que  se  refieren. 

Forestas  consideraciones:  y  siendo  jurisprudencia  unifor- 
memente establecida,  de  acuerdo  con  la  opinión  de  los  autores, 
que  las  presunciones  constituyen  prueba  perfecta  cuando  son 
graves,  precisas  y  concordantes  como  las  espuestas  en  los  pre- 
cedentes considerandos,  se  declara  á  Teodoro  Leyes,  autor 
délas  violaciones  délas  cartas  certificadas  de  foja...  y  de  la 
sustracción  de  veinte  y  cinco  pesos  que  contenía  la  primera,  y 
se  le  condena  á  sufrir  la  pena  de  arresto  por  veinte  y  seis  meses 
7  malta  de  trescientos  pesos  á  favor  del  Fisco  Nacional,  de  con- 
formidad á  lo  dispuesto  por  los  artículos  193,  inciso  4^,  258  se- 
gunda parte,  y  el  85  del  Código  Fenal,  que  establece  la  manera 
de  aumentar  la  pena  en  caso  de  reiteración ;  reservándose  á  la 
parte  damnificada  las  acciones  que  pudieran  corresponderle,  con 
costas.  Deglósense  los  sumarios  de  foja...  á  foja...  y  pásense 
envista  alFrocurador  Fiscal.  Notifíquese  con  el  original  y  re- 
póngase el  papel  con  los  sellos  correspondientes. 


M  deT.  Pinto. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Abril  8  de  1889. 


Suprema  Corte : 


La  falta  de  la  precaución  elemental  de  llevar  un  libro  en  que 
cada  empleado  estendiera  recibo  de  las  cartas  que  le  son  entre- 
gadas, hace  hoy  difícil  decidir  quién  es  el  responsable  délas 
violaciones  denunciadas  en  este  caso. 

Solo  encuentro  bastantemente  probada  la  responsabilidad  del 
procesado  Leyes,  en  lo  referente  á  la  carta  certificada  númeio 
1081,  foja  6. 

No  obstante  las  contradicciones  que  se  esfuerza  en  hacer  re- 
saltar la  defensa,  es  fuera  de  duda  que  la  violación  tuvo  lugar 
en  el  lugar  de  la  espedicion,  no  en  el  de  la  entrega. 

La  balija  llegó  en  perfecto  estado  á  su  destino;  fué  abierta 
en  presencia  de  los  que  esperaban  su  correspondencia ;  la  carta 
en  cuestión  fué  en  el  mismo  acto  entregada  al  destinatario  Don 
José  Costa;  abrióla  este  en  el  acto,  y  advirtiendo  por  su  lectura 
que  faltaban  los  25  pesos  que  se  le  anunciaban  venir  en  ella, 
notó  las  señales  de  haber  sido  abierta,  j  ocurrió  inmediata- 
mente á  denunciar  el  hecho  á  los  empleados  del  Correo. 

Que  ocurriese  á  los  iO  ólSminutos,  que  hubiese  más  órne- 
nos personas  en  la  oficina,  son  hechos  de  poca  monta,  y  no  des- 
virtúan las  declaraciones  de  testigos  hábiles  y  uniformes  sobre 
el  punto  capital. 

Debemos  así  tener  por  cierto  que  la  violación  tuvo  lugar  en 
la  oficina  del  Paraná  y  arrancando  de  este  antecedente,  resulta 
manifiesta  la  responsabilidad  de  Leyes. 

Heredia,  empleado  en  la  ventanilla  por  donde  se  entregan  las 
cartas,  declara  haber  recibido  en  buen  estado  la  certificada  en 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  235 

caestioD, }'  haberla  entregado  á  Lejes,  encargado  de  la  espe- 
dicion. 

Desde  este  momento  principia  la  responsabilidad  de  Leyes ; 
paes  si  la  carta  no  estaba  en  estado,  no  debió  recibirla ;  y  si  ha 
resultado  con  señales  de  haber  sido  abierta  constando  que  no  lo 
fué  á  su  entrega,  él  y  no  otro,  es  el  responsable. 

Leyes  no  ha  negado  la  afirmación  de  Heredia,  no  ha  dicho  ca- 
tegóricamente qne  no  recibió  la  carta;  ha  buscado  escudarse 
por  medios  indirectos  que  aún  á  ser  ciertos,  poco  le  aprove- 
charían. 

El  recibo  de  la  carta  se  complica,  y  muy  gravemente,  con  la 
circunstancia  de  que,  recibida  el  7,  solo  partió  el  10,  habiendo 
debido  salir  por  la  balija  del  8. 

A  este  antecedente  abrumador  que  hace  aparecer  la  carta  en 
su  poder  por  dos  largos  dias,  solo  opone  Leyes  que  ^sucedía  á 
veces  que  el  escribiente  de  la  espedicion  espresando  tener  mu- 
cho trabajo,  pedia  á  los  empleados  que  le  dejasen  las  cartas 
después  de  franqueadas  >  y  agrega  que  encontró  la  carta  en  un 
casillero,  y  que  «si  ñola  espidió  el  dia  8,  fué  porque  no  se  en- 
contraba en  esa  fecha  en  la  oficina  de  espedicion  ». 

Pero  todo  esto  ha  debido  probarlo;  no  basta  decirlo.  La  pre- 
sunción natural  es  que  Heredia  le  entregó  la  carta,  porque  este 
es  el  orden  del  trabajo  en  la  oficina ;  lo  regular  es  que  Leyes 
estuviera  en  su  puesto.  El  hecho  de  que  faltara  esos  dias  á  la 
oficina  y  de  que  la  carta  apareciera  en  un  casillero,  sin  que  so 
sepa  ni  diga  quién  la  puso,  no  puede  aceptarse  sin  que  tuviera 
en  su  apoyo  circunstancias  atendibles  y  poderosas  de  que  abso- 
lutamente no  se  hace  mérito  en  este  caso. 

Y  aquí  ocurre  observar  que,  si  Leyes  encontró  esta  carta, 
como  si  dijéramos  extraviada,  en  un  casillero,  era  esto  una  ra- 
zón más  para  que  la  examinara  con  todo  cuidado,  pues  por  el 
hecho  de  recibirla  asumía  la  responsabilidad,  si  resultaba  nu 
encontrarse  en  estado  de  recibo. 
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Por  todo  esto  pienso  qae,  con  respecto  á  la  carta  número  1081 
la  responsabilidad  de  Leyes  está  suficientemente  establecida 
para  qne  pueda  y  deba  en  justicia  hacerse  efectiva. 

No  así  en  cnanto  á  las  otras;  aunque  algunas  presunciones 
obran  en  su  contra,  son  aisladas;  y  falta  un  punto  de  partida 
cierto  é  inequívoco. 

No  existiendo  circunstancias  agravantes,  mi  parecer  es  que 
la  pena  debe  limitarse  al  término  medio  del  articolo  259  del 
Código  de  Procedimientos,  es  decir,  á6  meses  de  prisión  y  250 
pesos  de  multa. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1889. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  espuesto  por  el  señor  Procu- 
rador General  en  su  vista  de  foja  ciento  treinta  y  nueve,  por  lo 
que  respecta  á  la  falta  de  prueba  y  circunstancias  precisas  en 
autos  que  conduzcan  á  establecer  la  responsabilidad  del  acusado 
Teodoro  Leyes  relativamente  á  la  violación  de  la  carta  certifi- 
cada bajo  el  número  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  y  cayo  so- 
bre corre  á  foja  treinta  y  dos. 

Y  considerando,  por  lo  que  respecta  á  la  carta  número  mil 
ochenta  y  uno  corriente  á  foja  seis  : 

Primero:  Que  su  retención  en  poder  delacusadoLejes  desde  el 
dia  siete  de  Mayo  en  que  fué  certificada,  hasta  el  diez  del  mismo 
en  que  con  retardo  de  un  correo,  fué  espedida  á  su  destino,  re- 
sulta no  solo  del  informe  del  Administrador  de  Correos  del  Pa- 
raná corriente  á  foja  siete,  sino  también  de  la  declaración  del 
empleado  Primitivo  Heredia  corriente  á  foja  once,  el  cual  es- 
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presa  que  inmediatamente  de  recibida  en  el  correo  la  carta 
aladida,  pasó  ella  á  poder  del  acusado,  bajo  coja  responsabili- 
dad quedó  desde  entonces,  con  arreglo  á  la  declaración  del  propio 
acusado  corriente  á  foja  doce  vuelta  y  á  los  informes  de  fojas 
diez  j  nueve  y  treinta  y  ocho. 

Segundo  :  Que  el  completo  buen  estado  de  la  carta  en  el  mo- 
mento de  ser  certificada  en  el  correo,  resulta  plenamente  acre- 
ditado por  la  declaración  de  foja  tres,  ratificada  á  foja  once,  y 
aún  perlas  del  miamo  acusado  corrientes  á  foja  treinta  y  doce, 
en  las  cuales  espresa  haberla  él  recibido  y  despachado  sin  señal 
alguna  de  violencia. 

Tercero :  Que  en  igual  buen  estado  aparece  haber  llegado  á 
su  destino  la  balija  y  mala  especial  en  que  dicha  carta  fué  con- 
ducida, por  lo  cual  no  puede  suponerse  que  la  violación  tuvo 
lugar  durante  el  tránsito. 

Cuarto  :  Que  con  tales  antecedentes,  aunque  no  exista  testigo 
de  visu  del  hecho  imputado  al  acusado,  es  evidente  que  es  sobre 
él  solo  que  necesaria  y  forzosamete  debe  pesar  la  responsabili- 
'dad  moral  y  penal  de  tal  hecho. 

Quinto:  Que  atentos  los  antecedoLtes  relacionados  y  demás 
que  resultan  de  esta  causa  y  se  consignan  en  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ciento  ocho,  las  disposiciones  penales  aplicables  al 
caso  no  son  las  contenidas  en  los  artículos  ciento  noventa  y  tres 
y  doscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código  Penal  que  cita  el  Juez 
de  Sección  y  que  son  ajenas  al  delito  de  interceptación  y  sus- 
tracción de  correspondencia  pública  por  los  empleados  especiales 
del  correo  sobre  que  versa  la  presente  causa,  sino  las  conteni- 
das en  el  título  octavo  de  la  Ley  Penal  Nacional  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  y  especialmente  la 
del  artículo  cincuenta  y  tres  de  dicha  Ley  según  la  que  «  si  la 
carta  detenida  6  abierta  contuviese  billetes  de  Banco^  ó  letras 
de  cambio  6  de  crédito  ó  cualquier  otro  documento  para  recibir  6 
pagar  dinero,  el  empleado  que  resulte  delincuente,  quedará 
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inhabilitado  para  obtener  cargos  públicos,  y  sufrirá  la  pena  de 
trabajos  forzados  por  cinco  años  ». 
Sexto:  Que  esto  no  obstante,  en  presencia  de  la  disposición 

de  los  artículos  cuatrocientos  sesenta,  cuatrocientos  sesenta  y 

•t 

uno  y  seiscientos  noventa  y  tres  del  Código  de  Procedimientos 
en  lo  Criminal  y  de  la  doctrina  que  de  ellos  deriva,  á  la  Suprema 
Corte  no  le  es  dado  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  de  apelación, 
modificar  desfavorablemente  al  acusado,  la  sentencia  apelada,  ni 
agravar  en  consecuencia  la  pena  por  ella  impuesta,  no  habiendo 
sido  como  no  ha  sido  apelada  por  el  Ministerio  Fiscal  ni  deferí- 
dose  en  consecuencia  á  su  conocimiento  otro  punto  que  el  de  si 
debe  ó  no  ser  absueltoel  acusado  6  rebajarse  al  menos  dicha  pena. 

Por  estos  y  sus  fundamentos  concordantes,  se  confLima  con 
costas  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  ocho  en  cnanto  por 
olla  se  declara  responsable  al  acusado  Teodoro  Leyes  de  la  vio- 
lación déla  carta  certificada  número  mil  ochenta  y  uno  y  en 
cuanto  á  la  pena  impuesta,  y  se  revoca  en  cuanto  se  le  declara 
igualmente  responsable  por  la  violación  de  la  carta  número  mil 
ochocientos  noventa  y  dos. 

Notifiquese  con  el  original,  repónganse  los  sellos  y  devn  ^hanse. 

BENJAMÍN  VICTORIGA.  —  ULADISUO 

frías  (en  disidencia).  — Federi- 
co IBARGÚREN.  —  G.  S.  DE  LA  T0R< 
RE.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 


DISIDENGIA 


Vistos  y  considerando :  Que  esta  causa  versa  sobre  la  acusa- 
ción contra  nn  empleado  de  la  administración  de  Correos  del 
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Faranáy  por  violación  de  dos  cartas  y  sustracción  del  dinero  que 
contenían. 

Qne  este  delito  no  está  previsto  por  el  Código  Penal  vigente, 
sino  por  la  Ley  penal  de  la  Nación  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  estatuye  sobre  él  espresa* 
mente,  y  le  impone  una  pena  distinta,  mayor  que  la  que  aplica 
la  sentencia  apelada,  fundándose  en  dicho  Código. 

Que,  sin  embargo,  el  juicio  se  ha  seguido,  en  primera  Ins- 
tancia, en  el  concepto  de  que  el  hecho  imputado  se  preveo  y  cas- 
tiga por  el  Código  Penal,  habiéndose  procedido  en  igual 
concepto,  ^n  esta  instancia,  entre  el  procesado  y  el  Ministerio 
Fiscal. 

Que  el  Juez  no  puede  aplicar  ni  por  analogía  otra  ley  que  la 
que  rige  el  caso,  y  debe  absolver  ó  condenar  al  procesado  por  el 
delito  ó  delitos  que  hayan  sido  materia  del  proceso,  imponiendo 
la  pena  que  corresponda  (artículos  doce  y  cuatrocientos  noventa 
y  cinco,  inciso  quinto,  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal) . 

Que  la  Corte  no  puede,  en  el  actual  estado  de  la  causa,  resol- 
verla aplicando  la  ley  correspondiente,  pues  si  lo  verificara,  no 
habiéndose  trabado  el  juicio  sobre  este  punto,  fallaría  sobre  un 
capítulo  no  propuesto  á  la  decisión  del  Juez  Inferior,  conocien- 
do así  originariamente  de  un  caso  en  que  no  puede  juzgar  de 
ese  modo  según  la  Constitución,  y  privando  al  acusado  del 
derecho  de  defensa  y  de  la  garantía  de  dos  instancias,  que  la 
ley  le  acuerda. 

Que  dados  estos  antecedentes,  no  es  válida  la  sentencia  ape- 
lada, y  la  causa  debe  volver  al  Juzgado  de  su  procedencia  para 
ser  resuelta  con  arreglo  á  derecho. 

Que  no  obsta  á  esta  conclusión,  el  artículo  seiscientos  noven- 
ta y  seis  del  Código  de  Procedimientos  citado,  que  prescribe 
que  la  sentencia  del  Tribunal  Superior,  tratándose  de  penas  de 
presidio  ó  penitenciaria,  no  puede  modificar  la  del  Inferior  en 
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sentido  desfaTorable  al  procesado,  cuando  el  defensor  de  este 
no  hubiese  apelado,  6  habiéndolo  hecho,  no  espresase  agra- 
vios. 

Que,  en  efecto,  tal  prescripción  no  es  aplicable  al  presente 
caso,  desde  que  el  acusado  ha  apelado  de  la  sentencia  y  ha 
espreiado  agravios,  contestando  el  Procurador  General ;  j  si 
bien  en  primera  instancia  el  Procurador  Fiscal  no  interpuso 
recurso  alguno^  se  ha  abierto,  conforme  á  la  ley,  una  nueva 
instancia  ante  la  Corte,  y  se  ha  reproducido  en  ella,  íntegra,  la 
cuestión,  con  audiencia  del  Procurador  General,  que  antes  y  des- 
pués de  la  vigencia  del  mismo  Código  de  Procedimientos,  ha  in- 
tervenido siempre  en  los  asuntos  en  que  hubieran  sido  partes  los 
procuradores  fiscales  (artículo  ciento  diez  y  seis,  inciso  se- 
gundo). 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  el  artículo  quinien- 
tos  once  de  dicho  Código,  se  declara  sin  valor  la  sentencia  ape- 
lada, y  vuelvan  estos  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia,  para 
que  los  pase  al  Juez  suplente  que  corresponda,  á  fin  de  que 
proceda  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho. 


ULADISLAO  frías. 
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CAUSA  I.XIX 


Criminaly    contra  Florentino    Reyna    y  Ávelino  Sosa; 

por  homicidio. 


Sumario.  —  Los  causantes  del  delito  de  homicidio  premedi- 
tado, están  sujetos  á  la  pena  de  diez  años  de  trabajos  forzados, 
descontándose  el  tiempo  de  prisión  sufrida. 


Caso. — El  Sub-prefecto  Marítimo  del  Puerto  del  Paraná, 
elevó  al  Juzgado  de  Sección,  un  sumario  instruido  á  consecuen- 
cia del  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de  Santiago  Chappe. 
Figuran  en  ese  sumario  los  siguientes  elementos. 

Con  fecha  9  de  Setiembre  de  1884,  el  Ayudante  de  seryicio 
de  la  Sub-prefectura,  comunicó  al  Sub-prefecto,  que  ese  mismo 
dia  á  las  7  de  la  mañana,  se  encontró  cerca  de  la  fábrica  de 
maní,  el  cadáver  de  un  individuo  que  había  sido  muerto  á  puña- 
ladas ;  j  que  se  hallaba  muy  mal  herido  el  marinero  de  esa 
repartición,  Florentino  Reyna,  que  había  estado  franco  la 
noche  anterior. 

Se  tomaron  en  consecuencia  las  siguientes  declaraciones: 
Josér  Caraballo,  dijo  que  conocía  al  marinero  Reyna ;  que  éste 
acompañado  de  un  tal  Avelino,  conocido  por  cel  machito», 
entraron  á  las  10 V2  déla  noche  ásu  casa  do  negocio,  donde 

T.  VI  16 


242  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

estuTÍeron  comiendo  y  bebiendo;  qne  como  alas  11  salió  el 
último,  7  cinco  minutos  después  el  otro ;  que  Beyna  no  llevaba 
armas  caando  estuvo  en  su  casa,  pues  en  ella  manifestó  des- 
agrado porque  el  comisario  del  puerto  lo  había  registrado, 
ignorando  si  el  otro  individuo  que  es  muy  aficionado  á  la 
bebida,  las  llevaba  ó  nó. 

Gerónimo  Tassara,  dijo:  que  el  cadáver  que  se  le  presentó, 
era  de  Santiago  Chappe,  marinero  de  su  buque  Carillos,  de 
30  años  de  edad,  italiano;  que  dicho  marinero  no  tenía  el  vicio 
de  la  bebida:  que  bajó  á  tierra  el  dia  8  de  Setiembre  á  las  5  7.» 
de  la  tarde,  habiéndole  pedido  permiso  al  declarante,  diciéndole 
que  quería  festejar  el  dia  de  la  Madonna,  tomando  una  botella; 
que  un  cuchillo  que  se  halló  en  el  lugar  del  suceso  y  una  vaina 
que  se  encontró  en  un  bolsillo  de  la  víctima,  nunca  se  los  ha- 
bía visto  á  Chappe,  quien  jamás  usaba  armas. 

Enrique  Crocco,  dijo :  que  el  8  de  Setiembre  como  á  las  5  ó 
5  72  de  la  tarde,  Chappe  estuTo  en  su  casa  de  negocio,  con 
otros  compañeros,  comiendo  y  bebiendo,  retirándose  como  á  las 
6;  que  volvió  como  á  las  8  de  la  noche  y  se  retiró  á  eso  de  las 
10,  no  ebrio  pero  si  un  poco  alegre. 

Enrique  Bamirez,  marinero  de  la  Sub-prefectura,  y  menor  de 
18  años,  dijo :  que  cuando  Reyna  salió  franco  de  la  Capitanía 
no  llevaba  armas,  y  el  Comisario  del  Puerto  le  dijo  que  lo  ha- 
bía registrado  dos  veces  y  no  le  había  encontrado  armas ;  que 
regresando  en  la  noche  del  8  de  Setiembre,  como  á  las  9  7^2* 
del  almacén  de  Crocco,  á  donde  lo  habían  mandado  á  comprar 
pan,  lo  vio  á  Beyna  algo  bebido  en  la  fonda  de  Iriondo. 

Bicardo  Quiroga,  guardián  de  la  Capitanía,  dijo:  que  Beyna 
salió  franco  como  á  las  8  de  la  noche,  sin  llevar  armas;  que  el 
Comisario  del  Puerto  le  dijo  que  lo  había  hecho  registrar  dos 
veces,  una  en  lo  de  Caraballo  y  otra  en  lo  de  Iriondo. 

Gregorio  Iriondo,  dijo :  que  conoce  á  Florentino  Beyna  y  á 
Avelino    Sosa  (a)    cel  machito»;  que  como  á  las  11    de  la 
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noche  del  dia  8  de  Setiembre  entraron  los  dos  á  su  casa  de  ne- 
gocio 7  salieron  como  á  las  12,  yendo  Sosa  fresco  y  el  marinero 
Beyna  bastante  borracho;  qne  los  dos  tomaron  para  el  lado  del 
muelle,  ignorando  si  llevaban  armas. 

El  marinero  Florentino  Beyna,  declaró:  que  á  las  ocho  de  la 
noche,  más  ó  menos,  salió  franco  de  la  Capitanía,  yendo  á  casa 
de  SQ  lavandera ;  que  de  allí  fué  á  lo  de  José  Caraballo  donde 
estuvo  con  Avelino  Sosa^  y  salió  con  este,  como  á  las  11  de 
la  noche,  más  6  menos,  para  ir  á  la  fonda  de  Iriondo,  donde 
tomaron  algunas  copas  y  se  pusieron  á  bailar  con  las  de  la  casa; 
qne  de  allí  salió  para  lo  de  Crocco,  donde  también  tomó  unas 
copas,  encontrando  allí  á  unos  italianos  que  conversaban  sobre 
navegación;  que  de  lo  de  Crocco,  algo  pesado  de  la  cabeza,  sa- 
lió solo  en  dirección  al  muelle ;  que  no  llevaba  arma  nin- 
guna, como  lo  sabe  el  Comisario  del  Puerto  que  lo  registró 
dos  veces,  una  en  lo  de  Caraballo  y  otra  en  lo  de  Iriondo ;  que 
á  la  altura  donde  se  encontraba  varado  el  vapor  Santa  Fé, 
encontró  tres  individuos  que  venían  en  dirección  opuesta,  los 
cuales  al  pasar,  quisieron  llevarlo  pur  delante,  por  cuya  cansa 
les  dijo  que  no  fueran  zonzos;  que  entonces  lo  agarraron  de 
un  brazo,  y  como  pretendiese  él  agarrar  una  piedra,  lo  voltea- 
ron y  en  el  suelo  le  pegaron  unas  trompadas ;  que  cuando  se  fué 
á  levantar  le  tiraron  piedras,  con  las  cuales  lo  han  lastimado, 
yéndose  después  como  pudo,  hasta  el  sitio  en  qne  se  acostó;  que 
no  ha  oido  nada  que  indicara  haber  tenido  lugar  alguna  pelea, 
debido  indudablemente  al  estado  en  que  se  hallaba. 

Francisco  Della  Casa,  dijo:  que  hallándose  en  el  almacén  de 
Crocco,  acompañado  de  Marcos  Gómez  y  otro  marinero,  á  quien 
recien  había  conocido  perteneciente  este  al  buque  Car  Utos,  salie- 
ron temprano,  después  de  haber  cenado  y  volvieron  nuevamente 
á  la  casa  de  Crocco,  á  las  11  de  la  noche,  del  mismo  dia  8  de 
Setiembre ;  que  en  ella  estuvieron  como  hasta  la  una  de  la  ma- 
ñana tomando  algunas  copas  amigablemente,  y  salieron  los  tres 
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en  dirección  y  resueltos  á  irse  cada  ano  á  sa  boque ;  que  mo- 
mentos antes  había  salido  de  alU  un  marinero  de  la  Capitanía  y 
otro  á  quien  no  conoce,  yendo  el  marinero  bastante  ebrio  y  sin 
que  el  otro  pareciera  estarlo ;  que  llegados  á  la  esquina  de  la 
casa  de  altos,  uno  de  los  individuos  indicados,  sin  que  pueda 
decir  cual  de  ellos,  por  el  estado  de  embriaguez  en  que  se  en- 
contraba, lo  quiso  atrepellar,  pero  él  lo  rechazó  siguiendo  hacia 
el  puerto ;  que  más  adelante  fué  nuevamente  atropellado  y  sin- 
tió un  golpe  que  cree  fué  una  pedrada ;  que  después  fué  abra- 
zado por  un  individuo  y  tratando  de  defenderse,  cayeron  am- 
bos al  suelo,  donde  no  podía  sino  defenderse  la  cara,  tanto  por 
el  estado  en  que,  se  encontraba,  como  porque  tenía  lastimado 
un  dedo    de  la  mano  derecha ;  que  á    sus  gritos  se  arrimó 
Gómez,  quien  tomando  una  piedra  se  la  tiró  al  otro  individuo, 
el  cual  lo  dejó  porque  el  golpe  lo  trastornaría ;  que  en  ese  mo- 
mento salió  del  lado  del  cerco  otro  individuo  con  un  cuchillo, 
y  entonces  él,  más  repuesto  ya,  se  levantó  con  una  piedra  dis- 
puesto á  defenderse,  pero  Qomez  le  tiró  al  indicado  individuo 
una  pedrada  que  lo  volteó ;  que  en  seguida  se  retiraba  con  Gó- 
mez siguiendo  el  costado  del  alambrado  del  tramway,  y  como  i 
los  veinte  pasos  sintieron  del  lado  de  adentro  del  cerco,  unos 
quejidos  y  vieron  un  bulto  en  el  suelo,  que  no  alcanzó  á  reco- 
nocer, pero  supuso  sería  el  otro  compañero  que  había  desapare- 
cido desde  que  se  trabó  la  pelea;   que  sin  embargo,  temiendo 
ser  nuevamente  agredido,  siguió  con  Gómez  su  camino  para 
á  bordo  de  su  buque ;  que  la  vaina  de  cuchillo  que  se  le   pone 
de  manifiesto,  la  halló  el  marinero  muerto  cerca  del  Mercado, 
y  se  la  metió  en  el  bolsillo,  diciendo  que  la  guardaba  porque 
teniendo  á  bordo  un  cuchillo,  quería  tenor  una  vaina  de  cuero 
crudo ;  que  cree  que  fueron  atacados  por  robarlos,  pues  á 
Gómez  le  habían  visto  bastante  plata. 

Marcos  Gómez,  dijo :  que  desde  las  seis  de  la  tarde  hasta  las 
once  de  la  noche  del  ocho  de  Setiembre,  estuvo  en  el  almacén 
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de  Crocco  jugando  á  las  cartas  con  Francisco  Della  Casa  y  el 
marinero  qae  morió,  á  qaien  no  conocía;  que  estando  allí  llegó 
nn  marinero  de  la  Capitanía,  picado  de  viraelas,  con  otro  in- 
dividuo particular,  los  cuales  salieron  como  á  la  hora,  un  mo- 
mentito  antes  que  él,  Delta  Casa  y  otros,  que  se  dirijían  á  sus 
respectlTOs  buques;  que  un  poco  más  abajo  de  la  estación  del 
tramway,  los  individuos  que  habían  salido  de  lo  de  Crocco  los 
atrepellaron  cuchillo  en  mano,  tirándole  al  declarante  el  com- 
pañero del  marinero,  una  puñalada  que  esquivó ;  que  en  seguida 
tomó  dos  piedras  dispuesto  á  defenderse  y  vio  á  Della  Casa  en  el 
suelo  forcejeando,  pues  le  estaba  pegando  uno,  con  una  piedra, 
y  en  actitud,  el  otro,  de  hacer  uso  del  cuchillo;  que  entonces 
les  tiró  una  piedra,  acertando  á  pegarle  á  uno  de  ello.^  que  cayó 
por  tierra,  y  con  la  otra  le  pegó  al  que  llevaba  el  cuchillo,  el 
cual  disparó  hacia  el  puente ;  que  cuando  defendía  á  Della  Casa 
sintió  unos  quejidos  que  no  supo  á  qué  atribuirlos,  y  cuando  se 
retiraba  del  lado  de  adentro  del  cerco  vio  que  estaba  el  otro 
compañero  tendido  en  el  suelo,  y  le  preguntó  si  podía  venir  á 
bordo,  á  lo  cual  no  le  contestó  casi,  por  hallarse  ya  espirando ; 
que  después  continuaron  su  marcha  y  llegaron  á  bordo,  donde 
86  acostaron  sin  haber  visto  al  patrón  del  barco;  que  no  dio 
parte  de  lo  que  sucedía,  á  la  autoridad,  porque  no  lo  pensó  en  el 
estado  de  ebriedad  en  que  se  encontraba  y  porqne  deseaba  lle- 
gar á  bordo  cuanto  antes ;  que  al  dia  siguiente  no  dio  parte  tam- 
poco, por  temor  de  ser  preso  y  de  que  se  creyera  que  él  había 
sido  el  autor  del  barullo;  que  estaba  seguro  de  que  el  ataque  del 
marinero  y  de  su  compañero,  fué  por  robarlos,  principalmente 
i  él,  á  quien  en  lo  de  Crocco  le  habían  visto  bastante  plata,  y 
por  eso  le  tiraron  la  primera  puñalada. 

Figura  también  en  el  sumario  el  reconocimiento  médico  prac- 
ticado en  el  cadáver  de  Santiago  Chappe  y  de  las  heridas  del 
marinero  Florentino  Beyna. 

En    cuanto  al  primero,  dice  que  estaba  en  decúbito  dor- 
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sal  con  el  paquete  intestinal  colgando  del  lado  derecho,  el  caal 
salía  de  una  ancha  herida  de  tres  y  medio  centímetros  de  lon- 
gitud por  dos  de  ancho,  considerada  de  alta  gravedad  por  la 
nobleza  de  los  órganos  que  ofendía,  é  inferida  por  un  instru- 
mento punzante  y  cortante. 

Agrega,  que  esta  herida  es  de  la  naturaleza  de  las  que  el 
Doctor  Don  Manuel  Blancas,  fundado  en  su  larga  esperiencia, 
considera  como  hechas  por  hijos  del  país,  dada  la  m«inera 
peculiar  de  herir  que  tienen  estos.  Que  el  cadáver  presentaba 
además  tres  heridas,  dos  superficiales,  la  una  en  la  región 
precordial,  la  otra  en  la  mejilla  costeando  el  borde  del  hueso 
maxilar  superior  izquierdo  y  la  otra  en  la  cabeza,  al  nivel  del 
apófisis  mastoides  del  hueso  temporal  del  lado  ii^quierdo,  y 
producida  con  un  instrumento  punzante  con  mucha  violencia; 
que  la  herida  abdominal  ha  producido  la  muerte;  que  todas  las 
heridas  han  sido  producidas  por  un  instrumento  punzante  y 
cortante,  sirviéndose  el  autor,  de  su  mano  derecha  á  juzgar  por 
el  sitio  de  ellas;  que  es  probable  que  no  hayan  trascurrido  seis 
horas  desde  que  fueron  inferidas  las  heridas,  hasta  la  muerte. 
Que  en  cuanto  al  herido,  tenía  los  párpados  enormemente  ínfil* 
trados,  revelando  los  caracteres  de  fuertes  contusiones,  siendo 
imposible  descubrir  los  globos  de  los  ojos ;  en  el  dorso  de  la 
nariz  tenía  una  herida  de  forma  irregular  y  entre  las  cejas  otra 
pequeña  contusa  como  la  anterior,  de  forma  longitudinal, 
siendo  probable  que  fueron  inferidas  simultáneamente  con  un 
instrumento  irregular  y  de  filos,  como  una  piedra,  un  pedazo  de 
ladrillo,  etc.;  que  además,  en  el  punto  de  unión  de  la  región 
parietal  con  la  occipital  tenía  dos  pequeñas  contusiones,  que 
dio  mucho  trabajo  el  reconocerlas  porque  el  herido  tenía  la  ca- 
beza llena  de  polvo ;  que  tenía  las  cavidades  nasales  llenas  de 
sangre  y  parecía  que  de  los  oidos  había  manado  también,  lo  que 
hace  sospechar  que  las  contusiones  le  hayan  producido  por  con- 
tragolpe, una  fractura  de  los  huesos  de  la  base  del  cráneo. 
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Fallo  del  Jíues  Federal 


Paraná,  Abril  28  de  1886. 

Y  vistos :  la  causa  seguida  contra  Florentino  Beyna  y  Aveli- 
no  Sosa  por  haber  dado  muerte  á  Santiago  Chappe,  la  noche  del 
8  de  Setiembre  de  1884  en  el  puerto  de  esta  ciudad. 

Y  considerando:  Que  en  la  noche  mencionada,  los  procesados 
Bejna  y  Sosa  se  encontraban  en  la  fonda  de  Gregorio  Iriondo, 
como  á  las  11,  en  donde  tomaron  algunas  copas;  y  de  allí  pasa- 
ron á  la  casa  de  negocio  de  D.  Enrique  Crocco;  declaraciones  de 
Gregorio  Iriondo,  foja  64,  Florentino  Reyna,  foja  7,  y  Avelino 
Sosa,  foja  56. 

Que  en  dicha  casa  encontraron  á  tres  marineros  á  quienes  no 
conocían,  que  eran  Marcos  Gómez,  Santiago  Chappe  y  Francisco 
Della  Casa;  declaración  de  Florentino  Beyna,  foja  6,  Avelino 
Sosa,  foja  40,  y  Valentín  Alvatti,  foja  26. 

Que  estando  allí  Gómez  sacó  un  rollo  de  billetes  que  repre- 
sentaba- sesenta  nacionales  por  le  menos  y  de  él  tomó  lo  nece- 
sario para  pagar  lo  que  habían  consumido,  guardando  el  resto, 
sin  que  se  produjera  desacuerdo  alguno  entre  los  marineros  y 
Sosa  y  su  compañero,  mientras  permanecieron  juntos;  declara- 
ciones de  Yaientin  Alvatti,  foja  26,  Della  Casa,  foja  23  y  E. 
Crocco,  foja  20. 

Que  poco  después  salieron  de  la  espresada  casa  al  mismo 
tienpo  Sosa  y  Beyna  en  dirección  al  muelle,  y  en  seguida  con 
corto  intervalo  de  tiempo  los  tres  marineros,  quienes  siguieron 
el  miimo  camino ;  declaración  de  los  mismos  y  de  Gómez,  foja 
lOy  8osa,  foja  40. 

Que  después  de  pasar  la  última  casa  de  altos  y  antes  de  llegar 
á  la  Esiaciondel  Tramway,  según  declaran  Gómez  y  Della  Casa, 
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les  salieron  del  lado  del  alambrado  que  allí  existe,  los  dos  indi- 
TÍduos  que  momentos  antes  estuvieron  con  ellos  en  lo  de  Crocco, 
es  decir,  el  soldado  Beyna  y  Sosa,  y  los  atacaron  cuchillo  en 
mano,  con  cuyo  motivo  Gómez  huyó  en  busca  de  piedras  para 
defenderse;  y  habiendo  levantado  dos,  volvió  al  lugar  en  donde 
dejó  á  sus  compañeros,  encontrando  tan  solo  á  Della  Casa  á  quien 
le  habían  dado  en  tierra  los  dos  asaltantes  y  mientras  uno  de 
ellos  le  daba  con  una  piedra  por  la  cabeza,  el  otro,  el  que  ves- 
tía de  soldado  de  la  capitanía,  Florentino  Beyna,  amagaba  he- 
rirlo con  un  cuchillo;  esplicacion  de  Gómez,  foja  24  vuelta. 

Que  entonces  les  asestó  con  las  piedras  volteando  al  uno  y 
haciendo  huir  al  otro. 

Que  Chappe  había  desaparecido  desde  el  principio  de  la  pelea 
y  temeroso  de  una  nueva  agresión,  resolvieron  retirarse  á  su 
buque  sin  buscarlo. 

Que  al  seguir  su  camino  lo  encontraron  tendido  en  el  suelo 
quejándose,  y  habiéndolo  invitado  para  ir  á  bordo  no  les  contes- 
tó por  hallarse  espirante  ya. 

Que  Sosa  en  su  declaración  de  foja  40  confirma  los  siguien- 
tes hechos :  que  él  y  Reyna  salieron  juntos  de  lo  de  Crocco  con 
dirección  hacia  el  muelle,  saliendo  poco  después  de  la  misma 
casa  y  con  la  misma  dirección,  los  tres  marineros  que  allí  queda- 
ron; y  que  una  vez  que  se  encontraron,  tuvo  lugar  una  pelea 
entre  estos  y  aquellos  de  que  resultó  muerto  uno  délos  últimos. 

Que  las  declaraciones  de  f...*  comprueban  la  muerte  de  San- 
tiago Chappe  el  compañero  de  Gómez  y  Della  Casa,  pues  lot 
testigos  afirman  haber  visto  su  cadáver,  en  la  mañana  siguieir- 
te  á  la  noche  del  suceso,  á  poca  distancia  del  lugar  de  la  p&ea 
hacia  el  muelle  y  los  rastros  de  sangre  que  seguían  en  seni^ido 
inverso;  declaraciones  de  Crocco,  fojas  3  y  20,  Alvatti,  fojA  27 
y  Gerónimo  Tassara,  foja  2  vuelta. 

Que  por  el  informe  médico  de  f...  se  constata  que  la  nuerte 
de  Chappe  fué  producida  por  una  de  las  cuatro  heridas  de 
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instramento  cortante  y  punzante  que  había  recibido  la  misma 
noche. 

Qne  la  esplicacion  dada  por  Sosa,  confirma  lo  declarado  por 
Gómez  y  Della  Casa,  de  que  aquel  y  el  soldado  Reyna  los  asalta- 
ron á  ellos  y  á  su  compañero  Ghappe  tan  luego  como  llegaron 
al  lugar  qne  media  entre  el  último  edificio  de  altos  y  la  Estación 
del  Tramway ;  pues  dice  que  al  encontrarse  unos  y  otros,  uncí 
de  los  marineros  les  intimó  que  no  se  acercasen  amenazándolos 
con  una  piedra,  intimación  qne  no  se  esplica  sino  por  una  acti- 
tud agresiva  de  Sosa  y  Reyna  respecto  de  los  marineros,  tanto 
más  cnanto  que,  yendo  adelante  los  primeros,  la  aproximación 
que  los  otros  esquivaban,  solo  pudo  tener  lugar  de  parte  de 
aquellos. 

Que  no  habiendo  mediado  desacuerdo  entre  unos  y  otros  hasta 
el  momento  de  salir  de  lo  de  Crocco,  pues  ni  se  conocían,  es  de 
presumir  que  el  móvil  de  esta  agresión  fuese  el  interés  de  des- 
pojar á  Gómez  del  rollo  de  billetes  que  mostró  en  la  casa  de 
Crocco  cuando  todos  estaban  reunidos. 

Qne  la  declaración  de  Reyna  de  que  los  marineros  venían  en 
sentido  contrario  á  él  y  que  al  pasar  lo  llevaron  por  delante 
promoviendo  así  la  pelea,  es  inverosímil  por  ser  contraria  á  las 
constancias  de  autos. 

En  efecto,  él  niega  haber  salido  junto  con  Sosa  de  lo  de 
Crocco  y  tanto  aquel  como  los  testigos  de  f...  lo  contradicen;  y  lo 
contradicen  también  en  su  afirma*cion  de  que  los  marineros  vi- 
niesen en  sentido  contrario  al  que  él  llevaba,  así  como  en  la  de 
haberlos  empujado  al  pasar,  pues  el  mismo  Sosa  confiesa  que 
los  marineros  no  querían  que  ellos  se  les  acercasen. 

Además,  esta  declaración  no  esplica  de  manera  alguna,  el  he- 
cho de  la  muerte  de  Chappe  ni  la  presencia  de  Sosa  en  la  pelea, 
y  está  desautorizada  por  los  mismos  hechos  producidos,  porque 
la  herida  de  piedra  que  él  recibió,  informe  de  f...,  y  las  de  cu- 
chillo ó  puñal  que  produjeron  la  muerte  de  Chappe,  demuestran 
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que  los  marineros  iban  completamente  desarmados ;  y  no  es  de 
suponer  que  en  esas  condiciones  promoviesen  inmotíyadamente 
una  pelea. 

Que  por  lo  que  respecta  al  delito  cometido,  las  conatancias 
de  autos  caracterizan  un  homicidio  voluntario.  Así  lo  demuestra 
el  número  délas  heridas  inferidas  á  Chappe  (informe  de  f...), 
la  fuga  de  Sosa  y  el  manifiesto  conato  de  Beyna  de  ocQltar  h 
verdad  de  los  hechos,  tanto  en  su  declaración  de  f...  como  en 
la  def... 

Que  también  ha  existido  premeditación  como  lo  comprueba  el 
hecho  de  haberse  detenido  Sosa  y  Reyna  á  esperar  en  la  parte 
más  desamparada  del  camino  á  Chappe  y  sus  compañeros  Gómez 
y  Della  Gasa,  y  haberlos  asaltado  de  improviso  ;  circunstancia 
que  está  justificada  por  las  declaraciones  de  estos  dos  últimos  de 
f...  qne  merecen  fé,  tanto  por  no  tener  interés  en  el  resultado 
civil  de  esta  causa  ni  aparecer  complicados  en  el  crimen  de  que 
se  trata,  cuanto  porque  como  se  ha  dicho,  la  exposición  del 
mismo  Sosa  y  otros  antecedentes  del  sumario,  hacen  verosímiles 
sus  deposiciones  en  esta  parte. 

Que  en  cuanto  al  autor  directo   de  la  muerte  de  Santiago 
Chappe,  si  bien  Sosa  declara  que  fué  Beyna,  en  el  momento  en 
que  él  luchaba  con  otro  de  los  marineros,  y  esta  aserción  se 
encuentra  confirmada  por  las  circunstancias  deque  ^1,  Rejna, 
es  decir,  el  soldado  de  la  Capitanía  fué  quien  le  salió    por  se- 
gunda vez  á  Della  Casa  del  ladd  del  alambrado,  armado  de  cuchi- 
llo, declaración  def...,  y  el  mismo  que  según  Gómez  amenazaba 
herirlo  con  esa  arma  á  Della  Casa  cuando  lo  encontró  ea  el  sue- 
lOy  mientras  el  oiro  particular  le  daba  de  golpes  con  una 
piedra,  todo  lo  que  hace  presumir  que  Beyna,  único  que  tenía 
cuchillo,  fué  el  que  infirió  á  Chappe  las  heridas  que  le  produje- 
ron la  muerte ;  con  todo,  el  testimonio  de  Sosa,  cómplice,  no 
merece  fé,  y  las  presunciones  enunciadas  se  debilitan  :  V  por 
la  declaración  del  mismo   Gómez  f...,  quien  dice  que  en  un 
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principio  Sosa  y  Bejna  salieron  con  cuchillo  los  dos ;  2^  por- 
que la  fuga  riesgosa  de  Sosa,  que  cruzó  en  la  misma  noche 
el  rio  Paraná,  en  un  raigón  ó  trozo  de  leña,  induce  sospecha  de 
que  él  fuese  el  principal  responsable  de  la  muerte  de  Chuppe,  y 
3°  porque  de  las  declaraciones  de  f...  resulta  que  Reyna  fué  re- 
gistrado esa  misma  noche  antes  de  lá  agresión  al  ir  á  lo  de  Irion- 
do,  f...,y  no  se  le  encontró  cuchillo. 

Que  por  consiguiente,  si  bien  no  puede  establecerse  de  una 
manera  conclujente,  si  fué  Bejna  ó  Sosa  el  autor  directo  de  la 
muerte  de  Santiago  Chappe,  es  evidente  que  los  dos  concurrieron 
á  producirla  debiendo  ser  considerados  como  cómplices  en  la 
ejecución ;  pues  no  consta  que  á  esa  hora  y  en  el  lugar  del  hecho 
existiese  otra  persona  que  pudiera  causarla. 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  embriaguez  de  Bejna  alegada 
en  su  favor  por  la  defensa,  no  está  probado  que  lo  fuese  en  el 
grado  necesario  para  escusar,  ni  siquiera  para  atenuar  la  pena, 
pues  aunque  Iriondo  y  DellaCasa  declaran  que  estaba  bastante 
embriagado,  el  primero  no  esplica  su  verdadero  estado  y  el  se- 
gundo á  f...  dice  que  no  estaba  mucho. 

Que  está  establecido  por  la  práctica  de  los  Tribunales,  de 
acuerdo  con  los  principios  de  la  ciencia,  aplicar  á  los  cómplices 
en  la  ejecución  de  un  delito,  una  pena  inferior  á  la  que  corres- 
ponde al  autor  principal. 

Por  estas  consideraciones,  y  correspondiendo  aplicarse  la 
pena  de  muerte  según  la  ley  1*,  título  21 ,  libro  12  de  la  Noví- 
sima BecopiJacion  al  autor  principa)  de  un  homicidio  premedi- 
tado, condeno  á  Florentino  Beyna  y  Avelino  Sosa,  convictos  de 
complicidad  en  la  muerte  de  Santiago  Chappe,  á  sufrir  la  pena 
de  diez  años  de  trabajos  forzados,  debiendo  descontarse  de  estos 
el  tiempo  de  prisión  sufrida,  y  que  se  ha  prolongado  por  incu' 
ria  de  sos  primeros  defensores ;  y  á  pagar  las  costas  del  pro- 
ceso. 

M.  de  r.  Piníú. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Janio  1*  de  1887. 
Suprema  Corte : 

El  hecho  que  dá  origen  á  este  proceso  tuvo  lugar  á  altas  ho- 
ras de  la  noche  en  medio  de  la  oscuridad  y  del  silencio,  y  sin 
más  testigos  que  los  mismos  que  fueron  en  él  actores,  víctimas 
6  victimarios.  De  ahí,  la  dificultad  de  establecer  con  conciencia 
tranquila  y  segura,  la  parte  de  responsabilidad  que  á  cada  uno 
corresponde. 

Gomo  era  de  esperarse,  todos  escusan  su  responsabilidad, 
arrojándola  los  unos  sobre  los  otros.  Reyna  y  Sosa  dicen  qoe 
fueron  los  marineros,  Della  Casa,  Gómez  y  el  muerto  Chappe, 
los  que  les  acometieron ;  Dcllacasa  y  Gómez  afirman  qoe  Sosa  y 
Reyna  les  salieron  al  encuentro,  cuchillo  en  mano;  Sosa  acosa 
de  la  muerte  de  Chappe,  á  su  compañero  Beyna,  y  éste  á  él.  La 
narración  de  los  hechos  marcha  con  toda  regularidad,  hasta  el 
momento  en  que  los  actores  del  drama  sangriento  salieron  déla 
casa  de  Crocco. 

Reyna  y  Sosa  por  una  parte  y  los  marineros  Della  Casa, 
Chappe  y  Gómez,  por  otra,  habían  andado  recorriendo  en  las 
primeras  horas  de  la  noche  las  casa?  de  bebida,  la  noche  del  8 
de  Setiembre,  dia  de  fiesta,  tomando  copas  y  divirtiéndose  á  su 
manera. 

Todos  están  conformes  hasta  el  momento  en  que,  reunidos  en 
la  casa  de  Crocco,  á  la  una  de  la  mañana  más  6  menos,  se  reti- 
raron en  dirección  al  puerto. 

Está  por  todos  admitido  sin  discrepancia  alguna,  que  Sosa  y 
Reyna  salieron  primero,  y  poco  después  los  tres  marineros,  en  la 
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misma  dirección.  ¿Qué  tiempo  había  mediado  entre  una  7  otra 
salida? 

Era  este  un  punto  que  mucho  hubiera  importado  esclarecer 
para  apreciar  deque  parte  partió  la  agresión  7  que  es  sensible 
no  ba7a  merecido  ma7or  atención  en  el  sumarió. 

Que  el  intervalo  fué  pequeño,  resulta  del  testimonio  de  todos. 
Los  marineros  salieron  poco  tiempo  después,  dice  Crocco ;  un 
momento  después^  dice  Gómez,  foja  9;  momentos  después^  Do- 
lía Casa,  foja  8;  poco  rato  después,  Alvatti  dependiente  de 
Crocco,  foja  27. 

Besulta  asimismo  que,  aunque  pequeño,  fué  bastante  este 
intervalo  para  que  los  marineros  no  fueran  en  pos  de  Sosa  7  de 
Ee7na,  siguiéndolos,  7  como  juntos.  Tres  ó  cuatro  minutos 
hubieran  bastado  para  interponer  la  distancia,  de  una  6  media 
cuadra,  entre  los  que  salieron  primero  7  los  que  salieron 
después. 

«  Un  poco  más  abajo  de  la  estación  del  Tramway,  dice  A.  Gó- 
mez, foja  éO,  los  mismos  individuos  que  hablan  salido  délo  de 
Croco ^  nos  atropellaron,  cuchillo  en  mano  ». 

«  Una  vez  en  la  esquina  de  la  casa  de  altos,  agrega  Della  Casa, 
foja  9,  uno  de  ellos,  Reyna  ó  Sosa,  lo  quiso  atropellar,  pero  él 
lo  rechazó  > . 

Ninguna  de  estas  declaraciones,  dice  que  fueron  juntos  7 
siguiéndose,  agresores 7  agredidos;  7  era  esta  una  circunstan- 
cia á  que  no  es  posible  dejaran  de  referirse,  al  relatar  lo  mane- 
ra como  habían  sido  atacados. 

Por  el  contrario,  el  silencio  sobre  este  punto,  prueba  concia- 
7entemente,  que  la  agresión  partió,  de  personas  que  aparecían 
de  improviso.  « Nos  salieron  al  encuentro,  del  lado  del  alam- 
brado!^, dicen  uniformemente  Gómez  7  Della  Casa. 

Es  pues  insostenible,  el  fandamento  de  la  defensa.  Abundan 
y  sobran  las  más  fundadas  presunciones  para  dejar  establecido 
como  un  hecho  irrecusable,  que  Reyna  7  Sosa,  que  iban  ade- 
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lante,  se  detuvieron  en  el  lugar  que  juzgaron  oportuno,  para 
esperar  y  acometer  á  los  marineros  que  sabían  debían  venir  en 
seguida,  en  la  misma  dirección. 

Lejos  por  consiguiente ,  de  haber  obrado  en  su  legítima  defen- 
sa, según  sostienen  sus  defensores,  es  fuera  de  toda  duda  que 
son  ellos,  Sosa  y  Reyna,  los  que  voluntaria  y  premeditada- 
mente, iniciaron  la  agresión  de  que  resultó  la  muerte  deChappe. 

Las  consideraciones  que  con  este  motivo  aduce  el  señor  Juez  en 
su  sentencia,  son  á  mi  juicio  de  todo  punto  exactas  y  pertinentes. 

No  puede  admitirse,  dice  con  toda  razón,  que  los  marineros 
que  venían  detrás,  pidieron  á  Reyna  y  Sosa,  no  los  atacaran,  si 
estos  no  se  hubieran  detenido  y  presentado  en  actitud  hostil. 

No  es  admisible  tampoco,  agrega  el  señor  Juez,  que  los  ma- 
rineros, que  está  probado  no  llevaban  armas,  iniciaran  un  ata- 
que contra  los  que  debían  suponer  armados. 

No  se  alcanza  por  último,  dice  el  mismo  señor  Juez,  qué  móvil 
pudiera  inducir  á  los  marineros  á  acometer  á  Beyna  y  Sosa, 
con  quienes  no  habían  tenido  palabras  ni  cuestión  alguna; 
mientras  que  el  ataque  de  parte  de  dichos  Reyna  y  Sosa,  tiene 
una  esplicacion  fácil  en  el  hecho  de  haber  presenciado  ellos  que 
uno  de  los  marineros  llevaba  consigo  una  cantidad  de  dinero, 
de  cierta  importancia. 

Estoy  por  todo  esto,  de  perfecto  acuerdo  con  el  señor  Juez, 
en  cuanto  desestima  la  escepcion  de  propia  defensa,  y  acepta 
sin  vacilar  que  la  agresión  partió  de  parte  de  Reyna  y  de  Sosa. 

Lo  estoy  también  en  cuanto  no  encuentra  mérito  bastante 
para  decidir,  si  fué  Reyna,  ó  si  fué  Sosa,  el  que  dio  muerte  á 
Chappe. 

Como  se  ha  dicho,  la  escena  pasaba  en  la  oscuridad  de  la  no- 
che, sin  un  solo  testigo  que  la  presenciara. 

Gómez  y  Uella  Casa,  creen  que  fué  Reyna  el  matador;  asi  lo 
afirma,  Sosa  también.  Reyna  á  su  vez,  atribuye  el  hecho  á  Sosa 
y  hace  valer  en  su  favor  que  no  tenía  cuchillo,  según  había 
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resoltado  del  registro  que  por  dos  veces  se  le  hizo  esa  misma 
noche,  j  lo  probaba  el  hecho  de  no  haberse  defendido  con  él 
cuando  luchaba  en  el  suelo  con  Della  Casa,  y  recibíalos  golpes  de 
piedra  que  casi  le  ultimaron. 

En  presencia  de  declaraciones  contradictorias,  y  de  presun- 
ciones, ya  en  favor,  ya  en  contra,  de  uno  6  de  otro,  no  es  pues 
posible  decidir  con  plena  conciencia,  si  fué  Beyna  ó  si  fué  Sosa 
el  que  dio  muerte  á  Ghappe. 

Si  no  puede  empero,  llegarse  á  esta  conclusión,  de  una  ma- 
nera concluyente,  pienso  con  el  señor  Juez  que  no  es  dudoso 
que  los  dos  concurrieran  á  producir  el  he:hOy  y  deben  ser  con- 
siderados cómplices  en  la  ejecución. 

Los  dos  concertaron,  prepararon  y  llevaron  á  ejecución  un 
acto  de  que  podía  resultar  muerte,  como  resultó  en  efecto. 

Los  dos  han  contribuido,  á  sabiendas  y  voluntariamente,  ala 
ejecución  do  un  crimen  concertado  de  antemano. 

Los  dos  han  prestado  ayuda  en  el  momento  de  la  ejecución 
para  que  se  consumara  el  crimen,  tomando  en  la  acción  una 
participación  activa  y  directa,  y  sin  la  que  no  se  hubiera  con- 
sumado. 

Prescindiendo  de  quién  sea  el  autor  principal,  son  ambos,  por 
consiguiente,  cómplices  en  primer  grado  y  esta  clasificación 
benigna  y  prudencial  exonera  á  uno  de  la  muerte,  dando  al  otro 
nada  más  que  su  merecido. 

Difiero  de  la  sentencia  apelada  en  cuanto  á  la  pena. 

El  caso  está  regido  por  el  Código  Penal  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  vigente  en  la  de  Entre  Rios,  en  la  que  tuvo  lugar 
el  hecho,  y  mandado  observar  por  la  Suprema  Corte  en  los  Tri- 
bunales Nacionales,  hasta  la  sanción  del  Congreso. 

Ahora  bien :  el  artículo  50  de  dicho  Código  castiga  al  cómpli- 
ce en  primer  grado,  con  la  pena  de  presidio  á  penitenciaria 
por  tiempo  indeterminado,  si  la  pena  del  autor  principal  es  la 
de  muerte. 
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Siéndolo  en  este  caso,  con  arreglo  al  artículo  207  del  mismo 
Código,  forzosamente  se  desprende  qne  la  que  corresponde  á 
B.e;na  y  á  Sosa,  es  la  de  trabajos  forzados  6  penitenciaria  por 
tiempo  indeterminado. 

En  el  presente  caso,  en  consideración  al  estado  de  excitación 
en  que  estaban  los  procesados  por  el  uso  de  licores  espirituosos, 
pienso  que  debe  optarse  por  el  último  término. 

Pido  en  consecuencia,  para  los  ya  citados  Reyna  y  Sosa,  la 
pena  de  penitenciaria  por  tiempo  indeterminado^  reTOcándose 
en  esta  parte  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 


WmUo  de  im  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1889. 

Vistos ;  Con  lo  espuesto  por  el  señor  Procurador  General  y 
sin  aceptar  la  clasificación  de  cómplices  qne  el  Juez  de  Sección 
aplica  á  los  acusados,  por  aparecer  ellos  de  la  causa,  verdaderos 
coautores  en  el  caso:  por  los  demás  fundamentos  ds  la  senten- 
cia apelada,  y  atenta  la  disposición  de  los  artículos  coarenta  j 
ocho  y  noventa  y  seis,  inciso  primero  del  Código  Penal  vigente, 
se  confirma  con  costas  la  sentencia  apelada,  debiendo  hacerse 
la  computación  del  tiempo  de  prisión  sufrida,  con  arreglo  al 
artículo  cuarenta  y  nueve  del  Código  Penal  citado,  y  devuél- 
vanse. 

benjamín  VICTORICA. — ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS 
V.  VÁRELA. 
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CAVSA    liXX 


Contra  el  Agente  del  Vapor  tSan  Martina ^  por  infracción  de  las 

Ordenanzas  de  Adimna. 


Sumario .  —  La  falta  de  bultos  espresados  en  el  manifiesto  de 
un  yapor  y  la  presencia  de  los  mismos  en  otro,  no  espresados  en 
su  manifiesto,  importa  una  doble  infracción,  sujeta  á  pena. 


Caso.  —  Lo  refiere  la 


RESOLUCIÓN  DEL  ADIQNISTRADOR  DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  NoTÍembre  10  de  1888. 

Vistos  7  resultando:  Que  con  fecha  3  de  Setiembre  del  cor- 
riente año,  dio  entrada  á  este  pnerto  el  vapor  San  Martin  con 
procedencia  de  la  Asunción,  con  cargamento  de  yerba  y  otras 
mercaderías. 

Que  al  siguiente  dia  y  con  motivo  de  haberse  estraviadoel 
manifiesto  consular  de  dicho  vapor,  el  agente  solicitó  nn  plazo 

T.  VI  17 
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para  presentar  un  duplicado  de  aquel,  lo  que  le  fué  acordado, 
habiendo  presentado  posteriormente  dicho  duplicado  en  el  que 
constan  las  partidas  de  yerba  elaborada  de  que  se  dá  cuenta  en 
el  parte  de  fojal,  las  cuales  no  constaban  en  el  manifiesto  de 
entrada  del  referido  vapor  ni  menos  de  que  se  hubiera  hecho 
operación  algqna  con  ellas. 

Que  posteriormente  llegó  á  este  puerto  procedente  también 
de  la  Asunción,  al  vapor  Cosmos  el  [cual  no  obstante  haber  si- 
do despachado  en  lastre  según  el  manifiesto  consular  de  aquel 
destino,  condujo  á  este  otra  partida  igual  de  bultos  de  yerba  con 
las  mismas  marcas  y  números  de  los  que  se  mencionaba  en  el  ma- 
nifiesto consular  del  vapor  San  Martin. 

Que  llamado  posteriormente  el  Agente  de  dichos  vapores,  ma- 
nifestó que  los  bultos  conducidos  á  este  puerto  por  el  vapor  Cos- 
mos,  eran  los  mismos  que  se  manifiestan  en  el  manifiesto  consu- 
lar del  vapor  San  Martin,  el  cual  no  pudo  cargarlos  á  la  saudade 
la  Asunción  en  el  viaje  á  que  se  hace  referencia ;  habiendo  pre- 
sentado después  como  comprobación  de  esto  hecho,  el  certificado 
de  foja... 

Y  considerando:  Que  está  comprobado  que  no  consta  en  el 
manifiesto  general  del  vapor  San  Martin  ni  que  haya  sido  in- 
troducida á  esta  plaza,  la  partida  de  bultos  de  yerba,  la  cual  se- 
gún el  manifiesto  consular  fué  embarcada  en  el  puerto  de  la 
Asunción. 

Que  la  circunstancia  de  haber  conducido  el  vapor  Cosmos  otra 
partida  con  las  mismas  marcos  y  números,  igual  cantidad  de 
bultos  de  yerba  de  la  que  faltó  abordo  del  vapor  San  Martin  no 
comprueba  que  la  partida  que  resaltó  faltar  en  un  vapor  (San 
Martin)  es  la  misma  que  condujo  el  otro  [Cosmos). 

Que  el  certifico  de  foja...  presentado  como  justificativo  de  lo 
aseverado  por  el  Agente  de  dichos  vapores,  carece  de  fuerza  pro- 
batoria por  cuanto  él  no  puede  servir  para  justificar  las  causas 
de  la  doble  infracción  cometida  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 


1» 
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segunda  parte  del  artículo  1058  délas  Ordenanzas  de  Aduana. 

Que  aparte  de  esto,  no  puede  admitirse  como  un  hecho  regular 
qoe  la  falta  de  carga  de  un  vapor  se  compense  con  el  exceso  que 
existía  á  bordo  de  otro^  por  cnanto  esto  tiende  á  facilitar  el  me- 
dio de  defraudar  la  renta. 

Por  lo  espuesto,  y  con  arreglo  á  los  artículos  1025  y  1026  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  resuelvo :  imponer  al  Agente  del  va- 
por San  Martin,  una  multa  1000  pesos  moneda  nacional  adjudi- 
cados al  autor  del  parte. 

Hágase  saber;  pase  á  contaduría  á  sus  efectos  y  repónganse 
los  sellos. 

Granel 


Fallo  del  Jíucz  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1889. 

Y  vista:  la  presente  apelación  interpuesta  por  D.  J.  Mnrray 
Tulloch,  en  representación  de  la  compañía  cLa  Flatense»,  de  la 
resolución  del  Administrador  de  Aduana,  corriente  á  foja  12,  la 
cual  condena  á  esta  al  pago  de  una  multa  de  mil  pesos  moneda 
nacional. 

Y  considerando :  1°  Que  de  la  misma  esposicion  hecha  por  el 
apelante,  aparece  comprobado  que  el  vapor  San  Martin  entrado  á 
este  puerto  el  dia  30  de  Setiembre  del  año  pasado,  tenía  mani- 
festados con  distintas  marcas,  varios  bultos  de  yerba  que  no  apa- 
recieron entre  el  cargamento  de  aquel,  y  que  por  otra  parte,  el 
vapor  Cosmos  venido  en  lastre,  según  su  manifiesto,  traía  á  este 
puerto,  varios  bultos  de  yerba  cuyas  marcas  y  números  coinci- 
den con  los  que  faltan  en  el  San  Martin. 

2^  Que  estos  hechos  constituyen  una  doble  infracción  de 
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para  presentar  un  duplicado  de  aqael,  lo  que  le  fué  acordado, 
habiendo  presentado  posteriormente  dicho  duplicado  en  el  que 
constan  las  partidas  de  yerba  elaborada  de  que  se  dá  cuenta  en 
el  parte  de  fojal,  las  cuales  no  constaban  en  el  manifiesto  de 
entrada  del  referido  vapor  ni  menos  de  que  se  hubiera  hecho 
operación  algqna  con  ellas. 

Que  posteriormente  llegó  á  este  puerto  procedente  también 
de  la  Asunción,  al  vapor  Cosmos  él  (cual  no  obstante  haber  si- 
do despachado  en  lastre  según  el  manifiesto  consular  de  aquel 
destino,  condujo  á  este  otra  partida  igual  de  bultos  de  yerba  con 
las  mismas  marcas  y  números  de  los  que  se  mencionaba  en  el  ma- 
nifiesto consular  del  vapor  San  Martin. 

Que  llamado  posteriormente  el  Agente  de  dichos  vapores,  ma- 
nifestó que  los  bultos  conducidos  á  este  puerto  por  el  vapor  CoS' 
mos,  eran  los  mismos  que  se  manifiestan  en  el  manifiesto  consu- 
lar del  vapor  San  Martin,  el  cual  no  pudo  cargarlos  á  la  saudade 
la  Asunción  en  el  viaje  á  que  se  hace  referencia ;  habiendo  pre- 
sentado después  como  comprobación  de  esto  hecho,  el  certificado 
de  foja... 

Y  considerando:  Que  está  comprobado  que  no  consta  en  el 
manifiesto  general  del  vapor  San  Martin  ni  que  haya  sido  in- 
troducida á  esta  plaza,  la  partida  de  bultos  de  yerba,  la  cual  se- 
gún el  manifiesto  consular  fué  embarcada  en  el  puerto  de  la 
Asunción. 

Que  la  circunstancia  de  haber  conducido  el  vapor  Cosmos  otra 
partida  con  las  mismas  marcos  y  números,  igual  cantidad  de 
bultos  de  yerba  de  la  que  faltó  abordo  del  vapor  San  Martin  no 
comprueba  que  la  partida  que  resultó  faltar  en  un  vapor  (San 
Martin)  es  la  misma  que  condujo  el  otro  {Cosmos). 

Que  el  certifico  de  foja...  presentado  como  justificativo  de  lo 
aseverado  por  el  Agente  de  dichos  vapores,  carece  de  fuerza  pro- 
batoria por  cuanto  él  no  puede  servir  para  justificar  las  causas 
de  la  doble  infracción  cometida  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
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segunda  parte  del  artículo  1058  de  las  Ordenanzas  de  Adnana. 
Que  aparte  de  esto,  no  puede  admitirse  como  un  hecho  regular 
que  la  falta  de  carga  de  un  rapor  se  compense  con  el  exceso  que 
existía  á  bordo  de  otro,  por  cnanto  esto  tiende  á  facilitar  el  me- 
dio de  def  raodar  la  renta. 

Por  lo  espnesto,  y  con  arreglo  á  los  artículos   1025  y  1026  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  resuelvo :  imponer  al  Agente  del  va- 
por San  Martin^  una  multa  1000  pesos  moneda  nacional  adjudi- 
cados al  antor  del  parte. 
Hág'ase  saber;   pase  á contaduría  á  sus  efectos  y  repónganse 
los  sellos. 

Granel 


JPallo  del  Jíucz  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1889. 

X  ^istai   la  presente  apelación  interpuesta  por  D.  J.Murray 

^nllocli»  en  representación  de  la  compañía  «La  Platense»,  de  la 

resolución  del  Administrador  de  Aduana,  corriente  á  foja  12,  la 

cvial  condena  á  esta  al  pago  de  una  multa  de  mil  pesos  moneda 

-oAAional  • 

T  considerando:  1®  Que  de  la  misma  esposicíon  hecha  por  el 
apelante,  aparece  comprobado  que  el  vapor  San  if ar^tn  entrado  á 
este  puerto  el  dia  30  de  Setiembre  del  año  pasado,  tenía  mani- 
festados con  distintas  marcas,  varios  bultos  de  yerba  que  no  apa- 
recieron entre  el  cargamento  de  aquel,  y  que  por  otra  parte,  el 
Tapor  Cosmos  venido  en  lastre,  según  su  manifiesto,  traía  á  este 
puerto,  varios  bultos  de  yerba  coyas  marcas  y  números  coinci- 
den con  los  que  faltan  en  el  San  Martin. 

2®  Que   estos    hechos  constituyen  una  doble  infracción  de 
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para  presentar  un  duplicado  de  aquel,  lo  que  le  fué  acordado, 
habiendo  presentado  posteriormente  dicho  duplicado  en  el  que 
constan  las  partidas  de  yerba  elaborada  de  que  se  dá  cuenta  en 
el  parte  de  foja  i,  las  cuales  no  constaban  en  el  manifiesto  de 
entrada  del  referido  vapor  ni  menos  de  que  se  hubiera  hecho 
operación  algnna  con  ellas. 

Que  posteriormente  llegó  á  este  puerto  procedente  también 
de  la  Asunción,  al  vapor  Cosmos  61  [cual  no  obstante  haber  si* 
do  despachado  en  lastre  según  el  manifiesto  consular  de  aquel 
destino,  condujo  á  este  otra  partida  igual  de  bultos  de  yerba  con 
las  mismas  marcas  y  números  de  los  que  se  mencionaba  en  el  ma- 
nifiesto consular  del  vapor  San  Martin. 

Que  llamado  posteriormente  el  Agente  de  dichos  vapores,  msh 
nifestó  que  los  bultos  conducidos  á  este  puerto  por  el  vapor  CoS' 
mas,  eran  los  mismos  que  se  manifiestan  en  el  manifiesto  consa- 
lar del  vapor  San  Martin,  el  cual  no  pudo  cargarlos  á  la  salida  de 
la  Asunción  en  el  viaje  á  que  se  hace  referencia ;  habiendo  pre- 
sentado después  como  comprobación  de  esto  hecho,  el  certificado 
de  foja... 

Y  considerando:  Que  está  comprobado  que  no  consta  en  el 
manifiesto  general  del  vapor  San  Martin  ni  que  haya  sido  in- 
troducida á  esta  plaza,  la  partida  de  bultos  de  yerba,  la  cual  se- 
gún el  manifiesto  consular  fué  embarcada  en  el  puerto  de  la 
Asunción. 

Que  la  circunstancia  de  haber  conducido  el  vapor  Cosmos  otra 
partida  con  las  mismas  marcos  y  números,  igual  cantidad  de 
bultos  de  yerba  de  laque  faltó  á  bordo  del  vapor  San  Martin  no 
comprueba  que  la  partida  que  resultó  faltar  en  un  vapor  (San 
Martin)  es  la  misma  que  condujo  el  otro  (Co^mo^) . 

Que  el  certifico  de  foja...  presentado  como  justificativo  de  lo 
aseverado  por  el  Agente  de  dichos  vapores,  carece  de  fuerza  pro- 
batoria por  cuanto  él  no  puede  servir  para  justificar  las  causas 
de  la  doble  infracción  cometida  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 


( 
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segunda  parte  del  artículo  1058  délas  Ordenanzas  de  Aduana. 

Qoe  aparte  de  esto,  no  puede  admitirse  como  un  hecho  regular 
que  la  falta  de  carga  de  un  vapor  se  compense  con  el  exceso  que 
existía  á  bordo  de  otro^  por  cuanto  esto  tiende  á  facilitar  el  me- 
dio de  defraudar  la  renta. 

Por  lo  espuesto,  y  con  arreglo  á  los  artículos  1025  y  1026  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  resuelvo :  imponer  al  Agente  del  va- 
por San  Martin,  una  multa  1000  pesos  moneda  nacional  adjudi- 
cados al  autor  del  parte. 

Hágase  saber;  pase  á  contaduría  á  sus  efectos  y  repónganse 
los  sellos. 

Granel 


Fallo  del  Jíuez  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1889. 

Y  vista:  la  presente  apelación  interpuesta  por  D.  J.Murray 
Tulloch,  en  representación  de  la  compañía  <La  Flatense»,  de  la 
resolución  del  Administrador  de  Aduana,  corriente  á  foja  12,  la 
cual  condena  á  esta  al  pago  de  una  multa  de  mil  pesos  moneda 
nacional. 

y  considerando :  1°  Que  de  la  misma  esposicion  hecha  por  el 
apelante,  aparece  comprobado  que  el  vapor  San  Martin  entrado  á 
este  puerto  el  dia  30  de  Setiembre  del  año  pasado,  tenía  mani- 
festados con  distintas  marcas,  varios  bultos  de  yerba  que  no  apa- 
recieron entreoí  cargamento  de  aquel,  y  que  por  otra  parte,  el 
vapor  Cosmos  venido  en  lastre,  según  su  manifiesto,  traía  á  este 
puerto,  varios  bultos  de  yerba  cuyas  marcas  y  números  coinci- 
den con  los  que  faltan  en  el  San  Martin. 

2^  Que  estos   hechos  constituyen  una  doble  infracción  de 
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para  presentar  nn  daplicado  de  aquel,  lo  que  le  fué  acordado 
habiendo  presentado  posteriormente  dicho  daplicado  en  el  que 
constan  las  partidas  de  yerba  elaborada  de  que  se  dá  cuenta  en 
el  parte  de  fojal,  las  cuales  no  constaban  en  el  manifiesto  de 
entrada  del  referido  vapor  ni  menos  de  que  se  hubiera  hecho 
operación  alguna  con  ellas. 

Que  posteriormente  llegó  á  este  puerto  procedente  también 
de  la  Asunción,  al  vapor  Cosmos  él  [cual  no  obstante  haber  si- 
do despachado  en  lastre  según  el  manifiesto  consular  de  aquel 
destino,  condujo  á  este  otra  partida  igual  de  bultos  de  yerba  cod 
las  mismas  marcas  7  números  de  los  que  se  mencionaba  en  elma- 
nifiesto  consular  del  vapor  San  Martin. 

Que  llamado  posteriormente  el  Agente  de  dichos  vapores,  ma- 
nifestó que  los  bultos  conducidos  á  este  puerto  por  el  vapor  CoS' 
mos,  eran  los  mismos  que  se  manifiestan  en  el  manifiesto  consu- 
lar del  vapor  San  Martin,  el  cual  no  pudo  cargarlos  á  la  salida  de 
la  Asunción  en  el  viaje  á  que  se  hace  referencia;  habiendo  pre- 
sentado después  como  comprobación  de  esto  hecho,  el  certificado 
de  foja... 

Y  considerando:  Que  está  comprobado  que  no  consta  en  el 
manifiesto  general  del  vapor  San  Martin  ni  que  haya  sido  in- 
troducida á  esta  plaza,  la  partida  de  bultos  de  yerbarla  cual  se- 
gún el  manifiesto  consulíir  fué  embarcada  en  el  puerto  de  la 
Asunción. 

Que  la  circunstancia  de  haber  conducido  el  vapor  Cosmos  otra 
partida  con  las  mismas  marcos  y  números,  igual  cantidad  de 
bultos  de  yerba  de  la  que  faltó  abordo  del  vapor  SanMartin  no 
comprueba  que  la  partida  que  resultó  faltar  en  un  vapor  (San 
Martin)  es  la  misma  que  condujo  el  otro  {Cosmos). 

Que  el  certifico  de  foja...  presentado  como  justificativo  délo 
aseverado  por  el  Agente  de  dichos  vapores,  carece  de  fuerza  pro- 
batoria por  cuanto  él  no  puede  servir  para  justificar  las  causas 
de  la  doble  infracción  cometida  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
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segunda  parte  del  artículo  1058  délas  Ordenanzas  de  Aduana. 

Qoe  aparte  de  esto,  no  puede  admitirse  como  un  hecho  regular 
qae  la  falta  de  carga  de  un  yapor  se  compense  con  el  exceso  que 
existía  á  bordo  de  otro^  por  cnanto  esto  tiende  á  facilitar  el  me- 
dio de  defraudar  la  renta. 

Por  lo  espuesto,  y  con  arreglo  á  los  artículos  1025  y  1026  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  resuelvo :  imponer  al  Agente  del  Ta- 
por  San  Martin,  una  multa  1000  pesos  moneda  nacional  adjudi- 
cados al  autor  del  parte. 

Hágase  saber;  pase  á  contaduría  á  sus  efectos  y  repónganse 
los  sellos. 

Granel 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1889. 

Y  vista:  la  presente  apelación  interpuesta  por  D.  J.  Murray 
Talloch,  en  representación  de  la  compañía  «La  Flatense»,  de  la 
resolución  del  Administrador  de  Aduana,  corriente  á  foja  12,  la 
cual  condena  á  esta  al  pago  de  una  multa  de  mil  pesos  moneda 
nacional. 

Y  considerando:  1^  Que  de  la  misma  esposicion  hecha  por  el 
apelante,  aparece  comprobado  que  el  yapor  San  Martín  entrado  á 
este  puerto  el  dia  30  de  Setiembre  del  año  pasado,  tenía  mani- 
festados con  distintas  marcas,  varios  bultos  de  yerba  que  no  apa- 
recieron entreoí  cargamento  de  aquel,  y  que  por  otra  parte,  el 
vapor  Cosmos  venido  en  lastre,  según  su  manifiesto,  traía  á  este 
puerto,  varios  bultos  de  yerba  cuyas  marcas  y  números  coinci- 
den con  los  que  faltan  en  el  San  Martin. 

2^  Que  estos  hechos  constituyen  una  doble  infracción  de 
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acuerdo  con  lo  establecido  por  el  artículo  1036  de  las  Ordenan- 
zas de  Aduana,  no  pudiendo  aceptarse  como  justificativo  de  ellos 
las  constancias  que  arrojan  los  informes  de  la  Aduana  de  la 
Asunción,  agregados  á  foja...,  desde  el  momento  que  con  arre- 
glo á  las  mismas  Ordenanzas,  los  documentos  no  emanados  de  la 
Aduana  son  ineficaces  para  justificar  la  causa  ó  inocencia  de  la 
infracción,  que  es  precisamente  el  objeto  con  que  los  invoca  el 
apelante. 

Por  estos  fundamentos,  y  concordantes  de  la  resolución  del 
Administrador  de  Aduana  corriente  á  foja...,  que  el  Juzgado 
encuentra  fundados;  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Procara- 
dor Fiscal,  fallo :  confirmándola  resolución  apelada;  y  en  conse- 
cuencia, previa  reposición  de  sellos,  devuélvase  este  espediente 
para  su  cumplimiento. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1889. 
Suprema  Corte: 

El  hecho  que  ha  dado  lugar  á  esta  causa,  me  parece  satisfacto- 
riamente esplicado  por  la  relación  de  foja  5,  y  lo  espuesto  por  la 
Aduana  de  la  Asunción  á  foja  47. 

Por  la  bajante  del  rio,  el  San  Martin  debía  tomar,  6  comple- 
tar en  Yilleta,  la  carga  que  traía  para  puertos  argentinos. 

Salió  en  consecuencia  de  la  Asunción  con  el  manifiesto  visado 
por  el  Cónsul  de  la  República,  como  si  todo  estuviera  á  bordo. 

Por  la  misma  razón  de  escacez  de  agua,  dejó  parte  de  la  carga 
constante  del  manifiesto  visado,  y  el  Cosmos,  de  la  misma  com- 
pañía^ que  venía  en  lastre^  la  tomó. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  261 

No  existiendo,  al  parecer,  Cónsul  Argentino  en  Villeta,  no 
había  medio  de  hacer  constar  esta  doble  operación  con  una  nue- 
va legalización. 

Hasta  aquí  todo  parece  natural ;  y  la  circunstancia  de  resul- 
tar exacta,  perfectamente  *^exacta,  la  carga  que  trajo  el  Cosmos 
con  la  que  dejó  y  debía  traer  el  San  Martin  según  su  manifiesto, 
aleja  toda  sospecha  de  fraude,  y  todo  temor  de  que  la  renta  pu- 
diera ser  perjudicada. 

Es  posible  que  la  operación  practicada  en  Yilléta,  pueda  pres- 
tarse á  alguna  combinación  fraudulenta. 

Podría  suceder,  como  se  insinúa,  que  el  San  Marlin  hubiese 
desembarcado  de  contrabando  los  800  y  tantos  bultos  de  yerba,  y 
esplicara  su  falta  introduciendo  otros  duplicados,  por  el  Cosmos^ 

No  hay  de  esto,  empero,  el  menor  indicio,  ni  en  el  punto  de 
partida,  ni  en  la  costa  argentina.  Ni  es  fácil  que  una  operación 
tan  considerable  no  dejara  rastro  en  alguna  parte« 

Repito  por  esto,  que  no  encuentro  motivo  para  la  crecida  mul- 
ta con  qqe  se  castiga  un  hecho  en  sí  esplicable  é  inocente,  y  que 
no  ha  podido  perjudicar,  en  este  caso  al  menos,  la  renta  pública. 

Es  irregular  que  los  Cónsules  visen  manifiestos  de  carga  que 
no  se  encuentra  á  bordo ^  bajj  el  supuesto  de  que  en  el  camino 
será  tomada. 

Si  esta  práctica  existe,  como  se  dice  y  como  parece,  toca  á  la 
autoridad  competente  hacerla  cesar,  ó  reglamentarla,  ponién- 
dose de  acuerdo,  si  necesario  fnera^  con  el  gobierno  del  Para- 
guay. 

Mientras  tanto,  es  posible  que  se  presenten  casos  como  el 
presente,  sin  que  por  ninguna  parte  exista  la  intención  de  defrau- 
dar al  fisco. 

Me  inclino  por  lo  espuesto,  á  la  revocación  de  la  sentencia  re- 
currida. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la  Supremii  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  22  de  1889. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto 
por  el  artículo  diez  de  la  ley  de  Aduana  para  el  año  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho,  y  Decreto  Reglamentario  de  treinta  y  uno 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete;  se  confirma 
con  costas,  la  sentencia  apalada  de  foja  cincuenta  y  tres ;  7  re- 
puestos los  sello*^,  devuélvanse. 

benjamín  VIGTORIGA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÜREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LülS  V. 
VÁRELA. 


CAUSA  liXXI 


D.  Antonio  Marechal,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia   de 
Entre  Rios^  por  interdicto  ;  sobre  costas. 


Sumario,  —  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando  no 
se  ha  pedido  por  la  parte  vencedora. 
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Caso.  —  En  el  interdicto  interpuesto  por  D.  Antonio  Marechal, 
contra  la  Provincia  de  Entre  Rios,  dictado  el  fallo  por  la  Su- 
prema Corte  haciendo  lagar  al  interdicto  sin  condenar  encestas 
á  la  Provincia  demandada,  el  Sr.  Marechal  produjo  el  corres- 
pondiente reclamo  para  que  se  impusiera  á  dicha  Provincia  el 
cargo  de  las  costas. 


Fallo  de  to  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  32  de  1889. 

Yisto  el  presente  recurso,  deducido  por  Don  Antonio  Mare- 
chal, pidiendo  se  condene  en  las  costas  al  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Entre  Rios,  en  el  interdicto  que  contra  él  interpuso 
sobre  amparo  de  posesión,  y  se  reforme  en  esa  parte  la  senten- 
cia de  foja  cincuenta  y  dos,  dictada  en  aquel  juicio. 

Espone  que  en  la  sentencia  se  ha  omitido  resolver  sobre  este 
punto;  que  las  leyes  no  exijen  petición  de  parte  para  que  sea 
condenado  el  litigante  temerario  6  malicioso^  debiendo  serlo  el 
demandado,  siempre  que  el  demandante  pruebe  la  razón  de  su 
cansa;  y  que  aún  en  el  supuesto  de  ser  necesaria  para  ello  esa 
petición,  su  letrado,  en  dos  discusiones  que  hubo  ante  la 
Corte,  la  formuló  de  una  manera  terminante,  y  aún  insistió 
para  que  se  anotase  en  el  acta. 

Y  considerando:  Que  de  los  autos  resulta,  que  ni  el  recur- 
rente por  sí  ni  por  medio  de  su  defensor,  ha  solicitado  la  con- 
denación en  costas  del  Gobierno  de  Entre  Bios. 

Que  si  su  abogado  la  hubiese  pedido  en  las  audiencias  á  que 
se  refiere,  sin  haber  obtenido  que  el  Secretario  de  la  Corte  la 
consignase  en  el  acta  respectiva,  no  interpuso  ante  ella  oportu- 
namente reclamación  alguna,  consintiendo  así  en  que  el  espe- 
diente no  contuviese  esa  petición. 
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Que  es  deber  del  juez  juzgar  segan  las  constancias  de  los 
autos,  7  siendo  la  causa  civil,  no  conceder  más  de  lo  que  se 
demanda. 

Que,  en  su  consecuencia,  la  Corte  no  podía  resolver  sobre  un 
punto  no  sometido  á  su  decisión,  y  respecto  del  cual,  no  tenia 
facultad  para  hacerlo,  sioó  en  virtud  de  demanda  de  la  parte, 
según  la  ley  y  la  doctrina  general  (Ley  tercera,  título  veinte  7 
dos^  libro  cuarto,  Recopilación  Castellana). 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  al  referido  recurso,  7  esté- 
se á  lo  resuelto.  Repónganse  los  sellos,  7  archívense  los  autos. 


benjamín   YICTORIGA.  ~  ULADIS- 
LAO  frías.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 


CAUSA  liXXII 


Criminal  contra  contra  Santos  Luque;  sobre  homicidio  come- 
tido en  una  isla. 


Sumario.  —  i^  Corresponde  ala  justicia  nacional,  el  conoci- 
miento de  los  delitos  comunes  cometidos  en  las  islas  argén' 
tinas. 
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2^  El  homicidio  simple  está  sujeto  á  la  pena  de  cuatro  años 
de  penitenciaria  con  descuento  del  tiempo  de  prisión  sufrida. 


Caso.  —  Lo  refiere  el 

Fallo  del  Juez  Federal 

Rosario  Julio  3  de  1888. 

Y  vistos  estos  autos  criminales  seguidos  contra  José  Santos 
Luque,  por  muerte  dada  á  Juan  Bosales,  resultan  los  hechos 
siguientes : 

Que  el  23  de  Setiembre  de  1887^  José  Santos  Luque  j  Juan 
Bésales,  llegaron  en  una  canoa  cerca  del  rancho  de  Juan  Alva- 
rez  en  una  de  las  islas  del  Rio  Paraná,  frente  al  pueblo  de  San 
Lorenzo,  donde  hicieron  noche  bajo  una  carpa  que  consigo  lle- 
vaban 7  previo  el  permiso  de  Ramón  Alvarez,  dueño  del  ran- 
cho mencionado. 

Allí  Santos  Luque  j  Rosales  tomaban  mate  y  aguardiente 
de  una  manera  amigable. 

A  las  doce  de  esa  misma  noche,  Alvarez  fué  sorprendido  por 
la  detonación  ríe  un  arma  de  fuego,  que  alarmándolo  púsolo  en 
el  caso  de  inquirir  lo  que  sucedía. 

Constituido  en  la  carpa  de  Luque  y  Rosales,  encontró  muerto 
á  Rosales,  y  á  Luque  preparando  la  carpa  para  abandonar  el 
lugar,  en  cuyo  acto  fué  reducido  á  prisión. 

Según  la  declaración  de  Luque,  éste  y  su  compañero  Rosales 
encontrábanse  en  estado  de  ebriedad. 

Habiéndose  producido  entre  ellos  una  disputa  sobre  la  canti- 
dad de  los  artículos  que  consumían  y  que  habiendo  sido  compra- 
dos por  Santos  Luque,  Rosales  les  motejaba  ser  escasos,  diciendo 
Luque,  se  separarían,  á  lo  que  Rosales  se  ofuscó  amenazándolo 
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con  descargarle  un  fusil,  ante  cuya  actitud  agresiva  Luque  se 
Ti6  en  el  caso  de  tomar  el  fusil  que  consigo  llevaba,  descargán- 
dolo inmediatameate  sobre  Rosales  y  produciéndole  la  maerte 
instantánea. 

Y  considerando:  1®  Que  el  estado  de  ebriedad  de  Luque  está 
constatado  por  la  declaración  del  testigo  Ramón  Alvarez,  fojas 
1  y  8,  y  Leandro  Aguilera  fojas  2  y  10. 

2^  Que  esta  circanstancia  es  atenuante  de  la  pena  en  el  ho- 
micidio perpetrado  por  José  Santos  Luque,  cuyo  hecho  princi- 
pal se  comprueba  plenamente»  no  solo  por  las  declaraciones 
constantes  de  autos  sino  por  la  misma  confesión  del  delincuen- 
te, quien  no  solo  no  ha  negado  dicho  hecho  principal  de  la  muerte 
de  Rosales,  sino  que  voluntariamente  dejó  se  le  tomara  preso  y 
pidió  se  le  condujera  á presencia  déla  autoridad. 

Que  existe  asimismo  comprobada  en  autos  la  buena  conducta 
anterior  observada  por  el  delincuente  Santos  Luque,  indu- 
ciendo realmente  á  creerse  efectiva  la  riña  provocada  por  Ro- 
sales, si  para  esa  inducción  se  tiene  en  cuenta  no  solo  el  buen 
comportamiento  del  victimario,  á  que  se  ha  hecho  referencia, 
sino  el  ningún  odio  que  éste  tuviera  á  aquel,  máiimé  cuando 
no  se  ha  probado  ni  pretendido  probar  lo  contrario  de  la  aser- 
ción que  en  su  descargo  y  bajo  esta  faz  ha  interpuesto  en  su  fa- 
vor él  encausado. 

4^  Que  es  entonces  de  estricta  aplicación  la  pena  impuesta  á 
esta  clase  de  homicidio  por  el  artículo  26,  inciso  4^,  del  Código 
Penal  Nacional,  que  establece  la  conminación  de  penitenciaria 
por  tres  á  seis  años,  si  en  un  homicidio  concurrieran  dos  ó  más 
circunstancias  atenuantes. 

5^  Que  la  opinión  autorizada  del  Doctor  Julián  Aguirre,  en 
sus  comentarios  á  nuestro  Código  Penal,  robustecen  la  proce- 
dencia de  la  aplicación  del  artículo  mencionado  en  el  caso  sub 
judice,  pues  el  hecho  que  debe  fijar  la  norma  para  caracteri- 
zar el  homicidio  como  el  actual,  es  el  de  la  falta  de  reflexión 


i 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  267 

6  de  designio  premeditado  en  la  perpetración  del  hecho.  Y  así 
como  en  el  caso  actual  ha  sucedido,  csi  la  concepción  del  pensa- 
miento y  la  ejecución  son  la  obra  del  mismo  momento,  en  el 
sentido  de  que  no  haya  habido  intervalo  suficiente  para  que  el 
culpable  pudiese  recobrar  su  calma  y  reflexionar  tranquila- 
mente en  las  consecuencias  de  su  acción,  el  juez  está  autori- 
zado para  no  ver  en  el  hecho  más  que  un  acto  apasionado  y 
castigado  como  homicidio  simple»;  (Autor  citado,  pág.  151; 
Coment.  oficial  del  Código  de  Baviera). 

Por  tanto,  definitivamente  juzgando,  fallo,  declarando  á 
José  Santos  Luque,  autor  del  crimen  de  homicidio  simple,  en 
la  persona  de  Juan  Bésales,  condenándolo  por  consiguiente  á  la 
pena  de  cuatro  años  de  penitenciaría,  computándose  en  este 
término,  el  tiempo  que  lleva  de  prisión  sufrida,  con  costas  pro- 
cesales. Hágase  saber  esta  sentencia  en  oportunidad  al  Exce- 
lentísimo Gobierno  de  la  Nación,  y  una  vez  llenadas  las  diligen- 
cias concernientes,  archívese. 

G.  Escalera  y  Zuviria. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1888. 

Suprema  Corte: 

Esta  causa  se  encuentra  en  el  mismo  caso  que  la  de  Silvano 
Sánchez,  que  en  esta  misma  fecha  devuelvo  á  Secretaría;  el 
hecho^  un  delito  común,  tuvo  lugar  en  una  isla  frente  á  San 
Lorenzo,  sujeta  á  la  jurisdicción  de  la  Provincia  de  Santa  Fé, 
y  sin  que  en  ella  ejerza  la  Nación  más  jurisdicción  que  aquella 
que  arranca  de  los  poderes  que  la  Constitución  confiere  al  Go- 
bierno General,  para  reglamentar  el  comercio  y  asegurar  la 
percepción  de  la  renta. 
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Esta  causa  no  corresponde,  por  consiguiente,  á  la  justicia  fe- 
deral y  debe  Y.  E.  remitirla  al  Superior  Tribunal  de  la  espre- 
sada  Provincia  de  Santa  Fé,  para  que  la  dé  el  curso  que  estime 
de  justicia. 

Eduardo  Cosía, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  23  de  1889. 

Habiendo  esta  Suprema  Corte  declarado  que  el  conocimiento 
de  los  delitos  cometidos  en  las  islas  argentinas  corresponde  á 
la  Justicia  Federal,  y  disponiéndolo  así  espresamente  el  artícu- 
lo veintitrés,  inciso  segundo  del  Código  de  Frocedinaientos  en  lo 
Criminal,  vuelvan  estos  autos  al  señor  Procurador  General  para 
que  be  espida  en  la  vista  conferida  áfoja  treinta  y  seis  vuelta. 

«LADISLAO  FRÍAS.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÜREN. — C.  8.  DE  LA  TORRE. — LUIS 
y.  VÁRELA. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1889. 

Suprema  Corte: 

En  este  caso,  como  en  el  de  S.  Sánchez,  que  ha  resuelto  Y.  E. 
recientemente,  encuentro  el  rigor  de  la  sentencia,  excesivo  por 
demás. 
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Los  hechos,  en  nno  y  otro,  taTÍeron  lugar  en  parajes  desier- 
tos en  las  islas  del  Paraná  y  en  ambos,  la  única  prueba  era  la 
confesión  de  los  mismos  procesados,  que  alegaban  haber  proce- 
dido en  defensa  propia. 

No  era  justo  admitir  la  confesión,  indivisible  por  su  natura- 
leza, en  la  parte  adversa  y  no  en  la  favorable,  y  V.  E.  revocó 
la  sentencia  que  condenaba  á  dicho  Sánchez  á  seis  años  de  pre- 
sidio. 

En  el  presente  caso,  obran  en  favor  del  procesado  Luque,  á 
más  de  la  parte  de  su  confesión  que  le  es  favorable,  la  circuns- 
tancia de  tener  un  fusil  y  un  puiíal  Rosales,  y  de  estar  ambos 
en  estado  de  ebriedad,  según  resulta  de  las  declaraciones  de  Al- 
varez  y  Aguilera,  fojas  2  y  10. 

Pido  por  lo  espuesto,  la  revocación  de  la  sentencia  apelada, 
según  lo  solicita  la  defensa. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  d«  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  35  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  que  contra  la  excepción  de  legítima 
defensa  opuesta  por  el  defensor  del  acusado,  existen  las  cir- 
cunstancias de  no  haber  hecho  este  mérito  en  su  primera  de- 
claración, de  agresión  alguna  llevada  en  su  contra  por  la  víctima; 
y  de  no  haberla  tampoco  aducido  ante  las  personas  que  proce- 
dieron á  su  aprehensión  inmediatamente  del  hecho. 

Por  este,  y  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
veinticuatro,  relativamente. á  la  calificación  del  hecho  criminal 
que  sirve  de  materia  á  esta  causa,  se  confirma  con  costas  dicha 
sentencia,  debiendo  hacerse  la  computación  del  tiempo  de  pri- 
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sien  sufrida,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  cuarenta 
7  seis  del  Código  Penal  vigente,  y  devuélvanse. 


benjamín  VICTORICA.— ULADISLAO  FRÍAS. 
— FEDERICO  IBARGÚREN.—  C.  S.  DE  LA 
TORRE.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 


CACHA  liXXIII 


D.  Julián  Balmaceda,  contra  Almonacid  y  Parchappe,  y  D, 
Maximino  Bazan,  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  La  terminación  del  contrato  social  por  la  espi* 
ración  del  término,  no  invalida  las  obligaciones  contraidas  por 
la  sociedad  con  un  tercero  de  buena  fé,  máxime  cuando  resulta 
haber  sido  ratificadas  espresamente  con  posterioridad  todas  las 
operaciones  hechas  por  la  razón  social. 


Caso.  —  D.  Julián  Balmaceda,  natural  y  vecino  de  San  Juan, 
presentó  el  siguiente  pagaré  firmado  por  los  señores  Almonacid 
y  Parchappe,  vecino  de  la  Rioja  el  primero,  y  estrangero  el 
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segando,  y  por  D.  Maximino  Bazan,  nataral  y  vecino  de  la  Bioja. 
«De  la  fecha  en  seis  meses,  debemos  y  pagaremos  de  mancomún 
et  insolidum  á  la  orden  y  disposición  del  Sr.  D.  Jalian  Balma- 
ceda^  la  sama  de  cuatro  mil  cuatrocientos  veinte  y  dos  pesos 
teinta  y  ocho  centavos  moneda  nacional,  hoy  en  esta,  por  igual 
valor  que  hemos  recibido  en  mercaderías  de  ultramar  á  nuestra 
satisfacción.  Si  nos  excediéramos  del  plazo  fijado,  abonaremos 
á  más  el  interés  de  uno  por  ciento  mensual  hasta  su  cancelación^ 
sin  perjuicio  de  la  vía  ejecutiva.  Porque  así  cumpliremos,  nos 
obligamos  con  nuestros  bienes  presentes  y  futuros,  conforme 
á  derecho. 


Villa  Argentina  (Chilecito),  Marzo  ocho  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres. 


Almonacid  y  Parchappe.  —  M.  Bazan. 


Reconocidas  las  firmas  de  Almonacid  y  Parchappe,  y  de  Bazan, 
á  pedido  de  Balmaceda  se  dictó  auto  de  solvendo  contra  la  ra- 
zón Almonacid  y  Parchappe,  y  Bazan,  y  no  habiéndose  hecho  el 
pago  se  trabó  embargo  sobre  una  finca  denominada  <  £1  Totoral » , 
y  se  citó  al  señor  Parchappe  de  remate. 

El  Dr.  D.  Guillermo  San  Román,  por  Parchappe,  opuso  la 
escepcion  de  inhabilidad  del  título. 

Acompañando  dos  contratos  en  escritura  pública  sobre  so- 
ciedad entre  él  y  Almonacid,  para  la  esplotacion  de  minerales^ 
dijo:  que  dicha  sociedad  se  celebró  el  3  de  Setiembre  de  1873 
con  término  de  6  años,  vencidos  en  Setiembre  de  1879,  y  se 
prorogópor  un  año  más  que  venció  el  3  de  Setiembre  de  1880. 

Que  desde  entonces  la  sociedad  sigaió'en  liquidación,  y  en 
esta  situación  el  socio  Almonacid,  formó  una  sociedad  con  D. 
Maximino  Bazan,  para  poner  una  casa  de  negocio  en  Chilecito, 


272  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

tomando  á  crédito  mercaderías  de  D.  Julián  Balmaceda,  áqnien 
dio  en  pago  el  pagaré  de  foja  1  que  se  ejecuta. 

Que  el  Sr.  Almonacid  no  estaba  autorizado  á  formar  socieda- 
des especiales  con  la  firma  de  Almonacid  y  Farchappe,  y  no 
puede  comprometerla  en  los  negocios  de  la  sociedad  hechos  pot 
él  y  Bazan,  deudores  del  pagaré. 

Que  estando  concluida  la  sociedad  Almonacid  y  Pároli <xp^e, 
el  socio  Almonacid  no  pudo  con  arreglo  á  los  artículos  493  y  4j9n 
del  Código  de  Comercio,  firmar  ese  pagaré  con  la  firma  soci&^f 
por  no  ser  dicho  pagaré  un  acto  de   liquidación  de  esa    so^ 
ciedad. 

Que  por  tales  razones, el  título  de  la  ejecución  trabada  en 
bienes  de  Farchappe  era  nulo  é  inhábil  en  contra  de  1  a.    estin- 
guida  sociedad  Amonacid  y  Farchappe,  y  muy  especisLlineiife 
en  contra  de  este  último;  y  pedía  por  consiguiente,  no  se    liiciese 
lugar  á  la  ejecución  con  costas  al  ejecutante. 

El  Juez  mandó  que  Farchappe  acreditase  que  repres  untaba 
á  la  sociedad  Almonacid  y  Farchappe.  Farchappe  acó  .i^Apñó 
una  escritura  pública  de  1^  de  Febrero  de  1884  en  la  qi^ese 
declara  disuelta  por  haber  espirado  su  término,  y  por  c^^>nseii- 
timiento  de  los  socios,  la  sociedad  Amonacid  y  Farchappe  cele- 
brada en  3  de  Setiembre  de  1873,  y  á  cargo  de  Farchappe  el  acr 
tivo  y  pasivo  de  ella;  y  dijo  que  sin  aceptarlas  providenc£  <^s  del 
Juzgado  respecto  de  su  personería,  para  evitar  dilaciones  ,  pre- 
sentaba la  escritura  mencionada,  según  la  que  era  él  el  ^liocño 
esclusivo  de  la  razón  Almonacid  y  Farchappe. 

Conferido  traslado  del  escrito  de  escepcion,  Balmaced&  con- 
testó que  debía  esta  ser  rechazada  y  llevarse  adelante  1.^^  eje- 
cución. 

Dijo  que  la  sociedad  Almanacid  y  Farchappe  había  dura  ^3o  de 
hecho  por  más  tiempo  del  convenido,  habiéndose  recien  di»  maelto 
el  año  84,  según  la  escritura  de  foja  52. 

Que  para  los  terceros,  las  sociedades  no  se  disuelven  por  Ja 
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espiración  del  término,  sin  la  publicación  correspondiente,  qae 
no  se  había  hecho. 

Qne  el  pagaré  de  foja  i  es  anterior  á  la  disolocion  de  la  so- 
ciedad, qae,  según  los  términos  de  la  escritura,  duró  hasta  1884 
por  común  consentimiento  de  los  socios. 

Que  en  tal  caso  y  atento  lo  proscripto  por  los  artículos  401  y  402 
del  Código  de  Comercio,  el  Sr.  Ferchappe  es  responsable  por 
el  citado  pagaré,  debido  á  un  tercero,  contra  el  cual,  según  la 
doctrina  de  Troplong  números  913  y  914,  Sociedad,  no  puede 
oponerse  la  espiración  del  término  de  la  sociedad,  que  ha  con- 
tinuado en  su  giro. 


Fallo  del  Jíuez  Federal 


Rioja,  Julio  25  de  1887. 

Autos  y  vistos :  la  escepcion  de  inhabilidad  del  título  opuesto 
por  el  apoderado  del  representante  de  la  sociedad  Almonacid  y 
Farchappe,  á  la  ejecución  seguida  por  D.  Marcial  Catalán,  como 
apoderado  de  D.  Julián  Balmaceda,  contra  dicha  sociedad  y  D. 
Maximino  Bazan. 

Y  considerando:  1®  Que  el  pagaré  de  foja  1  estando  concebido 
á  la  orden,  á  plazo  fijo  y  á  pagar  una  cantidad  determinada  de 
moneda  á  persona  determinada,  debe  considerarse  como  una  letra 
de  cambio  y  regirse  en  sus  efectos  jurídicos  por  las  disposiciones 
del  título  13  Código  de  Comercio,  artículos  916  y  917. 

2°  Que  por  el  artículo  852  de  dicho  Código  se  prescriben  es- 
presamente  las  únicas  escepciones  que  pueden  oponerse  á  la  eje- 
cución de  las  letras  de  cambio,  de  las  cuales  resulta  escluida 
la  de  inhiibilidad  de  título. 

3^  Que  es  perfectamente  aplicable  dicha  disposición  álos  pa- 
garés otorgados  en  la  forma  del  de  foja  1 ,  por  cuanto  existe  en 
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ambos  casos  idénticos  fandamentos  para  eliminar  la  escepcion 
que  ha  deducido  al  representante  de  Almonacid  y  Farchappe, 
de  aquellas  que  pueden  oponerse  á  la  acción  ejecutiva  de  las 
letras  de  cambio  y  pagarés. 

4^  Que^  aunque  entre  las  escepciones  que  pueden  oponerse 
en  el  juicio  ejecutiTO,  según  el  artículo  270  de  la  Ley  de  Proce- 
dimientos Nacionales^  se  enumera  la  de  inhabilidad  de  titulo, 
tratándose  de  ejecuciones  de  pagarées,  debe  regirse  por  la  pres- 
cripción citada  del  Código  de  Comercio;  por  cuanto  las  leyes  de 
forma  están  subordinadas  á  las  de  fondo.  (Fallos  de  la  Suprema 
Corte,  serie  1%  tomo  5^,  página  56,  serie  2**,  tomo  11,  página 
395,  y  serie  2»,  tomo  14,  página  619). 

5^  Que,  aunque  así  no  fuese,  la  terminación  del  contrato  so- 
cial de  Almonacid  y  Parchappe,  por  la  espiración  del  término 
fijado  y  la  omisión  del  socio  gerente,  de  agregar  á  dicha  firma, 
el  aditamiento  en  liquidación,  no  habiendo  sido  debidamente 
publicado,  no  puede  perjudicar  al  ejecutante  que  contrató  de 
buena  fé  (artículos  400,  401,  402,  455,457,  458  y  494,  Código 
de  Comercio). 

6^  Que  el  uso  indebido  de  la  firma  social,  no  puede  oponerse 
contra  terceros,  salvo  la  acción  de  los  socios  perjudicados,  con- 
tra el  que  hizo  uso  de  ella  (artículos  457,  458  y  459,  Código  de 
Comercio). 

7"^  Que  por  la  espiración  del  término  señalado  en  el  contrato 
social,  no  se  estingne  ipso  fado  la  existencia  de  la  persona  jurí- 
dica de  la  sociedad ;  pues  ella  continúa  según  la  espresa  dispo- 
sición del  artículo  498,  Código  de  Comercio,  á  los  efectos  de  su 
liquidación,  hasta  el  pago  de  todos  los  créditos  pasivos. 

8""  Que  además  de  la  escritura  pública  de  foja  52,  consta  que 
todas  las  operaciones  practicadas  hasta  el  31  de  Enero  de  1884, 
por  la  razón  social  Almonacid  y  Parchappe,  han  sido  espresa- 
mente  ratificadas  en  dicho  convenio,  por  ambos  socios,  pues  que, 
en  ella  confiesan  que  la  sociedad  ha  girado  hasta  la  fecha  en 
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Chilecüo,  bajo  el  nombre  de  Almonacid  y  Parchappe  y  recono- 
cen la  existencia  de  sus  créditos  pasivos  sin  escepcion  alguna, 
encargándose  el  socio  Parchappe,  de  la  representación  de  ella, 
en  la  administración  de  su  activo  y  pasivo  hasta  la  total  can- 
celación de  los  créditos. 

Por  estos  fundamentos :  no  ha  lugar  á  la  escepcion  de  inha- 
bilidad de  título  deducida  por  el  representante  de  la  sociedad 
Almonacid  y  Parchappe.  En  su  consecuencia,  de  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  277  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
llévese  adelante  la  ejecución,  haciéndose  remate  de  los  bienes 
embargados,  con  costas ;  y  hágase  saber. 

Mardoqueo  Síolina. 


Fallo  de  I»  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Junio  27  de  1889. 

Vistos :  por  lo  que  resulta  de  la  escritura  pública  de  foja 
cincuenta  y  dos,  y  las  consideraciones  aducidas  en  considera- 
ción á  ella  por  el  juez  a  quo;  se  confirma  con  costas  la  senten- 
cia apelada  de  foja  sesenta  y  ocho.  Kespuéstos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 


benjamín  VIGTORIGA.  —  ULADIS- 
LAO  FRÍAS.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  G.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA  I.XXIT 


D.  José  Garibaldi  contra  los  Sres.  Cruz  Medina  y  C;  sobre 

cobro  de  daños  y  perjuicios 


Sumario.  —  l**La  acción  por  averías  en  los  efectos  trans- 
portados cesa,  si  no  se  ha  reclamado  dentro  de  los  términos 
fijados  por  la  ley  de  comercio. 

2""  No  procede  el  recurso  de  nulidad,  cuando  las  causales  en 
que  se  funda,  no  afectan  en  nada  el  fondo  de  la  resolución  recla- 
mada. 


Caso.  —  En  i2  de  Febrero  de  1884,  compareció  al  Juzgado 
D.  Rafael  González,  en  representación  de  D.  José  Garibaldi, 
esponiendo  : 

Que  el  vapor  Iniciativa,  llegado  de  Genova  en  Enero  del  mis- 
mo año,  trajo  para  Garibaldi  59  bultos,  entre  los  cuales  venían 
10  cajones  conteniendo  45  grandes  pizarras  para  escuelas. 

Que  estos  lOcajones  llegaron  en  perfecto  estado  al  puerto,  co- 
mo consta  por  la  declaración  escrita  que  hicieron  los  lancheros 
Medina  j  C*,  al  tiempo  de  recibirlos  para  desembarcarlos,  en- 
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contrándose  dicha  declaración  en  poder  de  los  Sres.  Lavarello 
j  C%  dueños,  armadores  ó  agentes  del  buque  conductor. 

Que,  sin  embargo  de  esto,  los  10  cajones  llegaron  á  manos 
de  Garibaldi  en  malísimo  estado,  pues  5  de  ellos  se  encontra- 
ban completamente  hechos  pedazos^  tanto,  que  Garibaldi  se  re- 
sistió á  recibirlos,  y  solo  consintió  hacerlo,  cuando  el  carrero  que 
los  conducía  le  manifestó  que  tenía  orden  de  dejarlos  de  cual- 
quier modo,  prestándose  á  que  en  el  recibo  que  se  le  dio,  se  hi- 
ciera constar  aquella  circunstancia,  como  en  efecto  se  hizo. 

Que  en  vista  de  lo  espuesto,  vio  á  los  lancheros  con  el  intento 
de  arribar  á  algún  arreglo,  pero  aunque  aquellos  reconocieron 
la  justicia  del  reclamo,  se  negaron  á  pagar  toda  indemni- 
zación. 

Que  en  consecuencia,  demanda  á  los  lancheros  Medina  y  G*, 
por  la  suma  de  1022  pesos  nacionales  en  que  estima  las  28  pi- 
zarras rotas,  en  esta  forma:  una  de  1  metro  25  centímetros  de 
largo,  en  28  pesos;  cinco  de  1  metro  50  centímetros,  en  32  pe- 
sos ;  once  de  1  metro  70  centímetros,  en 36  pesos;  y  once  de  2 
metros,  en  40  pesos. 

Manifestó  el  demandante:  que  de  la  suma  cobrada,  sus  inte- 
reses y  costas,  debía  deducirse  el  importe  del  lanchaje  que  no  le 
había  sido  cobrado,  y  que  ponía  á  disposición  de  los  lancheros 
los  fragmentos  de  las  pizarras . 

Conferido  traslado,  lo  contestó  por  Medina  y  C%  D.  Federico 
Amaya,  pidiendo  que  se  rechazara  con  costas  la  demanda. 

Dijo :  que  los  cajones  de  que  se  trata,  vinieron  consignados  á 
la  orden ,  y  en  tal  caso,  el  portador  del  conocimiento  es  conside- 
rado como  único  dneño  de  la  mercancía,  puesto  que  lo  presenta 
á  la  Aduana,  despacha  las  mercaderías,  paga  los  derechos, 
etc. 

Que  los  portadores  del  conocimiento  en  este  caso,  han  sido  los 
Sres.  Bianchi  y  Costa,  que  despacharon  las  mercaderías  y  se  en- 
tendieron con  los  demandados  al  solo  efecto  de  que  estos  remi- 
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tieran  los  cajones  de  pizarras  á  D.  José  Garíbaldi,  persona  estra- 
ña  para  ellos,  lo  mismo  que  para  la  Aduana. 

Que  en  consecuencia,  Garibaldi  carece  de  toda  acción  proce- 
dente de  contrato  de  trasporte  que  los  demandados  no  han  cele- 
brado con  él,  por  cuya  misma  ra^on  no  tendrían  ellos  derecho  pa- 
ra cobrarle  el  lanchaje. 

Que  aunque  Garibaldi  fuera  el  consignatario  de  las  mercade- 
rías, no  por  eso  tendría  acción  contra  Medina  y  C%  desde  que 
no  celebró  contrato  alguno  con  estos^  los  cuales  no  verificaron  la 
descarga  por  orden  de  él,  según  resulta  de  la  misma  demanda . 

Que  en  efecto,  la  descarga  se  efectuó  por  orden  de  los  agentes 
del  buque,  que  tenían  facultad  absoluta  para  desembarcar  las 
mercaderías  directamente  y  sin  aviso  del  recibidor,  según  el 
artículo  i  3  del  conocimiento  respectivo,  siendo  esos  agentes  los 
que  tienen  los  derechos  y  las  obligaciones  de  la  descarga,  y 
siendo  respecto  de  ellos  únicamente  responsables  los  lancheros 
(serie  2»,  t.  2%  pág.  209). 

Que  aún  cuando  existieran  relaciones  jurídicas  entre  el  de- 
mandante y  los  demandados,  procedentes  de  un  contrato  de  tras- 
porte, la  demanda  sería  igualmente  improcedente,  porque  no  se 
ha  hecho  constar  el  estado  de  las  pizarras,  pidiendo  judicial- 
mente el  reconocimiento  del  daño,  dentro  del  término  para  ello 
fijado  por  el  artículo  1246  del  Código  de  Comercio. 

Que  debe  decir,  además,  que  los  hechos  alegados  en  la  de- 
manda no  son  exactos,  pues  ni  vinieron  hechos  pedazos  5  cajo- 
nes, ni  se  hizo  constar  esto  en  los  recibos,  como  se  afirma;  esos 
cajones  no  tenían  señales  externas  de  destrucción,  y  así  los  reci- 
bieron y  los  entregaron  los  lancheros ;  de  los  recibos  dados  á  los 
carreros  solo  uno  referente  á  3  cajones,  espresa  que  las  pizarras 
estuviesen  rotas,  pero  esto  no  eximía  al  demandante  de  la  obli- 
gación impuesta  por  el  artículo  1246,  ya  citado,  sino  al  contra- 
rio, hacía  más  necesario  el  cumplimiento  de  esa  obligación  para 
demostrar  que  no  se  trataba  de  un  abuso  cometido  al  dar  el  reci- 
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bo  al  carrero ;  siendo  de  notarse  que  la  entrega  de  las  pizarras 
concluyó  el  17  de  Enero  de  1884,  sin  que  hasta  la  fecha  en  que 
habla  (Marzo  3  del  mismo  año),  se  haya  pedido  reconocimiento 
alguno  en  cumplimiento  de  aquel  artículo. 

Que  es  así  mismo  inexacto  que  los  demandados  hayan  recono- 
cido justo  el  reclamo  de  Garibaldi,  pues  desde  el  primer  momento 
sostuvieron  que  no  pesaba  sobre  ellos  responsabilidad  alguna  • 

Hizo  presente,  por  un  otrosí,  el  representante  de  los  deman- 
dados, que  el  actor  no  había  podido  omitir  la  presentación  del  co~ 
nocimiento^  del  cual  debía  resultar  el  estado  en  que  se  cargaron 
las  mercaderías,  y  si  los  agentes  del  buque  estaban  facultados 
para  efectuar  el  desembarco,  constituyendo  este,  por  lo  mismo, 
una  continuación  del  viaje,  y  Srostuvo  que  la  presentación  de  di- 
cho conocimiento  era  impuesta  por  el  artículo  1211  del  Código 
de  Comercio,  y  por  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte.  (Serie 
1%  t.  8^pág.  171;  t.  1%  pág.  279;  t.  l^  serie  2%  t.  2«, 
pág.229). 


Fallo  del  JIuck  Federal 


Buenos  Aires,  Mayo  5  de  1886. 

Vistos  estos  autos  promovidos  por  D.  José  Garibaldi,  contra 
los  lancheros  Sres.  Medina  y  C",  por  daños  y  perjuicios  proce- 
dentes de  averías  causadas  en  mercaderías  de  propiedad  del  pri- 
mero. 

Besulta :  1^  Que  Garibaldi,  representado  por  el  Procurador 
1).  Rafael  González,  se  presentó  al  Juzgado  con  fecha  12  Je  Fe- 
brero de  1884,  manifestando : 

Que  el  vapor  Iniciativa,  venido  de  Genova  en  Enero  anterior, 
le  había  traído  59  bultos  marca  G.  G.,  entre  los  cuales  venían 
10  cajones  conteniendo  45  grandes  pizarras  para  escuelas,  las 


280  FALLOS  D£  LA  SUPREMA  CORTE 

cuales  recibidas  á  bordo  del  vapor  conductor,  en  perfecto  bxieti 
estado,  llegaron   lo  mismo  á  este  puerto,  según  declaración  es-^ 
crita  de  los  lancheros  Medina  y  C^^  dada  en  el  momento  de  le- 
cibirlos  para  desembarcarlos,  pero  no  le  fueron  entregados  eu 
la  misma  condición,  pues  délos  iO cajones,  5  Tenían  matexialy 
completamente  hechos  pedazos,  no  solo  en  su  contenido  sino  en 
las  cubiertas  mismas,  circunstancia  que  se  hizo  constar  en  el  re- 
cibo otorgado  al  carrero  conductor. 

Que  de  las  28  pizarras  rotas  en  los  10  cajones,  una  e^rak  de  i 
metro  25  centímetros   de  largo,  [cinco  de  1  metro   1 0,    once 
de  1  metro  70,7  once  de  2  metros,  todas  con  un  metro   de  an- 
cho 7  un  valor  total,  á  su  juicio,  de  mil  veintidós  peso^    xnone- 
da  nacional. 

Que  aunque  en  conferencia  particular  los  lancheros  sre cono- 
cieron la  justicia  del  reclamo  que  les  había  hecho  por  e^^SL  ave- 
ría, manifestáronle  que  no  pagarían  indemnización  algiK  xn.£k  pre- 
firiendo ser  demandados,  por  lo  que  ocurría  al  JuzgacL  o  enta- 
blando formal  demanda  contra  los  Sres.  Medina  y  C%  p.^x'fiqoe 
en  oportunidad  seles  condene  al  pago  de  la  suma  espresa  <Z  £^ ,  con 
sus  intereses  y  las  costas  del  juicio. 

2^  Que  los  demandados  contestaron,  á  foja  10,  que  en.  ^I  va- 
por Iniciativa  vinieron  efectivamente  los  BObultosenon^z^ifi-^íos, 
consignados  á  la  orden,  según  el  conocimiento,  en  cuyo  <3asoeI 
portador  de  él,  que  hace  despachar  las  mercaderías  y  psir^alos 
derechos  en  la  Aduana,  es  el  único  dueño  con  relación  á  te jt <3eTos. 

Que  en  esta  condición  se  encontraban  los  Sres.  Biaxmoliiy 
Costa  que  fueron  los  despachantes  de  esas  mercaderías,  y    Q,^^^ 
nes  se  entendieron  con  ellos  al  solo  efecto  de  que  remitieran  ios 
cajones  de  pizarras  á  D.  José  Garibaldi,  persona  estrañsk    p&ra 
ellos,  con  quien  no  habían  celebrado  contrato  alguno  para  la  des- 
carga, de  donde  se  desprende  jurídicamente  que  este  carece  de 
toda  acción  contra  ellos  derivada  de  un  contrato  de  trasporte*» 

Que  aún  admitiendo  la  existencia  entre  el  demandante  y  eJios 
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de  las  relaciones  de  derecho  que  nacen  del  contrato  de  trasporte, 
carecen  siempre  de  acción  para  demandarlos  por  los  danos  ó 
deterioros  que  habían  sufrido  las  mercaderías,  porque  para  que 
dicha  acción  exista  es  indispensable  y  esencial  que  dentro  del 
término  prescrito  por  el  artículo  1246  del  Código  de  Comercio 
se  haya  pedido  judicialmente  el  reconocimiento  y  estimación  del 
daño. 

Que  en  cuanto  á  los  hechos  espuestos  en  la  demanda,  debían 
rechazarlos  como  inexactos,  pues  no  era  cierto  que  5  cajones  vi- 
nieran materialmente  hechos  pedazos  y  que  esto  se  hiciera  cons- 
tar en  los  recibos  dados  á  los  carreros,  habiendo  venido  en  buen 
estado  y  sin  presentar  señales  externas  de  destrucción,  consig- 
nándose solo  en  uno  de  los  recibos  dados  á  los  carreros,  relativo 
á  3  cajones,  que  las  pizarras  estaban  rotas,  lo  que  sin  embargo 
no  exonera  absolutamente  del  deber  antes  mencionado,  por  lo 
que  pedían  el  rechazo  de  la  demanda,  con  costas. 

3^  Que  la  causa  fué  recibida  ú  prueba  por  el  auto  de  foja  17, 
para  que  se  justifique  el  origen  de  las  relaciones  jurídicas  en- 
tre actor  y  demandados  que  motivan  la  acción  deducida,  la  exis- 
tencia de  averías,  el  importe  de  estas ;  que  ellas  se  hicieron  cons- 
tar en  el  acto  de  la  entrega  de  los  bultos ;  cualquier  acto  que 
haya  interrumpido  el  curso  de  la  prescripción  de  la  acción, 
y  por  último,  quien  había  pagado  el  flete  álos  demandados;  ha- 
biéndose producido  por  parte  del  actor,  las  declaraciones  de 
foja  33  vuelta,  á  fojas  38  y  43,  las  posiciones  de  foja  94,  ab- 
sueltas  por  los  miembros  de  la  razón  social  demandada  y  el  in- 
forme de  foja  100  vuelta,  espedido  por  la  Aduana ;  y  por  parte 
de  los  demandados,  las  posiciones  de  foja  51,  absueltas  por  Ga- 
ribaldi  y  las  declaraciones  de  foja  67  á  foja  69,  prestadas  al 
tenor  del  interrogatorio  de  foja  66. 

Y  considerando  :  1^  Que  lo  primero  que  se  ha  negado  al  actor 
es  la  acción  para  demandar  á  los  lancheros  Sres.  Medina  y  C, 
por  indemnización  do  los  daños  ó  averías  que  dice  haber  sufri- 
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do  una  parte  de  las  mercaderías  qae  estos  desembarcaron  del 
vapor  Iniciativa^  de  modo  que  sa  principal  obligación  en  el  plei- 
to era  establecer  la  relación  jurídica  generadora  de  los  derechos 
y  obligaciones  respectivas  de  las  partes  litigantes,  conforme  á  lo 
resuelto  en  el  auto  de  prueba. 

2°  Que  además  de  que  en  la  demanda  no  se  establece  clara  y 
terminantemente  que  entre  actor  y  demandado  hubiese  mediado 
contrato  alguno  para  el  trasporte  de  las  mercaderías  en  cuestión, 
desde  á  bordo  del  vapor  Iniciativa  hasta  su  domicilio,  no  se  ha 
presentado  carta  defletameníioni  siquiera  el  conocimiento,  bajo 
el  cual  han  venido,  para  determinar  las  condiciones  en  que  se  ha 
hecho  el  trasporte  y  justificar  la  personalidad  ó  el  título  de  Gra- 
ribaldi  para  reclamar  de  los  lancheros  el  importe  de  las  averías 
que  aquellos  hubiesen  sufrido. 

3^  Que  por  el  contrario^  el  informe  espedido  por  la  Aduana  á 
foja  100,  constata  que  las  mercaderías  fueron  manifestadas  «  á 
la  orden  »  habiéndolas  despachado  los  señores  Bianchi  y  Costa, 
de  quienes  no  se  ha  presentado  documento  alguno  que  acredite 
la  cesión  de  sus  acciones  céntralos  lancheros,  no  siendo  segura- 
mente título  bastante,  el  hecho  de  haberse  mandado  descar- 
gar en  el  domicilio  del  demandante,  ni  la  declaración  que  dicen 
aquellos  haber  hecho  á  los  lancheros,  de  que  las  mercaderías  per- 
tenecían á  Garibaldi . 

4^  Que  por  parte  de  los  demandados  se  ha  afirmado  que  la  des- 
carga la  efectuaron  por  orden  directa  de  los  agentes  del  vapor 
Iniciativa^  á  mérito  déla  facultad  acordada  á  estos  en  el  cono- 
cimiento para  designar  lancheros,  hecho  que  se  ha  comprobado 
con  el  testimonio  de  los  mismos  agentes  Sres.  Lavarello  y  C*, 
foja  98,  quienes  además  han  confesado  tener  un  contrato  con  los 
Sres.  Medina  y  C',  con  dicho  objeto,  de  modo  que  el  trasporte 
en  las  lanchas  no  es  sino  una  prorogacion  del  contrato  de  fleta- 
mento,  de  donde  se  desprende  que  el  trasporte  en  las  lanchas 
es  un  hecho  creador  de  derechos  y  obligaciones  entre  los  lan- 
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choros  7  el  baque  mayor,  contra  qaien  únicamente  tendrían  ac- 
ción los  cargadores  ó  consignatarios  de  la  carga  no  mediando 
subrogación  espresa  ó  tácita  por  hechos  que  induzcan  á  esta- 
blecerla. 

5o  Que  admitiendo  la  procedencia  de  la  acción  instaurada  por 
Garibaldi  contra  los  lancheros,  resulta  que  ella  se  ha  extinguido, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  la  última  parte  del  artículo  i246 
del  Código  de  Comercio,  por  no  haberse  hecho  el  reconocimiento 
y  estimación  del  daño  ó  por  lo  menos,  pedido  judicialmente  es- 
tas diligencias  dentro  de  las  Teinticuatro  horas  siguientes  á  la 
entrega  de  los  efectos,  y  á  numerosas  decisiones  de  la  Corte 
Suprema  que  han  consignado  el  mismo  principio. 

6^  Que  aún  en  la  hipótesis  de  no  ser  rigurosamente  exacta  en 
el  caso  subjudtce  la  conclusión  precedente,  no  sería  menos  im- 
procedente la  demanda,  pues  el  actor  no  ha  probado  legalmen- 
te  en  el  término  do  prueba,  ni  la  existencia  del  daño  que  dice 
haber  sufrido  la  mercadería,  pues  no  es  prueba  legal  el  testimo- 
nio de  peones  ó  carreros  ó  peritos,  que  afirman  la  existencia  de 
rotaras  sin  determinar  su  importancia  y  la  causa  de  que  proce- 
de,  ni  tampoco  el  quantum^  ó  sea  el  valor  de  la  ayería,  como  es- 
taba mandado  en  el  auto  de  prueba,  resultando  por  el  contrario 
del  informe  de  la  Aduana  antes  recordado,  que  los  i  O  cajones  fue- 
ron manifestados  con  un  valor  de  cincuenta  pesos  nacionales,  lo 
que  demuestra  que  la  avería  de  una  pequeña  parte  de  su  conte- 
nido está  muy  lejos  del  valor  asignado  en  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  demás  concordantes  del  escrito  de 
foja  69,  fallo  :  absolviendo  á  los  Sres.  Medina  y  C',  de  la  de- 
manda de  foja  3  imponiendo  á  su  respecto  perpetuo  silencio  al 
actor.  Notifíqueie  original. 

Virgilio  M.  Tedin. 
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La  parte  de  G  aribaldi  interpuso  los  recursos  de   apelación  y 
nulidad,  que  le  fueron  concedidos  libremente. 

La  parte  de  Medina  apeló  también  por  la  no  condenación  en 
costas,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Espresando  agravios,  pidió  el  representante  de  Garibaldi  que 
se  revocase  la  sentencia.  Dijo: 

Que  á  la  inversa  de  lo  que  se  establece  en  los  cuatro  prime' 
ros  considerandos  de  la  sentencia,  el  demandante  había  pre* 
sentado  prueba  completa  de  sus  pretensiones. 

Que  no  había  en  la  demanda  la  oscuridad  que  se  le  impixtabSi 
pues  bien  claro  resalta  de  ella  que  la  indemnización  exigida,  se 
funda  en  un  contrato  verbal  entre  demandante  y  demandado  pa- 
ra el  trasporte  de  las  mercaderías,  desde  el  Iniciativa  á  la  casa 
de  Garibaldi  y  á  las  demás  que  él  indicó. 

Que  como  justificativo  del  título  invocado  por  el  demai:idante 
para  constituirse  en  tal,  además  de  la  manifestación  de  los 
despachantes  Bianchi  y  Costa,  reconocida  por  el  Juez,  da  liaber 
ellos  comunicado  á  los  lancheros  que  las  mercaderías  eirsLti  de 
Garibaldi,  y  de  las  declaraciones  de  los  testigos,  existe  l£k  con- 
fesión de  los  demandados  al  absolver  posiciones  y  especial zziente 
lo  que  en  esa  ocasión  espuso  el  socio  Medina,  contestando  á  la 
tercera  pregunta,  es  decir,  que  la  orden  de  descarga  fué  dada 
por  Garibaldi. 

Que  por  tanto,  de  la  misma  confesión  de  Medina,  qut^  de- 
muestra á  la  vez  el  perjurio  de  su  socio  Lemke,  dada  la  coki tes- 
tación de  este  á  la  misma  posición  3^*,  resulta  probado  el  ddf  echo 
de  Garibaldi  para  demandar  á  Medina  y  C'*,  y]para  exigirles  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  por  el  arfc:£cuIo 
163  del  Código  de  Comercio. 

Que  el  informe  espedido  por  la  Aduana  no  se  opone  í     esta 
conclusión,  sino  que  la  confirma,  pues  de    ese  informe  ap£& rece 
que  las  mercaderías  venían  á  la  órden^  perteneciendo  as:f ,  al 
que  tuviera  en  sus  manos  el  conocimiento,  no  habiendo      sido 
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Bianchi  y  Costa  otra  cosa  que  despachantes  de  Aduana^  esdecir, 
auxiliares  del  comercio,  que  nunca  6  casi  nunca  reúnen  la  cali- 
dad de  propietarios  délas  mercaderías. 

Que  resultando  de  autos  que  Bianchi  y  Costa  son  despachan- 
tes de  Aduana,  no  había  podido  el  Juez  convertirlos  en  consig- 
natarios y  comitentes  de  Medina  y  C^,  debiendo  tenerse  presen- 
te que  si  no  exhibió  el  conocimiento  que  la  sentencia  echa  de 
menos,  fué  porque  no  lo  creyó  necesario,  por  tratarse  de  un 
trasporte  terrestre,  pero  que  lo  tiene  en  su  poder  y  está  pronto 
á  presentarlo  si  se  le  ordena. 

Que  el  artículo  1246  del  Código  de  Comercio,  citado  por  el 
Juez  para  fundar  en  él  la  prescripción,  no  es  pertinente,  porque 
no  se  trata  de  un  contrato  de  trasporte  marítimo  ó  fluvial,  si- 
no de  uno  de  trasporte  terrestre  regido  por  el  capítulo  5"^,  título 
1®,  libro  4^  del  Código  de  Comercio. 

Que  es  este  capítulo  el  que  rije  el  caso,  no  solo  porque  el 
trasporte  se  efectuó  en  carros  por  las  calles  de  la  ciudad,  sino 
también  porque  el  artículo  190  (declara  aplicables  sus  disposi- 
ciones á  los  dueños,  administradores  y  patrones  de  lanchas, 
falúas,  balleneras  y  canoas. 

Que  siendo  esto  así,  la  demanda  queda  plenamente  justificada 
atenta  la  disposición  délos  artículos  163,  172  y  173  del  Códi- 
go de  Comercio. 

Que  el  término  de  24  horas  fijado  por  el  articulo  175  del  Có- 
digo para  el  reclamo  de  la  avería,  no  perjudica  la  demanda,  pues 
ese  artículo  salva  el  caso  de  que  en  la  parte  esterna  de  los  bul- 
tos se  vieran  señales  de  la  avería,  que  es  lo  que  pasa  en  estoca- 
se, y  por  eso  Garibaldi  se  resistió  primero  á  recibir  los  bultos  y 
solo  consintió  en  ello,  cuando  los  carreros  se  prestaron  á  que  en 
las  papeletas  se  hiciera  constar  la  rotura. 

Que  la  prueba  de  la  existencia  del  daño,  negada  en  el  sesto 
considerando,  se  encuentra  en  la  declaración  de  los  peones  que 
intervinieron  en  la  descarga,  en  el  recibo  que  los  demandados 
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dieron  al  capitán  del  Iniciativa,  espresandu  qae  los  bnltos  lia- 
bían  salido  de  abordo  en  prefecto  estado,  y  finalmente,  en  el 
que  Garibaldidió  álos  lancheros  y  cuya  existencia  ellos  han  re- 
conocido absolviendo  posiciones. 

Que  el  quantum  del  daño,  está  también  acreditado  con  la 
apreciación  pericial  presentada  en  autos. 

Fundó  el  recurso  de  nulidad  en  que  se  le  habían  notificado 
algunas  providencias  en  un  domicilio  que  no  era  el  sayo.  El 
demandante  constituyó  domicilio,  dice,  en  el  estudio  del  Br. 
Buiz  de  los  Llanos,  calle  Piedad  N^  278.  Mudado  este  estudio  i 
la  calle  Corrientes  N''  225,  las  notificaciones  se  hicieron  al  de- 
mandante en  este  nuevo  domicilio. 

Por  esta  causa,  agrega,  se  dio  por  contestado  en  rebeldía  su- 
ya (f .  39  vuelta),  el  traslado  que  se  le  confirió  del  escrito  de  la 
parte  demandada,  pidiendo  que  fuera  devuelto  como  producido 
fuera  del  término  de  prueba,  el  informe  pericial  relativo  al  valor 
délas  pizarras  rotas. 

Conferido  traslado,  lo  contestó  el  representante  de  los  deman- 
dados pidiendo  que  se  confirmase  con  costas  la  sentencia  ,  con  la 
modificación  relativa  á  las  costas  de  I*"  instancia  á  que  se  re- 
fiere su  apelación. 

Dijo:  que  la  espresion  de  agravios  no  había  conseguido  demos- 
trar la  existencia  de  relaciones  jurídicas  entre  el  demandante  j 
los  demandados,  y  á  este  respecto,  no  se  deduce  de  las  posicio- 
nes lo  que  el  apelante  pretende^  pues  los  dos  socios  demanda- 
dos han  afirmado  que  los  consignatarios  de  los  efectos  eran 
Bianchi  y  Costa,  de  quienes  recibieron  órdenes  para  llevarlos  á 
casa  de  Garibaldi. 

Que  todo  cuanto  se  dice  sobre  el  carácter  de  los  despachantes 
de  Aduana  es  impertinente,  pues  según  el  informe  de  esta,  las 
mercaderías  fueron  manifestadas  á  la  orden  y  despachadas  por 
Bianchi  y  Costa. 

Que  la  esplicacion  que  se  dá  sobre  la  no  presentación   del  co- 
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nocimiento,  es  inadmisible,  puesto  que  se  trata  en  este  caso  de 
averías  sufridas  en  la  continuación  del  fletamento,  y  tan  es  así, 
que  el  demandante  fundó  la  competencia  del  Juez,  precisamen- 
te de  que  se  trataba  de  un  contrato  concerniente  á  la  navega- 
ción y  al  comercio  mafftimo. 

Que  la  misma  circunstancia  do  tratarse  de  la  continuación 
del  fletamentOy  demuestra  contra  loque  se  sostiene,  laaplicabi- 
lidad  del  artículo  1246  del  Código  de  Comercio,  invocado  en  la 
demanda,  siendo  de  notar  que  si  se  tratara  de  un  trasporte  ter- 
restre, en  peor  caso  se  encontraría  el  apelante,  porque  los  artí- 
culos 175  y  siguientes  señalan  términos  más  breves  para  com- 
probar la  existencia  del  daño. 

Que  el  demandante  no  cumplió  ninguna  de  esas  disposiciones 
y  se  funda  hoy  en  un  dictamen  de  peritos  producido  año  y  me- 
dio después  de  los  hechos  que  se  alegan,  cuando  no  es  posible 
por  tanto,  ni  siquiera  tener  seguridad  respecto  de  la  identidad 
de  los  objetos,  siendo  además  de  notarse  que  ese  dictamen  fué 
presentado  mucho  después  de  vencido  el  término  de  prueba,  por 
cuya  razón  se  solicitó  por  el  representante  de  los  demandados 
su  rechazo  (f.  132). 

Que  el  recurso  de  nulidad  interpuesto  contra  la  sentencia, 
es  infundado :  1^  porque  las  causas  en  que  se  le  apoya  no  cons- 
tan de  autos;  2"^  porque  aunque  fueran  verdaderas,  se  trataría 
de  notificaciones  hechas  en  el  incidente  que  se  promovió  sobre 
rechazo  ó  no  agregación  del  dictamen  pericial  cuya  presenta- 
ción se  reputaba  estemporánea ;  3®  porque  los  demandados  no 
se  oponen  ya  á  que  ese  dictamen  permanezca  en  la  causa,  de  mo- 
do que  la  Suprema  Corte  pueda  tomarlo  en  consideración  por  lo 
que  justamente  valga,  y  4°  porque  dicho  incidente  no  tuvo 
resolución  alguna  y  el  dictamen  quedó  de  hecho  en  los  autos. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  2  de  1889. 

Vistos  y  considerando:  Qae  de  las  propias  afirmaciones  del 
demandante  como  de  los  testimonios  adacídos  por  su  parte^  re- 
sulta que  los  cinco  cajones  de  pizarras  á  que  se  refiere  la  deman- 
da, se  hallaban  en  el  momento  de  su  entrega,  esteriormente  des- 
truidos y  demostrando  desde  luego,  la  avería  de  los  objetos  en 
ellos  contenidos. 

Que  siendo  evidente  el  daño,  fué  deber  del  demandante  in- 
terponer su  reclamo  contra  los  demandados,  dentro  de  las  cua- 
renta y  ocho  horas  proscriptas  por  el  artículo  mil  doscientos 
cuarenta  y  seis  del  Código  de  Comercio,  si  se  reputaba  el  caso 
como  de  trasporte  marítimo,  y  dentro  de  los  términos  del  artí- 
culo ciento  setenta  y  cinco  del  mismo  Código,  si  se  consideraba 
el  regido  por  las  disposiciones  del  trasporte  terrestre,  con  arre- 
glo á  lo  preceptuado  por  el  artículo  ciento  noventa. 

Que  no  consta,  sin  embargo,  que  el  demandante  cumpliera 
con  reclamar  ni  aún  extrajudicialmeute  dentro  de  dichos  tér- 
minos, y  la  demanda  judicial  resulta  interpuesta  manifiesta- 
mente fuera  de  ellos. 

Que  no  ha  cumplido  tampoco  con  el  requisito  del  depósito 
prescripto  por  el  artículo  ciento  setenta  y  cuatro  del  Código  ci- 
tado, para  constatar  la  identidad  de  las  mercaderías  cuya  avería 
se  reclama. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  considerando 
quinto  de  la  seténela  apelada  de  foja  ciento  cuarenta  y  dos, 
que  hacen  innecesario  decidir  la  cuestión  promovida  por  los  de- 
mandados respecto  á  la  falta  de  relaciones  directas  de  derecho 
entre  ellos  y  el  demandante :  se  confirma  con  costas  dicha  sen- 
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tencia,  no  haciéndose  lugar  á  la  modificación  solicitada  por  la 
parte  de  Cruz  Medina  j  compañía,  en  cnanto  á  las  costas  de 
primera  instancia,  por  no  haber  mérito  para  ello ;  ni  al  recurso 
de  nulidad  interpuesto  por  el  demandante,  porque  aún  admitidas 
como  ciertas  las  causales  en  que  ae  funda,  ellas  no  afectan  en  na- 
da al  fondo  de  esta  resolución.  Notifíqnese  con  el  original,  j  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 


ÜLADISLAO  frías.  —  FEDEHICO 
IBÁRGÚREIf.  —  G.  S.  DE  LA 
TORRE. 


CAOBA    I<XX¥ 


D.  Gabriel  Arizzi  par  D.  Crisóslamo  Tapia  contra  D.  Cipriano 
A  rchimbaud;  sobre  resolución  tle  contrato  de  arriendo 

y  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1*  Espirado  el  término  del  arriendo,  es  inneee' 
sario  decidir  sí  es  6  no  el  caso  de  la  resoladon  del  contrato* 
2*  Beconoeido  por  el  arrendatario  el  pago  de  dos  anualidades 

T.  TI  19 
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del  arriendo  en  la  contestación  á  la  demanda,  no  es  admisible  la 
prueba  sobre  el  pago  de  nna  anualidad  mas,  sin  haberse  probado 
causa  alguna  justificada  de  error  en  su  primera  afirmación. 


Caso.  —  D.  Gabriel  Arizzi,  acompañando  un  contrato  de 
arriendo  de  un  campo  denominado  Santo  Domingo,  hecho  por 
D.  Crisóstomo  Tapia,  argentino,  como  propietario,  y  D.  Cipriano 
Archimbaud,  estrangero,  como  arrendatario,  á  razón  de  150  pe- 
sos al  año,  en  i5  de  Mayo  de  i883,  y  alegando  que  habian  pasa- 
do cuatro  años  y  tres  meses,  sin  haber  pagado  Archimbaud  mas 
que  las  dos  primeras  anualidades,  demandó  á  este  para  que  se 
declarara  rescindido  el  contrato,  y  se  le  condenara  al  pago  de 
231  pesos,  48  centavos,  m/n.  é  intereses,  al  de  daños  y  per- 
juicios y  á  las  costas. 

Conferido  traslado  al  apoderado  de  Archimbaud,  D.  Delfin 
López,  contestó  que  era  cierto  que  no  habian  sido  abonadas  las 
dos  anualidades  que  decia  la  demanda,  pero  que  el  Sx.  Tapia 
era  deudor  de  Archimbaud  por  efectos  y  dinero  sacado  de  su 
casa  de  negocio,  de  la  Estación  Frias,  de  la  suma  de  513  pesos 
66  centavos;  por  lo  que,  descontando  los  300  pesos  que  le 
debia  Archimbaud  por  arriendos  de  los  últimos  dos  años,  que- 
daba su  deudor  por  213  pesos ;  que  por  esto,  y  porque  Tapia 
no  le  habia  cobrado,  ni  sabia  Archimbaud  donde  encontrarle  en 
los  últimos  dos  años  que  se  habla  ausentado,  cree,  á  Catamar- 
ca,  pedia  se  rechazara  la  demanda,  y  se  le  condenara  al  pagó 
de  213  pesos  á  cuyo  efecto  lo  reconvenía,  con  mas  las  costas 
del  juicio. 

Conferido  traslado  de  la  reconvención.  Tapia  contestó  pi- 
diendo su  rechazo. 

Dijoque  nada  le  debía ;  que  por  contrario,  Archimbaud  le  de- 
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bía  por  acarreo  de  maderas  una  regular  suma,  por  la  cual  le 
babia  demandado  en  otro  juicio  ante  el  juez  de  paz  de  la  Esta- 
ción Frias ;  que  en  esa  demanda  no  le  ha  opuesto  la  deuda  de 
513  pesos  61  centavos,  que  dice,  porque  no  existe,  y  lo  que  él 
le  ha  podido  deber,  se  lo  habia  descontado  en  los  vales  de  acar- 
reo ;  que  no  debía  confundirse  este  juicio,  con  el  de  las  cuentas 
entre  Tapia  y  la  casa  de  comercio  de  Archimbaud,  que  se  hallan 
deducidas  en  el  seguido  ante  el  juez  de  paz ;  y  que  no  es  cierto 
no  le  haya  requerido  por  el  pago  de  los  arriendos,  pues  preci- 
samente por  no  haber  satisfecho  sus  cobranzas,  es  que  se  ha 
decidido  á  demandarle  por  la  rescisión  del  arriendo  y  pago  de 
los  alquileres. 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Santiago,  Enero  26  de  1888. 

Vistos :  los  autos  seguidos  por  D.  Grabriel  Arizzi,  en  represen- 
tación de  D.  Crisóstomo  Tapia,  contra  D.  Cipriano  Archimbaud, 
por  cobro  de  la  cantidad  de  doscientos  treinta  y  un  pesos  con 
cuarenta  y  ocho  centavos  nacionales,  provenientes  de  arrenda- 
mientos vencidos  y  por  rescisión  del  contrato  de  arrendamiento; 
de  su  estudio  detenido  resulta,  que  con  fecha  15  de  Mayo  de 
1883  celebraron  los  señore  Crisóstomo  Tapia  y  Cipriano  Ar- 
chimbaud,  el  contrato  de  locación  que  corre  áfoja  1  por  el  térmi- 
no de  seis  años  y  á  razón  de  ochenta  y  seis  pesos  setenta  y  un 
centavos  nacionales  por  año,  bajo  las  condiciones  y  demás  cláu- 
sulas estipuladas  á  fojas  1  y  2.  Que  según  lo  afirma  Arizzi  por 
Tapia  en  su  escrito  de  demanda,  estando  ya  vencidas  cuatro 
anualidades,  solo  dos  pagó  Arohimbaud,  adeudando  las  dos 
restantes  mas  ocho  meses ;  y  fundándose  en  esta  circunstancia 
y  en  la  disposición  del  artículo  1579  del  Código  Civil,  venia  á 
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pedir  la  resolución  del  contrato,  con  indemnización  de  pérdidas 
é  intereses.  Contestando  la  demanda  Archimband  afirmó  que 
era  cierto  qae  adeudaba  á  Tapia  lo  que  le  cobraba  y  que  si  no 
le  habia  pagado  era  porque  este  le  era  deudor  de  mayor  suma  y 
porque  ademas  ignoraba  su  paradero ;  deduciendo  en  consecuen- 
cia, reconvención  contra  aquel  por  la  suma  de  ciento  veintitrés 
pesos  cuarenta  y  ocho  centavos  nacionales ;  no  siendo  en  conse- 
cuencia, procedente  la  resolución  del  contrato.  Que  corrido 
traslado  de  la  reconvención  á  Tapia,  este  espuso  que  eran  falsos 
los  hechos  alegados  por  Archimband ;  siendo  preciso  tener  ea 
vista  que  se  trataba  de  asuntos  enteramente  distintos,  en  este 
juicio  y  en  el  otro  relativo  al  cobro  de  pesos.  Que  dada  la  confe- 
sión hecha  por  la  parte  de  Archimband,  al  contestar  la  deman- 
da, reconociendo  que  adeudaba  mas  de  dos  mensualidades,  exis- 
tia ya  la  base  necesaria  para  declarar  procedente  la  resolución 
del  contrato  de  arrendamiento.  Que  si  algunas  cuentas  existían 
entre  Tapia  y  Archimbaud,  ellas  eran  materia  de  juicio  distinto. 
Abierta  la  causa  á  prueba  y  debiendo  ella  versar  sobre  la  can- 
tidad por  qué  reconvenia  Archimband,  este  produjo  las  declara- 
ciones que  corren  de  foja  64  á  foja  65,  y  á  fojas  71,  77  á  79, 
con  mas  la  confesión  de  Tapia  corriente  á  foja  58  y  foja  i 01 . 
De  estas  declaraciones  resulta  que  Tapia  adeudaba  sumas  de  di- 
nero á  Archimbaud  por  mercaderías  de  que  se  proveía  de    su 
casa  de  negocio,  cosa  que  Tapia  reconoce,  pero  de  que  no  hace 
mérito  en  este  juicio,  por  cuanto,  comees  cierto,  existe  otro 
juicio  entre  los  mismos  por  cobro  de  pesos,  el  cual  ha  sido  fa- 
llado condenando  á  Archimbaud  al  pago  de  la  suma  de  dos  mil 
cuatro  cientos  sesenta  y  ocho  pesos,  ochenta  y  seis  centavos 
nacionales,  con  mas  las  costas  del  juicio.  Además  de  que   Ar- 
chimbaud reconoce  en  su  absolución  de  posiciones  del  referido 
juicio,  de  que  no  confundia  el  asunto  del  cobro  de  arrendamien- 
tos con  el  referente  al  acarreo  de  maderas,  del  que  resultaba 
cuentas  pendientes  entre  ambos.  Y  considerando:  que  en  la  con* 
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testación  á  la  demanda,  Archímbaud  confiesa  ser  cierto  que 
adenda  á  Tapia  dos  anualidades,  mas  ocho  meses  por  arrenda- 
miento. Que  por  tanto,  existe  la  base  jurídica  necesaria  para 
declarar  procedente  la  aplicación  del  artículo  1579  del  Código 
Civil,  respecto  de  la  resolución  del  contrato  de  locación.  Que 
entre  la  confesión  y  las  declaraciones  contradictorias  de  fojas... 
es  sin  duda,  mas  digna  de  fé,  la  confesión  de  fojas. ..  Por  tanto,  y 
definitivamente  juzgando,  fallo  que  debo  declarar  como  declaro, 
procedente  la  resolución  del  contrato  de  locación  existente  entre 
Tapia  y  Archimbaud,  sin  especial  condenación  en  costas;  de- 
l)iendo  abonarse  las  anualidades  adeudadas,  con  los  intereses 
legales  desde  la  fecha  en  que  debieron  ser  abonadas  respectiva- 
mente. Asi  lo  pronuncio  y  mando  en  mi  despacho^  fecha  ut  su- 
pra. 

Hágase  saber  con  el  original,  previa  reposición  de  sellos  y 
archrívese  este  expediente,  caso  de  no  ser  recurrida  esta  sen- 
tencia. 

P.  Olaechea  y  Alcor ta. 


Falto  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1889 . 

Vistos :  Habiendo  ya  espirado  el  término  del  arriendo  cele- 
brado entre  los  interesados,  lo  cual  hace  innecesaria  la  decisión 
de  la  cuestión  de  rescisión  del  contrato. 

T  considerando  por  lo  que  respecta  al  cobro  del  valor  de  los 
arrendamientos  y  reconvención  del  demandado : 

Que  este  último  ha  reconocido  esplícitamente  en  la  contesta- 
ción ala  demanda,  adeudar  al  demandante  el  valor  de  las  anua- 
lidades demandadas,  oponiendo  solamente  no  estar  obligado  á 
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abonarlas,  por  ser  acreedor  del  demandante  de  mayor  suma,  por 
mercaderías  fiadas  y  dinero  prestado. 

Qae  no  son  bastantes  á  destruir  el  mérito  de  tal  reconoci- 
miento, las  declaraciones  de  fojas  sesenta  y  cuatro  y  setenta  y 
una,  en  que  se  afirma  haber  el  demandado  abonado  al  deman- 
dante una  anualidad  mas  de  las  reconocidas  en  la  contestación, 
pues  ni  se  ha  alegado  formalmente  y  en  oportunidad,  tal  abono 
por  el  primero,  ni  se  ha  justificado  tampoco,  por  el  mismo,  cansa 
alguna  justificada  de  error  en  su  primera  afirmación. 

Que  no  se  ha  comprobado,  finalmente,  por  parte  del  deman- 
dado, otro  crédito  contra  el  demandante,  que  el  resultante  deles 
vales  reconocidos  por  este  último  y  que  corren  de  fojas  cuarenta 
y  tres  á  cincuenta  y  cuatro,  ascendiendo  en  su  yalor,  con  ex- 
cepción del  de  foja  cincuenta  y  una,  que  es  por  cantidad  líquida, 
á  la  suma  de  doscientos  trece  pesos  un  real  moneda  boliviana. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  el  demandado  es  deu- 
dor y  está  obligado  al  abono  en  favor  del  demandante,  conforme 
á  lo  solicitado  en  la  demanda,  del  valor  de  las  anualidades  en  ella 
mencionadas  y  demás  que  se  hayan  devengado  posteriormente, 
siéndolo  á  su  vez  el  demandante  en  favor  del  demandado  del 
valor  de  los  documentos  precitados  de  fojas  cuarenta  y  tres  á 
cincuenta  y  cuatro,  debiendo  ambos  créditos  compensarse  en  la 
parte  líquida  y  hasta  el  alcance  del  inferior,  y  abonarse  la 
diferencia  con  sus  intereses  á  estilo  de  Banco,  desde  el  dia  de  la 
notificación  de  la  demanda,  quedando  en  esta  forma  modificada 
la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  veintisiete,  sin  especial  con- 
denación en  costas  por  no  haber  mérito  para  ello.  Repónganse 
los  sellos  y  devuélvanse. 

benjamín  VIGTORIGA.  —  ULÁDISLAO 
FRUS  .  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
C.  S.  DE  LA  TORRE. — LUIS  V.  VÁ- 
RELA. . 
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CAVSA  liXXTI 


Donjuán  Terrarossa,  Capitán  del  buque  ^Michele^,  centra 
P.  Omarini  Hermanos;  sobre  cobro  de  estadías 


Sumario.  —  1°  No  es  responsable  por  estadías,  el  que  no  se 
ha  obligado  por  contrato,  ni  aparece  haberlas  causado  por  omi- 
sión 6  hecho  propio. 

2»  Guando  el  demandante  no  ha  tenido  razón  para  litigar, 
debe  pagar  las  costas  del  jaicio. 


Caso.  —  En  19  de  Marzo  de  1884,  compareció  al  Juzgado 
Don  Eduardo  Haynes,  por  el  capitán  del  buque  Michele,  Don 
Oíovanni  Terrarossa,  esponiendo : 

Qne  el  6  de  Agosto  de  1883,  fué  fletado  en  Cardiff  el  mencio- 
naco  buque  para  conducir  desde  ese  puerto  hasta  el  del  Rosario 
(Santa  Fé),  un  completo  cargamento  de  carbón  de  piedra,  el 
cual  sería  entregado  á  quien  se  presentara  á  reclamarlo  con 
el  correspondiente  justificatiTO  de  propiedad,  según  consta  del 
contrato  de  fletamento  que  en  idioma  inglés  acompañó  (f .  2). 

Que  según  este  mismo  documento,  la  descarga  debía  efectuar- 
se á  razón  de  no  menos  de  35  toneladas  diarias,  en  dias  hábiles. 
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Ó  sea  en  i9  días,  paes  el  buque  condujo  660  toneladas  de  car- 
bón, empezando  ellos  á  correr  desde  las  24  horas  siguientes  al 
dia  en  que  el  capitán  diera  aviso  á  los  dueños  de  la  carga  de  es- 
tar listo  para  la  entrega. 

Que  se  estipuló  así  mismo,  que  se  abonaría  al  capitán  por  ca- 
da dia  de  demora  en  el  recibo  de  la  carga,  cuatro  peniques  por 
tonelada  de  registro,  6  sea  diez  libras  esterlinas ,  diez  y  seis 
chelines  y  ocho  peniques  diarios. 

Que  llegado  fíl  buque  al  Rosario  el  dia  4  de  Enero  de  1884, 
el  7  del  mismo  se  dio  aviso  &  Don  Jaime  J.  van  Oppen,  tenedor 
del  conocimiento,  para  que  procediera  á  recibir  la  carga,  pre- 
viniéndole que  debía  efectuarlo  dentro  de  los  espresados  térmi- 
nos, pero  habiendo  dicho  señor  transferido  el  conocimiento  ¿  los 
señores  Omarini  Hermanos,  no  se  presentó  á  recibir  la  carga, 
por  cuya  razón  se  formuló  la  protesta  que  acompaño. 

Que  los  nuevos  dueños  del  cargamento,  á  pesar  de  tener  cono- 
cimiento de  que  el  buque  estaba  listo  para  entregarlo,  princi- 
piaron á  recibirlo  recien  el  15  del  citado  mes  de  Enero,  no  ha- 
biendo terminado  esa  operación  hasta  el  27  de  Febrero,  de  mane- 
ra que,  debiendo  la  descarga  efectuarse  en  19  dias  hábiles  con- 
tados desde  el  siguiente  al  del  aviso  de  estar  el  buque  pronto 
para  verificarla,  ha  debido  ella  principiar  el  8  de  Enero  y  ter- 
minar el  31  del  mismo,  según  el  certificado  de  la  Aduana  que 
acompaña. 

Pero  habiendo  concluido  la  descarga  el  27  de  Febrero,  se  han 
causado  27  dias  de  sobreestadías  á  cargo  de  los  señores  P. 
Omarini  Hermanos,  las  cuales,  á  razón  de  10  libras,  16  chelines 
y  8  peniques  diarios,  hacen  la  suma  de  libras  292.10,  equivalen- 
tes á  1574  pesos  con  86  centavos  moneda  nacional  oro. 

Que  no  habiendo  conseguido  que  dichos  señores  abonen 
amistosamente  esta  cantidad^  entabla  contra  ellos  la  presente 
demanda,  pidiendo  que  en  definitiva  se  condene  &  aquellos  á  su 
pago  con  intereses  y  costas. 


DE  JÜSTIGU  NACIONAL  297 

Posteriormente  y  antes  de  ser  contestada  la  demanda,  el  ac- 
tor modificó  esta,  limitando  la  suma  reclamada  á  la  de  823  pe- 
sos fuertes  08  centavos,  espresando : 

Que  al  verificar  el  cálculo  del  importe  de  las  estadías,  que  se- 
gún el  contrato  de  fletamento  debían  abonarse  á  razón  de  4  pe- 
niques por  tonelada  de  registro  del  buque,  consideró  equivoca- 
damente, que  este  era  de  650  toneladas,  siendo  así  que  solo  es  de 
375,  por  cuya  razón  la  suma  que  debe  cobrar  y  cobra  es  la  de 
823  pesos  fuertes  8  centavos,  equivalentes  á  850  pesos,  con  54 
centavos. 

En  el  referido  contrato  de  fletamento  acompañado  con  la  de- 
manda, cuya  traducción  al  castellano  se  hizo  por  peritos  nom- 
brados por  las  partes,  se  espresa: 

Que  en  6  de  Agosto  de  1883,  en  Cardiff,  se  ha  convenido  en- 
tre Fratelli  Mortola,  del  buque  Michele,  de  porte  de  650  tonela- 
das más  ó  menos,  y  Poin  Destre  y  Mesnier  comerciantes  y  fle- 
tadores, que  dicho  buque  conducirá  un  completo  cargamento  de 
carbón  de  piedra,  que  noescederáde  650  toneladas  más  6  menos 
con  destino  al  Bosario  6  San  Nicolás,  según  sea  ordenado  al  fir- 
marse los  conocimientos,  y  descargará  allí  en  cualquier  anclaje, 
al  costado  de  cualquier  lancha,  depósito,  muelle,  arsenal,  vapor 
6  buque  de  depósito  ú  otra  parte  cualquiera,  todas  ó  uno,  como 
sea  ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores  y  de  conformidad 
con  los  conocimientos. 

Que  la  descarga  se  efectuará  á  razón  de  35  toneladas  por  dia 
hábil,  permitiéndolo  el  tiempo. 

Que  €  las  estadías  á  más  de  los  dichos  días  de  descarga,  á  ra- 
zón de  4 peniques  por  tonelada  de  registro  por  dia>. 

Que  todo  aviso  y  esplicacion  requerida  por  este  contrato, 
dado  por  el  patrón,  será  por  escrito,  y  no  comenzará  á  contar 
hasta  después  de  pasar  veinte  y  cuatro  horas  de  ser  entregado. 

Que  la  pena  para  el  caso  de  falta  de  cumplimiento  del  con- 
trato, será  la  suma  estipulada  para  el  flete. 
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Que  el  buque  será  consignado  á  los  agentes  de  los  fletadores 
en  el  estranjero,  y  la  carga  será  tomada  del  costado  de  aquél, 
por  cuenta  y  riesgo  de  los  comerciantes. 

Que  la  responsabilidad  de  Foin  y  Destre  y  Mesnier  acerca  de 
todos  asuntos  y  cosas,  después  de  cargada  dicha  carga,  cesará 
completamente  á  todos  respectos,  una  vez  pagado  el  adelanto  j 
sobreestadías,  si  hubiese^  estando  convenido  que  el  patrón  ten- 
drá derecho  de  detener  la  carga  por  flete  y  sobreestadías. 

Este  contrato  está  suscrito :  por  autorización,  Ferrari,  Mor- 
tola  y  Compañía;  por  procuración,  Poin,  Destre  y  Mesnier ;  co- 
mo agente,  H.  Boberts,  y  tiene  la  atestación  de  Ferrari,  Morto- 
la  y  Compañía,  de  ser  copia  fiel. 

En  la  referida  protesta  del  capitán  del  Michele^  Don  Juan 
Terrarossa,  formulada  en  el  Rosario,  á  i4  de  Febrero  de  1884, 
ante  el  escribano  Don  Jacinto  Correa,  espresó  dicho  capitán  : 

Que  el  día  7  de  Enero  del  citado  año,  entró  al  puerto  del  Ro- 
sario con  su  buque  con  un  cargamento  de  carbón  consignado  á 
la  orden  y  el  mismo  día  dio  aviso  á  los  señores  van  Oppen,  tene- 
dores del  conocimiento,  para  que  recibieran  la  carga  en  el  tér- 
mino de  19  dias,  á  razón  de  35  toneladas  diarias,  según  el  con- 
trato de  fletamento  que  obra  en  su  poder. 

Que  dichos  señores  no  han  cumplido  con  recibir  la  cantidad 
de  carga  diaria,  ni  han  tenido  en  cuenta  el  plazo  fijado  para  re- 
cibirla toda,  de  modo  que,  á  pesar  de  los  dias  extraordinarios 
ya  trascurridos,  quedan  á  bordo  200  toneladas  de  carga,  si  bien 
es  cierto  que  se  le  ha  ofrecido  arreglar  estas  diferencia,  supo- 
niendo además  el  esponente,  que  la  carga  no  pertenece  á  los  men- 
cionados señores,  sino  á  los  señores  P.  Omarini  y  Hermanos,  de 
la  plaza  citada. 

Que  en  virtud  de  lo  espuesto  y  en  salvaguarda  de  sus  dere- 
chos, protesta  contra  los  señores  van  Oppen,  y  quien  más  corres- 
ponda, por  las  estadías  y  sobreestadias  (contraestadías,  dice) 
que  á  causa  de  lo  espuesto  se  le  irrogen  al  esponente  y  al  baque 
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y  los  daños  y  perjuicios  que  puedan  sobrevenir,  reservándose  las 
acciones  que  le  competan  para  asarlas  en  la  forma  qne  le  con- 
venga, pidiendo  al  autorizante  que  lo  haga  saber  á  quien  cor- 
responda . 

Corrido  traslado  de  la  demanda  y  después  de  resuelto  un  in- 
cidente sobre  falta  de  personería  en  el  apoderado  del  demandan- 
te, defectos  legales  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  falta 
de  arraigo  en  el  juicio,  Don  Antonio  Hernández^  en  represen- 
tación de  los  señores  Pedro  Omarini  Hermanos,  evacuando  el 
traslado  conferido,  pidió  se  desechara  la  demanda,  con  imposi- 
ción de  costos  y  costas  al  actor  por  ser  ella  improcedente  é  in- 
justa. Dijo: 

Que  la  presente  cuestión  debió  terminar  en  vista  de  las  razo- 
nes invocadas  por  sus  representados,  al  deducir  sus  excepciones 
á  la  demanda,  para  no  reconocer  contratos  que  no  les  conciernen 
y  cuyas  bases  les  son  tan  desconocidas  como  los  contrayentes 
que  se  designan,  pero,  habiéndose  empeñado  la  demanda  en  ha- 
cer pesar  sobre  aquellos  responsabilidades  agenas  y  hechos  abu- 
sivamente supuestos,  debe  demostrar  la  temeridad  y  completa 
falta  de  derecho  en  que  se  funda. 

Qne  se  omite  en  ella  espresar  con  claridad  las  condiciones  en 
que  se  celebró  el  fletamento  del  buque,  así  como  los  nombres  de 
los  contratantes,  lo  que  es  esencial  para  la  validez  del  contrato. 

Que  al  enunciarse  que  se  dio  aviso  á  los  señores  van  Oppen, 
de  la  llegada  del  buque,  no  se  espresa  quién  ni  en  qué  fecha  se 
les  dio  el  aviso,  ni  se  dice  quien  les  presentó  el  conocimiento 
para  la  descarga,  aseverándose  falsamente  que  ese  documento 
había  sido  transferido  á  los  señores  F.  Omarini  Hermanos. 

Que  es  asimismo  falso  que  estos  señores  hayan  sido  morosos 
en  el  recibo  de  la  carga,  pues  dieron  principio  á  él  en  cuanto  el 
buque  atracó  ala  barraca,  el  dia  i5de  Enero,  pudiendo  haber 
recibido  doble  cantidad  de  carga  en  menos  tiempo  si  hubiera 
habido  disposicion|en  entregársela  por  parte  del  capitán. 
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Que  lo  sucedido  al  respecto  ha  sido  :  que  estando  Omarini 
Hermanos  recibiendo  en  su  barraca  el  carbón  por  caenta  de  los 
señores  van  Oppen,  convinieron  con  el  capitán  en  cambiar  el 
panto  de  la  descarga,  por  el  interés  que  había  para  este  en  que 
le  dieran  carga  de  retorno. 

Que  el  contrato  ó  supuesto  contrato  de  fletamento  acompa- 
ñado con  la  demanda  es  solo  una  fórmula  de  póliza  general 
para  los  fletamentos,  que  adolece  de  reformas,  testadoras  y  en- 
mendaturas  en  los  números  y  carece  del  nombre  y  domicilio  del 
capitán,  que  es  la  primera  condición  que  debe  tener  para  su  va- 
lidez (inciso  l°,art.  1186,  C.  de  C.)  y  de  las  ñrmas  auténticas 
del  fletante  y  fletador  y  del  agente,  siendo  todas  personas  des- 
conocidas. 

Que  ha  sido  presentado  por  el  capitán  Don  Giovanni  Terraro- 
sa,  según  el  poder  de  fojal,  y  escrito  de  demanda,  ó  sea  Don 
Juan  Terrarossa,  según  la  protesta  sin  poderse  saber  al  fin,  el 
verdadero  nombre  del  capitán  del  buque  Michele;  y  por  consi- 
guiente, según  lo  prescrito  por  el  artículo  1189,  la  póliza  en 
cuestión  no  tiene  valor  alguno. 

Que  asimismo,  carece  de  valor  legal  contra  Omarini  Hermanos, 
la  referida  protesta  formulada  por  el  capitán  del  Michele,  pnes 
no  se  espresa  en  ella  desde  cuándo  ni  por  quién  se  dio  aviso  á 
aquellos  para  que  recibieran  el  carbón  que  se  les  entregó  por 
cuenta  de  los  señores  van  Oppen,  ni  se  dice  tampoco  que  tuvie- 
ran ellos  conocimiento  personal  y  fueran  responsables  de  las 
condiciones  del  fletamento,  no  alterando  en  nada  las  condicio- 
nes del  contrato  de  con\pra-venta  que  celebraron  con  los  seño- 
res van  Oppen,  la  suposición  en  la  protesta  de  qne  el  cargamen- 
to pertenecía  á  P.  Omarini  Hermanos. 

Que  como  el  conocimiento  ha  debido  ser  devuelto  al  capitán 
del  Michele  con  el  recibo  de  la  carga  otorgado  por  los  señores 
van  Oppen  (art.  1212  C.  de  C),  el  demandante  ha  tenido  la  cer- 
tidumbre, antes  de  deducir  su  acción,  que  aquel  no  había  sido 
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endosado,  como  lo  asevera,  á  los  demandados,  y  qae  no  eran  es- 
tos los  responsables  del  cumplimiento  de  lo  estipulado  ni  de  los 
efectos  de  la  protesta  del  capitán. 

Que  ha  sido  intencionalmente  que  se  ha  omitido  presentar  el 
ejemplar  original  del  conocimiento,  como  lo  prescribe  el  artí- 
culo 1211  del  Código  de  Comercio,  bajo  pena  de  no  admitirse 
sin  ese  requisito  acción  alguna,  pues  como  él  ha  debido  ser  pre- 
sentado por  el  cargador  al  capitán,  y  ser  devuelto  á  este  con  el 
recibo  del  consignatario,  según  lo  prescriben  los  artículos  1202 
y  1212  del  Código  de  Comercio,  se  habría  evidenciado  quien  es 
el  responsable  de  su  cumplimiento  y  no  se  habria  podido,  por 
lo  tanto,  responsabilizar  á  otras  personas,  como  se  pretende  con 
sus  representados  Omarini  Hermanos. 

Que  á  estos  no  les  es  dado  contestar  respecto  de  la  fecha  en 
que  el  capitán  del  Michele  dio  el  aviso  de  la  llegada  del  buque 
á  los  señores  van  Oppen,  pues  no  tienen  formal  constancia  de 
ello,  constándoles  únicamente  que  el  15  de  Enero  de  1884,  atra- 
có el  buque  á  la  barraca  de  ellos  y  principió  la  descarga,  hasta 
el  4  ó  6  de  Febrero,  que  dejó  ese  punto  por  convenio  con  el  capi- 
tán y  pasó  á  concluirla  á  los  muelles  y  graneros,  en  lo  que 
perdió  varios  dias. 

Que  contando  los  dias  trascurridos  desde  el  15  de  Enero  hasta 
el  6  de  Febrero  y  deduciendo  los  feriados,  resulta  que  no  al- 
canzan á  los  19  dias  en  que  dice  el  demandante  debía  entregar 
el  cargamento,  y  si  no  se  recibió  el  doble  ó  triple  de  carga  en 
menos  tiempo,  fué  por  la  poca  diligencia  del  capitán,  pues  ha- 
l)ía  disposición  para  recibirla,  bastando  conocer  que  se  recibía 
en  tierra,  por  planchada,  para  comprender  que  el  capitán  no 
hizo  la  entrega  con  más  brevedad  por  su  propia  voluntad. 
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Pallo  del  Jíues  Pedcml 


Rosario,  Marzo  17  de  1887. 

Y  vistos :  estos  autos  iniciados  por  el  capitán  de  baque  Mi— 
chele,  contra  los  señores  P.  Omarini  Hermanos,  por  cobro  de 
estadías,  de  los  cuales  resulta : 

i^  Que  el  demandante  con  el  contrato  de  fletamento  de  foja 
2,  y  el  certificado  y  protesta  de  fojas  3  y  4,  funda  su  acción  en 
el  hecho  de  haberse  demorado  la  descarga  del  buque  de  su  man- 
do llegado  á  este  puerto  con  cargamento  de  carbón,  un  espacio 
de  tiempo  mayor  de  diez  y  nueve  dias  de  aquel  que  fué  conveni- 
do, pues  siendo  la  carga  porteada  de  seiscientas  sesenta  tonela- 
das, según  el  contrato  de  fletamento,  dicha  descarga  debía  efec- 
tuarse á  razón  de  no  menos  de  treinta  y  cinco  toneladas  por  día 
en  el  trascurso  de  diez  y  nueve  dias  para  la  completa  descarga, 
mientras  que  se  habían  empleado  en  ella,  veinte  y  siete  á  más  de 
los  diez  y  nueve,  y  los  mismos  qae  según  el  mencionado  contra- 
to de  foja  2,  y  en  calidad  de  sobreestadías  debían  serle  abona- 
dos al  capitán  á  razón  de  cuatro  peniques  por  tonelada  de  regis- 
tro por  cada  un  dia,  haciendo  la  suma  total  de  ochocientos 
veinte  y  tres  pesos,  con  ocho  centavos  fuertes,  6  sean  ochocien- 
tos cincuenta  pesos  y  cincuenta  y  cuatro  centavos  nacionales, 
por  los  cuales  interponía  esta  demanda. 

2""  Que  el  capitán  en  7  de  Enero  de  1884,  dio  aviso  de  su 
llegada  á  Don  Jaime  Yan-Oppen  é  Hijos,  por  se  restos  los  tene- 
dores del  conocimiento  espedido  á  la  orden,  y  por  estar  así  con- 
venido en  el  mismo,  sin  que  estos  ocurrieran  á  recibirse  del 
cargamento. 

3°  Que  dicho  Don  Jaime  Van-Oppen  ó  Hijos,  vendieron  el  car- 
gamento porteado  por  el  Michele,  á  Omarini  Hermanos,  justi- 
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ficándose  esta  yenta  con  el  documento,  cuya  copia  reconocida, 
corre  á  foja  78  vuelta,  y  dice  así: 

<  Hemos  vendido  á  los  señores  F.  Omarini  y  Compañía,  por 
orden  y  cuenta  de  los  señores  Fortalis  Fréres,  Carbonnier  y 
Compañía,  de  Buenos  Aires,  un  cargamento  de  (660)  seiscientas 
sesenta  toneladas  carbón  de  piedra,  al  precio  de  (p.  f.  il  Vs) 
once  y  octavo  patacones,  por  tonelada  de  (1016)  mil  diez  y  seis 
kilos,  firmando  pagarés  áseis  meses  de  plazo. 

€  Cargamento  de  carbón  Cardif f,  por  Michele. 

«  Rosario,  26  de  Diciembre  de  1883. 

c  Van-Opper  y  C*.  > 

4""  Contestada  la  demanda  con  los  escritos  respectivos,  se 
aduce  que  el  contrato  de  fletamento,  por  no  ser  original  y  sus 
muchas  emendaduras,  no  tiene  valor  legal. 

5^  Que  el  conocimiento  no  fué  transferido  á  Omarini  Her- 
manos, ni  estos  quedaron  subrogados  alas  obligaciones  conteni- 
das en  él,  siendo  solo  simples  compradores  del  artículo,  sin  res- 
ponsabilidad alguna  hacia  el  capitán. 

6^  Que  además,  si  la  descarga  no  se  había  efectuado  con  ma- 
yor prontitud,  esto  había  sucedido  por  la  sola  negligencia  del 
capitán  en  la  entrega  de  la  carga. 

7^  Que  abierta  la  causa  á  prueba,  se  prodajo  por  las  partes 
la  que  corre  á  fojas  77,  85,  88,  90, 112  y  120. 

Dados  estos  antecedentes,  tócale  al  Juzgado  pronunciarse  so- 
bre los  puntos  siguientes,  que  hacen  directamente  á  la  cues- 
tión : 

1"^  Si  las  estadías,  materia  de  este  litigio,  han  sido  6  no  pro- 
ducidas por  culpa  de  los  demandados,  y 

2°  Dado  el  caso  de  que  así  hubiera  sido,  resolver  si  están  6 
no  obligados  al  contrato  de  fletamento. 
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Considerando  respecto  a  lo  primero:  1^  Qae  el  demandante 
para  justificar  sn  acción  se  ha  limitado  eiclasivamente  á  la  pre- 
sentación de  los  documentos  de  fojas  85  y  88,  espedidos  por  la 
Sub-Frefectnra  y  Administración  de  Rentas  Nacionales  de  esta 
ciudad . 

2^  Que  ellos  mismos,  si  bien  es  cierto  prueban  que  el  buque 
Michele  sufrió  demoras  en  este  puerto,  están  lejos  de  justificar 
el  hecho  directo  y  necesario  de  la  vialibilidad  de  la  acción  dedu- 
cida contra  F.  Omarini  y  Hermanos,  y  de  que  ellas  sean  produ- 
cidas por  estos. 

3^  Que  respecto  á  la  prueba  de  los  demandados,  aún  dado  el 
caso  de  que  por  el  largo  tiempo  que  sirven  á  los  señores  F.  Oma- 
rini Hermanos,  los  peones  pagados  por  dia  que  han  presenta- 
do como  testigos,  llegasen  áser  procedentes  las  tachas  deduci 
das  por  el  demandante^  habiendo  los  demandados  negado  el  he- 
cho de  ser  por  culpa  de  ellos  el  retardo  en  la  descarga  del  ba- 
que, que  estos  por  el  contrario  imputan  á  la  sola  negligencia  del 
capitán,  era  deber  del  demandante,  la  prueba  de  su  afirmación, 
requisito  que  no  lo  ha  llenado. 

4°  Que  no  encontrándose  aún  justificada  la  imputabilidad 
hacia  Omarini  Hermanos,  de  los  perjuicios  originados  al  Mi- 
chele,  no  procede  por  consiguiente  la  aceptación  de  la  demanda, 
y  como  una  consecuencia  de  ella,  la  condenación  de  los  deman- 
dados. 

Y  considerando  respecto  al  segundo  punto:  1®  Que  de 
acuerdo  con  el  inciso  2<^,  del  artículo  13  de  la  Constitución  Na- 
cional,  que  ordena  que  nadie  será  obligado  á  hacer  lo  que  la  ley 
no  manda,  el  Código  Civil  en  el  artículo  910  dispone:  «que 
nadie  puede  obligar  á  otro  á  hacer  alguna  cosa  sin  haberse 
constituido  un  derecho  especial  al  efecto  > . 

2®  Que  como  es  sabido,  el  derecho  personal  nace  de  una  obli- 
gación personal  contraída  por  medio  de  una  común  declaración 
de  voluntades,  que  es  lo  que  se  llama  contrato^  y  si  voluntaria- 
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mente  una  de  las  partes  se  obliga  á  trasferir  á  la  otra  la  propie- 
dad de  ana  cosa  j  esta  la  recibe  pagando  ú  obligándose  á  pagar 
por  ella  un  precio  cierto  en  dinero,  establecen  el  contrato  de 
compra-Tenta  mercantil,  definido  por  el  artículo  513  del  Código 
de  Comercio. 

3"^  Que  como  se  desprende  de  lo  espuesto,  el  derecho  invoca- 
do por  el  demandante  está  circunscrito  á  su  solo  contrato,  sin 
que  pueda  exigir  más  de  lo  en  él  estipulado. 

4"^  Que  la  compra-venta  puede  versar  sobre  cosas  que  por  su 
naturaleza  pueden  y  deben  ser  contadas,  pesadas  6  medidas,  en- 
contrándose el  contrato  que  dá  origen  á  esta  causa,  de  la  cuali- 
dad de  lo  que  por  él  se  vende  entre  aquellos  designados  de  con- 
trato de  venta  por  peso,  y  que  cuando  no  existe  una  estipulación 
en  contrario  antes  de  ser  entregados  al  comprador,  deben  pesarse 
como  así  lo  dispone  el  artículo  525  del  Código  últimamente  cita- 
do, cumpliendo  por  su  parte  el  comprador,  después  de  haberse 
llenado  este  requisito,  con  pagar  el  precio  del  objeto  vendido. 

5^  Que  el  demandante  apartándose  de  estos  principios  direc- 
tos y  claros^  pretende  sin  razón  hacer  surgir  sus  derechos  de  una 
subrogación  legal  y  convencional  que  establece  relaciones  jurí- 
dicas entre  él  y  el  subrogado,  invocando  á  tal  efecto,  como  que- 
da ya  dicho,  el  contrato  de  compra-venta  que  llevaron  á  cabo  los 
señores  Pedro  Omarini  Hermanos  y  Don  Jaime  Yan-Oppen  é 
Hijos. 

6"^  Que  de  conformidad  á  lo  que  dispone  el  inciso  2^,  del  artí- 
CYlo769del  Código  Civil,  si  esa  subrogación  existe,  tiene  que  ser 
jozgada  por  las  disposiciones  relativas  á  la  cesión  de  créditos. 
V  Que  el  artículo  1434  del  Código  citado,  dispone  que  habrá 
cesión  de  créditos  cuando  una  de  las  partes  se  obligue  á  trasferir 
á  la  otra  el  derecho  que  le  compete  contra  su  deudor,  entregán- 
dole el  titulo  creditoriOj  no  habiendo  en  el  caso  sufhjudice,  otro 
titulo  de  crédito  que  la  misma  póliza  de  fletamento,  la  que  no 
ha  sido  endosada  á  los  demandados. "" 

T.  TI  90 


306  FALLOS  DE  LA  SUPREIU  CORTE 

8°  Que  el  documento  por  el  cual  se  justifica  el  contrato  de 
compra-venta,  no  tiene  por  otra  parte  consignada  ninguna  obli- 
gación especial  fuera  de  las  ordinarias,  que  pueda  referirse  i 
obligaciones  existentes  entre  los  Tendedores  señores  Yan-Oppen 
é  Hijos  j  el  capitán  del  MichelCj  y  que  conteniendo  la  cláasula 
de  según  la  póliza  de  fletammto^  haga  responsable  al  portador 
del  documento,  por  lo  que  se  haya  estipulado  en  la  póliza  (art. 

1195  C.  de  C). 

9""  Que  por  la  compra-venta  llevada  á  cabo  entre  Omarini  y 
Yan-Oppen,  si  este  obró  por  comisión^  ninguna  acción  tendría  ni 
aquel  contra  el  comitente^  ni  este  contra  él,  existiendo  solo  re- 
laciones jurídicas  entre  el  comisionista  y  la  persona  con  qaien 
contrató  (art.  337  del  mismo  Código). 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  declarando  no  haber  lugar  á 
la  demanda. 

Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase  el  papel  en  el  acto 
de  la  notificación. 

G .  Escalera  y  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  €orím 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1889. 

Vistos :  no  resultando  de  autos  que  los  demandados  Pedro 
Omarini  Hermanos,  se  hayan  subrogado  en  las  obligaciones  del 
consignatario  de  la  carga,  por  el  traspaso  de  su  conocimiento 
ni  por  otro  acto  alguno,  siendo  con  los  señores  Yan-Oppen 
é  Hijos,  que  el  demandante  se  ha  entendido  únicamente  aún 
después  de  la  entrega  de  la  carga,  para  el  cobro  y  percibo  del 
valor  de  su  flete,  y  no  apareciendo  tampoco  que  por  hecko  ú 
omisión  de  los  demandados  se  hayan  producido  las  estadías  re- 
clamadas; ^ 
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Por  estos  y  los  fundamentos  concordantes  de  la  sentencia  ape- 
lada de  foja  ciento  ^treinta  y  dos,  se  confirma  esta  con  costas, 
en  cnanto  á  lo  principal,  revocándose  en  cnanto  á  las  costas,  qne 
se  declaran  i  cargo  del  demandante,  por  no  haber  tenido  razón 
para  litigar. 

Éepónganse  los  sellos,  y  devuélvanse. 


benjamín  VIGTORICA.  —  ÜLADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y. 
VÁRELA. 


CAUSA  I.XXTII 


La  Sociedad  Minera  del  Paramillo  de  Vspallata,  en  recurso 
de  hecho  contra  una  sentencia  del  Tribunal  Superior  de 
Mendoza, 


Sumario.  —  La  interpretación  y  aplicación  qne  los  Tribuna- 
les de  Provincia  hacen  de  los  Códigos  Civil,  Criminal,  Penal  y 
de  Minera,  no  dá  ocasión  al  recurso  creado  por  el  artículo  14  de 
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la  ley  Nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  Jarisdiccion 
7  competencia  délos  Tribunales  Federales. 


Caso.  —  Lo  indica  la 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1889. 

Suprema  Corte : 

La  misión  de  V.  E.  es  mantener  la  unidad  en  la  interpretación 
de  la  Constitución  y  de  las  leyes  del  Congreso,  no  de  las  leyes 
de  Provincia. 

La  ley  de  la  Legislatura  de  Mendoza,  al  hacer  la  concesión 
origne  de  esta  causa,  en  cuanto  no  se  opusiera  á  las  Ordenanzas 
de  Minas,  importa  el  acatamiento  debido  á  la  supremacía  de  la 
ley  de  la  Nación. 

Bajo  este  punto  de  vista,  la  resolución  de  los  tribunales  de 
Mendoza,  interpretando  aquellas  Ordenanzas,  á  la  manera  que 
los  jueces  de  Provincia  interpretan  los  Código;.  Civil  y  de  Co- 
merciOy  es  definitiva  y  no  puede  ser  traida  su  tevision  á  esta 
Corte.  Se  dice  empero^  que  con  prescindencia  de  las  Ordenanzas , 
el  radio  marcado  por  la  ley  de  Mendoza,  excluye  toda  otra  pre- 
tensión, y  basta  al  mejor  derecho  de  la  sociedad. 

Considerada  la  cuestión  bajo  esta  nueva  faz,  el  Superior  Tri- 
bunal de  Mendoza  ha  declarado  que  aquella  ley  es  contraria  á 
la  ley  nacional,  y  su  resolución  no  puede  tampoco  ser  traida  á 
la  revisión  deV.  E. 
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Los  tribonales  de  Froyincia  aplican  é  interpretan  sus  propias 
leyes  con  absoluta  independencia  de  los  tribunales  de  la  Nación. 
De  otra  manera,  la  autonomía  de  cada  una  y  de  todas  las  Fro- 
Tincias  habría  desaparecido  por  completo. 

La  declaración  del  Superior  Tribunal  de  Mendoza  solo  afec- 
ta á  las  leyes  de  la  misma  Provincia,  y  deja  á  la  legislación 
nacional  en  todo  su  vigor.  Ninguna  intervención  incumbe,  por 
consiguiente  en  tal  caso  á  Y.  E. 

Otra  cosa  seria  si  los  tribunales  de  Mendoza  hubiesen  decla- 
rado que  la  ley  de  su  Legislatura  debia  prevalecer  sobre  la  ley 
Nacional.  Seria  entonces  el  caso  del  inciso  2""  del  artículo  14, 
no  del  3^  según  se  pretende,  y  la  intervención  de  esta  Corte  se- 
ría, no  solo  legítima,  sino  absolutamente  indispensable  á  la 
existencia  misma  de  la  Nación. 

Si  los  tribunales  de  Provincia,  al  aplicar  é  interpretar  las 
leyes  de  Provincia,  en  oposición  á  las  leyes  de  la  Nación,  pudie- 
ran obligar  al  cumplimiento  de  las  primeras,  anulando  las  se- 
gundas, muy  luego  la  Constitución  y  la  autoridad  del  Congreso 
habrían  desaparecido,  en  el  mas  grande  desprestigio,  ante  las 
resoluciones  opuestas  y  contradictorias  de  catorce  diversos 
tribunales. 

No  vacilo  por  todo  esto,  en  pedir  á  Y.  E.  se  sirva  desestimar 
el  recurso  deducido  por  la  sociedad  del  Paramillo  de  TJspallata. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corto 

Buenos  Aires,  Julio  11  de  1889. 

Yistos :  Declarando  el  artículo  quince  de  la  ley  Nacional  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  ju- 
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risdiccion  y  competencia  de  los  Tribanales  Federales,  que  la  in- 
terpretación ó  aplicación  que  los  Tribunales  de  Provincia  hicie- 
ren de  los  Códigos  Civil,  Comercial,  Penal  y  de  Minería,  no  dará 
ocasión  al  recurso  creado  por  el  artículo  catorce  de  dicha  ley, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  sesenta  y  siete,  inciso 
once  de  la  Constitución  Nacional,  y  de  conformidad  á  lo  esta- 
blecido por  el  inciso  segundo  del  citado  artículo  catorce,  y  lo 
expuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  pre- 
cedente vista :  se  declara  improcedente  el  recurso  de  apelación 
interpuesto,  y  repuestos  los  sellos,  remítanse  estas  actuaciones 
al  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia  de  Mendoza, 
para  su  agregación  á  los  autos  principales. 


BEMIAMIN  VICTORICA .  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGURÉK. 
— C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA    liXXTIII 


Dona  Angela  Videla  de  Moyana,  contra  la  empresa  del  Ferro- 
carril Gran  Oeste  Argentino,  por  reivindicación;  sobre  prdn 
raga  para  contestar  la  demanda . 


Swnario.  —  El  término  para  contestar  la  demanda,  no  puede 
ser  prorogado  sin  razón  legítima. 


Co^o.  —  D.  Juan  Vicente  Yidela,  por  escritura  pública  de  11 
de  Setiembre  de  1883,  jv^endió  á  Doña  Angela  Yidela  de  Moyano 
los  derechos  y  acciones  á  expropiarse  por  el  Gobierno  Nacional 
en  su  fundo  ubicado  en  el  lugar  Alto  de  Qodoy  que  debia  ser 
ocupado  por  el  Ferro-carril  Andino,  con  los  sembradíos  exis- 
tentes en  el  derecho  vendido. 

Con  este  documento,  y  con  una  carta  de  D.  Juan  E.  Clark 
en  que  este  dice  que  es  el  Gobierno  que  debe  hacerle  la  transfe- 
rencia de  los  terrenos  necesarios  para  la  vía,  estaciones  y  depó- 
sitos de  la  prolongación  del  ferro-carril  Nacional  Andino»  Don 
Francisco  Y.  Moyano,  por  su  señora  madre  Doña  Angela  Y.  de 
Moyano,  entabló  demanda  de  reivindicación  contra  el  ferro-ca- 
rril cQran  Oeste  Argentino»  sucesor  de  Clark,  para  que  se  le  res- 
tituyera el  terreno  que  fué  de  D.  Juan  Y.  Yidela  ocupado  hoy 
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por  el  ferro-carril,  y  del  cual  no  se  le  habia  pagado  el  precio 
de  espropiacion,  ofreciendo  deTolyer  la  parte  6  precio  consigna- 
do á  fin  de  conseguirse  la  ocupación. 

Declarada  la  cansado  competencia  federal  por  ser  la  empresa 
demandada  un  ferroM^arril  Nacional,  se  confirió  traslado  de  la 
demanda. 

D.  Teodoro  Foncin,  apoderado  de  la  empresa,  notificado  del 
traslado  el  15  de  Noviembre  de  1888  se  presentó  en  26  del 
mismo  diciendo  que  la  línea  férrea  entre  Mercedes  de  San  Luis 
y  la  Provincia  de  San  Juan  habia  sido  vendida  por  el  Gobierno 
Nacional  i  B.  JuanE.  Clark  y  por  este  al  cGran  Oeste  Argenti- 
no,» y  que  con  arreglo  al  artículo  2108  Cód.  Civ.  la  empresa  de- 
mandada pedia  exigir  que  saliera  á  su  defensa  D.  Juan  E. 
Glarky  ó  el  Gobierno  Nacional. 

Que  los  contratos  de  venta  se  hallaban  en  la  Capital,  y  no  po- 
día presentar  sus  testimonios  dentro  del  término  del  emplaza- 
miento, asi  como  no  podia  contestarla  demanda  y  ejercitar  la 
acción  de  garantía,  por  lo  que  pedia  se  le  acordasen  seis  dias  más 
para  hacerlo. 

El  juzgado  ordenó  se  pusiera  en  noticia  del  demandante  para 
manifestar  en  diligencia  su  conformidad  ó  desconformidad  con 
la  próroga  solicitada. 

Moyano  alegando  que  nada  justificaba  dicha  próroga^  pre- 
sentó escrito  en  3  de  diciembre  acusando  rebeldía» 


Fallo  del  Jfues  Federal 


Mendoza,  Diciembre  3  de  1888. 

No  estando  en  las  facultades  del  Juzgado  conceder  la  próroga 
solicitada  por  el  demandado,  y  atenta  la  oposición  de  esta  parte: 
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no  ha  lugar  i  ella,  debiendo  aquel  expedirse  en  24  horas,  bajo 
los  apercibimientos  de  ley  á  mérito  de  la  rebeldía  acusada. 

Campillo. 


WmUo  de  Ia  SupremA  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  13  de  1889. 

Vistos  7  considerando:  que  aunque  el  término  para  contestar 
la  demanda  no  sea  de  los  declarados  improrogables  por  la  ley, 
no  se  ha  apuntado  sin  embargo  en  el  escrito  de  foja  diez  y  sie- 
te, razón  legítima  para  la  próroga  solicitada  en  este  caso :  se 
confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  Teinte;  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 


BENIAMIN  VIGTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGURÉN.—  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
—  LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAUSA    I.XXIX 


D.  Manuel  Antonio  Peña  contra  D.  Esteban  Echaniz; 

sobre  interdicto  de  despojo. 


Sumario.  —  El  aso  de  una  acequia  verificado  con  previo  con- 
sentimiento del  que  la  construye  i  su  costa,  para  beneficio  de 
sus  terrenos,  no  puede  oponerse  á  los  derechos  posesorios  que 
este  tiene  sobre  la  misma. 


Caso.  —  D.  Manuel  A.  Peña  se  presentó  en  11  de  Noviembre 
de  1887  al  Juzgado  Federal  esponiendo  ser  propietario  j  po- 
seedor de  la  finca  San  Agustín  en  Cerrillos,  que  se  sirve  del  agaa 
del  rio  Arias  para  la  irrigación  de  la  parte  que  queda  al  poniente 
por  medio  de  una  acequia  que  corre  de  N.  á  S.  y  atraviesa  los 
terrenos  de  D.  Esteban  Echaniz  que  se  encuentran  en  la  parte 
superior. 

Dijo:  que  el  Sr.  Echaniz  desde  hace  6á  8  meses  viene  inter- 
rumpiendo el  uso  y  posesión  de  dicha  agua ;  que  represa  el  agua 
y  sangra  la  acequia  para  emplearla  en  la  irrigación  de  sus  terre- 
nos, destruyéndola  con  los  desbordes  del  agua,  y  obligando  á 
Peña  á  los  trabajos  de  rehabilitación. 
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Que  estos  hechos  constituyen  un  despojo  de  la  posesión  que 
tiene  desde  4  años,  j  por  lo  tanto,  entablaba  el  interdicto  de 
recobrar  pidiendo  se  condenara  i  Echaniz  á  la  devolución  de  la 
cosa  despojada,  daños  y  perjuicios  y  costas. 

£1  Juez  Federal  se  declaró  impedido  por  familiaridad  con  el 
actor,  y  pasó  la  causa  alJuez  ad  hoc  Dr.  D.  José  M.  Sola. 

Llamadas  las  partes  á  comparendo,  Echaniz  contestó  que  el 
actor  no  tenia  la  posesión  exclusiva  á  toda  el  agua  y  acequia,  y 
que  del  agua  que  él  saca  para  pequeños  riegos,  está  en  posesión 
hace  más  de  un  año. 

Que  como  dueño  y  poseedor  del  terreno,  lo  es  del  agua ;  que 
Peña  no  h?.  adquirido  servidumbre,  ni  le  ha  pagado  el  terreno, 
ni  hizo  contrato  con  éh 

Que  como  propietario  ribereño  en  la  parte  superior  del  Bio 
Arias,  es  propietario  del  uso  del  agua  que  se  saque,  según  el 
Código  Rural  de  la  Provincia,  y  ademas  á  la  acequia  entran  pe- 
queñas vertientes  de  agua  que  le  pertenecen. 


Fallo  4el  Jíuea  Weáermi  (ai  hoc) 


Salta,  Mayo  13  de  1888. 

Vistos  estos  autos  de  los  que  resulta:  i  foja  7  D.  Jesús  Pla- 
zaola,  en  representación  de  D.  Manuel  A.  Peña  se  presenta  ex- 
poniendo, que  su  representado  es  propietario  y  poseedor  de  la 
fincado  San  Agustín,  ubicada  en  el  departamento  de  Cerrillos, 
la  que  está  dividida  en  dos  fracciones  por  el  rio  de  Arias;  sir- 
viéndose del  agua  de  este  para  la  irrigación  de  la  parte  que  que- 
da al  Poniente,  la  cual  es  estraida  para  una  acequia  que  corre  de 
Norte  á  Sud  atravesando  los  terrenos  de  D.  Esteban  Echaniz,  de 
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nacionalidad  Español,    terrenos  que  se  encuentran  en  la  parte 
superior.  Que  el  Sr.  Echaniz  desde  ahora  seis  á  ocho  meses  yiene 
interrumpiendo  el  uso  y  posesión  de  dicha  agua  haciendo  tra- 
bajos que  la  perturban  y  ocasionando  graves  perjuicios  al  señor 
Peña,  por  cuanto  siendo  algo  profundo  el  trayecto  que  recorre 
la  referida  acequia  por  terrenos  de  Echaniz,  este  represa  el  agua 
y  sangra  la  acequia  para  emplearla  en  la  irrigación  de  sus  terre- 
nos, destruyéndola  con  los  desbordes  del  agua,  para  lo  cual  el 
Sr.  Peña  tiene  que  hacer  los  trabajos  necesarios  para  la  reha- 
bilitación. Que  tales  hechos  constituyen  una  verdadera  pertur- 
bación á  la  posesión  de  cuatro  años  en  que  se  encuentra^  atacán- 
dola de  un  modo  directo  según  los  artículos  2469  y  2470  del 
Código  Civil,  estando  garantida  dicha  posesión  por  los  artículos 
2471 ,  2473  y  2474  del  mismo;  razón  por  la  cual  entabla  el  inter- 
dicto de  recobrar  la  posesión  6  de  despojo,  ofreciendo  la  prueba 
de  los  hechos  y  pidiendo  se  declare  despojante  al  Sr.  Echaniz 
condenándolo  á  la  devolución  de  la  cosa  despojada  con  costas  y 
además  en  los  daños  y  perjuicios  que  se  reserva  para  otra  de- 
manda. 

La  parte  demandada  contesta  negando  al  actor  la  posesión 
exclusiva  de  toda  el  agua  y  acequia  que  pasa  por  sus  tierras, 
añrma  y  ofrece  prueba  sobre  la  porción  de  agua  que  saca  para 
pequeños  riegos  hace  mas  de  un  año,  alegándose  derecho  basado 
en  esta  posesión  y  la  porción  del  agua  que  estrae.  Que  como 
dueño  y  poseedor  del  terreno  lo  es  del  agua,  que  el  actor  nunca 
ha  adquirido  servidumbre  ni  le  pagó  el  terreno,  ni  hizo  contrato. 
Que  siendo  propietario  ribereño  de  la  parte  superior  del  rio  de 
Arias,  es  propietario  del  usO  del  agua  que  se  saque  según  el 
Código  Bural  de  la  Provincia,  y  por  último,  que  entran  á  la 
referida  acequia  pequeñas  vertientes  que  le  pertenecen  en  pro- 
piedad . 

Considerando:  i°  Que  la  acción  deducida  debe  restringirse  á 
sus  justos  límites,  cual  es  la  de  despojo. 
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S""  Que  de  la  prueba  producida  resulta :  que  la  parte  actora  ha 
justificado  su  posesión  durante  cuatro  años  á  dicha  acequia, 
aunque  no  de  un  modo  exclusivo,  como  también  el  uso  que  hace 
Echaniz  del  agua  de  la  misma,  represándola;  y  los  perjuicios 
que  se  ocasionan  á  la  acequia  destruyéndola  con  motivo  de  los 
desbordes . 

3°  Que  el  demandado  á  su  vez  ha  probado  también  la  posesión 
conjunta  de  mas  de  un  año  con  el  uso  del  agua  de  la  misma 
acequia  y  haber  concorrido  á  su  limpieza. 

4"^  Que  de  los  autos  no  consta  el  hecho  de  haber  habido  vio- 
lencia por  parte  del  demandado  al  hacer  uso  del  agua  ni  tampo- 
co que  el  actor  se  lo  haya  impedido. 

5^  Que  por  los  mismos  términos  del  escrito  de  demanda,  el 
actor  afirma  que  hace  de  seis  á  ocho  meses  á  que  el  demandado 
vione  interrumpiendo  el  uso,  y  de  la  prueba  producida  resulta 
más  de  un  año. 

6""  Que  el  artículo  2493  del  Código  Civil,  establece  de  una 
manera  terminante  que  da  acción  de  despojo  dura  solo  un  año 
desde  el  dia  del  despojo  hecho  al  poseedor  ó  desde  el  dia  que 
pudo  saber  el  despojo  hecho  al  que  poseia  por  él.» 

1°  Que  el  actor  no  puede  invocar  como  época,  en  cuanto  al 
conocimiento  reciente  del  despojo,  la  fecha  de  la  carta  de  foja 
73,  por  cuanto  su  misma  demanda  se  refiere  á  otra  fecha  ante- 
rior ;  ni  ha  justificado  tampoco  su  ignorancia  sobre  los  hechos 
alegados. 

8^  Que  el  demandado  ya  no  puede  pues  en  justicia,  en  mérito 
de  su  posesión  anual,  quedar  privado  de  ella  sin  antes  ser  oido 
y  vencido  enjuicio  plenario  de  posesión  ó  de  propiedad,  pues  de 
lo  contrario,  se  resolverla  esta  cuestión  haciendo  caso  omiso  de 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  2456,  2800  y  otros 
varios  del  Código  Civil. 

Por  estos  fundamentos:  se  declara  improcedente  la  acción  de- 
ducida, debiendo  en  consecuencia,  entablar  el  actor  la  que  cor- 
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responda,  si  lo  estima  por  conyeniente ;  con  costas.  Repónganse 
los  sellos. 

José  María  Sola. 


FaIIo  4e  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  13  de  1889. 

Vistos,  considerando :  que  de  autos  resalta  qae  la  aceqaia 
que  sirve  para  el  regadío  de  los  terrenos  de  propiedad  del  de- 
mandante, ha  sido  construida  á  su  costa,  para  beneficio  de  sa 
propiedad ; 

Que  como  dneño  ha  hecho  uso  y  osa  de  ella  desde  la  fecha  de 
sa  oonstraccion ; 

Qae  de  la  praeba  producida  por  el  propio  demandado,  resalta 
qae  cuando  él  hahecho  uso  del  agua  que  corre  por  dicha  acequia 
para  el  riego  de  sus  sementeras,  lo  ha  verificado  con  el  previo 
consentimiento  del  mayordomo  del  demandante  ; 

Que  en  estos  términos,  el  uso  de  dicha  acequia  por  el  deman- 
dado, no  puede  oponerse  válidamente  á  la  posesión  del  deman- 
dante, ni  á  los  derechos  que  ella  le  acuerda. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  fo- 
ja noventa  y  una,  declarándose  que  el  demandado  D.  Esteban 
Echaniz  debe  abstenerse  de  los  actos  peturbatorios  de  que  se 
queja  el  demandante,  siendo  las  costas  causadas  de  cargo  del 
primero.  Bepuestos  los  sellos  devuélvanse. 

benjamín  VICTORICA.  —  FEDERICO 
IBARGURÉN.  —  C.  S.  DE  LA  TORRE. 
LUIS  V.  VÁRELA. 
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CAV8A    I4XXX 


Don  Carlos  Castagno,  contra  los  herederos  del  Coronel  Don  Lino 

Belbey ;  sobre  pruebas 


Sumario .  —  Las  diligencias  probatorias  solicitadas  oportu- 
namente, que  por  las  ocupaciones  del  Juzgado  no  han  podido  ser 
evacuadas  dentro  del  término,  pueden  serlo  válidamente  fuera 
de  él. 


Caso.  —  Por  escritos  fechados  en  30  de  Junio  7  2  de  Julio 
de  1888,  Don  Nicanor  Calderón  representante  de  los  herederos 
del  Coronel  Belbey,  pidió  que  se  señalara  dia  á  fin  de  que  los 
testigos,  cuya  nómina  presentó^  fueran  examinados  al  tenor  del 
interrogatorio  que  exhibiría  en  la  audiencia. 

Por  providencias  de  fecha  2  de  Julio,  el  Juez  señaló  con  el 
objeto  solicitado,  los  dias  5  y  6  del  mismo  mes. 

Posteriormente  dictó  el  Juez  el  siguiente  auto  que  es  el  recu- 
rrido : 

Paraná,  Julio  6  de  1888. 

Ko  pudiendo  recibirse  las  declaraciones  en  los  dias  5  y  6  que 
habían  sido  fijados,  por  ocupaciones  del  Juzgado,   quedan  de- 
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signados  los  siguienies  para  recibirlas,  con  calidad  de  que  no  se 
admitirán  los  testigos  que  no  se  presentaren. 
Bepóngase. 

T.  Pinto. 

Las  declaraciones  se  recibieron  el  7  de  Julio. 

En  este  mismo  dia,  Don  Roque  Langaasco  por  Don  Carlos 
Castagno,  se  presentó  esponiendo: 

Que  el  término  ordinario  de  prueba,  no  podííi  prorogarse 
porque  á  una  de  las  partes  se  le  ocurriera  reservar  hasta  el  últi- 
mo momento  la  presentación  de  sus  testigos,  como  lo  había  he- 
cho la  contraria,  y  pedía,  por  tanto,  que  se  dejara  sin  efecto  la 
proYÍdencia,  señalando  nuevos  dias,  para  el  examen  de  testigos 
ó  se  le  concedieran  los  recursos  de  apelación  y  nulidad. 

Que  el  término  de  prueba  había  vencido  el  6  de  Julio  y  la  par- 
te de  Belbey  había  esperado  hasta  los  últimos  dias  para  propo- 
ner su  prueba,  demostrando  con  ello  la  mayor  negligencia. 

Que  por  lo  demás,  el  término  de  prueba  es  perentorio  y  ya 
había  vencido  cuando  se  dictó  el  auto  recurrido. 

El  Juez  mandó  que  informara  el  Secretario,  y  este  espuso: 

Que  el  término  de  prueba  venció  el  6  de  Julio  inclusive. 

Que  el  2  del  mismo,  se  señalaron  los  dias  5y  6  para  la  recep- 
ción de  las  declaraciones,  pero  habiendo  concurrido  los  testigos 
no  pudieron  ser  examinados  por  estar  ocupado  el  Juzgado  en  la 
prueba  del  asunto  del  Talle  y  Tersaghi,  y  se  señalaron  por  esto 
las  audiencias  subsiguientes. 


Fallo  del  Jíues  Federal 

Paraná,  Julio  10  de  1888. 

Resultando,  del  informe  que  precede  que  la  parte  de  Belbey, 
solicitó  la  prueba  testimonial  con  la  anticipación  necesaria  para 
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qae  los  testigos  pudieran  ser  examinados  dentro  del  término 
pro'batorio,  y  que  el  hecho  de  no  habérseles  recibido  sus  deela- 
ciones dentro  de  él,  en  nada  le  es  imputable  ¡por  depender  exclu- 
sivamente de  las  ocupaciones  del  Juzgado,  no  se  hace  lugar  á 
la  revocatoria  solicitada  del  auto  del  6  del  corriente. 

En  consecuencia  concédense  los  recursos  interpuestos  en  re- 
lación y  elévense  al  Superior,  quedando  mientras  tanto  suspen- 
dido todo  procedimiento  en  la  causa. 

T.  Pinto. 


Fallo  de  Ia  Suprenm  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  16  de  1889. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  los^del  auto  de  foja  diez  y  seis, 
86  confirma  con  costas  el  apelado  de  foja  dos  vuelta,  y  devuél- 
vanse previa  reposición  de  sellos. 


BENJAHm  VIGTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  8.  DE  LA  TORRE.  —  LüIS  V. 
VÁRELA. 


T.  TI  SI 
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CAUSA   liXXXI 


Don  Federico  Lavin,  contra  Don  Modestino  Pizarro,  por  devolu^ 
don  de  un  billete  de  lotería  y  daños  y  perjuicios;  sobre  com- 
petencia. 


Sumario.  —  La  Jasticia  Federal  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  en  las  cansas  civiles  entre  ciudadanos  domiciliados  en  la 
misma  Provincia. 


Caso .  —  Don  Federico  Lavin  espuso :  que  Don  Modestino  Pi- 
zarro  agente  en  Salta  de  la  lotería  de  Córdoba,  le  había  encar- 
gado, al  ausentarse  á  Buenos  Aires,  la  venta  de  sus  billetes. 

Que  entre  estos,  salió  premiado  en  500  pesos  moneda  na- 
cional, uno  comprado  por  Don  José  A.  Araoz,  y  habiéndosele  co- 
municado áPizarro,  este  le  escribió  de  Buenos  Aires  enSde  Ju- 
nio de  1885,  que  le  mandara  todos  los  billetes  que  tuviesen 
premio,  inclusive  el  de  Araoz,  en  carta  certificada,  calle  Andes, 
número  525,  para  remitirle  un  giro  por  el  total  de  ellos. 

Que  previo  recibo  dado  á  Araoz,  espidió  en  carta  certificada^ 
el  billete  al  señor  Pizarro,  quien  no  le  ha  mandado  el  dinero,  ni 
le  devuelve  el  billete. 

En  tal  virtud,  lo  demanda  por  la  devolución  del  billete  y  da- 
ños y  perjuicios. 
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Acompañó  la  carta  de  2  de  Junio  y  la  boleta  de  la  certificada. 

Previo  informe  de  hallarse  acreditado  el  faero  federal  en  un 
juicio  ejecutiYo  entre  Lavin  7  Fizarro,  se  confirió  traslado  de 
la  demanda. 

Pizarro  opuso  la  excepción  de  inconpetencia,  alegando  que  él 
se  encontraba  en  Salta  en  el  desempeño  de  la  comisión  transi- 
toria de  inspección  de  la  oficina  de  enganche,  que  había  sido 
ya  suspendida. 

Que  él  era  capitán  de  línea,  perteneciente  al  1°  de  infantería 
de  línea,  y  no  tenía  domicilio  real,  ni  legal  en  la  Provincia  de 
Salta,  por  lo  que  no  podía  ser  demandado  en  ese  punto  por  una 
acción  personal. 

Conferido  traslado,  contestó  Lavin  que  Pizarro  era  militar  en 
servicio  activo  en  Salta,  como  gefe  de  la  oficina  de  enganche,  im- 
portando poco  que  ese  servicio  fuera  transitorio  6  permanente. 

Que  el  domicilio  legal  para  los  militares  en  servicio  activo,  era 
el  del  punto  en  que  prestaban  ese  servicio  (art.  90,inc.  2"",  del 
Cod.  Civ.). 

Que  además,  Pizarro  era  agente  en  Salta,  de  la  Lotería  de 
Córdoba,  habiendo  sido  demandado  por  la  devolución  de  un  bi- 
llete, que  le  había  sido  mandado^  comoá  tal  agente,  y  que  el 
domicilio  legal  de  las  agencias,  es  el  lugar  donde  ellas  están  es- 
tablecidas. 

Que  por  todo  esto,  debía  rechazarse  la  excepción,  con  costas. 


Fallo  4el  Jíuez  Weúmrmá 


Salta,  Marzo  18  de  1885. 

Y  vistos :  Don  José  A.  Fernandez,  en  representación  de  Don 
Federico  Lavin,  reclama  del  capitán  Don  Modestino  Pizarro, 
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la  entrega  de  ua  billete  premiado  de  la  Lotería  de  Córdoba. 

Conferido  el  traslado,  Don  Salvador  Tula,  apoderado  del  de- 
mandado, opone  la  excepción  de  incompetencia  del  Juzgado, 
fundado  en  que  Pizarro,  no  tiene  domicilio  real,  ni  de  derecho 
en  esta  Provincia. 

Que  no  presta  servicio  activo  ni  permanente  en  esta  cindad, 
pues  el  cuerpo  á  que  pertenece,  I""  de  infantería  de  línea,  no  es- 
tá  establecido  en  esta  ProYincia. 

Que  su  residencia  es  transitoria,  porque  transitoria  es  su  co- 
misión, como  empleado  de  la  oficina  de  enganche. 

El  demandante  contesta :  Que  Pizarro  es  militar  en  servicio 
activo  7  ha  sido  gefe  de  la  oficina  de  enganche  en  esta  ciu- 
dad. 

Que  tratándose  de  la  devolución  de  un  billete  de  lotería,  y 
siendo  su  agente  Pizarro,  el  domicilio  de  este,  como  tal  agente, 
es  aquí  para  responder  á  las  obligaciones  contraidas. 

Y  considerundo:  1^  Que  consta  en  estos  autos  que  el  capitán 
Pizarro,  era  agente  de  la  lotería  'que  se  jugaba  en  Córdoba, 
como  también  que  desempeñaba,  el  empleo  de  gefe  de  la  oficina 
de  enganche. 

2^  Que  en  este  doble  carácter,  no  tiene  otro  domicilio  que  su 
actual  residencia  (art.  90,  inc.  2®,  delCód.  Civ.). 

3"^  Que  en  el  poder  que  confiere  á  Tula,  foja  10,  el  mismo  Pi- 
zarro dice  ser  vecino  de  esta  ciudad. 

4^  Que  á  no  se:  aquí  su  domicilio,  tampoco  asegura  ser  en 
otra  parte,  á  no  ser  que  quiera  tenerlo  en  donde  se  halla  de  ser- 
vicio el  batallón  V  de  línea,  al  cual  pertenece  y  que  asegura  estar 
en  Buenos  Aires,  sin  espresar  si  en  la  Capital  ó  en  algún  otro 
punto  de  la  Provincia  (véase  el  otrosí  del  escrito  de  f.  12  y  13). 

5°  Que  tratándose  de  acciones  personales,  el  juez  competente 
para  conocer  de  ellas  es  el  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la 
obligación,  tanto  más  cnanto  que  esta  no  puede  exigirse  en  otra 
parte  que  en  donde  fué  contraida. 
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Por  estos  fundamentos,  se  declara:  que  el  Juzgado  es  compe- 
tente para  conocer  de  la  presente  demanda,  con  costas. 
Notifíqaese  con  el  original,  previa  reposición  de  sellos. 

Benjamín  Figueroa 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOH  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1887. 
Suprema  Corte : 

La  competencia  del  Juzgado  de  Sección  en  este  caso  es  á  to- 
das luces  evidente  y  ha  de  servirse  Y.  E.  confirmarla. 

Bastara  una  sola  consideración,  de  las  que  hace  valer  el  señor 
Jaez  en  su  sentencia. 

Es  evidente  que  establecida  la  agencia  de  la  lotería  de  Córdoba 
en  la  ciudad  de  Salta,  era  esta  ciudad,  en  la  que  espendían  los  bi- 
lletes y  se  abonaban  los  premios,  la  que  determinaba  el  fuero  del 
capitán  Pizarro,  que  se  encontraba  á  su  frente,  y  debía  respon- 
der por  las  obligacione  que  en  su  carácter  de  agente  contrajera. 

Además,  la  aplicación  del  artículo  90,  inciso  2°  del  Código 
Civil  al  domicilio  de  los  militares,  es  de  todo  punto  pertinente. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  Ia  Suprenm  C^rte 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1889. 

Vistos :  alegándose  por  el  demandante  que  el  demandado  ha 
tenido  su  domicilio  y  vecindad  en  la  Provincia  de  Salta,  á  la  fe- 
cha de  la  interposición  de  la  demanda; 
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Y  considerando :  Qae  este  hecho  resulta  averiguado  según  lo 
demuestran  las  consideraciones  aducidas  por  el  Juez  a  quo  en 
el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  siete  y  por  el  señor  Procura- 
dor General  en  su  vista  de  foja  setenta  y  tres. 

Que  atento  este  antecedente,  y  resultando  igualmente  de  an  - 
tos,  que  el  domicilio  del  demandante  es  también  en  la  Provincia 
de  Salta,  siendo  amhos  demandante  y  demandad  j,  ciudadanos 
argentinos,  el  fuero  federal  no  surje. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cin- 
cuenta y  siete  y  se  declara  que  el  Juez  de  Sección  de  la  Provin- 
cia de  Salta,  carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  este  asun- 
to, y  devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 


ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO 
IBARGtiRErf.  —  C.  S.  DE  LA 
TORRE. 
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CAUSA  liXJKXII 


Los  marineros  de  la  barca  italiana  m  Rosa  G.  »  contra  el  capi- 
tán de  la  misma  D.  Antonio  Galatola;  sobre  rescisión  de  con* 
trato,  entrega  de  ropas  y  pago  de  salarios. 


Sumario.  — Probada  la  innavegabilídad  del  buque,  los  mari- 
neros contratados  para  tripularlo,  tienen  derecho  para  dejarle 
7  recibir  los  salarios  devengados. 


Caso.  —  En  19  de  Agosto  de  1883  se  presentó  al  Juzgado  D. 
Bafael  Fetrucci,  en  representación  de  los  marineros  Juan  Capi- 
Ui,  Luis  de  Rosa,  Francisco  Cálese,  Celestino  Cinque  y  Vicente 
Soiagro,  esponiendo :  que  sus  representados  forman  parte  de  la 
tripulación  del  buque  Rosa  G.  j  fueron  contratados  en  Marse- 
lla para  prestar  sus  servicios  durante  quince  meses,  á  razón  de 
72  francos  con  25  céntimos  mensuales,  tres  de  ellos ;  de  67,  otro, 
7  de  80  el  último,  habiendo  tenido  todos  que  pagar  20  francos 
mensuales  por  su  alimentación  en  el  buque ;  que  en  los  diez  me- 
ses 7  algunos  dias  que  habían  trascurrido  desde  el  comienzo  del 
contrato,  los  marineros  cumplieron  con  toda^  sus  obligaciones, 
habiendo  hecho  el  viaje  desde  Marsella  hasta  este  puerto. 
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Qae  después  de  encontrarse  dichos  marineros  en  el  bnque,  han 
podido  cercioratiie  de  que  es  viejísimo,  habiendo  quedado  des- 
pués del  viaje  en  condiciooes  tan  deplorables,  que  no  es  posible 
considerarlo  en  estado  de  navegar. 

Qne  hacía  pocos  días,  el  capitán,  que  es  al  mismo  tiempj  due- 
ño y  armador  del  buque,  había  aceptado  carga  para  emprender 
viaje  de  regreso,  no  habiendo  podido  el  cargador  asegurar  la  car- 
ga, por  el  estado  inservible  del  baque,  cuyas  maderas  estaban 
podridas. 

Que  los  marineros  no  pueden  ser  obligados  &  tripular  un  ba- 
que en  semejantes  condiciones,  espuesto  inminentemente  á  nau- 
fragar, cualesquiera  que  fuesen  los  términoe  de  su  contrato,  paes 
no  puede  exigfrseles  que  pierdan  la  vida,  cuando  habiendo  lle- 
gado á  buen  puerto,  puede  comprobarse  el  estado  del  baque  por 
una  pericia. 

Qne  cualquier  desastre  en  el  bnque  que  lo  inhabilite  para  la 
navegación,  se  reputa  fuerza  mayor  j  entraña  la  revocación  del 
contrato  (artículo  ii64  inciso  5»,  Código  de  Comeioio),  y  cuando 
el  viaje  ha  comenzado  la  tripulación  tiene  derecho  i  los  salarios 
devengados,  solamente;  pero  en  este  caso  ha  habido  dolo  por 
parte  de!  capitán  que  ha  ocultado  el  estado  de  su  buque  en  el 
puerto  de  la  matrícula. 

Que  no  habiendo  ocurrido  desastre  durante  el  viaje,  pues  este 
no  ha  hecho  sino  aumentar  el  mal  estado  del  buqne,  correspon- 
de indemnizar  á  los  marineros  los  perjuicios  cansados,  según  el 
artículo  ilfí5  del  Códigode  Comercio. 

Que  dichos  marineros  no  habían  recibido  sino  una  pequeña 

parte  de  sos  salarios,  descontando  la  cual  y  los  20  francos  men- 

saales,  importe  de  los  alimentos,  el  capitán  estaba  adeudando  : 

&  Capelli  350  francos,  á  Rosa  347,  á  Cálese  387,  á  Cinque 

93,  yá  Sciagro  223,  resultando  un  total  de  1500  francos. 

Que  además,  el  capitán  debe  entregar  í  los  marineros  sus 
)pa8  y  sus  libretas  que  aquel  conserva  en  su  jioder. 
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Que  en  vista  de  lo  espuesto  y  no  habiendo  conseguido  que  el 
Cónsul  de  Italia  los  amparase,  demanda  al  Capitán  Galatola, 
para  obtener  la  rescisión  del  contrato,  el  pago  de  los  sueldos 
vencidos,  la  entrega  de  ropas  y  libretas,  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  y  las  costas.  Pidió  también  el  demandante 
que  se  convocara  á  juicio  verbal,  y  así  lo  hizo  el  juez. 

Eo  dicho  acto,  la  parte  demandada,  después  de  oponer  la  es- 
cepcion  de  incompetencia  del  Juez,  la  cual  fué  rechazada  en 
primera  y  segunda  instancia  (fojas  37  y  65),  entró  al  fondo  de  la 
causa,  sosteniendo  que  procedía  no  hacer  lugar  á  la  demanda. 
Dijo:  que  según  la  ley  loci,  que  rige  el  contrato,  y  según  el  artí- 
culo 165  del  Reglamento  Consular  Italiano,  pierden  el  salario  los 
marineros  desertores,  y  por  el  artículo  264  del  Código  de  la  Ma- 
rina Mercantil  de  Italia,  es  desertor  el  marinero  que  abandona 
el  buque  sin  autorización  del  capitán  ó  de  la  autoridad  maríti- 
tima.  Que  los  demandantes  invocan  la  innavegabilidad  del  bu- 
que, y  entre  tanto,  lo  han  abandonado  estando  fondeado.  Que  es- 
te pretesto  de  la  innavegabilidad,  no  quita  á  los  marineros  el 
carácter  de  desertores  que  tienen,  pues  ellos  pudieron  en  todo 
caso,  hacer  desde  á  bordo  las  protestas  correspondientes ;  su  de- 
manda, por  lo  tanto,  además  de  ser  inadmisible,  según  las  dispo- 
siciones antes  citadas,  lo  es,  según  el  artículo  1154  del  Código 
de  Comercio  Argentino.  Pidió  en  conclusión,  por  lo  que  respecta 
al  fondo  de  la  causa,  que  se  rechazara  la  demanda,  con  costas, 
reservándose  al  capitán  su  acción  por  los  daños. 

La  parte  demandante,  después  de  sostener  la  competencia  del 
juez,  alegó  que  los  marineros  no  eran  desertores ;  que  ellos  ha- 
bían bajado  á  tierra  por  indicación  del  mismo  capitán,  para  pre- 
sentarse al  Consulado  Italiano,  de  donde  fueron  espulsados, 
viéndose  entonces  en  la  necesidad  de  ocurrir  al  juez  de  la  causa 
pidiendo  su  amparo,  pues  sabían  que  so  trataba  de  aprehenderlos. 
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WmU9  4el  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  1*  de  1885. 

Y  vistos  nueyamente  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador 
D.  Rafael  Petrucci,  on  representación  de  los  individuos  Juan  Ca- 
pelliy  Luis  Derosa,  Francisco  Cálese,  Vicente  Sciagro  y  Celes- 
tino Cinque,  marineros  de  la  barca  Italiana  «  Rosa  Genova » 
contra  el  capitán  de  la  misma  D.  Antonio  Galatola. 

T  considerando :  i®  Que  la  acción  deducida  á  foja  3  tiene  por 
objeto  que  so  declare  rescindido  el  contrato  de  locación  de  ser- 
vicios que  los  demandantes  celebraron  en  el  puerto  de  Marsella, 
para  prestar  los  suyos  en  calidad  de  marineros  á  bordo  de  la 
mencionada  barca ;  que  se  condene  al  capitán  Oalatola  al  pago 
de  los  sueldos  vencidos  que  hacen  en  su  totalidad  la  cantidad  de 
mil  quinientos  francos,  correspondiendo  trescientos  cincuenta 
francos  á  Capelli,  trescientos  cuarenta  y  siete  á  Derosa,  tres- 
cientos ochenta  y  siete  á  Cálese,  ciento  noventa  y  tres  á  Cinque 
y  doscientos  veinte  y  tres  á  Sciagro ;  y  á  la  entrega  de  sus  efec- 
tos depositados  en  el  Consulado  Italiano  y  sus  libretas,  é  in- 
demnización de  danos  y  perjuicios  y  pago  de  costas. 

2^  Que  el  Capitán  Galatola  sostiene  que  debe  rechazarse  la 
demanda,  porque  los  demandantes  son  desertores,  y  segan  el 
artículo  165  del  Reglamento  Consular  Italiano,  los  marineros 
desertores  pierden  sus  salarios,  considerándose  como  tales  según 
el  artículo  264  del  Código  de  la  Marina  Mercantil  de  Italia,  los 
que  abandonan  el  buqae  sin  autorización  del  capitán  6  de  la 
autoridad  marítima  ó  del  Cónsul ;  que  la  innavegabilidad  aduci- 
da por  aquellos,  para  abandonar  el  buqae,  no  es  más  que  un 
protesto,  pues  lo  han  hecho  mientras  estaba  fondeado,  y  ano  de 
ellos,  como  cinco  meses  há ;  que  él  no  puede  pagar  sus  salarios  á 
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desertores  por  prohibírselo  las  leyes  que  rijen  el  contrato ;  que 
el  mismo  Código  Argentino,  á  falta  de  ley  especial  para  la  mari- 
na mercante,  dice  en  su  artículo  1154,  que  los  individuos  de  la 
tripulación  que  abandonasen  el  buque  antes  de  finalizado  el  viaje 
pueden  ser  apremiados  con  prisión  al  cumplimiento  del  contrato, 
á  reponer  lo  que  tuviesen  adelantado  y  á  servir  un  mes  sin  sueldo. 

3°  Que  la  cuestión  sobre  rescisión,  no  tiene  para  qué  ser  juz- 
gada, desde  que  de  hecho  ha  quedado  establecida  por  el  abando- 
no del  buque  por  parte  de  los  marineros  y  por  la  implícita  re- 
nuncia del  capitán  á  apremiarlos  con  los  medios  que  da  la  ley 
(artículo  1154  del  Código  de  Comercio)  al  cumplimiento  resul- 
tante del  hecho  confesado  de  haber  rehecho  la  tripulación  con 
nuevos  enganches  y  del  silencio  guardado  al  respecto  en  la  con- 
testación. 

4®  Que  tampoco  debe  ponerse  en  cuestión  la  entrega  de  las 
ropas  y  libretas  de  los  demandantes*  puesto  que  si  bien  el  Capi- 
tán Galatola  no  ha  hecho  manifestación  espresa  de  conformidad, 
su  silencio  guardado  en  la  contestación  sobre  este  punto,  pues 
toda  su  defensa  sedirije  á  justificar  su  resistencia  al  pago  de  los 
sueldos  devengados,  induce  á  admitirla,  de  conformidad  con  lo 
que  prescribe  el  artículo  86  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

5^  Que  los  mismoH  demandantes  han  asegurado,  en  el  escrito 
de  foja  3  y  el  hecho  no  ha  sido  contestado  por  el  demandado, 
qne  el  contrato  del  cual  derivan  sus  acciones  fué  celebrado  en  el 
puerto  de  Marsella,  para  prestar  sus  servicios  durante  quince 
meses^  á  razón  de  setenta  y  dos  francos  noventa  y  cinco  centa- 
TOS,  tres  de  ellos,  de  setenta  y  ocho*  francos  otro  y  de  ochenta  el 
último,  teniendo  que  pagar  veinte  francos  mensuales  por  su  ali- 
mentación abordo,  como  asimismo  qne  habían  trascurrido  diez 
meses  y  algunos  dias  hasta  que  abandonaron  el  buque. 

&*  Que  siendo  el  fundamento  de  la  negativa  del  capitán  Oala- 
tola  á  pagar  á  los  demandantes  sus  salarios  devengados,  el  aban- 
dono que  estos  hicieron  del  buque  antes  de  concluido  el  tiempo 
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de  su  empeño,  forzoso  es  establecer  previamente  si  ha  sido  6  no 
justificado  ese  abandono  por  el  estado  de  innavegabilidad  del 
buque,  alegado  por  aquellos,  puesto  que,  como  lo  ha  declarado 
la  Corte  Suprema  en  el  auto  de  foja  65,  la  innavegabilidad 
comprobada  produce  naturalmente  la  terminación  del  Tiaje,  y 
según  la  ley  (artículo  H81  del  Código  de  Comercio)  y  la  juris- 
prudencia, la  tripulación  entonces  tiene  derecho  á  ser  pagada  de 
sus  salarios  y  dejar  el  servicio  del  buque. 

7®  Que  toda  la  prueba  rendida  á  este  respecto  por  la  pskxte  de- 
mandante, consiste  en  las  declaraciones  de  sus  testigos  q^ue  afir- 
man al  tenor  de  la  segunda  pregunta  del  interrogatorio  de  foja 
84,  que  cuando  la  Rosa  Genova  entró  á  la  Boca,  en  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  tres,  tenía  sus  maderas  totalmente  podridas, 
siendo  inútil  para  la  navegación,  pero  basta  enunciar  lar&zon  en 
que  se  fundan  que  no  resiste'á  la  más  ligera  crítica,  para  per- 
suadirse de  la  poca  fé  que  merecen,  pues  el  primero  de  los  testi* 
gos,  Franco,  dice  que  le  consta  el  hecho  porque  estuvo  dos  dias 
á  bordo  para  hacer  un  viage  á  los  rios  y  vio  que  el  buque  e  staba 
todo  podrido ;  el  segundo,  Alisen,  estuvo  una  vez  á  bordo  y  vio 
lo  mismo ;  el  tercero,  Maresco,  porque  estuvo  tres  dias  taraba- 
jando  abordo  ;  el  cuarto  testigo,  Mendello,  por  haber  ido  á.  bor- 
do á  ofrecerle  provisiones ;  y  el  último,  dos  Santos  Martins ,  por 
haberlo  inspeccionado  para  comprarlo ;  no  habiendo  empero 
hecho  ninguno  de  ellos  un  examen  más  ó  menos  detenido  del  bu- 
que, ni  acreditado  la  competencia  ó  conocimientos  en  la  mELteria 
para  justificar  su  opinión,  no  quedando  sino  el  testimonio  de 
Castellanos,  de  algún  valor,  dada  su  profesión  de  carpintero  y  el 
hecho  de  haberlo  reconocido  para  hacer  algunas  reparaciones, 
pero  que  por  su  singularidad  no  puede  constituir  prueba  l^gal) 
además  de  que  de  la  misma  declaración  se  deduce  lo  contrario  de 
lo  que  se  quiere  probar,  esto  es,  la  absoluta  innavegabilidad  del 
buque,  puesto  que  según  el  testigo,  gastando  ochenta  mil  pesos 
moneda  corriente,  habría  quedado  completamente  reparado.» 


^ 
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8^  Que  entre  tanto,  de  los  documentos  corrientes  á  fojas  94  á 
96  remitidos  por  el  Consulado  de  Italia,  resulta  que  á  solicitud 
de  los  mismos  demandantes  que  ocurrieron  ante  el  Cónsul  denun- 
nunciando  el  mal  estado  del  buque  y  su  innavegabilidad,  se 
practicó  en  12  de  Mayo  de  1883,  por  mandato  de  dicho  Cónsul, 
un  reconocimiento  pericial  por  los  peritos  Bartolomé  Viale,  capi- 
tán marino  y  perito  naval  de  la  Prefectura  Marítima,  y  el  cons- 
tructor naval  D.  Cichero,  para  constatar  el  estado  del  buque  y  si 
era  6  no  hábil  para  la  navegación;  estableciendo  dichos  señores 
después  de  una  inspección  minuciosa,  tanto  interna  como  ester- 
na al  casco  6  cuerpo,  aparejos  y  dependencias,  excepto  varias 
pequeñas  reparaciones  siempre  necesarias  á  todo  buque,  ó  á  la 
terminación  de  un  viaje,  que  son  trabajos  á  ejecutarse  por  la 
misma  tripulación,  el  buque  estaba  en  buena  condición  y  era 
hábil  para  la  navegación,  porque  las  cosas  indicadas  como  dete- 
rioradas derivan  de  la  edad  de  él,  mas  no  perjudican  á  su  nave- 
gabilidad. 

9^  Que  el  hecho  indiscutible  de  que  el  buque  salió  de  este  puer- 
to con  carga  para  el  esterior^  con  nueva  tripulación,  que  á  ser 
tan  visible  su  mal  estado  no  habría  consentido  en  embarcarse  ni 
lo  habrían  permitido  las  autoridades  marítimas  del  país  y  con- 
sulares de  la  bandera  del  buque^  y  el  haber  navegado  en  los  ma- 
res hasta  el  presente,  pues  no  se  ha  justificado  legalmente  su 
pérdida,  es  ala  par  que  la  confirmación  del  dictamen  délos  peri- 
tos, la  refutación  más  concluyente  de  la  ligera  opinión  de  los 
testigos  de  la  parte  actora,  lo  que  basta  y  sobra  para  declarar 
injustificado  el  abandono  del  buque  hecho  por  los  demandantes. 
¿Cómo  podría,  en  efecto,  declararse  judicialmente  innavegable 
un  buque,  cualquiera  que  sea  la  seguridad  con  que  lo  afirman 
cuatro,  seis  6  diez  testigos  que  lo  han  visto  de  paso,  contra  la 
opinión  de  dos  peritos  en  el  ramo  qué  lo  declaran  navegable  y 
contra  el  hecho  de  que  el  buque  sale  del  puerto  y  llega  á  su  des- 
tino? 
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Hay,  pues,  que  convenir  que  los  testigos  no  han  sabido  lo 
qne  decían. 

10^  Que  es  an  principio  aceptado  por  nuestro  derecho  positiro 
(artículo  1205  del  Código  CíyíI)  j  la  jurisprudencia,  que  los  con- 
tratos hechos  fuera  del  territorio  de  la  República  serán  juzgados 
en  cuanto  á  su  validez  6  nulidad,  su  naturaleza  y  obligaciones 
que  produzcan,  por  las  leyes  del  lugar  en  que  hubieren  sido  ce- 
lebrados, porque  como  dice  el  autor  del  Código  Civil,  en  la  nota 
del  artículo  citado,  en  ninguna  nación  sería  ejecutado  el  contra- 
to de  otro  modo  que  como  estaba  proscripto  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  celebró,  pues  es  la  que  en  el  silencio  ó  duda  está  lla- 
mada á  suplir  la  convención,  lo  que  implica  que  el  ejercicio  ó  al- 
cance de  las  acciones  procedentes  del  contrato,  deben  determi- 
narse por  lo  que  dicha  ley  prescribe. 

11^  Qne  este  principio  es  tanto  más  aplicable  en  el  caso  sob 
judice,  cnanto  qae,  habiendo  sido  contratado  el  equipaje  de  la 
€  Rosa  Genova  »  para  servir  á  tiempo  fijo,  no  puede  decirse  que 
el  contrato  estaba  destinado  á  producir  sus  efectos  en  determi- 
nado país.  , 

i2o  Que  además,  el  derecho  marítimo,  umversalmente  admi- 
tido y  especialmente  el  derecho  francés,  que  lo  ha  consagrado 
por  decretos  y  decisiones  de  sus  Tribanales,  establece  como  re- 
gla, que  los  salarios  debidos  al  equipaje  deben  ser  pagados  en  el 
puerto  del  desarme  del  baque  siendo  el  de  su  armamento,  sin 
que  quepa  distinción  entre  los  tripulantes  contratados  por  mes 
ó  por  viaje,  porque  los  salarios  son  en  cierto  modo  condiciona- 
les y  dependen  de  diversos  acontecimientos  de  la  navegación,  al 
mismo  tiempo  que  constituyen  la  única  garantía  del  Capitán  ó 
armadores,  por  actos  de  la  tripulación,  no  teniendo  esa  distin- 
ción otro  alcance  que  el  de  establecer  el  modo  de  fijación  de  los 
salarios  (Véase  Cresp,  Droit  Marilimey  tomo  1,  página  479)  lo 
que  prueba  acabadamente  que  su  contrato  debe  ser  juzgado  se- 
gún las  leyes  del  lugar  de  su  celebración. 


j 
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13^  Qae  la  existencia  de  la  ley  estrangera  es  un  hecho  que 
incumbe  alegar  y  probar  á  la  parte  á  quien  favorece,  no  pudien- 
do,  por  lo  tanto,  ser  suplida  por  el  conocimiento  personal  del 
juez,  como  no  puede  hacer  yaler  ningún  hecho  que  no  conste  en 
el  proceso. 

14^  Que  el  capitán  Galatolano  ha  alegado  más  ley  para  pedir 
'que  se  declare  á  los  demandantes  incursos  en  la  pena  de  perdi- 
miento de  sus  salarios  deyengados,  que  las  disposiciones  del  Re- 
glamento Consular  Italiano,  el  cual  no  tiene  aplicación  en  el 
caso  sub-judice,  pues  la  convención  está  regida  por  la  legislación 
francesa  que  es  la  del  lugar  de  su  celebración  y  cuya  existencia, 
por  otra  parte,  tampoco  se  ha  probado  debidamente,  por  lo  que 
debe  resolverse  el  caso  pura  y  simplements  por  lo  que  resulta  de 
la  convención,  con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecho. 

15^  Que  habiéndose  demostrado  la  perfecta  navegabilidad  del 
buque,  por  el  mismo  hecho  queda  envideuciada  la  falta  de  fun- 
damento á  la  reclamación  de  daños  y  perjuicios,  deducida  contra 
el  capitán,  puesto  que  resulta  que  lo  abandonaron  sin  causa  le- 
gítima. 

PoT  estos  fundamentos,  fallo  condenando  al  capitán  Oalatola 
á  que  entregue  á  los  demandantes  sus  ropas  y  salarios  deposita- 
dos en  el  Consulado  Italiano  y  le  absuelvo  de  lo  demás  que  con- 
tiene la  demanda. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Las  dos  partes  apelaron^  y  á  las  dos  se  les  concedió  libremen- 
te el  recurso. 

Espresando  agravios  el  representante  del  Capitán,  pidió  qué  se 
revocara  la  sentencia  apelada  en  la  parte  que  manda  se  paguen 
los  salarios  á  los  demandantes  y  se  les  devuelva  sus  ropas^  re- 
chazándose la  demanda  con  declaración  de  que  los  demandantes 
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tienen  perdidos  sus  sueldos  y  deben  pagar  al  capitán  los  daños 
j  perjuicios  sufridos,  con  las  costas  del  litigio. 

Dijo :  que  habiendo  su  representado  desconocido,  al  contestar 
la  demanda,  todas  las  pretensiones  de  los  marineros,  el  Juez  no 
había  podido  limitar  ese  desconocimiento  al  solo  cobro  de  los 
salarios  vencidos. 

Que  el  Juez  hacía  esa  limitación,  fundado  en  suposiciones 
que  no  se  concilian  con  la  manera  con  que  fué  contestada  la  de- 
manda. 

Que  aunque  esto  no  fuera  así,  la  parte  dispositiva  de  la  sen« 
tencia,  no  está  de  acuerdo  con  sus  considerandos^  pues  la  conse- 
cuencia lógica  de  las  razones  invocadas  en  los  considerandos  7% 
8*^,  9**,  10**,  H^,  13**  y  14**  debió  ser  el  rechazo  de  la  demanda  de 
los  marineros,  y  la  condenación  de  estos  á  indemnizar  los  danos 
ocasionados,  pero  no  la  condenación  al  capitán  de  devolver  á  los 
marineros  sus  ropas  y  pagarles  sus  salarios. 

Esta  inconsecuencia,  agregó,  se  debeá  que  el  juez  ha  conside- 
rado (13)  que  la  existencia  de  las  leyes  estrangeras  invocadas, 
debió  probarse  y  que  en  todo  caso  rigen  el  acto  las  leyes  fran- 
cesas por  haber  sido  celebrado  el  contrato  en  Marsella  (14).  Pero, 
si  el  juez  no  reputaba  suficiente  su  conocimiento  personal  de  las 
leyes  estranjeras,  debió,  con  carácter  de  para  mejor  proveer,  ave- 
riguar su  existencia  por  intermedio  del  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  ó  del  Ministro  de  Italia  en  el  país  ;  y  en  cuanto  á  la 
referencijk  á  las  leyes  francesas,  su  aplicación  en  este  caso,  con- 
trariaría la  costumbre  y  el  derecho  internacional,  por  cuanto  se 
trata  de  un  contrato  celebrado  entre  gente  de  mar  italiana,  en  el 
Consulado  Italiano  en  Marsella  y  para  servir  en  buque  de  ban- 
dera italiana.  La  aplicación  de  la  teoría  del  juez  á  este  respecto, 
traería  la  confusión  en  las  relaciones  entre  marineros  y  capita- 
nes de  buques  estranjeros,  y  daría]  motivo  á  gestiones  diplomá- 
ticas. Por  otra  parte,  si  el  juez  no  considera  posible  aplicar  las 
leyes  estranjeras,  no  por  eso  debió  condenar  al  capitán,  á  quien 
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en  los  considerandos  había  reconocido  derechos ;  debió  aplicar 
las  le  jes  del  país,  y  averiguado  que  no  era  cierta' la  alegada  in- 
naregabilidad  de  la  <  Rosa  Oénova  >  rechazar  la  demanda  de  los 
marineros,  condenándolos  á  pagar  los  daños  y  perjuicios  y  á 
perder  los  salarios  vencidos,  pues  esto  es  loque  terminantemente 
disponen  los  artículos  1154  y  1180  del  Código  de  Comer- 
cio. 

Corrido  traslado,  lo  contestó  el  representante  de  los  marineros, 
pidiendo  que  se  confirme  la  sentencia  en  cuanto  ordena  el  pago 
de  los  sueldos  vencidos  y  la  entrega  de  los  efectos  y  libretas,  y  se 
reforme  en  la  parte  que  exonera  al  capitán  de  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios,  y  del  pago  de  costas. 

Dijo :  que  las  disposiciones  legales  invocadas  por  el  capitán 
son  las  estranjeras  citadas  al  contestarla  demanda,  y  el  artículo 
1154  del  Código  de  Comercio. 

Que  las  primeras  no  pueden  tomarse  en  cuenta,  porque  el  que 
las  invocó  no  ha  probado  su  existencia,  como  debió  hacerlo  de 
acuerdo  con  el  artículo  13  del  Código  Civil,  sin  que  sea  atendi- 
ble la  pretensión  que  hoy  formula,  de  que  el  juez,  para  mejor 
proveer,  debió  hacer  la  averiguación. 

Que  el  artículo  1154  no  es  de  aplicación  en  el  caso,  porque  él 
autoriza  para  hacer  cumplir  el  contrato,  para  exigir  de  los  ma- 
rineros que  hubieran  abandonado  el  buque,  lo  que  hubiesen  re- 
cibido adelantado,  y  para  hacerlos  servir  un  mes  sin  sueldo ;  no 
habiendo  el  demandado  solicitado  nada  de  esto,  pues  solo  pidió 
el  rechazo  de  la  demanda,  referente  á  los  sueldos,  á  la  devolu- 
ción de  los  efectos  y  á  la  indemnización  de  daños. 

Befíriéndose  á  su  apelación  sobre  los  daños  y  las  costas,  men- 
cionó la  situación  desventajosa  en  que  había  colocado  á  los  ma- 
rineros el  hecho  de  haberse  permitido  la  salida  del  buque,  sin 
que  se  practicara  una  inspección  que  habría  sido  muy  fácil,  pe- 
ro que  el  capitán  puso  todo  empeño  en  evitar. 

La  inspección  que  consta  en  autos,  no  puede  tener  valor  al- 

T.  TI  S2 
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guno,  pues  faé  ordenada  por  el  Cónsul  para  farorecer   ¿    g^ 
amigo  el  Capitán  Galatola. 

El  Jaez  no  ha  podido  deducir  la  navegabilidad  del  buque, 
de  las  circunstancias  de  que  las  autoridades  le  hajan  permitido 
salir,  7  de  que  otros  marineros  hayan  ido  á  su  bordo,  puesto 
que  las  apariencias  han  podido  inducir  á  unos  y  otros  en  error 
tanto  más  cuanto  que,  no  se  tratado  peritos,  ni  hicieron  prae* 
ticar  previamente  una  pericia. 

Conferido  traslado  al  capitán  de  la  apelación  de  los  maTmeros, 
reprodujo  su  exposición  anterior  insistiendo  en  que,  la  sola  sa- 
lida del  buque  demuestra  su  navegabilidad  y  la  conducta  incot- 
recta  de  los  marineros ;  que  estos  habían  podido  en  todo  <^&^<> 
solicitar  una  inspección,  de  lo  que  se  abstuvieron  porq^ixe  ^pte- 
veian]  un  resultado  negativo. 


Fallo   de  la  fi^uprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  18  de 

Yibtos  y  considerando:  Primero:   Que  la  demanda  in^^ 
puesta  por  los  marineros  de  la  barca  italiana  <  Rosa  (^éuoy^ 
contra  el  capitán  Don  Antonio  Oalatola  sobre  rescisión  d^i 
contrato  de  locación  de  servicios,  pago  de  sus  salarios  deven^ 
gados,  devolución  de  sos  ropas  y  libretas,  é  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  se  funda  en  que  dicha  barca,  por  su  extte« 
mada  vejez,  quedó  después  del  viaje  de  Marsella  á  este  puerto, 
en  condiciones  tan  deplorablesi  que  no  era  posible  considerarla 
en  estado  de  navegar,  sin  exponer  á  un  peligro  inminente  la 
vida  de  los  marineros  que  la  tripulasen. 
.  Segundo :  Que  este  hecho  resulta  probado  por  la  declaración 
de  los  testigos  de  fojas  ochenta  y  cinco  vuelta,  ochenta  y  seis  y 
ochenta  y  seis  vuelta,  quienes,  contestando  ¿  la  segunda  pre- 
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ganta  del  interrogatorio  de  foja  ochenta  y  caatro,  sobie  si  la 
barca  «Rosa  Genova»  tenía  sos  maderas  totalmente  podrí» 
das,  siendo  inútil  para  la  navegación,  contestan  espontánea- 
mente qne  lo  saben,  el  primero,  porque  siendo  marinero  de  pro- 
fesión, estuvo  á  bordo  dos  dias  para  hacer  un  viaje  á  los  rios, 
j  viendo  que  el  buque  estaba  todo  podrido  y  rotas  las  maderas, 
de  manera  que  tenían  que  dar  á  la  bomba  todo  el  dia,  no  quiso 
seguir  más  á  bordo;  el  segundo,  marinero  también,  porque 
habiéndolo  hablado  el  capitán  Oalatola  para  contratarlo  como 
tripulante,  fué  á  bordo  y  vi6  que  el  buque  estaba  todo  podrido 
é  inservible  para  la  navegación;  y  el  tercero,  de  profesión  cala- 
fate, lo  sabe  por  haber  estado  trabajando  durante  tres  dias,  des- 
pués de  los  cuales  vino  á  tierra  por  estar  el  buque  todo  podrido. 

Tercero:  Que  el  testigo  de  foja  ochenta  y  siete  vuelta,  declara 
igualmente,  que  habiendo  ido  á  bordo  á  ofrecer  provisiones  al 
capitán,  este  le  dijo  que  no  las  necesitaba,  porque  el  buque  no 
podía  navegar  más. 

El  de  foja  ochenta  y  ocho  vuelta,  de  profesión  carpintero, 
que  le  consta  el  contenido  de  la  pregunta,  porque  el  capitán 
lo  llamó  para  que  hiciera  algunas  composturas  al  buque,  y  ha- 
biendo practicado  su  reconocimiento,  se  cercioró  de  que  es- 
taba todo  podrido,  siendo  necesario  para  componerlo  debida- 
mente, hacer  un  gasto  de  ochenta  mil  pesos,  con  cuyo  motivo  el 
capitán  le  manifestó  que  desistía  de  las  composturas  prefi- 
riendo venderlo. 

El  de  foja  noventa  vuelta,  de  profesión  marinero,  declara  que 
por  el  ano  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  tuvo  intención  de 
comprar  un  buque,  que  un  corredor  le  ofreció  la  barca  «  Rosa 
Genova»,  y  habiéndola  examinado,  encontró  que  se  hallaba 
en  pésimas  condiciones,  podrida  é  inútil  para  la  navegación,  á 
menos  de  hacerle  reparaciones  que  hubiesen  costado  tres  veces 
el  valor  del  buque ;  que  los  marineros  le  dijeron  que  hacía 
agua  y  que  él  mismo  lo  vio. 
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Cimrto :  Que  además,  resaltan  comprobados  los  siguientes 
hechos  que  yienen  á  confirmar  lo  ezpoesto  con  las  declaracio- 
nes citadas: 

V  Que  la  barca  cSosa  Génoya»  fué  ofrecida  en  venta  y 
no  hubo  quien  quisiera  comprarla  por  hallarse  en  malísimo  es- 
tado (declaraciones  de  foja  ochenta  y  seis,  ochenta  y  siete  Tuelta 
y  noyenta  yuelta,  contestando  á  la  tercera  pregunta  del  inter- 
rogatorio citado). 

9p  Que  dicha  barca  fué  cargada  con  cueros  y  fardos  de  lana 
para  Europa,  y  los  cargadores  tuvieron  que  bajar  otra  vez  i 
tierra  dichas  cargas,  por  no  haber  podido  asegurarlas,  á  causa 
de  hallarse  el  buque  inservible  para  navegar  (declaraciones  de 
fojas  ochenta  y  seis  vuelta,  ochenta  y  siete  yuelta  y  ochenta  j 
ocho  vuelta,  cuarta  pregunta  del  citado  interrogatorio).  Siendo 
de  notarse  que  el  hecho  á  que  estas  declaraciones  se  reñeren» 
fué  articulado  en  el  escrito  de  demanda  y  no  ha  sido  ne- 
gado por  el  demandado. 

Quinto :  Que  no  puede  atribuirse  á  la  inspección  pericial  de 
foja  ciento  veinte  y  una  vuelta,  la  fuerza  probatoria  que  el 
demandado  le  atribuye,  no  solo  por  los  antecedentes  que  que- 
dan referidos,  sino  porque  el  nombramiento  de  peritos  se 
hizo  exclusivamente  por  el  Cónsul  italiano^  sin  dar  á  los  inte- 
resados la  participación  que  les  corresponde,  según  lo  prescri- 
be el  artículo  ciento  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos. 

Sesto:  Que  el  hecho  de  haber  salido  de  este  puerto  la  barca 
€  Rosa  Genova  >  no  destruye  el  mérito  de  la  prueba  testimo- 
nial rendida  por  los  demandantes,  puesto  que  no  consta  en 
autoH,  que  hubiese  llegado  al  lugar  de  su  destino,  siendo  por  el 
contrario  de  pública  notoriedad  en  la  Bahía,  según  las  declara- 
ciones de  foja  04  á  foja  08,  donde  dicha  barca  era  conocida, 
que  ella  se  perdió  al  llegar  al  puerto  de  Bahía  en  el  Bra- 
sil. 


DE  JUSnCU  NACIONAL  341 

Por  estos  f andamentos,  j  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en 
el  último  inciso  del  artíonlo  mil  ciento  cuarenta  y  cinco  del  Có- 
digo de  Comercio,  se  confirma  lá  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  veinte  y  ocho,  sin  especial  condenación  en  costas.  No« 
tifíquese  con  el  original  y  repnestos  los  sellos,  devnél- 
yanse. 

I3LADISLA0  frIas  (en  disidencia). — 

FEDERICO  IBARGtREIl.—  G.  S.  DE 
LA  TORRE. 


DISIDENGU 


Vistos  y  considerando :  Qne  los  demandantes  han  fundado  su 
acción  en  disposiciones  del  Código  de  Comercio  de  la  Bepúblioa, 
y  si  bien  el  demandado  ha  aducido  en  su  defensa  leyes  ex- 
tranjeras, también  se  ha  apoyado  en  preceptos  del  mismo  Có- 
digo. 

Que,  en  su  consecuencia,  y  sosteniendo  los  demandantes  la 
innaTegabilidad  del  buque,  surto  en  un  puerto  argentino,  la 
Corte  declaró  la  competencia  del  Juzgado  de  Sección  en  esta 
causa,  fundándose  especialmente  en  ser  condición  implícita  en 
todo  contrato  entre  el  capitán  y  la  tripulación,  el  buen  estado 
del  buque  para  navegar 

Que  de  los  autos  resulta,  plenamente  acreditado,  el  hecho  de 
que  el  buque  se  encontraba  en  esta  condición,  según  da  ins- 
pección minuciosa,  tanto  interna  como  externa  >  de  él  practi- 
cada algunos  dias  antes  de  la  demanda,  por  dos  peritos  nom- 
brados por  el  Consulado  italiano,  á  solicitud  de  los  mismos  de- 
mandantes y  de  acuerdo  con  el  capitán,  siendo  aquellos  y  estos 
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también  italianos ;  hecho  corroborado  por  la  salida  del  baque, 
con  carga  y  naeya  tripulación,  sin  que  los  demandantes  hayan 
justificado  su  pérdida,  como  han  pretendido. 

Que  esta  prueba  no  ha  sido  desvirtuada  por  la  testimonial, 
producida  por  los  demandantes,  como  la  sentencia  apelada  lo 
demuestra  cumplidamente. 

Y  que  no  habiendo  los  demandantes  justificado  el  único  mo- 
tivo que  adujeron  para  haber  abandonado  el  buque  antes  de  la 
terminación  de  su  contrato  con  el  capitán,  ni  constando  otro 
alguno  legal  para  haberlo  verificado,  han  perdido  su  derecho  á 
los  salarios  6  sueldos  vencidos,  conforme  á  los  artículos  1154  y 
1180  del  Código  de  Comercio. 

Por  estos  fundamentos,  y  por  los  cuarto  y  quinto  de  la  senten- 
cia apelada  de  foja  ciento  veinte  y  ocho,  en  cuanto  ¿  la  resci- 
cien  del  contrato  y  á  la  entrega  de  las  ropas  y  libretas  de  los  ma- 
rineros, se  revoca  dicha  sentencia  en  la  parte  que  manda  pa- 
gar á  estos  los  salarios  que  cobran  y  se  confirma  en  lo  demás. 
Bepuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

ULADISLAO    frías. 
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CAUSA  liXXXIII 


Bafícalari Hnos.  contra  el  capitán  de  la  barca  Angela  Madre; 
sobre  falta  de  cumplimiento  de  contrato  y  cobro  de  multa. 


Sumario.  —  Hecho  un  contrato  de  fletamento  para  recibir 
carga  á  la  breyedad  posible,  y  escasándose  el  capitán  de  hacer- 
lo por  el  estado  de  innayegabilídad  del  baque,  ni  ofreciéndose 
por  este  otro  baque  en  tiempo  y  en  igualdad  de  condiciones, 
existe  Tiolacion  de  contrato,  y  procede  la  aplicación  de  la  multa 
conyenida  como  garantía  de  su  ejecución. 


Caso.  —  En  17  de  Setiembre  de  1886  se  presentó  D.  Carlos 
García  Pinero,  por  los  Sres.  Bancalari  Hnos.  y  espaso: 

Que  en  26  de  Marzo  de  1886  sus  representados,  por  interme- 
dio del  agente  marítimo  D.  JuanM.  Ganessa,  celebraron  con  D. 
J.  M.  Pelaghi,  capitán  de  la  barca  Angela  Madre^  un  contrato 
de  fletamento  para  cargarla  de  maiz  en  bolsas,  astas  y  cueros^ 
no  excediendo  de  lo  que  razonablemente  pudiera  cargar. 

Que  el  cargamento  debía  tomarse  en  el  puerto  de  San  Nicolás 
6  entre  los  de  Villa  Constitución  y  Obligado. 

Que  en   el  contrato  se  consignó  que  el  buque  estaba  seco, 
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estanco  y  sano  j  provisto  para  el  viaje,  debiendo  trasladarse  á  la 
brevedad  posible  á  San  Nicolás  para  recibir  la  carga,  en  uno  de 
los  dos  puertos  qne  indicasen  los  fletadores. 

Que  en  la  seguridad  de  tener  buque  para  la  carga,  Bancalari 
Hnos.  celebraron  con  D.  Emilio  Martínez  de  Hoz,  de  Bamallo, 
un  contrato  por  todo  el  maíz  de  su  cosecha,  estableciéndose  (ar- 
tículo 5"^)  que  lo  recibirían  dentro  de  un  mes  de  quedar  total- 
mente recogido,  responsabilizándose  después  de  este  pla- 
zo por  las  faltas  6  averías  del  que  quedara  depositado  en  las 
trojas:  y  habiendo  Bancalari  Hnos.  recibido  con  fecha  7 de 
Julio  de  1886,  aviso  de  que  el  maíz  estaba  listo,  se  dirijieron  al 
Capitán  del  Angela  Madre^  que  se  encontraba  en  San  Nicolás, 
pidiéndole  manifestase  si  su  buque  estaba  en  buen  estado  y  há- 
bil para  recibir  el  cargamento,  contestándoseles,  por  el  actual 
capitán  D.  Manuel  Costa,  que  el  palo  mayor  estaba  malo  y  que 
el  buque  no  se  encontraba  en  estado  de  navegar,  por  cuya  razón 
formularon  protesta  por  la  rescisión  del  contrato  y  los  daños 
y  perjuicios,  dando,  al  mismo  tiempo,  aviso  á  los  corre- 
dores interesados,  por  quienes  supieron  que  la  tripulación  ha- 
bía protestado  ante  el  Consulado,  por  tener  el  buque  un  palo  po- 
drido, negándose  á  seguir  viaje  ;  por  cuyas  circunstancias  y  per 
haber  ordenado  reparaciones  el  perito  del  asegurador,  quedaba 
el  contrato  sin  efecto,  y  proponían  otro  buque  que  no  fué  posi- 
ble aceptar  por  su  menor  tonelaje  y  por  no  estar  listo,  habien- 
do urgencia  en  cargar,  atento  lo  convenido  con  Martínez  de 
Hoz. 

Que  imposibilitado  el  Angela  Madre  y  rescindido  el  contrato 
por  haber  el  fletante  incurrido  en  mora,  Bancalari  Hnos.  tuvie- 
ron que  fletar  otro  buque  para  remitir  su  carga  á  Europa,  per- 
diendo por  la  demora  la  diferencia  en  papel  nacional  que  pudie- 
ron haber  girado  por  haber  bajado  el  oro  un  25  Vo>  y  recargán- 
dose además  en  los  gastos  de  trasporte,  pues  el  Angela  Madre 
habría  cargado  en  Bamallo,  donde  está  la  estancia  de  Martinez 
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de  Hoz,  7  ellos  tayieron  que  hacerlo  en  San  Nicolás ;  perjudi- 
cándose asimismo  por  verse  obligados  á  indemnizar  al  capitán, 
que  cargó  lo  que  tenían  en  Villa  Constitución  y  á  darle  práctico 
de  ida  y  vuelta,  todo  lo  cual  debía  hacer  el  Angela  Madre  sin 
más  pago  que  el  del  flete. 

Que  el  capitán  Pelaghi^  que  era  también  apoderado  general  del 
armador^  sabía  que  los  palos  del  buque  estaban  podridos  é  inser- 
vibles para  navegar ;  y  es  indudable  que  firmó  el  contrato  de 
malafé,  para  sorprender  á  Bancalari  Hnos.,  como  lo  prueba  el 
hecho  de  haber  girado  contra  ellos  por  parte  del  flete,  cuando 
ya  la  tripulación  había  protestado  y  estaba  á  la  vista  la  innave- 
gabilidad  del  buque. 

Que  de  los  hechos  espuestos  resulta  que  el  fletante  es  respon- 
sable hacia  el  fletador  de  los  daños  y  perjuicios  que  ha  sufrido, 
según  lo  establece  el  artículo  1222  del  Código  de  Comercio. 

Que  estos  perjuicios  consisten  en  la  diferencia  del  valor  del 
oro,  que  estaba  arriba  de  150  Vo  en  la  época  en  que  debió  efec- 
tuarse el  cargamento,  á  cuyo  tipo  se  pagaron  los  frutos  compra- 
dos y  por  cuyo  valor  podían  girar  Bancalari  Hnos.  una  vez  los 
conocimientos  en  su  poder,  mientras  que  haciéndolo  unos  meses 
después,  cuando  el  oro  habla  bajado  un  20  Vo  perdían  estos  en 
el  cambio  del  papel,  lo  que  hace  una  pérdida  aproximadamente 
de  3000  $,  por  ser  el  valor  del  cargamento  de  18000  #  de  esa 
moneda . 

Que  además,  existen  los  gastos  ocasionados  por  el  buque  que 
se  mandó  cargar  á  Villa  Constitución  y  que  ascienden  próxima- 
mente á  500$;  además,  los  gastos  para  el  trasporte  de  los  frutos 
desde  Bamallo  hasta  San  Nicolás,  que  en  trenes,  peones,  carros, 
pago  por  el  uso  de  la  canaleta  de  D.  Segundo Oarcia,  etc.,  hacen 
un  total  de  800  $  que  se  habría  ahorrado  si  el  maíz  se  hubiese 
cargado  en  el  muelle  de  la  boca  de  Bamallo,  como  debió  ha- 
cerse. 

Que  así^  los  perjuicios  sufridos  ascienden  próximamente  á 
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5000  pesos,  pero  estando  establecida  en  el  contrato  una  pena 
para  el  que  diera  lagar  á  su  rescisión,   corresponde  que  ella  ae 
aplique  al  fletante,  siendo  ella  la  misma  que  se  habría  aplicado 
á  los  fletadores  si  el  contrato  se  hubiera  rescindido  por  su  oulpa. 

Que  esta  pena  consiste  en  el  equivalente  del  flete,  es  <3  ecir 
11,400  francos  oro  efectiTO,  por  ser  este  el  precio  del  flotee  de 
las  600  toneladas  contratadas  á  10  francos  oro  cada  una  z  esta 
cantidad  de  francos  al  cambio  de  3  con  20  centesimos  poír  peso 
nacional,  que  era  el  de  la  época  en  que  el  contrato  quedó  r^  scin- 
dido  ó  sin  ejecución  por  culpa  del  fletante,  hace  la  deSOOO  pe- 
sos moneda  nacional  que  el  capitán  del  Angela  Madre  ó  ^  ^  a  el 
buque  directamente  afectado  en  este  caso,  debe  pagar  á  lo 23  de- 
mandantes. 

Pidió  que  se  declarara  bien  rescindido  el  contrato  7  se  co  fide- 
nara  al  actual  capitán  del  Ángela  Madre,  don  Manuel  Gosfes^,  al 
pago  de  los  3000  pesos  referidos  con  costas  7  costos. 

Presentó  el  actor:  1^  El  contrato  de  fletamento  hecho  eú 
Buenos  Aires  en  26  de  Ma7o  de  1886.  Se  espresa  en  él  qwM^  el 
Angela  Madre  tiene  384  toneladas  de  medida  por  registro,  6  6O0 
toneladas  de  peso  muerto ;  que  el  buque,  estando  seco,estan.oo  I 
sano  7  provisto  para  el  viaje,  debería  á  la  brevedad  po8(¿l>^^ 
proceder  en  lastre  á  San  Nicolás  de  los  Arro70s  para  cargar  ^1^ 
ó  entre  Villa  Constitución  7  Obligado  en  dos  puertos,  donde 
cibiría  un  completo  7  entero  cargamento  de  maíz  en  bols 
teniendo  los  fletadores  opción  para  cargar  20,000  astas  mfr 
menos,  7  5000  cueros  vacunos  secos  más  ó  menos. 

Que  el  buque  debería  ser  aprobado  por  el  agente  de  los  se| 
ros;  que  el  flete  se  pagaría  á  razón  de  19  francos  por  cada  toi 
lada  de  mil  kilos  de  peso  bruto  entregada,  por  el  maíz ;  40  fra 
eos  por  cada  tonelada  del  mismo  peso  por  los  cueros;  10  frano^' 
por  cada  1000  astas  entregadas,  250  francos  de  gratificación ; 
si  del  puerto  de  carga  fuese  ordenado  descargar  á  un  puerto  1  i'^ 
recto,  el  flete  será  de  un  franco  menos  por  cada  tonelada ;  qix.  ^ 
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la  penalidad  por  la  rescisión  del  oontrato,  será  el  equivalente  del 
flete. 

2°  Un  documento  privado  fechado  en  Bamallo  á  5  de  Junio 
delSSGyñrmadopor  poderdeE.  Martínez  de  Hoz,  N.  B.  Mar- 
tínez de  Hoz,  en  que  se  declara  haber  vendido  ¿  Bancalari  Hnos. 
todo  el  maíz  que  se  coseche  en  el  establecimiento  El  Paraiso^  y 
en  cuyo  artículo  5^  se  espresa,  que  un  mes  después  de  estar  total- 
mente recogido  el  maíz,  tendrá  que  quedar  recibido,  sin  respon- 
sabilizarse el  vendedor  por  faltas  6  averías  del  que  quedara  de- 
positado en  las  trojas,  salvo  el  caso  que  no  pudiera  recibirse  por 
fuerza  mayor,  lluvias,  mal  tiempo,  etc. 

3^  Una  carta  del  mismo,  fechad?  de  Junio  de  1888,  comuni- 
cando á  Bancalari  Hnos.,  que  habiéndose  ya  recogido  el  maíz  y 
estando  depositado,  esperabamandaraá  desgranarlo  tan  pronto 
como  le  fuera  posible. 

4»  Una  carta  en  italiano,  del  capitán  D.  Manuel  Costa,  fechada 
en  San  Nicolás  á4  de  Agosto  de  1886  y  la  cual  fué  traducida  por 
D.  Juan  M.  Lársen.  Comunica  en  ella  á  Bancalari  que  el  barco 
Angela  Madre,  á  su  mando^  tiene  los  palos  mayores  gastados,  y 
en  virtud  del  reconocimiento  pericial  del  Sr.  Boucour^  agente 
de  la  Oficina  de  Seguros,  fueron  declarados  en  estado  de  innave- 
gabilidad ;  no  hallándose  por  lo  tanto,  el  barco,  en  condiciones 
de  tomar  carga  por  no  haber  sido  aprobado  por  la  Oficina  de  se- 
guros. 

50  Una  protesta  formulada  por  Bancalari  Hnos.  ante  Escri- 
bano Público  en  San  Nicolás,  á  4  de  Agosto  de  1886,  contra  el  ca- 
pitán Pelaghi,  haciéndole  cargo  por  los  daños  y  perjuicios  y  de- 
clarando en  virtud  de  los  hechos  ocurridos,  nulo  y  sin  valor  al- 
guno el  contrato  de  fletamento. 

6^  Una  carta  dirigida  á  Bancalari  Hnos.  por  los  corredores 
marítimos  Juan  M.  Canessay  C*,  fechada  en  Buenos  Aires  á  7 
de  Agosto  de  1886,  en  la  cual  hacen  referencia  á  las  diferencias 
ocurridas  y  les  aconsejan  tomar  en  lugar  del  Angela  Madre,  el 
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buque  Antonio  A,  pronto  de  5  á  10  días,  á  flete  bajo,  que  ha- 
bían buscado  7  conseguido  para  ellos.  Agrega:  que  habiendo 
resultado  de  una  seguida  inspección  del  Angela  Madre  que  este 
buque  no  podía  navegar,  el  fletamento  quedaba  sin  efecto. 

D.  Juan  M.  Canessa  reconoció  como  auténtico  esta  carta;  y  el 
Escribano  certiñcó  que  ella  se  encuentra  en  el  copiador  de  la  casa 
Canessa  y  C*.  , 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  é  impedida  la  salida  del  bu- 
que mientras  no  se  arraigara  el  juicio,  contestó  aquella  D.Ja- 
cinto García  por  D.  José  Pace,  actual  capitán  del  Angela  Madre, 
pidiendo  que  se  absolviera  al  demadado  con  costas  al  actor. 

Dijo :  que  según  la  póliza,  el  buque  debía  con  toda  brevedad 
trasladarse  en  lastre  á  San  Nicolás  para  recibir  el  cargamento 
convenido,  debiendo  previamente  ser  aprobado  por  el  agente  de 
seguros. 

Que  cumplido  este  último  requisito,  se  puso  el  buque  en  via- 
je y  llegó  á  San  Nicolás,  y  estando  allí,  el  capitán  don 
Manuel  Costa,  que  tomó  el  mando  por  haberlo  abandonado  Pe- 
laghi,  comunicó  á  Bancalari  que  los  palos  mayores  estaban  en 
mal  estado,  por  cuya  causa  no  podría  emprender  inmediata- 
mente el  viaje. 

Que  la  conducta  del  capitán  fué  honrada,  pues  otro  habría 
callado  el  hecho  para  que  cualquiera  avería  que  sucediese,  te- 
niendo el  carácter  de  gruesa,  gravara  también  al  cargamento  y 
los  fletes  • 

Que  necesitando  el  buque  reparaciones  que  requerían  algún 
tiempo,  el  capitán  ofreció  á  los  fletadores  otro  buque  á  menor 
flete  y  que  estaría  en  breves  dias  apto  para  recibir  carga,  com- 
prometiéndose á  abonar  una  multa  de  800  pesos  en  caso  de  que 
no  se  cumpliera  el  ofrecimiento,  y  rechazada  por  Bancalari  esta 
propuesta,  el  capitán  protestó  ante  la  capitanía  del  Puerto  de 
San  Nicolás. 

Que  al  mismo  tiempo  los  corredores  Canessa  y  C*  ofrecieron  á 
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Bancalari  el  baque  Sole^  qae  estaba  en  el  Rosario,  listo  para  oar- 
gai;  también  por  un  flete  menor  y  asimismo  el  agente  de  se- 
guros de  San  Nicolás,  propaso  otro  baque  en  condiciones  ven- 
tajosas, sin  que  ni  el  uno  ni  el  otro  fuera  aceptado. 

Que  finalmente,  el  capitán,  por  intermedio  de  Don  José 
M.  Palma,  manifestó  á  Bancalari  que  estaba  dispuesto  á  efec- 
tuar las  reparaciones  necesarias  en  el  buque  para  recibir  el 
cargamento,  encargo  que  cumplió  Palma  en  presencia  de  D.  Pe- 
dro Denegrí  y  D.  Juan  B.  Castagnola,  y  á  esto  contestaron  Ban- 
calari Hnos.  que  no  tenían  más  maíz,  pues  ya  lo  habían  embar- 
cado, no  habiendo  podido  esperar;  agregando  que  para  que  se  res- 
cindiera el  fletamento,  exigían  una  idemnizacion  de  500  pe- 
sos. 

Que  el  capitán  habla  procedido  legalmonte  al  avisar  á  los  fle- 
tadores que  efectuaría  las  reparaciones  necesarias  para  recibir 
carga,  pues  según  el  artículo  1241  del  Código  de  Comercio,  los 
fletadores  estaban  obligados  á  esperar  las  reparaciones,  puesto 
que  la  necesidad  de  ellas  ocurrió  durante  el  viaje,  el  cual  em- 
pezó desde  que  salió  el  buque  del  Biachuelo,  porque  así  resulta 
del  contrato  y  porque  todos  los  actos  s6  concretaban  al  cumpli- 
miento de  él. 

Que  es  de  tenerse  presente  que  el  mal  estado  de  los  palos 
mayores  del  buque,  no  ha  tenido  por  causa  la  culpa  del  capi- 

« 

tan,  como  resulta  del  primer  certificado  espedido  por  el  Agente 
de  Seguros;  y  entonces,  usando  de  la  facultad  que  le  acordaba 
el  artículo  1241  del  Código  de  Comercio,  se  sustrae  de  toda  res- 
ponsabilidad por  las  consecuencias  que  pudieran  producirse. 

Que  por  otra  parte,  los  demandantes  no  han  podido  declarar 
por  sí  solos  rescindido  el  contrato,  sino  que  debieran  exigir  su 
cumplimiento  ó  en  su  defecto,  el  resarcimiento  de  los  perjui- 
cios. 

Que  los  que  se  dicen  sufridos,  son  ficticios  y  en  todo  caso,  se- 
rían debidos  á  la  propia  conducta  de  los  demandantes ;  siendo 
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la  aplicación  de  la  multa  prefijada  en  el  contrato ,  ridicula,  pues 
el   capitán  no  faltó  al  cumplimiento  de  él,  sino  Bancalaii 
Hnos. 

Que  además,  no  se  detallan  los  perjuicios  que  se  alegan  pax^k 
poder  estudiarlos  debidamente,  sino  que  se  limitan  los  actoxes 
á  generalidades  ó  sumas  en  globo,  que  no  permiten  disentir  bs 
pretendidos  perjuicios. 

Que  la  cláusula  del  contrato  «con  toda  la  brevedad  po8i>>ie» 
que  invoca  la  demanda,  solo  puede  importar  que  el  buque  s&lga 
inmediatamente  después  que  esté  listo,  lo  que  no  8igniñ(^^  que 
llegue  en  una  época  más  ó  menos  fija,  pues  el  Capitán  no  respoB' 
de  de  las  demoras  del  viaje,  riesgos  de  mar,  etc.,  y  de  todos  xno- 
dos,  no  ha  habido  demora  alguna  imputable  á  culpa  ó  negligen- 
cia del  capitán,  pues  cuando  el  contrato  se  firmó,  el  bvxqae 
estaba  descargando,  y  una  vez  que  concluyó  se  hizo  áltk  ^v^ela 
para  San  Nicolás. 

Que  así,  los  demandantes  no  pueden  fundarse  en  el  coQ€^:ra.to 
celebrado  con  Martinez  de  Hoz,  pues  no  sabían  de  anteixxaáio 
cuando  llegaba  el  buque. 

Que  1:0  es  cierto  que  los  buques  ofrecidos  á  Bancalari  9Ieios. 
fueron  de  distinto  porte  y  la  verdad  es,  que  si  no  los  aceptaa.x'ox, 
á  pesar  de  ser  menor  el  flete*  fué  porque  nada  tenían  que 
gar. 


Fallo  del  Jíues  Federal 


La  Plata,  Agosto  6  de  1887. 

Y  vista  esta  demanda  seguida  por  Bancalari  Hermanos, 
tra  el  capitán  de  la  barca  italiana  Angela  Madre ^  sobre  co 
de  una  multa  por  inejecución  de  un  contrato  de  fletamento 
de  que  resulta: 


r 
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i^  Que  con  fecha  26  de  Mayo  del  año  próximo  pasado,  los  se- 
ñores Bancalari  Hermanos,  formalizaron  nn  contrato  de  fleta- 
mentó  con  el  capitán  del  Angela  Madre,  para  un  cargamento 
general,  que  debía  ser  tomado  en  San  Nicolás  ó  puertos  inter- 
medios, debiendo  partir  á  ese  destino  á  la  brevedad  posible  des- 
de su  fondeadero  del  Riachuelo,  asegurándoseles  estar  el  buque 
en  el  momento  del  contrato,  sano,  seco  y  listo  para  navegar. 

2^  Que  en  el  mismo  contrato  se. estipulaba  que  el  buque  de- 
bía ser  revisado  por  el  agente  de  una  de  las  compañías  de  segu- 
ros, como  también  en  el  caso  de  falta  de  cumplimiento  por  par- 
te del  capitán,  se  pagarían  recíprocamente  como  multa  por  in- 
demnización, el  precio  íntegro  del  flete  estipulado,  todo  esto 
contenido  en  el  contrato  de  fletamento  de  foja  1. 

S""  Que  llegado  el  Ángela  Madre  á  San  Nicolás,  y  exigido  por 
los  señores  Bancalari,  para  el  recibo  de  la  carga,  contestó  su 
capitán,  que  el  buque  estaba  en  estado  de  innavegabilidad  según 
carta  corriente  á  foja  2y  traducida  á  foja  45. 

4°  Que  fundado  en  estas  y  otras  consideraciones,  los  señores 
Bancalari  Hermanos,  demandan  al  capitán  del  Angela  Madre, 
por  el  pago  de  la  multa  que  se  estipuló  en  el  contrato  de  fleta- 
mentó,  que  estiman  en  la  cantidad  de  once  mil  cuatrocientos 
francos  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional,  que  import^iba 
en  la  fecha  en  que  se  debió  cumplir  el  contrato. 

5^  Que  corrido  traslado  de  esa  demanda  al  capitán  del  Ange- 
la  Madre,  se  niega  al  pago  de  la  multa  alegando  entre  otras 
razones :  i*  que  ha  habido  imposibilidad  por  haber  sido  decla- 
rado el  buque  en  estado  de  innavegabilidad ;  2"  que  ha  habido 
arreglo  con  los  Bancalari,  para  que  estos  hicieran  su  cargamen- 
to en  otros  buques  que  le  propuso  el  demandado  y  á  menor  fle- 
te ;  3"  que  los  señores  Bancalari,  no  tenían  en  la  época  fijada  el 
cargamento  que  debía  tomar  el  Angela  Madre;  y  4*  finalmente, 
que  la  imposibilidad  de  navegar  del  Angela  Madre^  se  ha  pro- 
ducido estando  ya  navegando  ó  principiado  el  viaje. 
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piesentante,  sino  indiTídoal  7  directamente  por  los  testigos  íb- 
teiesados  en  ella,  y  en  esta  viitud  no  hallándose  probados  estos 
hechos,  qneda  en  todo  so  vigor  el  contrato  ;  todas  las  considera- 
cienes  á  que  se  refieren  los  considerandos  primero  y  segando . 

6°  Que  se  ha  alegado  también  qne  el  señor  Bancalari,  no  te- 
nia su  cargamento  preparado,  pero  independient^ente  de  la 
pmeba  en  contrario  qne  se  ba  rendido  por  el  deman*  nte,  eatá 
la  prescripción  terminante  del  artículo  656  del  Código  Civil, 
qae  prohibe  al  qne  ha  incarrido  en  malta,  qoe  se  ampare  del 
hecbo  de  qne  la  inejecución  por  sa  parte  no  ha  traído  perjuicio 
alguno  al  otro  contratante. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  de  foja 
211,  fallo:  mandando  que  el  capitán  del  Angela  Madre  pague  á 
los  señores  Bancalart  Hermanos,  la  soma  de  once  mil  cuatro- 
cientos francos  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional  al  cambio 
_  del  dia  4  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  á  los  diez  días  de 
ejecutoriada  la  presente,  con  más  los  intereses  de  la  demanda  y 
las  costas  de  este  juicio. 

Kotifíqnese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos  sin  más 
trámite. 

Isidoro  Álbarraem. 


Buenos  Aires,  Julio  18  de  1889. 

'istos:  No  resaltando  que  el  ofrecimiento  de  buque  6  buqaes 
I  se  dice  hecho  por  el  demandado  i  los  demandantes  en  sostl- 
ioa  iel  Angela  Sfadre,  i  aBT  cierto,  haya  sido  verificado  en 
npo  y  en  igualdad  de  condiciones  á  las  estipuladas  en   el 
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contrato  de  foja  primera ;  y  por  los  demás  f andamentos  de  la 
sentencia  apelada^  so  confirma  esta  con  costas.  Bepóngase  los 
sellos  y  devaélvanse. 

benjamín  YICTOBIGA.  —  ULADISLAO 
FBlAS.  —  FBDEBICO  IBABGÜBEN. — G . 
S.  DÉLA  TOBRE.  — LUIS  T.  TABELA. 


CAUSA  I.XXXIT 


Don  Uladislao  Augier,  contra  Don  Samuel  Lafone;  sobre  em- 
préstito de  cofisumo  y  cobro  de  pesos . 


Sumario.  —  En  los  contratos  de  empréstito  de  consamo  se 
deTnelve  solo  la  misma  especie  y  calidad,  y  no  se  deben  intere- 
ses, no  habiendo  mediado  mora. 


(kiso.  —  Don  TJladislao  Angier  se  presentó  ante  el  Juzgado, 
esponiendo:  Qae  habiendo  trasoarrido  más  de  an  año  desde  qne, 
por  transacción  jadioial  celebrada  entre  las  mismas  partes  en  una 
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cansa  qae  anteriormente  habían  seguido,  Don  Samnel  Lafone, 
se  comprometió  á  depositar  en  el  Banco  Nacional  un  saldo  qae 
reconoció  en  su  contra,  por  i 336  pesos,  con  79  centavos,  según 
cuenta  que  pasó  y  acompaña  en  copia,  no  había  podido  conse- 
guir cobrársela. 

Que  siendo  él  (Augier)  deudor  de  Don  Juan  Porta,  ordenó  á 
Lafone  que  entregara  á  aquel  el  mencionado  saldo,  á  lo  que  se 
negó,  alegando  que  no  podía  hacerlo  mientras  Augier  no  pusie- 
ra su  conforme  en  la  cuenta. 

Que  siendo  falsas  algunas  de  las  partidas  de  esta,  la  acepta- 
ción por  su  parte  le  habría  irrogado  graves  perjuicios,  no  pu- 
diendo  ser  más  incorrecta  la  negativa  de  Lafone,  quien,  ante  el 
derecho  comercial,  se  ha  hecho  responsable  de  los  danos  é  inte- 
reses por  indebida  retención  de  sumas  que  ha  confesado  deber 
y  que,  por  lo  tanto,  no  pueden  ser  materia  de  cuestión. 

Que  aun  cuando  Lafone  le  había  manifestado,  por  intermedio 
de  su  apoderado,  que  no  tenía  inconveniente  en  depositar  el  re- 
ferido saldo,  había  agregado  que  no  depositaría  los  intereses, 
no  obstante  estar  obligado  á  ello  desde  que  se  trata  de  una  su- 
ma líquida  y  confesada,  debiendo  advertirse^  además,  que  Lafone 
ha  incurrido  en  mora,  conforme  al  artículo  509  del  Código  Ci- 
vil, porque  ha  sido  requerido  extrajudicialmente  por  Don  Juan 
Porta,  á  cuyo  favor  se  sacó  el  saldo,  y  por  el  mismo  Augier, 
fundado  en  el  pretesto  antes  indicado  de  que  debía  poner  su 
conforme  á  la  cuenta. 

Que  dejando  á  un  lado  el  saldo  confesado  por  Lafone,  la  cuen- 
ta de  éste,  es  inexacta. 

Que  todas  las  partidas  que  figuran  en  el  Debe  de  esa  cuenta, 
referentes  á  carne  suministrada,  no  deben  figurar  en  ella,  pues 
cuando  Lafone  comenzó  á  proveer  de  carne  á  los  empleados  de 
lamina,  fué  en  virtud  de  un  convenio  por  el  cual  ambas  partes 
se  imponían  recíprocamente  ese  servicio,  debiendo  abonar  las 
diferencias  que  resultasen,  en  carne  y  no  en  dinero. 
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Que  según  la  cuenta  que  acompaña,  señalada  con  la  letra  X, 
pasada  por  la  empresa  Lafone,  consta  que  se  han  dado  recípro- 
camente partidas  de  carne,  más  ó  menos  grandes,  sin  que  fueran 
apreciadas  en  dinero,  á  tal  punto  que  en  algunas  partidas  figu- 
ran novillos  en  pié  cuyo  peso  de  carne  se  ha  calculado,  pero 
nunca  su  valor,  porque  no  se  trataba  ni  de  compra  ni  de  venta, 
sino  de  un  servicio  de  carne  entre  las  minas  Bestauradora  y 
Santa  Clara. 

Qae  á  pesar  de  esto,  Lafone  hace  figurar  en  su  cuenta  el  va- 
lor de  la  carne,  atribuyéndole  el  de  4  pesos  arroba,  y  cargándo- 
le intereses,  de  donde  resulta  que  la  cantidad  de  3449  pesos 
con  i  6  centavos,  que  en  la  cuenta  figuran  á  favor  de  Augier, 
vienen  á  quedar  reducidos  por  esa  causa  á  i  336  pesos  con  79 
centavos. 

Que  como  lo  deja  dicho,  la  cuenta  esclusivamente  de  carne  á 
que  antes  se  ha  referido,  es  distinta  de  cualquiera  otra  por  otras 
especies,  con  el  mismo  Lafone,  como  así  lo  demuestra  la  carta 
del  apoderado  de  este,  que  presenta  (f .  2). 

Que  no  solo  no  puede  Lafone  incluir  en  sus  cuentas  el  valor 
de  la  carne,  sino  que  no  puede  tampoco  cargarle  intereses  sobre 
ese  valor,  porque  según  los  antecedentes  ya  referidos,  lo  que  ha 
mediado  éntrelas  partes  es  un  contrato  de  mutuo,  el  cual,  se- 
gún el  artículo  2248  del  Código  Civil,  es  gratuito,  y  además,  no 
ha  habido  mora  por  su  parte,  y  antes,  al  contrario^  ha  querido 
devolver  oportunamente  la  carne,  perjudicándolo  Lafone  por 
obligarlo  con  evasivas  á  sostener  una  novillada  en  invernada. 

Que  por  lo  demás,  con  escepcion  de  las  partidas  de  la  cuenta^ 
referentes  á  carne,  en  virtud  de  las  cuales  Lafone  ha  hecho  cre- 
cer su  crédito  hasta  igualarlo  casi  con  el  suyo,  reconoce  todas 
las  otras. 

Que  hasta  el  30  de  Junio  de  i 885,  Lafone  le  adeuda  el  saldo 
que  arroja  la  cuenta  que  presenta  (f.  8)  y  que  asciende  á  2576 
pesos  con  74  centavos,  más  los  intereses  corridos  desde  entonces. 
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Pidió  que  se  condenara  á  Don  Samuel  Lafone  á  pagarle  este, 
con  deducción  de  lo  que  hubiera  depositado  en  el  Banco  Nacio- 
nal, con  costas^  daños  y  perjuicios. 

Presentó  el  demandante :  i^  una  carta  fechada  en  Pilciao, 
á  i^^de  Mayo  de  1885,  dirijida  á  Don  Uladislao  Augíer  y  firma- 
da Bicardo  H,  Blanney,  hermano  político,  según  el  actor,  de  Don 
Samuel  Lafone  y  encargado  de  la  empresa  de  este,  durante  su 
ausencia.  Comunica  Blanney  á  nombre  de  Lafone,  que  una  yez 
aceptada  la  caenfca  definitivamente  y  entregado  el  saldo  á  Porta, 
está  dispuesto  á  recibir  carne  hasta  enterar  la  cantidad  consa- 
bida, pero  que  mientras  no  quede  definida  y  chancelada  la  cuen* 
ta,  no  sería  más  que  introducir  nuevas  complicaciones,  el  reci- 
bir carne  ;  que  Lafone  entrará  por  cualquier  arreglo  racional  y 
justo,  pero  quiere  concluir  definitivamente  con  cada  cuenta*  pa- 
ra evitar  desagrados. 

2®  Otra  carta  dirijida  á  Augier  por  Don  Pedro  Ferrando, 
adjuntándole,  por  cuenta  de  Lafone,  copia  de  la  cuenta  de  carne 
entregada  á  la  mina  Santa  Clara  hasta  el  5  de  Abril  de  1884, 

3^  Copia  de  la  mencionada  cuenta,  que  empieza  en  Noviembre 
30  de  1880  y  termina  en  5  de  Abril  de  1884,  con  un  saldo  con- 
tra la  mina  Santa  Clara,  de  477  arrobas  y  18  libras. 

4*^  Copia  déla  cuenta  corriente  pasada  por  Lafone  á Augier, 
y  que  se  refuta  en  la  demanda.  Principia  el  31  de  Diciembre  de 
1880,  comprendiendo  las  entregas  recíprocas  de  carne,  y  termina 
el  31  de  Agosto  de  1884,  con  un  saldo  que  se  dice  pagadero  en 
Catamarca  á  Don  Juan  Porta,  por  1336  pesos  con  74  centavos. 

h""  Copia  de  otra  cuenta  corriente  formada  por  la  parte  de 
Augier,  en  la  cual  no  figuran  las  entregas  de  carne.  Principia  á 
5  de  Junio  de  1883  y  termina  en  31  de  Mayo  de  1885,  con  un 
saldo  á  favor  de  Augier,  por  2576  pesos  con  74  centavas. 

El  Juez  confirió  traslado  de  la  demanda  y  mandó  que  se  agre- 
gara la  información  producida  en  el  otro  juicio  para  acreditar 
la  competencia  del  Juzgado  por  ser  argentino  Augier  y  estran- 
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jero  Lafone,  y  asimismo^  copia  de  la  transacción  á  que  alade 
la  demanda. 

De  la  copia  agregada  referente  á  la  transacción,  resalta  qae 
comparecieron  á  juicio  yerbal  Don  TJladislao  Angier  por  sí,  y 
Don  Segando  Acaña,  por  Don  Samuel  Lafone,  é  inyitados  por 
el  Jaez  para  arreglar  el  asunto^  celebraron  un  conyenio  esta- 
bleciendo : 

i®  Qae  el  saldo  de  i336  pesos  con  79  centavos,  que  arroja  la 
caenta  corriente  á  cargo  de  Lafone,  fuera  depositado  en  el  Ban- 
co Nacional  y  á  la  orden  del  Juzgado,  á  fin  de  entregarlo  á 
quien  correspondiera,  según  el  resaltado  del  juicio  seguido  entre 
Don  Juan  Porta  y  Augier,  sobre  liquidación  de  cuentas  y  que 
se  hallaba  sometido  á  arbitraje,  quedando  Lafone  desligado  de 
todo  compromiso  respecto  de  ese  valor  con  uno  y  otro  de  los 
mencionados  señores. 

S""  Que  á  este  efecto,  se  hiciera  saber  lo  acordado  á  Don  Juan 
Porta,  para  su  aceptación,  lo  mismo  que  á  los  arbitros  Doctores 
Legaizamoo  y  Correa,  paro  los  fines  consiguientes. 

S""  Que  ambas  partes  se  reservábanlas  acciones  que  pudieran 
corresponderles,  ya  sobre  los  intereses  devengados  del  saldo  ante- 
dicho, como  sobre  las  observaciones  recíprocas  que  pudieran  ha- 
cerse sobre  la  misma  caenta. 

Terminado  un  incidente  sobre  escepciones  dilatorias,  contes- 
tó la  demanda  el  Doctor  Don  Santiago  Santa  Coloma,  en  repre- 
sentación de  Don  Samuel  Lafone,  pidiendo  que  se  diera  por  re- 
conocida la  cuenta  de  31  de  Agosto  de  1884,  condenándose  en 
las  costas  al  actor. 

Dijo :  que  Lafone  no  se  había  negado  nunca  á  hacer  el  depó- 
sito del  saldo  de  esa  caenta  y  si  no  lo  ha  hecho  ya,  es  porque  su 
apoderado  no  le  comunicó,  no  recordándolo  al  menos,  los  térmi- 
nos de  la  transacción  que  suspendió  el  juicio  anterior. 

Que  no  se  ha  negado  tampoco  á  pagar  el  interés  bancario  del 
9  Vo  sobre  ese  saldo  desdóla  fecha  de  la  cuenta,  con  lo  cual,  lejos 
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de  perjudicarse  Augier  con  la  demora  del  depósito,  gana,  porque 
el  Banco  le  pagaría  cuando  más  el  3  Vo,  si  es  que  paga  interés 
por  los  depósitos  judiciales,  y  él  no  podía  retirar  el  depósito  has- 
ta que  hubiera  terminado  eí  juicio  que  tiene  pendiente  con  Don 
Juan  Porta. 

Que  respecto  de  la  pretencion  de  Augier,  tendente  áque  déla 
citada  cuenta  se  deduzca  todo  lo  referente  á  la  carne  suministra- 
da, debe  advertirse  que  el  actor  confunde  dos  cosas  enteramen- 
te distintas :  un  servicio  recíproco  entre  las  empresas  de  Augier 
y  Lafone  por  el  cual  cada  una  estaba  obligada  á  auxiliar  &  la  otra 
con  la  carne  que  necesitase  para  los  trabajos,  con  el  mutuo  6  prés- 
tamo de  consumo,  en  que  una  parte  dá  una  cantidad  y  la  otr^  se 
obliga  á  devolverla  en  el  tiempo  convenido:  lo  primero  constituye 
un  contrato  innominado  y  bilateral  (art.  Ii38,  G.  C),  mientras 
que  el  mutuo  es  unilateral,  porque  el  mutuante  no  queda  ol)liga- 
doy  sí  el  mutuario  (art.  2240,  C.  C). 

Que  los  antecedentes  del  suministro  de  carne,  son  estos :  ha- 
biendo Augier  puesto  trabajo  á  una  mina  inmediata  á  la  de  La- 
fone, y  entrado  en  tratos  con  este,  sobre  fundición  y  venta  de 
sus  metales,  necesitando  para  sus  trabajadores  alguo»  carne 
diaria,  pidió  á  Lafone  que  le  diese  en  la  mina  la  que  precisaraá 
peso  de  romana,  comprometiéndose  á  devolverle  su  equivalente 
en  animales  en  pié,  tan  luego  que  se  enterase  uno  ó  dos,  ó  en  di- 
nero. 

Que  la  cuenta  de  carne  presentada  por  el  actor  (f .  3)  revela 
el  poco  consumo  que  tenía  Augier  en  su  mina  y  que  la  cax'iie  que 
consumía  era  devuelta  en  animales  en  pié,  tan  luego  que  debía 
el  equivalente  de  dos  6  tres  animales,  los  cuales  recibió  X^afone 
porque  así  se  lo  pedía  Augier  y  nó  porque  los  necesitase. 

Que  esto  prueba  que  no  había  reciprocidad  de  servicios  y  <^oq- 
siderada  la  cuestión  en  el  fondo,  tampoco  hubo  convenio  sM,lg^^^ 
de  mutuo,  sino  un  servicio  voluntario  á  Augier,  que  se  le  liacía 
en  las  condiciones  antedichas. 


\ 
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Qq6  coaado  Aiigier  recibía  el  equivalente  de  ano  ó  dos  ani- 
males^ no  devolTiéndolos  se  constitaía  en  mora  y  debía  su  im- 
porte con  los  intereses. 

Qne  sea  de  esto  lo  que  fuere,  cerrada  la  cuenta  de  carne  el  5 
de  Abril  y  dado  el  conforme  por  Augier,  primero  en  carta  de  18 
de  Ago^ito  de  i884,  y  después  por  carta  de  Octubre  i2  del  mismo 
año,  debió  abonar  el  saldo  en  su  contra  y  no  verificándolo  en 
animales  en  pié,  como  pretende  que  era  su  obligación,  se  consti- 
tuyó en  mora  desde  que  había  sido  requerido. 

Que  aún  cuando  los  intereses  corren  para  las  deudas  en  dine- 
ro y  no  en  especies,  debe  advertirse  que  el  saldo  que  debía  Au- 
gier en  carne  se  convirtió  en  dinero,  desde  que,  cerrada  la  cuen- 
ta y  conformándose  con  ella  el  deudor,  no  la  pagó  (art.  2248, 
50,  51,  53, 607, 616,  618,  C.  C). 

Que  Augier  manifestó  verbalmente  á  Lafone  que  los  animales 
que  tenía  para  pagarle  la  cuenta  de  carne,  los  había  vendido, 
porque  el  ganado  subió  de  precio  y  le  convenía  la  venta ;  pos- 
teriormente le  prometió  por  escrito  hacer  el  abono,  y  mucho 
tiempo  después  de  haber  incurrido  en  mora,  cuando  ya  había 
reconocido  la  cuenta  y  ella  tenía  intereses  vencidos  y  el  ganado 
bajó  de  precio,  recien  le  pareció  bueno  hacer  cuestión  de  la  forma 
en  que  debía  verificarse  el  pago. 

Que  habiendo  manifestado  Augier  conformidad  con  las  cuen- 
tas de  carne  y  pedido  la  cuenta  general  con  inclusión  de  aquellas, 
no  podía  menos  que  aceptarla  en  dinero,  puesto  que  con  esta 
cuenta  general  no  habían  de  sumarse  cantidades  heterogéneas, 
como  pesos  y  arrobas. 

Que  la  carta  de  Blanney  presentada  por  el  actor,  no  tiene  sen- 
tido, y  se  esplica  por  la  falta  de  conocimiento  del  idioma  na- 
cional, ó  por  su  falta  de  conocimiento  de  estos  asuntos;  en  esa 
carta  se  dice  que  una  vez  aceptada  la  cuenta  general  y  entregado 
el  saldo  á  Porta,  Lafone  recibiría  carne  hasta  la  cantidad  con- 
sabida, siendo  así  que  aceptada  la  cuenta  por  Augier,  pagaba 
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toda  la  cuenta  que  debía  y  cesaba  toda  negociación  entre  Aagi^^ 
7  Lafone. 

Que  por  lo  demás,  Augier  reconoció  en  su  correspondeocifl  ^ 
cuenta  general,  y  no  la  observó  dentro  del  mes  que  fija  el  artí- 
culo 86  del  Código  de  Comercio . 

Presentó  el  demandado  las  siguientes  cartas  fírmaJas  por  Botí 
Uladislao  Augier. 

i*  De  fecha  doce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  &\xv 
tro,  dirijida  á  Lafone.  «Dice  que  han  hecho  reyisar  las  cinco  o\xe^' 
tas  de  venta  del  cobre  enajenado  en  Inglaterra  y  la  cuenta  d.^  ^^' 
pecies  que  ha  recibido  en  la  mina,   resultando  conforiixes,  por 
lo  que   espera  le  pase  la  cuenta  general.  > 

2*  De  fecha  doce  de  Octubre  de  mil  ochocientos  odíenla  y 
cuatro,  dirijida  á  Don  Pedro  Ferrando.  Le  acusa  recibo  ieU 
carta  y  de  la  cuenta  de  carne  presentada  con  la  demanda  ,  muam- 
festándole  que  está  conforme  con  dicha  cuenta,  estaado  i^S' 
puesto  á  pagarle  en  la  forma  acostumbratla  6  con  ganado  ^xilii* 
previo  convenio  en  vista  del  ganado. 

3*  De  fecha  dos  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y^  <5incOi 
dirijida  á  Don  Ricardo  Blanney.  Le  dice,  entre  otras  cosísas  ,  1^^ 
están  aprobadas  las  cuentas  de  empréstitos  hechos  en  la       xxsma. 

4*  De  fecha  veinte  y  cuatro  de  mayo  de  mil  ochocientos  ^>  <^^^^' 
ta  y  cinco,  dirijida  también  á  Don  Ricardo  Blanney.  Le  l»^Wa 
del  saldo  de  la  cuenta  corriente  general,  diciéndole  qu^  cxeoe 
serle  entregado  á  él  y  no  á  Don  Juan  Porta. 

5*  De  fecha  veinte  y  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocí^'***'^ 
ochenta  y  cuatro,  dirijida  á  Don  Samuel  Lafone.  Le  dice,  ^í»«'b 
otras  cosas,  que  ya  le  había  mandado  pedir  la  cuenta  genc^^^  ^ 
que  había  ordenado  reunir  novillos  y  ponerlos  á  pasto  en  ^/ 
Carrizal. 

Notando  el  Juez  que  las  partes  estaban  conformes  en  rsríos 
antecedentes,  las  llamo  á  juicio  verbal  para  oir  bases  de  arre*- 
glo. 
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No  pudo  arribarse  á  ninguno,  y  el  Juez  entonces  hizo  presen- 
te á  las  partes  qae  entendía  qné  la  cuestión  debía  quedar  redu- 
cida solo  á  averiguar  si  las  diferencias  de  carne  suministrada 
por  Lafone  debían  ser  deyueltas  en  la  misma  especie  ó  abonada 
en  dinero,  en  qué  fecha  y  por  qué  precio. 

Las  partes  dijeron  que  estaban  conformes  con  que  así  se  ve- 
rificara, pues  que  eran  los  únicos  puntos  en  que  estaban  en  di- 
vergencia. 

£1  Juez  les  preguntó  si  existía  algún  contrato  sobre  el  par- 
ticular, y  contestaron  que  no  había  mediado  más  que  convenios 
verbales. 

Fallo  del  Juez  Federal 

CaUmarca,  Junio  1*  de  1887. 

Yistos:  de  ellos  resulta,  que  entre  el  actor  Don  IJladislao  Au- 
gier  y  su  demandado  Don  Samuel  A.  Lafone  Quevedo,  existían 
diversos  convenios  relativos  al  servicio  de  sus  respectivas  minas, 
que  daban  origen  á  cobros  recíprocos  como  los  espresados  en  sus 
cuentas  corrientes  de  foja  3  á  foja  6,  figurando  entre  ellos  el  de 
provisión  de  carne  muerta  que  la  Empresa  del  segundo  hacía 
para  el  consumo  del  personal  de  la  del  primero,  y  que  este  le  de- 
volvió periódicamente  con  reces  en  pié  conforme  á  la  cuenta  de 
foja  3,  hasta  que  Lafone  en  la  de  foja  5,  cerrada  el  3i  de  Agosto 
de  i 884,  entró  á  cobrarle  en  dinero  el  saldo  de  la  carne  que  le 
quedaba  adeudando,  á  lo  que  Augier  se  opuso,  alegando  no  estar 
obligado  sino  á  devolverlo  en  la  forma  acostumbrada,  6  sea  en 
animales  en  pié.  (Véase  la  carta  B  de  foja  45). 

Planteada  así  la  cuestión  solo  resta  averiguar  en  cuál  de  las 
dos  formas  debe  hacerse  el  pago  de  la  diferencia  antedicha,  y 
en  su  caso,  si  su  importe  debe  ó  no  devengar  los  intereses  carga- 
dos en  la  cuenta  de  foja  5,  como  lo  han  espresado  los  apoderados 
de  los  litigantes  en  el  acta  de  foja  57. 
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Según  se  vé  por  la  misma  acta,  niognii  contrato  escriturado 
se  había  formalizado  sobre  el  particular,  ni  se  ban  ofrecido  en 
el  comparendo  más  pruebas  que  las  cuentas  y  cartas  exhibidas, 
por  lo  que  hay  que  buscar  la  solución  de  la  cuestión  en  los  prin- 
cipios generales  que  reglan  los  actos  jurídicos,  aplicables  á  los 
hechos  producidos. 

En  efecto,  de  los  antecedentes  que  suministran  los  autos  se 
vé  que  la  Empresa  de  Lafone  prestaba  carne  á  peso  de  romana, 
que  Augier  le  devolvió  periódicamente  también  en  igual  canti- 
dad de  carne  ó  sea  su  equivalente  en  reces  en  pié  á  calculó  pru- 
dencial, lo  que  constituye  un  mutuo  ó  empréstito  de  consumo, 
que  por  su  naturaleza  no  se  devuelve  sino  en  la  misma  especie 
y  calidad,  y  que  siendo  gratuito,  no  está  sujeto  á  más  intereses 
que  los  moratorios,  según  resulta  de  los  artículos  2240,  2248  y 
2250  del  Código  Civil,  y  de  los  artículos  700,  707, 709  y  712  del 
Código  de  Comercio. 

Por  tanto^  y  no  habiéndose  hecho  la  correspondiente  consig- 
nación 6  depósito  por  una  ni  otraparte  de  lo  que  respectivamen- 
te reconocían  adeudarse,  así  que  fueron  requeridas,  se  declara 
que  el  demandado  Lafone  Quevedo  debe  abonar  á  su  demandan- 
te Augier^  á  más  del  saldo  á  favor  de  este  que  le  tiene  reconoci- 
do por  la  cuenta  de  foja  5,  el  valor  de  la  carne  que  en  la  misma 
le  había  cargado,  con  más  los  respectivos  intereses  de  una  y  otra 
suma;  debiendo á  su  vez  Augier  devolverle  encarne  esa  misma 
cantidad,  en  la  forma  y  lugar  acostumbrados,  y  abonarle  ade- 
más iguales  intereses  por  la  mora,  ó  sea  desde  el  1^  de  Setiem- 
bre de  i  884,  para  cuyo  efecto  se  graduará  su  valor  por  los  pre- 
cios que  en  esa  época  tenía  la  carne  prestada  en  el  lugar  donde 
debía  hacerse  la  devolución  ;  todo  lo  que  deberá  liquidarse  en 
juicio  separado ;  sin  especial  condenación  encestas. 

Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase  los  sellos. 

Joaquín  Quiroga. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  365 

Las  dos  partes  apelaron.  La  de  Augier  porque  se  le  conde- 
naba á  devolver  la  carne  con  sus  intereses,  no  habiendo  sido  re- 
querido. La  de  Lafone,  porque  se  le  manda  deducir  de  la  cuenta 
el  valor  de  las  partidas  en  carne  y  que  las  abone  en  dinero. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  20  de  1889. 

Yistos  :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  en  la  parte  apelada 
la  sentencia  de  foja  cincuenta  j  ocho  vuelta,  menos  en  lo  relati- 
vo á  los  intereses  mandados  abonar  á  favor  de  Don  Samuel  La- 
fone, sobre  lo  cual  se  revoca  por  no  haberse  justificado  que  ha- 
ya mediado  mora  de  parte  de  Augier,  y  se  declara  que  este  no 
está  obligado  á abonarlos. 

Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 


ULADISLAO  frías.  —  FEDERICO  IBAR- 
GÚREN.  —  C.  S.  DB  LA  TORRE.  — 
LUIS  Y.  VÁRELA. 
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CAUSA    I.XXXV 


Ledesma  Hermanos^  contra  el  capitán  del  vapor  inglés 
€Godrev¡/i^;  sobre  daños  y  perjuicios 


Sumario. —  1°  Comprobada  la  existencia  del  daño,  7  la  im- 
putabilidad  del  que  lo  ha  cansado,  este  debe  indemnizarlo. 

2^  Declarando  el  damnificado  que  el  lacro  cesante  há  dorado 
de  15á  20  dias,  este  debe  avaluarse  solamente  sobre  la  base 
de  15  dias. 


Caso.  —  En  12  de  Marzo  de  1885,  los  señores  Ledesma  Her- 
manos se  presentaron  al  Juez  de  Sección  del  Rosario,  esponien- 
do que  el  22  de  Febrero  de  1885,  el  vapor  ingles  Godrevy  atracó 
su  buque  al  embarcadero  7  canaleta  que  ellos  tienen  en  el 
puerto  de  San  Lorenzo,  para  cargar  los  cereales  de  los  señores 
S.  C.  Godecken  7  O.  Bemberg  7  C*. 

Queá  la  1  p.  m.  comenzó  una  lluvia  acompañada  de  viento,  y 
el  vapor  Godrevy,  que  no  se  encontraba  suficientemente  anclado, 
se  fué  sobre  la  plataforma  que  sostenía  el  pescante  de  su  pro- 
piedad. 

Que  el  dia  6  de  Marzo,  á  mérito  de  disgustos  entre  el  capi- 
tán del  Godrevy  7  sus  fletadores  señores  Godecken  7  Bemberg, 
aquel,  sin  dar  aviso  á  la  Sub-prefectura,  ni  al  encargado  del 
muelle,  Don  Luis  Pedemonte,  para  que  recogiera  la  canaleta 
de  embarque  que  se  encontraba  amarrada  al  interior  del  buqne 
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para  operar  la  carga,  mandó  desde  tierra  arriar  los  cabos  con  qne 
se  mantenía  amarrado,  y  libre  el  buque  de  toda  traba  comen- 
zó á  navegar  con  fuerza,  destruyendo  y  arrastrando  la  mitad  de 
la  canaleta^  cuya  otra  mitad  cayó  al  agaa«  y  destruyendo  la  pla- 
taforma en  que  descansaba  el  aparato  de  embarque. 

Que  su  encargado  pidió  á  la  Sub-pref ectura  la  tasación  de  los 
perjuicios,  y  la  inhibición  de  ausentarse  al  vapor «  cuyo  capitán 
nombró  por  sus  representantes  para  entender  en  la  demanda  á 
sus  consignatarios  los  señores  Portalis  fréres,  Carbonnier  y 
Compañía. 

Que  por  los  hechos  espuestos,  y  atenta  la  prescripción  de  los 
artículos  903,  904, 1068,  1069,  1072  del  Código  Civil  y  1423, 
1428, 1478  del  Código  de  Comercio,  entablaban  demanda  en 
contra  del  capitán  del  Godrevt/y  por  la  suma  de  2183  pesos  mo- 
neda nacional,  que  importan  los  perjuicios  sufridos,  según  las 
cuentas  adjuntas,  para  que  se  condenase  á  aquel  ó  sus  agentes 
los  señores  Portalis  f reres,  Carbonnier  y  Compañía,  al  pago  de 
dicha  suma,  con  más  las  costas  del  juicio. 

En  otrosí  dijeron  que  para  no  recargar  al  demandado  con  ma- 
yores perjuicios,  habían  mandado  reconstruir  lo  destruido,  para 
seguir  en  la  carga  con  otros  buques,  y  pidieron  se  remitiese  lo 
obrado  en  la  Sub-prefectura. 

Acompañaron :  1**  £1  presupuesto  para  la  reconstrucción  del 
cargadero  y  canaletas  destruidas,  firmado  por  G.  Martini,  in- 
geniero civil,  por  la  suma  de  1083  pesos  50  centavos; 

2^  La  cuenta  de  perjuicios  por  no  poder  trabajar,  á  razón  de 
50  pesos  al  dia,  por  20  dias,  pesos  1000 ; 

S"*  IJn  plano  del  cargadero  y  canaleta,  con  la  firma  de  G.  Mar- 
tini, y  la  nota  de  comprometerse  á  hacerlo,  según  él,  por  86p 
pesos  nacionales  oro. 

Conferido  trasl&do^  y  ordenada  la  remisión  de  lo  actuado  en 
la  Sub-prefectura,  se  agregó  esto,  de  lo  que  resulta  : 

1*  Que  el  26  de  Febrero  de  1885,  Don  Luis  Pedemonte,  por  los 
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señores  Ledesma,  pidió  el  pago  de  los  perjuicios  causados  en  la 
noche  del  22,  en  que  por  una  fuerte  tormenta  el  vapor  Godreoy 
se  fué  sobre  la  plataforma  que  sostiene  el  pescante  de  la  cana- 
leta 7  la  destrozó,  arrancando   también  de  tierra  uno  de  sas 
amarrajes. 

Se  mandó  notificar  al  capitán  para  hacer  su  esposicion . 

£1  capitán  espuso  que  á  la  1  1/2  p.  m.  del  dia  22  fondeó 
frente  á  la  canaleta  de  los  graneros  de  los  señores  Ledesma; 
yino  el  oficial  del  Resguardo  y  el  práctico  del  puerto  ;  este  últi- 
mo atracó  el  vapor  á  la  canaleta,  con  dos  anclas  de  proa  y  dos 
de  popa,  7  también  fué  amarrado  á  tierra  por  seis  cabos  atados 
á  los  postes  7  cadena  del  establecimiento;  á  las  7  p.  m.  se  de- 
sencadenó un  fuerte  temporal,  soplando  repentinamente  un 
fuerte  huracán,  que  hizo  marchar  al  vapor  adelante,  7  an  poste 
que  se  destacó  lo  hizo  ir  sobre  la  plataforma,  sufriendo  el  vapor 
las  siguientes  averías :  destrozo  del  bote  salvavida  7  parte  de  la 
cubierta  7  rejas  de  la  obra  muerta. 

Que  estas  averías  no  habrían  sucedido  si  en  el  establecí  1x1  i cnto 
hubiese  habido  las  amarraduras  seguras. 

Que  á  pesar  de  sus  maniobras  le  fué  imposible,  á  can  s&  del 
gran  viento,  desatracar  déla  canaleta;  7  por  lo  tanto,  Iiacía 
cargo  de  los  perjuicios  ocasionados. 

2""  Que  en  7  de  Marzo,  Don  Ramón  Ledesma  interpuso  de- 
manda contra  el  capitán  del  Godrevy,  por  los  daños  7  perj  nicios 
que  le  ocasionó  el  vapor  de  su  mando,  en  el  pescante  7  caxi^l^tA 
que  posee  en  San  Lorenzo,  al  hacer  operación  de  carga  en  s  n  ^- 
timo  viaje,  7  CU70S  daños  avalúa  en  1300  pesos. 

La  parte  demandada  dijo  que  interponía  demanda  con  U  edcs- 
ma  Hermanos,  por  averías  que  sufrió  el  vapor,  por  falta  €i«  se- 
guridad en  las  amarras,  que  avalúa  en  1300  pesos  nacional  os. 

S*"  Que  Ledesma  pidió  la  prohibición  de  salir  el  buqu»^      ^^^ 
dejar  apoderado  el  capitán,  7  este  nombró  álos  señores 
lis  fréres,  Carbonnier  7  C*. 
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4°  Que  el  sub-prefecto  de  San  Lorenzo  tuvo  ocasión  de  cercio- 
rarse que  el  capitán  zarpó  del  establecimiento  llevándose  una 
parte  de  la  canaleta  que  se  hallaba  aún  amarrada  al  buque,  y 
la  otra  parte  se  había  ido  al  agua,  como  también  quedó  destro- 
zada por  completo  la  plataforma. 

5^  Que  el  encargado  de  los  señores  Ledesma,  hizo  una  decla- 
ración respecto  de  estos  hechos  y  perjuicios. 

Don  Félix  Terlottiny,  gerente  de  la  casa  Portalis  fréres^ 
Carbonnier  y  C*,  acompañó  la  siguiente  protesta  del  capitán 
Douglas,  del  Godrevy  : 

En  el  Rosario,  á  7  de  Marzo  de  1885,  ante  mí  el  Escribano  de 
Marina  y  los  testigos  suscritos,  compareció  Don  Jorge  R.  Dou- 
glas, capitán  del  vapor  inglés  Godrevy  y  y  espuso:  que  el  Do- 
mingo veinte  y  dos  de  Febrero  último,  salió  de  este  puerto  con 
destino  al  de  San  Lorenzo,  á  donde  llegó  con  el  vapor  de  su  man- 
do, á  la  una  y  media  de  la  tarde,  y  fondeó  el  ancla  de  estribor, 
en  treinta  brazas  de  cadena,  para  esperar  la  llegada  del  prácti- 
co del  puerto,  el  que  llegó  al  poco  rato  y  amarró  el  buque  al 
costado  de  la  canaleta  de  los  señores  Ledesma  Hermanos,  con 
dos  anclas  de  proa,  dos  anclas  de  popa  y  seis  cabos  en  tierra;  á 
las  tres  de  la  tarde  estuvo  completamente  listo  para  recibir  la 
carga ;  á  las  siete  y  media  se  desencadenó  repentinamente  un 
fuerte  pampero  que  golpeó  el  buque  de  estribor,  poniendo  mu- 
cho peso  en  los  anclotes,  que  garrearon;  al  mismo  tiempo  un 
poste    de    amarra   de    tierra  se  rompió,   lo  que    hizo    que 
el  buque  se  viniera  encima  del  muelle,  rompiendo  las  rejas  del 
puente,  destrozando  completamente  un  bote  salvavida,  ganando 
las  cubiertas  á  los  pescantes,  rompiendo  la  cubierta  del  sobre 
puente  y  causando  otras  averías  que  no  puede  detallar.  Toda 
la  tripulación,  el  estivador  y  su  gente,  hicieron  esfuerzos  y 
trabajaron  para  zafar  el  buque  sin  poderlo  conseguir,   teniendo 
un  huracán  con  piedra  y  agua  y  el  rio  con  mucha  marejada, 
manteniéndose  el  buque  flotando  á  merced  de  las  aguas  y  del 

T.  VI  2i 
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viento.  A  las  diez  de  la  noche,  calmó  un  poco  el  viento,  y  &  ^^^ 
doce  cedió  del  todo,  quedando  el  baqne  al  costado  del  maelle» 
el  cual  sufrió  averías  de  consideración,  debiéndose  en  parte  la 
catástrofe  y  daños  sufridos  á  la  debilidad  de  los  postes  de  amar* 
rar  de  tierra,  que  no  teniendo  suficiente  fuerza,  no  pudieron 
resistir  la  fuerza  del  temporal. 

Que  en  el  dia  de  ayer,  seis,  por  la  mañana,  un  buen  tiempo, 
viento  suave  norte,  á  las  seis  empezó  á  trabajar  la  tripulación 
en  la  carga  del  buque ;  á  las  dos  y  veinte  minutos  de  la  tarde 
recibió  el  resto  de  la  carga,  calando  el  buque  diez  y  seis  pies 
dos  pulgadas,  en  quilla  igual ;  dio  aviso  al  encargado  del  muelle 
que  el  buque  había  concluido  su  carga,  y  que  entrara  la  cana* 
leta  y  después  de  haber  dado  esta  orden,  se  le  avisó  por  teléfo- 
no que  habían  dos  carros  más  en  camino  con  carga  para  el  bu- 
que, dijo  el  esponente  al  encargado  del  muelle  que  no  ignoraba 
eso  y  que  sacara  la  canaleta,  y  que  en  caso  que  los  carros  lle- 
gasen, se  volvería  á  poner  aquella,  á  lo  que  le  contestó  que  la 
dejaría  hasta  que  llegasen  los  carros;  entonces  el  esponente 
hizo  poner  un  aparejo  en  la  punta  de  la  canaleta  para   izarla 
en  tierra ;  á  las  tres  de  la  tarde,  el  práctico  del  puerto  dio  órde- 
nes de  amarrar  un  cabo  en  tierra  para  facilitar  el  anclote  del 
buque,  lo  que  se  hizo,  y  al  mismo  tiempo  el  esponente,  con  el 
práctico  y  estivador,  pidió  los  despachos  del  buque  en  el  B^^' 
guardo,  los  que  le  rehusaron  entregar  per  causa  del  depeix^liei^'* 
te  de  los  señores  Bemberg  y  C* ;  á  las  cuatro  y  veinte  mi  ojitos, 
es  decir,  dos  horas  después  de  haber  dado  aviso  de  sacar  la  ca- 
naleta, el  buque  se  vino  aguas  abajo,  á  causa  de  haberse  resba- 
lado un  cabo  de  proa  que  estaba  amarrado  en  una  tosca ;    Xl^^^ 
á  gritos  al  encargado  del  muelle,  pero  ni  él,   ni  ninguno  d^  ^^ 
gente,  estaba  por  allí,  y  antes  que  fuesen  era  ya  tarde,  no    o^^' 
tantequede  abordo  hicieron  todo  lo  posible  j  á  causa  d^  ^^ 
nudo  en  la  soga  que  sostiene  la  canaleta  y  que  se  agarró   &nlft 
roldana  y  se  llevó  el  armazón  ó  pescante  al  agua;  inmedi^^^' 
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mente  mandó  un  bote  y  salvó  toda  la  madera  perteneciente  á  la 
canaleta ;  despnes  de  hecho  esto  y  estando  el  buque  en  peligro, 
UeTaron  esto  á  sus  anclas,  lo  que  concluyeron  de  hacer  á  las 
siete  y  media  de  la  tarde. 

Que  la  avería  hecha  al  buque  y  á  la  canaleta,  la  atribuye  al 
encargado  del  muelle  por  no  haber  entrado  la  canaleta  después 
de  haber  sido  ordenado  de  hacerlo  varias  veces  por  el  esponente 
y  el  estivador,  y  además,  mientras  ha  permanecido  cargando  en 
la  canaleta  del  muelle  de  los  señoies  Ledesma  Hermanos,  han 
estado  en  continua  alarma  de  que  los  cabos  de  tierra  se  vinie- 
sen, estando  el  buque  en  continuo  peligro. 

Que  en  el  dia  de  hoy,  ha  llegado  á  este  puerto,  y  cumpliendo 
con  su  deber,  en  presenciado  los  hechos  relacionados,  que  cons- 
tan de  su  diario  de  navegación,  otorga :  Que  protesta  cuanto  sea 
necesario  y  contra  quien  corresponda  y  haya  lugar  en  dere- 
cho, por  las  averías,  daños  y  perjuicios  causados,  reservándose 
las  acciones  que  le  competan,  para  usarlas  cuándo  y  cómo  le 
convenga. 

Así  lo  dijo  y  otorgó  y  previa  lectura  ratifica  su  contenido  y 
firma  con  los  testigos  Don  J.  F.  Yan-Oppen  y  Don  Waldino 
Basualdo,  vecinos,  mayores  de  edad,  doyfé. 

Sigue  á  la  de  igual  clase  por  Antonio  Garboni,  al  folio  catorce. 
—  G.  R.  Douglas.  —  Master.  —  Testigo :  /.  F.  Van-Oppen^ 
hijo.  —  Testigo:  Waldino  Bastialdo.  —  Hay  un  signo.  —  An- 
te mí,  Jacinto  Correa,  Escribano  de  Marina. 

Concuerda  con  su  matriz  que  pasó  ante  mí  en  el  Registro  de 
Marina  á  mi  cargo,  de  que  doy  fé.  A  solicitud  del  interesado,  es- 
pido el  presente,  que  signo  y  firmo,  fecha  ut  supra.  —  Jacin- 
to  Correa^  Escribano  de  Marina. 

Contestando  el  traslado,  pidió  el  rechazo  de  la  demanda,  con 
costas  y  la  condenación  de  los  señores  Ledesma  Hermanos,  al 
pago  de  las  averías  ocasionadas  al  vapor  Godrevy^  daños  y  per- 
juicios y  costas. 


'- 
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Dijo  que  toda  la  cuestión  se  reduce  á  que  los  señores  Ledesma 
han  puesto  al  seiyicio  de  la  carga  j  descarga  de  vapores  de  ul- 
tramar, un  muelle  que  solo  puede  servir  para  la  carga  y  descar- 
ga de  pequeños  buques  de  cabotaje. 

Que  en  el  trasporte  marítimo,  cuyo  complemento  son  los  mue- 
lles 7  planchadas,  no  pueden  emplearse  medios  deficientes,  j 
las  pérdidas  que  por  ellos  se  produzcan  son  imputables  á  sus 
propietarios. 

Que  por  ser  deficiente  é  inseguro,  el  muelle  de  los  señores  Le- 
desma, el  vapor  Godrevy  sufrió  los  daños  que  se  detallan  en  la 
protesta. 

Que  la  debilidad  de  las  amarras  del  muelle  citado,  es  el  orí- 
gen  de  esta  cuestión^  y  de  allí  nace  la  sin  razón  de  la  demanda 
de  los  señores  Ledesma  y  la  justicia  de  la  contrademanda  por  las 
averías^  daños  y  perjuicios  sufridos  por  el  vapor. 

Conferido  traslado  de  la  reconvención,  los  señores  Ledesma 
pidieron  su  rechazo. 

Dijeron  que  ellos  no  habían  contratado  con  el  capitán  del 
Godrevy  y  ni  le  garantieron  la  seguridad  de  su  buque. 

Que  lo  único  qu(^  habían  hecho,  era  facilitar  á  los  señores 
Bemberg  y  Godecken,  su  embarcadero  y  canaleta  de  San  Loren- 
zo,  para  que  allí  cargaran  con  mayor  comodidad  que  en  la  playa 
en  el  vapor  que  quisieran,  los  granos  que  pensaban  expor- 
tar. 

Que  hay  inexactitudes  en  la  relación  del  capitán  en  la  pro- 
testa, y  las  probarán. 

Que  por  ahora  dejaban  consignado  el  hecho  que  después  de 
la  tormenta  el  buque  continuó  cargando  sin  inconveniente,  como 
que  el  arranque  de  la  canaleta  y  plataforma  de  embarque 
por  el  vapor  sucedió  muchos  dias  después  déla  tormenta,  con 
buen  tiempo  y  al  salir  el  Godrevy  del  fondeadero  para  empren- 
der viaje. 
Que  no  era  la  canaleta  que  en  caso  de  tormenta  debía  presen- 
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tar  segaridades  para  evitar  los  choques  de  losbuqaes,  sino  que 
eran  estos  que  debían  asegurarse  con  sus  anclas. 

Quede  esto  se  deduce:  1^  que  si  el  vapor  ha  sufrido  perjuicios 
ha  sido  por  caso  fortuito,  por  la  tempestad;  i^  que  los  perjui- 
cios causados  á  ellos,  después  de  esa  tempestad,  han  sido  deli- 
berados 6  cansados  por  impericia. 

Por  impedimento  del  Juez  Federal  Doctor  Escalera,  abogado 
que  fué  de  los  señores  Ledesma,  el  Juez  especial  Doctor  Don 
Pedro  A.  Sánchez,  citó  á  Don  Ramón  Ledesma,  de  la  razón  Le- 
desma  Hermanos,  á  absolver  las  preguntas  siguientes : 

1"  ¿Qué  tiempo  quedó  inutilizado  y  sin  poderse  hacer  uso  de 
él  el  embarcadero  ? 

C.  Que  de  15  á  20  dias,  refiriéndose  en  esta  parte  á  la  cuen- 
ta de  foja  2. 

2*  ¿  Cuántas  toneladas  de  carga  pueden  embarcarse  por  diaen 
su  embarcadero  ? 

C.  250  término  medio. 

3*  ¿En  qué  suma  estima  los  daños  que  ha  recibido  por  lo  que 
ha  dejado  de  ganar  en  los  15  ó  20  días  que  ha  permanecido  des- 
truido el  embarcadero  ? 

C.  Como  mínimum,  en  la  cantidad  de  IODO  pesos,  que  espre- 
sa la  cuenta  de  foja  2,  que  después  se  ka  convencido  que  el  da- 
ño ha  sido  mayor,  por  haber  sucedido  la  destrucción  en  la  épo- 
ca de  mayor  embarque. 


Fallo  del  JTaes  Federal  (ad  hoc) 


Rosario,  Diciembre  3  de  1887. 

T  vistos  estos  autos  resulta:  que  en  12  de  Marzo  de  1885, 
los  señores  Ledesma  Hermanos^  entablaron  demanda  contra  el 
capitán  del  vapor  ingles  Godrevy^  Don  G.  R.  Douglas,  por  ha- 
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berles  este  causado  perjuicios  con  su  buque  en  los  días  ^  y  %^ 
de  Febrero  del  mismo  año,   destruyéndoles  completamente  el 
embarcadero  que  aquellos  tienen  en  ;el  puerto  San  Lorenzo  y 
cuyos  perjuicios  los  estiman  en  la  suma  de  dos  mil  ochenta  y 
tres  pesos  nacionales«  con  cincuenta  centavos^  en  esta  forma: 
mil  ochenta  y  tres  pesos,  cincuenta  centavos,  importe  do  las  re- 
paraciones que  debían  de  hacerse  en  el  embarcadero,  y  los  otros 
mil  pesos,  valor  de  las  utilidades  que  habían  dejado  de  ganar 
durante  el  tiempo  que  permaneció  destruido  sin  poder    hacer 
uso  de  él,  á  cuyo  pago  piden  se  le  condene,  con  más  las  costas  y 
costos  del  juicio. 

Que  corrido  traslado  al  capitán  del  Godrevy,  su  represen- 
tante Don  Félix  Torlottiny,  gerente  de  la  casa  de  los  señores 
Portalis  fréres,  Carbonnier  y  C",  á  la  cual  había  venido  consig- 
nado dicho  buque,  contesta  la  demanda  acompañando  la  escii- 
tura  de  protesta  de  foja  51 ,  hecha  por  el  capitán  Douglas, 
haciendo  cargo  también  los  perjuicios  recibidos  por  el  vapor  Go- 
drevy,  pues  según  el  demandado  los  perjuicios  cansados  al  em- 
barcadero y  recibidos  por  el  vapor,  se  deben  á  la  mala  constrncr 
cion  de  aquel  mnelle,  y  á  la  falta  de  firmeza  de  los  postes   qoe 
servían  de  amarras,  que  no  pudiendo  sostener  el  buque     cuando 
fné  impelido  por  un  fuerte  pampero  que  se  desencadena   oomo  i 
las  siete  y  media  pasado  meridiano,  se  rompió  una  de  los  pos- 
tes, lo  que  hizo  que  el  buque  se  fuera  encima  del  muelle  ;    P^*^ 
cuya  razón  pide  á  su  vez  se  condene  á  los  señores  Itfáesrrx^  Her- 
manos, á  abonar  las  averías  ocasionadas  en  el  vapor  y  Ia.s  cos- 
tas que  se  originen  en  este  asunto. 

Que  recibida  la  causa  á  prneba,  siendo  los  hechos  á  j>robar 
la  existencia,  imputabilidad  y  valor  de  los  daños  yperjiíi^^^^ 
damandados  por  la  demanda  y  reconvención,  los  señores  Uodes- 
ma  Hermanos,  han  producido  la  que  corre  de  foja  69  á  foj»  '^ 
foja  82  á  foja  85,  foja  108  á  foja  IH,  foja  113  á  foja  12J  ,  T  '* 
de  foja  127  á  foja  129,  y  no  así  la  parte  del  capitán  del   ^»P^^ 
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Godrevy^  por  haberlo  intentado  hacer  fuera  del  término  legal, 
quedando  en  tal  estado  conclnsa  esta  causa. 

Y  considerando:  1^  Que  la  existencia  del  daiio  causado  á  los 
señores  Ledesma  Hermanos,  ó  sea  la  destrucción  de  su  embarca- 
dero por  el  vapor  inglés  Godrevy,  es  un  hecho  que  no  se  ha  ne- 
gado por  el  capitán  Douglas,  en  su  protesta  de  foja  51,  ni  por 
la  casa  consignataria  del  buque  que  representa,  al  contestar  la 
demanda  y  reconvenir  á  foja  54,  pues  antes  al  contrario,  am- 
bos afirman  que  las  averías  sufridas  por  el  vapor,  fueron  á  con- 
secuencia de  haberse  ido  este  sobre  el  embarcadero  por  la  falta 
de  resistencia  de  los  postes  en  que  se  le  había  amarrado  para 
asegurarlo. 

2^  Que  en  cuanto  á  las  averías  sufridas  por  el  vapor,  no  se 
hallan  debidamente  comprobadas,  porque  ni  han  sido  reconoci- 
das por  los  demandantes,  quienes  atribuyen  á  la  reconvención 
solo  la  idea  de  atenuar  la  culpabilidad  del  capitán  Douglas,  y 
prolongar  el  juicio,  ni  puede  tomarse  en  consideración  por  otra 
parte  la  tasación  que  en  idioma  inglés  corre  á  fojas  132  y  133^ 
mandada  hacer  por  el  Yice-Cónsnl  inglés,  por  carecer  de  fuerza 
probatoria  en  derecho  las  diligencias  estrajudiciales  practicadas 
sin  las  formalidades  exigidas  por  la  ley,  y  sin  que  ellas  hayan 
sido  ratificadas  y  subsanadas  durante  el  juicio  contradictorio 
que  se  ha  seguido  al  respecto. 

3^  Que  el  embarcadero  de  los  señores  Ledesma  Hermanos^ 
no  es  más  que  un  aparato  saliente  colocado  sobre  una  alta  bar- 
ranca, de  donde  se  tiende  una  canaleta  hasta  el  buque  para  efec- 
tuar el  embarque,  como  lo  demuestran  claramente  los  croquis 
de  foja  3  y  foja  127,  que  lo  diseñan,  y  está  muy  lejos  de  ser  un 
muelle,  como  lo  califica  la  parte  del  capitán  Douglas ;  y  tal  apa- 
rato de  ninguna  manera  podía  servirle  de  protección  y  amparo 
al  vapor  Godrevy^  ni  contra  los  impulsos  de  un  fuerte  viento  ni 
contra  la  fuerza  de  las  mismas  olas  del  rio  que  podrían  estre- 
llarlo contra  la  barranca,  si  la  hondura  lo  permitiera.  Deconsi- 
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guíente,  el  capitán  para  asegurar  bien  su  buque  y  teniendo  en 
Tista  la  poca  firmeza  y  debilidad  de  los  postes  del  embarcadero, 
debió  valerse  de  sus  propios  elementos,  tanto  por  la  seguridad 
de  su  buque  cuanto  para  evitar  que  él  se  fuera  sobre  el  embar- 
cadero y  lo  destruyera,  como  ha  sucedido. 

4^  Que  aparte  de  esto,  el  mismo  capitán  Douglas  confiesa 
en  su  protesta,  que  á  consecuencia  de  no  haber  querido  retirar  la 
canaleta  el  encargado  del  embarcadero,  el  vapor  se  fué  aguas 
abajo  impelido  por  la  corriente^  destruyendo  el  pescante  y  cana- 
leta que  se  cayeron  al  agua,  cosa  muy  fácil  desde  que  ya  el  em- 
barcadero se  encontraba  sin  base;  afirmación  que  se  halla  rati- 
ficada por  el  Sub-prefecto  de  San  Lorenzo  á  foja  19,  con  la 
circunstancia  agravante  de  que  este  agrega  que  una  parte  de  la 
canaleta  se  encontraba  aún  amarrada  al  buque.  De  lo  que  se  de- 
duce lógicamente  que  el  capitán  levó  anclas  y  largó  el  vapor  sin 
hacer  desatar  la  canaleta  y  sin  tomar  las  precauciones  que  eran 
del  caso  para  evitar  aquel  perjuicio. 

5^  Que  por  más  que  se  pretenda  hacer  aparecer  que  la  des- 
trucción del  embarcadero  ha  sido  un  hecho  casual,  la  culpabili- 
dad del  capitán  se  revela  siempre  clara  y  manifiesta,  porque  lo 
que  ha  sucedido  es  una  consecuencia  inmediata  de  su  falta  de 
previsión  y  la  negligencia  que  ha  mostrado,  pues  ello  podía  pre- 
verse y  también  evitarse  (art.  903  y  904  del  C.  C).  Si  el  fuer- 
te viento  pampero  que  sopló  fué  el  resultado  de  una  tormenta, 
ella  debió  manifestarse  algunas  horas  antes  por  signos  visibles, 
ó  la  aguja  del  barómetro  debía  marcar  mal  tiempo,  circunstan- 
cias que  nunca  pasan  desapercibidas  para  el  ojo  esperto  del  ma- 
rino, y  aunque  nada  de  esto  hubiera  visto  el  capitán,  él  tenía  el 
deber  de  tomar  todas  las  precauciones  necesarias  para  evitar  en 
cualquiera  eventualidad  los  choques  del  buque  con  el  embarca- 
dero, pudiendo  para  alejar  este  peligro,  si  no  tenía  otro  medio, 
hasta  haber  retirado  el  vapor  de  allí,  por  cuya  omisión  le  es 
aplicable  la  disposición  del  artículo  1 423  del  Código  de  Comercio. 
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6®  Que  se  confirma  la  falta  de  precisión  y  descuido  del  capi- 
tán Douglas,  en  el  hecho  de  haber  cargado  en  el  mismo  embar- 
cadero numerosos  buques  del  mismo  porte  del  vapor  Godrevy^ 
muchos  de  ellos  consignados  á  la  misma  casa  consignataria  de 
este,  sin  que  jamás  ninguno  haya  causado  en  aquel  ni  recibido 
el  más  mínimo  perjuicio,  según  se  ha  probado  por  los  certifica- 
dos de  sus  respectivos  capitanes  que  obran  de  foja  69  á  foja  75, 
traducidas  y  cotejadas  sus  firmas  á  foja  125,  y  por  el  certifica- 
do del  Sub-prefecto  de  San  Lorenzo,  corriente  á  foja  82. 

7®  Que  el  valor  de  los  perjuicios  causados  á  los  señores  Ledes- 
ma  Hermanos,  con  la  destrucción  de  su  embarcadero,  está  com- 
probado en  lo  bastante  con  la  avaluación  de  las  reparaciones  que 
han  sido  necesarias  hacer  en  él,  practicada  por  el  ingeniero  Na- 
cional señor  G.  Dominico,  nombrado  por  el  Juzgado  en  el  acta 
de  foja  87,  y  cuya  avaluación^  que  corre  de  foja  128  á  foja  129, 
hace  ascender  dichos  perjuicios  á  mil  quinientos  pesos  naciona- 
les ;  cantidad  mucho  mayor  que  los  mil  ochenta  y  tres  pesos,  con 
cincuenta  centavos,  de  la  misma  moneda,  que  los  señores  Le- 
desma  Hermanos  cobran  como  importe  de  las  mismas  repara- 
ciones. 

8""  Que  en  cuanto  al  lucro  cesante  ó  sea  el  daño  sufrido  por 
los  señores  Ledesma  Hermanos,  por  lo  que  han  dejado  de  ganar 
durante  el  tiempo  que  permaneció  inutilizado  su  embarcadero, 
también  es  un  hecho  evidente,  porque  es  una  consecuencia  di- 
recta é  inmediata  de  la  misma  causa,  y  si  bien  parece  deficiente 
la  prueba  producida  respecto  de  su  estimación,  ello  emana  sin 
duda  alguna  de  la  misma  dificultad  del  punto  á  probar,  pues 
siendo  él  un  hecho  real  y  positivo,  su  calidad  de  negativo  hace 
que  no  se  haya  podido  probar  de  una  manera  más  exacta,  pero 
la  declaración  jurada  que  se  ha  tomado  á  foja...,  en  la  cual  afir- 
ma el  demandante  que  los  mil  pesos  que  ha  cobrado  en  la  cuen- 
ta de  foja  %  es  el  mínimum,  habiéndose  convencido  después 
que  el  perjuicio  es  mucho  mayor,  es  indudable  que  ha  venido  á 
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complementar  las  declaraciones  de  los  testigos  Carlos  Pewel, 
foja  i15;  DiegoL.  Bas,  foja  116  Toelta;  J.  C.  Godecken,  foja 
118  j  Carlos  Cadelago,  foja  110  ;  qaedando  así  nna  prueba  qne 
este  Juzgado  considera  esorapulosamente  sufícieute  ea  derecho 
para  resolver  con  plena  conciencia  este  punto,  debiendo  notarse 
además,  que  la  estimación  hecba  por  los  señores  Ledesma  Her- 
manos, es  todavía  menor  de  la  que  resulta  de  la  cantidad  de 
trigo  y  lino  que  debía  pasar^or  sn  embarcadero,  según  loa  tes- 
tigos, y  al  precio  de  la  tarifa  que  tienen  establecida ;  de  donde 
resulta  tambii?n  que  la  suma  que  se  cobra  en  la  demanda  por 
dicho  perjuicio,  es  más  equitativo  y  conveniente  al  deman- 
dado. 

9°  Y  finalmente,  que  no  habiendo  producido  prueba  alguna  la 
parte  del  capitán  Bouglae,  que  escnse  de  alguna  manera  su  mal 
proceder,  aparece  como  litigant?  malicioso  que  no  ba  tenido  ta- 
zón para  litigar,  ni  aún  para  defenderse,  le  es  aplicable  la  pena 
que  establece  la  ley  8",  titulo  22,  Partida  3". 

Por  estas  consideraciones  y  en  virtud  de  las  leyes  que  dejo  re- 
cordadas, fallo  condenando  á  Don  J.  R.  Dooglas,  capitán  del 
vapor  inglés  Godrevy,  ó  á  la  casa  consignataria  que  lo  represen- 
te, á  abonará  los  señores  Ledesma  Hermanos,  dentro  del  térmi- 
no de  diez  días,  la  cantidad  de  dos  mil  ochenta  y  tres  pesos,  con 
cincuenta  centavos  nacionales  de  curso  legal,  por  los  daños  y 
perjuicios  cansados,  con  más  las  costas  del  juicio. 

Deficitivameate  juzgando,  así  lo  pronuncio  por  esta  sentencia, 
que  firmo  en  el  salen  del  despacho,  á  tres  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  siete. 

Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 


Pedro  A .  Sánchez. 
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Fallo  ñe  la  Saprema  CoFte 

Rueños  Aires,  Julio  25  de  1889. 

Vistos  7  considerando:  Qae  cualquiera  que  sea  el  méiito  pro- 
batorio del  documento  de  foja  ciento  treinta  j  dos,  en  que  se 
basa  la  reconvención,  no  se  ha  justificado  sin  embargo  que  los 
perjuicios  á  que  dicho  documento  se  refiere  sean  imputables  á 
los  demandantes;  por  esto  y  los  demás  fundamentos  de  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  ciento  setenta  y  tres,  se  confirma  dicha 
sentencia,  con  declaración  de  que  los  perjuicios  á  que  se  refiere 
la  cuenta  por  paralización  de  los  trabajos  del  desembarcadero  de 
los  demandantes,  de  foja  dos,  deben  ser  abonadas  solamente  so- 
bre la  base  de  quince  dias,  en  atención  á  lo  declarado  por  estos 
últimos  á  foja  ciento  setenta  y  dos^  satisfaciéndose  las  costas  de 
esta  instancia  én  el  orden  en  que  se  han  causado. 

Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 


benjamín  YICTORIGA.  —  ÜLADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 


i 
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CAUSA  TéKHXWl 


Contra  Galli  Hermanos;  sobre  derechos  de  Aduana 


Sumario.  —  Las  resoluciones  de  la  Dirección  General  de  E,en- 
tas,  sobre  clasificación  de  artículos,  son  inapelables. 


Caso.  — Habiéndose  presentado  los  señores  Galli  Hermanos, 
en  queja  ante  el  Juez  Federal,  por  apelación  denegada  de  una 
resolución  de  la  Aduana,  se  espidió  á  requisición  de  este,  el  si- 
guiente 


INFORME 

Señor  Juez : 

En  cumplimiento  á  lo  ordenado  por  Y.  S.  en  el  precedente 
oficio^  paso  á  informar  sobre  el  asunto  á  que  se  hace  referencia 
en  el  mismo. 

Con  fecha  2  de  Julio  del  año  próximo  pasado,  se  dio  cuenta  á 
esta  Administración  que  los  señores  Galli  Hermanos  habían 


DE  JÜSTIGU  NAaONAL  381 

pedido  el  despacho  de  una  partida  de  papel  blanco  de  algodón, 
el  cnal^  por  la  partida  3A30  de  la  tarifa  de  avalúos  de  ese  año,  es 
taba  afectado  por  el  impuesto  del  10  7o,  7  <ine  efectuada  la  veri- 
ficación correspondiente  por  el  vista  del  ramo,  resultó  en  vez  de 
lo  manifestado,  papel  de  estracilla,  el  cual,  según  la  partida 
3641  de  la  citada  tarifa,  tenia  el  derecho  especifico  de  10  centa- 
vos por  kilo.  Se  trataba,  pues,  de  una  diferencia  de  calidad  en  el 
papel. 

Previos  los  trámites  correspondientes  y  atenta  la  disconformi- 
dad de  los  señores  Galli  Hermanos,  en  la  clasificación  hecha  por 
el  referido  vista*  el  asunto  fué  sometido  á  la  resolución  de  la 
Dirección  General  de  Bentas,  conforme  á  lo  establecido  en  el 
articulo  135  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  la  que  resolvió  de 
conformidad  con  el  vista,  esto  es,  que  el  papel  era  de  estra- 
cilla. 

Conforme  con  ese  fallo  y  lo  dispuesto  por  el  artículo  930  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana,  esta  Administración  resolvió^  con  fe- 
cha 12  de  Octubre,  se  pagaran  dobles  derechos  sobre  el  valor  de 
la  diferencia  de  calidad  entre  el  papel  manifestado  j  el  que  re- 
sultó de  la  verificación  practicada. 

Con  fecha  15  de  Octubre,  los  señores  Galli  fueron  notificados 
de  la  resolución  en  el  mismo  espediente. 

Posteriormente,  con  fecha  30  de  Octubre,  después  de  estar 
vencido  con  exceso  el  término  perentorio  de  tres  dias  que  acuer- 
da el  articulo  1063  de  las  Ordenanzas  de  Aduana^  para  entablar 
la  via  contenciosa  ocurriendo  ante  el  Juzgado  de  Y.  S.,  se  reci- 
bió en  esta  Administración  una  nota  de  la  Dirección  General  de 
Bentas,  pidiendo  el  espediente  de  sn  referencia,  con  motivo  de  ha- 
ber ocurrido  ante  aquella  repartición  los  señores  Galli. 

Examinado  nuevamente  el  espediente  y  las  muestras  del  pa- 
pel en  cuestión,  la  Dirección  confirmó  su  resolución  anterior  y 
devolvió  el  espediente,  á  los  efectos  de  lo  resuelto  por  esta  Admi- 
nistración. 
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En  esta  circnnstancia  y  después  de  haber  tranBCnrrido  más 
de  ties  meses  de  habei  sido  notificados  los  señoies  Galli  Herma- 
nos  de  la  precitada  resolncion,  se  presentó  el  señor  Castillo, 
con  fecha  29  de  Enero  último,  en  representación  de  aqnellos, 
interponiendo  apelación. 

Atento  á  lo  qne  dejo  espnesto  y  teniendo  en  cnenta  que  las 
resolnoiones  de  la  Dirección  General  de  Bentas  en  asuntos  como 
el  de  que  se  trata  son  inapelables,  conforme  á  lo  diupuesto  por 
el  articulo  138  de  tas  Ordenanzas  de  Aduana,  esta  Administra- 
ción no  hizo  lugar  al  reccrso  interpuesto. 

Es  cuanto  tengo  qne  informar  á  Y.  S. 

Buenoa  Aires,  Uiirzo  30  de  1889. 


Fallo  del  JfueK  Federal 

Buenos  Aires,  Marzo  S2  de  1889 

Antos  ;  vistos :  Besultando  del  informe  que  ao'.ecede,  qne  el 
término  paca  apelar  de  la  resolución  del  Administrador  de  Adua- 
na, ha  vencido  con  exceso  en  el  presente  caso,  uo  ha  Ingar  &  la 
apelación  interpuesta  j  pasen  estas  actuaciones  á  la  Aduana  de 
esta  capital,  á  ñn  de  qne  lleve  adelante  sus  procedimientos. 

Andrés  Ugarriza. 

Fallo  de  la  Suprema  C^rle 

Buenos  Aires,  Julio  35  de  1889. 

stos :  No  siendo  recurrible  la  resolución  administrativa  de 
liez  vuelta,  espediente  agregado,  con  arreglo  álosartíoa- 
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los  ciento  treinta  j  cinco  y  ciento  treinta  j  siete  de  las  Ordenan- 
zas de  Aduana,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  siete  ynelta, 
antos  corrientes;  ;  devuélvanse,  previa  reposición  de  sellos. 


benjamín  VICTORICA.  —  ÜLADI8LA0 
FIUAS.  —  FEDERICO  IBARGOREN. 
—  G.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 


CAUSA  IaXXXTU 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Paz  de  la  Parro- 
quia de  la  Concepción  y  el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires^  en 
la  causa  de  menor  cuantía  seguida  por  Don  Gabino  Vidal, 
contra  Don  Eduardo  Villa,  por  cobro  de  alquileres. 


Sumario.  —  Desaparecida  en  la  Capital  la  institución  de  los 
Jneces  de  Faz  provinciales,  no  hay  objeto  para  decidir  la  con- 
tienda de  competencia  suscitada  contra  uno  de  ellos. 
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C(»o.  —  £n  la  demanda  por  cobro  de  H200  pesos  moneda 
corriente  de  Buenos  Aires,  procedentes  de  alquileres,  seguida 
por  Don  Gabíno  Vidal,  argentino,  contra  Don  Eduardo  Villa, 
español,  ante  el  Juez  de  Faz  de  la  Parroquia  de  la  Concepción, 
Villa  entabló  contienda  de  competencia  ante  elJuez  Federal , 
alegando  que  á  este  correspondía  el  conocimiento  de  la  causa,  no 
obstante  la  ley  de  23  de  Agosto  de  1878. 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  15  de  1881. 

Y  Tistos  estos  autos  seguidos  por  Don  Eduardo  Villa,  sobre 
competencia  del  Juez  de  Faz  de  la  Concepción. 

Y  considerando:  Que  según  el  artículo  11  de  la  Constitución 
Nacional,  los  Tribunales  federales  ejercen  la  plenitud  de  la  ju- 
risdicción en  todas  las  causas  determinadas  por  dicha  carta  fun- 
damental, sin  que  el  Congreso  tenga  facultad  para  restringir- 
la, como  en  los  Estados  TJ.  idos;  y  que  en  el  caso  sub-judice  es- 
tando espresamente  proscripto  que  los  Tribunales  nacionales 
entiendan  en  todas  las  causas  entre  un  estrangero  y  un  ciuda- 
dano, no  puede  el  Congreso  limitarlas  por  la  cuantía,  ni  es  tam- 
poco conciliable  el  espíritu  que  puso  los  derechos  del  estrange- 
ro al  amparo  de  los  Tribunales  nacionales,  con  el  de  la  ley  de 
Agosto  de  1878. 

Forestas  consideraciones,  y  no  obstante  la  vista  fiscal  de  fo- 
ja 14,  declárase  competente  este  Juzgado  para  entender  en  el 
juicio  sobre  que  versa  la  competencia. 

Y  habiéndose  remitido  por  el  Juez  de  Faz  de  la  Concepción 
á  la  Suprema  Corte  los  antecedentes  para  que  resuelva  la  con- 
tienda, aunque  estemporáneamente,  elévense  igualmente  estos 
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autos  en  la  forma  de  estilo  y  repóngase  el  sello,  notificándose 
original. 

Isidoro  Albarracin. 


YISTÁ  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Enero  29  de  1881. 
Suprema  Corte: 

En  nna  causa  de  igaal  naturaleza  dije  á  Y.  E.  lobiguiente, 
que  ahora  reproduzco,  sosteniendo  hoy  como  antes,  la  consti- 
tucionalidadi  de  la  ley  que  limitó  la  jurisdicción  de  los  Juzgados 
de  Sección  en  los  casos  de  menor  cuantía. 

«Esta  causaos  por  valor  de  cien  pesos  moneda  corriente. 

tLa  ley  cuya  constitucionalidad  se  ataca  para  resistir  su 
abono,  está  concebida  en  estos  términos: 

tArt.  I"*. — Desde  la  promulgación  de  la  presente  ley,  quedarán 
esduidas  de  la  competencia  de  los  Juzgados  de  Sección  todas 
aquellas  causas  de  jurisdicción  concurrente,  en  las  que  el  valor 
del  objeto  demandado  no  exceda  de  quinientos  pesos  fuertes, 
cuando,  por  otra  parte,  el  conocimiento  del  caso  caiga  bajo  la 
jurisdicción  de  la  justicia  de  Paz  de  la  Provincia  respectiva,  se- 
gún las  ley  es  de  procedimientos  vijentes  en  ella. »  (Ley  de 
Agosto  23  de  1878). 

Pienso  que  ha  estado  en  las  atribuciones  del  Congreso  limi- 
tar en  esta  forma  la  jurisdicción  de  los  Juzgados  de  Sección. 

Se  dice  en  contra :  Que  el  artículo  100  puso  las  causas  queso 
suelten  entre  un  ciudadano  y  un  estrangoro,  bajo  la  garantía 
esclusiva  de  los  Tribunales  Nacionales ;  y  que  estos  Tribuna- 
les ejercen  la  plenitud  de  la  jurisdicción  en  las  causas  determi- 

T.  VI  25 
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nadas  por  la  Constitacíon,  sin  qne  tenga  f  aoaltad  el  Congreso 
para  restringirlas,  como  en  Estados  Unidos.  T  por  último,  que 
estando  prescrito  espresamente  que  los  Tribunales  Federales  eu« 
tiendan  en  todas  las  cansas  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano 
no  puede  el  Congreso  limitar  su  jurisdicción  por  la  cuantía. 

Hay  error,  á  mi  juicio,  en  suponer  que  la  jurisdicción  confe- 
rida por  el  artículo  100  á  los  Tribunales  Nacionales,  para  coii(h 
cer  de  las  causas  entre  un  estranjero  y  un  ciudadano,  sea  esclu- 
siva.  Ni  el  texto  ni  el  espíritu  de  este  artículo  autoriza  tal 
interpretación. 

Por  el  contrario,  el  artículo  siguiente,  al  conferir  al  Congre- 
so la  facultad  de  prescribir  las  reglas  y  escepciones  para  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  que  el  anterior  atribuía  á  los  Tri- 
bunales de  la  Nación,  solo  limita  esta  facultad  á  todos  los 
asuntos  concernientes  á  embajadores,  ministros  y  cónsules  es- 
trangeros  y  á  aquellos  en  que  una  Provincia  fuese  parte.  En 
estos  casos,  dice  en  seguida,  la  Corte  Suprema  ejercerá  juna- 
dicción  orijinaria  y  esclusiva. 

Es  un  principio  de  interpretación  umversalmente  admitido, 
que  la  escepcion  confirma  la  regla.  Si,  pues,  la  Constitución  ha 
determinado  clara  y  esplícitamente  los  casos  en  que  la  jurisdic- 
ción de  la  Corte  ha  de  ser  esclusiva,  es  una  deduocion  lógica, 
suponer  que  en  los  casos  no  especificados,  no  lo  es. 

Del  mismo  modo,  puesto  que  la  Constitución  no  prescribe 
que  la  jurisdicion  de  los  Tribunales  inferiores  sea  esclusiva  en 
tales  ó  cuales  casos,  es  natural  suponer  que  no  lo  es  en  UiV 
guno,  pues  de  otra  manera,  lo  hubiera  especificado,  según  lo  iia 
hecho  con  respecto  á  la  Corte. 

Al  ejercitar  los  poderes  que  el  artículo  101  :^a  citado  le  con- 
fería, el  Congreso  lo  ha  entendido  así. 

Por  la  ley  de  Setiembre,  los  Tribunales  de  Provincia  esclu- 
yen  á  los  de  la  Sección  en  los  juicios  de  testamentarias,  concat* 
sos  y  sociedades  anónimas,  aunque  se  trate  de  cuestiones  de 
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jurisdicción  marítima :  de  cuestiones  entre  un  ciudadano  y  un 
cstrangero,  sin  que  hasta  ahora  se  haya  puesto  en  duda  su  cons- 
titncionalidad. 

No  es  tampoco  exacto,  como  asienta  el  señor  Juez,  que  el  Con- 
greso no  tenga  facultad  para  restringir  la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  Nacionales,  como  en  Estados  Unidos. 

Los  artículos  100  y  101  de  nuestra  Constitución,  son  poco 
menos  que  una  copia  literal  de  la  de  los  Estados  Unidos.  Solo 
es  digno  de  observarse  que  esta  última,  al  prescribir  que  la  ju- 
risdicción de  la  Corte  en  las  causas  concernientes  á  embajado- 
res, sea  orijinaria,  no  dice  que  sea  esclusiva,  como  la  nuestra. 

Esta  circunstancia  es  un  argumento  más  en  favor  de  las  atri- 
buciones dejadas  al  Congreso,  pues  visiblemente  tiene  por  ob- 
jeto dejar  establecido  que  fuera  de  los  casos  especialmente  escep-- 
tuados,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  la  Nación  no  es  es- 
elusiva. 

Después  de  lo  espuesto,  la  argumentación  que  se  pretende 
deducir  del  espíritu  de  la  ley,  se  constata  por  sí  misma. 

Es  indudable  que  fué  su  objeto  dar  mayores  garantías  de 
imparcialidad  al  estrangero  en  sus  diferencias  con  las  naturales, 
á  la  vez  que  evitar  motivos  de  complicaciones  internacionales. 

Es,  empero,  el  Congreso  el  único  Juez  en  esta  materia,  y  cor- 
responde á  su  criterio  determinar  la  manera  cómo  este  objeto 
ha  ae  ser  llenado.  En  el  presente  caso,  la  pequenez  án  la  suma 
salva  los  peligros  que  se  tuvo  en  vista  evitar.  Y  en  realidad, 
bien  puede  decirse  que  la  ley  en  cuestión  se  inspira  en  el  inte- 
rés de  los  estrangeros,  poniendo  á  su  alcance  la  justicia,  que  en 
muchos  casos,  atentas  las  distancias  en  asuntos  de  tan  pequeña 
importancia,  sería  ilusoria. 

Pienso,  por  lo  espuesto^  que  debe  Y.  £.  revocar  la  sentencia 
apelada. 

Eduardo  Costa. 


FULOS  DB  LA  SDPREHA  CORTE 


Fallo  de  im  MuprcHHi  C^rte 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1689. 

Vistos :  No  existieodo  mérito  paia  deci  lir  la  presente  con- 
tienda de  competencia,  por  haber  desapatecido  con  arreglo  á  las 
leyes  de  federatizacion  de  esta  Capital,  j  orgáoJoa  de  los  Tri- 
banales  de  la  misma,  la  institución  de  los  Jaeces  Provinoiales 
de  Faz,  deToélvanse  estos  antecedentes  al  Juzgado  de  Sección 
á  los  efectod  á  qne  hubiere  lugar,  debiendo  en  oportunidad  repo- 
nerse los  sellos. 

BEMAHIN  TIGTORICA.  — DLADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGCRBN. 
—  C.  8.  DE  LA  TORRB.  —  LD» 
V.   TÁRELA. 
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CAUSA  I4AXXTIII 


Don  Eduardo  Sojo,  contra  Don  Ramón  Sosa  y  por  restitución  de 
una  piedra  litográfica ;  sobre  litis  pendencia. 


Sumario.  —  No  procede  la  escepcion  de  litis  pendencia  si  la 
demanda  á  la  qne  se  opone,  no  versa  sobre  un  mismo  objeto. 


Caso.  —  El  Procarador  Coronado^  por  Don  Eduardo  Sojo^  se 
presentó  ante  el  Juzgado,  esponiendo:  que  el  30  de  Agosto  de 
1888,  hallándose  vigilado  el  domicilio  de  su  mandante,  unos  agen- 
tes de  policía  al  servicio  de  la  Sección  7',  á  cargo  del  Comisario 
Sosa,  secuestraron  una  piedra  litográfica  que  Sojo  había  gra- 
bado para  su  semanario  de  caricaturas,  llamado  Don  Quijote. 

Que  el  secuestro  de  la  piedra,  en  las  condiciones  en  que  se  se 
llevó  á  cabo,  importa  un  hurto  á  mano  armada^  cuyo  ejecutor  es  el 
Comisario  áosa,  siendo  él,  por  tanto,  responsable  directamente 
de  la  restitución  del  objeto  hurtado,  así  como  de  todos  los  da- 
ños 7  perjuicios  que  pudieran  resultar  de  su  destrucción  total  ó 
parcial. 

Fundado  en  lo  dispuesto  por  los  artículos  24  8  del  Código 
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CítíI  7  328  del  Código  de  Procedimientos,  entabló  demanda  con- 
tra el  Comisario  Sosa,  para  que  se  le  condenara  á  la  restitacion 
de  la  piedra  referida,  ó  en  su  defecto,  á  la  indemnización  de  da- 
ños, con  costas. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  por  ser  estrangero  el 
demandante  y  argentino  el  demandado,  se  confirió  traslado  de 
la  demanda. 

Sin  contestarla,  el  Comisario  Sosa,  espuso :  que  por  ser  f  &1  - 
sos  y  calumniosos  los  hechos  que  se  le  imputaban  en  este  juicio  , 
del  cual  había  tenido  noticia  por  la  prensa^  inmediatamenl^e 
ocurrió  ante  el  Juez  del  Crimen  Doctor  Soneyra,  iniciando 
acción  criminal  de  calumnia. 

Que  tratándose  de  delitos  que  tiene  la  obligación  de  acusar  al 
Ministerio  Fiscal  y  promovida  la  acción  criminal,   no  podía  con 
arreglo  al  artículo  1101  del  Código  Civil,  haber  condenación  en 
el  juicio  civil  antes  de  la  del  juicio  criminal,  y  esto,  porque,  co— 
mo  lo  determinad  artículo  1102,  después  de  la  resolución  ene^ 
juicio  criminal,  no  puede  contestarse  en  el  civil  la  existencia  del 
hecho  principal  que  constituye  el  delito,  ni  impugnarse  la  culpa, 
del  condenado.  Que  en  consecuencia,  deducía  la  escepcion  dila- 
toria de  litis  pendenlia. 

Corrido  traslado  de  la  escepcion,  lo  contestó  el  Procurador 
Coronado,  pidiendo  que  se  la  declarara  improcedente,  con  cos- 
tas. 

Dijo :  que  la  litis  pen'lencia,  como  lo  enseña  Escriche,  tienen 
por  razón  la  acumulación  de  autos  seguidos  sobre  una  misma 
cosa  ante  distintos  jueces,  á  fin  de  evitar  mayores  gastos  é  im- 
pedir que  sobre  un  mismo  asunto  se  den  dos  sentencias  contra- 
rías,  de  tal  suerte  que  la  dada  en  un  juicio,  pueda  oponerse 
como  escepcion  en  el  otro. 

Que  así  lo  enseñan,  además,  todos  los  prácticos,  y  según  ello, 
para  que  en  este  caso  pudiera  oponerse  la  escepcion  de  que  se 
trata,  sería  necesario  que  el  actor  en  el  presente  juicio  hubiera 
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deducido  la  misma  acción  ante  otro  Juez  j  qne  ella  estnTiera 
pendiente. 

Qne  en  lugar  de  esto^  se  funda  la  escepcion  en  que  el  deman- 
dado enjuicio  civil  ha  promovido  la  acción  decalanmia  ante  la 
justicia  criminal,  7  no  puede,  por  tanto,  dejar  de  rechazársele. 


Fallo  del  Sa»m  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1888. 

T  vista  la  presente  escepcion  de  litis  pendentia  deducida  por 
Don  Bamon  S.  Sosa^  á  la  demanda  interpuesta  contra  él,  por 
Don  Juan  Coronado^  en  representación  de  Don  Eduardo  Sojo, 
por  acción  de  restitución  de  la  cosa  hurtada,  consistente  en  una 
piedra  litográfica. 

Y  considerando :  1®  Que  el  demandado,  en  su  escrito  de  foja..., 
funda  la  escepcion  deducida  en  el  hecho  de  haber  ocurrido  ante 
el  señor  Juez  del  Crimen  de  la  capital,  Doctor  Soneyra,  inme- 
diatamente después  de  tener  conocimiento  de  haberse  interpues- 
to contra  él  la  presente  demanda,  ante  este  Juzgado,  deman- 
dando á  su  vez  á  Sojo,  por  calumnia,  por  cuyo  motivo  j  de 
acuerdo  con  lo  determinado  en  el  inciso  tercero  del  artículo  se- 
tenta 7  tres  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos,  dedujo  la 
presente  escepcion  dilatoria. 

2^  Que  de  esta  misma  esposicion  hecha  por  el  escepcionante 
aparece  comprobada  la  faltado  fundamento  de  la  escepcion  de- 
ducida, pues  debiendo,  entre  otros  requisitos,  para  que  proce- 
da la  Hits  pendentia  versarla  demanda  sobre  un  mismo  objeto, 
aparece  de  ella  que  mientras  en  el  presente  juicio  se  tratado  una 
acción  civil,  dirigida  á  obtener  la  restitución  de  una  piedra  li- 
tográfica que  se  dice  hurtada,  en  el  otro,  se  trata  de  una  acción 
criminal  dirigida  á  castigar  el  delito  de  calumnia. 


392  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

3°  Que  la  disposición  del  Código  Civil,  estableciendo  que  no 
podrá  haber  condenación  en  el  juicio  civil  mientras  esté  pendien- 
te el  juicio  criminal,  invocada  por  Sosa,  tampoco  es  aplicable  al 
caso  sub'judice^  pues  para  que  lo  fuera  seria  menester  que  hu- 
biera un  juicio  criminal  por  hurto  contra  el  demandado  j  nó 
una  demanda  por  calumnia  contra  Sojo,  que  es  lo  que  invoca  el 
escepcionante. 

Por  estos  fundamentos  j  concordantes  del  escrito  de  foja. . .  fa- 
llo no  haciendo  lugar,  á  laescepcion  opuesta  y  mandando,  en 
consecuencia  que  el  demandado  conteste  derechamente  la  de- 
manda, en  el  término  legal,  siendo  á  su  cargo  las  costas  de  este 
incidente. 

Hágase  saber  y  repónganse  las  fojas. 

Andrés  Vgarriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1889. 

Suprema  Corte  : 

Ha  de  servirse  Y.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida,  cayos 
fundamentos  sonde  toda  exactitud. 

No  se  comprende,  á  la  verdad,  cómo  pueda  encontrarse  pari- 
dad entre  una  acusación  por  calumnia,  y  una  demanda  por  res- 
titución de  una  piedra  litográfica . 

Podría  no  existir  calumnia  en  la  denuncia  de  la  sustracción  de 
la  piedra,  ó  podría,  del  mismo  modo,  ser  calumniosa  la  imputa- 
ción, sin  que  esto  nada  afecte  la  cuestión,  sobre  la  entrega  de 
la  tal  piedra,  si  resultase  cierto  ó  incierto  que  de  ella  fué 
despojado  su  dueño. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la  Supresia  C^rie 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1889. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  espnesto 
y  pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  la  vista  qne  prece- 
de, se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  quince 
vuelta. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


benjamín  VIGTORIGA.  —  ULADiSLAO 
FRU8.  —  FEDERICO  IBARGÚREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  Ia\1íX1\ 


Don  Juan  Vignale,  contra  el  Doctor  Don  Ignacio  Albarraan, 
por  cobro  de  pesos;  sobre  incompetencia. 


Sumario.  —  Por  las  leyes  de  federalizacion  del  territorio  de 
la  capital  y  orgánica  de  los  Tribunales  de  la  misma,  los  Jaeces 
Federales  carecen  de  jarisdiccion  para  conocer  en  las  cansas  ci- 
viles de  mayor  cuantía^  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano. 


Caso.  —  Don  Juan  Yignale  demandó  al  Doctor  Don  Ignacio 
Albarracin,  ante  el  Juzgado  Nacional  de  esta  Sección,  pidiendo 
fuera  aquel  condenado  al  pago  de  la  suma  de  100  pesos  papel 
que  le  había  prestado,  con  intereses  y  costas. 

Citadas  las  partes  á  juicio  verbal,  el  Doctor  Albarracin  dijo: 
que  sin  contestar  la  temeraria  demanda  de  Yignale,  opon  ia  la 
declinatoria  de  jurisdicción,  en  virtud  de  la  ley  de  23  de  Angos- 
to de  1878,  que  escluyó  las  causas  de  menor  cuantía  de  la  com- 
petencia de  los  Juzgados  Federales,  cuando  ellas  corresponden 
á  las  Justicias  de  Paz,  como  sucedía  en  el  caso. 

Que  la  citada  ley  era  constitucional,  pues  no  se  oponía  ála 
letra  y  espíritu  del  artículo  100  de  la  Constitución. 
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Qae  las  consideraciones  de  orden  público  que  determinaron  en 
la  Constitución  el  fnero  nacional  en  las  cansas  civiles  entre  un 
estrangero  y  un  ciudadano,  no  militaban  en  los  asuntos  de  me- 
nor cuantía,  porque  sería  ridículo  creer  que  la  paz  pública  pu- 
diera ser  turbada  porque  se  dictase  una  sentencia  injusta  contra 
un  estrangero,  en  un  asunto  insignificante. 

Que  los  asuntos  de  menor  cuantía  siempre  se  apoyan  en  la 
lex  lod. 

Que  además,  la  ley  de  1878,  ha  querido  poner  remedio  al  mal 
que  todo  estrangero  sufriría  si  por  un  asunto  de  competencia 
del  Juez  de  Faz,  tuviese  que  trasladarse  de  un  punto  lejano  de 
la  campaña  al  asiento  del  Juzgado  Nacional,  gastando  en  la 
traslación  más  del  valor  del  asunto  mismo. 

El  demandante  contestó  que  la  ley  de  i  878  era  contraria  al 
artículo  100  de  la  Constitución,  y  por  consiguiente,  era  nula  é 
inaplicable. 

Que  el  artículo  100  no  hizo  distinción  alguna  entre  las  cau- 
sas de  menor  y  de  mayor  cuantía. 

Que  el  estrangero  tiene  derecho  de  ir  á  la  justicia  provincial, 
cuando  lo  crea  conveniente,  según  resulta  de  la  ley  de  1863,  pe- 
ro ese  derecho  no  podía  ser  convertido  en  obligación  mientras 
la  Constitución  no  sea  reformada  en  esta  parte. 

Que  cualesquiera  qae  hayan  sido  las  razones  de  hecho  que  de- 
terminaron la  sanción  de  la  ley  de  1878,  ellas  no  son  bastantes 
para  dictar  una  disposición  que  es  contraria  á  un  artículo  de  la 
Constitución . 

Que  respecto  de  la  competencia  nacional  en  causas  entre  un 
ciudadano  y  un  estrangero,  sin  distinción  de  su  importancia, 
están  de  acuerdo  la  Constitución  Argentina  y  la  Norte  Ameri- 
cana, siendo  notable  lo  que  al  respecto  dice  el  Federalista,  en  la 
página  643. 
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Fallo  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1879. 

Vistos  y  teniendo  en  consideración  que  según  el  artículo  100 
de  la  Constitución  Nacional,  los  Tribunales  Federales  ejercen  la 
plenitud  de  la  jurisdicción  en  todas  las  causas  determinadas  por 
la  Constitución,  sin  qae  tenga  facultad  el  Congreso  para  restrin- 
girla, como  en  Estados  Unidos,  y  que  en  el  caso  actual  estan- 
do prescrito  espresamente  que  los  Tribunales  Federales  entiendan 
en  todas  las  causas  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano,  no  pue- 
de el  Congreso  limitarlas  por  la  cuantía,  ni  es  conciliable  tam- 
poco en  el  espíritu  que  puso  los  derechos  del  estrangero  al  am- 
paro de  los  Tribunales  Nacionales. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  alegadas  por  el  de- 
mandante, se  declara  que  este  juzgado  es  competente  para  enten- 
der en  la  presente  causa;  y  en  su  consecuencia,  comparezcan  las 
partes  el  Viernes  próximo  á  las  tres  de  la  tarde. 

Hágase  saber  original. 

Isidoro  Albarracin. 


VISTA  DEL  SESOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  39  de  1880. 
Suprema  Corte : 

Esta  causa  es  por  valor  de  cien  pesos  papel. 
La  ley  cuya  constitacionalidad  se  ataca,  para  resistir  su  pago, 
está  concebida  en  estos  términos: 
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Art.  1°.  —  Desde  la  promulgación  de  la  presente  ley,  que- 
darán excluidas  de  la  competencia  de  los  Juzgados  de  Sección, 
todas  aquellas  causas  de  jurisdicción  concurrente  en  las  que  el 
valor  del  objeto  demandado  no  exceda  de  quinientos  pesos  fuer- 
tes, cuando  por  otra  parte  el  conocimiento  del  caso'caiga  bajo 
la  jurisdicción  de  la  Justicia  de  Paz  de  la  Provincia  respectiva, 
según  las  leyes  de  procedimientos  vigentes  en  ella.  (Ley  de 
Agosto  23  de  1878). 

Pienso  qae  ha  estado  en  las  atribaciones  del  Congreso,  limi- 
tar en  esta  forma  la  jdrisdicoion  de  loe  Juzgados  de  Sección, 

Se  dice  en  contra,  que  el  artículo  100,  poso  laa  caneas  que  se 
EUBOÍtan  centre  an  cindadano  y  un  estrangeio  bajo  la  garantía 
esclusiva  de  loa  Tribunales  K&cíonalea ;  que  estos  tribunales 
ejercen  la  plenitud  de  la  jurisdicción  en  las  cansas  determina- 
das por  la  Constitución,  sin  que  tenga  facultad  el  Congreso  pa- 
ra iofriogirla,  como  en  Estados  Unidos;  y  por  último,  que  es- 
tando previsto  espresamente  que  los  Tribunales  Federales  entien- 
dan en  todas  las  cansas  entre  nn  estrangero  y  un  otndadano,  no 
puede  el  Congreso  limitar  su  jurisdicción  porlacuantía*. 

Hay  error,  á  mi  juicio,  en  suponer  qnela  jnrisdiccion  conferida 
por  el  articulo  100  á  los  Tribanates  Nacionales  para  conocer  de  las 
causas  entre  un  estrangero  y  nn  cindadano,  sea  esclusiva.  Ni  el 
texto  ni  el  espíritu  de  este  artfcnlo  autorizan  tal  interpretación. 

Por  el  contrario,  el  artículo  signiente,  al  conferir  al  Congreso 
la  facultad  de  prescribir  las  reglas  y  eacepoiones  para  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  qoe  el  anterior  atribuía  á  los  Tribunales 
de  la  Nación,  solo  limita  esta  facultad,  Át  odos  los  asuntos  con- 
cernientes á  embajadores,  mmistros  y  cónsules  estrangeros,  y 
aquellos  en  que  una  Provincia  fuese  parte. 

En  estos  casos,  dice  en  seguida,  la  Coite  Suprema  tjercerá/u- 
risdiccion  originaria  y  esctustvamente. 

Ea  an  principio  de  interpretación  nníversalmente  admitido, 
que  la  escepcíon  confirma  la  regla. 
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Si  pueSy  la  Constitución  ha  determinado  clara  y  esplícitamen- 
te  los  casos  en  qae  la  jurisdicción  de  la  Corte  ha  de  ser  excla- 
siya,  es  una  deducción  lógica  suponer  que  en  los  casos  no  especi- 
ficados, no  lo  es. 

Del  mismo  modo,  puesto  que  la  Constitución  no  prescribe  que 
la  jurisdicción  de  Tribunales  inferiores,  sea  e^c/u^tva  en  tales 
ó  cuales  casos,  es  natural  suponer  que  no  lo  es  en  ninguno,  pues 
de  otra  manera  lo  hubiera  especificado,  según  lo  ha  hecho  con 
respecto  á  la  Corte. 

Al  ejercitar  los  poderes  que  el  artículo  101 ,  ya  citado,  le  con- 
fiere, el  Congreso  lo  ha  entendido  así. 

Perla  ley  de  Setiembre,  los  Tribunales  de  Froyincia,  esclnyen 
álos  de  Sección,  en  los  juicios  de  testamenterias,  concursos  y 
sociedades  anónimas,  aunque  se  trate  de  cuestiones  de  jurisdic- 
ción marítima,  de  cuestiones  entre  un  ciudadano  y  un  estrange- 
ro^  sin  que  hasta  ahora  se  haya  puesto  en  duda  su  constitucio- 
nalidad. 

No  es  tampoco  exacto,  como  asienta  el  señor  Juez,  que  el  Con- 
greso no  tenga  facultades  para  restringir  la  jurisdicción  de  los 
Tribunales  Nacionales,  como  en  Estados  Unidos. 

Lt)s  artículos  1 00  y  101  de  nuestra  Constitución,  son  poco  me- 
nos que  una  copia  literal  de  la  de  los  Estados  Unidos. 

Solo  es  digno  de  observarse  que  esta  última,  al  prescribir 
que  la  jurisdicción  de  la  Corte,  en  las  causas  concernientes  á 
embajadores,  sea  originaria,  no  dice  que  sea  exclusiva,  como  la 
nuestra. 

Esta  circunstancia  es  un  argumento  más  en  favor  de  las  atri- 
buciones fijadas  al  Congreso,  pues,  visiblemente  tiene  por  obje- 
to dejar  establecido  que»  fuera  de  los  casos  especialmente  escep- 
tuados,  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  la  Nación,  no  es  es- 
elusiva. 

Después  de  lo  espuesto,  las  consideraciones  que  se  pretende 
deducir  del  espíritu  de  la  ley,,  se  contestan  por  sí  mismas. 
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Es  indudable  que  fué  su  objeto  dar  mayores  garantías  de  im- 
parcialidad al  estrangerOy  ea  sus  diferencias  con  los  naturales,  á 
la  vez  que  evitar  motivos  de  complicaciones  internacionales. 

ESy  empero,  el  Congreso  el  único  juez  en  esta  materia,  j  cor- 
responde á  su  criterio  determinar  la  manera  cómo  este  objeto  ba 
de  ser  licuado. 

En  el  presente  casOy  la  pequenez  de  la  suma  sálvalos  perjui- 
cios é  inconvenientes  que  se  tuvo  en  vista. 

Y  en  realidad,  bien  puede  decirse  que  la  lej  en  cuestión,  se 
inspira  en  el  interés  de  los  estrangeros,  poniendo  á  su  alcance  la 
justicia  que  en  muchos  casos,  atenta  las  distancias  en  asuntos 
de  tan  pequeña  importancia,  sería  ilusoria. 

Pienso,  por  lo  espuesto,  que  debe  Y.  E.  revocar  la  sentencia 
apelada. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  37  de  1^. 

Tistes :  Con  arreglo  á  las  leyes  de  federalizacion  del  territo- 
rio de  la  capital  y  orgánica  de  los  Tribunales  de  la  misma,  y 
atento  el  valor  litigado,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  siete 
Taelta,  declarándose  que  el  Juez  de  Sección  carece  de  jurisdic- 
ción para  conocer  en  el  presente  caso. 

Bepónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
frías.  —  FEDERICO  IBARGÚRENj 
—  G.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LüIS  A. 
VÁRELA. 
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CAIJSA  xe 


Criminal  conti*a  Don  Cándido  Fonseca,  por  contrabando,  y 
contra  el  empleado  Don  Miguel  González,  por  falsedad. 


Sumario.  —  1®  El  contrabando  llevado  á  cabo  con  la  forma 
de  ün  trasbordo  simnladOy  es  castigado  con  la  pena  decomiso. 

2^  El  empleado  nacional  que  abusando  de  su  oficio  comete 
falsedad,  es  sujeto  á  la  pena  de  dos  años  de  trabajos  forzados, 
y  multa  de  doscientos  pesos. 


Caso.  —  Lo  refiere  la  siguiente 


VISTA  DEL  PROCURADOR  FISCAL 


Octubre  33  de  1888. 

Señor  Juez  de  Sección  : 

i^  El  dia  16  de  Junio  del  corriente  ano,  babía  dado  entrada  al 
puerto  de  Concordia  el  vapor  argentino  Rivadaviaj  con  carga, 
habiendo  manifestado,  entre  otras  mercaderías,  40  boeoys  caña, 
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30  pipas  vino  7  100  barricas  azúcar,  á  la  orden,  mercaderías 
qoe  el  agente  del  vapor  consignó  después  al  agente  despa- 
chante, Don  Cándido  Fonseca,  según  documento  que  este  pre- 
sentó. 

Este  señor  y  con  fecha  18  del  mismo,  presentóse  á  la  Aduana 
pidiendo  permiso  de  trasbordo  de  las  mercaderías  espresadas, 
del  yapor  Rivadavia  que  las  conducía  á  una  chata  denominada 
Del  Paso,  de  bandera  nacional,  j  con  destino  al  Salto. 

El  permiso  le  fué  concedido,  pero  la  operación  no  se  efectuó, 
quedando  desde  luego  las  mercaderías  en  Concordia,  como  se 
demuestra  por  los  antecedentes  del  sumario,  habiéndose  verifi* 
cado  una  simulación  de  reembarco. 

Comprobado  como  está,  tanto  por  las  declaraciones  del  suma- 
rio, como  por  los  documentos  que  en  este  proceso  figuran,  que  el 
Tapor  Rivadavia  dio  su  entrada  al  puerto  de  Concordia  el  dia 
enunciado,  trataré  de  evidenciar  que  aquellas  mercaderías  que- 
daron en  Concordia,  habiéndose  hecho  una  falsa  operación  de 
trasbordo  á  la  chata  nacional  Del  Paso. 

A  foja  1,  se  encuentra  una  solicitud  de  Fonseca,  en  la  que  pi- 
de abrir  registro  á  la  chata  denominada  Del  Paso,  de  diez  to- 
neladas de  capacidad  y  con  destino  al  Salto,  permiso  que  le  fué 
concedido  el  18  de  Junio,  y  para  que  esta  embarcación  pudiera 
recibir  esta  carga  era  indispensable  que  estuviera  á  plan  barrido, 
y  es  por  esto  que  el  guarda  Izquierdo,  sin  haber  visto  la  embar- 
cación, porque  ella  no  existía  y  faltando  al  cumplimiento  de  su 
deber,  espide  un  certificado  de  encontrarse  la  tal  chata  á  plan 
barrido  (documento  de  foja  2). 

A  foja  3,  figura  el  permiso  de  trasbordo,  haciéndose  la  opera- 
ción aparente  por  el  guarda  Don  Miguel  Qonzalez. 

Los  artículos  espresados  iban  á  ser  conducidos  al  Salto,  como 
de  tránsito,  y  para  el  efecto  era  indispensable  hacer  la  solicitud 
que  corre  á  foja  4,  y  para  salir  del  puerto  de  procedencia  era 
necesario  cerrar  registro,  por  cuya  razón  aparece  el  documen- 

T.  VI  «6 
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to  de  foja  5,  en  que  se  concede  lo  solicitado  por  el  empleado 
Carlevaro,  despachante  de  salida. 

2^  Estos  son  los  antecedentes  de  este  becho  que  tanto  ha  lla- 
mado la  atención  pública  y  que  ha  dado  lugar  al  Excelentísimo 
Gobierno  Nacional,  para  tomar  medidas  urgentes  j  establecer 
la  moralidad  administrativa. 

Los  actores  en  este  hecho  han  demostrado  gran  habilidad  en 
el  arte  de  defraudar  al  fisco,  pues  que  para  efectuar  la  opera- 
ción referida,  han  tomado  con  proligidad  todas  las  medidas  nece- 
sarias 7  han  llenado,  en  apariencia,  todas  las  formalidades  de  la 
ley  para  efectuar  esta  operación»  pero  como  de  todo  hecho  inmo- 
ral y  punible  siempre  queda  algún  vestijio,  que  sirva  para  descu- 
brir el  delito,  y  nuestros  actores,  por  una  circunstancia  de  este 
género  han  venido  á  ser  descubiertos  en  su  bien  combinado  plan 
de  defraudación. 

Pero  la  tal  operación  de  trasbordo,  no  se  ha  efectuado,  según 
aparece  de  la  declaración  del  señor  Ouiliani,  y  del  agente  del 
vapor  Rivadavia^  quienes  afirman  que  se  descargó  en  lanchas  las 
mercaderías  y  á  tierra,  no  haciéndose  operación  alguna  de 
trasbordo. 

Averigüemos  ahora,  si  efectivamente  salió  del  puerto  de  Con- 
cordia, con  destino  al  Salto,  la  chata  nacional  denominada  Del 
PasOf  conduciendo  40  bocoys  caña,  30  pipas  vino  y  100  barricas 
azúcar,  y  si  existe  tal  embarcación,  con  patente  y  matriculada, 
dando  entrada  al  puerto  de  Concordia. 

El  documento  de  fojas  7  y  8,  nos  dice:  que  la  chata  con  la 
denominación  espresada  no  llegó  al  Salto,  pues  á  ser  así,  el  Re- 
ceptor de  Bentas  de  aquel  punto  habría  tenido  conocimiento  de 
ello,  y  este  manifiesta  que  no  llegó,  y  lejos  de  eso,  que  era  impo- 
sible que  llegase,  por  la  sencilla  razón  que  no  hay  chata  con  tal 
denominación  que  pueda  conducir  tan  enorme  cantidad  de  mer- 
caderías, y  este  documento  espedido  por  una  oficina  pública,  con- 
dice con  los  informes  de  los  agentes  de  vapores  y  con  las  decía- 
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laciones  de  testigos,  j  en  partioolar,  de  Don  Juan  B.  Preyé,  due- 
ño de  las  chatas  Del  Paso,  de  bandera  oriental. 

Estos  informes  y  declaraciones  arrojan,  como  se  vé,  una  pre- 
sunción grave  de  que  la  chata  denominada  Del  Paso  de  bandera 
nacional,  ni  salió  de  Concordia,  ni  llegó  al  Salto,  y  lo  que  es  más, 
ni  pudo  conducir  una  cantidad  tan  enorme  de  mercaderías  en 
relación  á  la  capacidad  de  la  embarcación.  Pero  examinemos 
más  los  autos  y  nos  encontraremos  con  pruebas  tan  claras  como 
la  luz  del  dia. 

Las  Sub-prefecturas  marítimas  deben,  con  arreglo  á  la  ley, 
llevar  un  libro  de  entrada  y  salida  de  los  buques,  de  manera 
que  en  estos  encontraremos  la  constancia  de  si  la  espresada  cha- 
ta entró  al  puerto  de  Concordia  y  en  qué  condiciones  salió. 

Dicha  oficina  espide  el  informe  de  foja. . .,  á  pedido  del  ins- 
tructor del  sumario,  y  dice:  que  en  los  libros  de  la  Ayudantía, 
como  en  los  de  la  Sub-prefectura^  de  entradas  y  salidas  de  bu- 
ques, no  consta  haberse  dado  entrada  á  embarcación  alguna  de- 
nominada Del  Paso,  de  bandera  nacional,  en  todo  el  mes  de 
Junio. 

Que  en  este  mes,  ni  antes,  ni  después,  ha  espedido  matrículas 
para  chatas  de  ese  nombre  y  bandera,  ni  menos  presentado  pe- 
dido sobre  lo  mismo. 

Que  el  20  de  Junio,  la  Sub-prefectura  dio  despacho  de  salida 
con  destino  al  Salto,  á  una  chata  Del  Paso,  cargada,  y  que  en 
los  libros  de  oficina  no  existía  rol  ni  patente  de  la  embarcación 
enunciada,  y  que  se  procedió  á  despacharla  en  virtud  del  espe- 
dito  que  se  le  presentó  dado  por  el  empleado  A.  M.  Carlevaro, 
que  corre  á  foja  5. 

Carlevaro,  en  su  declaración  de  foja  20,  dice  que  otorgó  tal  es- 
pedito  porque  se  le  presentó  el  certificado  del  Besguardo  en  que 
constaba  que  esa  chata  era  de  las  que  se  ocupaban  en  la  descar- 
ga del  vapor  Rivadavia,  en  cuyo  caso  hacían  el  servicio  de  lan- 
chas ;  pero  es  indudable  que  este  funcionario  ha  faltado  al  cum- 
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plimiento  de  sos  deberes,  porque  antes  de  conceder  aquel  éspe- 
dito  debió  exigir  el  certificado  de  depósito  de  los  papeles  que  la 
Sub-prefectura  dá  á  todo  baque  nacional  que  formaliza  su  en- 
trada, cumpliendo  así  con  lo  que  prescribe  la  ley  de  sellos  (p¿. 
gina  5*). 

Si  se  hubiese  exigido  por  el  empleado  Carleyaro  este  re(][uisi- 
to  indispensable  establecido  por  la  ley,  no  habría  seguramente 
dado  salida  á  una  embarcación  que  no  había  entrado  al  puerto. 

Gomo  se  Té,  señor  Juez,  la  chata  mencionada  no  dio  entrada, 
ni  pudo  darla  desde  que  no  tenía  matrícula  ni  estaba  patentada 
y  desde  que  la  tal  embarcación  solo  existía  en  el  nombre. 

Pero  hay  más,  señor  Juez,  la  chata  mencionada  no  existe  vi* 
siblemente,  y  aún  cuando  existiera,  no  podría  jamás  conducir  la 
carga  que  se  dice  condujo,  y  esto  se  encuentra  comprob&tdo  en 
autos. 

Si  seguimos  hojeando  el  sumario  levantado,  encontranxos  de- 
mostrado con  evidencia  que  esa  chata  no  ha  podido  salir  do  Con- 
cordia. 

3®  Estas  embarcaciones  no  pueden  navegar  solas  por  f&Xt&i^ 
arboladura,  pero  se  hacen  conducir  con  vaporcitos  remolc»doies 
destinados  á  este  objeto. 

Los  vapores  que  hacen  este  servicio  pertenecen  á  varias  <30  »• 
pañías,  de  manera  que  es  fácil  averiguar  si  alguno  de  ellois^  ^^ 
dia  18  de  Junio,  remolcó  á  la  chata  nombrada. 

Preguntado  sobreesté  hecho  el  agente  de  los  vapores  Rit^^^^' 
via  y  Comercio,  dice :  que  ninguno  de  los  remolcadores  cS  ^  ** 
compañía  ha  prestado  este  servicio  el  dia  18  de  Junio,  x^mX^^^' 
cando  chata  alguna  con  la  denominación  de  Del  Pdso,  ni  4^^ 
condujera  40  bocoys  caña,  30  pipas  vino  y  100  barricas  azA^^^'" 

El  agente  de  las  Mensagerías  Fluviales,  dice:  queentoA^'^^ 
mes  de  Junio,  no  ha  espedido  orden  para  que  fuera  remolc^^"^ 
ninguna  chata  hasta  el  puerto  del  Salto,  conduciendo  la  C9 
mencionada. 
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Igual  contestación  dá  el  agente  de  La  Piálense. 

Está  evidentemente  demostrado  que  ninguno  de  los  yapores 
de  las  empresas  dichas,  ha  remolcado  la  chata  Del  Paso,  con- 
duciendo la  carga  antes  pnunciada  j  con  destino  al  Salto. 

Domingo  Guiliani,  propietario  de  los  vaporcitos  Manduvirá 
y  CriollOy  dice :  que  sus  vapores  no  han  remolcado  chata  algu- 
na de  tal  nombre,  y  que  las  de  su  propiedad,  que  llevan  bandera 
oriental,  tampoco  han  conducido  cantidad  de  mercaderías  de 
tránáito  para  el  Salto. 

Que  el  vapor  Rivadavia,  también  de  su  propiedad,  no  ha  he- 
cho operación  alguna  de  trasbordo,  y  que  las  mercaderías  fue- 
ron descargadas  en  el  puerto  de  Concordia,  haciéndose  el  servi- 
cio en  lanchas  de  su  propiedad. 

Si  he  demostrado  que  el  Rivadavia  conducía  para  Concordia 
los  cuarenta  bocoys  caña,  treinta  pipas  vino  y  cien  barricas 
azúcar,  que  el  vapor  espresado  no  ha  hecho  operación  de  tras- 
bordo, que  ninguna  chata  deuominada  Del  Paso  y  de  bandera 
nacional,  ha  conducido  al  Salto  tales  mercaderías,  y  por  fin, 
que  ni  aún  existencia  verdadera  tenía  la  dichosa  chata,  es  fuera 
de  duda  que  la  operación  de  trasbordo  ha  sido  simulada  y  que 
las  mercaderías  entraron  á  Concordia  sin  pagar  derechos^  de- 
fraudando así  al  Tesoro  Nacional. 

Ahora  bien,  constatada  de  una  manera  evidente  la  defrauda- 
ción de  la  renta  nacional  por  medio  de  la  operación  manifesta- 
da, veamos  quién  sea  el  autor  de  esta  operación  y  sus  cómpli- 
ces. 

Desde  el  momento  de  llegar  el  Rivadavia^  hasta  la  época 
en  que  ficticiamente  quedó  despachada  de  salida  la  chata  ya 
nombrada,  hemos  visto  á  Don  Cándido  Fonseca,  como  único 
agente,  correr  con  todas  las  diligencias  conducentes  á  la  termi- 
nación de  la  operación  referida. 

Las  declaraciones  del  sumario  constatan,  de  una  manera  evi- 
dente, que  Don  Cándido  Fonseca  es  el  autor  de  esta  operación 
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12,  página  150,  que  una  operación  de  reembarco  simulada  de 
mercaderías  que  se  introducen  á  plaza,  defraudando  los  dere- 
chos fiscales,  tiene  la  pena  de  comiso,   debiendo  este,  como  las 
multas  que  se  apliquen  al  efecto,  hacerse  efectivas  en  los  \>ienes 
propios  de  los  condenados,  si  las  mercaderías  hubiesen  desapa- 
recido, como  sucede  en  nuestro  caso. 

Entablada  la  acción  civil  contra  Don  Cándido  Fonseca,  autor 
déla  defraudación  de  los  intereses  nacionales,  y  teniendo  su  fia- 
dor aduanero,  que  lo  es  Donjuán  Subura,  cuya  fianza  sabsiste 
porque  ella  no  ha  podido  ser  retirada  después  de  los  hechos  mo- 
tivo de  este  proceso,  se  hace  innecesario  que  Fonseca  perm.anez- 
ca  en  estado  de  prisión,  y  desde  luego,  Y.  S.  debe  inmediatamen- 
te levantar  el  auto  de  prisión  contra  dicho  señor,  y  mandar  se 
cháncele  la  fianza  otorgada,  dejando,  como  lo  tengo  pedido^  sub- 
sistente la  fianza  del  señor  Subura^  dada  á  la  Aduana  pars^  res- 
ponder á  todas  las  operaciones  que  practicase  Fonseca. 

En  virtud  de  las  consideraciones  aducidas,  formulo  acción  ci- 
vil ordinaria  contra  Don  Cándido  Fonseca,  por  la  defrauds^cion 
cometida,  y  contra  Don  Miguel  González,  la  acción  crimiasil  de- 
terminada, debiendo  condenar  al  primero  al  pago  del  vaXor  de 
lo  que  resulte,  según  la  liquidación  que  en  oportunidad  mariXi^T^ 
practicar  al  Administrador  de  Rentas  de  Concordia,  y  al  secun- 
do, á  la  pena  establecida  en  el  artículo  antes  citado. 

Manuel  Galve:^  ^ 


Fallo  del  Jíuez  Federal 


Paraná,  Mayo  17  de  1888  . 

T  vistos,  resulta:  Que  en  18  da  Junio  de  1885,  Don  Cáadi" 
do  y.  Fonseca  solicitó  permiso  del  Administrador  de  Eentas  de 
Concordia  para  abrir  registro  á  una  chata  nacional  Del  Paso, 
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de  diez  toneladas  do  porte,  el  que  fué  concedido  previo  certiñca- 
do  del  Resguardo  de  encontrarse  dicha  chata  á  plan  barrido. 

En  el  mismo  dia  Fonseca  pidió  y  le  fué  acordado  permiso 
para  trasbordar  del  vapor  Rivadavia,  procedente  de  Montevi- 
deo, á  la  espresada  chata  nacional  Del  Paso,  treinta  pipas  vino 
con  cuatro  cientos  sesenta  litros  cada  una,  cuarenta  bocoys 
caña,  de  quinientos  litros  cada  uno,  y  cien  barricas  azúcar,  de 
ciento  treinta  y  cinco  kilos. 

Cumplido  este  permiso  por  el  guarda  Miguel  González^  Fonse- 
ca,  con  fecha  19,  pide  guía  de  tránsito  para  conducir  en  la  mis- 
ma chata  los  artículos  antes  relacionados,  al  Salto  Oriental,  si- 
guiéndose la  tramitación  del  caso. 

El  Sub-prefecto  marítimo  del  puerto  de  Concordia^  informan- 
do á  foja  10^  dice:  que  en  Junio  de  1885  no  dio  entrada  en  ese 
puerto  á  ninguna  chata  nacional  Del  Paso ;  que  ni  en  ese  mes  ni 
antes,  se  ha  pedido  matrícula  para  chatas  Del  Paso^  ni  la  Sub- 
prefectura  ha  espedido  certificados  para  sacar  patentes  de  nave- 
gación á  embarcaciones  de  ese  nombre ;  que  en  20  de  Junio  de 
18851a  Sub-prefectura  dio  salida  á  una  chata  Del  PasOj  en  vir- 
tud de  un  espedito  de  la  Aduana  firmado  por  el  empleado  Don 
M.  Garlevaro,  sin  que  existiese  rol  ni  patente  de  navegación  de 
ella ;  que  el  empleado  Garlevaro  hizo  mal  en  conceder  el  espe- 
dito sin  exigir  antes  el  certificado  de  depósito,  en  la  Sub-prefec- 
tura, de  los  papeles  de  la  mencionada  chata,  depósito  que  debe 
hacer  todo  buque  que  da  entrada  en  el  puerto ;  que  la  firma  del 
rol  de  la  espresada  chata,  le  fué  arrancada  al  empleado  Boque 
Kosende  con  engaños,  pues  al  exigir   este  que  se  le  presentase 
la  patente  para  firmarla,  el  agente  Fonseca  le  contestó  que  no 
habían  patentes  en  la  Aduana,  y  que  la  sacaría  y  presentaría 
después,  lo  que  no  verificó ;  que  el  empleado  que  firmó  el  despa- 
cho de  la  chata  no  la  visitó  por  no  corresponderle ;  y  finalmente, 
que  el  rol  de  la  chata  no  le  fué  presentado  al  empleado  de  servi- 
cio para  anotar  su  salida,  como  es  obligación  hacerlo. 
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Los  agentes  de  las  empresas  de  navegación  Mensagerías  Flu- 
viales j  La  Piálense  y  el  de  los  vapores  Rivadavia  y  Comercio^ 
informan  (f.  12, 13  y  14),  que  ninguno  de  sus  vapores  remolca- 
dores ha  remolcado,  el  dia  18  de  Junio,  ni  en  los  anteriores  y 
siguientes,  chata  que  conduzca  la  carga  contenida  en  la  guía  de 
tránsito  solicitada  por  Fonseca,  de  f...;  y  la  Sub-prefectura  de 
Concordia  dice  que  los  únicos  vapores  que  remolcan  chatas  de 
ese  puerto  al  del  Salto,  son  de  propiedad  de  La  Piálense,  Men- 
sagerías Fluviales  y  de  la  empresa  del  vapor  Rivadaviaj  agre- 
gando que  todas  las  chatas  denominadas  Del  Paso,  que  hacen 
esa  navegación,  son  orientales  y  solo  marchan  á  remolque 
(foja  16). 

El  Receptor  de  Bentas  del  Salto  informa,  con  fecha  8  de  Ju- 
lio, no  haber  dado  entrada  en  aquel  puerto,  á  ninguna  chata  ar- 
gentina Del  Paso,  con  la  carga  á  que  se  refiere  el  permiso  y 
guiado  f... 

Interrogado  el  Oficial  de  la  mesa  de  Registro,  Don  Octavio 
Carlevaro,  declara  (foja  19) :  que  el  dia  18  de  Junio  de  1885,  el 
agente  Fonseca  le  presentó  el  permiso  de  abrir  registro  á  la 
chata  nacional  nombrada,  habiéndose  él  rehusado  á  despacharlo 
por  no  haber  constancia  de  la  entrada  de  esa  embarcación ;  qae 
más  tarde,  como  á  las  doce  y  media,  regresó  Fonseca  con  un  cer- 
tificado del  Resguardo,  firmado  por  el  escribiente  Figueredo, 
de  estar  la  chata  á  plan  barrido^  y  entonces  recien  despachó  ese 
permiso,  así  como  el  de  trasbordo,  el  que  volvió  cumplido  por  el 
Resguardo  á  las  tres  y  media  del  mismo  dia  18;  que  en  el  libro 
de  Registro  de  entradas  de  buques,  no  consta  haberse  dado  en- 
trada á  ninguna  chata  de  ese  nombre  y  bandera,  y  que  si  puso  el 
espedito  fué  por  el  certificado  del  guarda  González. 

Faustino  Figueredo,  escribiente  del  Resguardo  (f.  22),  decla- 
ra: que  el  dia  18  de  Junio  como  á  las  doce  y  media,  se  le  pre- 
sentó en  la  oficina  el  agente  Don  Cándido  Fonseca,  con  el  guarda 
Miguel  González,  pidiéndole  certificado  de  plan  barrido,  de  una 
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chata  nacional  Del  Paso,  j  de  que  esta  se  ocupaba  en  la  descarga 
del  vapor  Rivadavia;  que  en  un  principio  él  se  negó  á  dar  el  cer- 
tificado, manifestando  ser  nuevo  en  la  oficina  y  no  saber  cómo  sq 
espedían  esos  certificados,  pues  el  Jefe  no  se  encontraba  en  la 
oficina,  pero  que  habiéndole  hecho  presente  Fonseca  el  gran 
perjuicio  que  se  seguiría  á  su  principal  por  esta  negativa,  teme- 
roso de  faltar  á  su  deber,  firmó  el  certificado  que  escribió  Fonse- 
ca, sin  ver  la  embarcación,  y  con  la  condición  de  que  este  lo 
presentaría  al  Jefe  del  Resguardo,  lo  que  no  verificó  (fojas  21 
y22). 

El  Jefe  del  Registro,  á  foja  13,  dice:  que  habiendo  regresado 
á  su  oficina  el  dia  18  alas  tres  y  media  pasado  meridiano,  Fi- 
gueredo  le  hizo  relación  de  lo  ocurrido,  en  los  mismos  términos 
en  que  él  lo  refiere  en  su  declaración. 

Don  Domingo  Giuliani^  propietario  y  capitán  del  vapor  Riva^ 
davia  (f .  24),  dice :  que  la  carga  que  traía  en  el  viaje  terminado 
el  16  de  Junio,  con  destino  á  Concordia,  la  puso  toda  en  tierra, 
en  sus  propias  chatas,  sin  hacer  operación  alguna  de  trasbordo, 
y  la  que  traía  para  el  Salto,  la  envió  á  su  destino  en  chatas  de 
su  propiedad  y  en  las  de  Prevé,  todas  de  bandera  oriental. 

Don  Cándido  Fonseca  (f.  24),  confiesa :  que  él  hizo  la  opera- 
ción de  trasbordo^  de  treinta  pipas  vino^  cuarenta  bocoys  caña 
y  cien  barricas  azúcar,  conducidas  por  el  vapor  Rivadavia, 
en  su  viaje  de  16  de  Junio  de  1885,  á  una  chata  nacional 
Del  PasOy  y  agrega  que  no  sabía  quien  fuese  el  dueño  de 
la  chata  que  condujo  al  Salto  las  mercaderías  trasborda- 
das, pero  que  salió  remolcada  por  uno  de  los  dos  vapores 
que  había  en  el  puerto ;  q[ue  quien  sabía  esto,  era  el  capa- 
taz de  la  barranca  que  era  el  que  debía  haberla  mandado. 
El  mismo  á  foja  49,  dice :  que  él  no  contrató  el  flete  hasta 
el  Salto,  de  la  carga  trasbordada,  sino  el  individuo  que  le  llevó 
el  recibo  para  que  hiciese  la  operación,  individuo  desconocido 
para  él ;  que  su  intervención  terminó  después  de  recibir  las  mer- 
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caderías  en  la  barranca  del  encargado  Don  Antonio  Vincenay 
hacerla  embarcar  en  la  chata. 

Don  Antonio  Yincens  (f .  26  vuelta),  declara :  que  la  carga 
que  traía  el  vapor  Rivadavia  para  Concordia,  quedó  toda  cb 
tierra,  y  la  que  venia  de  tránsito  para  el  Salto,  se  desemborfcó 
en  lanchas;  que  el  agente  Fonseca,  le  dijo  qae  si  podía  mandar 
al  Salto  esas  lanchas,  lo  que  verificó  haciéndolas  remolcar  pot 
el  vaporcito  Criollo  de  la  empresa  del  Rivadavia. 

Don  Juan  B.  Prevé  (f.  29),  declara:  que  solo  él  j  la  empresa 
de  Memagerias  Fluviales  tenían  chatas  en  el    Salto  y  llevaban 
bandera  oriental;  que  él  no  ha  conducido  en  el  mes  de  Junio  de 
1885,  de  Concordia  al  Salto^  la  carga  en  cuestión,  ni  ha  podido 
hacerlo  porque  ninguna  de  sus  chatas  carga  más  de  trece    tone- 
ladas y  para  conducir  las  treinta  pipas  vino,  cuarenta  1:>ocoys 
caña  y  cien  barricas  azúcar,  se  necesitaría  un  buque,  lómenos, 
de  cincuenta  toneladas. 

El  Receptor  de  Rentas  del  Salto,  afirma  también  (f .  7),  q^  vie  no 
hay  chata  qae  pueda  conducir  la  carga  de  Fonseca. 

El  guarda  Don  Miguel  González^  declara  que  él  como  g^xxarda 
había  intervenido  en  el  trasbordo,  del  vapor  Rivadavia  ál^k  cha- 
ta nacional  Del  Paso,  de  la  carga  consignada  á  Fonseca  (f.  '25); 
que  él  mismo  vio  salir  la  chata  el  dia  18  á  las  cuatro  pausado 
meridiano,  remolcada  por  el  vapor  Criollo,  propiedad  de  l^k  em- 
presa del  Rivadavia. 

Pedro  Méndez,  empleado  en  la  casilla  de  vanguardia  delp^noT- 
to,  declara (f.  30):  que  el  dia  18  de  Junio  estuvo  de  servic^io  en 
la  Ayudantía,  y  no  dio  salida,  ni  vio  salir  del  puerto  de  Goza,  mor- 
día ninguna  chata  nacional  Del  Paso ;  que  dio  salida  á  una  <shh- 
ta  Oriental,  en  lastre,  de  Don  Juan  B.  Prevé. 

Con  estos  antecedentes,  el  Procurador  Fiscal  demanda  á  I^^ en- 
seca por  defraudación  de  derechos  fiscales,  y  pide  se  decl^i*^®^ 
caldas  en  comiso  las  mercaderías  cuyo  trasbordo  él  solicita  ^^ 
Junio  de  1885,  y  acusa  al  guarda  Miguel  González,  por  el 
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to  de  falsedad  cometido  en  la  tramitación  de  esa  operación  favo- 
reciendo la  simulación  del  trasbordo. 

En  el  término  de  prueba,  Fonseca  no  produjo  ninguna  y  el 
defensor  de  González,  la  que  corre  de  f...  á  f ... 

T  considerando :  Qne  Don  Cándido  Fonseca  confiesa  ser  el 
autor  de  la  operación  de  trasbordo  auna  chata  nacional  DelPU' 
80 j  de  treinta  pipas  vino,  cuarenta  bocojs  caña  j  cien  barricas 
azúcar,  conducidas  de  Montevideo  á  Concordia  por  el  vapor  Ri" 
vadavia^  á  que  se  refieren  los  permisos  de  f... 

Que  está  probado  que  en  la  fecha  de  la  operación  no  existía 
chata  de  ese  nombre  con  bandera  nacional,  porque  en  la  Sub** 
prefectura  no  consta  que  se  haya  matriculado  tal  embarcación, 
ni  que  se  le  haya  dado  entrada  al  puerto  de  Concordia,  en  el 
mes  de  Junio  de  1885,  en  que  se  dice  haberse  hecho  el  trasbordo, 
ni  menos  que  se  haya  espedido  certificado  para  sacar  patente 
para  dicha  embarcación,  y  en  el  libro  de  entradas  de  la  Aduana 
tampoco  aparece  que  se  le  haya  dado  á  la  chata  mencionada. 

Que  esta  prueba  no  se  desvirtúa  con  el  certificado  de  plan  ba- 
rrido espedido  por  el  empleado  Figueredo,  ni  con  el  cumplido 
del  guarda  González  y  el  espedito  de  la  Aduana,  porque  el  cer- 
tificado de  p/an  barrido  fué  obtenido  por  Fonseca  con  engaños, 
y  por  sorpresa  del  escribiente  Figueredo,  empleado  novicio  é 
ignorante  de  sus  deberes,  sin  que  este  constatase  previamente 
la  existencia  de  la  embarcación  ni  exigiese  la  presentación  de  do- 
cumentos que  lo  acreditasen,  según  él  lo  declara,  esposicion 
muy  atendible,  tanto  porque  en  ella  confiesa  su  propia  falta, 
cnanto  porque  el  Jefe  del  Besguardo  refiere  haberle  comunicado 
esto  mismo  Figueredo,  en  el  momento  en  qne  él  llegó  á  la  oficina 
á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  mismo  dia. 

El  cumplido  fué  puesto  por  el  guarda  González,  sin  asegurar- 
se de  la  identidad  de  la  embarcación,  siendo  este  el  único  em- 
pleado que  declara  haberse  hecho  el  trasbordo,  por  lo  que,  y  por 
estar  su  declaración  en  contradicción  con  todas  las  constancias 
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de  autos,  y  ser  sospechado  de  complicidad  en  la  operación,  no 
merece  fé.  Y  en  cnanto  al  espedito,  lo  concedió  la  Aduana  en 
Tista  del  informe  falso  del  gnarda  González,  de  haberse  cumpli- 
do el  trasbordo,  y  por  lo  tanto,  no  tiene  más  mérito  probatorio 
que  este. 

Que  por  el  contrario,  la  astucia  con  que  procedió  Fonsecapara 
obtener  estos  certificados,  demuestra  que  no  existía  tal  embar- 
cación y  que  solo  se  proponía  encubrir  un  fraude  con  las  for- 
mas de  un  trasbordo  simulado,  pues  de  otra  manera  habría  pre- 
sentado al  Jefe  del  Besguardo  el  certificado  de  plan  barrido 
que  firmó  el  escribiente  Figueredo,  bajo  esta  condición;  habría 
presentado  también  la  patente  de  la  chata,  que  le  fué  exigida 
por  el  empleado  Bosende  antes  de  firmar  el  rol,  sin  recurrir,  como 
lo  hizo,  á  la  escusa  de  no  haber  patentes  en  la  Aduana  y  á  la  pro- 
mesa de  presentarla  después,  que  no  cumplió,  y  en  Tirtud  de  lo 
cual,  el  rol  fué  firmado;  habría  depositado  en  la  Sub-prefectura 
los  papeles  de  dicha  embarcación,  como  debe  hacerse  con  los  de 
todo  buque  que  dá  entrada  en  un  puerto,  según  lo  previe- 
ne el  decreto  de  10  de  Noviembre  de  1862,  y  la  ley  de  sellos, 
y  presentado  el  rol  al  empleado  de  servicio  al  tiempo  de  su  sa- 
lida; y  finalmente,  le  habría  sido  fácil  probar  directamente  la 
existencia  de  esa  embarcación,  como  debió  hacerlo  para  desva- 
necer los  cargos,  y  sin  embargo*  no  lo  ha  hecho. 

Que  según  el  informe  del  Sub-prefecto  de  Concordia,  los  úni- 
cos vapores  que  remolcaban  chatas  de  ese  puerto  al  del  Salto,  en 
la  fecha  de  la  operación,  eran  los  de  las  empresas  del  vapor  ilt- 
vadavia,  Mensagerias  Fluviales  y  La  Piálense,  y  los  agentes 
de  estas,  declaran  no  haberse  remolcado  con  sus  vapores,  en  18 
de  Junio  de  1885,  ni  en  los  dias  anteriores  y  posteriores,  chatas 
que  contengan  la  carga  que  Fonseca  dice  haber  trasbordado,  y 
según  el  capataz  de  la  barranca,  Antonio  Yincens,  él  mandó  al 
S&lto,  remolcada  por  el  vapor  Criollo  á  pedido  de  Fonseca,  solo 
la  carga  que  venía  de  tránsito  para  ese  puerto,  no  la  destinada 
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al  puerto  de  Conoordia,  y  cnjo  trasbordo  se  solicitó,  la  que  que- 
dó en  la  barranca;  lo  cual  comprueba  que  dicha  carga  no  salió 
del  puerto  de  Concordia,  ni  en  la  chata  nacional  Del  Paso^  ni 
en  ninguna  otra,  y  que  la  declaración  del  guarda  González,  de 
haberla  visto  salir  remolcada  por  el  vapor  Criollo,  es  falsa. 

Que  por  otra  parte,  la  declaración  deFonaeca  de  no  conocedor 
ni  saber  el  nombre  siquiera  del  propietario  délas  mercaderías, 
cayo  trasbordo  gestionó,  es  inverosímil,  y  esta  ocultación  es 
otra  circunstancia  que  induce  á  sospechar  que  todo  fué  simu- 
lado. 

Que  si  alguna  duda  pudiese  caber  aún  cerca  de  la  conclusión 
que  lógicamente  se.desprende  de  las  circunstancias  antes  espues- 
tas, ella  desaparece  por  completo  si  se  piensa  que  es  físicamen- 
te imposible  que  una  chata  que  solo  tenía  diez  toneladas  de 
porte,  según  lo  afirma  Fonseca  en  el  permiso  de  foja  1,  traspor- 
tase cien  barricas  de  azúcar,  con  ciento  treinta  y  siete  kilos  cada 
una,  cuarenta  boooys  caña,  de  quiuientos  litros  y  treinta  pi- 
pas vino,  con  cuatro  cientos  sesenta  cada  una,  imposibilidad 
manifiesta  y  que  se  comprueba  con  las  opiniones  autorizadas  de 
Prevé,  propietario  de  chatas  y  del  Receptor  de  Rentas  delSalto, 
y  de  la  cual  resulta  evidentemente  comprobado  que  el  trasbor- 
do no  se  verificó  y  que  las  mercaderías  referirlas  se  introdujeron 
clandestinamente  á  la  plaza  de  Concordia,  defraudando  así  los 
derechos  de  importación,  y  por  consiguiente,  que  el  guarda  Gon- 
zález, falseó  la  verdad  de  los  hechos,  poniendo  el  cumplido  en 
una  operación  de  trasbordo  que  no  se  hizo,  falsedad  que  dio  por 
resultado  la  mencionada  defraudación . 

Que  la  información  producida  por  éste  para  acreditar  su  ho- 
norabilidad, llamada  prueba  del  gitano,  si  bien  bastaría  para 
desvanecer  simples  presunciones  (Ley  2*,  tít.  9®,  Part.  2»  y  26, 
t.  l°,Part.  7*),  ella  no  destruye  el  mérito  de  una  prueba  perfec- 
ta, como  es  la  que  lo  convence  de  falsedad  en  el  presente  juicio. 

Que  por  lo  tanto,  Don  Cándido  Fonseca,  como  autor  del  tras- 
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bordo  simulado,  ha  incurrido  en  la  pena  de  comiso  de  las  lEiexca- 
derías  introducidas,  que  determina  el  artículo  1026  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduana,  y  Don  Miguel  González,  en  la  que  inftige  el 
artículo  64  de  la  Ley  Penal  de  14  de  Setiembre  de  1863  á  los 
empleados  de  la  Nación  que  abusando  de  su  oficio  cometexi  fal- 
sedad. 

Por  estas  consideraciones,  declaro  caldas  en  comiso  l&s  cua- 
renta pipas  vino,  treinta  bocoys  caña,  de  quinientos  litros^  y  las 
cien  barricas  azúcar,  de  ciento  treinta  y  siete  kilos  cada  'tana,  á 
que  se  refiere  la  guía  de  foja  cuatro,  y  cuyo  importe,  qud  se  ad- 
judica al  fisco  nacional,  será  satisfecho  por  Don  Cándido  f^onse- 
ca,  previa  liquidación  de  la  Aduana,  al  precio  de  tarifa  en  la  fe- 
cha de  la  defraudación,  así  como  el  valor  de  los  derechos  c3  e  im- 
portación que  debió  abonar  por  ellas  en  la  misma  fecha;  y  c^onde- 
no  á  Don  Miguel  González,  á  sufrir  la  pena  de  trabajos  fox-^ados 
en  el  lugar  que  el  Poder  Ejecutivo  determine,  y  apagar*  ade- 
más doscientss  pesos  de  multa,  con  costas. 

Hágase  saber  con  el  original. 

M.  de  T.  Pinto . 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1883. 
Suprema  Corte : 

Es  este  caso  un  capítulo  más  á  agregar  al  proceso  que,  en 
cierta  época  no  remota,  la  justicia  y  la  opinión  pública  formu- 
laron contra  la  Aduana  de  Concordia. 

Era  de  práctica  en  aquella  Aduana  introducir  mercaderías  á 
plaza  sin  pagar  derechos,  por  medio  de  una  simulación  en  ios 
papeles  del  despacho,  desde  el  primer  renglón  hasta  el  último. 

£1  procedimiento  no  podía  ser  más  sencillo. 
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Se  ponía  nn  baque  ficticio  á  la  carga,  y  los  empleados  iban 
declarando,  bajo  sa  firma:  que  el  supuesto  bnqae  había  entra- 
do, que  estaba  á  plan  barrido,  que  había  cargado,  que  había  sa- 
lido. Alguno  llegó  hasta  invitar  i  su  Jefe  á  que  saliera  á  yerlo  na- 
vegar á  toda  vela!  No  es  posible  Ueyar  más  allá  la  desmoraliza- 
ción y  el  cinismo. 

y.  E.  ha  conocido  ya  de  muchos  de  estos  casos.  En  ninguno, 
empero,  más  que  en  el  presente,  resulta  manifiesta  y  palpable  la 
inicua  trama. 

Está  probado  hasta  la  evidencia  que  la  chata,  que  se  hizo 
figurar  bajo  el  nombre  de  chata  nacional  Del  Paso,  jamás  exis- 
tió. Nadie,  absolutamente  nadie,  dá  razón  de  su  existencia,  ni 
antes  ni  después  de  la  operación  fraudulenta  á  que  sirvió  de 
base.  Si  hubiera  existido,  debiera  necesariamente  estar  regis- 
trada en  los  libros  de  la  Capitanía,  y  consta  que  no  lo  está.  Sino 
tenía  dueño^  puesto  que  ninguno  aparece  como  tal,  lo  que  es  ya 
de  admirar,  tendría  al  menos  patrón  y  uno  ó  más  marineros, 
¿por  qué  no  se  han  presentado?  Es  imposible  que  alguno  no  tu- 
viera noticia  de  su  existencia,  ¿por  qué  no  se  le  ha  llamado  á  de- 
clarar ? 

Esto  es  antes,  ¿qué  se  ha  hecho  después?  No  se  dice  que 
haya  naufragado,  ni  es  fácil  que  naufragara  al  cruzar  de  una  á 
otra  costa  las  aguas  tranquilas  del  Uruguay.  Si  no  estaba  en 
Concordia,  debía  estar  en  el  Salto,  pues  su  mismo  nombre  Del 
Paso^  demuestra  que  no  tenía  más  destino,  que  pasar  mercade- 
rías de  uno  á  otro  pueblo,  ¿cómo  es  que  en  ninguno  se  ha  hecho 
constar  que  existía  ? 

Háse  probado,  además,  que  la  supuesta  chata,  á  que  incons- 
tantemente se  dio  la  capacidad  de  diez  toneladas,  porque  siem- 
pre ha  de  dejar  algún  rastro  el  crimen,  no  podía  [haber  recibido 
una  carga,  que  podía  llevar  apenas  un  buque  de  cincuenta. 

Ante  esta  imposibilidad  material,  se  dice  que  la  chata  pudo 
hacer  dos  viajes.  Pero  esto  mismo  sería  una  razón  más,  para 
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qne  hubiera  quedado  constancia  en  la  Prefectura  Marítima  de 
su  doble  entrada  y  salida,  siendo  bien  sabido  que  ningún  bu- 
que, aunque  sea  de  arribada,  está  exento  de  dar  aviso  á  su 
Tuelta. 

Pero  no  seguiré  en  este  análisis,  porque  lo  creo  inoficioso.  El 
señor  Juez  de  Sección  abunda  en  consideraciones  que  es  escasado 
esforzar  porque  son  ilevantables. 

Probada  la  no  existencia  de  la  chata,  todos  los  esfuerzos  de 
los  acusados,  toda  su  argumentación, fallan  por  súbase.  Lo  que 
únicamente  podría  estrañarse,  es  que,  al  castigar  á  los  princi- 
pales culpables,  Fonseoa  y  González,  olvide  el  señor  Juez  á  los 
que,  en  segundo  término,  cooperaron  á  la  consumación  del 
fraude. 

Al  confirmar  la  sentencia  apelada,  ha  de  servirse  Y.  E.  or- 
denar continúe  la  causa  contra  los  empleados  Garlevaro  y  Fi- 
gueredo,  sin  cuya  complicidad  no  hubiera  podido  llevarse  á  cabo 
la  defraudación. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  S7  de  1889. 

Vistos:  Por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  noventa  y  tres  y  los  aducidos  por  el  señor  Procurador 
General,  en  su  vista  de  foja  doscientos  treinta  y  nueve,  que  no 
se  desvirtúan  aún  prescindiendo  de  los  informes  de  fojas  doce  á 
catorce,  objetados  como  defectuosos  por  razón  de  su  forma,  ni 
por  la  referencia  errónea  que  contiene  dicha  sentencia  á  la  de« 
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claracioQ  de  foja  yeinte  j  una,  j  qne  se  hace  notar  en  él  escrito 
de  foja  doscientos  doce,  y  teniendo  además  en  consideración, 
por  lo  que  respecta  al  procesado  González,  que  no  existen  en  la 
causa  circunstancias  por  las  que  pueda  admitirse  que  haya  aquel 
obrado  con  inocencia  ^en  los  actos  de  que  se  le  acusa*  concur- 
riendo al  contrario  las  resultancias  de  los  autos  á  demostrar  su 
intención  criminal  en  ellos :  se  confirma  con  costas  la  sentencia 
apelada. 

Hágase  saber  por  oficio  al  Poder  Ejecutivo  y  devuélvanse  en 
oportunidad  los  autos. 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRÍAS.  —  FEDERICO  IBARGtiREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y. 
VÁRELA. 
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qne  habiera  quedado  constancia  en  la  Frefectara  Marítima  de 
su  doble  entrada  y  salida,  siendo  bien  sabido  que  ningún  bu- 
que, aunque  sea  de  arribada,  está  exento  de  dar  aviso  á  su 
Tuelta. 

Pero  no  seguiré  en  este  análisis,  porque  lo  creo  inoficioso.  El 
señor  Juez  de  Sección  abunda  en  consideraciones  que  es  escusado 
esforzar  porque  son  ilevantables. 

Probada  la  no  existencia  de  la  chata,  todos  los  esfuerzos  de 
los  acusados,  toda  su  argumentación, fallan  por  súbase.  Lo  que 
únicamente  podría  estrañarse,  es  que,  al  castigar  á  los  princi- 
pales culpables,  Fonseoa  y  González,  olvide  el  señor  Juez  á  los 
que,  en  segundo  término^  cooperaron  á  la  consumación  del 
fraude. 

Al  confirmar  la  sentencia  apelada,  ha  de  servirse  Y.  E.  or- 
denar continúe  la  causa  contra  los  empleados  Garlevaro  y  Fi- 
gueredo,  sin  cuya  complicidad  no  hubiera  podido  llevarse  á  caho 
la  defraudación. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Julio  S7  de  1889. 

Vistos:  Por  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  noventa  y  tres  y  los  aducidos  por  el  señor  Procarador 
General,  en  su  vista  de  foja  doscientos  treinta  y  nueve,  que  no 
se  desvirtúan  aún  prescindiendo  de  los  informes  de  fojas  doce  á 
catorce,  objetados  como  defectuosos  por  razón  de  su  forma,  ni 
por  la  referencia  errónea  que  contiene  dicha  sentencia  á  la  de- 
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claracioQ  de  foja  veinte  y  una,  y  qae  se  hace  notar  en  el  escrito 
de  foja  doscientos  doce,  y  teniendo  además  en  consideración, 
por  lo  que  respecta  al  procesado  González,  qne  no  existen  en  la 
cansa  circunstancias  por  las  que  pueda  admitirse  que  haya  aquel 
obrado  con  inocencia  ^en  los  actos  de  que  se  le  acusa,  concur- 
riendo al  contrario  las  resultancias  de  los  autos  á  demostrar  su 
intención  criminal  en  ellos:  se  confirma  con  costas  la  sentencia 
apelada. 

Hágase  saber  por  oficio  al  Poder  Ejecutivo  y  devuélvanse  en 
oportunidad  los  autos* 


benjamín  VICTORICA.  —  ULADISLAO 
FRUS.  —  FEDERICO  IBARGtiREN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y. 
VÁRELA. 
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AOTO 


Buenos  Aires,  Julio  20  de  1887. 

Considerando:  Qne  como  se  ha  establecido  en  el  auto  foja 
ciento  cincuenta  vuelta,  la  misión  del  depositario  está  limi- 
tada al  percibo  de  les  alquileres  embargados  y  su  depósito 
en  el  Banco  Nacional  á  la  orden  del  Juzgado.  Que  dado  el  es- 
tado de  los  autos,  la  ampliación  de  facultades  al  depositario  en 
el  sentido  solicitado,  importaría  la  privación  al  locatario  de  la 
posesión  de  la  finca  locada,  acerca  de  la  cual  existe  juicio  por 
separado  y  pendiente  de  resolución  del  Juzgado,  no  ha  lugar  á  lo 

que  se  pide  y  guárdese  lo  niandado. 

Tedtn 

En  6  de  Mayo  de  1889,  se  presentó  al  Juzgado  el  admi- 
nistrador Coulin,  denunciando  que  el  dia  anterior  había  ido 
á  la  casa  para  cobrar  loa  alquileres,  acompañado  de  Bellizia ; 
y  que  Forcella,  que  llegó  en  esos  momentos,  había  promovido  nn 
desorden  amenazando  á  los  inquilinos  que  pagaran  é  intimán- 
doles que  á  nadie  debían  pagar  sino  á  él.  Pidió  en  consecuencia, 
que  se  le  autorizara  á  pedir  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  para 
el  desempeño  de  su  cargo,  hasta  que  se  le  aceptara  la  renuncia 
que  había  presentado  hacía  mucho  tiempo ;  y  que  se  le  diera 
otro  testimonio  de  su  nombramiento  por  haber  perdido  el  pri- 
mero. 

Fallo  del  Jluez  Federal 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1889. 
Como  se  pide,  librándose  el  correspondiente  oficio  á  la  policía. 

Ug  arriza. 


i 
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Notificado  Forcella  de  este  aato  espaso:  que  el  Jaez  al 
dictarlo,  no  había  tenido  presente  las  circanstancias  sigaientes : 

1*  Qae  no  tiene  jarisdiccion  en  los  aatos  éjecntivos,  qae 
foeron  á  sa  poder  agregados  como  prueba  alegada  por  Bellizia 
en  el  juicio  sobre  rescisión,  qne  es  el  único  que  pendía  ante  el 
Juez  Dr.  TJgarriza ; 

2^  Que  Goulin  no  es  Administrador,  como  se  titula,  pues 
renunció  el  cargo  y  jamás  se  le  puso  en  posesión  de  él  en  forma ; 

3^  Que  ha  debido  oírsele  para  que  pudiese  defenderse  de  los 
cargos  que  le  hace  Coulin  j  que  son  falsos; 

4*  Que  Coulin  no  es  parte  en  el  juicio,  y  aún  siendo  admi- 
nistrador, solo  lo  es  para  cobrar  los  alquileres,  pero  no  para  ha- 
cer desalojar  apersona  alguna  por  medio  de  la  policía.  Interpuso 
los  recursos  de  nulidad  y  apelación. 

El  Juez  no  hizo  lugar  fundado  en  que  el  auto  no  era  apela- 
ble, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  300  de  la  ley 
de  Procedimientos. 

Forcella  recurrió  de  hecho  refiriéndose  á  los  antecedentes  ya 
relacionados  é  insistiendo  en  que  el  Juez  Dr.  TJgarriza  no  tenía 
jurisdicción  para  conocer  en  el  juicio  sobre  cobro  de  los  alqui- 
leres, que,  pendiente  ante  el  Juez  Dr.  Tedin  se  agregó  sin 
acumularse  al  juicio  ordinario  sobre  rescisión  del  contrato  de 
8ub-locacion  de  la  misma  casa  de  que  se  trata,  juicio  de  rescisión 
en  que  únicamente  conoce  el  Dr.  TJgarriza  por  haber  la  Suprema 
Corte  declarado  nula  la  sentencia  que  pronunció  el  Dr.  Tedin. 

Se  mandó  que  informara  el  Juez  de  la  causa,  y  el  Dr.  TJgar- 
riza informó:  que  por  recusación  delDr.  Tedin^  él  conoce  en 
los  juicios  que  siguen  Forcella  y  Bellizia  sobre  rescisión  de  un 
contrato  y  cobro  de  alquileres,  y  por  lo  demás,  hizo  mérito  de 
los  antecedentes  ya  consignados. 
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Fallo  de  lo  Supremo  Corte 

Buenos  Aires,  Junio  6  de  1890. 

T  vistos  en  el  aonerdo:  trayendo  perjuicio  irreparable  el 
anto  recurrido  y  no  siendo  él  de  los  comprendidos  en  el  artícolo 
trescientos  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos,  se  declara 
mal  denegada  la  apelación  interpuesta,  y  se  conceden  en  rela- 
ción los  recursos  deducidos,  debiendo  en  consecnencia  traerse 
los  autos  y  suspenderse  los  procedimientos,  y  líbrese  á  sus  efec- 
tos, el  oficio  correspondiente. 

BENJAMÍN  yiGTORlGA.  —  ULADISLAO 
VfdkB.  —  FEDERICO  IBARGUREN. 
—  G.  S.  DE  LA  TORRE.  —  LUIS  Y. 
VÁRELA. 


Traídos  los  antos  se  dictó  este 


Folio  de  lo  Supremo  Cowtm 


Buenos  Aires,  Julio  30  de  1889. 

Vistos  estos  antos  y  los  traídos  para  mejor  proveer :  y  resni- 
tando  de  ellos  haber  procedido  sin  jurisdicción  el  Juez  de  Sec- 
ción en  esta  causa,  por  no  referirse  la  recusación  deducida 
contra  el  Juez  Federal  doctor  Tedin,  sino  al  juicio  de  rescisión 
que,  conjuntamente  con  el  presente,  se  seguía  ante  este,  se 
declara  sin  efecto  el  auto  recurrido  de  foja  ciento  ochenta  y  tres 
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Tuelta,  y  nulo,  en  conseoaenoia,  lo  actuado  desde  la  foja  ciento 
sesenta  y  cinco  adelante.  Repónganse  los  sellos  y  deynélyanse 
respectÍTamente  los  autos  á  los  Juzgados  correspondientes. 

ÜLADISLÁOFRUS.  —  FEDERICO  IB AR- 
GCREN .  —  G.  S.  DE  LA  TORRE.  — 
LUIS  y.  VÁRELA. 


CAITSA  XCII  (*) 


El  capitán  M.  yon  der  fVerff,  del  buque  holandés  «  Backwórth  >, 
contra  Juan  B.  Ovalle  y  C ;  sobre  cobro  de  gastos  y  sobre-es- 
tadias. 


Sumario» —  i^  El  ejercicio  de  un  derecho,  no  puede  traer  per- 
juicio. 

2®  El  gasto  por  derecho  de  muelle  durante  las  sobre-estadías 
debe  entenderse  comprendido  en  el  valor  fijado  á  estas  por  el 
contrato. 


Caso.  —  En  26  de  Setiembre  de  i  885  se  presentó  ante  el 
Juzgado  el  capitán  Yon  der  Werff,  esponiendo  : 

{*)  Esta  causa  fué  vista  recien  en  30  de  Julio  de  1889|  á  consecuencia 
de  no  haberse  podido  fijar  á  las  partes  las  providencias  dictadas,  por  haber 
ellas  cambiado  su  domicilio. 
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Qae  trajo  de  Montevideo  nn  entero  cargamento  de  piedra  y 
arena  graesa  consignado  á  Jnan  B.  O  valle  j  C,  viniendo  el  ba- 
que  consignado  á  Juan  M.  Canessa  y  C*. 

Que  según  el  contrato  de  fletamento,  el  baque  emplearía  20 
dias  para  cargar  y  descargar,  habiéndose  empleado  para  la  car- 
ga en  Montevideo  13  dias,  de  manera  que  quedaron  para  des- 
cargar el  buque  en  este  puerto  7  dias. 

Que  el  buque  di6  entrada  en  la  Aduana  el  10  de  Agosto  de 
1885,  quedando  listo  para  descargar  al  siguiente  dia  1 1 ,  según 
lo  cual  debería  considerarse  que  los  dias  de  plancha  empezaron 
acorrer  desde  el  11  inclusive;  pero  acepta  que  hayan  empeza- 
do el  1 3  de  Agosto  en  que  principió  también  la  descarga. 

Que  desde  el  13  inclusive,  hasta  el  21,  también  inclusive, 
trascurrieron  los  dias  de  plancha,  y  desde  el  22  empezaron  á 
correr  sobre-estadías  hasta  el  17  de  Setiembre  inclusive,  en  que 
terminó  la  descarga,  y  de  consiguiente,  contándose  los  dias  fes- 
tivos ó  inhábiles  como  debe  hacerse  en  esta  materia,  se  produ- 
jeron 27  sobre-estadías  que  á  razón  de  veinte  pesos  de  curso  le- 
gal convenidos  por  cada  una,  hacen  la  suma  de  quinientos 
cuarenta  pesos  de  igual  moneda. 

Que  además,  tuvo  que  pagar  el  gasto  extraordinario  de  muelle 
durante  la  sobre-estadía,  importante  cuatro  pesos  cinco  centa- 
vos por  cada  dia,  lo  que  hace  un  total  de  ciento  nueve  pesos 
treinta  y  cinco  centavos,  gastos  que  justificaría  con  un  informe 
de  la  empresa  del  muelle  si  lo  negasen  los  demandados. 

Que  según  lo  espuesto,  se  le  adeudan  seiscientos  cuarenta  y 
nueve  pesos  treinta  y  cinco  centavos. 

Que  se  debe  notar  que  en  la  sobre-estadía  no  se  comprende  el 
gasto  extraordinario  de  muelle  que  se  cobra  por  razón  de  la 
carga  y  no  del  buque,  y  puesto  que  según  la  jurisprudencia  de 
la  Suprema  Corte,  compréndelos  gastos  del  buque,  tripulación, 
intereses  del  valor  del  buque  y  lucro  cesante. 

Pidió  que  se  condenara  á  O  valle  y  G*,  á  pagarle  los  seiscien- 
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tos  cuarenta  y  nneve  pesos  treinta  y  cinco  centavos  de  curso 
legal  mencionados,  con  intereses  y  costas. 

Los  Sres.  Oyalle  y  C*",  contestaron  la  demanda  pidiendo  su 
rechazo  con  costas. 

Dijeron:  que  como  lo  reconoce  el  capitán,  las  sobre-estadías 
empezaron  á  correr  desde  el  22  de  Agosto. 

Que  el  29  del  mismo  Agosto,  se  produjo  en  la  descarga  una 
interrupción  por  culpa  del  mismo  capitán  y  cobro  del  flete  según 
consta  del  espediente  sobre  embargo,  y  como  no  quedaban  ya  á 
bordo  sino  i  40  toneladas  que  podían  descargarse  en  dos  dias, 
resulta  que  las  sobre-estadías  que  deben  son  9  dias,  las  que  á 
razón  de  20  pesos  co avenidos  por  cada  una,  hacen  un  total  de 
ciento  ochenta  pesos,  que  como  consta  del  recibo  que  acompañan, 
han  depositado  en  el  Banco  Nacional  á  la  orden  del  Juzgado, 
protestando  que  su  pago  no  les  fué  exigido  antes  de  la  demanda. 

Que  respecto  del  derecho  de  muelle,  la  pretensión  del  capitán 
es  infundada,  porque  las  sobre-estadías  se  pagan  como  única  in- 
demnización de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  sufra  el  buque 
por  la  demora. 


Fallo  del  Jluez  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  33  de  1886. 

Vistos  estos  autos  promovidos  por  el  capitán  del  buque  ho- 
landés Backworthf  D.  M.  Yon  der  Werff ,  contra  D.  Juan  B. 
Ovalle  y  C*,  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  sobre-estadías  y 
gastos  de  muelles,  resulta  : 

1°  Que  el  espresado  capitán  trajo  en  su  buque  un  entero  car- 
gamento de  piedra  y  arena  gruesa  consignado  á  Ovalle  y  G'^,  ha- 
biéndose estipulado  en  el  contrato  de  fletamento  que  el  buque 
emplearía  20  días  en  cargar  y  descargar  y  se  abonarían  veinte 
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pesos  nacionales  por  cada  dia  de  más  qne  f  aese  retenido  pot  log 
fletadores. 

2*  Qne  en  la  operación  de  carga  se  emplearon  trece  días,  q^ie-- 
dando  7  para  la  descarga,  la  cual  principió  el  dia  13  de  A^grosto 
y  conclnyó  definitivamente  el  17  de  Setiembre  ;  de  modo  q^ne  eV 
bnqne  ha  sido  detenido  27  dias  continuos  fuera  de  los  que  teiiia 
parasa  descarga,  los  cuales  espiraron  el  22  de  Agosto. 

3^  Que  fundado  en  estos  antecedentes,  el  capitán  Werf  f  de- 
manda á^los  Sres.  Ovalle  y  C*,  para  qne  se  les  condene  al  pago  de 
la  cantidad  de  quinientos  cuarenta  pesos  nacionales  que   impoT- 
tan  los  27  dias  de  sobre-estadías  y  ciento  nueve  pesos  treinta  y 
nueve  centavos,  por  muellaje  durante  ese  mismo  tiempo,  &  razón  / 

de  cuatro  pesos  cinco  centavos  por  dia. 

4®  Que  los  Sres.  Ovalle  y  C*,  contestaron  la  demanda»    mani- 
festando que  el  mismo  dia  en  que  segnn  el  capitán  Wex'f  f  de- 
bían principiar  á  correr  las  sobre-estadías,  se  interrumpi6  1&  des- 
carga por  culpa  del  capitán,  no  habiendo  á  bordeen  asedia 
más  que  140  toneladas  más  ó  menos  que  podían  ser  descst'K'gadas 
en  dos  dias,  de  modo  qne  el  número  de  estadías  que  pneci  ^   pre- 
tender el  capitán  serían  nueve,  que  á  razón  de  veinte  pe^os  lia- 
rían ciento  ochenta  pesos  que  consignaban  á  la  orden  del  J'vizga- 
do  para  hacer  su  pago,  y  que  en  cuanto   á  los  gastos  de  mra  «1\^\^ 
no  tenía  derecho  á  cobrarlos  con  arreglo  al  Código  de  Coiix^'cc\Ot 
porque  con  las  sobre-estadías  se  entiende  pagar  todos  los  da.£ios  1 
perjuicios  que  el  buque  sufra  por  la  demora. 

5"^  Que  la  causa  fué  recibida  á|prueba  para  que  se  just  ifi^^^ 
que  la  descarga  fué  interrumpida  por  hechos  del  capK^^'^  7 
cuánto  tiempo  duró,  sin  que  se  haya  producido  ninguna  po^r  las 
partes,  habiéndose,  sin  embargo,  agregado  para  mejor  pro^^^^^* 
el  espediente  sobre  embargo  y  cobro  de  fletes  iniciado  por  el  ^^* 
pitan  Werff^  donde  constan  todos  los  antecedentes  necesa^^^^ 
para  la  resolución  de  este  juicio. 

Y  considerando :  1^  Que  según  resulta  del  referido  espediei^^^ 
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estando  practioándose  la  descarga  del  baque  Backworth  en  el 
Biachuelo  ;  antes  de  oonclnir  los  días  de  plancha,  el  capitán 
Werff  se  presentó  con  fecha  21  de  Agosto  de  1885  al  Juzgado, 
manifestando  que  sus  fletes,  gratificación  y  sobre-estadías  que  se 
deyengueoy  estaban  completamente  sin  garantía  alguna  para 
su  pago,  7  que  á  más  de  esto  la  carga  á  medida  que  iba  salien- 
do del  buque  pasaba  á  manos  de  terceros,  perdiendo  así  su  pri- 
yilejio,  por  lo  que  pedía  el  embargo  de  la  mercancía  que  existía 
sin  pasar  á  terceros  y  la  que  se  yaya  descargando,  la  cual  debía 
depositarse  á  la  orden  del  Juzgado,  hasta  que  su  recibidor 
afianzase  suficientemente  sus  obligaciones. 

^  Que  el  28  del  mismo  se  presentó  nueyamento  el  capitán 
Werff  manifestando  que  el  embargo  de  la  parte  de  carga  bajada 
del  buque,  era  imposible  por  haber  sido  leyantada  de  la  ribera, 
pero  que  consideraba  suficiente  para  garantir  su  flete,  gratifica- 
ción, etc.,  con  la  que  aún  quedaba  á  bordo,  por  lo  que  pedía, 
su  embargo,  sin  perjuicio  de  que  se  siga  descargando,  pero  de- 
positándose donde  el  sub-delegado  marítimo  lo  determine,  á  lo 
que  se  proyeyó  de  conformidad. 

3"*  Que  eldocumento  de  foja  33  del  espediente  mencionado,  de- 
muestra que  esa  carga  se  componía  de  148  toneladas  de  piedra 
más  ó  menos  y  30  de  arena  gruesa,  la  cual  fué  depositada 
por  orden  y  cuenta  del  capitán  Werff  en  la  barraca  del  señor 
Eirchoff. 

4®  Que  de  lo  espuesto  se  deduce  que  la  interrupción  de  la  des- 
carga desde  el  dia  28  de  Agosto,  fecha  en  que  se  decretó  el  em- 
bargo y  libró  el  oficio  para  su  cumplimiento,  ha  sido  por  acto 
esclusiyo  del  capitán,  sin  que  pueda  imputárseles  responsabili- 
dad alguna  á  los  consignatarios,  por  haberse  pedido  con  la  cláu- 
sula de  sin  interrumpir  la  descarga,  porque  tanto  la  proyiden- 
cia  que  lo  decretó  como  la  orden  á  la  prefectura  marítima  para 
su  cumplimiento,  solo  fueron  notificadas  al  capitán  Werff ,  quien 
desde  ese  momento  debió  rehusar  toda  entrega  de  la  carga  has- 
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ta  el  18  de  Setiembre  en  que  aparece  depositada  por  sa  cuenta 
7  orden  en  poder  de  Eirchof f . 

5^  Qoe  si  bien  el  artículo  1115  del  Código  de  Comercio,  en  vir- 
tud del  cual  se  decretó  el  embargo,  acuerda  al  capitán  el  derecho 
de  pedirlo  mientras  los  efectos  se  hallasen  en  poder  del  dueño  6 
consignatario,  el  ejercicio  de  ese  derecho  depende  de  la  falta  de 
pronto  pago,  depósito  ó  afianzamiento  del  flete  y  demás  gastos 
que  deban  pesar  sobre  el  cargamento,  no  pudiendo,  sin  embar- 
go, en  ningún  caso,  retener  los  efectos  á  bordo  sino  depositar- 
los inmediatamente  á  la  orden  del  tribunal  competente  (art. 
1117,  Código  de  Comercio),  disposición  previsora  para  evitar 
los  fraudes,  y  que  á  la  sombra  de  un  embargo  se  prolonguen  in- 
definidamente, aunque  sean  por  una  mínima  parte  del  carga- 
mento, los  dias  de  sobre-estadías. 

6"^  Que  desde  luego,  no  hay  constancia  alguna,  ni  aún  lo  ha 
insinuado  el  capitán,  de  que  se  hubiese  cargado  á  los  demanda* 
dos  el  depósito  ó  afianzamiento  del  flete  y  demás  gastos  á  su 
cargo  antes  de  la  total  entrega  del  cargamento,  ya  que  su  pago 
no  podía  cargarse  sino  después  de  efectuada  aquella^  en  confor- 
midad á  lo  estipulado  en  el  conocimiento,  para  justificar  las  me- 
didas preventivas  y  solicitadas  por  él,  no  habiendo  alegado  otro 
antecedente  que  su  creencia  de  estar  completamente  sin  ga— 
rantía. 

7^  Que  á  este  respecto  debe  observarse  que  Ovalle  y  C,  no 
solo  ha  contestado  en  sus  escritos  negando  categóricamente  que 
tuvieran  visos  de  fundamento  las  desconfianzas  del  capitán,  si- 
no que  en  el  acto  de  tener  conocimiento  del  embargo  por  tales 
motivos,  depositó  el  importe  de  los  fletes  y  gratificación,  lo  que 
hace  presumir  que  se  pidió  sin  motivo  suficiente. 

8^  Que  de  consiguiente,  la  retención  á  bordo  de  los  efectos  em- 
bargados contra  lo  preceptuado  en  el  artículo  lllSdel  Códigode 
Comercio,  cuando  por  otra  parte  ni  siquiera  aparece  justificada 
esa  medida  por  hechos  ú  omisiones  de  los  recibidores  de  la  carga, 
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68  an  acto  esolasivamente  imputable  al  capitán,  que  exonera  á 
estos  de  la  responsabilidad  por  la  sobre-estadía  del  baque. 

9^  Que  dada  la  cantidad  de  carga  existente  á  bordo  al  tiem- 
po del  embargo,  es  eyidente  que  pudo  bajarse  á  tierra  en  el 
Riachuelo  en  dos  dias,  puesto  que  la  carga  en  Montevideo  de- 
bía hacerse  á  razón  de  no  menos  de  60  toneladas  por  dia«  los 
que  unidos  á  los  7  dias  más  trascurridos  desde  el  21  al  28  de 
Agosto,  hacen  los  9  dias  que  reconoce  la  parte  demandada  como 
de  legítimo  abono,  para  cuyo  pago  ha  depositado  la  suma  de 
ciento  ochenta  pesos  moneda  nacional. 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  declarando  que  el  capitán 
Werf f ,  solo  tiene  derecho  á  nueve  dias  de  sobre-estadías  que  de- 
berán pagarse  con  la  suma  consignada ;  y  absuelvo  á  Ovalle  y 
C*,  de  lo  demás  que  espresa  la  demanda.  Notifíquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Falla  de  la  fllaprema  Oorte 


Buenos  Aires,  Julio  30  de  1889. 

Vistos  y  considerando :  Primero :  Que  habiendo  el  capitán  de- 
mandante solicitado  el  embargo  de  la  carga  existente  á  bordo, 
en  ejercicio  del  derecho  que  le  acuerda  el  artículo  mil  ciento 
quince  del  Código  de  Comercio,  las  consecuencias  de  tal  hecho, 
admitiendo  que  él  haya  sido  la  causa  de  la  demora  en  la  descar- 
ga, no  pueden  serle  imputables. 

Segundo :  Que  aparece  además  haber  solicitado  dicho  embar- 
go sin  perjuicio  de  la  continuación  de  aquella  operación  que  no 
concluyó  sino  á  virtud  de  la  autorización  judicial  que  obtuvo 
posteriormente  para  verificarla  por  cuenta  de  los  demandados, 
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lo  que  prueba  también  qae  el  retardo  en  la  descarga  no  tavo  la- 
gar por  sn  culpa  ;  y 

Tercero  finalmente  :  que  el  valor  demandado  por  derechos  de 
muelle  durante  las  sobre-estadías,  debe,  por  su  naturaleza,  en- 
tenderse comprendido  en  el  de  la  cláusula  penal  fijada  en  el 
contrato  de  fletamento. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara :  que  los  demandados  están 
obligados  á  abonar  en  el  término  de  diez  dias,  el  yalordelas  so- 
bre-estadías reclamadas  en  la  demanda  con  sus  intereses  desde  el 
dia  de  la  notificación  de  esta  última,  quedando  en  estos  tér- 
minos modificada  la  sentencia  apelada  de  foja  veintiocho.  Be- 
pónganse  los  sellos^  pudiendo  notificarse  original  y  devaél- 
vanse. 


BENIAIUN  VIGTORIGA. —  ÜLADISLAO 
FRU8. —  FEDERICO  IBARGÜRBN. 
—  C.  S.  DE  LA  TORRE,— LÜIS  V. 
VÁRELA. 
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CAUSA  XCIII 


D.  Joaquín  Acuña  contra  D.  Samuel  A.  Lafone  Quevedo,  sobre 

diferencia  de  moneda. 


Sumario.  —  Las  obligaciones  que  resaltan  estipuladas  á 
moneda  especial,  y  convertidas  á  moneda  nacional  oro  sellado, 
deben  ser  satisfechas  á  oro  6  sa  equivalente  en  moneda  de  ley 
al  cambio  del  dia  del  pago. 


Caso.  —  D.  Joaquín  Acuña  se  presentó  ante  el  Juzgado, 
esponiendo:  Qae  en  2  de  Enero  de  1886,  pasó  á  D.  Samuel 
Lafone  Quevedo,  la  cuenta  corriente  que  acompaña  en  copia, 
contestándole  Lafone  con  la  carta  que  original  presenta  también. 
Que  estando  la  cuenta  referida,  concebida  en  oro  sellado,  de 
acuerdo  con  la  deuda  originaria,  que  fué  contraída  en  chirolas, 
Lafone  la  encontró  conforme.  Que  posteriormente,  Lafone  le 
dijo  de  palabra,  que  su  cuenta  debía  ser  en  moneda  nacional 
de  curso  legal;  y  como  él  le  rectificara,  Lafone  le  contestó  tes- 
tualmente:  c  Si  es  así  (si  la  cuenta  está  concebida  á  oro  sellado) 
quiere  decir  que  estoy  embromado».  Que  después  el  mismo 
Lafone  le  escribió  desde  Andalgalá  pidiéndole  que  dejara  sin 
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efecto  la  carta  y  sometiera  el  asunto  á  un  arbitraje,  alo  caal 
no  accedió.  Que  en  consecuencia,  hallándose  en  divergencia  con 
Lafone,  respecto  de  si  la  deuda  debe  abonarse  en  oro  sellado  6 
en  papel  de  curso  legal,  ocurría  al  Juzgado  para  que  decidiera 
el  punto;  demandando  á  D.  Samuel  Lafone  por  el  pago  da  la 
cuenta  en  oro  sellado,  con  deducción  de  la  suma  de  3000  pesos  de 
la  misma  moneda  que  le  abonó  el  30  de  Diciembre  de  1886,  con 
más  los  intereses  estipulados  del  uno  por  ciento  desde  el  l'^de 
Enero  del  mismo  año,  y  las  costas. 

Presentó  el  demandante : 

i^  Copia  de  la  cuenta  corriente  pasada  al  demandado,  cerrada 
el  V  de  Enero  de  1886,  con  un  saldo  contra  el  último  de  9103 
pesos  nacionales  oro  sellado  con  54  céntimos,  equivalentes  á 
15.737  pesos  bolivianos  con  40  céntimos. 

2°  Copia  de  una  carta  fecha  2  de  Enero  de  1886,  dirijidapor 
el  demandante  al  demandado,  adjuntándole  la  cuenta  antes 
mencionada,  con  espresion  del  saldo  en  oro  sellado,  que  ella 
arroja,  pidiéndole  que  la  revise  y  le  manifieste  si  está  con- 
forme. 

S*"  Una  carta  firmada  por  el  demandado,  dirijida  al  deman- 
dante desde  Filciao  en  12  de  Enero  de  1886.  Le  acusa  recibo 
de  la  carta  de  2  de  Enero  y  de  la  cuenta  con  ella  remitida,  es- 
presando que  está  conforme  con  el  saldo  de  9103  pesos  naciona- 
les con  54  céntimos. 

Acreditada  la  competencia  del  Juzgado  por  ser  argentino  D. 
Joaquin  Acuña  y  estrangero  Lafone,  se  corrió  traslado  de  la 
demanda. 

El  demandado  la  contestó  esponiendo :  Que  por  una  negligen- 
cia si  se  quiere,  no  conocía  él  más  antecedente,  que  la  carta  snja 
presentada  por  el  demandante,  en  que  reconoce  que  debe  9103 
pesos  con  54  céntimos  moneda  nacional,  lo  que,  según  estilo  de 
comercio,  equivale  á  la  moneda  corriente.  Que  sí  por  su  carta 
se  hubieralimitado  á  reconocer  la  cuenta  tal  como  se  presentaba, 
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nada  tendría  que  alegar ;  pero  entiende  que  si  hnbo  descuido 
por  su  parte  en  no  confrontar  la  carta  con  los  antecedentes,  lo 
hubo  también  de  parte  del  demandante,  que  no  pudo  menos  que 
observar  la  contradicción  que  resulta  por  las  espresiones  em- 
pleadas en  esa  carta,  7  debió  reclamar  en  tiempo  la  omisión  de 
una  cláusula.  Que  ni  en  conversación  ni  por  carta  le  comunicó 
jamás  el  demandante  que  pensaba  convertir  su  cuenta  de  boli- 
viano á  moneda  nacional  oro  sellado.  Que  el  mismo  Banco  Na- 
cional empleaba  el  signo  va/a  P&i'&  indicar  el  curso  legal,  y  para 
entender  que  al  emplearlo  en  su  carta  se  refería  á  oro  sellado, 
debió  mediar  un  convenio  que  no  ha  existido.  Que  la  cuenta 
resulta  del  valor  de  hacienda  vacuna  para  el  abasto  de  las  minas, 
calculado  siempre  en  moneda  corriente  j  sin  que  se  haya  tratado 
nunca  acerca  de  la  moneda.  Que  el  demandante  le  ha  pasado 
en  el  año  1887  otra  cuenta  que  fué  tachada  en  tiempo  y  forma, 
y  esa,  y  no  la  anterior,  es  la  que  ha  debido  presentar.  Que 
entendía  que  no  estaba  obligado  sino  á  reconocer  el  saldo  en 
moneda  de  curso  legal,  y  pidió  que  el  Juzgado  resolviera  como 
fuera  de  ley  y  uso  comercial. 

£1  Juez  de  Sección  dirijió  á  las  partes  las  siguientes  pre- 
guntas : 

i^  Cuál  era  la  procedencia  déla  cuenta  corriente;  contesta- 
ron :  que  provenía  de  la  venta  de  hacienda  vacuna  hecha  por 
Acuña  á  Lafone ; 

2°  A  qué  clase  de  moneda  se  ajustaban  los  precios  de  dicha 
hacienda;  contestaron :  que  á  peso  boliviano,  moneda  corriente 
en  la  Provincia  de  Catamarca  en  esa  época ; 

3°  Si  medió  alguna  estipulación  para  reducir  el  boliviano  á 
oro  sellado  ó  billete  de  curso  legal ;  contestaron :  que  no  medió 
ninguna; 

4"*  Cuál  fué  el  precio  medio  de  las  haciendas;  contestaron: 
que  lo  ignoraban,  por  cuanto  se  han  venido  negociando  desde 
muchos  años  atrás; 
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5®  En  qué  se  fundaba  el  rechazo  de  la  última  cuenta  del  año 
86,  pasada  á  principios  del  87 ;  contestaron :  que  se  fundaba 
en  la  circunstancia  de  haber  sido  pasada  á  oro  sellado,  como  la 
que  corre  en  autos,  y  pretender  Lafone  que  debía  ser  á  billetes 
de  curso  legal,  de  suerte  que  toda  la  divergencia  versaba  sobre 
la  clase  de  moneda ; 

6®  Cómo  se  había  hecho  la  reducción  de  boliviano  á  oro  sellado 
en  la  cuenta  presentada;  contestaron :  Lafone,  que  su  contador 
le  observó  que  la  reducción  se  había  hecho  de  conformidad  con 
las  tablas  de  comercio,  al  tipo  legal.  La  parte  de  Acuña:  qae 
la  reducción  se  hizo  á  razón  de  14  centavos  oro  sellado  por  cada 
chirola ; 

T"*  Si  la  letra  por  300D  pesos  oro  sellado  abonados  á  cuenta 
en  30  de  Diciembre  del  86  fué  cargada  en  los  libros  respectivos 
por  su  valor  escrito  ó  por  su  equivalente,  ya  sea  en  boliviano  ó 
en  billetes  de  curso  legal,  contestaron:  Lafone,  que  el  giro  se 
hizo  á  oro  sellado  ó  su  equivalente  en  moneda  de  curso  legal,  j 
en  esta  moneda  hizo  el  asiento  de  los  libros,  al  tipo  corriente 
del  dia  del  pago,  lo  que  produjo  diferencia  en  la  contra-cuenta 
que  en  1887  pasó  al  demandante.  La  parte  de  Acuña:  que  el 
abono  hecho  por  Lafone  fué  cargado  en  los  libros  de  A^cuñaá 
oro  sellado,  y  efectivamente  la  letra  fué  á  oro  sellado  ó  su  equi- 
valente en  curso  legal.  Reconocieron  además,  la  cuenta  y  cartas 
que  corren  en  autos. 


Fallo  del  JTaes  Federal 


Catamarca,  Mayo  20  de  IBSTÍ. 

Vistos:  de  ellos  resulta  que  desde  años  atrás,  el  demandante 
D.  Joaquín  Acuña  proveía  de  reses  para  el  consumo  del  estable- 
cimiento de  FilciaOy  á  cargo  del  demandado  D.  Samuel  Lafone 
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Qnevedo,  pagaderas  periódicamente  en  moneda  boliyiana  cor- 
riente entonces  en  esta  Provincia,  hasta  qne  en  Enero  del  año 
próximo  pasado,  el  señor  Acuña  pasó  la  cuenta  de  foja  7  redu- 
ciendo el  boliviano,  que  lo  era  ya  de  cincuenta  j  siete  centavos 
por  cada  peso,  á  moneda  nacional  oro  sellado^  pidiéndole  al  Sr. 
Lafone  su  conformidad  por  la  carta  de  foja  6,  quien  se  la  prestó 
por  la  de  foja  5,  con  igual  referencia  al  peso  nacional;  pero 
omitiendo  las  palabras  oro  sellado. 

Más  como  Acuña  recibiese  después  en  pago  ana  letra  por  tres 
mil  nacionales  oro  sellado,  ó  su  equivalente  en  moneda  corriente, 
recién  se  suscitó  entre  ellos  la  cuestión  sobre  la  forma  en  que 
debía  hacerse  el  pago  en  billetes  de  curso  legal,  si  por  su  valor 
escrito,  ó  al  cambio  de  plaza  con  relación  á  la  moneda  metálica. 
(Véase  el  acta  de  foja  15  y  foja  16). 

Es  de  advertir,  que  para  tales  innovaciones  no  había  mediado 
estipulación  alguna  entre  los  litigantes,  y  que  sus  diferencias, 
sobre  el  particular  procedían,  sin  duda,  de  la  ley  del  14  de 
Octubre  de  1885,  estableciendo  el  curso  forzoso  de  los  billetes 
del  Banco  Nacional  por  su  valor  escrito,  lo  que  ocasionó  la  de- 
preciaoion  de  estos  con  relación  á  la  moneda  metálica  antes  ci- 
tada. Como  se  vé,  el  actor  cobra  en  metálico  nacional  el  equiva- 
lente exacto  á  lo  que  s6  le  debía  en  boliviano ;  y  el  demandado 
también  le  reconoce  esa  misma  suma,  pero  en  billetes  de  curso 
legal  por  su  valor  escrito;  lo  que  le  reportaría  la  ventaja  de 
ganar  el  premio  del  oro  ó  plata  sellada,  que  aquel  le  disputa, 
pues  que  de  lo  contrario  vendría  á  sufrir  las  pérdidas  consi- 
guientes á  la  depreciación  de  los  billetes. 

Sin  embargo,  como  al  Juez  no  le  es  dado  juzgar  del  valor 
intrínseco  ó  de  la  equidad  de  la  ley,  sino  que  por  el  contrario 
debe  resolver,  según  sus  disposiciones,  y  siendo  espreso  en  el  artí- 
culo 3^  de  la  antes  citada,  que  las  obligaciones  anteriores  álos 
decretos  que  enuncia,  contraídas  d  moneda  nacional  orOy  podrán 
ser  ehanceladas  en  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  escrito 
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forzoso  es  concluir  que  eldemaadadoestálegalmeDte  autorizado 
para  pagar  en  esta  forma,  artículo  16  del  Código  Civil  y  Regla 
15  del  Código  de  Comercio. 

Finalmente,  es  de  advertir  que  por  el  citado  artículo  S"*  que- 
dan esceptuadas  aquellas  obligaciones  contraidas  con  designa- 
ción de  moneda  especial  y  las  cuales  pueden  ser  abonadas  en  los 
mismos  billetes  por  su  valor  corriente  en  plaza  el  dia  de  su 
vencimiento,  pero  en  el  presente  ni  ha  existido  tal  designación 
de  moneda  especial,  ni  las  cartas  cambiadas  entre  los  litigantes 
tampoco  la  lian  establecido  posteriormente,  por  cuanto  el 
uno  se  refiere  á  oro  sellado,  y  el  otro  simplemente  a  moneda 
nacional,  y  faltando  esta  base  sustancial  de  acuerdo  reciproco, 
no  existe  tal  estipulación  especial.  (Artículos  1137  y  1144,  Có- 
digo Civil,  y  191  del  Código  de  Comercio). 

Por  tanto,  y  omitiendo  otras  consideraciones,  se  declara:  que 
D.  Joaquin  Acuña  debe  aceptar  en  pago  del  saldo  de  su  cuenta 
con  el  señor  Lafone,  los  billetes  de  curso  legal  por  su  valor  es- 
crito, como  este  se  lo  tiene  ofrecido ;  sin  especial  condenación 
en  costas. 

Hágase  saber  con  el  original  y  oportunamente  archívese  el 
espeJiente. 

Joaquin  Quiroga. 


■"«lio  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  30  de  1889. 

Vistos:  resultando  de  la  común  esposicíon  de  los  interesados 
que  las  obligaciones  de  que  procede  la  cuenta  de  foja  siete,  han 
sido  estipuladas  á  moneda  especial,  y  habiendo  sido  además 
esplícitamente  aceptado  por  el  demandado  el  saldo  de  dicha 
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onenta  pasada  á  moneda  nacional  oro  sellado,  á  qne  se  agrega 
qne  ha  yerificado  también  un  pago  parcial  de  la  misma  en 
ignal  moneda,  segnn  resulta  de  la  acta  de  foja  quince,  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  diez  y  siete  y  se  declara :  que  el 
demandado  está  obligado  al  abono  en  término  de  diez  dias,  el 
yalor  real  de  la  cuenta  enunciada,  en  oro  sellado  ó  su  equiva- 
lente en  moneda  de  ley  al  cambio  corriente  en  el  dia  del  pago,  y 
sus  intereses  desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la  demanda, 
debiendo  descontarse  de  ella,  el  valor  abonado  á  cuenta.  Re- 
pónganse los  sellos  y  devuélvanse. 


benjamín  YICTORIGA.  —  ULADISLAO 
FRÍAS.  —  FEDERICO  IBARGCREN.— C. 
S.  DÉLA  TORRE.  — LUIS  Y.  VÁRELA. 
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Sumario.  —  Las  mercaderías  esirangeras  con  permiso  de  trán- 
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gar derechos,  caen  en  comiso,  y  los  culpables  deben  abonar  ín 
solidum  su  importe,  al  precio  de  tarifa,  ea  la  fecha  de  su  intro- 
ducción, con  más  los  derechos  que  se  dejaron  de  pagar 


Contra  Jaime  Llavallol  é  hijos ;  sobre  comiso. 
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0.  Eduardo  Halón,  contra  D.  Carmelo  Garcílazo;  sobre  interdic- 
to de  reteoer. 

Sumario.  —  La  posesión  que  no  es  anual,  solo  dá  derecho  pa- 
i^  ejercitar  las  acciones  correspondientes  cuando  es  turbada  por 
1&  persona  que  no  tenga  por  el  tiempo  de  un  año,  ;  que  tampoco 
(enga  sobre  la  cosa  derecho  alguno  de  poseer 
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á  prueba  sobre  los  hechos  conducentes,  alegados  en  defensa  del 
demandado 90 


CAUSA  LI 

Haristang  y  Oliver  contra  Chapar  é  hijos,  por  falsificación  de 
marca  de  fJibrica ;  sobre  desembargo. 

Sumario,  —No  habiéndose  deducido,  ni  ofrecidose  deducir  ac- 
ción contra  los  dueños  de  los  efectos  embargados,  jii  afirmádose 
que  les  quepa  responsabilidad  en  la  falsificación  de  marca  que  se 
acusa,  procede  el  levantamiento  del  embargo 98 

CAUSA  LII 

D.  Desiderio  Bravo  contra  la  Empresa  del  Ferro-carril  Gran 
Oeste  Argentino ;  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  No  acreditándose  al  Juez  Federal,  no  corresponde 
proceder,  y  las  resoluciones  que  se  dicten  son  sin  efecto 404 

CAUSA  Lili 

D.  Eduardo  Guyot,  contra  Bazan  y  Signassi ;  sobre  falsificación 
de  una  invención  patentada. 

Sumario.  — No  usándose  en  la  fabricación  del  producto  acusa- 
do, las  sustancias  ni  los  medios  empleados  en  la  del  producto  pa- 
tentado, no  procede  la  acción  de  la  ley  de  patentes 406 

CAUSA  LIV 

D.  Godofredo  Daireaux,  por  D.  Emilio  Heyer,  contra  Jouve  y  C* ; 
sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica. 
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Sumario.  —  No  probándose  el  dolo  en  el  espendio  de  artículos 
con  marca  falsificada,  no  son  aplicables  las  disposiciones  penales 
déla  ley  de  marcas  de  fábrica 141 


CAUSA  LV 

D.  Serafín  Baserga  estrangero^  contra  D.  José  Igartúa,  argenli- 
tino  ;  sobre  obra  nueva  y  jactancia. 

Sumario.  —  Existiendo  cosa  juzgada  por  la  que  se  reconoce  á 
favor  de  una  persona  la  posesión  del  inmueble,  no  procede  contra 
esta  la  acción  posesoria  por  obra  nueva  construida  en  él,  ni  la  de- 
manda de  jactancia  por  atribuirse  derechos  sobre  él  mismo 115 
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Criminal,  contra  Pedro  Barreiro,  ex-Receptor  de  Rentas  Nación- 
nales  en  Ituzaingó ;  sobre  malversación  de  caudales  públicos. 

Sumario.  —  El  receptor  de  rentas  nacionales  que  invierte  en 
gastos  personales  las  rentas  confiadas  á  su  administración,  es  reo 
de  malversación  de  caudales  públicos,  y  como  tal,  es  sujeto  á 
la  pena  mínima  de  cinco  años  de  prisión  con  trabajos  forzados, 
sin  perjuicio  de  reintegrar  al  tesoro,  el  dinero  fiscal  de  que 
dipuso 120 


CAUSA  LVII 

El  Fisco  Nacional,  contra  D.  Adolfo  Gabastou ;  sobre  interdicto 
de  despojo. 

Sumario.  —  I""  El  hecho  accidental  que  no  es  espresion  de  una 
ocupación  real  y  efectiva,  no  basta  á  demostrar  la  existencia  de 
la  verdadera  posesión. 
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juicio. 

^  El  gasto  por  derecho  de  muelle  durante  las  subre-estadias 
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Garibaldi,  D.  José,  contra  los  señores  Cruz  Medina  y  C* ;  sobre 

cobro  de  daños  y  perjuicios 276 

Guyot,  D.  Eduardo,  conlra  Bazan  y  Lignassi  ;'sobre  falsificación  de 

una  invención  patentada 106 


K 


Karkus,  Enrich ;  causa  criminal  por  homicidio 75 


LaYÍn,D.  Federico,  conlra  D.  HodestinoPizarro,  por  devolución  de 
un  billete  de  lotería  y  daños  y  perjuicios;  sobre  com- 
petencia   322 

Ledesma  hermanos  contra  el  Capitán  del  vapor  inglés  Godvery ; 


462  FALLOS    DE    LA   SUPREMA   CORTE 

Páfíns 

sobre  daños  y  perjuicios. .   366 

Leyes,  Teodoro ;  causa  criminal  por  violación  de  corresponden- 
cia  226 

Luque^  Santos ;  causa  criminal    por   homicidio  cometido  en  una 

isla 264 


M 
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tre-Rios  por  interdicto ;  sobre  costas 262 

Maristani  y  Oliver,  contra  Chapar  é  hijos,  por  falsificación  de  mar- 
ca de  fábrica ;  sobre  desembargo 98 

Mercado,  D.  Wellíngton,  contra  D.  Antonio  Moller ;  sobre  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios 169 

Meyer,  D.  Emilio,  contra  Jou ve  y  C*;  sobre  falsificación  de  marca 

de  fábrica 111 

Moyano,  D*  Angela  Videla  de,  contra  la  empresa  del  Ferro  Carril 
Gran  Oeste  Argentino,  por  reivindicación  ;  sobre  próro- 
ga  para  contestar  la  demanda 311 


Paramillo  de  Uspallata  (Sociedad  Minera  del)  en  recurso  de  hecho 

de  una  sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Mendoza. . . .  307 

Peña,  D.  Manuel  Antonio,  contra  D.  Estévan  Echaníz;  sobre  in- 
terdicto de  despojo 314 

Pizarro,  el  Dr.  D.  Manuel  D.,  contra  D.  Gabriel  Céspedes;  sobre 
aumento  de  alquiler  ó  desalojo  y  restitución  de  terreno 
arrendado 186 


DE  JÜSTIGU  NAaONAL  463 

Pági-M 

Possey  hermano,  D.  Adolfo,  contra  FrugODÍ,Parpaglioni  y  C',  por 
cobro  de  pesos ;  sobre  pago  á  oro  y  multa  por  infracción 
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Sosa,  Avelino ;  causa  criminal  por  homicidio 241 


Tapia,  D.  Crisóstomo,  contra  D.  Cipriano  Arcfaimbaud;  sobre  reso- 
lución de  contrato  de  arriendo  y  cobro  de  pesos 289 

Terrarossa^  D.  Juan^  Capitán  del  buque  Micheley  contra  P.  Omarini 

hermanos,  sobre  cobro  de  estadías 295 
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Urraco,  D.  Antonino,  contra  la  Provincia  de  Santa-Fé  ;    sobre 

indemnización  de  perjuicios ....     39 


V 


Vidal,  D.  Gabino  ,contraD.  Eduardo  Villa,  por  cobro  de  alquileres; 

contienda  de  competencia ....   383 

Vignale,  D.  Juan,  contra  el  Dr.  D.  Ignacio  Albarracin,  por  cobro  de 

pesos ;  sobre  incompetencia 394 

Vonder  Werfí,  capitán  del  buque  holandés  Backworihy  contra  Juan 

B.  Ovalle  y  C>,  por  cobro  de  gastos  y  sobreestadías. . . .  425 


Zamora,  D.  Miguel,  contra  A.  Devoto  y  hermano  ;  sobre  condomi- 
nio    213 


Índice  alfabético 
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Acción  de  daños  y  perjuicios.  — L^  fundada  en  un  hecho  que  no  los 
ha  causado,  no  es  procedente.    Página  39. 

Acción  de  la  ley  de  patentes.  —  Es  improcedente,  no  usándose  en  la 
fabricación  del  producto  acusado  las  sustancias  ni  los  me- 
dios empleados  en  la  del  produelo  patentado.   Página  106. 

Acciofies posesorias.— y édise:  Cosajuzgada\  Posesión. 

Agravación  de  pena .  —  Véase :  Suprema  Corte. 

Alquiler.  —  El  estipulado  á  moneda  especial,  debe  pagarse  en  la  mis- 
ma  moneda  ó  en  billetes  de  curso  legal,  por  su  valor  cor- 
riente en  plaza  el  dia  del  vencimiento.  Página  157. 

Arriendo  ad  corpus.  —  Véase :  Locación. 

Auto  apelable.  —  Lo  es  el  que  acuerda  el  auxilio  de  la  fuerza  pública 
al  encargado  para  cobrar  los  subarriendos  embargados.  Pá- 
gina 420. 

Averias.  —  La  acccion  por  ellas,  cesa,  si  no  se  ha  reclamado  dentro 
de  los  términos  fijados  por  la  ley  de  Comercio.   Página  276. 

iliurtito  de  la  fuerza  pública.  —Véase:  Auto  apelable. 

T.  Yl  30 
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Buque,  ^  Probada  su  innavegabilidad,  los  marineros  contratados  para 
tripularlo,  tienen  derecho  para  dejarle  y  recibir  los  salarios 
devengados.  Página  3S7. 


C 


Circunstancias  atenuantes. --y édíse:  Hecho  criminoso;  Homicidio. 

Confesión.  —  Véase :  Hecho  criminoso. 

Clasificación  de  articulos.  —  Véase :  Dirección  de  rentas. 

Código  Civil.  —  Véase :  Tribunales  de  Provincia. 

Código  Comerdal.  —  Véase :  Tribunales  de  Provincia. 

Código  Penal.  —  Véase :  Tribunales  de  Provincia. 

Comiso.  —  Caen  en  él,  las  mercaderías  eslrangeras  con  permiso  de 
tránsito,  que  mediante  un  trasbordo  simulado  se  introducen 
sin  pagar  derechos,  y  los  culpables  deben  abonar  in  soK- 
dum  su  importe  al  precio  de  tarifa  en  la  fecha  de  su  intro- 
ducción ;  con  más  los  derechos  que  se  dejaron  de  pagar.  Pá- 
gina 83. 

Comiso.  —  Véase :  Contrabando. 

Competencia.  —  Véase :  Designación  de  lugar. 

Compra. — Comprada  una  cosa  en  su  nombre,  la  confesión  posterior 
del  comprador  de  haber  comprado  á  un  tercero  la  sesta  parte 
de  esa  misma  cosa  para  igualar  la  mitad,  demuestra  que  la 
cosa  fué  comprada  en  el  interés  común  del  comprador  y  del 
tercero  y  que  pertenece  á  ambos  por  mitad.  Pigiiía  213. 

Condenación  en  costas.  —  Véase :  Costas . 
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Contienda  de  competencia.  —  Véase :  Jueces  de  Paz  provinciales. 

Contrabando.  —El  llevado  acabo  en  la  forma  de  un  trasbordo  simu- 
lado, es  castigado  con  la  pena  de  comiso.  Página  400. 

Conf raf o  delocodon. —  Concluido  este  por  el  vencimiento  del  tér- 
mino fijado  para  su  duración,  la  cuestión  de  rescisión  del 
mismo  por  la  falta  de  pago  de  dos  periodos  consecutivos,  no 
puede  ser  materia  de  decisión  judicial.  Páginas  157  y  289. 

Contrato  social. — Su  terminación,  por  la  espiración  del  término,  no 
invalida  las  obligaciones  contraidas  por  la  sociedad  con  un 
tercero  de  buena  fé,  máxime  cuando  resulta  haber  sido  ra- 
tificadas espresamente  con  posterioridad,  todas  las  operacio- 
nes hechas  por  la  razón  social.  Página  270. 

Cosa jtfijfoda. —Existiendo  cosa  juzgada  por  la  que  se  reconoce  á 
favor  de  una  persona  la  posesión  del  inmueble,  no  procede 
contra  esta  la  acción  posesoria  por  obra  nueva  construida 
en  él,  ni  la  demanda  de  jactancia  por  atribuirse  derechos  so- 
bre el  mismo.  Página  115. 

Costas.  —  Las  del  juicio  de  tercería  son  de  cargo  del  ejecutante,  cuan- 
do no  aparece  razón  probable  para  la  petición  de  embargo 
que  la  motivó.  Página  222. 

Costas.  —  No  procede  la  condenación  en  ellas,  cuando  no  se  ha  pe- 
dido por  la  parte  vencedora.  Página  262. 

Costas.  —  Debe  pagarlas  el  demandante  cuando  no  ha  tenido  razón 
para  litigar.  Página  295. 

Cuentas  corrientes.  —No  se  hallan  sujetas  á  la  escala  de  la  le;  de  se- 
llos, por  sus  saldos  deudores.  Página  177. 


D 


Daño. — Comprobada  su  existencia  y  la  imputabilidad  del  que  lo  ha 
causado,  este  debe  indemnizarlo.  Página  366. 
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Daños  y  perjuicios,  —  No  puede  hacerse  cargo  por  ellos  al  empleado 
que  procede  con  sujeción  á  la  ley  y  en  cumplimiento  de 
sus  disposiciones.  Página  169. 

Daños  y  perjuicios.  — El  ejercicio  de  un  derecho,  no  puede  traer  per- 
juicios. Página  425. 

Daños  y  perjuicios.  —  Véase :  Acdon  ie  daños  y  perjuicios. 

Decisión  judicial.  —  Véase :  Contrato  de  locacion\  Demanda. 

Demanda.  —  No  habiendo  sido  propuesto  en  la  demanda  el  capitulo 
de  aumento  del  precio  del  alquiler  desde  la  fecha  en  que  se 
dejó  de  pagar  por  dos  mensualidades  consecutivas,  dicho  ca- 
pitulo no  puede  ser  objeto  de  resolución.  Página  458. 

Demanda  de  jactancia.  —  Véase :  Cosa  juzgada. 

Derecho  de  muelle.  —  Véase :  Sobreestadias. 

Derechos  posesorios.  —  El  uso  de  una  acequia,  verificado  con  previo 
consentimiento  del  que  la  construye  á  su  costa  para  bene- 
ficio de  sus  terrenos,  no  puede  oponerse  á  los  derechos  po- 
sesorios que  este  tiene  sobre  la  misma.  Página  314. 

Designación  de  lugar.  —  La  hecha  para  el  pago  de  arriendos,  somete 
al  Juez  de  ese  lugar  el  conocimiento  y  decisión  de  las  cues- 
tiones que  surjan  á  su  respecto.  Página  150. 

Despojo.  —  Véase :  Interdicto  de  despojo. 

Diligencias  probatorias.  —  Las  solicitadas  oportunamente,  que  por  las 
ocupaciones  del  Juzgado  no  han  podido  ser  evacuadas  den- 
tro del  término,  pueden  serlo  válidamente  fuera  de  él.  Pá- 
gina 319. 

Dirección  de  rentas. — Sus  resoluciones  sobre  clasificación  de  artícu- 
los, son  inapelables.  Página  380. 

Disposiciones  penales.  —  Véase :  Dolo. 

Doble  infracción.  —  Importa  esta  y  es  sujeta  á  pena^  la  falta  de  bultos 
espresados  en  el  manifiesto  del  vapor  y  la  presencia  de  los 
mismos  en  otro,  no  espresados  en  su  manifiesto.  Página  257. 

Dobles  derechos.  —  Véase :  Error. 
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Dolo.  —  No  probándose  su  existencia  en  el  espendio  de  artículos  con 
marca  falsificada,  no  son  aplicables  las  disposiciones  penales 
de  la  ley  de  marcas  de  fábrica.  Página  111. 


E 


Embargo.  —  Véase :  Marca  de  fábrica. 

Empréstito  de  consumo. — En  este  contratóse  devuelve  solo  la  mis- 
ma especie  y  calidad  y  no  se  deben  intereses,  no  habiendo 
mediado  mora.  Página  355. 

Error.  —  El  padecido  en  el  manifiesto,  aún  salvado  antes  de  iniciarse 
la  verificación,  no  exime  de  pena,  sino  solo  la  atenúa,  im- 
poniéndose en  ese  caso,  la  de  dobles  derechos.  Página  200. 

Escepcion.  —  Véase:  Interdicto  de  despojo. 

Escusas.  —Véase:  Hecho  criminoso. 

Estadios.  —  No  es  responsable  por  ellas,  el  que  no  se  ha  obligado  por 
contrato,  ni  aparece  haberlas  causado  por  omisión  ó  hecho 
propio.  Página  295. 


F 


Falsedad.  —  El  empleado  nacional  que  abusando  de  su  oficio  comete 
falsedad,  es  sujeto  á  la  pena  de  dos  años  de  trabajos  forza- 
dos y  multa  de  doscientos  pesos.  Página  400. 

Falsificación  de  marca.  —  No  habiéndose  deducido  ni  ofreciéndose  de- 
ducir acción  contra  los  dueños  de  los  efectos  embargados  ni 
afirmándose  que  les  quepa  responsabilidad  en  la  falsificación 
de  marca  que  se  acusa,  procede  el  levantamiento  de  em- 
bargo. Página  98. 
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Falta  de  bultos.  —Véase :  Doble  infracción. 

Fktamento.  — Hecho  un  cootralo  de  fletamento  para  recibir  carga  á 
la  brevedad  posible,  y  escusándose  el  capitaa  de  hacerlo  por 
el  estado  de  innavegabilidad  del  buque^  ni  ofreciéndose  por 
este,  otro  buque  en  tiempo  y  en  igualdad  de  condiciones, 
existe  violación  del  contrato,  y  procede  la  aplicación  de  la 
multa  convenida  como  garantía  de  su  ejecución.  Página 
343. 


H 


Hecho  accidental. —  yésise:  Posesión. 

Hecho  criminoso.  —  Cuando  solo  está  comprobado  por  la  confesión  del 
reo  sin  que  existan  otras  pruebas  á  su  respecto,  ni  presun- 
ciones ó  indicios  graves  que  le  sean  contrarios,  es  doctrina 
legal  que  aquella  debe  ser  aceptada  de  una  manera  indivisi- 
ble ;  y  se  tengan  por  averiguadas,  sin  necesidad  de  otra  prue- 
ba, las  circunstancias  ó  hechos  en  que  se  apoya  el  acusado 
para  escusar  ó  jusliflcar  el  acto  que  se  le  imputa.  Pági- 
na 14. 

Hechos  conducentes.  —  Véase :  Sentencia. 

Homicidio,  —  La  pena  por  homicidio,  es  de  tres  años  de  prisión  si 
concurren  dos  ó  más  circunstancias  atenuantes,  y  la  victima 
provocó  el  acto  homicida  con  ofensas  ó  injurias  graves.  Pá- 
gina 75. 

Homicidio.  —  Los  causantes  del  delito  de  homicidio  premeditado,  es- 
tán sujetos  á  la  pena  de  diez  años  de  trabajos  forzados,  des- 
contándose el  tiempo  de  prisión  sufrida.  Página  241. 

Homicidio. —El  simple  está  sujeto  á  la  pena  de  cuatro  años  de  peni- 
tenciaria con  descuento  del  tiempo  de  prisión  sufrida.  Pá- 
gina 265. 
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Inconstitudonalidad.  —  La  disposición  del  artículo  3<>  de  la  ley  nacio- 
nal de  inconversion  de  13  de  Octubre  de  1885,  no  es  incons- 
titucional. Página  177. 

Inconvernon.  —  Véase:  Inconstüucionalidad. 

Injurias  graves.  —  Véase :  Homicidio. 

Innavegabilidad.  —Wésise:  Btique;  Fktamento. 

Interdicto  de  despojo,  —  Entablado  este,  y  opuesta  solamente  la  es- 
cepcion  de  posesión  de  un  año,  debe  ser  admitido,  si  esta  no 
ha  sido  probada.  Página  1S9. 

Interdicto  de  despojo.  —  Probada  lá  posesión  animo  domini  y  la  ocu- 
pación de  un  tercero  de  parte  de  ella,  procede  el  interdicto 
de  despojo,  y  debe  hacerse  lugar  á  'él,  aunque  el  demandado 
lo  haya  calificado  de  interdicto  de  amparo.  Página  203. 

Intereses.  —  Véase:  Empréstito  de  consumo. 

Islas  argentinas.  —  Véase :  Justicia  federal. 


Jactancia. — Véase :  Cosa  juzgada. 

Jueces  de  Paz  provinciales.  —  Desaparecida  en  la  Capital  la  institu- 
ción de  ellos,  no  hay  objeto  para  decidir  la  contienda  de 
competencia  suscitada  contra  uno  de  ellos.  Página  383. 

Jueces  Federales.  —  Véase:  Justicia  Federal. 

Jurisdicción  federal.  —  No  acreditándose  esta,  no  corresponde  proce- 
der, y  las  resoluciones  que  se  dicten  son  sin  efecto.  Pági- 
na 104. 
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Justicia  federal.  —  Corresponde  á  ella,  el  conocimiento  de  los  delitos 
connunes  cometidos  en  las  islas  argentinas.  Página  264. 

Justicia  federal.  —  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  las  causas 
civiles  enlre  ciudadanos  domiciliados  en  la  misma  Provincia. 
Página  322. 

Justicia  federal.  —  Por  las  leyes  de  federalizacion  del  territorio  de  la 
Capital  y  orgánica  de  los  Tribunales  de  la  misma,  los  Jueces 
Federales  carecen  de  jurisdicción  para  conocer  en  las  causas 
civiles  de  menor  cuantía  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano. 
Página  394. 

Justificaciones.  —  Véase:  Hecho  criminoso. 


Lanchage.  —  A  falla  de  convenio  sobre  la  forma  de  cobrarlo^  debe  es- 
tarse á  la  práctica  establecida ;  y  siendo  esta  la  de  cobrarlo 
por  las  ruedas  con  eje  montadas,  según  su  cubaje,  debe  man- 
darse pagar  en  esa  fqrma.  Página  141. 

Ley  de  inconversion.  —  Véase :  Inconstitucionalidad. 

Ley  de  sellos.  —  Véase:  Cuentas  corrientes. 

Liquidación.  —  Dado  el  fallo  por  el  que  se  establece  que  no  corres- 
ponde á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas  á  la  liquidación  de  un  contrato,  no  puede  traerse 
á  su  jurisdicción  el  de  las  cuestiones  que  surjan  de  un  con- 
venio que  con  referencia  á  dicha  liquidación,  se  haya  cele- 
brado con  el  cesionario  del  contratante.  Página  5. 

Litis  pendencia.  —  No  procede,  si  la  demanda  á  que  se  opone,  no  ver- 
sa sobre  un  mismo  objeto.  Página  389. 

Locación.  —  Cuando  se  arrienda  y  entrega  un  terreno  con  ubicación 
y  limites  precisos  y  se  procede  en  seguida  por  las  partes  á 
cercarlo  bajo  los  mismos  limites  y  ubicación,  el  arriendo  es 
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ad  corpuSj  no  obstante  haberse  indicado  en  el  contrato  la 
medida  aproximaliva ;  y  se  considera  renunciado  el  derecho 
acordado  por  los  artículos  1346  y  1347  del  Código  Cifil. 
Página  186. 

Locación.  —  Véase :  Contrato  de  locación ;  Demanda. 

Lucro  cesante.  —  Declarando  el  damnificado,  que  ha  durado  de  quince 
á  veinte  dias,  debe  avaluarse  solamente  Fobre  la  base  de 
quince  dias.  Página  366. 

Lugar  del  pago.  —  Véase :  Designación  de  lugar. 


M 


Malversación  de  rentas.  —  Véase :  Receptor  de  Rentas  Nacionales. 

Marcas  de  fábrica. — Véase:  Dolo. 

Marineros.  —  Véase :  Duque. 

Moneda  especial. — Véase:  Alquiler. 

Mora.  —  Véase :  Empréstito  de  consumo. 

.Vtfl(a.  —  Véase  :  Pletamento 


N 


Nulidad.  —  No  procede  este  recurso  cuando  las  causales  en  que  se 
funda,  no  afectan  en  nada  el  fondo  de  la  resolución  recla- 
mada. Página  276. 

Nulidad.  —  Es  nulo  lo  obrado  por  el  Juez^  sin  jurisdicción  para  el  co- 
nocimiento de  la  causa.   Página  420. 

Nulidad.  —  Véase :  Sentencia. 
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Obligaciones  á  moneda  espedaL  —  Estas  obligaciones  convertidas  á 
moneda  nacional  oro  sellado,  deben  ser  satisfechas  á  oro  ó 
su  equivalente  en  moneda  de  ley  al  cambio  del  dia  del  pago. 
Página  433. 

Obligaciones  á  moneda  especial  —  Véase:  Alquiler. 

Obligaciones  sociales.  —  Véase :  Contrato  social. 

Obra  nueva.  —  Véase:  Cosa  juzgada. 

Ofensas  graves.  —  Véase :  Homicidio. 


Patente.  —  Véase :  Acción  de  la  ley  de  patentes. 

Pena.  —  Véase:  Error. 

Posesión.  —  La  que  no  es  anual,  solo  dá  derecho  para  ejercitar  las 
acciones  correspondientes,  cuando  es  turbada  por  la  persona 
que  no  la  tenga  por  el  tiempo  de  un  año,  y  que  tampoco 
tenga  sobre  la  cosa  derecho  alguno  de  poseer.  Página  56. 

Posesión. --E[  hecho  accidental  que  no  es  espresion  de  una  ocupa- 
ción real  y  efectiva,  no  basta  á  demostrar  la  existencia  de 
una  verdadera  posesión.  Página  i29. 

Posesión. —\ésLse:  Cosa  juzgada. 

Posiciones. -- Los  representantes  de  sociedades  anónimas  están  obli- 
gados á  absolver  posiciones  en  las  cuestiones  relativas  á  la 
Sociedad,  máxime  en  los  actos  en  que  han  intervenido  per- 
sonalmente. Páginas  32  y  49. 
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Prarogacion  de  término.  -  •  Véase :  Término . 
Prueba.  -Véase:  Diligencias  probatorias;  Sentencia. 


R 


Receptor  de  Reñios  Nacionales.  —  El  que  invierte  en  gaslos  persona- 
les las  rentas  confiadas  á  su  administración,  es  reo  de  mal- 
versación de  caudales  públicos,  y  como  tal,  es  sujeto  á  la 
pena  mínima  de  cinco  años  de  prisión  con  trabajos  forzado:*, 
sin  perjuicio  de  reintegrar  al  tesoro  el  dinero  fiscal  de  que 
dispuso.  Página  i20. 

Recurso  ante  la  corte.  —  Véase :  Tribunales  de  Provincia. 

Recurso  de  nulidad.  —  Véase :  Nulidad. 

Iksolucianes  inapelables.  —  Véase :  Dirección  General  de  Rentas. 

Resoluciones  sin  efecto.  —  Véase :  Jurisdicción  federal. 


Sellos.  —  Véase :  Cuentas  corrientes. 

Sentencia.  —  Es  nula  la  dictada  sin  haberse  recibido  á  prueba  los  he- 
chos conducentes  alegados  en  defensa  del  demandado.  Pá- 
gina 90. 

Sobreestadías.  —  El  gasto  por  derecho  de  muelle  durante  ellas,  de^e 
entenderse  comprendido  en  el  valor  fijado  á  aquellas  por  el 
contrato.  Página  425. 

iSoctecbíd.  —  Véase :  Contrato  social. 

Sociedades  anónimas.  -—  Véase :  Posiciones. 

Suprema  Corte.  ^?or  el  Código  de  Procedimientos  en   lo  Criminal, 
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de  Oclubre  17  de  1888,  la  Suprema  Corte  no  puede  agravar 
la  pena  impuesta  por  la  sentencia  apelada,  si  el  recurso  no 
ha  sido  interpuesto  por  el  acusado,  y  no  por  el  acusador  par- 
ticular ó  el  ministerio  fiscal.  Página  226. 

Suprema  Corte.  —Véase:  Liquidación. 


Tercería.  —  Véase:  Costas. 

Terminación  de  Sociedad.  —  Véase :  Contrato  social. 

Término.  —  El  asignado  para  contestar  la  demanda,  no  puede  ser  pro- 
rogado  sin  razón  legítima.  Página  311. 

Tribunales  de  Provincia.  —  La  interpretación  y  aplicación  que  ellos 
hacen  de  los  Códigos  Civil,  Comercial,  Penal  y  de  Minería^ 
no  dá  ocasión  al  recurso  creado  por  el  artículo  14  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Federa- 
les. Página  307. 


Violación  de  contrato.  —  Véase :  Fletamento . 

Violación  de  correspondencia.  —  La  ley  aplicable  al  delito  de  viola- 
ción de  correspondencia  cometido  por  un  empleado  nació- 
*  nal,  es  la  penal  de  U  de  Setiembre  de  1863.  Página  226. 


FIN    DEL   TOMO    SESTO 
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